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“El presente trabajo no hubiera sido posible sin la buena aceptación y acogida que tuvo mi primer trabajo sobre la convulsa Segunda República, Diario de un Fracaso. Por esta razón, no sería justo si, en este inicial agradecimiento, no incluyo a todas aquellas personas que adquirieron la obra de un completo desconocido, un escritor anónimo que había dedicado los últimos años de su vida a hacer un detenido y concienzudo análisis del Diario de Sesiones de la República. Así pues, gracias a todos los que tuvisteis a bien apostar por mí, a los que, en los últimos años, me habéis mostrado un apoyo tan desinteresado como igualmente afectivo en las redes sociales haciendo posible que hoy, tres años después, vea la luz mi nuevo trabajo sobre uno de los periodos más dramáticos e impactantes de nuestra larga historia. Gracias de todo corazón”.

 


Breve introducción
Habiendo transcurrido poco más de tres años de la publicación de mi primer trabajo sobre la Segunda República, Diario de un Fracaso, ha llegado el momento de afrontar uno nuevo y que pretende estar destinado a profundizar en aspectos que, apenas tangencialmente, en aquel se abordaron. En esta ocasión, serán el principal foco del relato los sucesos que, principalmente, tuvieron más protagonismo y repercusión en las calles españolas para dejar en un lugar más secundario a lo que ocurría en el recinto del fuero parlamentario. De ese interminable serial de episodios que decidieron y, sobre todo, definieron la suerte de la República rescataré algunos que, a mi juicio, más impacto tuvieron en su devenir o que, no siendo así, en mi muy particular visión de aquella creo que mejor pueden ayudar a explicar o a esclarecer lo ocurrido durante su vigencia. Además, en esta ocasión añado y dedico un detenido estudio de los años precedentes para centrarme en el convulso periodo que se inicia en el año donde se desencadenó el desafío revolucionario, 1917, hasta el que éste se hizo triunfante, 1931, por tanto, años del inicio y posterior desarrollo de la agitación y amenaza revolucionaria y que tanto daño provocó en las conciencias y en el espíritu nacionales; en efecto, un periodo en el que España sufrió la formidable embestida de los ecos de la revolución rusa y que sería argumento fundamental para entender su posterior deriva política y social y que harían precipitar el final del periodo constitucional más largo de su historia, la Restauración.
Así pues, empezaré el relato a partir de ese tan convulso como desconocido año, 1917, lo haré con el propósito de dibujar la extraordinaria zozobra y agitación que vivió la política y el conjunto de la sociedad española con motivo de los influjos revolucionarios que llegaban del Este europeo, unos aires que trataron de aprovechar para su propio beneficio algunas de las fuerzas políticas más proclives a posicionarse en contra de la legalidad y el orden constitucional que, desde 1876, permanecía vigente en España. El relato del libro procurará ir a la misma velocidad de los acontecimientos tratando de recoger, lo más fidedignamente posible, el espíritu de todo aquel proceso resueltamente revolucionario y que habría de culminar catorce años después, con la promulgación de la Constitución republicana de Diciembre de 1931. Paso a paso, cada capítulo irá creciendo en intensidad a medida que la amenaza revolucionaria también lo haga y, sobre todo, con la firme voluntad de dar conocimiento a uno de los periodos menos conocidos de nuestra historia, el de la Restauración.
Si en Diario de un Fracaso la principal fuente de trabajo fueron los diarios de sesiones de la República, ahora, estas sesiones apenas servirán para ilustrar, certificar y conocer la opinión de las distintas minorías parlamentarias respecto de los acontecimientos que se producían en el exterior del Parlamento, monárquico primero, y republicano después; como he referido, en esta ocasión, será la calle y lo que en ella ocurría lo que vaya fotografiando el serial de acontecimientos que hicieron de aquellos años algunos de los más convulsos de nuestro pasado siglo y en lo que será el propósito de contextualizar, de la forma más fotográfica posible, aquella degradación político social que hizo posible la caída de un régimen tan legendario como centenario, la Monarquía.
La Segunda República advino con la aureola de ser la medicina, la sanación de los males heredados del caótico y convulso siglo XIX español pero, muy pronto, a los pocos días de iniciar su recorrido se vería que, aquello que se vendió como una esperanza, como una nueva política reparadora y regeneradora de la acción política española, no era más que los fuegos de artificio de un enorme obús que habría de implosionar en la totalidad del territorio español. Muchos de los que trabajaron para hacer que Alfonso XIII aceptase la atrevida y comprometida fórmula dictatorial primoriverista suspiraban, ocho años después, por una fórmula diametralmente distinta, por una República que, desde sus inicios, se formuló para el beneplácito y disfrute de unos pocos y es que, a esta, no estaban invitados ni los sectores del liberalismo y, menos aún, del conservadurismo o monarquismo español, circunstancia que se habría de percibir desde las que fueron las primeras trazas oratorias de las convulsas sesiones parlamentarias republicanas, allá por el mes de Julio de 1931. En ese punto, el relato del libro será incisivo, se intentará demostrar que, en efecto, así fue, la República nunca tuvo espíritu solidario ni global, se diseñó para el disfrute de una parte de los españoles dejando fuera de su fuero, por pura motivación ideológica, a otros muchos con el fatal resultado que la mayoría ya conocemos.
En mi anterior trabajo ya expuse que la República fue impuesta desde la más que dudosa legitimidad que le confería unas simples elecciones municipales y en las que su ámbito competencial, puramente administrativo, fue intencionadamente rebasado para aplastar a una voluntad popular que, fue a elegir a los alcaldes y concejales de sus respectivas localidades, y se encontró con un Gobierno provisional que tan sólo unos días antes pasaba sus días en el presidio de la Cárcel Modelo de Madrid por su participación en la tentativa golpista de Diciembre del año anterior, 1930. Así, una sociedad sumisa e impasible, seguramente, presa de la convulsión y excitación que las masas republicanas producían en muchas de las calles españolas, contemplaba impávida e indolente como el conjunto de las instituciones les eran entregadas a unas nuevas autoridades que, pese al inferior número de sufragios obtenidos, hacían valer el factor “de calidad” de sus victorias en las que eran las principales urbes de la nación; en estas condiciones podemos decir, sin temor a equivocarnos, que la República no vino por la suma total de apoyos numéricos, se impuso el voto de “calidad” al voto puramente numérico, algo inaudito e insólito en un Estado de derecho. La Monarquía sería así expulsada tras siglos de vigencia cuando ni siquiera, en realidad, se conocían los resultados definitivos de lo que fueron unas elecciones de carácter administrativo; producto de todo ello, un Gobierno provisional, no elegido por la voluntad popular, asumiría un poder que prácticamente le fue entregado.
A un conflicto de la magnitud de una guerra entre conciudadanos de una misma nación no se llega por casualidad y es que, sin duda, se dieron una serie de factores que resultaron decisivos para que el trágico estallido final se desencadenará. En el caso que nos ocupa, me atrevería a decir que muchos de los que se arrogaron ser los próceres de la democracia y de los valores que esta representa, esto es, aquellos que aseguraron que vendrían a regenerar una acción pública vejada por los vicios del sistema turnista de la Restauración, los usaron demagógicamente para hacer creíble un relato que más tarde se demostraría estar muy alejado de los verdaderos propósitos de lo que es, y debe ser, un régimen esencialmente democrático; hablar en nombre de la democracia y hacerlo desde el púlpito de la coacción y amenaza no hace sino favorecer la agitación de los espíritus, hasta de los más aquilatados, y a esa labor se dedicaron con suma diligencia y dedicación durante más de treinta años (una conducta que yo sitúo en el momento en que caían las últimas colonias de lo que había sido el formidable imperio español). En la siempre rica hemeroteca podemos encontrar innumerables testimonios de todas estas figuras y personalidades políticas que, hablando en nombre de los valores y esencias democráticas, hicieron causa y bandera del frentismo entre españoles; en el presente trabajo, recogeré algunos de ellos con el propósito de ilustrar como se justificaba la acción violenta contra el orden establecido con la demagógica excusa de alcanzar una plenitud democrática que, como veremos, nunca llegaría, al revés. Así, esa perversión que durante tantos años se hizo del lenguaje, y más concretamente del término democracia, haría imposible el distinguir respecto de quien realmente era su más firme valedor o su más acérrimo enemigo y es que, dentro de esa distorsión conceptual y en ese constante pugilato contra el orden constitucional vigente, muy pocos fueron los que lograron alcanzar una visión objetiva y clara sobre cuál debió ser el camino a seguir para establecer en España un avanzado y digno Estado de derecho, al menos, a semejanza de algunas de las democracias europeas del momento.
Lamentablemente, la coacción y la amenaza constante a la que se sometió a un régimen a todas luces legítimo (ciertamente mejorable, como todos, pero absoluta y plenamente legítimo) hizo que la sombra de la duda que sobre él recayó fuese permanente; fueron muchos, demasiados los años en los que distintas élites políticas y sociales tejieron un entramado de difamación y lapidación de un régimen que, habitualmente indolente, se vería incapaz de frenar una imparable pulsión revolucionaria que se extenderá como una mancha de aceite por todos los rincones de la Nación y, lo que es peor, llegando a infectar el espíritu nacional. La agitación y la convulsión fue la expresión que eligieron algunas de las personalidades políticas e intelectuales españolas más relevantes, no tanto para cambiar o mejorar un régimen, que además les aceptaba, sino para dinamitarlo y derribarlo; pese a la magnitud de la amenaza, éste se mostró siempre dubitativo cuando no condescendiente favoreciendo, indirectamente, que la escena política española fuera un continuo episodio de desencuentros y fricciones entre quienes aún lo apoyaban y los que se proponían derribar hasta la última de sus instituciones. Décadas de desencuentros entre los que querían gobernar y los que no dejaban hacerlo dibujaron y crearon un clima político ciertamente irrespirable que se trasladaría a las calles españolas, un clima de permanente agitación que sería el caldo de cultivo de un espíritu revolucionario y que habría de prender en una buena parte de la sociedad española hastiada de que no se diera respuesta a ninguna de las que eran sus verdaderas necesidades y demandas.
Inicio así un relato que se puede presentar como una prolongación del que fue mi anterior trabajo, Diario de un Fracaso, si bien, en esta ocasión y, como ya he referido, los diarios de sesiones republicanas serán sólo un soporte, un acompañamiento de otras muchas en el propósito de hallar un contexto más amplio y profundo de lo que fueron aquellos convulsos años. El detenido análisis de todas ellas me lleva a confirmar lo que ya expuse en Diario de un Fracaso, la Segunda República aceleró un proceso de decadencia que el conjunto de la nación española venía padeciendo desde hacía ya demasiadas décadas; lejos de aprender del innumerable cúmulo de errores pasados se buscó ajustar y saldar viejas cuentas provocando que, tan ansiado espíritu de reconciliación, nunca estuviera presente en el ideario e iniciativa política de las que fueron las principales magistraturas y autoridades republicanas, muy al contrario, se aprovechó la circunstancia para trasladar a la escena política todos aquellos pleitos no resueltos y que lastrarían toda la iniciativa de la propia República. En efecto, un vulgar ambiente revanchista sería la piedra angular sobre el que se tejió el armazón político y social del régimen republicano y, su Constitución, la que daría forma jurídica final a ese incomprensible apetito vengativo de unas autoridades republicanas que se mostraron incapaces de ver, o entender, a su Patria como el hogar común donde todos los españoles tuvieran cabida y lugar y con independencia de su posicionamiento y conciencia política.
De este modo, y en el transcurso de este trabajo que ahora inicio, trataré de llevar adelante, con una mínima garantía de éxito, la ardua y muy complicada misión de dar luz y, si aún fuera posible, hasta de fotografiar aquellas circunstancias y a aquellos personajes que, en lugar de tender puentes para la pacificación y la tan anhelada paz social e institucional, prefirieron ponerse el mono de trabajo con el propósito de destruir los pocos puentes que ya a duras penas en pie se mantenían. La Segunda República advino como la solución regeneradora y reparadora de la vieja política y, sin embargo, no hizo otra cosa que acelerar el proceso de división y fragmentación nacionales; en sus pocos años de vigencia nos precipitó a un abismo en el que, triste y lamentablemente, un siglo después, parece que aún no hemos tocado fondo. El detenido y pormenorizado análisis de muchos de los hechos y circunstancias de aquellos penosos años, muy posiblemente, nos pueda facilitar la comprensión de muchas de las actuales e igualmente penosas situaciones que hoy, más de noventa años después, padecemos; y es que, en efecto, casi un siglo después no son pocos los que siguen mirando el futuro con la mirada puesta en nuestro más convulso pasado y, en estas condiciones, es muy difícil labrar un porvenir y una prosperidad para unas nuevas generaciones que no ven más que un incierto futuro manchado por la sombra de ese sombrío pasado que, una buena parte de españoles, queremos definitivamente enterrar para que juntos podamos ser capaces de construir un futuro mejor.
A esa labor me pongo; la extensión del presente trabajo me ha llevado a tomar la determinación de dividirlo en dos partes y a fin de que el relato no se vea alterado por las exigencias y limitaciones de lo que hubiera sido un libro con un desmedido metraje, así pues, serán dos tomos de una obra que pretende examinar el principal periodo revolucionario habido en España en la que ha sido su formidable y dilatada historia; un primer tomo que se iniciará en el año 1917, punto culminante de ese inquietante periodo revolucionario y que nos llevará hasta la promulgación de la Constitución republicana, en Diciembre de 1931, momento en el que la revolución era refrendaba y culminaba su proceso subversivo sin el asenso del pueblo español (la Constitución de 1931 nunca fue refrendada por el que debe ser el motor y gestor de toda revolución, el pueblo). El segundo tomo retomará el relato del primero tras la promulgación de la referida Carta Magna republicana, lo hará relatando lo ocurrido en los primeros días de 1932 tras los trágicos sucesos de Castilblanco (Badajoz) y las enormes derivaciones políticas y sociales que estos tuvieron, entre ellas, el acoso institucional que se sometió al que, en los últimos decenios, había sido el principal garante de la seguridad y el orden público en España, la Guardia Civil; un proceso fundamental y muy revelador de lo que sería el enorme deterioro social que habrían de sufrir las calles españolas y que no se detendría hasta la implosión de la gran tragedia nacional, la Guerra Civil. Es mucha la información, muchos los datos, muchos los testimonios, muchas las fuentes y, por encima de todo, mucha la ilusión; sólo deseo que disfrutéis de este apasionante como tan excitante viaje, nos aguardan, estoy seguro, no pocas sorpresas, con el aval del más absoluto rigor y con el decidido propósito, ya lo advierto, de no guardarme ni reservarme absolutamente nada. Vamos a ello.






































1917. SE DESATA LA FURIA REVOLUCIONARIA
 
«Tal ha sido la indignación producida por la política del Gobierno presidido por el Sr. Maura en los elementos proletarios, que nosotros, de quienes se dice que no estimamos a nuestra Nación, que no estimamos los intereses de nuestro país, amándolo de veras, sintiendo las desdichas de todos, hemos llegado al extremo de considerar que, antes que S. S. suba al Poder, debemos llegar hasta el atentado personal».
Pablo Iglesias Posse, fundador del PSOE; 7 de Julio de 1910.
[image: ]
Una de las muchas manifestaciones habidas en aquel año 1917 y en la que se refleja el espíritu de una de las que eran sus principales y más significativas proclamas: ¡Viva Rusia!
 
Siete años después, todavía resonaban con fuerza aquellas palabras del diputado y fundador del partido socialista, Pablo Iglesias; una histórica sesión a Cortes en la que, aparte de amenazar al líder de los conservadores españoles, Antonio Maura, fijaba la postura política de su partido alineado con las fuerzas republicanas y con el único fin de derribar al régimen turnista de la Restauración y, sobre todo, a la Monarquía: “El Sr. Maura ha hecho posible la conjunción de las fuerzas socialistas con las fuerzas republicanas, no con las fuerzas republicanas de la extrema izquierda, sino con las fuerzas republicanas gubernamentales, con todas”; había advertido justo antes de señalar al ex Presidente Antonio Maura bajo la amenaza de un atentado personal, comprometiéndose, además, a derribar al régimen liberal alfonsino. En aquellos días nacía la conjunción republicano-socialista, el principal movimiento político en torno a las que se aglutinarán las fuerzas antisistema o antidinásticas.
En efecto, la Monarquía junto a la Iglesia (incluso el Ejército), principalmente, fueron las instituciones sobre las que, años después, fijarían la mirada y toda su inquina las que habrían de ser las nuevas autoridades republicanas que entonces decidían unir sus fuerzas y voluntades; en todos estos años, más de veinte, la figura y la obra de Alfonso XIII será objeto de todo tipo de juicios y censuras y que recobrarían una nueva dimensión cuando estos grupos antidinásticos se auparon a las altas esferas del Poder, sorpresiva e inesperadamente, en el transcurso del año 1931. En aquellas excepcionales circunstancias, el monarca pudo resguardar su propia existencia embarcándose en el puerto de Cartagena rumbo al de Marsella y es que, no eran pocos los que hubieran deseado desencadenar un proceso revolucionario a imagen y semejanza de lo ocurrido en Rusia en 1917, circunstancia que hubiera hecho peligrar su vida y la de su propia familia (no es una afirmación exagerada, con ese mismo sentido se expresaría Largo Caballero durante la campaña electoral de las elecciones de Febrero de 1936). Alfonso XIII, perfectamente conocedor de estas sugestiones, más que asegurar su propia vida y la de su progenie, que también, eligió el exilio antes que desencadenar una cruenta guerra en España que tanta sangre inocente se hubiera llevado por delante. Sin embargo, y a propósito de un pacto nunca escrito, el Pacto de San Sebastián, no se tuvo en cuenta ese noble y último gesto y se acordó liquidar todo aquello que emanara o sugiriera algún tipo de fragancia a monarquismo, a poder palatino; así, el objetivo no solo se centró en la figura del monarca, Alfonso XIII, se pretendió ir más allá y en lo que sería un evidente propósito de rescribir hasta la propia la historia, la historia de quinientos años bajo la tutela de una Monarquía que ahora, de un plumazo, debían ser enterrados al albur de unos aires revolucionarios que, teñidos de un intencionado y engañoso romanticismo, pretendía socavar una de las historias nacionales más apasionantes de la que el mundo tuvo conocimiento; en efecto, la de España. De esta forma, veintiún años después de aquella histórica intervención en las Cortes del fundador del PSOE, Pablo Iglesias, los acólitos de la revolución conseguían el que siempre fue el primero y último de sus propósitos, derribar al formidable e histórico régimen de la Monarquía española.
Este proceso revolucionario (porque la República fue principalmente eso, el culmen de un proceso revolucionario, mal ejecutado y posteriormente inacabado) no era desconocido, no era novedoso, y es que, previamente, ya hubo otras tentativas destinadas a finiquitar el largo periodo dinástico en España. No vamos a detenernos en todas ellas ahora, sólo, y por la pequeña distancia que en el tiempo les separaba y, sobre todo, por el impacto que tuvo en los años posteriores, lo haremos en una de ellas, la protagonizada en el año 1917 por los Junteros militares en compañía de los movimientos “antisistema” de la época, socialistas, nacionalistas y anarquistas, principalmente. Aquella tentativa revolucionaria, que trataba de ser espejo de lo ocurrido en Rusia, bien pudiéramos decir que sería el pistoletazo de salida al proceso igualmente revolucionario que habría de desencadenarse catorce años después en la Segunda República. En efecto, es sobradamente conocido que la cruenta y sangrienta revolución rusa extendió sus tentáculos muy pronto por una buena parte del territorio europeo, aquí, en España, tanto anarquistas como socialistas, uniendo sus fuerzas, tomarían el testigo revolucionario ruso iniciando un proceso, tan inestable como violento, que estaba destinado a acabar con la realeza y el odiado sistema burgués que creían era la representación de esta; para lograrlo, no escatimaron el recurso a la fuerza e, incluso, a la violencia terrorista. Las alianzas que en aquel 1917 tejieron en su propósito de asaltar la cúspide del Poder no fueron desde luego muy distintas a las que, apenas, unos años después, promovieron y que luego posibilitaron el advenimiento de la República y en lo que parecía ser la segunda parte de un partido que, iniciado catorce años atrás, nada había logrado resolver; así, podemos afirmar que los apetitos revolucionarios de ciertos sectores político-sociales nunca se apagaron, nunca se disolvieron, tan sólo se avinieron a una pausa convenida, la Dictadura de Primo de Rivera, consentida y casi aplaudida por casi todos y en la que, incluso, algunos lograron fortalecer sus posiciones de partida por medio de un reconocimiento que nunca encontraron en los tiempos de los Gobierno turnistas y que les permitió, a la conclusión de esta, tener una posición preponderante y determinante desde la que pudieron seguir manteniendo, incluso más vivas y fortalecidas, las que eran sus aspiraciones revolucionarias y a las que no habían renunciado; me refiero, más concretamente, al partido socialista.
Aquel lejano Agosto de 1917 haría convulsionar el conjunto de las instituciones del sistema liberal de la Restauración, este proceso revolucionario iniciado años antes (absolutamente perceptible desde los primeros años del siglo) retomaba nueva vitalidad con la unión de dos sindicatos hasta entonces antagónicos, la UGT y la CNT, que ahora unían sus fuerzas para extender y promover una huelga general de inequívocos tintes subversivos y con el único propósito de acabar con la repudiada institución monárquica; si no se alcanzó ese objetivo fue porque el también convulso y fragmentado Ejército, no sumó finalmente sus fuerzas a esta iniciativa temeroso de que supusiera un irreparable resquebrajamiento de la unidad del territorio nacional. Y es que a esta iniciativa también se sumaría otra amenaza si cabe aún más peligrosa, el nacionalismo, abanderado por la Lliga Regionalista de uno de los políticos más capaces y, sin duda, audaces de la época, Francesc Cambó, el sagaz líder nacionalista catalán había promovido la convocatoria de una Asamblea parlamentaria en Barcelona con la anuencia de fuerzas separatistas, republicanas, anarquistas y socialistas y con la vista puesta en la apertura de un proceso de regionalización de España pero que, en realidad, no era más que un intento de abrir la senda del reconocimiento de la pluralidad nacional de España. Este movimiento, de presuntos tintes autonomistas, aprovechaba que las garantías constitucionales permanecían suspendidas para reclamar unos derechos y libertades que, sin embargo, rebasaban los preceptos constitucionales, unos preceptos que entendían se habían vulnerado por el entonces Gobierno conservador de Eduardo Dato. Ante esta delicada situación, el siempre beligerante y descontento Ejército, que ya había conseguido del ejecutivo la creación y, sobre todo, la legalización de sus Juntas de Defensa, esto es, se iniciaba un proceso de sindicalización (y con lo que todo ello conllevaba) dentro de la propia institución militar, decidió finalmente mantenerse fiel al orden constitucional de 1876 y a la defensa de la soberanía nacional evitando, que aquel virulento proceso revolucionario se desencadenará por el momento. Aquellos Asambleístas demandantes de derechos y libertades, se cuidaron mucho de ocultar sus verdaderos propósitos al conjunto de la opinión nacional, y es que lo que se proyectaba era el inicio de un proceso, más que autonómico, de federalización del territorio español y que, de paso, conllevaba el cambio de todo un modelo de Estado y en el que hasta contaban con la colaboración de algunos sectores descontentos del Ejército. Sin embargo, la legitimación y reconocimiento de esas Juntas militares, pocos meses antes, haría disminuir la pulsión revolucionaria de los militares lo que a la postre supondría el posterior y rotundo fracaso  de esta tentativa revolucionaria, si bien, no podemos obviar algo incuestionable y resultado de todo ello, la fragilidad institucional que heredó aquel Gobierno, presidido por el conservador Eduardo Dato, debilitado y muy condicionado ante un proceso revolucionario que estaba muy lejos de ser definitivamente liquidado.
En efecto, los rescoldos revolucionarios ya no se apagarían, ni conservadores ni liberales lo conseguirían de ahora en adelante; la constante y casi inmutable inestabilidad institucional que heredaron y a la que se vieron sometidos los distintos gabinetes, fortalecería la posición y la decisión de aquellos sectores sociales y políticos interesados en combatir sin descanso las instituciones en su propósito de hacer caer la base sobre la que todas ellas reposaban, la Monarquía; esta, por su parte, en lugar de hacer valer con determinación los principios constitucionales, prefirió adoptar una posición tibia y equidistante en la mayor parte de las ocasiones, mantendría un difícil juego de equilibrios con el propósito de apaciguar esos vientos revolucionarios. De esta forma, ni siquiera se llegó a cuestionar la legitimidad y, muchos menos, la representatividad institucional en las Cortes de aquellos que a diario la combatían y la desprestigiaban con el único fin de destruirla; unos, deseosos de iniciar un proceso de marcado carácter plurinacional cuando no claramente separatista, otros, con la firme voluntad de dinamitar un estado burgués que detestaban (con la voluntad de imitar un proceso similar al que, semanas antes, en Rusia se había desencadenado) y, algunos, más interesados en dar un nuevo aire avanzado y liberal al que suponían viejo y caduco sistema de la Restauración. De esta forma, nacionalistas catalanes y vascos, socialistas, republicanos junto a distintos sectores monárquicos descontentos (carlistas o tradicionalistas, entre otros), iban a ir canalizando un movimiento que, en cierto modo, bien pudiéramos calificar como antisistema y que incluía diversas inquietudes e idearios unidos por el que era un frente común, el derribo del régimen liberal decimonónico de la Restauración. Esta situación sería aprovechada por un nuevo y emergente republicanismo que, junto a aquellos “socios”, se desenvolvía y crecía sin una sincera conciencia y espíritu nacionales al venir bajo la tutela de fuerzas centrífugas más interesadas en la disgregación de los fundamentos y valores patrios
(cierto que no todo él, los Radicales de Lerroux, salvaguardando su posición autonomista, defendieron vivamente un republicanismo marcadamente nacional).
Socialistas, republicanos, nacionalistas, anarquistas, militares (Junteros); la solidaridad que encontraron todas estas fuerzas, tan diversas, tan dispares entre sí, sólo es explicable por su común rechazo a la obra de los muchos gabinetes habidos durante el llamado turnismo de conservadores y liberales de la Restauración. Tampoco sería ajena la antipatía que en muchos de ellos despertaba la figura del monarca, Alfonso XIII; así, aprovecharían cualquier circunstancia o episodio para desprestigiar y erosionar su legitimidad, todo parecía ser válido con tal de dañar y dinamitar al conjunto de las instituciones de las que el Rey era el último y más firme valedor. Los nacionalistas encontraron en ese camino a unos socios que ni de lejos hubieran imaginado, los socialistas, enrocados en aprovechar cualquier situación de crisis e inestabilidad para hacer tambalear al régimen, “cuanto peor mejor”; así lo harían con el conflicto de Marruecos que si para los socialistas respondía a una política expansionista y colonial que ya se había demostrado fallida, para los Gobiernos turnistas suponía una oportunidad para aliviar el drama que supuso la pérdida de estas últimas posesiones coloniales, allá en las postrimerías del siglo XIX. En efecto, a los socialistas este conflicto les brindaba una ocasión única para alinearse con aquellos que más detestaban la obra auspiciada por austracistas y borbones en los siglos anteriores. La bandera colonial e imperialista no iba con ellos, sus intereses eran opuestos y estaban más en consonancia con una obra disgregadora de los espíritus y conciencia nacionales, rechazaban de plano aquella otra esencialmente expansiva de tiempos pretéritos y sobre la que se fundamentó la leyenda de una España imperial y hegemónica en el mundo que, ni remotamente, parecía ir con ellos.
Así las cosas, el socialismo español, siempre cercano a los dogmas del marxismo, dueño de un ideario en cuya cúspide se situaba la lucha de clases, iba a combatir, con todas su fuerzas y recursos, el sistema burgués que para ellos representaba el régimen de la Restauración. Para ese fin, no dudarían en unir sus fuerzas a grupos de inequívoco y marcado acento burgués, como era el nacionalismo catalán representado por la Lliga Regionalista. Y mientras esto sucedía, cuando los distintos Gobiernos liberales y conservadores buscaban recuperar el prestigio internacional tras la pérdida de las últimas posesiones coloniales y a costa del éxito en la empresa en el Protectorado de Marruecos (que tanto daño luego provocaría en la conciencia y espíritu nacionales), los nacionalistas, en compañía de sus nuevos socios socialistas, lo aprovecharán para agitar las conciencias ciudadanas a cuenta de echar por tierra la viabilidad de un proyecto como aquel. Qué duda cabe que, es extremadamente difícil hacer viable cualquier obra o proyecto cuando, sin tener que reparar en el fracaso o el éxito del mismo, siempre se va a tener a distintos colectivos más dedicados a restar esfuerzos y voluntades que a sumarlos.
En esa complicadísima tesitura se colocaron muchas de estas fuerzas, que califico como antisistema, al inicio de las hostilidades con Marruecos, allá por el año 1909; ahora, ocho años después, lo ocurrido en Rusia y, sobre todo, la magnitud y su repercusión, les abría una nueva oportunidad para retomar lo que en aquellos años iniciaron, y lo harían uniendo sus fuerzas y en lo que eran sus intereses comunes para iniciar un proceso revolucionario que fuera espejo de lo que, en aquellos días, ocurría en el lejano Oriente europeo.
No exento a todo aquel proceso estuvo gran parte de la intelectualidad de la época y a la que ya he hecho mención; muchos intelectuales se sumaron a esta corriente antidinástica que pretendía agitar las conciencias con el propósito de regenerar la escena política, social y culturar española que creían atrasada y estancada y sin posibilidad real de progreso. Sus principales argumentos tenían como fundamento la escasa representatividad que ofrecía un sistema político que estaba fundamentalmente basado en lo que se ha calificado como caciquismo. Ese caciquismo podríamos definirlo como una corruptela política a través de la cual el Gobierno de turno se aseguraba el triunfo pactando con las personas más influyentes de los pueblos y las pequeñas aldeas rurales (los llamados caciques) que utilizaban su influencia para atraerse el voto de los electores a cambio de favores que, en la mayor parte de los casos, se traducían en promesas de empleo o progreso dentro de él (en las grandes urbes este caciquismo se diluía en extremo).
El impacto real de ese tan denunciado y censurado caciquismo no era tan grande como estas fuerzas antisistema pretendían hacer creer, afectaba fundamentalmente a la zona rural española y, más concretamente, a aquellos territorios donde había mayor porcentaje de población analfabeta y potencialmente atrasada. Esa red clientelar era plenamente asumida tanto por los “de arriba” como por los “de abajo”, los primeros porque les garantizaba (a las principales autoridades del distrito o comarca) su posición hegemónica dentro de ella y a los segundos (vecinos del pueblo o distrito) porque les aseguraba su puesto de trabajo que les forzaba a establecer una relación estrecha y sincera con “el conseguidor”, el cacique de turno. De esta forma podemos decir que el sistema político de la Restauración no actuaba de igual modo dentro del territorio español, en la ruralidad la iniciativa parlamentaria tenía mucho menos impacto que en las grandes ciudades, allí la figura del cacique era la última autoridad a la que se debía lealtad, todo empezaba y acaba en él, el cacique era el “Parlamento” de la comarca, allí se gestionaban los intereses y las principales necesidades y urgencias de los vecinos, un buen “conseguidor” tenía asegurado su sillón si se hacía respetar y cumplía con los que eran los intereses de sus protegidos.
Contra ese sistema irían todas las denuncias de los que hacían bandera de la regeneración de la escena política española y para lo que el cacique, esencialmente, ofrecía una competencia desleal respecto de lo que debía ser el espíritu público nacional, lugares donde la soberanía apenas llegaba, por esta razón consideraban que la representatividad política y hasta la dudosa legitimidad de sus autoridades hacía imposible la viabilidad de un sistema que estaba fundamentado en prácticas contrarias a lo que entendían debía ser un Estado de derecho moderno. El debate sería amplísimo, al respecto decir que cierto es que España y su sistema político necesitaban una modernización, unas mejoras estructurales que asumieran una regeneración de una política atrasada y que ofrecía muchas posibilidades de mejora; tan cierto como que ese sistema caciquil era aceptado por la mayoría de los que participaban de él, tanto por los de arriba (que recibían contraprestaciones de índole político evidentes) como por los de abajo (que veían garantizadas unas condiciones laborales que, aun siendo precarias en muchas ocasiones, muy posiblemente el Estado no les hubiera podido ofrecer). ¿Cambiar todo para volver a lo mismo…? En su momento veremos y detallaremos como ese caciquismo rural, en efecto, con la llegada de la República años más tarde sería radicalmente eliminado, pero no por un nuevo sistema de regeneración o vertebración política a escala nacional, sería sustituido por un caciquismo mucho más agresivo y que estaba sometido a la égida de las Casas del Pueblo y alcaldes socialistas que ejercerían de nuevos conseguidores, auténticos caciques que sólo ofrecían y garantizaban trabajo a aquellos que estaba en posesión del carnet de afiliado del partido, sin ese carnet sería materialmente imposible acceder al mercado de trabajo para los lugareños. De esta forma, el caciquismo rural decimonónico daba paso a un caciquismo socialista de carácter puramente ideológico y cercano a las predicas revolucionarias de sus dirigentes y que tanto daño en el agro español provocaría.
Ese era el gran pleito, ¿era necesario asumir un cambio, un nuevo rumbo destinado a reparar las deficiencias de un régimen que proyectaba un sistema representativo tan defectuoso y ciertamente mejorable?; sí, sin duda. ¿era lógico, razonable, hacerlo asumiendo las teorías revolucionarias y disgregadoras de aquellos que contemplaban hasta soluciones de fuerza para lograrlo?; no, de ningún modo. El orden constitucional ofrecía garantías y posibilidades para asumir desafíos y pleitos que urgían y que con el desarrollo de una política serena y de espíritu nacional, a buen seguro, más pronto que tarde hubiesen dado los frutos y las herramientas capaces de dar certidumbre a la tan demandada regeneración política nacional. No se eligió ese camino, se prefirió hacer el juego y volver la mirada a los que, por medio de la coacción y la amenaza, hicieron imposible una política fructífera y de consenso, se eligió la confrontación y el frentismo, y el año 1917 sería el inicio de un camino tan convulso como profundamente destructivo para la propia existencia de una de las naciones más reconocidas y admiradas por su magna obra e historia, tanto política como cultural y que tanta admiración provoca en buena parte del mundo; España.














LA REVOLUCIÓN DE LOS JUNTEROS
«En este movimiento, en el problema planteado, parece que se trata, según la opinión más generalizada, de la necesidad de una honda transformación de la vida española en todos los órdenes. Y el problema, en esos términos tan amplios planteado, no puede resolverlo el Gobierno por sí sólo, por mucha voluntad que tenga. Oiremos los clamores de esa opinión y oiremos también las soluciones que ofrezcan los diversos elementos políticos».
García Prieto, Marqués de Alhucemas, Presidente del Gobierno; 8 de Junio de 1917.
 
[image: ]
Portada de El Imparcial del 10 de Junio de 1917; el Gobierno Liberal de García Prieto se ve obligado a dimitir a consecuencia de la crisis de las Juntas de Defensa Militares.
El jefe del Gobierno reconocía la gravedad del momento, pero lo hacía aceptando el pleito al que sometían al régimen sus más acérrimos enemigos; esto es, aceptaba que, aquellos que querían derribar al régimen, tuvieran opción de pleitear con él tras años de continuas y desaforadas amenazas junto a todo tipo de coacciones. El régimen se sentaba a negociar, a buscar soluciones con aquellos que no tenían intención alguna de hacerlo, con representantes de partidos antisistema que sólo buscaban romper y quebrar la convivencia, cualquier solución que se ofreciera no satisfaría sus apetitos que no eran otros que destruir el sistema, no tenían ninguna pretensión de transigir con él; el error era mayúsculo porque asociar decadencia y parálisis con el régimen era aceptar las disparatadas teorías y el relato esencialmente destructivo de sus más acérrimos enemigos.
Mayo - Junio de 1917; nace lo que se ha dado en llamar el conflicto de las Juntas de Defensa militares, los Junteros, nunca el socialismo español estuvo tan cerca de una institución a la que tantos improperios y desafueros había dedicado en tiempos pretéritos, el Ejército. Pablo Iglesias, líder del PSOE, dejaba clara su postura respecto a lo ocurrido con la rebelión militar; 12 de Junio de 1917, esto decía en el que era el principal órgano del partido, El Socialista:
«Si la conducta de las Junta de Defensa constituidas por los militares se pone a tono con lo que interesa a todo el país, y, principalmente, con lo que interesa a las numerosas víctimas de la nefasta política de las oligarquías, los efectos de esa arremetida ocasionarán la supresión inmediata del régimen político que impide a nuestra nación salir del estado bochornoso en el que hoy se encuentra».
De las palabras de Pablo Iglesias se deduce que, en aquel momento, no desdeñaba un Golpe de Estado autoritario y protagonizado por un sector del Ejército con el que ahora se solidarizaba. Todo parecía valer si con ello se hacía caer a la Monarquía, hasta una asonada militar (que con tanto énfasis habían censurado) no muy distinta de las que se pudieron ver en el tormentoso pasado siglo español. En esa primera página de El Socialista, Pablo Iglesias dejaba patente su vivo deseo de implantar un régimen republicano cuando se le preguntaba por “el deber de las izquierdas”:
«En estas circunstancias las izquierdas, las verdaderas izquierdas, cuántos del régimen monárquico no esperen nada más que males, están obligados a abrir una estrecha inteligencia para abrir camino, lo más pronto posible, al régimen político que mejor se preste al presente para remediar las desdichas de nuestra patria, a hacer justicia a cuántos la necesitan, a enaltecer el nombre de España y a adaptarse a la forma de vida que al terminar la lucha mundial que a todos preocupa será  la de casi la totalidad de las naciones. Me refiero, claro está al régimen republicano».
Y tras hacer pública su apuesta por el republicanismo, esto es lo que decía sobre lo que partido y sindicato, PSOE y UGT, debían hacer en tan difíciles y cruciales momentos:
«Estoy seguro que cumplirán con su deber. Persuadidos de que sus ideas y propósitos están en armonía con cuánto en todos los órdenes conviene a España, estiman que su puesto está en la vanguardia de los que desde luego se comprometen a echar abajo todo lo que deshonra y aniquila nuestro país ».
Desde ese republicanismo se posicionaba en favor de una solución de fuerza para acabar con el régimen monárquico, independientemente del signo y el tipo de movimiento que fuera capaz de darle finitud. La amenaza revolucionaria del socialismo se hacía ya pública y evidente (lo fue casi desde su propio nacimiento, allá por 1879); el PSOE se alineaba con las fuerzas que amenazaban con finiquitar el periodo dinástico de Alfonso XIII. Y no solo el socialismo, el político republicano Melquíades Álvarez con las siguientes palabras dibujaba ese espíritu revolucionario tan latente y vivo en algunos sectores militares, políticos y sociales de aquellos perturbadores días: “Ya no estamos, pues, para paliativos ni para tímidos ensayos de reforma. Si España quiere salvarse, hay que desear que la revolución siga su curso”. Es decir, incluso los colaboracionistas “antisistema” con el régimen, los republicanos reformistas de Melquíades Álvarez, se situaban en la órbita revolucionaria que se estaba forjando en torno a lo que, bien podríamos calificar, como la génesis de lo que parecía ser una nueva rebelión cívico-militar.
Los militares, a través de las Juntas de Defensa, hacían ver su hostilidad a las políticas de los Gobiernos turnistas; así, aquellas asonadas militares del agitado siglo XIX español parecían querer reeditarse en los difíciles días de 1917. Estas Juntas habían nacido con el propósito de crear un organismo que debía representar a una parte del Ejército descontento con estas políticas de los distintos Gobiernos turnistas, Juntas desde las que pretendían hacer notar su absoluta disconformidad con las políticas que, sobre todo, se desarrollaban desde el Ministerio de la Guerra. Las Juntas de Defensa fueron acaparando un buen número de apoyos dentro del Ejército, tanto, que el Gobierno pronto advirtió de la gravedad y de la dimensión del desafío; un proceso de sindicalización a gran escala se introducía en el Ejército y, ahora sí, y ante la dimensión de la amenaza, urgía cuando menos atender sus demandas con el propósito de reconducir un asunto que, sin duda, podía poner en riesgo hasta la propia existencia del régimen de la Restauración.
La intromisión del Ejército en la esfera política parecía haberse convertido en endémica desde el siglo XIX, la propia división política fomentaba debilidad en sus gobiernos y su acción ejecutiva lo que decidía a la institución militar a inmiscuirse en un fuero que no era el suyo y que nacía producto, principalmente, de la desconfianza que se generaba en sus más elevados elementos respecto de lo que era la responsabilidad y eficiencia de la iniciativa política. La división y convulsión política fomentaba igualmente que los procesos de institucionalización del régimen fueran inestables y, en muchas ocasiones, no fueran percibidos por una buena parte de la sociedad que percibía al suelo político siempre frágil y voluble a cambios y todo tipo de convulsiones, de esta forma, los partidos políticos se mostraron generalmente erráticos a la hora de canalizar los distintos intereses de la propia sociedad enfrascados en divisiones cainitas que se agravarían con la pérdida de las últimas posesiones coloniales. En ese estado de cosas, será el Ejército quien pretenda erigirse en la solución última de esa casi inmutable fragmentación política que, a duras penas, el turnismo de la Restauración pretendía estabilizar.
El propio sistema de la Restauración otorgaba un papel preminente al Ejército, uno de sus principales actores, Cánovas del Castillo, trató de reafirmar los vínculos entre el estamento militar y la Corona al objeto de afianzarla; con ese propósito, se confería al Rey el mando supremo del Ejército y Armada y, sobre todo, se le reconocería un papel de monarca muy al estilo prusiano, esto es, un rey-soldado, de tal forma que los militares pudiesen ver en su figura a su líder natural (el Rey compartía su suerte con la de las tropas en las campañas militares, presidía los actos militares y era el encargado de pasar revista a las tropas en los acuartelamientos). El Ejército, constitucionalmente, estaba avalado como el principal fiduciario de la defensa del orden en España lo que implicaba su fundamental protagonismo a la hora de erradicar las tan habituales conjuras revolucionarias de aquellos años, un papel que habría de ocasionar numerosas fricciones entre el poder civil y militar y que, además, generaba también luchas de intereses entre las distintas fracciones políticas y el propio Ejército que era utilizado, por unos y por otros, para sus particulares intereses partidistas. De estas fricciones no se libraba el Rey, Alfonso XIII, jefe del Ejército, como tal era partícipe de las luchas entre estamento militar y poder político, asumió como propia la opinión de los militares que, tan frecuentemente, culpaban a los políticos de la convulsión que sufría el país.
En ese turbulento panorama, complicado en extremo por la inestabilidad política que, fundamentalmente, era promocionada y dirigida por las nuevas formaciones políticas cercanas a las teorías revolucionarias, se hará notar un movimiento de protesta en el Ejército y que será recogido por estas Juntas de Defensa, en esta ocasión, un movimiento ciertamente transversal puesto que en dentro de él era evidente la presencia de sugestiones cercanas a esas teorías conspiratorias. Las Juntas de Defensa nacían con un claro espíritu asambleario, serían muchas y diversas sus demandas, aquí recogeremos sólo algunas de las principales; veamos: ascensos por antigüedad y no por méritos de guerra y que, en buena parte, eran protagonizados por oficiales africanistas en acciones de guerra en Marruecos (este tipo de ascensos eran mucho más rápidos que los realizados por antigüedad), aumentos de salarios (durante la Gran Guerra aumentó el coste de la vida), equidad en la provisión de destinos y en el otorgamiento de recompensas, incremento del presupuesto del Ministerio de Guerra para introducir mejoras en el material de guerra del Ejército, saneamiento de los acuartelamientos; estas eran solo algunas de sus numerosas demandas, todas ellas, recogidas en el Manifiesto de las Juntas.
La tensión aumentaría cuando en los últimos días de Mayo de 1917 eran detenidos sus principales protagonistas, entre ellos, la principal figura del movimiento, el Coronel del Regimiento Vergara De Barcelona, Benito Márquez. Las reivindicaciones de los militares rebasaban, sin duda, el ámbito de su esfera militar y desembocaban en el político, por lo que el Gobierno de Manuel García Prieto se mostró muy reacio, desde el inicio, a sus pretensiones. Mucho tuvo que ver en todo ello un personaje con un papel muy destacado en los siguientes años, el recién nombrado Ministro de Guerra, General
Aguilera; sería él quien determinó la detención de los principales miembros de la Junta Superior de Barcelona, lugar donde se inició el movimiento Juntero; el general se mostró siempre muy reacio a todo aquello que no fuese disolverlas. Sin embargo, todo iba a implosionar pocos días después, el 1 de Junio; la magnitud del desafío se puede ilustrar a través de un Manifiesto que se dio a conocer aquel día, una exposición de motivos firmada por Oficiales del escalafón intermedio del Ejército y en el que se exigía al Gobierno “la rehabilitación de los arrestados y reposición de los privados de destino; garantías de no tomar represalias; reconocimiento oficioso de las Juntas de Defensa”; en su alegato final, daban un plazo de doce horas al ejecutivo para dar satisfacción a sus demandas. El órdago al Gobierno de García Prieto y al propio régimen era incuestionable, tan es así que la propia magnitud del desafío precipitaría su caída, ocurrida el 9 de Junio. Antes de su dimisión en bloque, el Gobierno dimisionario aceptaba el artículo 1 del Manifiesto que, en cierto modo, era una forma de plegarse a buena parte de las exigencias de los Junteros. La solución adoptada para apaciguar los ánimos sería nombrar al líder de los conservadores, Eduardo Dato, Presidente del Consejo de Ministros; de esta forma, Alfonso XIII encargaba a los conservadores la ardua tarea de mediación con los Junteros en busca de fórmulas de consenso, entre ellas, el reconocimiento de la legitimidad de las Juntas de Defensa. El desafío revolucionario protagonizado por el que era, precisamente, el estamento más proclive al orden y a su protección y mantenimiento, el Ejército, era un signo inequívoco de la fragmentación político-social que por aquel entonces azotaba al conjunto de la Nación española.
Este documento tiene, a mi juicio, un valor ciertamente destacable y que perfectamente suponía un punto de inflexión para lo que estaba por venir. Un Gobierno caía tras ceder ante un chantaje de tintes subversivos, o se admitían sus exigencias (como he referido, algunas de ellas rebasaban el fuero militar) o se entraba de lleno en un proceso violento y de signo inequívocamente revolucionario. De este modo, los que día tras día se dedicaban a coaccionar al Estado de derecho, al orden constitucional de 1876 o a la propia dinastía, habían entendido cuál debía ser el camino a seguir, comprobaron que la amenaza de la acción violenta, la persistencia en la coacción y la unidad en torno a ella podía dar los frutos apetecidos. En efecto, aquel 9 de Junio la revolución, tras la claudicación de un Gobierno dimisionario, cobraría renovadas fuerzas que desencadenarán en nuevas y violentas acciones subversivas. 
Los Junteros habían doblegado al Gobierno forzándole a aceptar el que era su principal propósito, su reconocimiento, había sido aceptado su Reglamento. Tras estos sucesos el Ejército retornaría a la que era su posición “reaccionaria” dentro del sistema y, eso, precisamente, sería lo que salvaría en última instancia al Estado del grave desafío al que le iban a someter en los próximos días y semanas de aquel convulso verano de 1917 los actores protagonistas de la subversión revolucionaria, en este caso, nacionalistas catalanes en compañía de socialistas y anarquistas; por fin juntaban sus caminos quienes llevaban casi dos décadas de continuos desafueros al orden constitucional y al Estado de derecho.


LOS ASAMBLEARIOS. LA REVOLUCIÓN DE LAS ELITES
 
«Los últimos acontecimientos ocurridos en nuestro país, reveladores por cierto de una grave crisis nacional, en la que ha sucumbido, entre otras cosas, la esperanza, por algunos soñada, de hacer compatible la democracia con el actual régimen, evidencia una vez más la necesidad y la urgencia de que todas las izquierdas de la política española, sin perder su significación respectiva, mantengan con firmeza la unión que hoy se establece, inspirándose al efecto en el anhelo patriótico de salvar a España y de conseguir al propio tiempo el triunfo de la soberanía popular».
Declaración conjunta de las izquierdas republicanas; Radicales, Reformistas, socialistas, nacionalistas catalanistas y todas aquellas formaciones contrarias al régimen liberal de la Restauración; 16 de Junio de 1917.
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Raimundo Abadal, diputado de la Lliga Regionalista y uno de los asistentes a la Asamblea, comunicando al pueblo desde uno de los balcones del hotel la suspensión de la Asamblea de Parlamentarios a instancias de la autoridad gubernativa.
 
La unidad de las izquierdas republicanas era un hecho a pocos días del que habría de ser un nuevo desafío al régimen y que prolongaba el iniciado por los Junteros días atrás, lo que se ha dado en llamar como la Asamblea de Parlamentarios. De esta forma, los partidos de la izquierda con representación parlamentaria y, por tanto, partícipes con plenas facultades del propio sistema, unían sus fuerzas para dar certidumbre y garantías a una nueva acción conspiratoria.
En efecto, tras los sucesos de Mayo de 1917, socialistas y nacionalistas no podían hacer otra cosa que no fuera frotarse las manos, regocijarse y aspirar a ver con renovadas esperanzas una pronta caída del orden constitucional de 1876; y a ello se iban a dedicar. Curioso resulta ver cómo el desafío Juntero conseguiría unir fuerzas y voluntades de sectores tan equidistantes y dispares respecto a la cuestión del orden; militares y socialistas:
«El país tiene razón. Lo sucedido con las Juntas de Defensa es la confirmación plena de la campaña que las izquierdas, especialmente nuestro partido y unos cuántos periódicos, particularmente, El Socialista, hemos hecho. Se demuestra cómo nuestra crítica, lejos de ir contra el ejército, convenía a su salud».
Esto es lo que se decía en la primera página de El Socialista el 3 de Junio de 1917; aún recelosos de los verdaderos propósitos de los militares, con este testimonio certificaban su apoyo al movimiento insurgente (todo les valía si se ponía en un brete sin vías de solución al régimen monárquico y burgués). Prueba de ello sería lo que el mismo rotativo publicaría días después, el 7 de Junio, bajo el título: “Nuestro régimen es un falso poder”:
«Y para alcanzar estos resultados de conveniencia y de decoro nacionales anticipamos la seguridad de que, llegados los momentos decisivos, contaremos con el apoyo muy general del ejército efectivo y verdadero, que no son solo los jefes y oficiales, sino principalmente los soldados. Para contar con ellos realizaremos todos los esfuerzos y sacrificios que sean necesarios».
El socialismo trataba de forjar su alianza, evidentemente interesada, con el sector rebelde del ejército español; sus aspiraciones revolucionarias no pasaban precisamente por desdeñar esa oportunidad que les ofrecía la actitud de rebeldía de un notable sector del Ejército al que tendían la mano y del que, además, estaba ausente su grupo más detestado, el generalato. Y por si había alguna duda respecto del papel que jugaría el socialismo, aquí lo que se acordaba en un organismo muy representativo del partido socialista, la Agrupación Socialista Madrileña, solo 24 horas después, el 8 de Junio:
“Primero: Qué cuánto ocurre es imputable al régimen de impunidad practicado por los Gobiernos de la monarquía.
Segundo: Qué estima vergonzoso e indigno el espectáculo que está dando el Gobierno al dejar abandonados todos los prestigios del poder civil.
Tercero: Qué se opondrá con todas sus fuerzas, cueste lo que cueste, a toda solución que tienda a mermar la soberanía del poder civil y a colocar al frente de los destinos del país a los hombres que encarnan la reacción, y particularmente a que se confiara a Maura la Jefatura del Gobierno».
Terminaba este laudo invitando a todos los afiliados “a los obreros y todos los elementos republicanos a que se dispongan a hacer sentir su fuerza en el desarrollo de los acontecimientos que se avecinan”. Es decir, ya se advertía en aquellos primeros días de Junio de 1917 el posicionamiento prorrevolucionario de los socialistas en compañía del obrerismo y del siempre combativo republicanismo. En los días siguientes muchos editoriales similares harían referencia a la crisis del régimen y a la conciencia del deber y la necesidad de promover un movimiento destinado a destruirlo y, todo ello, presuntamente por la defensa de la soberanía y los intereses nacionales.
Los socialistas se encontrarían inesperadamente con unos nuevos aliados en su peregrinar revolucionario, el nacionalismo burgués catalán; esta burguesía no parecía incomodarles tanto como aquella otra de carácter nacional, esa que representaba el nuevo Presidente del Consejo de Ministros, el conservador Eduardo Dato (el Rey optó por esta opción marginando al otro ala del conservadurismo español, el maurismo, que tan insistentemente había sido señalado como una amenaza por las izquierdas antisistema, especialmente los socialistas). Dato apaciguaría los espíritus de los Junteros aceptando el Reglamento de las Juntas de Defensa pero, al mismo tiempo, provocaría una reacción diametralmente opuesta en los círculos mauristas que creían ver una claudicación ante los opositores al régimen y a la Monarquía. Así las cosas, los Junteros consiguieron finalmente algunos de sus propósitos, no todos, motivo por el que desde aquellos tensos y agitados días, la injerencia del Ejército en el poder civil no dejaría de crecer hasta el definitivo pronunciamiento de Primo de Rivera, seis años después. La claudicación que tanto denunciaría Maura no estaba exenta de razón dado que, todos los que durante los años pasados dedicaron sus fuerzas a no dejar gobernar, se disponían a recoger los frutos de esa forma tan peculiar de hacer “oposición política”.
La inestabilidad política desde aquel Mayo de 1917 sería una constante hasta la irrupción de la asonada de Primo de Rivera, un tortuoso camino que llevó a la más absoluta desesperación al Rey Alfonso XIII que nada solucionaría con los múltiples cambios y designios ministeriales a los que se vería forzado (el Rey tenía facultades para hacer de arbitrio y moderador de estos cuando entendía que estaban faltos de garantías); esos fracasos, la deslealtad de muchos de los poderes públicos, la inmutable inestabilidad social y política alentada por nacionalistas, socialistas, republicanos y anarquistas le llevarían a pensar que la única salida se encontraba en una solución de fuerza que acabara con todo aquel caos y despropósito, una dictadura apadrinada por militares de confianza que, durante un breve corto periodo de tiempo, restableciera la cordura y orden constitucionales. Esa idea fue recurrente, sin duda, en el pensamiento del monarca en aquellos dramáticos años hasta 1923, si finalmente no la puso en práctica fue por su decidida apuesta y creencia en los resortes constitucionales de un régimen que llevaba camino de cumplir los 50 años de vigencia (recordemos que se trataba de un régimen que nació dando finitud a un proceso revolucionario y que pretendía, a través de un pacto entre partidos, sofocar y apaciguar las corrientes revolucionarias ofreciendo el Poder a las principales confluencias ideológicas del momento).
Liberales y conservadores eran los ejes del régimen turnista, de este turno pacífico (que era lo que se pretendía) sólo estaban exentos las formaciones nacionalistas que, evidentemente, poco tenían que aportar dentro de un régimen al que tan abierta y públicamente mostraban su más absoluta disconformidad. Por su parte, la conjunción republicano-socialista, pese a su declarada hostilidad, si era partícipe en un régimen en el que llegaron a tener hasta 37 diputados tras formalizarse su coalición en 1910 (uno de ellos socialista, Pablo Iglesias). Su escasa relevancia parlamentaria los animó a profundizar en sus planteamientos subversivos alejándose de la buena praxis asamblearia y el rigor constitucional, más acusada en el sector del republicanismo de los Radicales de Lerroux (anticlericales, populistas y autonomistas) que en el liderado por los Reformistas de Melquíades Álvarez (partido más centrado y que incluso tendría protagonismo en algunas instituciones del régimen). Todos ellos, en mayor en menor grado, junto a un ascendente socialismo, unirían sus fuerzas para desestabilizar en todo lo posible un régimen del que no tenían propósito alguno de legitimar con una participación activa dentro de él.
Y, así las cosas, se llegaba al nuevo y más grave desafío al régimen decimonónico, el protagonizado conjuntamente por nacionalistas catalanes y socialistas. Los últimos rescoldos de la rebelión parecían apagarse tras aceptar el nuevo Gabinete de Eduardo Dato algunos de las principales demandas de las Juntas de Defensa; y eso es lo que precisamente querían evitar quienes durante décadas tuvieron como principal misión el no deja gobernar, el impedir el buen gobierno aún a costa del deterioro de la convivencia entre españoles que, por otra parte, así sucedería. Los nacionalistas catalanes, liderados por Frances Cambó, líder de la Lliga Regionalista y de los intereses de la más alta burguesía catalana, iban a estrechar lazos en aquel verano de 1917 con los elementos más antisistema de la época, entre los que socialistas y republicanos llevaban la voz cantante. La principal denuncia del líder de la Lliga (también interesada en agitar las conciencias y los apoyos que pudiera tener el régimen) se versaba en el largo periodo que las Cortes permanecían sin abrir sus puertas, y es que las sesiones habían sido disueltas en los últimos días del mes de Febrero, el 27 (más de cuatro meses llevaban cerradas). Se habían clausurado fundamentalmente y, con buen criterio, por el temor de la Casa Real de que la tragedia y la barbarie de lo ocurrido en Rusia tuviera algún tipo de repercusión en España y, en verdad, ese temor debía ser más real que imaginario ante la amenaza latente y persistente de la revolución obrera que a diario reclamaban socialistas y, en menor medida, republicanos; es más, lo ocurrido en Rusia los llevaba al convencimiento de que sus propósitos podrían hacerse realidad en España. Y que mejor demostración de esas intenciones cuando, en esa misma mañana del día 27 de Febrero, coincidiendo con el momento que se hacía público el cierre de las Cortes, el partido socialista anunciaba, a través de la Agrupación Socialista de Madrid, “un Gran mitin contra la clausura de las Cortes”, con la participación de Julián Besteiro, Castrovido o Marcelino Domingo entre otros, mitin en el que se achacó el cierre del Parlamento a la pretensión de no querer hablar sobre la guerra de Marruecos y sus derivaciones políticas, una fecha en la que, además, Madrid amanecía con el anuncio de un Manifiesto en el que se instaba a una huelga general indefinida, todavía sin fecha fija. Aquel histórico 27 de Febrero de 1917 esto se decía desde las páginas de El Socialista: “La Monarquía española, en cuyo nombre y representación se actúa en nombre del país, crea la necesidad de luchar para transformarla en otro régimen político”. El cierre de las Cortes, en aquellos momentos en los que se extendía como una mancha de aceite la amenaza revolucionaria, era una medida puramente precautoria y excepcional ante esa visible amenaza, y las palabras publicadas en El Socialista, aquel mismo día, no hacían sino corroborar las ansias que algunos tenían de dar la puntilla final a un régimen que, dada la difícil coyuntura internacional, veían más frágil que nunca.
En este estado de cosas, Cambó se dirigió en repetidas ocasiones al nuevo ejecutivo de Dato solicitando que se reabrieran las puertas del Parlamento y con el propósito de debatir la convocatoria de unas Cortes Constituyentes, Cortes que debían ser las que abrieran el melón de una nueva estructura autonómica del Estado. Las reiteradas evasivas de Dato decidieron a Cambo a ir un paso más allá, la promoción de una convocatoria de parlamentarios en Barcelona para presionar al Gobierno a que se aviniera a iniciar ese proceso Constituyente y en el que se pudiera acometer las urgentes necesidades del momento, un proceso de regeneración que, a su juicio, necesitaba con urgencia el régimen. El acto previo tendría lugar el 5 de Julio, cita que coincidía con otra que los liberales habían preparado en Madrid que, al mismo tiempo que diseñaban su programa bajo la tutela del Conde de Romanones, exigían al Parlamento acometer una urgente y necesaria reforma constitucional. Entendían los liberales que la actual Constitución necesitaba de la renovación de una serie de principios jurídicos a fin de dar un nuevo impulso a la tan aclamada regeneración que tantas voces solicitaban.
A esa reunión de parlamentarios catalanes acudieron voces tan significadas como Alejandro Lerroux, Cambó, Zulueta, Nougués, Roig y Bergadá, Ginés de los Ríos, Marcelino Domingo, Maciá o Abadal entre otros; un total de 44 diputados y 16 senadores de la región catalana acudirían a esta cita. Aquel día, los representantes de la asamblea dirigieron este telegrama al Gobierno presidido por Eduardo Dato:
«La Junta de representantes en Cortes de Cataluña ha tomado el acuerdo de pedir al Gobierno la inmediata reunión de las Cortes para que funcionen como Constituyentes y deliberen y resuelvan sobre la Constitución del Estado y la autonomía de los Municipios y solucione el problema militar y cuántos planteen las actuales circunstancias».
Estaba claro el espíritu autonomista de la asamblea, un deseo que debía plasmarse en el inicio de un periodo constituyente donde se pudieran recoger las aspiraciones que, a su juicio, estaba demandando una parte relevante de la sociedad española y, más concretamente, la catalana. Anunciaban que, en caso de no ser atendidas sus peticiones, convocarían a todos los parlamentarios de España para celebrar una Asamblea días después, el 19 de Julio en la ciudad de Barcelona. El desafío al Gobierno estaba en marcha y éste, el 8 de Julio, tras recibir a un comisionado de los asamblearios (Abadal y Gines de los Ríos entre ellos) y en el que era el primer Consejo de Ministros que bajo la presidencia del Rey celebraba, negaba su asistencia; en su respuesta decía admitir “la posibilidad de realizarlo si el caso llegará; pero no puede avenirse, en modo alguno, a que personas que ni gobiernan, ni dirigen ni tienen la misión constitucional de hacerlo, cualquiera que sea su número y calidad, lo sustituyan en el ejercicio de facultades que se reserva por entero ejercitar en el momento en que lo crea conveniente y oportuno”. Además, en cuanto a la próxima convocatoria para el 19 de Julio, el Gobierno advertía de que ese acto de convocatoria de parlamentarios elegidos a Cortes infringía el ordenamiento constitucional dado que “solo al Rey, con el Consejo de su Gobierno responsable, otorga la prerrogativa de convocar, reunir, disolver o suspender las Cortes y llevarlo adelante y provocar su realización constituiría un verdadero acto sedicioso definido y castigado en diversos artículos del Código Penal”. El Gobierno apelaba “a la inteligencia y al patriotismo” de los convocantes para que no prosiguieran con semejante desafío. No lo harían así.
Como he referido anteriormente, a un desafío de aquella magnitud, y cuando el Gobierno ni siquiera había celebrado su primer Consejo de Ministros, se sumarían las principales organizaciones sociales y políticas que, durante las décadas pasadas, habían sido las precursoras y promotoras de todo tipo de flujos de agitación revolucionaria; socialistas y republicanos. La posibilidad de ver en el filo del alambre al régimen sentaba en una misma mesa y bajo una misma firma a los voceros de la lucha de clases y a la más alta burguesía de la región más rica de España. El Gobierno, por su parte, respondía promoviendo una implacable censura de Prensa al ser muy consciente del enorme desafío al que le querían precipitar. Esa censura de Prensa fue una de las primeras medidas excepcionales que se vio obligado a promulgar cuando, días atrás, el 23 de Junio, El Socialista publicaba un artículo recogiendo las inquietudes de los soldados españoles respecto de la cuestión de las Juntas de Defensa, un artículo en el que el socialismo unía la suerte de estos con sus propósitos y, ya de paso, con las ansías libertadoras del pueblo. Es decir, el socialismo trataba de poner en la misma línea de combate contra el régimen a una parte del ejército español (la clase más baja, la representada por los soldados rasos), al pueblo y al propio socialismo, encargado de portar la bandera revolucionaria con el propósito de agitar la conciencia del conjunto de la opinión española.
En aquel artículo, y en representación de soldados del ejército español, se pedía a las Juntas de Defensa que no se olvidarán de su concurso si con ello se servía a la patria pero, al mismo tiempo, advertían que “si otros distintos a estos fueran los propósitos y aspiraciones, nosotros, llegado el caso, como soldados de la patria, nos uniríamos al pueblo, en lucha para salvar y engrandecer la nación”. El socialismo seguía utilizando en beneficio propio el pleito de los militares, ahora, buscaba en el escalafón más bajo del Ejército, los soldados, nuevos desequilibrios y desavenencias que interesadamente las asociaban a las necesidades y urgencias del pueblo, táctica seguida desde el propio nacimiento del socialismo, tan acostumbrado a confundir sus urgencias políticas con los reales y urgentes apremios del pueblo y del que siempre se ha considerado su único representante.
Nada nuevo; hablamos de un partido, el PSOE, cuyo líder y fundador Pablo Iglesias Posse, la principal voz autorizada del partido, solía dirigirse al pueblo en clara actitud mesiánica no exenta de axiomas y principios del marxismo, una dudosa forma de autoproclamarse salvador de un pueblo tan necesitado y apremiado por graves desafueros y al que se dirigía a través de un mensaje claramente político e ideológico que le hacía eludir el fondo del debate respecto de las verdaderas necesidades y urgencias de ese pueblo, es decir, un mesianismo demagógico, un trágala sin fundamento para combatir a la burguesía y, de paso, a la institución monárquica. Su visceral discurso y la exacerbada crítica a todo lo que no fuesen intereses propios de partido, ebullía un aire profundamente justiciero contra todo aquel o aquello que pensara diferente, así, no resulta difícil entender que llegará a decir: “Nosotros estamos dispuestos a vencer - ¿se entiende? -, no a defendernos. A matar y a dejarnos matar. A todo”. Este tipo de pensamiento es el que le llevaría a amenazar a la Iglesia: “Queremos la muerte de la Iglesia, cooperadora de la explotación de la burguesía; para ello educamos a los hombres, y así le quitamos las conciencias”, dicho en el VI Congreso del PSOE, en Gijón, 1902; también al propio Gobierno, en 1909, a escasas semanas de la Semana Trágica de Barcelona: “Hay que combatir al Gobierno empleando todos los medios”, o, incluso, al que fuera Presidente del Gobierno, Antonio Maura, el 10 de Julio de 1910: “Hemos llegado al extremo de considerar que antes que Su Señoría suba al poder debemos llegar al atentado personal”, palabras que, por cierto, no retiraría en aquella tan recordada Sesión a Cortes. Su sectarismo ideológico se versaba en un fundamento esencialmente primario; todo aquello que no estuviese en consonancia con los intereses del proletariado podía ser perfectamente declarado bajo sospecha y, por tanto, enemigo del socialismo. Así, la burguesía, incluso cualquier tipo de intelectualismo corrían el riesgo de sufrir la ira del patriarca del socialismo español, de un “mesías” del proletariado; su protesta tenía un contenido fundamentalmente ideológico y en el que no tenían cabida, como he apuntado, las verdaderas necesidades económicas y sociales de la sufrida ciudadanía y es que, a fin de cuentas, eso daba menos rédito político y del que tan apremiado estaba su partido. Con estos mimbres, tal vez resulte más sencillo entender el por qué en este PSOE han destacado y perdurado a menudo más las diferencias, las desavenencias, ese mensaje híbrido entre progresismo y revolución que los propios principios y, hoy, más de 100 años después, tenemos sobrados motivos para pensar en esa misma línea.
Este socialismo tan apegado a las corrientes del marxismo sería el que habría de aliarse con la burguesía más acaudalada y reaccionaria de cuántas pudiera haber en España, la representada por el nacionalismo catalán. El Gobierno de Eduardo Dato pronto percibió en todos aquellos movimientos de aquel mes de Julio una seria amenaza con ostensible influjo del separatismo que, a fin de cuentas, era quien llevaba la iniciativa de toda aquella algarada, así que, mientras el ejecutivo se entretenía en la búsqueda de fórmulas para reaccionar, aquel lo aprovechaba para acercar sus posturas a socialistas y republicanos (lerrouxistas principalmente), y hasta los miembros de las Junta de Defensa militares. El movimiento no conseguiría aunar en un frente común ni a las derechas (mauristas en este caso) ni a los militares; mauristas y Ejército veían no pocas amenazas ya advertidas por el propio Gobierno, esto es, un intrépido desafío separatista al que se unían las principales fuerzas de la izquierda antidinástica, republicanos y socialistas principalmente que, interesadamente, unían sus fuerzas para desencadenar su ansiado y tan proclamado proceso revolucionario.
Sin duda, la censura de Prensa establecida por el Gobierno en las semanas previas evitó males mayores y, sobre todo, evitar la esperada movilización de las masas obreras y republicanas; y es que no se podía publicar nada que tuviera relación con huelgas, mítines, noticias sobre las Juntas militares, movilizaciones de tropas o similares. En efecto, la agitación que se buscaba no encontró el eco deseado y la censura tuvo mucho que ver en todo ello. El día de la gran cita era el 19 de Julio, allí estuvieron los principales representantes de la izquierda antidinástica y algún que otro representante liberal junto a los nacionalistas catalanes: Lerroux, Melquíades Álvarez, Marcelino Domingo, Pablo Iglesias Posse, Castrovido, Luis Bello, Cambo y hasta un total de 68 representantes de la soberanía nacional, entre diputados y senadores. Poco se puede decir de aquella histórica Asamblea, su escasa duración (poco más de una hora) ilustraría como tanto bombo sirvió para tan poco. La fuerza pública, la Guardia Civil, se aprestó a rodear el edificio donde se hallaban los congregados (Palacio del Gobernador), la resistencia de estos a disolverse provocaría la entrada del Gobernador Civil de Barcelona, Leopoldo Matos: “Saludamos al representante de la autoridad y al caballero”, diría el diputado de la Lliga Abadal recibiendo a su entrada al Gobernador. Éste, tras invitar a salir a los allí congregados, uno a uno, y poniendo su mano sobre el hombro de cada uno de ellos, conseguiría que, pacíficamente, así finalmente procedieran.
Se supo después que el PSOE estuvo movilizado por si aquel día “sonaba la flauta” y los asambleístas, a cuyo frente estaba Cambó, hubiesen logrado constituir un Gobierno provisional. Los miembros de la Lliga, llegados a ese punto, casi temieron más las consecuencias de una revolución incontrolada en manos de los socialistas que el dar una salida política a lo que eran sus exigencias autonomistas; la decisión última de los nacionalistas, sin duda, evitó males mayores. “Pudo ser el fin de la Monarquía si los catalanistas no los hubiesen traicionado”, llegaría a decir días después el socialista Manuel Cordero. El desafío nacionalista-socialista se podía dar por concluido en espera del que estaba por venir, en el siguiente mes de Agosto.


CNT - PSOE. LA REVOLUCIÓN SOVIÉTICA DE AGOSTO
«Esa huelga perseguirá una transformación completa de la estructura económica del país, y de la estructura política también, derribando cuanto contribuye al sostenimiento de lo que por más tiempo no puede subsistir”.
Largo Caballero, mitin conjunto UGT-CNT, Casa de Campo de Madrid; 27 de Marzo de 1917.
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Portada de El Imparcial, 14 de Agosto de 1917; declaración del estado de guerra a consecuencia de la huelga general revolucionaria convocada por anarquistas y socialistas.
El líder socialista anunciaba en aquel mes de Marzo el propósito último de su partido y lo hacía, de cara a la galería y la opinión, revistiéndolo como una huelga general más cuando, en realidad, lo que se pretendía era el derribo de la Monarquía. Una huelga de carácter político vendida como otra de tantas de reivindicación obrera buscaba dinamitar todos y cada uno de los resortes del régimen.
La principal arma que utilizó el socialismo en aquel convulso año para desestabilizar al régimen turnista fue la proliferación de la convocatoria de huelgas por amplias zonas del territorio nacional, el sector ferroviario sería el que más acuso ese activismo huelguístico, especialmente, desde finales del año 1916. El 18 de Diciembre de ese año, las organizaciones de la UGT y la CNT desencadenaban conjuntamente una gran huelga general de 24 horas, decretada por las organizaciones obreras y que tenía el respaldo de la simpatía de los elementos políticos republicanos reformistas y regionalistas. El movimiento, acogido con gran apoyo en el obrerismo, dio aliento a la clase trabajadora para pensar que, si contaba con el apoyo de algunos Jefes y Oficiales dentro del ejército español, podría definitivamente acometerse la caída de la Monarquía alfonsina y el advenimiento de la República. Esa alianza obrera se repetiría más prolíficamente durante el siguiente año, 1917, una alianza que, unida en su firme propósito de complicar la existencia al propio régimen, forzaba al cierre de las Cortes el 27 de Febrero; la conjunción sindicalista llevaba de nuevo al límite al régimen liberal.
Un mes después, el 27 de Marzo, ugetistas y cenetistas celebraban un gran mitin en la Casa del Pueblo de Madrid y en el que se elaboraría un Manifiesto conjunto que anunciaba el inicio de una huelga general indefinida; el espíritu revolucionario lograba unificar a dos sindicatos que, habitualmente, se habían mostrado antagónicos en lo que era su lucha por controlar a la masa obrera española. Esto diría Largo Caballero aquel día ante los afiliados de ambos sindicatos y entre grandes y jubilosos aplausos:
«Esa huelga perseguirá una transformación completa de la estructura económica del país, y de la estructura política también, derribando cuanto contribuye al sostenimiento de lo que por más tiempo no puede subsistir (ovación).     …Así que, desde mañana, la clase obrera organizada, dándose cuenta de que dentro del régimen actual no se puede hallar remedio a una situación miserable y deshonrosa, sin abandonar la lucha de clases, la acción integral que ha de mantener siempre, ha de dedicar también sus esfuerzos a preparar ese otro movimiento, intensificándolo todo lo posible, para que cuanto pueda ser realizado  …De cualquier manera, la clase obrera española está decidida a acabar con una situación como la que, sin razón que lo explique, padece España en estos momentos (ovación».
Las palabras de Largo Caballero eran determinantes; la amenaza, sin ser literalmente aludida, estaba clara, y el propósito también; la revolución, esa era la finalidad última de una huelga general indefinida y, esencialmente política, promovida en compañía de un anarquismo que en aquellos momentos, era triste actor protagonista del asesinato diario de muchos inocentes que tenían el “delito” de ser presuntamente contrarios y enemigos de los intereses del proletariado, los miembros de la burguesía.
Minutos después, tomaría la palabra Julián Besteiro en nombre de la UGT,  daría lectura al Manifiesto conjunto de ambas organizaciones sindicales; la visión que muchos tienen de Besteiro de un hombre de Estado, de temple conciliador y moderado (especialmente a partir del momento en que el PSOE anunciaría en sede parlamentaria su propósito de desencadenar la revolución tras perder las elecciones de Noviembre de 1933, con la que no estaba de acuerdo), no se corresponde con lo que en no pocas ocasiones pregonó durante aquellos años, para muestra, aquí un breve extracto de lo que dijo aquel día postulándose en favor de una acción violenta y revolucionaria. Esto afirmaría respecto de lo que se decía en un Manifiesto que previamente había leído:
«…no va contra un grupo de burgueses, sino contra el Gobierno de esos grupos, de burgueses, y demuestra que en el proletariado hay ya una conciencia revolucionaria, y con ella tiene que acuciar en lo sucesivo. …Se nos ha llamado profesionales de la revolución. No, no lo rechazamos, y nos honramos con ello. …Yo me proclamo desde aquí, y me honro con ello, profesional del proletariado revolucionario».
Como se puede apreciar, estas palabras las podría suscribir perfectamente un Largo Caballero en sus momentos más ásperos y reconocibles, pero no, salían de los labios de Julián Besteiro, que se autodefinía como un “profesional del proletariado revolucionario” y se congratulaba, al mismo tiempo, con una revolución rusa que en aquellos trágicos momentos se estaba desencadenando y que justificaba como la respuesta a las políticas imperialistas (haciendo referencia a la Gran Guerra que desangraba a una buena parte del territorio europeo). Como he referido, al inicio de su discurso había leído el Manifiesto conjunto y en el que se ponía de relieve que la convocatoria de la huelga general indefinida no era más que un instrumento previo para desencadenar aquello que calificaban como “movimiento” y del que, observando el articulado del Manifiesto, podemos deducir, sin temor a equivocarnos, se refería a la tan manida acción revolucionaria. Estos eran sus tres artículos, veamos:
«1. Que en vista del examen definido y desapasionado que los firmantes de este documento han hecho de la situación actual y de la actuación de los gobernantes del Parlamento, no encontrando, a pesar de sus buenos deseos, satisfechas las demandas formuladas por el último Congreso de la UGT y Asamblea de Valencia, y con el fin de obligar a las clases dominantes a aquellos cambios fundamentales de sistema que garanticen al pueblo el mínimo de las condiciones decorosas de vida y de desarrollo de sus actividades emancipadoras, se impone que el proletariado español emplea la huelga general, sin plazo limitado, como el arma más poderosa que posee para reivindicar sus derechos».
«2. Que, a partir de este momento, sin interrumpir su acción constante de reivindicaciones sociales, los organismos proletarios, de acuerdo con sus elementos directivos, procederán a la adopción de todas aquellas medidas que consideren adecuadas al éxito general, hallándose preparados para el momento en que haya de comenzar este movimiento».
«3. Que los abajo firmantes, debidamente autorizados por los organismos obreros que representan, y en virtud de los poderes que les han sido conferidos por la clase trabajadora, se consideran en el deber de realizar, en relación con las diversas Secciones, todos los trabajos conducentes a organizar y encauzar debidamente el movimiento, así como también de determinar la fecha en que debe ponerse en práctica, teniendo en cuenta las condiciones más favorables para el triunfo de nuestros propósitos».
“Encauzar debidamente el movimiento, así como también determinar la fecha en que debe ponerse en práctica”; creo que está meridianamente claro a que se referían y que, a fin de evitar la censura y la represión gubernamental camuflaban eufemísticamente. Ese “movimiento” que debían poner en práctica era aquello que, y según sus propias palabras, debía facilitar “el triunfo de nuestros propósitos”, como se decía al final del Manifiesto; esto es, una revolución que debía ser la herramienta para conseguir esos propósitos y que camuflaban con sugestiones de índole reivindicativo laboral, un juego de palabras vacías que simplemente eran la excusa para desencadenar una acción de fuerza previa a la declaración de una huelga general indefinida. Es decir, antes de la rebelión de las Junta de Defensa militares (Mayo-Junio), antes de la amenaza de la Asamblea de parlamentarios (Julio), socialistas y anarquistas definían conjuntamente el asalto final al régimen (Agosto) aprovechando las noticias que seguían llegando de Rusia y que les resultaban en extremo alentadoras y es que, aquel día, 27 de Febrero, ya se dieron efusivos vivas a Rusia en la Casa del Pueblo socialista de Madrid, concretamente, cuando Julián Besteiro hizo referencia a las noticias que de allí llegaban. Por tanto, debemos tener en cuenta que, en efecto, aquel año hubo distintos sectores sociales, políticos y militares que pusieron en jaque al régimen parlamentario y constitucional de 1876, pero la amenaza siempre primera y más perdurable en el tiempo sería la protagonizada por las organizaciones sindicales y obreras de la izquierda que, desde hacía años, habían llevado altivamente la bandera revolucionaria y que ahora lo hacían con más determinación ante los acontecimientos que se desarrollaban en el continente europeo y, especialmente, en Rusia. Así pues, desde el mismo momento en que las Cortes se cierran de forma excepcional a consecuencia de toda esta serie de acontecimientos ya referidos, socialistas y anarquistas sellaban su unión para proceder en forma similar a como se estaban desarrollando los sucesos en el oriente europeo, no se puede dar otra lectura a lo que era, y fue, una amenaza en toda regla al sistema constitucional y al Estado de derecho de 1876. De este modo, creo que este relato podría ser suficiente explicativo del por qué se cerraron las Cortes aquel 27 de Febrero de 1917 y que tanta controversia suscitó en aquel momento, una excepcional decisión sobre la que se trató de justificar una acción violenta dirigida contra las más altas instituciones y magistraturas de la nación. Los posteriores acontecimientos, con distintas iniciativas revolucionarias e, incluso, ante el inminente peligro de una rebelión militar, no hicieron sino agravar las circunstancias y alargar algo que, en buena lógica, hubiera debido ser una medida puramente excepcional y puntual; esta brutal amenaza, esta coacción tan prolongada en el tiempo, fue lo que provocó que el Parlamento permaneciera cerrado durante todo el año 1917 y una buena parte del siguiente, 1918. El sistema fue puesto en una encrucijada en la que se jugaba su propia subsistencia y éste respondió autoprotegiéndose (con más o menos acierto) adoptando medidas sin duda excepcionales, y propias de un periodo excepcional como fue aquel.
En efecto, el Gobierno del Liberal García Prieto respondía al desafío suspendiendo las garantías constitucionales 24 horas después, clausurando la Casal del Pueblo socialista de la Calle Gravina de Madrid y encarcelando a los delegados sindicales; la tentativa huelguística indefinida y “el movimiento” eran frenados por una resolución firme y enérgica del ejecutivo perfectamente conocedor del fin último de todo aquello.
¿Se iba a quedar callado el socialismo tras esta medida gubernamental?, ¿iba a detener un desafío que llevaba planeando y desarrollando durante años?: “¡Socialistas, trabajadores, ciudadanos todos: A la protesta!”. Esta sería la respuesta del Comité federal del PSOE 24 horas después, noticia que se publicaba en la primera página de El Socialista (29 de Marzo). Tras estos sucesos, no debería extrañar tanto que el socialismo acercará semanas después posturas con militares e, incluso, con la alta burguesía catalana; todo le resultaba ya aceptable con tal de derribar a la Monarquía alfonsina.
Este primer gran desafío del sindicalismo, que contaba con amplios y sinceros apoyos del republicanismo, fue ganado por el Gobierno acudiendo a las siempre antipáticas y poco populares medidas excepcionales; su uso arbitrario convierten a un régimen en despótico, su falta de uso lo pueden convertir en frágil y, su uso mesurado, incluso en aceptado; lo que está claro es que quienes pretenden impedir cualquier herramienta e instrumento para el buen gobierno, nunca verán nada positivo ni resolutivo en la iniciativa ministerial, sea esta por exceso, por defecto o por equilibrada, una situación que se complica en extremo cuando un Gobierno se ve en la difícil tesitura de tener que emplear este tipo de resoluciones excepcionales que, aun teniendo perfecto encaje dentro del ordenamiento constitucional, resultan siempre tan antipáticas de cara a la opinión. Quien no gobierna y, sobre todo, quien dedica todos sus predicamentos a no dejar gobernar, tiene poca o nula legitimación (y ya no digamos credibilidad) para juzgar la acción gubernamental, puesto que parte de la premisa de que no acepta ninguna resolución emanada de él, así, ante esta actitud de permanente rebeldía, es lógico presuponer que un Gobierno, un régimen o sistema, se proteja poniendo en práctica medidas excepcionales, no hacerlo, seguramente, hubiera precipitado su caída dando así argumentos a los que pretenden cambiar gobiernos y regímenes mediante el empleo de la acción violenta, como era el caso al que me he referido anteriormente. Las medidas excepcionales, que en este caso si tomó el Gobierno, no les haría detenerse en sus propósitos, socialistas y anarquistas tan solo habían perdido el que era su primer gran pulso al Estado.
El otro momento crítico de la acción revolucionaria obrera y sindical lo encontraremos unos meses después, en el mes de Agosto, el procedimiento no diferirá mucho del fondo que se persiguió en Marzo; de nuevo, la declaración previa de una huelga general buscaba desencadenar un proceso revolucionario destinado a acabar con el Gobierno de Eduardo Dato y, como paso previo, al que era el gran objetivo, acabar con la Monarquía. La huelga general no era más que el culmen de las numerosas convocatorias de huelga que los sindicatos habían ido declarando en los meses precedentes, como eran el conflicto de los metalúrgicos vascos, el de los mineros asturianos o de los ferroviarios, que era el más acusado y que arrastraba del año anterior; socialistas y anarquistas fomentaban un estado de protesta casi permanente a fin de mantener activo y en guardia al proletariado ante la llegada de lo que, en el mes de Febrero, calificaron como “movimiento” y que, como he referido, no era más que la revolución. De hecho, fueron precisamente los ferroviarios (de Valencia) quienes unos días antes de los sucesos revolucionarios de Agosto, a finales de Julio, anunciarían lo que desde hacía mucho tiempo anarquistas y socialistas urdían, y es que fueron ellos los que iniciaron una serie de movilizaciones que estaban previstas desarrollarlas conjuntamente en el mes de Agosto. De este modo, los ferroviarios precipitaban una huelga inequívocamente política que debía desatarse unas semanas más tarde, huelga coordinada por su respectivo Comité de Huelga y del que formaban parte los socialistas Largo Caballero (Secretario General de la UGT), Saborit (Vicesecretario del PSOE y la UGT), Anguiniano (Secretario General del Partido Socialista y director del Sindicato Ferroviario) Julián Besteiro y Virginia González. Los ferroviarios de diversas ciudades españolas, tras los sucesos de Valencia, se fueron sumando a la movilización obrera anunciando otra, de mucho mayor calado y a escala nacional, para el 10 de Agosto; así las cosas, el obrerismo se hacía dueño de las principales ciudades de España. El día clave sería el 13, fecha en la que se declaraba la huelga general en toda España. El entonces Ministro de la Gobernación, Sánchez Guerra, se mostraba optimista pese a ser plenamente conocedor de la gravedad del momento: “Pero conste, que el ser optimista no demuestra desconocimiento de la importancia del conflicto al que asistimos”. Tanta que el Gobierno se vería obligado a declarar el Estado de guerra en toda España; la tan anunciada revolución se había iniciado, el Estado de derecho volvía a estar en entredicho por una tentativa golpista de aquellos que tenían como fin último el imposibilitar cualquier acción de Gobierno (ya sabemos que la historiografía tradicional a este tipo de acontecimientos los suele tipificar como sucesos huelguísticos y similares; luego, el análisis detenido y pormenorizado de los hechos, cuando menos ponen en cuestión tales afirmaciones).
“Cosas Veredes”: Esta sería la consigna para desencadenar aquel movimiento revolucionario; un artículo en el diario El Socialista del 10 de Agosto y firmado por Julián Besteiro sería el pistoletazo de salida de aquel movimiento que tenía como fundamento la carestía de subsistencias y la escasez de trabajo pero que no podía esconder que, tras estas motivaciones, estaba el derrocamiento de la Monarquía la principal y casi única motivación de su desarrollo. El 13 de Agosto era el día que se había fijado para su desencadenamiento, momento en el que se declararía la huelga general en toda España. Esto era lo que decía aquel histórico artículo bajo la firma de Julián Besteiro:
«El mundo está en marcha. Las que tantos consideraban irrealizables utopías. están más próximas de lo que pudiéramos creer. La tenaz y profunda labor de los precursores ha llegado hasta las entrañas mismas de la sociedad; las ha removido, las ha agitado, las ha hecho latir en rudas convulsiones y ha engendrado, en contra, la sociedad de mañana. Preparémonos todos para el gran advenimiento. Nosotros, socialistas de toda la vida, contemplamos en él la confirmación de todas nuestras predicciones y el coronamiento de todas nuestras batallas. Digamos a los que negaban la verdad de nuestras palabras, a los que no creían que el mundo se movía hacia delante: Cosas veredes que harán hablar las piedras.... Que harán hablar, que harán creer, que harán vivir a los espíritus de piedra, que hoy ni hablan, ni creen, ni viven».
“Cosas Veredes”….; aquel día 13 se iniciaban las hostilidades, lo que se ha denominado históricamente como huelga general; barricadas en ciudades, asaltos a trenes, disparos, enfrentamientos con las fuerzas del orden, descarrilamientos de trenes provocados (cerca de Bilbao, los “huelguistas” hicieron descarrilar un tren correo que se precipitó por un barranco causando 5 muertos y decenas de heridos). Sobre este último hecho, el Ministro de la Gobernación, Sánchez Guerra, diría: “Esto no es un acto de reivindicación, se trata de un atentado vandálico anárquico. Tales hechos no pueden atribuirse a elementos revolucionarios, porque estos tienen otro concepto de sentimiento de humanidad”. Por su parte, El Imparcial, el 15 de Agosto, afirmaría:
«Es evidente que estamos ante un movimiento revolucionario que quizá se previno por los agitadores que lo organizaron y dirigen para fecha anterior a la del día en la que se ha iniciado”. El artículo, recogía también extractos de las proclamas de los revolucionarios: “En las proclamas se pretende derribar el régimen para formar enseguida un Gobierno provisional que, asumiendo la doble función de poder ejecutivo y moderador, convocase unas Cortes Constituyentes a las cuales se les entregaría la definición de la legalidad definitiva en España».
Pues en efecto, los propósitos los dibujaba muy bien el rotativo que reconocía la gravedad de lo que se preparaba y con la excusa de la declaración de una huelga. De este modo, se pretendía captar a humildes y sufridos trabajadores a una causa que rebasaba la propia acción huelguística para alcanzar el ámbito de lo sedicioso y criminal. Mientras una gran parte de Europa padecía la tragedia de una devastadora guerra nunca antes vista, en España, a pesar de su posición de fuerza y gracias a su neutralidad, se autodestruía por la acción desleal y antipatriótica de aquellos que no eran capaces de mirar más allá de sus propios intereses. Más de 70 muertos, 157 heridos, más de 2.000 detenidos, en apenas cuatro días, hasta el 17 de Agosto; España vivió un verdadero proceso revolucionario, un proceso y esencialmente político y camuflado bajo la apariencia de otra huelga general más.
Dos días después, el 15, era sorprendido y detenido el Comité de Huelga en una modesta buhardilla de la calle Desengaño n.º 12 de Madrid donde se encontraban ocultos. Todos ellos, juzgados por un Consejo de guerra, serían condenados a cadena perpetua por delito de sedición, condena que no cumplirían puesto que, sin haber transcurrido un año, el 8 de Mayo de 1918, serían beneficiados por una amplia y generosa amnistía (en el siguiente capítulo abordaremos este asunto).
Socialistas y cenetistas se vieron inesperadamente solos en la tentativa sediciosa, ni los nacionalistas catalanes ni los militares secundaron un movimiento que claramente desbordaba lo que debían ser sus demandas sindicales y obreras, muchas de ellas, porque no decirlo, justas y, sobre todo, necesarias en una nación que necesitaba de muchos cambios y mejoras estructurales, de todo tipo y condición (a modo de ejemplo, decir que la jornada laboral estaba entre las 10 y 13 horas diarias). La sospecha de que se pretendía desencadenar un movimiento revolucionario provocó que la conjunción obrera no encontrará ningún apoyo en quienes, previamente, habían desafiado también gravemente al régimen. Desde las primeras horas de aquel día 13 el Ejército tomaría las calles de las principales ciudades y focos de la revuelta, esa firmeza y buen hacer evitaron males mayores y, sobre todo, hizo ver a los revolucionarios que, sin esos apoyos, y junto a la firmeza de la represión nada podrían conseguir, como así sucedería. Llegado el día 17 de Agosto, bien se puede afirmar que el tan anunciado “movimiento” había sido completamente sofocado.
Un apunte final al respecto; esa “extraña” alianza entre la alta burguesía catalana y los socialistas nos debe llevar a una reflexión. ¿El socialismo español representa fielmente los valores patrióticos, la defensa de España como una nación de libres e iguales?. El socialismo español ha tenido desde sus inicios un enemigo, diana de todas sus iras y coacciones, la burguesía. Sin embargo, y como veremos en repetidas ocasiones durante el presente trabajo, no ha dudado en establecer, a lo largo de la historia, distintas coaliciones y todo tipo de pactos y alianzas con distintos sectores de la burguesía, incluso con la burguesía más acaudalada y, tal vez, conservadora de España, la catalana, en este caso la liderada por Francesc Cambó; años después, durante la Segunda República los estrecharía con la burguesía intelectual y “ateneísta”, los Azaña, Castrovido, Sánchez Albornoz o Barcia, entre otros muchos, todos ellos pertenecientes al ala izquierdista de la burguesía; sin embargo, nunca ha tendido puentes con el resto de formaciones conservadoras, aquellas que no ponen en duda o en cuestión la herencia de la larga historia de España y cuyo proyecto político está basado en los principios de unidad y de sincero respeto a sus símbolos, es decir, la tradicional derecha nacional. Esta burguesía nunca ha contado con el plácet socialista y siempre ha estado en su punto de mira, por esta razón, bien deberíamos plantear, sin temor ninguno a decirlo, que el socialismo español no tiene como enemigo a la burguesía (como vemos, en no pocas ocasiones ha servido a sus intereses), sino a las opciones conservadoras de carácter tradicional y, sobre todo, de marcada conciencia patriótica, aquellas que, con mayor o menor acierto, velan por los intereses nacionales sin desdeñar un ápice de la que es y ha sido, la épica historia de una de las naciones que más influencia ha tenido en la universalidad cultural, social y política del mundo. Dicho está.
Como he referido, el socialismo “saldó” muy pronto sus deudas con el Estado, cuando apenas se habían cumplido unos pocos meses de la dura sentencia; en Mayo de 1918 era beneficiado por una generosa amnistía de un Estado al que tan enérgica y reiteradamente combatían. Y comprobaremos como este acto no sólo no resolvió el pleito sino que, lejos de hacerlo, envalentonó a un socialismo que utilizaría la propia sede parlamentaria para dar a conocer sus propósitos, inequívoca y resueltamente subversivos, al conjunto de la población española.










AMNISTÍA 1918: EL ESTADO PERDONA LA REVOLUCIÓN
«…Y como el malestar continuará, y como los gobernantes que hay ahora y los que puedan sucederles en turno pacífico nada harán contra los causantes de aquél, que no son otros que los enumerados anteriormente, de ahí que sea necesaria en España una revolución; una revolución, si, que, barriendo la política vieja, traiga con la nueva hombres capaces de atreverse con aquellos privilegios y de obligarles a no acrecer sus fortunas a costa del hambre y de las privaciones del país».
Pablo Iglesias Posse, fundador y diputado del PSOE, 9 de Diciembre de 1917.
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Los cuatro diputados del PSOE amnistiados en su estancia en el penal de Cartagena, 1917 (de izda. a derecha: Julián Besteiro, Daniel Anguiano, Andrés Saborit y Largo Caballero).
 
Todos estos turbulentos sucesos, ¿llevaron la paz y la serenidad a los espíritus nacionales?. De estas palabras emitidas por el fundador del PSOE, Pablo Iglesias, apenas cuatro meses después de los gravísimos sucesos de Agosto, deducimos que no; seguía en la misma línea intimidatoria amenazando con una acción revolucionaria que debía ser la protagonista de aquello que llamaban regeneración nacional. En ese artículo censuraba la carestía de la vida (los precios, es verdad, habían subido durante el transcurso de la Gran Guerra mundial) y denunciaba que, a costa de todo ello y hasta del sufrimiento ciudadano, ciertos sectores de la producción se estaban beneficiando (arroceros, harineros, navieros, propietarios de minas, etc.). Hay que decir al respecto que, no debería sorprender, el que industriales y propietarios agrícolas vieran en todo ello la oportunidad de exportar sus productos a una Europa en guerra y que demandaba y urgía muchos bienes de consumo producidos en España. Veamos; en un conflicto bélico a gran escala como aquel, el que la carestía de la vida fuera ascendente tenía su razonamiento y, más aún, en una nación como España en la que su base y principal sustento económico procedía de la importación, es decir, necesitaba comprar fuera lo que no tenía en casa, circunstancia que incrementaba los costes de producción finales. Así, y sin entrar en otro tipo de consideraciones económicas, censurar la obra de un Gobierno por su presunta incapacidad de abortar la subida del coste de la vida en un momento tan complicado y dramático como aquel, no es sino un acto de pura demagogia que estaba destinada, principalmente, a mantener el espíritu combativo de las masas obreras, quienes más sufrían los embates de ese aumento de costes (no correspondida, además, con mejoras salariales).
En este punto, quisiera hacer una pequeña reflexión personal sobre lo que es una conducta habitual del partido socialista. Sorprende ver cómo aquello que tan reiterada y sañudamente denunciaba su fundador, Pablo Iglesias (los aumentos de costes, la carestía de la vida, las penurias laborales) no es la teoría seguida más de 100 años después en un escenario que, siendo diferente, guarda muchas analogías respecto de aquel y es que, en el momento presente, cuando escribo estas líneas, la guerra de Ucrania es la excusa sañudamente repetida por las élites socialistas para justificar, precisamente, esa subida general de los costes de la vida (tremenda, por cierto), con una inflación desatada y que repercute sobremanera en los precios finales de los principales bienes básicos (aceite, huevos, gasolina y un larguísimo etc.). Es decir, nos encontraríamos ante un mismo escenario de guerra y con dos planteamientos absolutamente diferentes; desde la oposición (en 1917) la más burda y soez crítica a un Gobierno al que se le achacaban todas las penurias y miserias de la población y al que se llegó a amenazar con el desencadenamiento de una rebelión y, ahora, y desde el ejercicio del Poder (2024), censura y silenciamiento de toda crítica a quienes formulan denuncias por esa carestía de la vida y una brutal inflación que, principalmente, soportan las familias, los trabajadores y las pequeñas empresas; antipatriotas es uno de los calificativos que han salido de las bocas más autorizadas del actual Gobierno socialista. Pues bien, tal vez esto pueda ilustrar, de alguna manera, la demagogia tan habitual en un partido en el que, lo que hoy es justificable desde el Poder resultaba absolutamente abyecto e injustificable cuando su aspiración era llegar a él; y es que, al fin y al cabo, quien paga y más sufre todo esto es el más humilde, el voluble al engaño y la manipulación, precisamente aquellos a los que suelen dirigir sus palabras y soflamas los miembros y dirigentes de un partido al que todo parece valer en su innegociable propósito de alcanzar el Poder.
Tras esta breve y personal puntualización, proseguimos el relato. Las Cortes finalmente abrirían sus puertas el 19 de Marzo de 1918, casi trece meses después de cuando fueron cerradas; en ese tiempo, las fuerzas que he calificado como “antisistema” (generalmente, las antidinásticas) no cejaron un solo instante para seguir conspirando y haciendo imposible la gobernabilidad. Es evidente que el régimen salía muy tocado tras los intentos revolucionarios de 1917, tan cierto como que en esa labor autodestructiva no fueron ajenos los propios partidos del sistema, liberales y conservadores, puesto que a la nueva Legislatura se presentaban ya divididos en distintas facciones, división que, a la postre, supondría una merma muy lesiva para lo que habría de ser el futuro del propio régimen liberal de la Restauración. El turnismo pacífico se había roto fruto de sus propias desavenencias ante la revolución y, ante ese nuevo contratiempo, el régimen no encontró respuesta mejor que en el recurrente nombramiento de Gobiernos de concentración, es decir, dentro de un mismo Gabinete (y hubo muchos hasta el Pronunciamiento de Primo de Rivera) se podían distinguir distintas facciones (liberal o conservadora) que, producto de su propia división, no siempre iban a ir en la misma dirección gubernamental, una circunstancia que no la iba a soportar el régimen. Así, la revolución conseguía su primer gran éxito, fragmentar a los partidos que eran la base y sustento político del régimen; “divide y vencerás”… Aquel 19 de Marzo, cuando la legislatura echaba a andar, esto se decía en El Socialista en su primera página bajo el epígrafe: “Al loco, al loco”:
«¿Tenemos qué decir quién es? No hace falta, porque sus locuras las ven todos. …Él procede con violencia y arrebato. Él desencadena vientos revolucionarios, que no otra cosa es unir a todo el elemento civil contra el Gobierno y crear la solidaridad entre todos los empleados del Estado y establecer corrientes de simpatía y de cariño entre estos y los trabajadores manuales. …Hay que ir tras él, hay que encerrarle -o lo que es lo mismo, echarle del poder-, porque si no se le encierra seguirá haciendo locuras que le cuesten mucho a España. Y lo mismo hay que hacer con los otros ministros, a quienes ha contagiado su demencia».
Esta “dedicatoria” estaba dirigida al ministro Juan De La Cierva, junto a Antonio Maura, uno de los personajes más señalados y vilipendiados por el socialismo de la época. Como se puede apreciar, el señalamiento y ajusticiamiento público no fueron actuaciones exclusivas de la Segunda República, antes ya se dedicaban estas florituras verbales a personajes públicos que tenían el “delito” de pensar y obrar diferente. Los desaires y las difamaciones contra destacadas personalidades del Gobierno fueron y serían constantes, para ilustrarlo, aquí lo que el mismo rotativo decía del ministro solo 24 horas después, el 20 de Marzo:
«Y como es difícil que haga eso la piltrafa de Gobierno que preside García Prieto y del que ha sido alma el nefasto político que se llama Cierva, debe ser barrida dicha piltrafa, si ella por sí misma no desaparece, y sustituida por gobernantes que inmediatamente deshagan la obra realizada por el hombre mula».
Este era el tratamiento al que se dispensaba, un día sí y al otro también (durante años) a muchos de los que fueron los titulares de las carteras ministeriales y por aquellos que decían venir a regenerar las caducas instituciones monárquicas. Los espíritus revolucionarios, por tanto, estaban muy lejos de ser apagados, al revés; a modo de ejemplo ilustrativo decir que el periodo que va de 1918 a 1921 (el inmediatamente posterior al que estamos analizando) se le ha dado a conocer como el Trienio Bolchevique por el número de huelgas y conflictos laborales habidos en aquel tiempo, un periodo en el que la principal organización de la agitación y del desorden público, la CNT, vería crecer número de afiliados de forma excepcional hasta alcanzar, en algún momento, los 800.000 afiliados, en un país que contaba con poco más de 22 millones de habitantes.
Terminado el periodo de bonanza económica provocada por la neutralidad española en la guerra, en el año 1918 la crisis sería la desencadenante de una multitud de despidos y cierre de empresas. El anarquismo recogería gran parte de ese formidable estado de agitación y rabia que se había apoderado de un sector muy importante del obrerismo español, su gran número era su fuerza y ello lo iban a padecer, en forma de sangre y muerte, las calles españolas en los siguientes años. Los entonces llamados atentados sociales serían muchos, cercanos a los 300 en apenas un periodo de cuatro años (1918 – 1922), sólo de Enero a Septiembre de 1923 se calcula que fueron unos 800; entre sus víctimas, destaca, sin duda, la del Presidente del Consejo de Ministros, Eduardo Dato, asesinado el 8 de Marzo de 1921 por anarquistas en la Calle Turco de Madrid. La respuesta a esta extrema conflictividad y tragedia social sería la formación de distintos Gobiernos de Concentración Nacional que poco o nada iban a resolver. Como he referido anteriormente, la fragmentación de las dos principales confluencias políticas e ideológicas de la nación, conservadores y liberales, solo aceleraría el proceso de autodestrucción del régimen de la Restauración incapaz de frenar y dar respuesta a la constante agitación y estado de subversión. Para ilustrar ese estado de agitación, decir que sólo en el año 1920 tuvieron lugar más de 1.000 huelgas a lo largo y ancho del territorio español. Lo que no habría de soportar el régimen es hacer pública y notoria su propia debilidad, y esto es lo que haría cuando en Mayo de 1918 dictaba la amnistía para los principales protagonistas de los trágicos sucesos revolucionarios de Agosto de 1917.
Tras trece largos meses, las Cortes por fin reabrían sus puertas el 19 de Marzo de 1918, lo hacían en el curso de una crisis ministerial que se resolvería tres días después, el 22, con el nombramiento de un nuevo Gabinete y a cuyo frente se situaba un viejo conocido y que era profundamente detestado por los agentes de la revolución, Antonio Maura; sería este ejecutivo quien habría de afrontar el tan delicado asunto de la amnistía. El 4 de Mayo de 1918 intervenía el único diputado socialista presente en las Cortes, Indalecio Prieto (Besteiro, Largo Caballero, Saborit y Anguiano seguían recluidos en el penal de Cartagena), lo haría solicitando una generosa amnistía para todos los encausados por su participación en los sucesos de Agosto:
«Nosotros estimamos también restringida la amnistía y quisiéramos que el principio de equidad que la inspira se extendiera hacia un gran número de penados que quedan recluidos, porque no les alcanzan los beneficios de la ley. …Queremos la amplitud de la amnistía, y es más: nosotros hemos de decir aquí noblemente que, después de aprobado tal como él viene, seguirá siendo lema nuestro la amnistía para los que queden en presidio. Esta es una advertencia que noblemente queríamos hacer».
El diputado socialista, además, se jactaba en sede parlamentaria del éxito que para ellos había supuesto el encarcelamiento de algunas de las principales figuras del socialismo: “Para nosotros, esa condena ha sido el más formidable éxito de propaganda desde un punto de vista exclusivista de partido”. Y es que, los miembros del Comité de Huelga socialistas fueron presentados como candidatos a las elecciones de Marzo de 1918 y en las que obtuvieron apta de diputado; el PSOE presentaba a cuatro procesados por delito de sedición como futuros representantes de un Estado al que meses antes habían intentado liquidar. Aquel día, 4 de Mayo, Indalecio Prieto solicitaba benevolencia para todos esos procesados que estuvieron implicados en un movimiento destinado a acabar con un régimen, perfectamente legal, para sustituirlo por otro más acorde a sus intereses ideológicos y de partido, sin embargo, esa magnanimidad no la tendría años después cuando, desde el ejercicio del Poder y tras proclamarse la Segunda República, no aceptó (ni lo haría su grupo parlamentario) la amnistía para los principales dirigentes políticos y asamblearios de la Dictadura y en la que el PSOE tuvo una destacada participación (como veremos más adelante), de hecho, defendió la creación de una Comisión de Responsabilidades, de carácter puramente político (con 21 representantes del Parlamento republicano) con el propósito de encausar a algunos de sus protagonistas y, sobre todo, al Rey Alfonso XIII. Ahora, y poniéndose la “piel de cordero”, pedía magnanimidad y benevolencia para correligionarios de su partido. Y así, finalmente, ese régimen que tanto aborrecía, esas instituciones que tan vorazmente criticaba, esas magistraturas a las que tanto denigraba, ese monarca al que tanto menospreciaba, daría vía libre a una generosa amnistía que se haría efectiva solo unos días después, el 8 de Mayo de 1918.
La amnistía sería aprobada bajo la tutela de un partido conservador, partido del que era Presidente el odiado Antonio Maura y al que, años atrás, en la histórica sesión del 7 de Julio de 1910, el líder y fundador del PSOE, Pablo Iglesias Posse, había señalado pregonando su asesinato (apenas dos meses después de esta amenaza sufriría un atentado). La indulgencia palatina, en mi opinión, es digna de destacar por el especial momento en el que se promulgaba, muy pocos meses después de los impactantes y trágicos sucesos de Rusia (allí el Zar y su familia no pudo disfrutar de amnistía alguna…), una revolución sanguinaria que además era el espejo del socialismo filo marxista español de aquellos días. Sin embargo, la amnistía que pretendía aquilatar los espíritus, allanar la convivencia entre españoles, no conseguiría ningún objetivo, más bien al contrario; PSOE, republicanos, anarquistas y nacionalistas siguieron a lo suyo, dinamitar en todo lo que pudieran a las instituciones, a las magistraturas del régimen y al Rey que, aquel 8 de Mayo, tan inocente y estérilmente trataron de redimir a quienes se habían alzado en armas contra su autoridad. A modo de apunte, referir que en una Cámara compuesta por un total de 412 representantes sólo una pequeña parte del sector más conservador se mostró contraria a la concesión de la amnistía, una Cámara en el que sólo había seis representantes del partido socialista y que, a la postre, fue quien llevó la bandera y el peso de la amnistía. Pese a todo ello, siendo una minoría en aquel momento tan insignificante y con tan escaso peso parlamentario, un Parlamento con mayoría conservadora se avino a traer el debate a la Cámara y, tras su discusión, finalmente se postuló para facultar la indulgencia a los cuatro representantes socialistas encarcelados en el penal de Cartagena; las Cortes liberales de la Restauración se lo jugaban todo a la convivencia sin saber que su esfuerzo y tan generoso gesto resultaría completamente inútil.
Bien, ahora, haciendo un pequeño inciso y sin dejar el asunto mollar, el de la amnistía, no quiero dejar pasar la oportunidad para dirigir la atención a un aspecto que creo muy ilustrativo y que, siendo siempre confuso y proclive a la controversia, puede ofrecernos una fotografía mucho más exacta de lo ocurrido en aquel proceso de la amnistía de 1918; estamos hablando del siempre difícil y no menos comprometido asunto de la masonería. No serán mis palabras, serán las de uno de los protagonistas de aquella rebelión de Agosto de 1917, el socialista Andrés Saborit, quien nos relate como la masonería si intervino decisivamente en la conmutación de las penas capitales a los protagonistas de aquel golpe:
«Cuando la opinión pública contempló la fotografía de aquellos hombres, de tal modo escarnecidos, se produjo un movimiento de extraordinaria simpatía en su favor. Para evitar que el Tribunal militar los condenase a la pena de muerte, trabajaron, con actividad y acierto, las fuerzas internacionales de la masonería, y en España, singularmente, un hombre de tanto mérito como el Doctor D. Luis Simarro. Es justo recordar igualmente con gratitud la actividad y el celo que desplegó en aquellos momentos tan difíciles para la clase trabajadora el Maestro de periodistas, Director del diario republicano “El País” y Diputado a Cortes por Madrid, D. Roberto Castrovido».
Este interesantísimo como tan revelador documento llevaba la firma del socialista Andrés Saborit, lo hacía en el diario Adelante mexicano en su número del 15 de Agosto de 1946, es decir, desde su exilio en Ciudad de México. Reconocía la intervención de la Masonería internacional en la conmutación de la pena capital; que el republicanismo y el socialismo español tuvieron claras y determinantes influencias dentro del movimiento masónico internacional es un hecho incuestionable, no se puede explicar lo ocurrido y la enormidad de los sucesos posteriores en los años siguientes sin el concurso de la masonería internacional en ayuda de la causa del republicanismo y el socialismo revolucionario de aquellas primeras décadas del siglo XX en España. De hecho, la proclamación de la Segunda República española no se podría explicar sin tener en cuenta esta circunstancia que, el propio Saborit, tan sinceramente reconocía años después de aquellos sucesos.
Una vez aclarado el motivo por el que los cuatro socialistas (ya diputados) no acabaron sus días en el penal de Cartagena, pasamos a relatar por qué la posterior amnistía de 1918 sirvió de muy poco y en lo que debió ser la pacificación de una nación que llevaba años sufriendo el acoso permanente de los agentes de la subversión, y nada mejor que hacerlo que acudiendo al diario de sesiones del Congreso para analizar y comentar las que serían las primeras palabras de Largo Caballero en sede parlamentaria tras su excarcelamiento, el 22 de Mayo de 1918 (sus primeras palabras como diputado en el Congreso de los Diputados). Aquel día se iniciaban una serie de históricos debates que versarán sobre lo ocurrido en el trágico Agosto de 1917 junto a la posterior amnistía y sus derivaciones y en las que tendrá lugar, como he apuntado, la primera intervención parlamentaria del principal dirigente socialista, Largo Caballero, en unos debates que se prolongaran hasta finales de ese mes de Mayo. En la que era su presentación a la Cámara acusaría al Gobierno de Eduardo Dato de lo ocurrido en los trágicos sucesos de Agosto de 1917, además, reconocía que el principal propósito de esa Huelga General era la constitución de un Gobierno provisional:
«…la constitución de un Gobierno provisional, que asuma los Poderes ejecutivo y moderador, y prepare, previa las modificaciones imprescindibles en una legislación viciada, la celebración de elecciones sinceras de unas Cortes Constituyentes que aborden, en plena libertad, los problemas fundamentales de la constitución política del país. Mientras no se haya conseguido este objeto, la organización obrera española se halla absolutamente decidida a mantenerse en una actitud de huelga».
Es decir, Largo Caballero advertía del carácter indefinido de la huelga dado que, hasta que no alcanzaran el que era su objetivo final, “la constitución de un Gobierno provisional” no se podría dar por finalizada, por tanto, hasta no derribar al Gobierno por la acción de la coacción nada les detendría en sus propósitos. Reconocía que los objetivos que buscaban eran muy similares a los que semanas antes, en el mes de Julio, defendió la Asamblea de Parlamentarios, en la que se trató de aprobar la constitución de un Gobierno provisional que integrase la soberanía popular y la convocatoria de unas Cortes Constituyentes dedicadas a regenerar la vida política de la nación. En ese punto, referir que el régimen cometió un grave error y es que, siendo la finalidad última de ambos movimientos muy similar, la respuesta fue distinta, demasiado. Los nacionalistas catalanes no fueron sancionados ni apenas molestados (es verdad que su desafío no produjo muertos ni heridos) e, incluso meses después, algunos de los implicados serían recompensados con distintos nombramientos en el Gobierno de Antonio Maura (Rodés, Ventosa y Calvell y el propio líder del movimiento, Cambó). Los socialistas, en cambio, fueron condenados a cadena perpetua, condena agravada, sin duda, por la cantidad y magnitud de los trágicos episodios habidos durante aquellos días de Agosto. Situar al frente de carteras ministeriales a los partícipes de un suceso de fines y propósitos calificados como sediciosos, no era desde luego lo más apropiado en un momento en el que otros, por hechos donde los móviles no eran muy distintos, permanecían en la cárcel con una condena de aquella magnitud (cadena perpetua). Lo que si debemos dejar claro es que, independientemente de todos estos pormenores, ambos movimientos fueron, y deben ser tenidos en cuenta como lo que realmente fueron, un proceso sedicioso contra la legitimidad de un régimen amparado por el orden constitucional de 1876.
En aquella histórica sesión Largo Caballero calificaría la huelga general de pacífica, además, justificaría los posteriores y trágicos sucesos por la propia acción represiva gubernamental (se sacó a unidades del Ejército a las calles) provocando el que se transformara en huelga revolucionaria en algunas localidades; recordemos que, en algunas de ellas, como Bilbao, los protagonistas de esta “huelga pacífica” hicieron descarrilar trenes precipitándolos al vacío y provocando diversos fallecidos.
Un día más tarde intervenía otro de beneficiados por la amnistía, Andrés Saborit, lo hacía desgranando y denunciando una serie de sucesos sobre esos supuestos excesos de la actuación represiva gubernamental contra los obreros declarados en huelga, ofrecía una larga lista de ellos en su propósito de demostrar la violencia excesiva y hasta gratuita con la que la fuerza pública y Ejército se emplearon. Y haciendo alusión a lo ocurrido con los obreros asturianos, esto diría:
«…Yo tiemblo cuando pienso en una fuerza pública que ha hecho esas cosas con españoles, que un Ejército que ha hecho esas cosas en territorio nacional, tuviera que entrar en otro terreno. ¡Cómo dejaría el honor de España! (Grandes rumores y protestas en diversos lados de la Cámara – El Sr Ministro de Estado pide la palabra.- Varios señores Diputados, puestos en pie, increpan al orador, sin que el ruido de los rumores y protestas deje oír sus frases. El Sr Presidente agita repetidamente la campanilla reclamando orden.- El Sr Prieto: ¡Pero si aún quedan cosas más gordas! Vosotros que habéis tratado a puntapiés al Ejército, ahora defensores del Ejército)».
Pese a la pública y dura denuncia del diputado socialista respecto de la actuación del Ejército, Saborit continuaría su interpelación desdiciéndose y afirmando que no se había pronunciado en su contra (había denunciado una represión cruenta previamente…); así lo hacía concluyendo su intervención:
«…nadie lamenta más que yo que se hayan dado los casos que se han dado, y que lo que deseo no es hacer armas de eso, porque esa no es nuestro ideal. Vosotros habéis vivido bajo ese ideal militar, y nosotros no le queremos ni para adularle, ni para encaramarle, ni para hostigarle. El Ejército no es vuestro, es de España. (Muy bien en los bancos republicanos.- Rumores y protestas en los demás lados de la Cámara.- El Sr Prieto: ¿Os parece poco todavía? – Continúan los rumores y las protestas)».
En el turno de réplica intervendría el entonces Ministro de Estado, el conservador Eduardo Dato, que apelaba a algo que, sinceramente, pocas veces he oído o leído y salido de los labios de un diputado o dirigente socialista, al patriotismo: “¡Buena ha puesto Su Señoría a España esta tarde! (Grandes aplausos) Si fuera España tal y como Su Señoría nos ha presentado, a mí me avergonzaría el llamarme español, que es, sin embargo, el nombre que con más orgullo ostento. (Grandes aplausos.- Protestas en los republicanos”.
Tras esta primera declaración de intenciones, Dato pasaría al ataque acusando a los socialistas de todo lo ocurrido en aquellos trágicos episodios de Agosto. Denunciaría que, siendo los socialistas quienes habían sido actores protagonistas de los desmanes tuvieran el valor de denunciar, en sede parlamentaria y, en la que era su primera intervención pública, los abusos de los elementos del Cuerpo Benemérito y del Ejército en una represión que estaba destinada a restablecer el orden constitucional y la legalidad vigente (como podemos comprobar, y en la que era la primera aparición pública del socialismo en el Parlamento español, su proceder era casi igual al que ejercieron, años después, cuando se produjeron los sucesos de la tentativa golpista de Octubre de 1934; casi mismos actores y un guion prácticamente calcado). Veamos aquí un pequeño extracto de su interesante y muy ilustrativa intervención (es largo, pero estimo muy reveladora y que nos ofrece un contexto histórico magnífico del momento que se vivía respecto de la situación y la relación con el socialismo español revolucionario):
«El Sr Saborit, que no ha tenido esta tarde ni una sola palabra de sentimiento ante el recuerdo de las clases de tropa y de los soldados muertos y heridos durante los sucesos de Agosto, de los guardias civiles asesinados en aquellos días tristísimos (Denegaciones en la izquierda.- El Sr Prieto: Entre ellos mismos), de los obreros ferroviarios y de los pacíficos pasajeros de trenes cuyo, descarrilamiento alevosamente se había preparado (El Sr Prieto: Ya hablaremos de los descarrilamientos, esa es otra infamia de Su Señoría.- El Sr Presidente agita la campanilla.- Fuertes protestas de la minoría conservadora.- Varios señores de esta minoría increpan a los de la izquierda, y estos responden en tono airado)».
A continuación, censuraba la actitud victimista y a la vez que intimidatoria de los representantes socialistas en el que, repito, resultaba ser su estreno parlamentario tras haber sido amnistiados apenas unos días antes:
«Pero la leyenda de los tormentos, de los suplicios, de que se considera responsable al benemérito Instituto de la Guardia Civil, y a hombres de uniforme que visten el honroso uniforme del Ejército español, pasa las fronteras, Sr Saborit; llega a constituir una leyenda infamante para el pueblo español, contraria a sus hijos y a todos sus nobles sentimientos (Muy bien),  y luego, lo más doloroso, es que no faltan perturbados, hombres sectarios, cuyo brazo a veces armáis con tales afirmaciones para convertir en víctimas a hombres políticos que ocuparon altísimas posiciones (Muy bien.- Aplausos), y que son a la vez aquellos que durante toda su vida, no se ría Su Señoría, Sr Anguiano, que más laboraron en beneficio de esas clases obreras a las que vosotros, con vuestras actuales predicaciones conducís a la ruina, a la miseria y a la muerte (Muy bien.- Aplausos). Presente está en el recuerdo de todo aquel ilustre parlamentario, el Sr Canalejas; antes el Sr Cánovas del Castillo; hombres que hicieron mucho más por las clases trabajadoras por las reivindicaciones obreras, por mejorar la condición de vida de las clases proletarias, que vosotros con vuestras falsas propagandas (Muy bien.- Aplausos). Hay que decirlo de una vez, ya que nos vemos cara a cara (Muy bien). Vosotros que habéis pasado un largo periodo, honroso para el socialismo español, declamando contra todas las organizaciones políticas; queriendo cuidadosamente separar de la política lo que fueron problemas obreros, que entonces se hicieron simpáticos  a todas las clases sociales y a toda la opinión del país; vosotros, que renegáis siempre, Sr Largo Caballero, contra las huelgas generales porque asegurabais que podían degenerar en huelgas revolucionarias; vosotros, al cabo de los años, habéis venido a declararos hombres políticos, republicanos y revolucionarios. (Muy bien.- Aplausos».
Las denuncias del Ministro de Estado, Eduardo Dato, eran elocuentes, determinantes, muy directas y reveladoras de lo que constituía el modus operandi del socialismo; un socialismo que, habitualmente, situado al margen de la legalidad vigente, utilizaba la crítica y la denuncia de los principales institutos armados por pura coincidencia con sus intereses exclusivamente partidistas, que no nacionales; el socialismo había abusado de la utilización de la propaganda incendiaría en los años anteriores facilitando con ello la eliminación de ilustres hombres que durante su vida atendieron, desinteresadamente, las muchas y urgentes reivindicaciones obreras, lo hicieran con mejor o peor acierto (Cánovas y Canalejas como ejemplos más significativos). Continuaba el ministro sus luminosas y formidables denuncias criticando la hipocresía del PSOE en lo que habían sido sus reproches a las fuerzas del orden; atención aquí a sus palabras:
«Y cuando un Ejército dispuesto siempre al cumplimiento del deber, con riesgo y sacrificio de su vida; y cuando encontráis un Instituto como el de la Guardia Civil, honor de España, instituto envidiado por muchos países del extranjero; cuando encontráis esos obstáculos para realizar la revolución con que soñáis, os revolvéis contra el Ejército y la Guardia Civil en vez de revolveros contra vosotros mismos (Aplausos). Tened la seguridad de que el pueblo no es tan ignorante como vosotros suponéis; que no es tan fácil que el engaño cunda como vosotros habéis creído; que la opinión nos conoce, a todos nos juzga, y ha de ver que Sus Señorías, que están ocupando ese puesto por una resolución de este Parlamento, os habéis producido, no en días anteriores, pero sí en el día de hoy, de manera que yo, se lo repito a Su Señoría, Sr Saborit, cuando Su Señoría reflexione sobre las palabras que ha pronunciado aquí esta tarde, Su Señoría será el primero en arrepentirse de las mismas».
Finalizaría su discurso entre grandes ovaciones de buena parte de la Cámara y asegurando que era ya la hora “de que terminen esas leyendas de crueldad”. Las palabras del Ministro de Estado habían “pintado la cara” a más de uno en lo que había sido su estreno parlamentario (por los socialistas), a un Parlamento al que habían acudido con la piel de cordero cuando, el relato de los hechos, demostraba que habían sido actores y protagonistas principales de un trágico proceso revolucionario dirigido a destruir la legalidad vigente. Pese a todas estas afirmaciones y evidencias, en las siguientes sesiones las intervenciones de los recién amnistiados diputados socialistas siguieron fundamentándose en la inculpación al Gobierno por el carácter y la dureza de la represión, atribuyendo y reiterando que sus intenciones y el carácter de la huelga eran pacíficos (llegarían a negar la intencionalidad de los descarrilamientos de trenes, un hecho que sería probado y en el que, además, se disparó bárbaramente a algunos de los inocentes pasajeros). A juicio del partido socialista los responsables habían sido la Guardia Civil, el Ejército, el Gobierno, el sistema, incluso el Rey; eludían cualquier tipo de responsabilidad de algo que era su santo y seña desde casi su mismo nacimiento, el ideal revolucionario, un ideal que, como el tiempo nos hará ver, seguirán predicando muy proactivamente.

De hecho, en la siguiente sesión a Cortes, 24 de Mayo, y en una larguísima intervención, Indalecio Prieto ofrecería una versión de los hechos completamente distinta a la del Gobierno, casi pretendiendo hacer creer que el golpe lo hubiera protagonizado el Ejército que, sin un motivo aparente, se hubiera dedicado a dar tiros a todo a aquel o aquello sospechoso de ser un “pacífico” huelguista. Relataría, a través de una retahíla interminable de sucesos sin ninguna conexión entre ellos (que además, sería incapaz de probar), unas denuncias que tenían como fin último lo ya apuntado anteriormente, la inculpación a las fuerzas del orden y de seguridad de todo lo ocurrido en una actuación en la que, durante los años previos, los representantes de la minoría socialista habían puesto toda su pasión y empeño para que algún día llegara a precipitarse. Aquella sesión, a mi juicio, sería una de las más tormentosas de la época y de la que sería actor protagonista el referido líder socialista, Prieto (muchas intervenciones de este tipo protagonizaría años más tarde, durante los convulsos años de la Segunda República, por cierto, con argumentos muy similares a los expuestos aquel día). De los labios de Indalecio Prieto saldría el explícito reconocimiento de su activa participación en todo aquel movimiento, en concreto, desde su ciudad natal, Bilbao. Y es que, aquella Cámara, que acumulaba ya muchas desavenencias y dificultades producto de sus cada vez más profundas y enconadas divisiones, tras la llegada de los miembros de la minoría socialista, se aceleraría su propio proceso de descomposición y los trágicos sucesos ocurridos pocos años después en Marruecos, serían la más viva demostración de la inutilidad de transaccionar con quien no tiene intención alguna de hacerlo.
El 28 de Mayo tenía lugar la primera intervención en la Cámara de otro representante socialista y también beneficiado por la Ley de Amnistía, Julián Besteiro. El talante de éste, qué duda cabe, en nada se parecía a la osadía y la bravuconería de la que hiciera gala días atrás Indalecio Prieto. Besteiro parecía estar en un Parlamento equivocado, aquel no parecía ser el suyo, su aspecto físico, su porte en el vestir, su forma mesurada y razonada de expresarse eran más propios de un Lord inglés que el de un “profesional del proletariado revolucionario”, como el mismo se había autodefinido en anteriores ocasiones. Argumentaba y se dejaba escuchar, se le quería escuchar en un Parlamento que rezumaba espíritu burgués y liberal tan extraños a los principios revolucionarios. El Parlamento aquel día escuchó en respetuoso silencio a la voz más autorizada y capacitada de siempre del socialismo español; por primera vez, un agente revolucionario exponía sus quejas y denuncias de formas serena y pausada, incluso argumentadas y, en algunos casos, debidamente razonadas En su intervención denunciaría la parálisis de un régimen que no acometía urgentes reformas y que le estaba dejando en el furgón de cola respecto de otros países europeos, reformas sociales, educativas o de orden judicial; y no le faltaba razón, el régimen liberal prometió acometerlas en cuánto Alfonso XIII accediera al Poder, pero no lo hizo o, tal vez, se vio imposibilitado a hacerlo; desde el mismo inicio de su coronación (1902), estos agentes de la revolución (socialistas, republicanos, anarquistas, junto a los movimientos centrípetos periféricos, los nacionalismos), pusieron todo su empeño en hacer quebrar cualquier posibilidad de modernización o progreso. La excusa para proceder así la encontraron en el desastre que supuso la pérdida de las últimas colonias durante la Regencia de la madre del joven Alfonso XIII, María Cristina,
y en ello pusieron todo su esfuerzo. No es lícito exigir reformas y mejoras estructurales cuando, al mismo tiempo, se pone todo el ánimo y acento en destruir cualquier tipo de obra u acción destinada a mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, es un contrasentido, acaso sólo es admisible cuando se está dentro del sistema, cuando se participa en él con el propósito de mejorarlo, también de cambiarlo y, siempre, desde la base del respeto al marco del Estado de derecho y del orden constitucional. Fuera de ese escenario se está con la revolución y la agitación, y desde ahí no hay legitimidad para exigir nada a los que se quiere desprestigiar y eliminar. Cierto es, también, y como previamente he referido, esas denuncias expresadas tan hábilmente por el diputado socialista, Julián Besteiro, eran oportunas; España necesitaba impregnarse, en aquellos primeros años del siglo XX, del espíritu regeneracionista europeo, urgía de un impulso renovador en casi todos los órdenes y que las magistraturas de la Restauración no la acababan de dar pero, y como refiero: “A Dios rogando y con el mazo dando….”; así era difícil, muy difícil.
Julián Besteiro pondría sobre el tapete otra cuestión oportuna y que debía invitar a la reflexión, cuando menos; la enorme cantidad de oficiales en el Ejército español respecto al número total de sus efectivos. En el año 1901 España contaba con 80.000 efectivos a los que había que sumar más de 11.000 oficiales, es decir, esta oficialidad representaba el 11,7% del total, una cifra que no se correspondía con las que tenían otros ejércitos europeos del entorno (Francia contaba con un ejército de unos 300.000 efectivos y una cifra de oficiales similar). Sin duda, era legítimo denunciarlo, se trataba de un hecho irrefutable el exceso de oficialidad en el Ejército español, sin embargo, no era legítimo hacerlo desde un planteamiento revolucionario como era el suyo y a cuya causa buscaba atraerse a un sector de éste. El Ejército fue muy voluble a las cuestiones y sugestiones políticas que se planteaban en aquellos decisivos años (lo fue también en el turbulento siglo XIX, con las consecuencias que todos conocemos); ahora, con las fuerzas “antisistema” intentando atraerlo a sus predicamentos, el riesgo aumentaba exponencialmente para la propia estabilidad del régimen; es por esto que el socialismo revolucionario tratará de estrechar lazos tan íntimos con los Junteros, los rebeldes del Ejército que pusieron en un verdadero brete al régimen, en ellos creyeron ver a los agentes decisivos de su espíritu y ánimo revolucionarios. Se equivocaban, el Ejército, al menos todavía en aquellos años, nada tenía que ver con ese espíritu, su patriotismo y servicio a la Patria no eran discutibles y eso es lo que salvaría, en los dramáticos días de Mayo-Junio de 1917, al propio régimen liberal.
En un discurso extraordinariamente largo, Besteiro haría una larga disertación sobre los motivos que les llevaron a desencadenar una huelga general de carácter indefinido; lo hará reconociendo la que era la principal aspiración de aquella huelga, conseguir la formación de un “Gobierno provisional, para convocar unas Cortes Constituyentes que decidiesen la organización política de España”, es decir, reconocía el deseo de que ese movimiento huelguístico-revolucionario diera al traste con el Gobierno legítimamente elegido para implantar otro nacido de ese movimiento de fuerza, esto es, la sustitución violenta de un Gobierno por otro ajeno completamente a la intervención y voluntad de la soberanía popular. Una tentativa golpista puede presentar muchas derivaciones y aristas, tan cierto como que el fin último de todas ellas suele ser la implantación de un sistema o Gobierno que no es elegido por el pueblo y sobre el que suele recaer la impronta de su espíritu revolucionario. En aquellos días el pueblo español no demandaba una acción violenta revolucionaria y si una urgente reforma estructural ya fuera de orden económico, social o político; demandaba mejoras en las condiciones laborales, mejores horarios y salarios, un ajuste de los costes de la vida, un sistema político más representativo, mejoras en los índices de analfabetismo, construcción de escuelas, etc.; estos propósitos, generalmente, sólo se consiguen con el esfuerzo y la colaboración de todos y no con la soga de la amenaza revolucionaria permanente, una coacción del que el socialismo hizo bandera durante décadas ejerciendo una obstrucción constante contra todos y cada uno de los gobiernos y con independencia de su signo y composición; no se puede conseguir grandes logros con “remeros” que siempre reman en sentido contrario al que se dirige la  mayoría… Pues bien, aquellos días de Agosto de 1918, un golpe revolucionario maquillado como una huelga general intentaba sustituir violentamente un Gobierno legítimo por otro que se pretendía imponer a la verdadera voluntad popular y eludiendo toda fiscalización de la que es la principal herramienta de una democracia, el Estado de derecho. Son las propias palabras de Besteiro las que ilustran este propósito cuando hacía referencia al objetivo de constituir un Gobierno provisional que diera forma a un nuevo tipo de sistema político:
«Tuvimos que declarar la huelga general, aunque no la considerábamos bastante preparada, principalmente por dos motivos. Era el primero, que la evolución de la conciencia, del espíritu de la clase trabajadora, estaba ya terminada, sabiendo perfectamente toda la clase trabajadora cuál era la misión que tenía que cumplir; pero no había llegado al mismo grado la evolución que nosotros esperábamos de las personas que habían de encargarse del Gobierno provisional, para convocar unas Cortes Constituyentes que decidiesen la organización política de España. En eso nosotros teníamos motivos para pensar que la fruta estaba a punto de madurar, pero que no había madurado por completo. Si hubiésemos creído que no había fruto siquiera, no hubiéramos podido lanzar la huelga general: pero la lanzamos porque los elementos rebeldes de la burguesía nos habían dado motivo para pensar (siento que no esté el Sr Cambó en el banco azul, porque parece que el Sr Cambó quiere desentenderse en absoluto del tratamiento de estas cuestiones, y le incumben tanto casi como a nosotros, o más); los elementos de la burguesía que habían declarado que con este sistema político no se podía vivir, nos habían dado motivo suficiente para pensar que los representantes del capitalismo más genuino español, precisamente de las regiones en las que el capitalismo español tiene más realidad y sobre todo más esperanzas, estimaban como nosotros que el actual  régimen político, ni aun considerando la cuestión desde un punto de vista capitalista, puede prosperar España».
Besteiro era meridianamente claro en su relato; aquel movimiento revolucionario se presentaba con unos compañeros de viaje que poco o nada tenían que ver con las que eran las reivindicaciones huelguísticas obreras, la más alta burguesía de España, la catalana liderada por Cambó, socialistas y burgueses nacionalistas unidos para regenerar el régimen, ¿qué podía salir mal?. Seguidamente, el diputado socialista dibujaría, aún más palmariamente, los entresijos del golpe y revelando que el diputado catalán, Francesc Cambó, era perfectamente conocedor de los planes socialistas; veamos:
«…hasta tal punto el Sr Cambó, digo, tenía conocimiento de nuestros propósitos y en cierto modo los aceptaba, que aquí tengo un dato de un testimonio escrito, según el cual, un compañero nuestro de Barcelona, pasada la Asamblea de parlamentarios, se presentó al Sr Cambó con una carta de nuestro querido Pablo Iglesias, en la que pedía ejemplares, en cantidad, de la hoja clandestina que había editado la Liga dando cuenta de lo ocurrido de la Asamblea parlamentaria, para destruir las falsedades y las mentiras del Gobierno. El Sr Cambó le dio cuatro mil ejemplares, y entonces aquel compañero nuestro le dijo: “Lo que yo encuentro ahora es una dificultad grande para repartirlos. Si ustedes con sus Asociaciones de dependientes lo pudieran hacer…”. Y el Sr Cambó contestó: “Pero, ¿no tienen ustedes preparados a los ferroviarios para una huelga general? Pues utilícenlos”. Con lo cual bien se entiende que el Sr Cambó sabía lo que no era un secreto para nadie: que se estaba preparando una huelga general, no pareciéndolo mal que, para los menesteres, que nosotros consideramos legítimos y patrióticos, de la Liga, se emplease la organización revolucionaria y anarquizante de los proletarios españoles».
Creo suficientemente esclarecedora la exposición y el relato de Julián Besteiro; los planes eran conocidos y estos pretendían, bajo la apariencia de una huelga general, lo mismo que republicanos y nacionalistas promovieron en la Asamblea de parlamentarios semanas atrás, derrocar un Gobierno para el posterior nombramiento de otro al margen del conocimiento y la voluntad populares. La única diferencia entre ellos sería, básicamente, la magnitud de desórdenes sociales que el de Agosto provocaría (se contabilizarán decenas de muertes y miles de disturbios en gran parte del territorio nacional). Como dije anteriormente la Lliga regionalista, finalmente, no se sumaría por su inequívoco carácter revolucionario y que, con los sucesos aún frescos de lo ocurrido en Rusia, desataban todos sus peores temores. La magnitud de los trágicos sucesos, por cierto, fue lo que provocó que los socialistas fueran juzgados en un Consejo de Guerra y luego encausados por el delito de sedición por lo que, no, de ningún modo lo fueron por haber patrimonializado y promovido una huelga general y que, para más “inri”, tildaban de “pacífica”. Así pues, aquella revolución de Agosto de 1917 no era sino la reedición de lo que anarquistas y socialistas intentaron meses antes, en Marzo, en un momento en el que un país como Rusia se batallaba en pleno fervor revolucionario; el propio Besteiro así lo expresaba en sede parlamentaria dando lectura a unas líneas del Manifiesto:
«A los obreros y a la opinión pública. Ha llegado el momento de poner en práctica, sin vacilación alguna, los propósitos anunciados por los representantes de la UGT y la CNT en el manifiesto suscrito por estos organismos en el mes de Marzo último. Durante el tiempo transcurrido desde esa fecha hasta el momento actual la afirmación hecha  por el proletariado al demandar como remedio de los males que padece España un cambio fundamental de régimen político, ha sido corroborada por la actitud que sucesivamente han ido adoptando importantes organismos nacionales, desde la enérgica afirmación de la existencia de las Juntas de Defensa del Arma de infantería a los intentos de disolución de esos organismos por los Poderes públicos hasta la Asamblea de parlamentarios celebrada en Barcelona el 19 de Julio».
No deja lugar a la duda; el movimiento de Agosto, en efecto, no era más que la prolongación de lo que pretendieron desarrollar socialistas y cenetistas en el mes de Marzo y que tendría continuidad con los sucesos protagonizados por los Junteros y la Asamblea de Parlamentarios. En el Manifiesto también se recogía, explícitamente, la intención de derrocar al Gobierno a fin de sustituirlo por otro de carácter provisional (reitero, la historiografía tradicional lo califica como “Huelga General”, de ahí el grado absoluto de desconocimiento general y, sobre todo, de lo que fue su verdadera dimensión); lo hacía de esta forma:
«Pedimos la constitución de un Gobierno provisional que asuma los poderes ejecutivo y moderador, y prepare, previa las modificaciones imprescindibles en una legislación viciada, la celebración de elecciones sinceras de unas Cortes Constituyentes que aborden, en plena libertad, los problemas fundamentales de la Constitución política del país. Mientras no se haya conseguido este objeto, la organización obrera española se halla absolutamente decidida a mantenerse en su actitud de huelga».
Es decir, o se eliminaba al Gobierno para constituir otro afín a los intereses del socialismo o la nación española quedaba absolutamente paralizada de extremo a extremo. La verdad, con la cantidad de fuentes y documentos que testimonian todos estos acontecimientos, es difícil entender que todo lo ocurrido en aquellos meses venga bajo el más que dudoso y pernicioso calificativo de una Huelga General. Y, ¿pacífica?; veamos. Minutos después, Besteiro reconocía que era partidario de que los “huelguistas” fueran portadores de armas:
«…no creía yo suficientemente preparada la huelga, entre otras cosas, porque yo hubiese querido que al llegar la huelga los trabajadores organizados tuviesen armas (Rumores). Si; por honradez hubiese querido que tuviesen armas, porque, aun contando con las circunstancias más favorables, pensando que hubiese en la mayoría del Ejército un espíritu benévolo y simpático para la huelga, yo no podía suponer que no quedasen  restos del antiguo pensamiento en el espíritu de la clase militar, lleno de prejuicios contra nosotros y que los obreros no fuesen atacados; y yo, en los movimientos de esta naturaleza, aspiro a que jamás haya por parte de los obreros un ataque a la fuerza pública; pero espero que los obreros, si son injustamente atacados por la fuerza pública, estén en las mejores condiciones para defenderse».
Julián Besteiro, el ala más templada del socialismo, legitimaba que el obrerismo y para combatir la acción represiva tuviera igual derecho que la fuerza pública a utilizar armas, es decir, estaba reconociendo el legítimo uso de la violencia para responder, en igual de condiciones, a la acción del Estado de derecho. Esa defensa pública de la “militarización” del obrerismo chocaba frontalmente con los presuntos propósitos “pacíficos” de una huelga general. Besteiro, pese a ser la figura más representativa de ese ala más moderada del socialismo, no escapaba a la tristemente habitual explícita amenaza a una alta magistratura del Gobierno, en este caso, al Ministro de la Gobernación, Sánchez Guerra que, en su opinión, se regocijaba y se burlaba “cuando nosotros fuimos conducidos precipitadamente de Madrid al penal de Cartagena”. Así, tras estar afirmación, y hablando de supuestas “cacerías” en la represión ordenada desde el Ministerio, afirmaría:
«Esa cacería no la hubiera hecho la Guardia Civil, como otras cacerías no las hubieran hecho otras fuerzas del Ejército si no hubieran sido ordenadas por un sistema de órdenes jerárquicas, que empezaban por las más altas jerarquías, en las cuales el espíritu tradicional de nefasta picardía de la nefasta política española era encarnado en ese hombre que está ahí y que yo no sé cómo lo elimina, en un movimiento saludable, la Cámara (Rumores)».
Respecto de estas palabras dirigidas al Ministro de la Gobernación, la Presidencia solicitó que fueran meditadas en cuanto a su idoneidad; Besteiro, pese a la sugerencia, se reafirmaría en sus manifestaciones: “Deseo que conste íntegramente en el Diario de Sesiones. (Grandes Rumores)”. Esta era la particular versión del ala moderada del socialismo de los trágicos sucesos en la que llegaba a sugerir la eliminación del Ministro de la Gobernación, Sánchez Guerra, “en un movimiento saludable”; una intervención en la que había acusado al Gobierno de la tragedia por la dura represión ejercida y que, a su juicio, sería la causante de la tragedia y el derramamiento de sangre; igual que hiciera Prieto días atrás, Besteiro había relatado una serie de sucesos en los que únicamente daba detalle de los supuestos excesos de la fuerza pública (dirigiendo durísimas críticas al Ejército) y que, tal y como los narró, se daba a entender que esta hubiera sido la desencadenante y la protagonista del movimiento subversivo.
Su intervención proseguiría (y concluiría) en la Sesión del día siguiente, el 29 de Mayo, y lo haría desairando la indulgencia que las Cortes monárquicas habían tenido para con ellos al concederles la amnistía: “Estáis constantemente diciendo: “Os hemos dado la amnistía”. ¿Es que vamos a estar pendientes de eso, que no ha sido una gracia, y que no tenemos que agradecer a nadie? (Rumores)”. Así agradecía el socialismo revolucionario una amnistía promulgada para beneficiar a los cómplices directos de unos trágicos sucesos y que causaron la muerte a decenas de inocentes españoles, un obrerismo movilizado y engañado por un Comité de Huelga que le había engatusado por un móvil presuntamente sindical cuando, en realidad, respondía absoluta y completamente a otro de orden político; dar finitud a un Gobierno legítimo para sustituirlo por otro afín a sus intereses partidistas.
En efecto, los cuatro diputados socialistas amnistiados no mostraron generosidad alguna por la indulgencia recibida de un Parlamento que tan vivamente despreciaban, me atrevería a decir que, además del perdón que esta significaba, los socialistas parecían suponer que esta amnistía también debía ir acompaña del olvido de los graves hechos que se produjeron en aquel Agosto y, siendo así, aprovecharían sus intervenciones parlamentarias (recordemos, las primeras que realizaban dentro de la Cámara de diputados) pretendiendo dar por seguro que hasta el pueblo español había olvidado ya la gran tragedia que azotó y conmovió al conjunto de la sociedad española durante aquel verano de 1917. Sus relatos, más que aclarar lo que realmente ocurrió, contribuían a alimentar la desmemoria, tan tristemente característica y habitual en la conciencia colectiva de nuestra la larga y dilatada historia.
Terminada esta intervención de Julián Besteiro, tomaba el turno de palabra el que fuera Ministro de la Gobernación durante los sucesos de Agosto, Sánchez Guerra, objetivo principal de las iras de los diputados socialistas amnistiados. Lo hacía, y según las que eran sus primeras palabras, deseoso de acabar con el silencio de los meses pasados y con la intención de restablecer su dignidad personal tras los graves ataques recibidos, especialmente, en los últimos cuatro días durante las intervenciones de los diputados de la minoría socialista. Iniciaría su intervención lamentando que se hubiese acusado a su partido, el conservador, de no haber defendido los intereses de los obreros (ese tipo de acusaciones ya se prodigaron años atrás y de las que no se libraría un político poco sospechoso de su progresismo, el ilustre José Canalejas). Así, y haciendo mención a dos de las grandes figuras políticas de la Restauración, el referido Canalejas y el fundador del partido conservador, Cánovas del Castillo, Sánchez Guerra recordaba que, éste último: “fue el fundador del Instituto de Reformas Sociales, iniciador el otro del Instituto del Trabajo”, una muestra de que ambos pusieron todo su empeño en mejorar las condiciones de los obreros. Haciendo alusión a las críticas de los socialistas por la suspensión de las garantías constitucionales y con motivo de la declaración de la huelga general recordaría que, en todas las democracias occidentales, ese era el proceder dado que todas consideran “que la huelga general era siempre revolucionaria, necesariamente revolucionaria. (El Sr Ministro de Estado: Y Don Pablo Iglesias también lo dijo) Es cierto; lo recuerdo, lo dijo en un debate famoso con el Sr Canalejas”. Afirmaba que desde la implantación del sistema de la Restauración se habían suspendido hasta en 22 ocasiones las garantías constitucionales, a su juicio, ninguna de ellas estuvo más justificada que esta con ocasión de la huelga general de Agosto de 1917, y añadiría: “Después de oír al Sr Besteiro en su discurso de ayer y en el día de hoy, no creo que la Cámara tendrá dudas de ninguna clase sobre el carácter político y revolucionario de la huelga”.
Igualmente crítico se mostraría con la táctica victimista de acusar al Gobierno de ser el provocador de la huelga, una circunstancia que también se produjo en la trágica huelga de 1909 (la Semana Trágica): “¿Cómo no recordar que cargos análogos a los que a mí me dirigen ahora se hicieron también principalmente al hombre ilustre que entonces nos presidía y al Ministro de la Gobernación de entonces, mi querido amigo Sr Cierva?”. Incluso, citaría unas palabras del fundador del PSOE, Pablo Iglesias, en las que trataba de loco al malogrado José Canalejas:
«Aquí hay amigos del Sr Canalejas que posiblemente, por tener más en su memoria todo lo que con aquel hombre público se relaciona, recordarán las acusaciones de que fue objeto y las violencias que por eso se le dirigieron, suponiendo que él provocó la huelga, y él contestaba a esa acusación y se quejaba de la manera cómo le trataba D. Pablo Iglesias, y hablaba incluso de un artículo en que se le decía, en veintisiete párrafos separados, que estaba loco y que por eso había ido a esas violencias. ¿No recordáis eso?».
Ahora, el socialismo que acababa de ser amnistiado, acusaba de lo mismo al Ministro de la Gobernación, también a las fuerzas del orden público como causantes de una huelga revolucionaria que ellos mismos habían planeado durante los meses anteriores; a tal efecto, recordaría que esos propósitos revolucionarios de socialistas y anarquistas venían incluso de antes del nombramiento del actual Gobierno. Para demostrar el carácter revolucionario de ese movimiento, leía algunos documentos en los que así se reconocía; aquí el acuerdo al que se llegó en la Agrupación Socialista Madrileña, el 8 de Junio y en lo que era una proposición que había sido aprobada anteriormente por el propio Comité de Huelga, en concreto, el punto 3:
«Que se opondrá con todas sus fuerzas, cueste lo que cueste, a toda solución que tienda a mermar la soberanía del Poder civil y a colocar al frente de los destinos del país a los hombres que encarnan la reacción, y particularmente a que se confiara a Maura la jefatura del Gobierno. Invita, por último, a todos sus afiliados, a los obreros y a todos los elementos republicanos a que se dispongan a hacer sentir su fuerza en el desarrollo de los acontecimientos que se avecinan».
Este laudo o Manifiesto fue firmado antes de su nombramiento como Ministro de la Gobernación, cargo desde el que los socialistas, ahora, le imputaban todos los males de lo ocurrido en Agosto; sin embargo, como podemos ver, esos sucesos ya se podían prever o intuir dado el carácter intimidatorio del laudo de ese 8 de Junio: “a todos sus afiliados, a los obreros y a todos los elementos republicanos a que se dispongan a hacer sentir su fuerza en el desarrollo de los acontecimientos que se avecinan”. Posteriormente, citaría otro texto en el que se decía: “La organización obrera debe dar la sensación de estar capacitada, y como tal debe actuar en el periodo revolucionario”; “Los Comités locales podrán formar parte del Comité revolucionario” (El Sr Saborit: ¿Qué texto es ese?) Aquí está a disposición de Su Señoría” (no cita su nombre). En este texto, como se puede deducir de su lectura, se hacía alusión, de forma evidente, de un “periodo revolucionario”, y no de huelga. A continuación, citaría uno más, fechado el 6 de Junio (es decir, antes también de su nombramiento como ministro); en éste, los militantes y afiliados obreros llegan a ser calificados como “Soldados”:
«Soldados, dentro de breves días, otras clases sociales van a formular públicamente otra demanda. Una demanda más extensa, más humana que la de vuestros jefes y oficiales. Van a pedir que abandone el más alto Poder del Estado el hombre que no ha sabido ejercerlo. Que caiga de una vez la dinastía que ha visto deshacer y arruinar en sus manos toda la gloria y toda la riqueza de este pobre país».
El texto estaba dirigido a la que era la obsesión del socialismo de las últimas décadas, el líder del partido conservador Antonio Maura (no les debería parecer suficiente haberle amenazado en reiteradas ocasiones e, incluso, haber atentado contra su vida años antes). Minutos después de la lectura del texto, recogía algunas publicaciones de Prensa del extranjero, medios en los que, en los meses de Junio y Julio ya se advertía del movimiento revolucionario que en España parecía iba a implosionar. Empezaba con un artículo publicado en el rotativo francés “Le Petit Parisien”: “Hasta ahora no habíamos creído en la inminencia de una revolución; pero la actitud del Gobierno la hace inevitable”. Inmediatamente después a esta lectura, daría cuenta del extracto de otro documento en el que se daba conocimiento de la composición del Gobierno provisional que se pretendía nombrar en la Asamblea de parlamentarios del 19 de Julio:
«…si nadie deserta del sitio de honor, como todo hace creer que nadie traicionará tan bien organizado movimiento, podemos decir que el día 19 quedará proclamada la República Federal con Cortes Constituyentes, con un Gobierno provisional elegido por el pueblo, que, salvo ligera modificación, podría ser como sigue: Presidente del Consejo – Miguel de Unamuno; Ministro de Guerra – General Alfau; Ministro de Marina – Coronel Benito Márquez Martín; Ministro de la Gobernación – Melquíades Álvarez; Ministro de Hacienda – Francés Cambó; Ministro de Gracia y Justicia – Jaime Carner y Romeu; Ministro de Fomento – Alejandro Lerroux; Ministro de Instrucción Pública – Marcelino Domingo; Ministro de Trabajo – Pablo Iglesias».
Y para terminar (la lectura de textos que refieren al inequívoco carácter revolucionario de la huelga es extremadamente larga), recojo la lectura de un documento que lleva la autoría del que estaba destinado a ser el Ministro de Trabajo en aquel Gobierno provisional, el fundador del PSOE, Pablo Iglesias, y en el que se decía: “¡Abajo el régimen monárquico! ¡Paso al régimen republicano, que a la vez permitirá a la burguesía constituirse en poderosa fuerza, influir notablemente en los asuntos nacionales y acelerar el feliz momento de poner remate a los antagonismos sociales”. Como se puede deducir de estas palabras, estrechar lazos con algunos de los máximos exponentes del detestado régimen liberal (Ejército y burguesía) les parecía asumible si con ello se hacía caer al régimen monárquico; burguesía de una mano y lucha de clases de la otra, esta última no era más que un instrumento de propaganda para la movilización obrera, tan necesaria para dar una mínima certidumbre de éxito en lo que eran sus fines conspiratorios. Por su parte, y en lo que era la conclusión del Ministro de la Gobernación, Sánchez Guerra, era tan esclarecedora como determinante; la proyectada huelga “pacífica” no era más que un indisimulado proceso revolucionario, con todas sus letras:
«Se trataba de un movimiento revolucionario, político, destinado a cambiar el régimen. Esto consta en el discurso del Sr Besteiro. (El Sr Largo Caballero: ¿La huelga ferroviaria?) Se iba a la huelga general, por eso era indispensable que no tuviera solución satisfactoria la huelga ferroviaria. El Sr Besteiro ha dicho que desde Marzo estaba firmado el manifiesto, y ese manifiesto, Sr Largo Caballero, Sres. Diputados, concluía con la invocación al cambio de régimen, a la instauración de un Gobierno provisional».
Resulta, creo, tan ilustrativo que es absolutamente prescindible añadir más testimonios al respecto; es evidente que, desde hacía meses, el socialismo y anarquismo aprovechaban los momentos de dificultad del régimen y la coyuntura europea (guerra, revolución en Rusia) para asestarle un golpe definitivo, y ese golpe debía ser el desencadenamiento de un proceso revolucionario, posiblemente, no muy distinto de aquel que se desarrollaba en Rusia. Las explicaciones y los documentos leídos por el Ministro de la Gobernación dibujan muy claramente el escenario que se preparaba; bajo la máscara de una huelga general se pretendía asestar un golpe al Estado de derecho y a la legalidad vigente y que, como he referido en repetidas ocasiones, una buena parte de la historiografía tradicional, más de 100 años después, y comprando el relato socialista, sigue calificando como huelga general. Hasta uno de los propios amnistiados, el socialista Anguiano, así lo reconocía en una carta sellada el 11 de Agosto (dos días antes del inicio de las hostilidades) y en la que se decía: “lo que se procura es el cambio de régimen, que ese es el carácter de la huelga”; carta que le recordaba en esa misma Sesión y durante su intervención, Sánchez Guerra, al diputado y sin recibir réplica alguna del socialista: “No niego la firma”, sería su escueta respuesta. Todo ello es una demostración más del blanqueamiento que la historiografía tradicional tan a menudo ha hecho de los impulsos prorrevolucionarios de un partido como el PSOE que, desde casi su aparición, hizo de la causa revolucionaria uno de sus principios más reconocibles, sino el que más.
Sánchez Guerra, en el desarrollo de su intervención, también haría alusión a algunos de los trágicos episodios protagonizados por los sediciosos en aquel Agosto de 1917, haciendo especial mención a los sucesos del descarrilamiento del tren de Bilbao; en este punto, aumentaría la tensión del debate por la abrupta aparición del socialista Indalecio Prieto con el objetivo de violentar algunas de las explicaciones del ministro. A diferencia de lo que hiciera en la anterior sesión el socialista, Sánchez Guerra ofrecía todo tipo de detalles y explicaciones sobre el trágico suceso (entre otras cosas, adjuntó planos de la zona donde calló al precipicio); así pretendía disipar toda responsabilidad sobre un suceso que, con toda razón, calificaba como un crimen:
«¿Cómo el ocurrió el hecho? Vais a oír el relato, Sres. Diputados, porque entiendo que en este debate este es un punto capital, no sólo porque inició los atentados que nacieron de la huelga, sino porque los señores de enfrente le han dado la natural importancia y han pretendido también echar sobre aquel Gobierno y sobre aquel Ministro de la Gobernación la responsabilidad de haber inventado ese crimen».
Entre otros detalles apuntaría que, de ser cierto el que hubiera descarrilado por velocidad, debería haberse precipitado “sobre el monte y no sobre el terraplén”; igualmente, hará mención a cómo fueron levantadas las traviesas en ese tramo, desmontando las teorías de los socialistas que buscaban eludir cualquier tipo de responsabilidad en lo que era un terrible crimen contra inocentes pasajeros de un tren. También recogería lo que fue la injustificable acción criminal de los ferroviarios huelguistas que dispararon tan canallescamente a los inocentes pasajeros “resultando varias personas muertas”. Pese a la magnitud de lo ocurrido y las evidencias de la impunidad de los actos criminales, Indalecio Prieto tenía una visión muy distinta respecto al carácter de lo ocurrido y que calificaba como un acto “puramente casual”. Por su parte, Sánchez Guerra, y de nuevo acudiendo a distintos documentos, intentaría demostrar que estos atentados tenían muy poco de casuales, al revés, denunciaba que la propaganda incendiaria socialista de las semanas previas había inducido a cometer estas atrocidades que, ahora, los socialistas, tan arbitraria y demagógicamente trataban de imputar al Gobierno. Aquí sus palabras:
«…y luego vienen aquí, no sólo a negar los hechos que resultan patentes a los ojos de todas las personas que no estén ciegas o quieran estarlo por pasión, sino a pedir cuentas a los que, constituidos en la defensa del orden social y del orden público, cumplieron su deber dando noticias a la opinión y censurando a los autores de aquel criminal atentado, que, no contentos con poner en riesgo la vida de infelices viajeros ajenos a toda lucha política y con haber causado la muerte de señoras y de niños, todavía tirotearon al tren (Aprobación)”. « ¿Es que este intento de descarrilamiento de tren no fue cosa aislada? No; formó parte del programa; se realizaron hechos parecidos en otros puntos. Tengo aquí varios telegramas».
El ministro se refería a que se realizaron acciones terroristas parecidas en otros puntos, concretamente en Asturias, donde otros trenes sufrieron similar violencia revolucionaria; así, haría mención a un tren que fue tiroteado en distintos puntos de su trayecto por “huelguistas” parapetados entre los árboles: “Siguió el tren avanzando, y en el empalme del ferrocarril de las minas de Turón fue objeto de nueva agresión a tiros, disparados desde los costados del camino”. Estas acciones fueron omitidas, días atrás, por el socialista Prieto que, como recordaba ese día el que fuera Ministro de la Gobernación, se había encargado en persona de transportar armas a Bilbao para el “movimiento”. En este turno de réplica a las distintas intervenciones de los diputados socialistas, describiría lo que para estos debiera ser la reacción del Estado cuando un “movimiento” de este tipo se dirige contra él:
«Vosotros señores, entendéis que cuando la anormalidad constitucional sobreviene, que cuando el estado de guerra se declara, que cuando la ley marcial se publica, después de las proclamas y bandos que conforme a la ley se fijan, la fuerza pública va a mantener un duelo con los revolucionarios y que es menester que hidalgamente se equiparen las condiciones y que no haya de parte de la fuerza (la fuerza que la sociedad y el país y el Gobierno tienen para amparar los derechos ciudadanos y los prestigios de la ley) nada que salga de aquellas condiciones de normalidad que han sido rotas por los que hacen agresión a la ley y a la sociedad. Y eso no es así, no puede ser así. (Aprobación). Cuando ese estado se produce es la fuerza la que impera, y cuando la fuerza impera, nadie puede negar que alguna vez cabe que sobrevenga cualquier desmán, incluso que haya algún delito. Si lo hay, y en su día resulta esclarecido, habrá de castigarse y de condenarse a quien lo cometiera; pero, ¿de quién es la responsabilidad? ¿De la sociedad que se defiende o de aquellos que hacen actos de agresión a la ley y a la fuerza pública? (Aplausos)».
Sus palabras no dejaban lugar a la duda respeto de la práctica imposibilidad de garantizar la seguridad ciudadana, desde el Estado de derecho, ante la acción de cualquier tipo de violencia dirigida contra los ciudadanos y el propio Estado y, lo que era aún peor, tratar de justificarlo como pretendían hacer los diputados socialistas. Y así, y finalizando su intervención, recogía algunas citas de días anteriores que alentaban aquello que, como ya he referido, algunos calificaban como movimiento y que no era más que la invitación a un proceso inequívocamente revolucionario:
«Para hacer la revolución no se necesita más que resolución y atrevimiento. ´Atrévete´ deber ser el lema de los revolucionarios. Repitamos con Danton: “Audacia; siempre audacia”.  …El día de la revolución, todo el que tenga un traje de soldado debe ponérselo. El que no quiera ponérselo, debe prestárselo a un compañero o un amigo; con estos se logra desmoralizar la tropa y sumar adeptos. …Para sembrar el pánico hay un procedimiento sencillo: a los tranvías debe soltárseles vacíos de gente, después de haberle dado toda la velocidad. Veréis como va a estrellarse contra un poste, contra una esquina, etc.».
Estas citas que invitan a la coacción y la violencia contra ciudadanos inocentes, las atribuía al diputado socialista Saborit, que no las negaba: “¡Aquí me permito ver el espíritu del Sr Saborit (El Sr Saborit: Muchas gracias)”. El diputado socialista reconocía la autoría de unas manifestaciones en las que invitaba a “sembrar el pánico” soltando tranvías vacíos de gente para que se estrellaran. A continuación, ante la petición de algunos diputados, el ministro sigue leyendo el texto: “Las mujeres y los niños son muy útiles en la revolución. Tienen una temeridad extraordinaria y los agita un furor de destrucción que hay que dejar expansionar”. Sánchez Guerra señalaba que este tipo de acciones se desarrollarían en grandes urbes como Bilbao, Barcelona o Madrid, sucesos en los que tuvieron especial protagonismo las mujeres y niños que aparecían en las proclamas revolucionarias de Andrés Saborit; por todo ello, volvía a reiterar que la acción represiva del Estado había sido la correcta (salvando los errores que, por hechos de tal magnitud, se hubieran podido producir) y que sólo esta es la que habría evitado males mucho mayores.
Como se puede apreciar, las sesiones de aquellos días fueron tan reveladoras como excitantes, suponen un documento formidable para esclarecer algo que tanta confusión interesada provoca, su detenida lectura nos ofrece luz de algo que tan interesadamente se pretende difuminar y oscurecer por un relato que muy poco tiene que ver con unos hechos de la trascendencia de aquellos. Terminaremos este serial sobre tan interesantes intervenciones parlamentarias con la del entonces Ministro de Estado, el conservador Eduardo Dato.
“Extremo irritante el espectáculo al que estamos asistiendo (Muy bien)”; con estas palabras iniciaba su turno de réplica el ex Presidente del Gobierno Dato a las distintas imputaciones que días atrás habían realizado los diputados socialistas; lo hacía en la Sesión del 31 de Mayo. El ex Presidente del Consejo de Ministros así describía magníficamente lo que en aquellos días realmente sucedió y que la historia y, el socialismo en particular, nos ha tratado de vender como una huelga general:
«Los autores, los promovedores, los directores de un movimiento revolucionario que tenía por fin derribar el régimen monárquico e instaurar el régimen republicano; los que se lanzaron o lanzaron a los demás por caminos de perturbación, de revuelta, de algarada, de motín, de revolución en suma, esos, ante un movimiento fracasado, considerando que la amnistía no es el perdón, sino la apoteosis del delincuente, vienen aquí a dirigir cargos, a formular acusaciones a aquellos gobernantes que en los días negros y amarguísimos del mes de Agosto, en cumplimiento de deberes sacratísimos, de juramento que habían prestado, tuvieron que defender el orden social, sostener la Monarquía e imponer a los revoltosos la obediencia a las leyes, sin cuyo imperio no pueden existir armónicamente  estos grandes organismos que se llaman naciones (Muy bien, muy bien)».
Eduardo Dato consideraba que los diputados amnistiados en lugar de agradecer el gesto de indulgencia del Parlamento, habían venido a “sembrar rencores, para establecer antagonismos, para continuar aquí la obra revolucionaria de que estáis encargados. (Muy bien, muy bien)”; tratando de inculpar a las autoridades y a los representantes de la soberanía popular de unos trágicos sucesos de cuya autoría única eran ellos mismos; “haciendo creer al país que era un movimiento revolucionario aquella huelga pacífica, habíamos lanzado al Ejército contra el pueblo”. (argumentos casi idénticos y empleados cuando los trágicos sucesos de otra tentativa golpista del PSOE, la de Octubre de 1934). Recordaría, también, que el socialismo español, en sus inicios, fue un digno representante de los intereses de los obreros, luchando por causas justas y seguramente reconocibles por la mayoría, con un Pablo Iglesias que advertía de que no podían fiarse de aquellos que defendían la Republica o la huelga general: “Lo que os señalen la República como la panacea de vuestros males os engañan. Los que os hablen de huelga general quieren para vosotros la ruina, la miseria, la falta de jornales, y la muerte”; sin embargo, señalaba que todo eso cambió en cuanto Pablo Iglesias pisó moqueta, el Parlamento: “y entró en conjunción con la minoría republicana y se contagió; el socialismo cambió de táctica. Esto ha pasado delante de todos nosotros”. Consideraba que, tras este brusco cambio, el socialismo tomó la deriva revolucionaria alzándose sobre sus hombros la bandera de la lucha de clases, génesis del odio que alimentaría esos posteriores movimientos revolucionarios.
Las injurias y acusaciones permanentes del socialismo durante todos aquellos años pasados contra el Parlamento, las creía absolutamente infundadas por la propia labor de éste, recinto del que habían salido distintas iniciativas y leyes sociales en favor del obrerismo, como lo fue la creación del Instituto de Reformas Sociales, el Instituto de Previsión, la Ley del Descanso Dominical, la Ley protectora del obrero para los accidentes del trabajo o la Ley protectora del trabajo de la mujer y del niño; “Eso hacia este Parlamento tan calumniado por vosotros”. En este punto, reconducirá su intervención para situarla en lo que era el asunto principal del debate, los trágicos sucesos de Agosto, sucesos ocurridos cuando su Gobierno apenas llegaba al mes de existencia (nombrado en el mes de Julio); así recordaría en qué condiciones llegaron al Poder:
«…cuando nosotros entramos a gobernar en el mes de Julio, no era un suceso sin antecedentes; los tenía, todos los recordáis, y en aquel momento la huelga ferroviaria no la preparaba nadie; había un estado en eso, como en muchas cosas -desgraciadamente- , de rebeldía, de desobediencia, de indisciplina social, y algunos de los elementos que se consideran peligrosos para la extensión y la gravedad que pudiera tener, eran los obreros ferroviarios; pero huelga ferroviaria por relación de obreros y Empresas, por diferencias de apreciación, por condiciones de jornal, por motivos  de los que se llaman sociales, ninguno. Lo que había era, como antes he indicado, una labor revolucionaria constante, activa, resuelta».
Como ya referí, el proceso revolucionario no puede circunscribirse a aquel verano (el presente trabajo toma el testigo en ese año 1917 de lo que venía dilucidándose desde años atrás), venía de antes; las huelgas con ese carácter pseudorevolucionario ya se producían en el año anterior. El 18 de Diciembre de 1916 se declaró en toda España una huelga general de 24 horas, los sindicatos UGT y CNT unían sus fuerzas tras años de luchas intestinas; meses después, en Marzo de 1917, se anunciaba otra gran huelga revolucionaria que la acción gubernamental finalmente impidió y que también era producto de la acción conjunta de socialistas y anarquistas. Ese caldo revolucionario ya se había instaurado en amplios y reconocibles sectores del republicanismo en los últimos años del siglo pasado y a propósito de la caída de las últimas colonias, un espíritu que cobraría inusitado vigor con los lazos que estrecharían durante los primeros años del siglo XX socialistas y republicanos que, en cierto modo, fue lo que moldearía el espíritu revolucionario del convulso año 1909 (la tan recordada Semana Trágica de Barcelona). Desde aquel entonces, esos partidos que he calificado como antisistema, se dedicaron en cuerpo y alma a buscar el momento más oportuno para desencadenar un proceso revolucionario que diera finitud a la Monarquía, a la que hacían acreedora de todos los males y padecimientos; fue en Agosto de 1917 cuando creyeron ver esa posibilidad. Así, se intentó aprovechar para la causa el conflicto de los ferroviarios, circunstancia que llegaría a ser reconocida por los propios ferroviarios: “Pero por mucho que se esfuercen ustedes, no evitarán la huelga general, porque se nos quiere arrastrar a ella”. Es decir, se puede afirmar que en el socialismo no había un verdadero propósito de solución de las muchas demandas laborales como si lo había para conducir a los obreros a un proceso revolucionario de tintes pura y marcadamente políticos. Tan es así que, Eduardo Dato, y siguiendo con su intervención, recordaba que Julián Besteiro, en El Socialista, había firmado un artículo bajo el epígrafe: “Cosas veredes” y en el que se daba la consigna para movilizar al proletariado de cara a aquello que llamaban “el movimiento”. El artículo, publicado el 10 de Agosto, causó gran sensación en su momento porque anunciaba lo que desde hacía tantos meses se venía esperando y, sobre todo, temiendo (artículo del que ya hice referencia en el capítulo anterior y que en aquella sesión recogía el Ministro de Estado).
Minutos después, Dato leía otro artículo publicado en el periódico “El Pueblo”, de Tortosa, que llevaba la firma de otro diputado socialista presente en el salón de plenos y del que no facilitaría el nombre; en el artículo se dejaba muy claro los propósitos amenazantes y violentos de aquella revolución que tan histriónicamente se pretendía camuflar bajo la apariencia de una huelga general ajustada a las típicas reivindicaciones obreras:
«¡Viva la República!, ¡Viva la República!, ¡Viva la República!. Los ferroviarios van a la huelga. Las patrañas inventadas por la Prensa jesuítica vendida al Gobierno se han estrellado ante la dignidad y la hombría de los obreros ferroviarios. Esta noche, a las doce, los trenes de todas las líneas dejarán de circular, y mañana 11 los obreros de toda España se declararán en huelga. Es una huelga revolucionaria porque los ciudadanos españoles sentimos que la Monarquía nos ahoga con sus robos y sus crímenes. Es una huelga revolucionaria, porque los Gobiernos que nos rigen, no contentos con saquearnos, nos insultan y nos desprecian. Es la revolución que llega, porque España, harta de sufrir yugos y de oprobio, se levanta airada a dar su merecido a los traidores. Ciudadanos españoles, ha llegado la hora de la batalla decisiva. La República se ha entronizado de nuevo en España, y una era de libertad e igualdad habrá comenzado para todos. Aprestados a la lucha, aquel que quiera entorpecer nuestro legítimo triunfo, darle su merecido. Si es preciso librar una batalla de titanes, la libraremos hasta llegar a la victoria. Todo menos quedar a merced de los tiranos, que al verse victoriosos redoblarán las tiranías. ¡Ciudadanos! Mañana es el día en el que la República comienza a reclamarnos. Formad como un sólo hombre, y no desmayéis hasta que el triunfo sea nuestro. ¡Españoles! Mañana comienza la revolución. ¡Cada uno a su puesto! ¡Viva el pueblo soberano! ¡Abajo la Monarquía!».
La enésima demostración, con la firma de un socialista, de lo que escondía y lo que se pretendía en esa mal llamada huelga general; lucha, violencia, sangre, victoria y un único objetivo, la Monarquía; poco tenían que ver estas proclamas con la huelga de carácter pacífico en la que se parapetaban los socialistas en sede parlamentaria. Ante esta tormenta de evidencias, Eduardo Dato trataría de justificar la declaración del Estado de Guerra por parte del ejecutivo ante una amenaza de ese calibre y que pretendía destruir al propio régimen, consideraba que no haber actuado así o, incluso, haber demorado esa declaración, los resultados hubieran sido imprevisibles. A su juicio, no era un pleito entre socialistas y conservadores; “se trata de una cuestión fundamental entre el principio revolucionario y el principio de autoridad, y el que no vea esto, está ciego”; lo que los socialistas pretendían era que las ciudades “no pudieran ser abastecidas, dejarlas sin víveres, sin luz, sin agua y sin comunicaciones de ninguna clase”; sin embargo, los socialistas, hábilmente, tratarían de inculpar de todo ello a los agentes de la autoridad, al ejecutivo y fuerzas del orden que sólo actuaron para restablecer y asegurar los víveres y los servicios en las ciudades. Negaba, por esta razón, las imputaciones de los socialistas por los presuntos excesos represivos. Censuraría, también, al socialista Prieto, por hacer imputaciones que nada tenían que ver con la realidad y que en modo alguno podía haber presenciado (había huido a Francia…): “El Sr Prieto, que había emigrado a Francia; el Sr Prieto que no había sido testigo de nada de lo que afirmaba, fue allí, a un territorio extranjero, a deshonrar a los gobernantes españoles y a la Nación entera. (Muy bien.- Aplausos en los bancos conservadores)”.
Finalizando su intervención, ofrecía algunos datos de los heridos y muertos sufridos por el Ejército, diana de las iras del socialismo por la presunta represión ejercida; un total de 223 muertos; 7 oficiales, 36 sargentos y cabos y 186 soldados: “Seguid hablando cuanto queráis de represiones crueles. ¡Pues no faltaba más sino que la fuerza pública, agredida, atacada, asesinada, no pudiera reprimir esas agresiones y ataques! (Muy bien, muy bien.- Aplausos en la minoría conservadora”. Finalizaría su intervención pidiendo el esfuerzo común en un momento en el que el mundo atravesaba momentos tan críticos y convulsos, el concurso y esfuerzo de todas las voluntades las creía necesarias para afrontar los grandes intereses y demandas nacionales, lo haría apelando al patriotismo de todos.
Qué el fulgor revolucionario no lo apagaría la amnistía lo acreditaba la actitud con la que habían venido al Parlamento los propios beneficiados de esta, los cuatro diputados socialistas pero, también, la actitud de grupos como el de Marcelino Domingo, de la izquierda republicana catalana que así se jactaba de su participación en los sucesos revolucionarios: “Actuamos en aquel momento revolucionariamente, preparamos con plena conciencia nuestra responsabilidad en aquel movimiento revolucionario”; para más tarde añadir: “Si Sr Ministro de Estado, fuerzas revolucionarias, intensamente revolucionarias, convencidamente revolucionarias, debidamente revolucionarias”. Domingo protagonizaría un bronco debate afeando al Gobierno, y a los anteriores, todas sus actuaciones que, a su juicio, eran las que habían posibilitado ese estado de agitación social permanente, todo ello, con idéntico propósito de justificar las acción revolucionaria. Tras acusar al ejecutivo de la represión ejercida y de señalar al Rey Alfonso XIII como responsable último, finalizaría su intervención advirtiendo que, pese a la amnistía, la revolución iba a seguir su curso: “Puede decirse desde aquí que la semana de Agosto no es una terminación, sino una iniciación, que la Semana de Agosto no es el final, sino el comienzo de una obra necesaria para la redención de nuestro país. (Muy bien en las minorías republicana y socialista)”.
Los debates en relación a los sucesos de Agosto de 1917 (y sus antecedentes) se prolongarían alguna sesión más pero, lo fundamental, había quedado prácticamente liquidado. Las posturas entre revolucionarios y garantes de la Constitución, lejos de acercarse, seguramente se encontraban aún más distantes que en los meses precedentes; el gesto de indulgencia del Estado de derecho, la apuesta por la convivencia no encontraría eco en los elementos antisistema que no habían apagado la llama revolucionaria, al revés, los partidos republicanos junto al socialista (principal beneficiado de la Amnistía) seguían culpando de los sucesos a las autoridades que tenían la obligación de restablecer el orden, de devolver los derechos y libertades a una nación que había sido secuestrada por una falsa huelga que no tenía nada de pacífica y si todo de revolucionaria. El régimen de la Restauración, terminado el periodo turnista (primer gran éxito de la acción subversiva), iniciaba una nueva andadura donde los Gobiernos de Concentración liberal o conservador serían los protagonistas de los siguientes años, unos años que serían de una enorme agitación dado que, y como he referido, los impulsos revolucionarios no se apagarían (nos adentraríamos en el llamado trienio bolchevique; 1918-1921). Así las cosas, hará acto de presentación en el ya convulso y agitado panorama político uno de los mayores desafíos a los que habrán de enfrentarse los distintos Gobiernos de concentración, el pistolerismo anarquista; en efecto, la violencia anarquista cobraría toda su fuerza y vigor al mismo tiempo que republicanos y socialistas estrechaban lazos y voluntades para desarrollar y fomentar ss desafío; éste era de tal magnitud que los propios partidos, conservador y liberal, sufrirán un brutal desgaste que les precipitará a una profunda división en el seno de sus filas; fragmentados en múltiples facciones y, sobre todo, cada vez más presos de esas diferencias (derivadas, principalmente, de las respuestas a la amenaza revolucionaria), se convertirán en cómplices indirectos de la desmembración del propio régimen. El golpe final vendrá con los lamentables sucesos de Annual, en 1921; la guerra, junto a la acción coordinada de anarquismo y separatismo darían la estocada final a un régimen y en el que ni conservadores ni liberales se reconocían presos de sus diferencias y de un maniqueísmo político que sólo beneficiaba a la causa de aquellos que querían destruirlo.














































EL DESASTRE DE ANNUAL. LA EXCUSA PARA LA REVOLUCIÓN
 
«…al lado de Annual, hubo un Alhucemas».
José Calvo Sotelo, diputado a Cortes 5  Noviembre de 1934.
 
[image: ]
El Rey Alfonso XIII, despachando asusntos de Estado
Hago mención a estas palabras de Calvo Sotelo, emitidas años después, por su especial significación; hay quienes tienen el empeño de ver siempre el vaso medio vacío y, en aquellos años, izquierdas republicanas y socialistas lo vieron siempre así por puro interés partidista. Lo ocurrido en Annual fue en desastre, si, pero el Ejército español siguió protagonizando, antes y después, grandes gestas que han pasado de puntillas por nuestra gran y aquilatada historia. Calvo Sotelo recordaba, de esta manera tan simple y tan ilustrativa, una de ellas y por la que la historiografía patria, de nuevo, ha pasado de puntillas. Annual fue un fracaso rotundo, pero el Ejército español siguió protagonizando grandes y épicas gestas que la historiografía y la memoria, tan selectiva siempre, ha parapetado tras algunos de sus más sonados fracasos.
Allendesalazar será quien asuma la Presidencia tras el asesinato del Presidente del Consejo de Ministros, Eduardo Dato, asesinado a manos anarquistas el 8 de Marzo de 1921. Aquello que algunas izquierdas republicanas y socialistas calificaban como “lucha social”, se llevaba la vida de la más alta magistratura del Parlamento español, sin duda, uno de los más grandes oradores del parlamentarismo. El nuevo Presidente recogería un país desecho por la acción de esa lucha social que, en realidad, no era más que un interminable serial de todo tipo de acciones violentas y criminales, es decir, terrorismo. El crimen, el pistolerismo, no puede estar al servicio de ninguna noble causa social, sin embargo, si podía ser de utilidad para aquellos que, en su despiada lucha contra el régimen, creían ver en él una herramienta más eficaz y rápida para minarlo hasta su derribo final. En aquellos días de Marzo de 1921 el terrorismo anarquista teñía de sangre muchas de las calles de España, especialmente en Cataluña donde, a diario, se producían todo tipo de desmanes.
En la que sería la última intervención de Eduardo Dato en las Cortes antes de su asesinato, el 1 de Marzo de aquel año, 1921 (siete días antes), advertía de la urgencia en la que se debatía la vida nacional: “Tenemos problemas de excepcional gravedad en todos los órdenes de la vida nacional”, razón por la que pedía denodadamente el concurso de todas las fuerzas políticas para afrontarlos: “Colaboremos todos en una obra común”. Sus peticiones no serían escuchadas, quien durante las décadas pasadas había levantado la bandera de la confrontación de ningún modo habría de aceptar ahora rebajar un ápice sus propósitos cuando percibía la extremada dificultad del régimen al que pretendían destruir. Muy lejos de encontrar colaboración alguna, Eduardo Dato sería asesinado sólo una semana después por los actores de lo que algunos, burda e injustificadamente, llamaban la lucha social, el anarquismo terrorista.
Este era el escenario que recogía el Gabinete de Allendesalar, un tormentoso panorama que no era desconocido para el socialismo; esto es lo que se decía en las páginas de El Socialista pocos días antes del asesinato del Presidente del Consejo de Ministros, el 2 de Marzo, un pequeño editorial que dibujaba lo que ocurría en buena parte del territorio español:
«Es estallido diario de bombas, los asesinatos cometidos con sindicalistas, a quienes se persigue como alimañas, este rosario de violencias que en todas partes se cometen prueba, en efecto, que no se ha acabado con el terrorismo».
Se puede apreciar que los agentes de la subversión situaban en el mismo plano los asesinatos y las explosiones de bombas con la acción represiva del Estado (“se persigue como alimañas”) y es que, resulta obvio pensar que una revolución no puede salir triunfante si el Estado dispone de los argumentos y las herramientas necesarias y, además, las emplea, contra quienes quieren liquidar el Estado de derecho. Así, podemos afirmar que eran perfectamente conocedores de ese terrorismo callejero por cuánto, sin duda, también eran cómplices interesados de un terror que buscaba la eliminación del propio régimen; el asesinato de Dato no dejaba de ser sino un paso más. Pues, como he referido, este sería el escenario que se le presentaba el nuevo Gobierno de Allendesalazar.
En aquel año 1921 los que habían sido protagonistas de los sucesos revolucionarios de 1917 volvían a recobrar todo su protagonismo; Junteros, republicanos, socialistas, anarquistas junto al nacionalismo volvían a la carga aprovechando las continuas fricciones y divisiones que minaban a los partidos que formaban parte de los Gobiernos de concentración, fueran estos conservadores o liberales, su propia debilidad y desunión facilitaba en extremo los propósitos de quienes querían dar la puntilla final al régimen. En este ya de por sí convulso escenario, los sucesos de Marruecos les ofrecerán la excusa perfecta para definir aún más sus alianzas y así llevar al régimen a una parálisis sin precedentes, el desastre de Annual sería el desencadenante de todo ello. No me extenderé mucho en unos hechos que son de sobra conocidos, solo daré unos pequeños apuntes que nos puedan hacer más fácil y cercano el contexto de lo que fueron aquellos sucesos.
Febrero de 1920, Manuel Fernández Silvestre es nombrado Comandante General de Melilla, el objetivo es llegar a la bahía de Alhucemas, lugar que se consideraba el centro de operaciones de las tribus rifeñas más belicosas. El General Silvestre reactiva las operaciones en la Primavera de 1920 consiguiendo un gran avance que, en Junio de 1921, se suponía en algo más de 130 kms. sobre el territorio rifeño, un gran éxito a pesar de las limitaciones del Ejército (recluta forzosa, con poco entrenamiento, rancho escaso y con material bélico muy anticuado), y sin apenas bajas. Las carencias del Ejército español pronto se advirtieron en lo que sería la defensa que se hizo de todas esas posiciones que previamente habían sido ganadas, se establecieron unos 144 pequeños fuertes o blocaos, generalmente en zonas altas pero, sobre todo, mal abastecidas y con fuerzas demasiado repartidas, lo que dificultaba en extremo su defensa. Mientras, el grueso del Ejercito tenía en Annual su principal base, lugar desde el que se pensaba lanzar la gran ofensiva hacia Alhucemas.
Los problemas empiezan con la ofensiva del líder rifeño, Abd-el-Krim, el 17 de Julio de 1921; aquel día se lanza sobre Igueriben, base defendida por unos 350 soldados españoles, solo cinco días después, el 22, caía en manos de los belicosos rifeños. Los sucesos de Igueriben afectarían a la moral de los hombres que permanecían en el campamento de Annual, que sería reforzado durante el asedio a Igueriben con casi 2.000 hombres y que se sumaban a los aproximadamente 3.000 que allí se encontraban. De modo que, unos 5.000 hombres era el contingente que debía contener el ataque de unos 18.000 rifeños comandados por Abd-el-Krim. Ante el avance de las tropas rifeñas, Silvestre, entre la espera de más refuerzos y la evacuación, optaría por esta última opción. Todo se truncaría dado que los rifeños y las cabilas (que, de apoyar a los españoles, ante el avance de los rifeños, se habían pasado a apoyar a estos últimos) estaban bien posicionadas y dominaban los principales caminos de la evacuación de las tropas españolas. La retirada fue absolutamente caótica, lo que debió ser una evacuación planificada y ordenada se convirtió en una autentica desbandada generalizada bajo el fuego de miles de rifeños. En apenas cuatro horas se calcula que pudieron morir unos 2.500 españoles, un desastre sin igual, nunca antes visto; otros 490 fueron hechos prisioneros (de los que sobrevivieron apenas 326, que no serían liberados hasta el año 1923). El General Silvestre, que presenció desde el campamento el desastre, murió sin que se llegara a conocer la autoría ni la forma en que se produjo.
Las fuerzas que quedaron al mando del General Navarro lograron parapetarse en Dar Druis, un contingente que encontraría el heroico apoyo del Regimiento de Caballería Alcántara, comandado por el Teniente Coronel Fernando Primo de Rivera. Sus constantes cargas a lomos de sus caballos lograron salvar la vida de aquellos desamparados y bravos soldados españoles, eso sí, el coste sería muy elevado, de los 700 hombres del Regimiento apenas 70 sobrevivieron (cuánto se echa en falta homenajes y tributos a estos héroes nacionales). La gesta épica del Regimiento Alcántara hizo posible que los restos del Ejército español al mando del General Navarro pudiera alcanzar la plaza del Monte Arruit, se calcula que al mando de unos 3.100 hombres. El asedio al que les sometieron los rifeños se prolongó durante días causando múltiples bajas diarias a causa de la falta de víveres y agua, se calcula que en el asedio murieron 419 valerosos soldados españoles y fueron heridos otros 433 (los cadáveres fueron dejados insepultos por las tropas moras hasta que el General Berenguer recuperó la plaza, el 24 de Octubre). El 11 de Agosto terminaba el martirio, sin embargo, empezaba otro para los supervivientes; el General Navarro, junto a 10 oficiales y 50 soldados eran hechos prisioneros por las tropas rifeñas. Largos meses de cruento cautiverio les aguardaban.
Las trágicas noticias de Melilla que llegaban a España crearían un estado de shock en la opinión generalizado; los que durante años habían combatido sin pausa y tan sañudamente al régimen, lejos de esperar las oportunas investigaciones sobre lo ocurrido, se lanzarían en tropel a exigir todo tipo de responsabilidades, de toda condición y fundamento, tanto en el ámbito militar como en el político; creían que los trágicos sucesos y sus posteriores responsabilidades podían suponer la estocada final al régimen. Así, los primeros señalados serán los Junteros, a los que se censuraba su actitud acomodaticia, pasiva y no comprometida con la causa de lo que debía haber sido la defensa de las posiciones españolas en Marruecos. Al mismo tiempo, republicanos y socialistas aprovechaban la circunstancia para unir todos sus esfuerzos en lo que parecía ser el proceso final contra el régimen liberal; los debates apasionados sobre la tragedia de Annual acapararían las sesiones parlamentarias en las semanas, y años siguientes… El desastre resucitaba con renovadas fuerzas el espíritu revolucionario; en efecto, en la primera sesión a Cortes tras los trágicos sucesos, el 20 de Octubre de 1921, fecha en la que se presentaba el nuevo ejecutivo y del que era Presidente Antonio Maura, se publicaba una lustrosa lista de diputados (Marcelino Domingo, Pablo Iglesias o Eduardo Ortega y Gasset entre otros) a los que se imputaban una serie de presuntos delitos, en ese marco entraría en escena la actuación de la Comisión de Suplicatorios, encargada de solicitar la pertinente autorización para proceder penalmente contra ellos. Destacaba la presencia del fundador del PSOE, Pablo Iglesias Posse y al que la Justicia pedía su procesamiento por numerosos artículos publicados en el órgano del partido, El Socialista, en las semanas y meses precedentes (artículos en los que se ponía en la diana a todos los poderes del Estado; Rey, ejecutivo, Parlamento, Ejército). Y es que Pablo Iglesias, desde que había tomado y formado conciencia política y, sobre todo, desde que pisara el Parlamento como diputado, no haría otra cosa que buscar la mejor y más rápida manera de destruir las herramientas propias del Estado de derecho encontrando, en las páginas de El Socialista, la más eficaz herramienta de propaganda de los que habían sido y eran sus propósitos revolucionarios. En aquella sesión, el Presidente del Consejo de Ministros, Antonio Maura, presentaba las líneas argumentales del nuevo Gobierno respecto a lo que habría de ser la acción política en Marruecos. La agitación y la tensión extrema en las sesiones plenarias serían protagonistas desde ese mismo día, fecha en la que el Ministro de la Guerra, Juan De la Cierva, recibiría todo tipo de descalificaciones por parte de las minorías republicana y socialista, fundamentalmente, grupos empeñados en abrir un proceso de responsabilidades a todos los niveles, incluido el Ejército y, sobre todo, su oficialidad. El Ministro de la Guerra, en su viva y apasionada defensa de la honorabilidad del Ejército español haría prender la mecha de los acalorados y apasionados debates que estaban por venir. Sirva como ejemplo ilustrativo el que tuvo lugar el 27 de Octubre, con el socialista Indalecio Prieto como protagonista; sus durísimas acusaciones se extenderían al Alto Comisario de Marruecos, el General Berenguer, al Gobierno de Allendesalazar, al fallecido General Silvestre y, como no, al Rey Alfonso XIII. Así iniciaría su discurso aquel día, toda una declaración de intenciones; veamos:
«He de empezar por declarar con toda sinceridad, Sres. Diputados, que aun desde un punto de vista partidista, desde un punto de vista exclusivamente, y si se quiere mezquinamente político, el momento político puede ser una plataforma para quienes nos sentamos en estos bancos y tenemos una posición perfectamente definida y antigua respecto al problema marroquí, siento dolor en vez de anhelo, al entrar al debate de este proceso de descomposición, de esta página de decadencia que ha tenido sus párrafos más salientes en el desastre iniciado en Annual».
Podemos poner los calificativos que queramos a la difícil y brusca personalidad de Indalecio Prieto, ahora, resulta evidente que no se le puede criticar por una cosa, su claridad y su falta de escrúpulos en decir lo que pensaba, poco se guardaba dentro y eso nos facilita, qué duda cabe, hacer un análisis más veraz y real de la interpretación de la historia de los años en los que el líder socialista mantuvo su acta de diputado. Era el propio Prieto quien declaraba que esta tragedia de Marruecos, y desde un punto de vista “mezquinamente político”, podía suponer una “plataforma” para los que, desde hacía años, habían hecho de los sucesos de Marruecos una causa puramente política destinada a imposibilitar la viabilidad y salubridad del régimen liberal de la Restauración y, sin duda, a esa empresa dedicarían todos sus esfuerzos al iniciarse estos debates sobre el desastre de Annual.
Durante la Sesión plenaria ofrecería una enorme cantidad de cifras y datos de lo ocurrido en aquellos últimos días de Julio y primeros de Agosto de 1921, de los movimientos de tropas, de las órdenes recibidas, de las decisiones del Alto Comisario (General Berenguer) y de la Comandancia de Melilla, de la situación de los prisioneros en territorio rifeño, todo, con el propósito de extender las responsabilidades a todos los niveles y con el fin de llegar hasta la cúspide del sistema, el Rey. Una de sus principales sugestiones se centraba en desacreditar el propio legado histórico de España, censurando su afán conquistador: “Tenemos tal tradición de conquistadores, que vamos allá en son de conquista, y la misión del protectorado no se ha sentido jamás”; recordemos que el Protectorado fue encomendado a España, no fue España la que fue a establecer una política de expansión colonialista al uso, tenía la clara misión de proteger (Protectorado) las zonas que formaban parte del territorio español en África en un momento tan complicado como aquel, un periodo de entreguerras y con una inestabilidad geopolítica a escala internacional, es decir, nada tenía que ver con esa “tradición de conquistadores” a la que hacía mención el diputado socialista. Igualmente, censuraba cualquier tipo de reacción e iniciativa destinada a seguir las hostilidades en Marruecos dado que, en su opinión, el Protectorado era irrealizable y, por tanto, injustificable; lo llegaba a comparar con la situación vivida con Cuba y a la que se ofreció la autonomía cuando era ya demasiado tarde, consideraba que el Protectorado llegaba en la misma circunstancia, tarde. En el transcurso de su larga disertación acusaría a diversas autoridades, magistraturas como altos mando del Ejército, para posteriormente situar el acento de las responsabilidades sobre la figura del Rey:
«Se iba a Alhucemas sin el consentimiento del Gobierno; …en cuanto a la forma de ejecutar la operación, se iba contra la voluntad del Alto Comisario, del general en jefe. ¿Quién, entonces, autorizó la operación sobre Alhucemas, quién la decretó? Está en la conciencia de todos vosotros; lo dijo el general Silvestre al volver a Melilla desde la borda del barco: fue el Rey (Rumores y protestas».
Prieto sólo por puras hipótesis, no probadas, trataba de involucrar a Alfonso XIII en la tragedia de Annual, y es que ya lo advirtió al inicio de su discurso, todo este asunto era una plataforma “mezquinamente política” para traer a escena la postura de su partido respecto de los asuntos de Marruecos y, por supuesto, agrietar y desestabilizar al régimen. Al día siguiente, el 28 de Octubre, las páginas de El Socialista así recogían la intervención de Prieto: “Indalecio Prieto señala los responsables. Ocho mil cadáveres españoles piden justicia”. Estas críticas de inmediato tendrían la firme y rotunda respuesta del Gobierno (con el consentimiento del monarca); el Ministro de la Guerra, Juan De La Cierva, se decidía por rehabilitar la posición de los militares africanistas, partidarios de reforzar la posición española en Marruecos y, todo, con el punto de mira puesto en Alhucemas. Los militares africanistas se verían recompensados con una política de ascensos a iniciativa del Gobierno, en cierto modo, el ejecutivo quería desligarse de la postura que pudiéramos calificar como “abandonista” de los Junteros y que secundaban los partidos antisistema, republicanos, nacionalistas y socialistas, una posición que, por cierto, no era muy distinta a la que defendía el General Primo de Rivera, que sólo se distinguía de estas minorías por no estar en el “barco” de las responsabilidades que estos tan vivamente solicitaban.
Meses después, en la Primavera de 1922, cuando a la cabeza del Consejo de Ministros se sentaba ya el jefe del nuevo Gabinete, Sánchez Guerra (mes de Marzo), las Juntas de Defensa serán las que retomen esa posición de fuerza en la exigencia de responsabilidades y en las que llegarían a pedir la cabeza del fundador de la Legión, Millán Astray, al que consideraban su principal enemigo y el director de las posición de los militares africanistas (a primeros de ese año se habían reactivado los proyectos para tomar la plaza de Alhucemas). La creciente intervención de los militares en las cuestiones políticas llevaría honda preocupación al nuevo ejecutivo de Sánchez Guerra lo que le llevaría a impulsar una serie de iniciativas destinadas a impedir esas injerencias militares en el mapa político, en aquel momento, tan especialmente convulso. Será en este escenario cuando, juventudes socialistas y comunistas reactivarán sus movilizaciones dirigidas a protestar contra la guerra de Marruecos. Aquella agitada Primavera será el momento en el que se dé a conocer el llamado expediente Picasso, en el mes de Abril; el General Juan Picasso hacía público el resultado de su larga investigación sobre lo ocurrido en el desastre de Annual; es decir, un general del Ejército había sido facultado y el encargado de investigar el comportamiento y la actitud de sus propios compañeros de armas. El expediente estaba formado por más de 2.400 páginas y llevaba tras de sí más de seis meses de minuciosa investigación buscando aclarar las responsabilidades y, sobre todo, el restablecimiento de la integridad y profesionalidad del Ejército español una vez que estas fueran dirimidas. De todo este proceso, 77 militares serían imputados (entre ellos, los Generales Berenguer, Navarro y hasta el fallecido Silvestre), un proceso que, por cierto, se vería reforzado con la acusación del Fiscal Militar, García Moreno, muy cercano a los postulados de los Junteros.
Finalmente, en Julio de ese año se formaría la Comisión de Responsabilidades en el Congreso, se iniciaba un periodo muy agitado y turbulento de la vida parlamentaria española, la posición y, sobre todo, las diferencias entre minorías conservadoras, liberales, republicanas, socialistas o nacionalistas se agudizarían con motivo de las discusiones sobre las responsabilidades precipitando los acontecimientos para un régimen que se deshacía entre múltiples acusaciones cruzadas y que sólo buscaban, por encima de cualquier otra argumentación, un exclusivo fin partidista y fundamentalmente político.
Será en el Otoño de ese año, entre el 21 y 24 de Noviembre, cuando tengan lugar las agitadas discusiones en torno al contenido y examen del expediente Picasso, aquellas tensas sesiones reflejarán en la Cámara el verdadero estado de inestabilidad y casi quiebra institucional al que se había llegado a causa de la tragedia de Annual. Para ilustrarlo, nos fijaremos en la intervención del socialista Indalecio Prieto el 21 de Noviembre, día en el que llegaría a afirmar que, una tragedia como la de Annual, solo se liquida derribando al propio régimen que la ha producido; veamos:
«…esas responsabilidades no hay manera de liquidarlas ni aún dentro de la esfera, para mi limitada, de la soberanía del Parlamento, ni muchísimos menos andar buscando con espíritu leguyesco en los códigos, en las leyes escritas, en las leyes procesales y en las leyes penales, el procedimiento para encausar al culpable, la figura del delito, la sanción penal. No; con toda sinceridad os lo decimos, sin poner en estas palabras una excitación, que sería vana dado el grado de postración del pueblo español, una catástrofe como la de Annual, en los pueblos que tienen vitalidad, se liquida con una revolución que derriba el régimen causante de la misma».
De nuevo a escena la obsesiva amenaza revolucionaria, cualquier contingencia, imprevisión, flaqueza que se aviniera al poder ejecutivo, la coacción era la única respuesta de los socialistas para resolver el conflicto; nada de la realización de una obra común, nada de enmendar la plana acudiendo a la política de consenso y de Estado ante las graves circunstancias que padecía, no solo España, sino la práctica totalidad del continente europeo (tras la gran guerra Europa se consumía en luchas cainitas internas) y, con el agravante, de que los miembros del partido socialista habían disfrutado de la gracia y la indulgencia de un régimen que tan machacona y persistentemente sufría la acometividad de los que habían sido beneficiados con la gracia del indulto; como vemos, aquella amnistía no sólo no consiguió sus propósitos (pacificación de los espíritus y convivencia) sino que puso la “alfombra roja” a quienes nunca iban a dejar de lado sus aspiraciones revolucionarias. Prueba de ello es que el líder socialista, en sus acusaciones, no dejaba a salvo institución o poder público alguno:
«La responsabilidad es difusa; alcanza a todos vosotros, a todos los servidores del régimen, de un extremo a otro, sin distinción, a todos los que pasasteis por el Poder desde que en 1909, con el acto más desatentado de política, aquel Gobierno que presidió el Sr Maura abrió el cauce a esa laguna inextinguible de sangre que tiene España en Marruecos; todos, todos sois responsables. Estamos, señores diputados, ante el desastre mismo, ante los días iniciales de la catástrofe».
Como apunte, referir que, pese a la magnitud y amplitud de sus denuncias, el Parlamento, al que tan implacablemente combatía e, incluso, amenazaba, asistía con profundo respeto a su intervención, tan es así, que el propio diputado socialista lo agradecería en un determinado momento de su larga intervención: “Estoy profundamente agradecido a la atención a la Cámara”; “…porque la atención con que la Cámara sigue este relato penoso y fatigante aparta de la conciencia popular aquel dictado de frivolidad de que se moteja al Parlamento español”. Hago esta puntualización porque, como veremos en su momento, que distinto será cuando desde el Poder (en los años de la Segunda República) Prieto y los diputados del PSOE no actúen de igual modo, y es que nunca mostraron el mínimo y debido respeto a las oposiciones cuando, las escasas derechas, se dispusieron a hacer las debidas y oportunas imputaciones u objeciones a las políticas del Gobierno; lo dicho, lo podremos comprobar más adelante.
La obstinación de Prieto con el Rey fue y sería una constante, no en vano, en su momento ya advirtió que estos trágicos hechos de Annual eran una plataforma para ancestrales aspiraciones del socialismo español, derrocar por lo civil o lo criminal a la Monarquía. Así, al día siguiente, el 22 de Noviembre, esto diría respecto a las responsabilidades del Rey de España, Alfonso XIII:
«Hay encubrimiento en las Reales órdenes taponadoras del señor Cierva, limitando a ese hombre austero y justiciero que llegara en su investigación imparcial a la cumbre de donde arrancaban todos los hilos que tejieron la derrota. Hay encubrimiento en querer presentar como victorioso ante la opinión, asociando al insensato homenaje a la realeza, a un caudillo, de quien ni siquiera se ha dejado que un general instructor averigüe sus culpas”. Y añadía el socialista concluyendo su intervención: “Las responsabilidades que el fuero parlamentario pueda atraer están ahí; la otra, desgraciadamente, no la podemos sancionar; es la que un pueblo vital hace efectiva con una revolución; la que no tendrá históricamente sanción en España más que cuando se abra la cripta de El Escorial, para recoger los restos de un reinado en decadencia. (Fuertes rumores. El Sr Presidente llama al orden al orador)».
Como podemos observar, la solicitud de responsabilidades pasaba por el Ejército, por el Parlamento, por el Gobierno y, todo, con el único móvil de llegar a la cúspide del régimen, la Corona, a la que se amenazaba de nuevo con el mismo propósito con lo que inició su intervención en la sesión del día anterior, la revolución. Prieto, el mismo que unos años antes había sido capaz de acusar a las autoridades de la tragedia provocada por una rebelión desencadenada por sus propias huestes (esto es, como si se acusara a un bombero de provocar el incendio que ha ido a sofocar), volvía a poner en el centro de la diana a la más alta autoridad del régimen. En esta sesión del 22 de Noviembre tomaría la palabra también el que en aquel momento era el Presidente del Consejo de Ministros, Sánchez Guerra, lo hacía con la intención de salvar el prestigio de un Ejército español al que tan duramente se había referido el socialista Prieto. A tal fin, recordaba algunas de las acciones heroicas protagonizadas por soldados anónimos que dieron su vida para salvar la de sus compañeros. Igualmente, recordaría al diputado socialista que la soberanía del Parlamento, tan cuestionaba en su discurso, está unida a la del Rey: “…el Parlamento en España es el Parlamento con el Rey, según la fórmula inglesa; y el Parlamento en España está integrado, no sólo por esta Cámara, sino por ésta y el Senado, pues en España vivimos en un régimen bicameral”. Y es que eso precisamente es lo que buscaba Prieto y su minoría socialista, no dejar una sola institución de la Monarquía manchada o salpicada por la gran tragedia de Annual.
Tras estos debates de responsabilidades con el expediente Picasso sobre el tapete parlamentario, el estado de la opinión se iba a radicalizar en posturas irreconciliables y de las que serían reflejo las siguientes sesiones a Cortes. La propaganda de desprestigio que desde el órgano del PSOE se llevaría a cabo en las siguientes semanas, El Socialista, encontraría eco en una parte de la sociedad. A tal extremo llegarían las exigencias de responsabilidades que el rotativo llegará a solicitar en su número del 2 de Diciembre, que la justicia española pudiera obrar de igual forma a como actúo la de Grecia cuando, días antes, en Noviembre, un Tribunal Militar había juzgado al General Georgios Hatzanestis condenándolo a muerte en lo que se conoció el “Juicio de los Seis”; los militares griegos fueron condenados a la pena capital por delito de alta traición acusados de la derrota militar de Grecia y de los miles de muertos que esta iniciativa provocaría en su intento de recuperar antiguas posesiones en la península de Anatolia (Constantinopla entre ellas). La magnitud de la derrota haría caer al régimen monárquico de Constantino I que sería sustituido por otro de corte revolucionario. Bien, los socialistas españoles creían ver paralelismos entre una situación y otra y, a tal fin, no disimulaban en exigir soluciones en forma de justicia jacobina como la que se había llevado a cabo en Grecia apenas unos días antes, concretamente el 28 de Noviembre. Esto se decía en el editorial de El Socialista bajo el epígrafe: “Las Responsabilidades: Después de un desastre militar son fusilados un general y varios ex ministros de la Corona”:
«El caso de España es más grave. Y siendo más grave, mientras en Grecia son fusilados los culpables, en España no toleran ni un insignificante voto de censura.  …Ya; pero es que -dicen los conservadores españoles a la vista de la suerte que han corrido en Grecia aquellos conservadores- lo de Grecia es un acto realizado por un Gobierno revolucionario. Un Gobierno de solvencia moral, de responsabilidad, no puede producirse como el Gobierno griego.  …Fíjense en que antes de que hubiera un Gobierno revolucionario hubo en Grecia un rey, Constantino. Fíjense también en que, al ser derrotado el ejército griego por el turco, Constantino perdió la corona, y sus sostenedores en el trono han sido fusilados los unos y condenados a perpetua los otros».
Bien, pues ese ejemplo era el que estimulaban los socialistas para que así se procediera en España con los militares implicados en las operaciones de Annual y con la propia institución monárquica; recordemos que, apenas cuatro años antes, habían sido beneficiados con una generosa amnistía que les permitía ahora sentarse en esos bancos desde los que exigían las cabezas de las más altas magistraturas y autoridades que, indirectamente, se convertían en cómplices de que esa indulgencia les hubiera sido concedida a quienes no habían renunciado a sus espurios propósitos. De esta forma tan grotesca, trataban de justificar un proceso revolucionario teniendo aún muy presente lo ocurrido en Grecia (cuatro días antes de ese editorial, el 28 de Noviembre, habían sido ejecutados por el nuevo Gobierno revolucionario griego varios ministros del anterior Gabinete y los principales militares protagonistas de la durísima derrota), es decir, desde las páginas de El Socialista se exigía igual modo de impartir “Justicia” y de responsabilidades. El Rey Alfonso XIII, Antonio Maura y el General Berenguer estaban entre los objetivos señalados en aquellas páginas del órgano del partido socialista; así, y en este contexto, dos días después, el 4 de Diciembre, Indalecio Prieto volvería a exigir responsabilidades de carácter político al Gobierno por los trágicos sucesos en el Protectorado español.
La exigencia de responsabilidades políticas no sólo tenía su foco en el Parlamento, socialistas y republicanos se encargaron de trasladarlo a la calle; el 3 de Diciembre se elegía una nueva Junta Directiva en el Ateneo de Madrid dado que, la anterior, había dimitido con motivo del acuerdo que se había adoptado de celebrar una gran manifestación pública (para el día 10) y destinada a exigir responsabilidades por la catástrofe en suelo marroquí. La nueva Junta estaría presidida por un republicano, Álvarez Buylla (diputado del partido Radical durante la Segunda República), contaría con dos vicepresidentes (los también republicanos Zulueta y Gregorio Marañón) y como vocales y secretarios se encontraran, igualmente, significados republicanos que también obtendrían acta de diputado en las Cortes republicanas nueve años después; el poeta anticlerical Luis Tapia entre ellos; de esta forma, el republicanismo se hacía con el control de tan significada institución y cuya primera iniciativa sería la celebración de esa manifestación de protesta para siete días después, el 10 de Diciembre. La manifestación sería multitudinaria, una de las primeras expresiones de este tipo que republicanos y socialistas protagonizaban por las calles de Madrid, según El Socialista, más de 40.000 obreros de distintas organizaciones acudieron a una cita en la que se dieron vítores del tipo: “¡Abajo la guerra!” y donde se exigió la rápida conclusión de las responsabilidades por los trágicos sucesos en Marruecos. Durante el recorrido, entre la Plaza de Neptuno y el monumento a Castelar, se repartieron miles de folletos en los que se imprimió el texto completo de la intervención del socialista Indalecio Prieto del día 21 de Noviembre, aquel en el que se recogía la exigencia de las responsabilidades de Annual. La propaganda socialista trataba de fomentar el activismo de sus masas al mismo tiempo que esperaba el pronto desencadenamiento de actuaciones que dieran por finiquitado al régimen. Decir que, en aquel acto, republicanos y socialistas contarían con el apoyo de los Junteros, unas Juntas de Defensa entonces clandestinas y es que, dada la situación de excepcionalidad que se vivía, fueron disueltas semanas antes por el Gobierno que presidía Sánchez Guerra (en Noviembre).
Es, en este contexto, en el que se produce la dimisión de Sánchez Guerra, tendrá lugar en la histórica y agitada sesión del 5 de Diciembre de 1922. Los debates sobre las responsabilidades lograron el propósito de fraccionar al Gobierno, algunos de sus miembros, que también habían formado parte del anterior Gabinete, cuestionaban la legitimidad en la exigencia de responsabilidades políticas a aquellos que habían sido miembros de anteriores gobiernos (como era el caso del Gobierno de Allendesalazar), entendían que se podía crear un nefasto precedente. Toda vez que ya habían presentado la previa dimisión dos ministros, Sánchez Guerra consideró que era mejor afrontar la crisis ministerial y dar la oportunidad a otro ejecutivo a fin de que pudiera tomar las determinaciones oportunas respecto de una cuestión en extremo complicada; básicamente, lo que buscaba era dejar el peso de toda esa responsabilidad a los liberales que, en un principio, no sufrían tan marcadas diferencias en su seno. Sánchez Guerra alegaría, y como descarga de imputaciones que posteriormente se le pudieran hacer, que el expediente Picasso llegó al Parlamento bajo el brazo de su partido y con la determinación de esclarecer las oportunas y debidas responsabilidades. Así, al finalizar la tensa sesión, el Gobierno presentaría la dimisión en bloque. Dos días después, el 7 de Diciembre, se nombraba el que habría de ser el último Gobierno antes del Pronunciamiento de Primo de Rivera en Septiembre de 1923, un Gobierno de Concentración liberal a cuya cabeza de la Presidencia se situaba a García Prieto, el Marqués de Alhucemas.
La llegada de los liberales al Poder daba un giro a las políticas desarrolladas en Marruecos, la política de no intervención se imponía a la que venían defendiendo los militares africanistas que seguían viendo en la toma de Alhucemas el golpe de efecto definitivo para acabar con las hostilidades. Esa política no intervencionista o abandonista obtiene sus primeros logros nada más empezar el año 1923, en Enero se consigue la libertad de los rehenes españoles que quedaban en manos de Abd el Krim, el empresario vasco Echeverría habría sido el intermediario en las negociaciones para devolver a España a los soldados que fueron apresados bajo la tutela del valeroso General Navarro (otra figura que todos deberíamos recordar y homenajear, asesinado bárbaramente años después en las sacas de Paracuellos). La llegada de los prisioneros a España daría una inesperada como efímera popularidad al Gobierno de García Prieto. En efecto, las manifestaciones de los secuestrados a su llegada a España ofrecían un relato terrorífico de las vejaciones que sufrieron en los largos meses de cautiverio, relatos que provocarían un importante enfado en amplios sectores del Ejército y que aumentarían en grado sumo al percatarse que, pese a todo lo ocurrido, el Gobierno se decidía por una política pactista con Abd el Krim. Estas desavenencias entre amplios sectores del Ejército con el Gobierno llegaban para quedarse, un descontento que sería el germen de lo que habría de suceder meses después, en Septiembre de aquel año 1923.
En el transcurso del año el Gobierno de García Prieto deberá afrontar nuevos y decisivos retos, también de orden interno; las desavenencias entre el Ministro de Guerra, Alcalá Zamora, y el de Estado, Santiago Alba, serán de tal magnitud que afectarían en gran medida a las políticas a desarrollar en Marruecos, la figura de Alba se convertirá en el centro de la polémica del nuevo Gobierno hasta su caída final en el mes de Septiembre. El Gobierno plantearía en aquellos meses y, entre otra serie de medidas, la libertad de cultos, una iniciativa que crearía gran polémica y que a punto estuvo de dar al traste con el Gobierno de Concentración liberal, una medida impulsada por los Reformistas de Melquíades Álvarez (republicanos integrados en el régimen liberal) y que, dado las críticas que suscitó y ante el evidente peligro de que la coalición definitivamente se rompiera, obligó a posponerla para mejor ocasión.
En el mes de Abril tenían lugar las que habrían de ser las últimas elecciones a Cortes en el régimen de la Restauración, el Gobierno de Concentración liberal agotaba sus últimos cartuchos para alargar la vida de un régimen abandonado por casi todos; la mayoría de los grupos políticos, conscientes de la inestabilidad del régimen, trataban de estrechar lazos con los sectores descontentos del Ejército en un momento en el que, prácticamente nadie, se atrevía a descartar ya una solución de fuerza. Entre las medidas del nuevo ejecutivo se encontrará el nombramiento de Luis Silvela como Alto Comisario en Marruecos, una medida que pretendía reforzar su apuesta por una política pactista en el Protectorado, sin embargo, este nombramiento provocará una enorme erosión al ejecutivo por el posterior enfrentamiento entre el Ministro de Guerra, Alcalá Zamora (muy presionado por los africanistas) y el de Estado, Santiago Alba (partidario de ahondar en la política pactista con los rifeños en Marruecos), solución que no agradaba a los militares africanistas.
Las distintas reformas políticas y sociales que anunciaba el Gabinete no frenarán tampoco la erosión que ya sufría de cara a una opinión pública conocedora de sus graves desavenencias internas, y es que parecía que estas reformas llegaban ya tarde, demasiado tarde. Para agravar aún más su delicada situación, se hacían públicas y palmarias las divisiones del Ejército, que se iban a agudizar hasta reactivar su habitual intromisión en los asuntos nacionales, circunstancia que tratarán de aprovechar en su favor la mayoría de las formaciones políticas del arco parlamentario. Pese a la enormidad de los problemas, pese a las graves contratiempos que azotaban la vida nacional a diario, liberales y conservadores volvían a copar casi el 80% de las actas de diputado en el Parlamento, republicanos y socialistas no eran ni habían sido capaces de encontrar un verdadero hueco en la opinión a pesar de que sus campañas de propaganda y agitación no dejaban de crecer (aquel discurso de Prieto del 21 de Noviembre sobre el asunto de las responsabilidades había sido difundido en folletos por los socialistas a lo largo y ancho de todo el territorio nacional); sólo en Madrid y, en menor medida en Valencia, encontrarían una apoyo popular ciertamente notable (en Madrid el PSOE había sido la opción más votada en aquellas últimas elecciones del mes de Abril). Los españoles parecían estar más preocupados de las cosas del comer, de sus problemas y retos diarios que de las responsabilidades o no responsabilidades, que del pugilato diario de los que asistían al Parlamento sobre estas. Pues así las cosas, podríamos afirmar que la idea revolucionaria todavía no había prendido en el conjunto de la sociedad española y es que, pese a que el hambre y otras penalidades afectaban a una parte no precisamente pequeña de la sociedad, tampoco había calado la idea del hambre en la conciencia colectiva, y eso mismo era lo que, de momento, frenaba la agitación revolucionaria que a diario excitaban los socialistas en compañía de republicanos; la sociedad no tenía conciencia de sus propias miserias dado que el Parlamento seguía debatiendo asuntos que le eran completamente ajenos, por tanto, la Prensa (la única “red social” de aquel momento), tampoco atendía en su medida debida las que eran las verdaderas urgencias de la sufrida ciudadanía.
Como he referido, esa política pactista era la defendida principalmente por el Ministro de Estado, Santiago Alba, enrocado en no provocar a las huestes rifeñas, el marco de sus actuaciones pretendían dejar en una situación, que podríamos calificar como de “stand by”, al conflicto marroquí, política que no gustaba a los militares africanistas que veían que el conflicto en el Protectorado se encallaba por la acción de la propia política diseñada por el Gobierno. Por su parte, el Ministro de Guerra, Alcalá Zamora, el encargado de despachar directamente con los militares, sufría las quejas de los altos mandos africanistas que le harán ver el enorme gasto que suponía la inactividad de un Ejército que, en un número cercano a los 10.000 efectivos, se había desplazado a suelo marroquí y que permanecía en descarada actitud defensiva. Finalmente, el 21 de Mayo, Alcalá Zamora presentaba su dimisión, Alba y su política pactista salían airosos del pulso entre ambos.
Esa situación de parálisis parecía cambiar cuando, un mes después, en Mayo de 1923, el Alto Comisario en Marruecos, Luis Silvela y sintiéndose también presionado por los africanistas, se decidía a cambiar por una política resueltamente intervencionista en Marruecos; la política pactista, tan sañudamente defendida por Alba no lograba despejar el horizonte en el Protectorado español. Será en este estado de cosas cuando las alianzas de las distintas confluencias políticas con los militares (igualmente divididos) se definan cada vez más; así, los Junteros, estrecharan las suyas con los sectores de la izquierda parlamentaria, a tal punto, que en un cierto momento, en el mes de Junio, pretendían hacer extensible las responsabilidades a los militares que habían sido apresados junto al General Navarro por las huestes de Abd el Krim, militares que, recordemos, habían sufrido todo tipo de penurias y vejaciones por los rifeños durante aquellos largos meses de cautiverio. Son estos, los Junteros, los que se moverán para dar el golpe final al régimen liberal (muchos de ellos, enfrentados ya abiertamente al monarca), si finalmente no deciden llevarlo a cabo mucho tendrá que ver la comprobación de los evidentes lazos que republicanos y socialistas mantenían con sectores del comunismo; el tufo revolucionario societario no era bien visto por unos militares que anteponían su patriotismo a cualquier impulso ligado a la revolución. Tan evidente eran esas aspiraciones revolucionarias que, desde el Ateneo de Madrid, el que era su nuevo Presidente, Ángel Ossorio, defensor de la línea responsabilista, se postulaba en aquellos momentos por una posición proclive a la acción revolucionaria: “Responsabilidad o revolución”; este tipo de movimientos y sugestiones no eran ajenos a los Junteros, de ahí su recelo a participar en una algarada conspiratoria.
El asunto de las responsabilidades volvería a la primera escena política en los primeros días de Julio de 1923; lo que bien pudiéramos calificar como Frente Responsabilista, integrado por socialistas, Junteros, republicanos, nacionalistas o ateneístas volvía a la carga y dentro de las paredes de las Cortes liberales se harían notar distintas voces llamando ya abiertamente a la revolución. Así, el 3 de Julio, se aprobaba por la Cámara la Proposición que abría el debate de las responsabilidades contraídas con motivo de la acción española en Marruecos, el Gobierno de Concentración liberal de García Prieto pretendía liquidar el asunto abriendo una Comisión de investigación parlamentaria en la que se pudieran liquidar las responsabilidades del Gobierno de Allendesalazar en aquella tragedia nacional (acusación que recaía en el Presidente del Consejo de Ministros y en los Ministros de Estado y de Guerra, principalmente). En la agitada sesión (todas en las que se trataron las responsabilidades lo fueron), el que fuera ministro de la Guerra de aquel Gabinete, el conservador Juan De La Cierva, acusaba a las izquierdas antisistema y liberales de aprovechar, en su beneficio propio, este asunto de las responsabilidades alejándose de los verdaderos intereses nacionales:
«Soy uno de los que estiman que vosotros, personalmente muy respetables, políticamente no podéis, porque no tenéis autoridad por el instrumento que habéis formado, resolver esta cuestión (Rumores). Yo soy de los que estiman que vosotros tenéis un pecado original político, que es el deber de haber aprovechado esa gran desgracia nacional para escalar al Poder (Rumores y protestas en la mayoría). Habéis aprovechado esta circunstancia política para derribar al Gobierno y constituir el vuestro».
De La Cierva denunciaría, además, que eran las extremas izquierdas las que más y mejor reforzadas podrían salir de todo aquel embrollo, unas izquierdas que extendían las acusaciones al Gobierno de Allendesalazar e, incluso, al de Maura, y que llegaban a poner el foco sobre su persona: “…y dentro del Gabinete Maura lo primero que mencionan (eso ya es tradicional) es mi persona modesta”. Posteriormente, añadiría:
«Pero dicen más; dicen que está corrompida la política, que todos los Gobiernos son iguales, que es el Régimen, y que ellos lo que buscan es la depuración de las costumbres políticas. Recientemente ha dicho el Sr Besteiro: -Está acción nuestra es de depuración de las costumbres políticas; y venceremos y triunfaremos, y se hará la revolución-. Aunque, demostrando con ello sus sentimientos caritativos, agregaba que procurando que el tránsito sea lo menos violento posible (El Sr Besteiro pronuncia palabras que no se perciben)».
No descubría nada advirtiendo que, como ya dijera en su momento el socialista Prieto, esta cuestión de Marruecos era una gran plataforma para su pensamiento y conducta política respecto de la cuestión del régimen; Marruecos y Monarquía, dos relatos que debían ser tratados conjuntamente, y es que las responsabilidades buscaban, qué duda cabe, ese fin último, la caída de la Monarquía y, todo ello, sin reparar en los daños colaterales que todo este affaire pudiera ocasionar a nobles y justos funcionarios del Estado que habían cumplido fielmente con su deber (recordemos que se llegó al punto de exigir responsabilidades al prestigioso y heroico General Navarro). Estas eran las principales objeciones de los “Ciervistas” a que se diera vía libre a una investigación parlamentaria respecto del tan espinoso asunto de las responsabilidades, veían en todo ello un interés puramente partidista y cuyo último fin era no muy distinto a quienes habían unido su suerte “política” al triunfo de sus teorías revolucionarias. De La Cierva ponía el énfasis en todo ello, a tal punto, que también censuraba lo que entendía una hipócrita y oportunista conducta al proceder de forma similar con este asunto de las responsabilidades a como se trataba de resolver aquello que algunos llamaban la “cuestión social” de Cataluña:
«Queréis hacer con las responsabilidades lo que estáis haciendo con el problema de Cataluña: que imperen el terrorismo, el desorden y la anarquía, y cuando se os habla moderadamente de ello, no sabéis decir más que: ¿lo que quiere Su Señoría son medidas extraordinarias y de rigor? No lo conseguirá (Rumores). …queréis inhibiros de todo, y llegamos a esta situación tristísima en la cual a los hombres políticos se nos señala. …os inhibís en todo, y dejáis correr entre tanto esa campaña contra los que somos llamados impunistas, y cuando os pedimos que os decidáis, presentáis la proposición para el nombramiento de esa Comisión, os inhibís y dejáis correr».
Así, minutos después, trataría de relacionar este asunto de las responsabilidades con la tragedia diaria que se vivía en las calles de Cataluña, presa del terrorismo anarquista, un lugar donde el Gobierno parecía haber impuesto una política impunista y que estaba muy lejos de resolver el conflicto:
«España no puede continuar así, porque el desorden se va adueñando del país, porque la anarquía se va extendiendo y se prepara en casi todas las regiones españolas, porque disimuláis la formación violenta del sindicalismo.  …y se van cerrando las fábricas y liquidando los negocios, y el pánico se apodera de todos, y de Barcelona huyen centenares de familias todos los días buscando un poco de tranquilidad, y llegan a diario preguntas del extranjero a nosotros: si creemos que en España está ya o no en plena revolución».
De nuevo en escena esa revolución larvada durante tanto tiempo, la amenaza revolucionaria que, desde que el socialismo hiciera acto de presencia en el Parlamento, no fue sino una amenaza constante para la propia convivencia entre españoles. Tratar de combatir esa amenaza revolucionaria suponía ponerse en riesgo, no resultaba sencillo, desde luego, situarse enfrente de aquellos partidos que se lo jugaban todo a la causa responsabilista y, en esa disyuntiva, combatirla o adherirse a ella, se iban a consumir los últimos días del régimen. Tras sus denuncias, el ministro De La Cierva proseguiría su larga intervención solicitando determinación al ejecutivo para acometer todos estos gravísimos pleitos que paralizaban la vida política y social de España:
«Si Su Señoría no tiene el convencimiento de que eso se puede decir, cumpla el más elemental deber, no ya como gobernante, sino como hombre, de proclamarlo, de no mantener por más tiempo, esta ficción que da lugar a tantas propagandas y a tantas inquietudes, y que forma parte de la anarquía general que nos amenaza. (Muy bien, en la minoría ciervista)».
Los llamados ciervistas (facción del partido conservador) afirmaban que la propaganda incendiaria revolucionaria, difundida sin reparo alguno por los socialistas, estaba calando en ciertos sectores de la sociedad motivo por el que la élite política se dedicaba a buscar víctimas propiciatorias dentro de esta y con el propósito de salvar su propio pellejo sin percatarse de que, de esta forma, se estaban cerrando los caminos a quienes precisamente luchaban por restablecer el orden y la convivencia, una circunstancia que, por cierto, no alejaba el que era el problema de fondo, la inacción ante una amenaza revolucionaria que no se detendría hasta ver caído al régimen. Las palabras de Juan De La Cierva, ya en su turno de réplica, así lo hacían ver:
«Si hay responsabilidad, no sólo tenéis derecho, sino obligación de exigirla, y estamos dispuestos a ayudaros todos, aunque sea en nuestro daño. A lo que no estamos dispuestos es a que se diga que la opinión empuja y que no hay más remedio que buscar víctimas (Rumores en la mayoría). …De modo que vosotros decís: “Hay que dar satisfacción al país y como, dentro del expediente Picasso, no hallamos medios para ello, pruebas de culpabilidad, hay que buscarlas”; y agrega el Sr Presidente: “Hijos míos, hay que buscarlas” (Grandes rumores y protestas en la mayoría)».
El diputado conservador consideraba que dar cauce a las responsabilidades como pretendía el Presidente del Consejo de Ministros, García Prieto, era seguir el juego a los agitadores de la revolución, y así, y concluyendo su intervención, se reafirmaría en sus afirmaciones sobre los peligros que suponía el atender las peticiones de las izquierdas que, a su juicio, sólo buscaban destruir a la Monarquía:
«Lo que yo he dicho a las izquierdas es que está en su papel, es que ellas van a destruir a los hombres de la Monarquía. …conste, señores, que estas izquierdas van a la revolución, buscan la revolución (un Sr Diputado: Su Señoría la hace). Entonces sois desagradecidos; deberíais llevarme en palmas. No, no es eso; voy a deciros una cosa: cuando tanto me atacáis a mí, es que yo soy el que más os estorbo (Grandes rumores y protestas)».
Recordemos que conservadores y liberales se habían fraccionado en diversas minorías producto de sus propias diferencias que, en gran medida, eran derivadas de los sucesos revolucionarios de años atrás; tanto en conservadores como liberales se acusaba una cada vez mayor y decidida oposición al régimen liberal, una desafección que era más acusada, más reconocible en los sectores de las izquierdas liberales que lentamente acercaban sus posiciones a las de una izquierda parlamentaria republicana que no desdeñaba ni disimulaba “coquetear” con las sugestiones de los agentes de la subversión.
En la sesión del día siguiente, 4 de Julio, proseguiría la extrema tensión parlamentaria, en primer lugar con la intervención del líder del partido socialista, Indalecio Prieto, que de nuevo exigiría de forma vehemente las responsabilidades y, sobre todo, con la posterior intervención del miembro de la izquierda catalana, Companys, que defendería, ya sin ningún tipo de filtros o miramientos, la revolución: “Estos desastres, estos terribles desastres no se liquidan más que de una manera: con la revolución, y cuando la revolución no surge, es que el pueblo es tan canalla y tan indigno…. (Grandes protestas en toda la Cámara)”. La velada amenaza del diputado encontraría una dura respuesta en la Presidencia de la Cámara, Melquíades Álvarez, aun así, Companys insistiría en sus argumentos: “Muchos Diputados representan la opresión, el caciquismo y las pesetas (Grandes protestas). Si a raíz del desastre de Annual, en España hubiese habido dignidad…. (Continúan las grandes protestas).
Bien, el diputado catalán de nuevo utilizaba al pueblo como moneda de cambio, justo y razonable cuando defiende la causa revolucionaria y “tan canalla y tan indigno” cuando se desinteresa de ella, esa era la delgada línea entre ser un buen o un mal ciudadano. Esta era la peculiar reflexión de un promotor de la revolución, revolución que más de 100 años después, en nuestro actual panorama político, muchos siguen justificando con argumentos similares, poniendo su espíritu y voluntad revolucionarias sobre el pueblo a fin de justificar lo injustificable, un golpe de fuerza destinado a subvertir el Estado de derecho y menoscabando las herramientas democráticas que, dentro de éste, existen para cambiar o modificar el curso de las iniciativas y actuaciones políticas. Con ese único propósito, como bien creo que reflejó el que fuera Ministro de Guerra, Juan De La Cierva, los elementos antidinásticos, los agitadores de la revolución, acudían a soliviantar a la masa, a la opinión, a través de una propaganda destinada a agitar las conciencias, y es que, realmente, ¿existía un noble y sincero deseo en depurar las responsabilidades o, más bien, se pretendía utilizar estas para llegar al objetivo último, la pulverización del régimen?. Como referí en su momento, en el debate del 21 de Noviembre de 1922, el propio Prieto, en sede parlamentaria, había reconocido que este asunto de las responsabilidades les ponía en bandeja de plata lo que no pudieron conseguir con la incesante convocatoria de huelgas; estaba claro que la utilización política de este asunto de las responsabilidades les abría un campo nuevo que tiempo atrás no hubieran podido imaginar.
De todo ello podemos deducir que, sin género de duda alguna, y dejando a un lado el permanente desafío revolucionario, el régimen fue desangrándose por la actitud de unos y de otros; tanto por la división interna de los conservadores (igualmente enredados en litigios sobre las responsabilidades) como, sobre todo, de la izquierda liberal, que iba a sufrir una descomposición similar y en la que muchos verían una oportunidad, más allá de la exigencia de las responsabilidades, para avanzar en el camino de la liquidación de un régimen del que cada vez se sentían más desapegados. Así las cosas, el Ejército sería el comodín a utilizar por unos y otros, conservadores y liberales, también por los revolucionarios, en la institución militar se buscarían los apoyos necesarios para garantizar el éxito de su golpe de fuerza, unos, a modo de instinto de supervivencia (tratando de adelantarse a la más que segura acción revolucionaria) y, otros, con el propósito de conseguir lo que se habían marcado desde los primeros años del siglo y que, el inesperado éxito de la revolución rusa, no había hecho sino confirmar, la ansiada revolución. Estas luchas cainitas entre unos y otros lastrarían al régimen a un paroxismo que todos ya advertían en aquellos primeros días de Julio de 1923. El Ejército, conocedor de todas estas intrigas, y cómplice cuando no promotor de muchas de ellas, se dejaba querer y dentro de él, el Gobernador Civil de Cataluña, el General Primo de Rivera, iría ganando, en el transcurso de los días, la suma de apoyos necesarios que le convertirían en el inesperado protagonista del propio final del régimen.
Y tras éste breve paréntesis y siguiendo con la intervención de Companys; el incidente con el diputado no se quedaría ahí; pese a las reiteradas llamadas al orden del Presidente de la Cámara, Melquíades Álvarez (le solicitaba, inútilmente, que tuviera en cuenta la “dignidad de España, que es la Patria de todos, que está por encima de nuestras discordias”), seguiría enrocado en el desprecio y la extrema vulgaridad de sus manifestaciones: “Decía y vuelvo a repetir, que después del desastre de Annual, el país os hubiera debido barrer a todos, y con vosotros al Rey (Grandes protestas en toda la Cámara)”.
De nuevo, otro diputado que trataba de aprovechar la discusión de las responsabilidades por puro interés personal y partidista y, principalmente, por el prurito de derrocar al Rey Alfonso XIII; ni las reiteradas llamadas al orden de la Presidencia, ni el escándalo mayúsculo de la Cámara intimidaban a Companys que seguía en su propósito de provocar y soliviantar los ya encendidos ánimos. Tras varios minutos de vivo escándalo y, haciendo mención expresa a la actitud del Ejército, afirmaba guardar la esperanza de que todo este affaire sirviera para desencadenar la insurrección:
«…a vosotros os interesa pedir responsabilidades políticas, porque, si después del desastre de Annual no se exige responsabilidad penal a los Ministros, el Ejército supondrá que habéis lanzado sobre él el estigma de la única responsabilidad, y el Ejército no lo consentirá, no debe consentirlo. Además, eso servirá para agudizar y para alimentar el espíritu del país; a ver si vivifica con un aliento sentimental de rebeldía el espíritu insurreccional del país (Rumores)».
Como he referido anteriormente, es indudable que muchos aprovechaban lo ocurrido en Annual y el debate parlamentario que se planteaba sobre sus responsabilidades para alimentar su ferviente deseo de acabar con el régimen, al punto de pretender sugestionar al Ejército para enfrentarlo con la clase política dirigente; Companys, como tantos otros, convertían al Ejército en un ariete de las pasiones políticas. Su intervención concluiría con algo que ya empezaba a hacerse tristemente habitual en algunos de los miembros de la Cámara, la amenaza, en este caso, dirigida a un habitual de las iras de la izquierda, al que fuera Ministro de la Guerra, Juan De La Cierva:
«…lo de Marruecos, Sres. Diputados, no es, en suma, otra cosa que lo siguiente: un trozo, un trocito de este inmundo Estado español que vosotros habéis trasladado allí; no es otra cosa más que eso y nada más que eso. Ya se exigirán algún día las responsabilidades, y para ese día temblad, tiemble singularmente el Sr Cierva, por ese gesto de desafío e intemperancia, que concentra de una manera especial los odios del país contra Su Señoría.   ...Temblad, en definitiva, todos, porque el cúmulo, la gran cantidad...(Rumores y risas».
Y yo, me pregunto: ¿Puede una nación subsistir a la permanente amenaza de una revolución, a la constante amenaza de la agitación y la violencia insurreccional?. Sinceramente, no lo creo; tarde o temprano, la machacona idea del fracaso, del caciquismo, de la corrupción, del derrotismo, calan en sectores de la sociedad que se suman, de un modo u otro, a ese espíritu inequívocamente antinacional y que llevan a romper la convivencia hasta producir la fragmentación social. Este espíritu antinacional, tan contrario a la convivencia y los intereses generales, se desarrolló y fomentó machaconamente durante años desde la misma pérdida de las colonias, el estrépito que su pérdida supuso generó este espíritu autodestructivo; la oposición política, legítima y hasta necesaria por la errática gestión que nos llevó a perder nuestras últimas posesiones coloniales, fue rebasada por una iniciativa inequívocamente antipatriótica y que tenía como fin último el asalto a las instituciones y, particularmente, a la Corona, principal símbolo de la unidad nacional. En ese escenario, se fue creando un espíritu revolucionario al que se fueron sumando nacionalistas, republicanos y socialistas, todos ellos, en mayor o menor número, con presencia parlamentaria y que no era sino un caballo de Troya que el propio régimen liberal tan fatalmente consintió algo que, en otros Parlamentos de democracias europeas, nunca se llegaría a producir (el republicanismo sólo encontró acomodo parlamentario en la Monarquía española). Así, la agitación revolucionaria fue fomentada, dictada y relatada desde la misma sede de la soberanía y, pese a la inestabilidad y gravísimos trastornos que provocaba, se seguiría haciendo durante los años posteriores. En efecto, España vivió bajo la amenaza revolucionaria durante más de 30 años y así es absolutamente imposible construir nada y, menos aún, potenciar un espíritu vertebrador y de verdadera conciencia nacional; demasiados años de luchas cainitas entre los apostatas y los defensores del régimen harían mella y crearían un espíritu derrotista que acabaría por desestabilizar todos y cada uno de los resortes del régimen de la Restauración.
En la sesión del 5 de Julio se producía una muy interesante intervención de Martínez Campos, diputado muy alejado de las batallas políticas y de los espíritus tan habitualmente agitados en aquellos años. Recordaba que lo que se estaba enjuiciando era una “catástrofe militar” que se pretendía judicializar a dos niveles, político y militar, inculpado a miembros de anteriores gobiernos y a la propia cúpula militar (Alto Comisario de Marruecos, Dámaso Berenguer) y, todo ello, aprovechado por los que querían sacar rédito político y partidista del affaire; así advertía del inminente peligro revolucionario a causa de todo este conflicto:
«Quizá los que estáis sólo metidos en los corros políticos no estéis enterados de ello, porque vivís completamente aislados del mundo; pero los que estamos con todos y tenemos relaciones con muchísimos sectores muy significados de la opinión española, podemos afirmar, debemos afirmar, y yo tengo la obligación de decirlo en la Cámara, que hay un centro revolucionario en estos momentos; que antes se conspiraba más allá de las fronteras, pero que ahora se conspira en pleno Madrid; que se tiene hasta formado el nuevo Gobierno e inclusive ultimada la lista de Gobernadores (Grandes Rumores)».
Martínez Campos hacía mención a algunos nombres civiles que, a su juicio, podrían participar en ese Gobierno, entre ellos el de Ortega y Gasset: “Quiero que de una vez se acaben los fantasmas y tengo el deber, la obligación de decir quiénes son los fantasmas y desenmascararlos, si puedo hacerlo (Muy bien.- Un Sr Diputado: Vengan esos nombres).” En su elocuente intervención afirmaría que, todo el asunto de las responsabilidades debía depurarse investigando la actuación de los distintos Ministros de la Guerra anteriores, sobre ellos debería recaer el peso de la culpa por sus distintas actuaciones en un Ejército que tenía enormes carencias y que, en su momento, ya fueron denunciadas por algunos de los protagonistas de la revolución de 1917, los Junteros: “El año 1917 hubo un movimiento revolucionario en España, que fue el de las Juntas. Estas, en sus manifiestos, dijeron que no había Ejército, todo el mundo lo aceptó como artículo de fe y no se exigió responsabilidad”. Advertía que el Ejército padecía las consecuencias de aquel proceso de las Juntas de Defensa que, amenazantes en su conducta, hicieron claudicar en su momento al Ministro de la Guerra, Alcalá Zamora: “Desde aquel día el Ejército quedó sin cabeza, porque el Mando había perdido la autoridad; y eso ha sido Annual; la resultancia de un Ejército acéfalo; porque habiendo triunfado la sedición, apoyadas por Ministros las Juntas, desautorizados los generales, no había mando en el Ejército español”.
Posteriormente denunciaría las actuaciones de la propia política liberal que, a su juicio, había enfangado y pervertido todo y de la que no era ajena la institución militar, a un extremo en el que existía un riesgo palpable y creíble de una guerra civil; así relataba sus elocuentes denuncias:
«No veo en todo esto más que política, política y política, y crea el Sr Ministro de la Guerra que estoy verdaderamente apenado, porque hay política en el Ejército y política en el Parlamento, y en todas partes parcialidad. Yo fui, Sr Ministro de la Guerra, quien alguna vez dijo que en España hacía falta llamar a alguien de fuera que viniera a decirnos como teníamos que arreglarnos. Ahora, yo digo a Su Señoría, que si de fuera no viene un juez imparcial a ser árbitro de las cosas que pasan aquí, tal es la división que existe en muchísimos elementos del Ejército y en la opinión, que me temo que terminemos en una guerra civil».
Claro y directo su mensaje, la amenaza revolucionaria había prendido en amplios sectores de la sociedad, la labor de zapa constante de los partidos antisistema, realizada en no pocas ocasiones desde las mismas paredes del Parlamento había calado, incluso, en algunos elementos del Ejército; el estamento militar se dividía en distintas facciones ante una autoridad cada vez más claudicante a las amenazas que acechaban a la Nación. En ese escenario, el descontento de una buena parte del Ejército lo iría recogiendo un prestigioso general, Primo de Rivera. En efecto; en aquellos días de Julio de 1923, muchos eran perfectamente conocedores de las conspiraciones que se iban consolidando en distintos sectores de los poderes civil y militar y, mientras, el Poder Público, representado por el Parlamento, se veía incapaz de aquietar los espíritus; unos y otros, urdían sus planes para adelantarse a los del enemigo, la debilidad del régimen era tal que ni siquiera era capaz de vertebrar una contrarrevolución que, al menos, garantizara su supervivencia. En Madrid, el General Calvancanti, viendo que se precipitaban los acontecimientos (conocía que republicanos y socialistas intentaban atraer a su causa a los sectores que aún se aglutinaban entre los Junteros) y, advirtiendo que el comunismo también se infiltraba y tomaba posiciones en la inminente revolución, se ponía en contacto con Primo de Rivera para acelerar los planes del Pronunciamiento.
Mientras, la amenaza revolucionaria acaparaba muchos minutos de los debates sobre las responsabilidades; el 6 de Julio, el miembro de la minoría republicano-nacionalista catalana, Marcelino Domingo, extendía el periodo de las responsabilidades hasta el año 1909…, consideraba que la Comisión Parlamentaria nombrada era insuficiente para liquidarlas todas. A su juicio, mientras durasen los trabajos de la Comisión, las Cortes no deberían cerrarse para advertir que, en caso de que estas no fuesen depuradas, la única solución pudiera ser el desencadenamiento de la revolución. En una posición similar, se situaría el espíritu de la intervención del socialista Julián Besteiro, que también hacía alusiones a la guerra civil:
«Si vuestra torpeza o vuestra intransigencia o vuestro afán de mantener los privilegios tradicionales hace que no se resuelva este problema de las responsabilidades y llega a estallar la guerra civil, ese gran anhelo revolucionario del pueblo español, inerme, puede llegar a tener la fuerza material que, sin duda, cuando se plantea la cuestión en este terreno, le falta ahora. Y yo digo a Su Señoría, puesta la mano en el corazón, que si llegasen esos momentos, yo, por mí, no desdeñaría esa fuerza material».
La amenaza, la coacción, la utilización demagógica del pueblo como herramienta para causar constante incertidumbre y temor, en definitiva, el propósito de intimidar la acción del Poder Público, era la única respuesta de las fuerzas antidinásticas a cualquier tipo de iniciativa gubernamental. Sin embargo, los socialistas defendían, al mismo tiempo, una posición muy distinta respecto al que era el grave problema en Cataluña, el terrorismo anarquista y al que, tan habitualmente, calificaban como “lucha social”. Allí se mostraban, no ya equidistantes con la violencia, incluso cómplices de esta por cuánto llegaban a solicitar las rebajas de penas o la impunidad del delito; su complicidad con el anarquismo los había llevado, en momentos determinados, a unir sus fuerzas para la causa revolucionaria, en ese propósito, no les incomodaba el terrorismo callejero de las calles de Barcelona al que veían como otro elemento agitador de la propia estabilidad del régimen. Lo que desconocían era que precisamente este brutal terrorismo sería el que, finalmente, serviría como detonante para acabar con el régimen liberal de la Restauración y dar inicio a la dictadura de Primo de Rivera.






EL TERRORISMO ANARQUISTA. LAS PISTOLAS COMO ARMA REVOLUCIONARIA
«El Banco de España asaltado en Gijón. Seis pistoleros invaden el edificio y se llevan más de medio millón».
Diario El Debate, 2 de Septiembre de 1923.
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Instantánea del entierro del Presidente del Consejo de Ministros Eduardo Dato (víctima del terror anarquista), en el momento en el que el féretro es colocado en el armón de Artillería (9 de Marzo de 1921).
Así recogía el diario de las derechas el trágico suceso ocurrido en la Calle Jovellanos de Gijón (ocurrido 48 horas antes); Los Solidarios de Durruti asaltaban el Banco de España llevándose la importante suma de medio millón de pesetas, lo hicieron en un asalto en el que darían muerte al director del Banco, Luis Azcárate. Este tipo de sucesos fueron trágicamente frecuentes en los meses previos a la llegada de la dictadura, el pistolerismo y el crimen anarquista se había hecho endémico en muchas de las calles españolas y el grupo terrorista de Los Solidarios, tristemente destacaría por la cuantía y magnitud de sus fechorías. Este serial de trágicos sucesos, como refiero, endémicos (sobre todo en Cataluña) haría posible el que la dictadura fuera aupada por la casi totalidad de los sectores políticos y sociales de España; en efecto, sería refrendada con un apoyo ciertamente poco usual teniendo en cuenta otro tipo de precedentes similares en el pasado y que carecieron del soporte social con el que éste pronunciamiento advendría.
Ya he advertido que aquella “lucha social” protagonizada por el anarquismo no era más que una forma de blanquear la acción pura y genuinamente terrorista anarquista a la que sólo la dura acción represiva del que había sido el Gobernador Civil, Martínez Anído, consiguió poner algo de freno. Las calles de Barcelona, principalmente, vivirían desde el inicio de la Primavera de 1923 una situación sin precedentes, sufrirán la más brutal violencia por la acción indiscriminada de los militantes de la CNT. Se calcula que cerca de 160 asesinatos se produjeron en los ocho primeros meses de ese año y a consecuencia de ese indiscriminado terror anarquista (es decir, en apenas unos meses, se producirían casi el 20% de los asesinatos que protagonizaría la banda terrorista ETA en más de 30 años, lo que puede dar una idea de la magnitud de la tragedia). Reitero que, esa brutal y despiada acción criminal era lo que ciertos sectores tildaban de “lucha social” (un calificativo que, por cierto, no es extraño tampoco a la historiografía más tradicional).
La acción terrorista, trágicamente, se convirtió en ordinariamente cotidiana en muchas de las calles de Barcelona; en estas coincidían los que hacían pública su protesta por la política gubernamental en Marruecos y los que, al mismo tiempo, denunciaban el terror anarquista descontrolado; de esta forma, CNT y la Unión de Sindicatos Libres decidieron convertir la calle en su ring particular para dirimir sus diferencias. Los cenetistas trataban también de aprovechar para su causa la fragmentación social y política que estaba provocando la guerra en Marruecos y, en la acción sindical revolucionaria encontrarían el mejor modo de expresión para llevar a cabo sus propósitos.
El conflicto anarquista, como casi todo en aquel tiempo, derivó en un enorme conflicto político y propiciando que, las partes implicadas, buscasen alianzas políticas que les otorgaran una posición de fuerza sobre el que era su enemigo en la calle. Si los anarquistas encontraron complicidad, incluso pactos, en la izquierda republicana, nacionalista y, sobre todo, en el socialismo, los Sindicatos Libres, junto a los patronos (una de las víctimas predilectas del anarquismo) encontrarían apoyo en ciertos sectores de la burguesía catalana (próximos a la Lliga Regionalista); a su vez, esta última, junto a elementos monárquicos lo encontraran también en el Somaten, las milicias catalanas (de marcado carácter paramilitar). Además, cada uno de ellos, pondrá todo su empeño en atraerse a favor de su causa a sectores de un Ejército que, como he referido, se encontraba igualmente fragmentado.
Los métodos represivos de Martínez Anído, ciertamente expeditivos, producirán un rechazo extremo en quienes percibían que su empleo hacía peligrar el propio espíritu e ímpetu revolucionarios (como dato, decir que la CNT llegaría a perder más del 80% de sus afiliados gracias a la firmeza y contundencia de las medidas del Gobernador). Sus indudables éxitos, al mismo tiempo, no harían sino aumentar la presión que ya se venía ejerciendo contra él, a tal punto, que el Gobierno se vio en la complicada tesitura de cesarlo (en una nueva muestra de lo que era otra cesión y claudicación del régimen contra las imposiciones y chantajes de sus enemigos). Como “recompensa”, el que ejercía de mediador, el sereno y moderado centetista Ángel Pestaña, conseguiría diluir la acción violenta y armada dentro de la organización anarquista, circunstancia que habría de durar muy poco.
Al llegar 1923 y con el retorno de las operaciones en Marruecos el anarquismo decidía volver a las andadas, en esta ocasión, con renovadas fuerzas; el terrorismo, la llamada acción directa se imponía por el que era el sector duro del anarquismo. Dentro de él encontramos la presencia de un grupo que, rápidamente, adquiría gran notoriedad por el número y frecuencia de sus crímenes, Los Solidarios; de entre sus miembros destacaría la presencia de Buenaventura Durruti, Ascaso o García Oliver. Su acción, su modus operandi, se puede definir con una sola palabra y que nos puede ahorrar otra serie de disquisiciones verbales o giros retóricos que, en mi opinión, no llevan a ningún sitio y si a enredar el relato; terrorismo. Más de cien años después me sigue “sorprendiendo” las dificultades que tienen algunos para diferenciar entre lo que viene a ser un acto terrorista de lo que es un problema o conflicto social; esta complicidad con la violencia tal vez pueda explicar ciertas circunstancias políticas que hoy padecemos. A tal extremo llega esa “confusión” que, un personaje como García Oliver, envuelto en decenas de crímenes y asaltos, llegaría a ser ministro (ni más ni menos que de Justicia) durante los Gobiernos del Frente Popular y, otro, como el sanguinario Durruti, un cruel y despiadado asesino, ha sido venerado, hasta el punto de ser merecedor de todo tipo de tributos por una buena parte de la actual izquierda española (lo sería también durante la Segunda República).
El 10 de Marzo de 1923 será asesinado el líder de la CNT Salvador Seguí por pistoleros de los Sindicatos Libres; desde ese momento, los actos terroristas crecerán como la espuma en Cataluña; la CNT respondería con la declaración de una huelga general de transportistas, Barcelona será presa del caos y la anarquía más absoluta (una huelga al estilo de la Canadiense, muy similar a la convocada cuatro años antes, en 1919). Será en esta situación, de alarma y terror generalizado, donde la figura del Capitán General de la región, Primo de Rivera, se engrandece e irá adquiriendo resuelta notoriedad. Su figura atraerá la atención de muchos catalanes, incluso, dentro de sectores del nacionalismo moderado, a él acudirán para casi implorarle que se prestase a liderar una solución de fuerza destinada a acabar con el estado de anarquía y con el terrorismo en las calles de Cataluña. Aquel asesinato, que tanta repercusión generó, sería recogido el 12 de Marzo en El Socialista, en esta ocasión, y siendo el principal responsable los Sindicatos Libres, sí que hacía referencia explícita al terrorismo en lugar de a la lucha social, como en anteriores ocasiones había hecho: “El terrorismo barcelonés ha escogido una nueva víctima. Como en todos los casos anteriores, protestamos contra este crimen odioso, que parece contar con impunidades sospechosas”. Desde este momento, si podemos encontrar denuncias más determinantes contra la violencia terrorista anarquista, y es que la llamada lucha social teñía de sangre las calles catalanas y lo hacía sin hacer distinción de clases u oficios, de la barbarie terrorista no se libraban ni burgueses ni obreros así que, la equidistancia, de la que habían hecho gala, se demostraba que no era la herramienta más eficaz para solucionar un conflicto mucho más intenso y profundo que aquello que se quería enmascarar bajo el apelativo de lucha social (seguramente, también, en todo ello ayudaba el que el odiado Martínez Anído, una vez cesado, ya no era el titular del Orden Público y se podían decir las cosas tal y como en realidad sucedían). Sin embargo, aun denunciando la acción terrorista anarquista, el socialismo seguía dando señales de que no trataba por igual los asesinatos de unos y de otros; para ilustrar esa equidistancia, aquí un extracto de lo que decía Pablo Iglesias en un editorial el 31 de Marzo de ese año y que llevaba por título “Sobre Terrorismo”:
«Nadie negará que los terroristas más inteligentes, más resueltos y más abnegados han sido los que combatieron al zarismo ruso. Sin embargo, a pesar de haber quitado la vida a un zar y a varios déspotas servidores de la causa imperial, no consiguieron derribar al zarismo. Este se mantuvo firme hasta que el movimiento revolucionario ocasionado por la gran guerra le hizo rodar. …los obreros no deben apelar a él (el terrorismo), porque si le emplean contra los hombres de su clase cometen una locura tremendamente dañosa, y si le usan contra los burgueses realizan una labor contraproducente».
Luego para el líder y referente del PSOE había terroristas “inteligentes, resueltos y abnegados” (en alusión a los criminales que acabaron con la vida de toda la familia de zar); al mismo tiempo, recomendaba a los obreros que no acudieran a la acción terrorista dado que sería una “locura dañosa” si las víctimas eran los de su propia clase, sin embargo, se quedaba en una “labor contraproducente” si las víctimas de la violencia pertenecían a la clase enemiga, la burguesía. Esa lamentable equidistancia con el terror, con la acción armada, ese burdo blanqueamiento en muchos de los casos ha provocado que, posteriormente, no pocos lo hayan utilizado como una herramienta política para conseguir sus fines (hoy en día lo vemos), de tal forma que, no debería de extrañar que quien tiene este pensamiento, esa conciencia tan laxa con el crimen y el terror, sea propenso a hacer defensa del arma de la agitación y la coacción revolucionaria para conseguir sus fines políticos, como hizo aquel PSOE durante casi 40 años ininterrumpidos.
A medida que avanzaba aquella Primavera de 1923 el desorden público hacía lo propio, sin parar un solo instante de crecer en intensidad; lo que era el problema de una región, Cataluña, empezaría a extenderse como una mancha de aceite por otras zonas de España; prueba de ello, sería el asesinato de cardenal arzobispo de Zaragoza Soldevilla, el 4 de Junio (esa fecha se produjeron tres asesinatos en zonas distintas de España), miembro del Senado y asesinado a manos del grupo Los Solidarios de Durruti, Ascaso y compañía. Un mes antes, en Mayo, tenía lugar una nueva convocatoria de huelga por la CNT (otra de tantas), una huelga de transportes a “La Canadiense” (y a la que anteriormente me he referido), esta de ahora, con mucha mayor violencia que aquella de 1919, es decir, huelga sin servicios mínimos, un paro total que pretendía colapsar la ciudad de Barcelona como ya promoviera la propia CNT cuatro años atrás. En ese contexto de anarquía generalizada, la violencia llegaba a tal extremo que de ella no se libraría ni la judicatura; jueces y magistrados también sufrían las amenazas y coacciones del anarquismo y sus cómplices que, si lo sumamos a que los socialistas eran partidarios de las rebajas de penas, daba como trágico resultado el que muchos de los protagonistas de los crímenes fueran injustificada y apresuradamente puestos en libertad; la judicatura, tan descaradamente amenazada y coaccionada, plegaba armas para no ser diana predilecta del terrorismo.
La posición del socialismo respecto de la cuestión del terrorismo seguía siendo, cuando menos, ciertamente difícil de comprender. Por una parte, condenaba la acción terrorista pero, por otra, echaba la culpa a las fuerzas de orden y de la seguridad que obedecían, lógicamente, a dictados gubernamentales para acabar con ella. El 1 de Junio, bajo el epígrafe: “El Terrorismo de Arriba”, Pablo Iglesias volvía a hacer público un criterio propio que estaba muy lejos de la búsqueda de fórmulas de resolución del problema, el guía espiritual del obrerismo ponía más empeño y acento en inculpar a patronos y gobernantes:
«Suscitando por el error la táctica de ciertos elementos obreros, por la locura de gran número de patronos catalanes y por la desatinada política del partido conservador, llevando a puesto de cuidado hombres de mano dura (verdaderos huéspedes del manicomio), cuesta hoy infinito trabajo extinguirle. Pero los más responsables del terrorismo que padecemos son las gentes de arriba, esto es, patronos y gobernantes. No hubieran llegado los patronos al grado de tiranía y despotismo que con los proletarios a sus órdenes han tenido, y el error del terrorismo no habría prendido en el cerebro de los trabajadores a que antes nos hemos referido; que los gobernantes no hubiesen perdido la cabeza ni comportándose cruelmente, y el terrorismo habrá desaparecido».
Pablo Iglesias calificaba como mero “error” la acción terrorista, es decir, seguía estando muy lejos de su expresa condena; además, culpaba de esta por la acción de patronos y gobernantes y no de los que, a diario, empuñaban las armas y finalmente apretaban el gatillo. Qué duda cabe que, cualquier elemento que pudiera perjudicar o agravar la crisis del sistema, al socialismo le valía, incluso, hasta retorcer al extremo el verdadero relato de las cosas; ni qué decir tiene que cualquier democracia mínimamente digna considera a la violencia injustificable, no se pueden hacer giros lingüísticos para evitar su total y sincera repulsa como, tan interesada y sectariamente, el fundador del PSOE habitualmente hacía. ¿Qué las condiciones laborales de los trabajadores debían mejorar y se hacía necesario la transacción y el diálogo para alcanzar acuerdos?; nadie lo puede cuestionar, había muchísimo por hacer y trabajar en ese sentido, ahora, otra cosa es agarrarse a eso, a la lucha obrera y, con esa excusa, justificar la violencia terrorista calificándola como un vulgar error. Al obrerismo español se le llevaba a un abismo al hacerle partícipe de la lucha cainita entre proletariado y patronal y en el que único propósito era azuzar las conciencias contra los que eran los intereses del régimen.
Sus denuncias no quedaban ahí; la Guardia Civil y la Policía también serían foco de sus iras. La Guardia Civil parece que siempre ha sido una obsesión del socialismo español, un instituto que, dado su profesionalidad y el frecuente éxito de sus operaciones, ha resultado habitualmente incómodo para todos aquellos que han encontrado algún tipo de justificación o complicidad en la violencia:
«Si a esto se agrega la brutal costumbre, no desaparecida todavía, de que algunos guardias civiles maltraten a los detenidos, y de que hagan lo mismo no pocos agentes policíacos y de Orden Público, se adquirirá el convencimiento de que los gobernantes han contribuido más que nadie al desarrollo del terrorismo».
Como he referido en otras ocasiones, de nuevo, sobre los que ejercían de “bomberos” recaían las culpas de las barbaridades cometidas por los “incendiarios”; es imposible vencer y hacer claudicar la acción terrorista cuando se pone el foco de la denuncia en aquellos que están obligados y tienen el deber de luchar contra ella, proceder en contra de este sentido sólo alimentaba los disturbios y el desafuero general que tanta alarma social generaba y que, por otra parte, es lo que algunos pretendían.
En aquellos días Barcelona seguía paralizada por la salvaje huelga de transportes; policías, patronos, jueces, políticos, todos estaban en el punto de mira del anarquismo que no contemplaba ninguna otra solución que la extorsión y la coacción, se había hecho completamente dueño de la calle. La reticencia de los patronos a llegar a acuerdos y pactos estribaba, principalmente, en su absoluta desconfianza a llegar a un verdadero acuerdo negociador con quien, durante los últimos años, no le había temblado el pulso para atentar contra quien no se aviniera a aceptar sus exigencias, a tal punto que, en no pocas ocasiones, las víctimas del anarquismo eran obreros que, por iniciativa propia, se negaban a secundar los paros. Nada ni nadie escapaba a la violencia terrorista del anarquismo, tampoco el que era nuevo Gobernador Civil, Francisco Barber que, el 8 de Junio, sufriría un intento de agresión (había sido nombrado apenas tres días antes, el 5). A él le llegarían todas las demandas y quejas de una patronal que vivía al límite ante la desaforada violencia terrorista y por la que llegaban a defender soluciones de fuerza, como la militarización del orden público (los Somatenes) y a fin de restablecer la paz social en las calles españolas y, sobre todo, catalanas. Los patronos encontrarían un gran apoyo en el Capitán General de la región, Primo de Rivera, en lo que era su lucha contra el brazo armado del anarcosindicalismo más extremo de toda Europa en aquel momento, una CNT cuya única iniciativa y argumento era acabar con el régimen de explotación de la burguesía y con el sistema constitucional que le daba aliento y sustento.
Esta era la situación que se encontraría el nuevo Gobernador Civil, Francisco Barber a su llegada al cargo, una región prácticamente paralizada, sumida en la más absoluta anarquía y con una clase patronal que ya solo reconocía la autoridad y la mediación del General Primo de Rivera.
Esta era, a groso modo, la situación de Cataluña en aquellos trágicos días de Junio de 1923; los cálculos que se han hecho sobre el número de obreros en paro han llegado a la cifra aproximada de 150.000, una situación absolutamente insostenible que se agravaba con el clima de violencia que a diario recorría las calles de Barcelona, principalmente. En ese clima irán surgiendo nuevos apoyos al General Primo de Rivera, incluso, dentro de sectores de la burguesía nacionalista, de la Lliga Regionalista, hastiados de ver como la situación, lejos de mejorar, se enquistaba y se agravaba día tras día. En aquel mes de Junio, el Gobierno, conocedor de todos estos movimientos, de las simpatías que el general iba recabando, intuía que el esperado golpe final al régimen pudiera ser liderado por el propio Primo de Rivera, razón por la que tratará de forzar su destitución y con la excusa de nombrarle Jefe de la Casa Militar del Rey en Madrid; el objetivo era alejarle del principal foco revolucionario (El Gobierno, como he mencionado, era conocedor de los movimientos e intrigas de Primo de Rivera que, llegó a pedir al Presidente del Consejo de Guerra y Marina, Aguilera, que encabezara el Pronunciamiento). No lo conseguiría, el temido Pronunciamiento estaba cada vez más cerca y el terrorismo anarquista no había hecho sino acelerarlo.
Para ilustrar el grado de popularidad del que gozaba Primo de Rivera, hago una breve mención a lo sucedido en la estación de tren de Barcelona el 23 de Junio. Ese día llegaba de Madrid el Marqués de Estella (tras haber negociado en vano el Gobierno su destitución, como antes he referido), lo hacía entre impresionantes muestras de agradecimiento y aplausos de cientos de catalanes que le aguardaban; allí se encontraban el Gobernador militar, el capitán general interino, el Gobernador civil interino, el alcalde de Barcelona, los concejales, el Sr Mayné (jefe de la minoría de la Lliga Regionalista del Ayuntamiento de Barcelona), el comandante general del Somatén, varios generales, muchos jefes y oficiales, representantes de la patronal y hasta un nutrido grupo en representación de la aristocracia barcelonesa. Los aplausos y los Vivas a España se entremezclaban entre el júbilo de los presentes y que resultaban ser la mejor fotografía de lo que se vivía en las calles de Cataluña.
Así las cosas, los sucesos de Agosto sólo iban a certificar la decisión de precipitar un golpe que desde hacía tiempo se planeaba; las acciones terroristas de Los Solidarios volvían al primer plano, en aquel verano comunistas y socialistas estrecharon sus lazos formando un Frente Único por la afrenta que suponía el que el Gobierno hubiera relanzado las operaciones militares en Marruecos. También fueron habituales y numerosos los atracos, se necesitaba dinero para sanear la paupérrima situación económica de la organización, y, sobre todo, para financiar la insurrección armada que la organización cenetista estaba también preparando; el 1 de Septiembre obtuvieron un enorme botín en el atraco al Banco de España de Gijón (unas 650.000 ptas.) y por el que pretendían comprar armas para la insurrección; era ya demasiado tarde, antes de que llegaran las armas Primo de Rivera se anticipaba y daba su golpe. Sólo la voz serena y equilibrada de Ángel Pestaña trataría de poner un poco de cordura con el fin de contrarrestar la impostura de la violencia anarquista; a su juicio, con esa irresponsabilidad, el anarquismo y el sindicalismo perdían toda credibilidad y justificación ante la opinión pública, de hecho, llegaría a reconocer que el anarquismo sería uno de los principales argumentos para que el Pronunciamiento militar finalmente se desencadenara en aquel mes de Septiembre. No se equivocaba; aquel verano la indiscriminada violencia anarquista había provocado la reacción del que era el Capitán General de Cataluña, Primo de Rivera, que aprovechó la circunstancia para militarizar las calles de Barcelona, su respuesta fue sacar al Ejército a las calles lo que fue visto con complacencia por amplios sectores de la sociedad catalana que, desde hacía tiempo, habían depositado en el General Primo de Rivera su única esperanza para acabar, de una vez por todas, con el estado de caos y el terrorismo anarquista imperante.
EL NACIONALISMO CATALÁN SE SUMA A LA CONJURA
«Decimos que, sin ser separatistas, si vosotros no vais a considerar vivo el problema de Cataluña hasta que este problema de Cataluña sea una lucha cruenta, un conflicto de sangre, una guerra civil, si creéis esto, entonces nosotros, que no somos separatistas, ante una agresión del Estado español, los hombres de Cataluña que no quieran vivir unidos a este Estado, que no gobierna para Cataluña, que no gobierna para España, nos sentiremos todos unidos allí y todos reclamaremos la soberanía para nuestra tierra, y todos lucharemos contra el Estado español para obtener esa soberanía».
Marcelino Domingo, izquierda republicana catalana; 21 de Junio de 1923.
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Diario El Liberal; 23 de Junio de 1923. En páginas interiores recogía información de los debates parlamentarios sobre lo que se había dado en llamar la cuestión o problema catalán.
En Junio el terrorismo anarquista había puesto en un verdadero brete al régimen, las intrigas militares estaban a la orden del día, todo tipo de rumores anunciaban la pronta llegada de una solución de fuerza destinada a dar el definitivo golpe de gracia, tan sólo quedaba la incertidumbre respecto de quien llegaría primero “a la meta”, quien se adelantaría al resto de planes insurreccionales; unos de carácter militar y otros de tintes revolucionarios. Aquellos días, el anarquismo había precipitado el desarrollo de uno de ellos, la figura del Primo de Rivera, el reconocido general que ocupaba la Capitanía General de Cataluña, sumaba cada vez más voluntades y adeptos porque era allí donde el desafío revolucionario y antisistema más virulentamente se había desatado. Distintos sectores de la sociedad catalana, algunos de ellos muy transversales, habían dado ya inequívocas muestras de su incondicional apoyo, en él creían ver la definitiva solución a la dramática situación que se vivía. El colosal recibimiento del que fue objeto el 23 de Junio no haría sino reforzar su posición y además de mandar un mensaje a la alta oficialidad del Ejército, esto es, Primo de Rivera era quien estaba destinado a liderar el pronunciamiento militar. En Madrid, ese mensaje había llegado ya al que fuera titular de la Comandancia de Melilla, el General Cavalcanti, que decidía ponerse a plena disposición del Marqués de Estella. Se precipitaban los acontecimientos.
La situación en Cataluña en el verano de 1923, ya se ha dicho en repetidas ocasiones, era prácticamente insostenible; a tal fin, el 21 de Junio se llevó el asunto al Parlamento español para su debate y discusión: “La situación de Barcelona”; la Cámara liberal debía afrontar un nuevo pleito, por si ya había pocos, y que emergía con fuerza renovada en Cataluña, el nacionalismo. No era novedoso el que se trajera el debate sobre la cuestión catalana al Parlamento, igual que el conflicto de Marruecos era un tema que, periódicamente, acababa en la Cámara dado que no se encontraba nunca un mínimo atisbo de solución. Aquel 21 de Junio, el miembro de la izquierda republicana catalana, Marcelino Domingo, así lo relataba:
«Y cada vez que estos problemas tienen que plantearse, de una legislatura a la otra, hay que señalar en estos problemas, el de Barcelona y el de Marruecos, que presentan mayores síntomas de gravedad; que cada vez los problemas tienen menos posibilidades de solución. Esta incapacidad, esta insensibilidad o esta debilidad del Estado ante problemas como el de Barcelona y el de Marruecos, problemas planteados en todos los países y en todos los países rápidamente resueltos, dan la sensación de lo que el Estado español es».
Marcelino Domingo volvía a la misma retórica, a la misma formulación, los problemas eran producto de la propia debilidad o la incapacidad del Estado, de un régimen que se veía incapaz de darles la solución que precisaban. Domingo, que aseguraba que este tipo de pleitos se resolvían casi sin dificultad en el resto de países, parecía olvidar lo ocurrido pocos años atrás, en la Gran Guerra, y en cuya génesis los móviles territoriales y de nacionalismos no habían sido muy distintos a los que en aquel momento empezaba a padecer España. En su intervención, denunciaba todo tipo de terrorismo pero, como era ya costumbre en algunos sectores de la izquierda, hacía diferencias entre unos y otros y, de nuevo, con el objetivo de dirigir sus iras y denuncias a lo que llamaba “terrorismo de Estado”:
«Pero el que menos exculpación merece es ese terrorismo de Estado, que ha actuado impunemente, descaradamente, violentamente en Barcelona, durante, uno, dos, tres años: el terrorismo de los Sres. Martínez Anído y Arlegui».
Es decir, para Marcelino Domingo existían distintas graduaciones del terrorismo; la acción represiva del Estado, el habitual “apagafuegos”, resultaba ser un execrable acto terrorista, sin embargo, el que protagonizaban a diario aquellos que, a través de la acción criminal, pretendían resolver los conflictos del trabajo, era un acto, igualmente terrorista, sólo que de un grado menor. No se puede discutir que, ante la gravedad y dimensión de la amenaza, el Estado pudiera incurrir, en algún momento determinado, en ciertos errores que hasta pudieran suponer un exceso en sus atribuciones y facultades, pero, de ahí a calificarlo como un acto terrorista, y el más reprobable de todos de cuantos a diario se producían…; el juego victimista les daba réditos y calaba en ciertos sectores de la opinión, por esta razón, en sede parlamentaria intentarían reeditar ese mensaje victimista desde el que tan hipócrita y partidistamente maquillaban las violentas acometidas que sufría el Estado de derecho. Esa propaganda victimista de quienes eran los principales actores de los graves desafueros y el caos social, era dirigida para hacer recaer todo el peso de la coacción sobre el Gobernador civil de la provincia, el General Martínez Anído y el Jefe de la Policía, el General Arlegui, señalados como los principales inductores de aquello que se calificaba como terrorismo de Estado. Al respecto decir que, si a un Estado, ni a sus instituciones ni a sus magistraturas se las reconocen la legitimidad debida, la consecuencia final es esta, nada de lo que éste haga o decida satisfará a quienes sólo tienen como único argumento su destrucción. Sin duda, el diputado republicano estaba en esta línea, no reconocía ni estaba dispuesto a reconocer al régimen y, deseoso de su fracaso, advertía de ese emerger del nacionalismo con claros tintes ya separatistas y que agravaban la ya extremadamente complicada situación catalana, incluso, a niveles incluso mayores de lo que ocurría en Marruecos:
«Tened el convencimiento de que esto existe y que este separatismo no es más que un movimiento revolucionario que se produce en Barcelona contra un Estado que no ha sabido atender a los problemas de Cataluña, contra un Estado que no ha sabido estar presente en las horas de angustia e inquietud que Barcelona ha sentido».
Y esa equidistancia que mantenían sobre el problema del terrorismo también la tenían respecto de la cuestión del nacionalismo, igualmente achacaban al Estado la aparición de un separatismo de tintes revolucionarios; todo parecía valer con tal de crear todo tipo de conflictos y traumas al régimen; sus palabras, atención:
«…decimos que, aunque sin ser separatistas, si vosotros no vais a considerar vivo el problema de Cataluña hasta que este problema de Cataluña sea un lucha cruenta, un conflicto de sangre, de guerra civil, si creéis esto, entonces nosotros, que no somos separatistas, ante la agresión del Estado, que no gobierna para Cataluña, que no Gobierna para España, nos sentiremos todos unidos allí y todos reclamaremos la soberanía para nuestra tierra, y todos lucharemos contra el Estado español para obtener esa soberanía (Rumores)».
Las palabras del dirigente de la izquierda republicana catalana no dejaban lugar a la duda, en caso de conflicto entre Cataluña y el Estado, su decisión última estaría inequívocamente con la primera llegando a asegurar su propósito de luchar por su soberanía. Como se puede apreciar, el precio que ponían nacionalistas, republicanos, socialistas y anarquistas a la estabilidad y perdurabilidad del régimen era prácticamente imposible; Cataluña y Marruecos se habían convertido en la excusa perfecta para conseguir sus objetivos. Marcelino Domingo concluía su intervención planteando, como única solución al conflicto, la aceptación del Estatuto que en 1918 se había aprobado en la Asamblea de Municipios y a la que asistieron todos los municipios de Cataluña. Como se verá más adelante, ya en aquel año 1923, estaban perfectamente definidos algunos de los planteamientos y sugestiones que nacionalistas, republicanos y socialistas habrían de plantear y desarrollar en el Pacto de San Sebastián cinco años más tarde, en Agosto de 1930, y que serían la base doctrinal de la Segunda República.
Por su parte, y en ese misma sesión a Cortes la posterior réplica del Ministro de la Gobernación, el Duque del Almodóvar del Valle, a la intervención del representante de la patronal catalana, el diputado de la Lliga Regionalista Rahola, dejaba entrever que el Gobierno no pretendía casarse ni con unos ni con otros, ni con los de la izquierda, ni con los de la derecha, ni con la patronal, ni con los obreros:
«¿Es que acaso el Sr Rahola pretende, es que la clase patronal, de la que Su Señoría lleva la voz, pretende que el Gobierno tome una inclinación decidida contra la clase obrera en favor de la patronal? Pues eso no lo hará jamás este Gobierno (Muy bien en la mayoría). Dice Su Señoría que carecen de autoridad los Gobiernos en Barcelona. Y sois vosotros los primeros que, inspirados por la pasión política, desacreditáis allí todo lo que representa el principio de autoridad (Muy bien en la mayoría); no hay autoridad que llegue a Barcelona que a la que en seguida no procuréis hacerle el vacío».
El Ministro de la Gobernación ponía sobre el tapete la falta de autoridad que sufrían los funcionarios del Estado en Cataluña por el hecho de que no eran reconocidos por las propias autoridades catalanas; un principio de autoridad en derribo y sin el que resultaba materialmente imposible restablecer el orden y la serenidad en las calles de Barcelona. De esta forma, responsabilizaba a estas magistraturas catalanas de que no tuvieran efectividad alguna las medidas planteadas desde el ejecutivo, más interesadas en intereses partidistas que, por lo común, solían están alineadas con elementos destructivos del orden constitucional.
A estas teorías separatistas se sumaría el socialista Julián Besteiro 24 horas después, en la sesión del día 22, sus manifestaciones tendrían un propósito y sentido similar a las expresadas, un día antes, por el diputado republicano de la izquierda catalana Marcelino Domingo, lo haría con estas palabras que, sin duda, dan para pocas interpretaciones posteriores:

«…he oído que en este momento de agitación un señor representante de Cataluña ha dicho: “Estáis haciendo obra separatista”. Y yo digo a Sus Señorías: ¿Y qué? Si un día Cataluña existiese la voluntad decidida de separarse de España, yo estaría con los que tuvieran esa voluntad, pues la nacionalidad no se puede mantener nunca a la fuerza (Rumores.- Los Sres. Rahola y Pla y Rusiñol interrumpen al orador. Protestas en el resto de la Cámara».
Las afirmaciones de Besteiro en pro del separatismo incluso eran replicadas por algunos diputados de la Lliga Regionalista quienes recriminaban esa solidaridad del socialista con el separatismo más reaccionario catalán; los socialistas no disimulaban que, en aquella revolución que formulaban iba implícita a la instauración de un nuevo régimen en forma de una República federal, propuesta que resonará con toda rotundidad en los años de la Segunda República. La agitación de aquella sesión vislumbraba algo que era evidente, a los muchos males que padecía ya el régimen, se le sumaba el de un incipiente nacionalismo con claros e inequívocos tintes separatistas y a los que no hacían asco ni los propios socialistas.
Las sesiones sobre la cuestión de Barcelona continuarían en los siguientes días del mes de Junio; el 28 y cuando se debatía sobre el que había sido el último discurso de Alfonso XIII, tenía lugar una muy polémica intervención del diputado de la izquierda republicana nacionalista catalana, Francés Maciá; aquel día, en sede parlamentaria, afirmaría que la única solución para acabar con el problema catalán era recurrir a la violencia. Maciá se sumaba a las fórmulas golpistas y de fuerza para encontrar soluciones a las que el Estado, y a consecuencia de la intransigencia y las coacciones de unos y de otros, era incapaz de llegar. En aquellos convulsos días de Junio de 1923, las soluciones dentro del marco del Estado de derecho, del orden constitucional, apenas eran defendidas por unos pocos que, a diario, contemplaban como sus postulados y propuestas no encontraban eco alguno ni el Parlamento y, lo que es peor, ni fuera de él.
En el transcurso de su intervención el diputado catalán trataría de explicar la postura de los que, como él, se declaraban abiertamente separatistas; así, iniciando esta, hacía referencia al año 1714, año en el que consideraba que Cataluña perdió sus libertades: “Cataluña, pobre, por haberle negado a comerciar con las indias y por otras causas; sin cultura, porque los propios escritores catalanes escribían en lengua castellana… (Risas)”. Se referirá posteriormente al nacimiento de Solidaridad Catalana, también al Estado, al que calificará como “enemigo opresor” y, es en este contexto, cuando formulará distintas apelaciones a la violencia como solución para acabar con el conflicto catalán; sus palabras:
«España no ha concedido nunca de grado de libertad colectiva a ninguno de los pueblos que ha tenido sometidos a su yugo. Francia, Portugal, Cuba, Filipinas, todas las Repúblicas americanas, todos, para obtener su libertad y su independencia, han tenido que tenido que luchar por medio de la violencia. El dilema se ha planteado de una manera brutal, si queréis, y el dilema es el siguiente: o nosotros continuamos bajo la opresión del Estado opresor, del Estado centralista, en una esclavitud moral, pero cien veces que el material, o vamos a la violencia. No queda otra solución».
Días antes, el 26, Marcelino Domingo había apelado al espíritu de la República para combatir el actual estado de cosas, ahora, Maciá, trataba de justificar la violencia como modus operandi para solucionar un conflicto que no tenía cabida dentro de las leyes; años después, durante la Segunda República, estas insinuaciones dentro del Parlamento serían impensables y, menos, salidas de los labios de diputados ideológicamente contrarios a la misma, una República en la que estaba expresamente prohibido la exhibición de símbolos monárquicos o su apología. Como vemos, la Monarquía, el Parlamento liberal de la Restauración no sólo había amnistiado a los que a diario trataban de destruirla, también fue extremadamente permisivo con que dentro de sus instituciones se pudieran plantear este tipo de llamamientos que, calando en una parte de la sociedad, tanto daño hicieron a la convivencia y, como no podía ser menos, al propio régimen. Años después, los que en aquel entonces tan vivamente exigían libertades, derechos y progreso, fueron infinitamente más reacios a permitirlos en un régimen que presumía de su calidad democrática. Lo veremos en su momento.
Aquel día Maciá daba a conocer la que era la aspiración última de los independentistas, la construcción de un Estado en el que, para su nacimiento, no renunciaba a la guerra si ello fuera preciso::
«…nosotros queremos ir a la formación de un Gobierno, a la formación de esa representación del pueblo de Cataluña, constituyendo el Estado catalán. Nosotros sabemos que una guerra es una crisis dolorosísima que pasan los pueblos en un momento de su historia, y nunca tan justificada como cuando se trata de la libertad y de la plena soberanía de un pueblo. Nosotros sabemos que una guerra es un drama con todas sus pasiones, con todas sus grandezas, con todas sus sublimidades, pero también con todos sus desfallecimientos, y eso nos demuestra la fuerza que tiene en la guerra la parte moral sobre la parte material. Por eso nosotros queremos dar esa gran fuerza moral al Estad catalán, para que todos los elementos de Cataluña acudan a dar todo su prestigio, sin excluir a ninguno, que jamás es despreciable por pequeño que sea. Por eso nosotros queremos el Estado catalán; por eso hemos formado el Estado catalán».
La aspiración soberanista catalana era incuestionable, absolutamente determinante; a la amenaza revolucionaria, la anarquista o la militar, se le sumaba la amenaza separatista, todas ellas, con distintos objetivos, contaban con un elemento común; la justificación y el uso de la violencia en su propósito de acabar con el régimen, y pese a la gravedad de sus amenazas, no dudaban en proclamarlo a viva voz en el propio fuero parlamentario. Aquel 28 de Junio Maciá invitaba a la izquierda catalana (Companys, Domingo) a sumarse a la iniciativa golpista para “ir juntos, para llegar a la formación del Gobierno de Cataluña, por la libérrima voluntad suya”. Incluso, advertía que no le frenaría en su propósito el que el Estado decidiera responder por medio de una acción violenta:
«…Si vais a una represión violenta, ese frente común que a nosotros nos interesa se formará inmediatamente. Nosotros los sentiremos por la sangre que pueda correr, sangre inocente, pero nos alegraremos, porque nos habréis facilitado nuestra obra. …Nosotros seguiremos nuestra marcha ascendente y creemos que muy pronto, no tan pronto como desearíamos, pero, en fin, no pasarán muchos años, sin que deis motivos para el levantamiento de un pueblo, que tiene la decisión firme de obtener su libertad, sea un hecho (Rumores)».
Se anunciaba, a cámara lenta, la intención de protagonizar un golpe violento, a tal punto que no se descartaba el derramamiento de sangre, y se hacía en un Parlamento que, ante estas serias y veladas amenazas, respondía con silencio y sin casi un sólo atisbo de protesta o indignación (no quiero ni imaginar lo que hubiera podido ocurrir si alguien como Gil Robles se hubiese atrevido a hacer unas manifestaciones similares unos años después, en el transcurso de la Segunda República…). Acaso, podemos destacar la respuesta que inmediatamente después obtuvo de un diputado independiente (cercano a la Lliga Regionalista) que se mostraba indignado, como español y como catalán, por las palabras que acababa de escuchar, Pla y Deniel:
«No sé si sabré expresarme con toda aquella exactitud y precisión que yo quisiera en estos solemnísimos instantes en que tan graves, tan trascendentes declaraciones acaban de hacerse para mi amadísima Cataluña y para mi amada España (Muy bien, muy bien). …Tenía tomado el coche-cama de ferrocarril para marchar a Barcelona; mi equipaje está en la estación; pero al presenciar el giro que aquí tomaba el asunto que se ha planteado, he dicho: me quedo aquí; me quedo para decir lo que yo creo es el sentir de millares y centenares de millares de catalanes, aun quizás de algunos que acaso se engañan en lo que les parece su propio sentir, y he de hablar sin mirar a críticas que se me puedan dirigir, atento sólo a lo que estimo el bien de Cataluña y de España, dispuesto, si es preciso, a dar mi vida por Cataluña y por España (Muy bien, muy bien)».
Estas manifestaciones no las escucharía el diputado aludido, Maciá, tan poco proclive al diálogo parlamentario (en la Segunda República no acudiría a ninguna sesión) y es que, tras su airada y amenazante intervención, había abandonado el salón de plenos. El diputado catalán, Pla y Deniel, lamentaba que los socialistas, por boca de Besteiro, compraran y aceptaran un relato similar al descrito por Maciá (Besteiro, días antes, había hecho alusiones a esa posibilidad que, incluso, decía llegar a comprender). De su larga intervención, emocionada, elocuente y valiente (invito a su lectura), quisiera extraer un breve extracto de una alusión que hizo al tan denostado Felipe V, un relato que, aun conocido por muchos, es tan desconocido por otros tantos y que no es más que producto de los muchos años de una educación sesgada y profundamente sectaria:
«Hablaba el Sr Maciá de la abolición de los fueros catalanes, ¿es qué no ocurrió lo mismo a alguna otra región española? Lo ocurrido en tiempos de Felipe V, ¿no demuestra, por el contrario, el espíritu español de Cataluña? Porque, aunque él prometió abolir los fueros y luego los abolió, lo cierto es que Cataluña luchó en aquella guerra por una cuestión de sucesión a la Corono de España, precisamente por la poca simpatía que entonces sentía Cataluña hacia los franceses y la dinastía borbónica».
Las elocuentes palabras de un diputado catalán hablaban por sí solas; un pequeño conflicto de intereses, otro de tantos como pudo haber en otras regiones de España en los más de 500 años de su historia, era (y ha sido) políticamente utilizado para intereses exclusivamente partidistas y de marcado carácter nacionalista; aquel suceso, tan tergiversado por el relato histórico, sería la principal sugestión del separatismo para romper tantos años de historia común y reavivar el conflicto del nacionalismo que, además, se presentaba con serias advertencias y veladas amenazas de desencadenar un conflicto bélico si el Estado se atrevía a responder a estas.
La amenaza separatista hacía su aparición en el ya de por sí complicado mapa político español. El peligro de la autodeterminación catalana cobraría toda su vigencia cuando un mes después, en Agosto, en las elecciones provinciales, Acció Catalana obtenía un notable ascenso en detrimento de una Lliga Regionalista en claro retroceso; Acció Catalana, nacida en 1922, defendía sin tapujos el derecho a la autodeterminación y, Maciá, en sede parlamentaria, no engañaba a nadie cuando expresaba y daba a conocer los verdaderos propósitos de aquella formación. El retroceso de su formación política, unido al desafío de carácter inequívocamente secesionista de la formación política que acudillaba Maciá, qué duda cabe que animaron a Cambó a aproximar sus posturas al que, por aquellas fechas, muchos catalanes ya veían como el único capaz de acabar con los gravísimos pleitos de Cataluña, Primo de Rivera. Y así sería, ese peligro y amenaza secesionista será lo que precipite sus planes conspiratorios; el General Cavalcanti, desde Madrid, le urgía a adelantarse a los propósitos nacionalistas y demás corrientes revolucionarias que seguían su curso y a la espera de encontrar el momento más oportuno para desencadenarlos. Primo de Rivera, plenamente consciente del trascendental momento, aceleraría sus planes ante la cada vez mayor probabilidad de que otros se adelantesen a los suyos; en los primeros días de Septiembre de 1923 los acontecimientos se iban a precipitar.
EL PRONUNCIAMIENTO MILITAR DE SEPTIEMBRE DE 1923
«La actuación socialista durante los seis últimos años ha sido francamente gubernamental. La legislación obrera, y más especialmente la creación de los Comités Paritarios, han sido causa determinante de que, pese a la enorme crisis de trabajo, los obreros afiliados al Socialismo hayan resistido insinuaciones y gestiones, y se hayan negado sus jefes en repetidas ocasiones a cooperar en los movimientos de revuelta y agitación política para los que muchas veces fueron requeridos».
Pedro Esteban Bazán, General de Brigada y Director General de Seguridad; Enero de 1930.
 
[image: ]
La Guardia Civil de ronda por las calles de Madrid en las horas inmediatamente posteriores al pronunciamiento de Primo de Rivera, en la mañana del 13 de Septiembre de 1923.
El que había sido Director General de Seguridad en los últimos cinco años de la dictadura de Primo de Rivera, Esteban Bazán, reconocía la labor colaboracionista del partido socialista con el régimen, afirmaba que su actuación había sido “francamente gubernamental”. Sin esta colaboración no se puede entender la paz social, tan extendida como perdurable, de la que se pudo disfrutar en aquellos años en la totalidad del territorio nacional; así, la nula agitación social, con un socialismo cooperante, sería una de las notas más destacadas de los años de la dictadura (en ello le iba el cargo de Consejero de Estado al líder de los socialistas, Largo Caballero, como enseguida lo veremos).
Los acontecimientos se precipitarán a partir del mes de Julio; el 10 quedaba finalmente constituida la Comisión Parlamentaria de las Responsabilidades, integrada por cuatro diputados socialistas junto a otros diputados republicanos o nacionalistas, elementos todos que habían tenido algún tipo de protagonismo en sucesos revolucionarios anteriores (los enemigos el régimen iban a dilucidar la suerte de éste). Terminados los trabajos dictaminadores de la Comisión, volverían a recobrar protagonismo los asuntos de Marruecos; de nuevo se oirán voces para reanudar las operaciones destinadas a la toma de la Bahía de Alhucemas, su conquista seguía siendo vista como la fórmula más rápida para finalizar las hostilidades, Martínez Anído sería uno de sus principales valedores. Dentro del Parlamento surgían ahora voces que denunciaban el enorme déficit que estaba provocando el estancamiento de las operaciones en el Protectorado, una pasividad de la que era el principal fiduciario el Ministro de Estado y representante de la Izquierda Liberal, Santiago Alba. Este punto es esencial porque, desde ahora, las grandes dudas y resquemores que ya suscitaba el ministro en una parte importante del Ejército, se incrementaran hasta convertirle en el enemigo público número uno, a tal punto, que no estaría de más decir que Alba podría también considerarse como un factor más (y no precisamente pequeño) del pronunciamiento del mes de Septiembre. La táctica pactista, de escasos o mínimos avances, fue la predominante durante aquellos meses; esta táctica provocaba un incremento enorme de efectivos militares desplegados en la zona que apenas tenían operaciones planeadas, siendo la parálisis la nota más relevante de todas ellas. Además, había que sumar el gasto presupuestario que suponían unas operaciones que, sin percibirse un final, irían minando las arcas de la Hacienda pública española.
La respuesta del Ministro de Estado a esta propuesta (la toma de Alhucemas) sería, de nuevo, la total negativa. Así, el Gobierno optaría por una reducción tanto del gasto como de las unidades allí desplegadas y cuya principal misión estaba destinada a asegurar los territorios que habían sido ganados con anterioridad. El descontento de una parte del Ejército aumentaría en grado mayor al conocerse esta decisión, especialmente, dentro del sector africanista. Ese rechazo en el foro militar a la figura del Ministro de Estado pronto encontraría un inesperado apoyo, el del Alto Comisario en Marruecos, Luis Silvela que, en contacto con algunos militares en la zona, comprobaba in situ la situación de paralización permanente de las operaciones. En aquel mes de Julio, será otro de los que vean en la toma de la Bahía de Alhucemas el único final posible al interminable conflicto.
En este orden de cosas, se llegaba el mes de Agosto; el Alto Comisario de Marruecos, Silvela, se reunía con el Rey que le hacía saber su desacuerdo por la política desarrollada en Marruecos y que tan tercamente era defendida por Santiago Alba; ambos, compartían una opinión similar, la parálisis en que se encontraban las operaciones no resolvía nada y además ponía en números rojos las ya sufridas arcas del erario público; de nuevo el desembarco de Alhucemas se planteaba como la mejor opción. Los intentos de modificar la política gubernamental respecto de esta cuestión caían en saco roto una y otra vez, Alba parecía hacer cuestión de Estado esa política que pudiéramos llamar pactista en Marruecos y que agravaba el malestar del Ejército al comprobar que las operaciones de repliegue se imponían a las de avance en la mayor parte de las ocasiones. Esos desencuentros respecto de la política a seguir en el Protectorado provocará que Martínez Anído presente su dimisión como jefe de la Comandancia de Melilla, lo hará entre múltiples felicitaciones y homenajes de los militares.
Al mismo tiempo, el Rey Alfonso XIII, y en ese estado de cosas, será cada vez más plenamente consciente tanto de su debilidad como de la del propio régimen; tras la formación de la Comisión de Responsabilidades, de la que forman parte enemigos declarados (elementos socialistas y republicanos), advertirá que su reinado pende de un hilo, unos y otros lo van dejando en una abrumadora soledad que no era más que la soledad del propio régimen liberal; a los socialistas se les presentaba, como reconoció el propio Prieto meses antes, la ocasión propicia  para dar el definitivo golpe de gracia tanto a liberales como a conservadores y a razón del pleito de las responsabilidades, lo que suponía dar el golpe definitivo al propio sistema. En aquellos días de Agosto, y como ya hacían otros sectores tanto de la izquierda como de la derecha del arco parlamentario, el Rey empezará a barajar soluciones de fuerza a fin de contrarrestar la inminencia de un golpe revolucionario proyectado para acabar con el Gobierno y, de paso, como he apuntado, con el propio régimen. Llegaría a plantearse el gobernar con la Junta de Defensa del Reino
ante la gravedad de la situación, una medida de carácter excepcional y que no pretendía hacer perdurar en el tiempo, esta era sólo contemplada para finiquitar, de una vez, el grave y largo conflicto de Marruecos. Esta Junta de Defensa del Reino era un órgano consultivo, compuesta por elementos del Poder civil (Jefe del Gobierno y Ministros de la Marina y de la Guerra, junto a los ex presidentes del Gobierno) y del Poder militar (Jefes del Estado Mayor del Ejército y de la Armada); su propia composición nos puede dar una idea de que, esta iniciativa, que auxiliaba el Rey, estaba también apoyada por los más relevantes poderes civiles y por los principales partidos constitucionales, es decir, la solución excepcional era ya vista con simpatía por amplios sectores civiles y militares del país. Pero los problemas no harían más que empeorar cuando, ante la tibieza y la mansedumbre de las operaciones españolas, Abd El Krim pasaba a la ofensiva con cerca de 20.000 unidades, el contraataque se inicia el 16 de Agosto.
De nuevo la ofensiva pillaba completamente desprevenido a un Ejército que, a diferencia de otras ocasiones, le haría tomar plena conciencia de la inutilidad y lo estéril de su táctica; desde aquel día, buena parte del Ejército español se decidía por dar un giro de 180º a su política en Marruecos; en efecto, se abandonaría la táctica pactista por otra decididamente intervencionista en el Protectorado. El Ejército, a mediados de aquel Agosto, cuando el auge de la amenaza nacionalista y del terrorismo anarquista se hacía más visible, cuando seguían aumentando las bajas producto de la gran ofensiva de los rifeños y cuando el desprecio hacía la figura del Ministro de Estado, Alba, tendía a generalizarse, miraba ya a los ojos a una solución de fuerza que, en aquellos días, era ya planeada y dirigida por el propio Primo de Rivera. Incluso los Junteros decidirán sumar sus voluntades a la iniciativa primorriverista temerosos de una revolución que pudiera unir a los grandes enemigos del régimen y que esta lo desbordara más allá de lo que habría de ser su caída (las veladas amenazas y propósitos separatistas de Maciá en sede parlamentaria estaban aún muy presentes). Por primera vez se producía lo que tiempo atrás parecía una quimera, la unión, en torno a una causa común, de africanistas y Junteros (ese espíritu era especialmente latente en Cataluña, lugar donde a diario eran testigos de la pavorosa anarquía general). Esa unidad vertebraría un frente común en amplios sectores del Ejército contra las políticas del Ministro de Guerra, Santiago Alba, a tal punto que se convertiría en el “enfant terrible” para una buena parte de su oficialidad. Lejos quedaban los tiempos en los que los Junteros hacían causa común con él.
Llegados a finales de Agosto, la situación era excepcionalmente delicada en muchos de los ámbitos políticos y sociales de la Nación; el 22 era nombrado jefe de la Comandancia de Melilla Enrique Marzo que, al igual que su predecesor, Martínez Anído, también era partidario de reactivar las operaciones militares; unos días después, el 30, Primo de Rivera dirigía un Telegrama al Gobierno haciéndole ver la dramática situación de España. Notables y destacados generales del Ejército mostraban su descontento por las numerosas bajas y por la falta de iniciativa militar en el Protectorado; sería el General Weyler quien manifestaría sus deseos de reactivar la operación Alhucemas a la que veía como la única que podía dar un verdadero y definitivo impulso a la situación en Marruecos. Todos estos propósitos y planteamientos, acabarían siempre ante la misma diatriba, la testarudez del Ministro de Estado que pretendía hacer ver que estaba en juego su continuidad en el Gobierno y, con ello, la supervivencia del mismo, y es que Alba advertía que, si finalmente se producía su salida, esta vendría acompañada de la salida de la minoría de la izquierda liberal que representaba. En efecto, los desafueros y las divisiones llegarían hasta el seno del Gobierno, dentro de él surgirían voces contrarias al díscolo y arrogante ministro; así, en el Consejo de Ministros del 29 de Agosto, el que fuera Ministro de la Guerra, Aizpuru, trataría de explicar la complicada situación y lo que era el pensamiento del Ejército, sin duda, una intervención que sería lo más parecido a un ultimátum al propio Gobierno. Al mismo tiempo que esto sucedía, en aquellos turbulentos días de Agosto, los socialistas promovían todo tipo de actos y mítines en los que mostraban su total y frontal rechazo a la guerra de Marruecos.
Uno de estos actos tuvo lugar el 31 de Agosto en la Casa del Pueblo de Madrid, día en el que tomaron la palabra algunos de los amnistiados por el régimen años atrás; Largo Caballero, Besteiro y Saborit. Largo Caballero pediría el fin de la guerra y la repatriación de todos los efectivos, minutos más tarde, recordaría los sucesos revolucionarios de 1917 y en los que censuraba la actitud de las clases medias al no apoyar la algarada socialista: “En 1917 hubo un hecho que si en él nos hubieran ayudado algunos elementos, principalmente de la clase media, sería muy otra la situación del país (Ovación)”. Por su parte, Saborit, haría referencia a la campaña contra el Ministro de Estado, Alba, de la que acusaba al propio monarca, Alfonso XIII: “La campaña contra Alba nace de Palacio, deseando echar al Gobierno liberal para que vengan los conservadores, con Martínez Anído y la Ley de Fugas (Ovación)”. El espíritu de aquel acto era de un absoluto rechazo a una guerra que se prolongaba durante años y a la que no se veía un final temprano; el ¡Abajo la guerra! y la exigencia de responsabilidades serían los eslóganes de un PSOE que esperaba la caída del régimen ante una cadena sucesos a los que el Gobierno se veía incapaz de poner freno; el Gobierno era víctima de sus propias divisiones que, en buena medida, serían causadas por la arrogante y desafiante actitud de su Ministro de Estado, Santiago Alba. Del ¡Maura no! del año 1909 se pasaba al ¡Abajo la guerra!; el socialismo, catorce años después, cambiaba de lema pero no de propósito, la caída del régimen monárquico.
El 1 de Septiembre estalla la crisis, el Gobierno dimite en pleno. Alfonso XIII no la acepta y, al final, se salvará la situación in extremis situando a Joaquín Chapaprieta al frente de la cartera de Hacienda, se hacía con el propósito de retomar el control financiero sobre los enormes esfuerzos de la empresa africana. Esta medida, lejos de aliviar la tensión con los militares, no hará sino agravarla con una oficialidad alarmada por la continuidad de Alba en el Gabinete; así, apenas 24 horas después de su nombramiento, Chapaprieta era cesado víctima de las presiones de los militares a los que les había molestado que se pretendieran hacer recortes para el esfuerzo de guerra, consideraban imprescindible aumentar el presupuesto para resolver el grave conflicto. Sin embargo, esta abrupta dimisión, que era lo más parecido a un verdadero sainete, tampoco les contentaría dada la continuidad de su gran enemigo en el Gobierno, el Ministro de Estado aquel que, producto de sus desafueros al Ejército, había logrado lo que parecía imposible, hacer que Junteros y africanistas se posicionaran juntos en un mismo lado. Desde aquel instante, los hechos se precipitarían y el pronunciamiento militar se vislumbraría ya como inminente.
La postura del Rey era extremadamente complicada, se encontraba prácticamente maniatado por unos y por otros; en la diana estaba el terco Ministro de Estado, Alba pero, su sustitución ponía en peligro el Gobierno de Concentración y el Rey lo último que deseaba era deslegitimar la acción ministerial y gubernamental de la izquierda liberal porque, sin los apoyos de esta, le limitaría mucho volver a poder contar con apoyo alguno en la izquierda parlamentaria, lo que supondría un golpe definitivo al mismo régimen. Como he referido, la última crisis ministerial precipita los acontecimientos; una crisis no solucionada por cuánto, el principal problema, no había sido resuelto, la presencia de Alba. El 5 de Septiembre, el Marqués de Estella volvía de nuevo a Madrid para plantear, en forma de ultimátum, lo que ya estaba en boca de todos, la posibilidad de un golpe de fuerza destinado a acabar con la crisis institucional que, en buena parte, era provocada por las políticas del Gobierno en Marruecos y que tenían en Alba a su principal mentor. En aquellas horas, el planteamiento era la formación de un Directorio liderado por el propio Primo de Rivera y con el apoyo de algunas de las figuras del poder civil más representativas, como pudieran ser Ramiro de Maeztu, Ramon y Cajal, Unamuno o hasta el socialista Manuel Llaneza entre otros, el propósito fundamental era la convocatoria de unas Cortes que abordasen la reforma constitucional. A su regreso a Barcelona, a Primo de Rivera le sorprenderá que ninguna autoridad le hubiera requerido o molestado, señal inequívoca de la debilidad extrema del ejecutivo y de la propia fuerza del general que, en aquellos momentos, había conseguido unir en torno a su figura a casi todo el Ejército y a amplios sectores de la escena política y social española, sectores, en algunos casos, muy transversales y que reflejaban el amplio consenso que su figura concitaba.
El Pronunciamiento es ya casi un hecho, el 10 de Septiembre Primo de Rivera redacta el Manifiesto de un Golpe que se prevé para cuatro días después, el 14, Manifiesto que se publicará en el diario ABC ese mismo día:
«Al país y al Ejército:
Españoles: Ha llegado para nosotros el momento más temido que esperado (porque hubiéramos querido vivir siempre en la legalidad y que ella rigiera sin interrupción la vida española) de recoger las ansias, de atender el clamoroso requerimiento de cuantos amando la Patria no ven para ella otra salvación que libertarla de los profesionales de la política, de los que por una u otra razón nos ofrecen el cuadro de desdichas e inmoralidades que empezaron el año 98 y amenazan a España con un próximo fin trágico y deshonroso. La tupida red de la política de concupiscencias ha cogido en sus mallas, secuestrándola, hasta la voluntad real. Con frecuencia parecen pedir que gobiernen los que ellos dicen no dejan gobernar, aludiendo a los que han sido su único —aunque débil— freno, y llevaron a las leyes y costumbres la poca ética sana, el tenue tinte de moral y equidad que aún tienen; pero en la realidad se avienen fáciles y contentos al turno y al reparto, y entre ellos mismos designan la sucesión.
Pues bien, ahora vamos a recabar todas las responsabilidades y a gobernar nosotros u hombres civiles que representen nuestra moral y doctrina. Basta ya de rebeldías mansas, que, sin poner remedio a nada, dañan tanto y más a la disciplina que está recia y viril a que nos lancemos por España y por el Rey.
Este movimiento es de hombres: el que no sienta la masculinidad completamente caracterizada, que espere en un rincón, sin perturbar los días buenos que para la patria preparamos. Españoles: ¡Viva España y viva el Rey!
No tenemos que justificar nuestro acto, que el pueblo sano demanda e impone. Asesinatos de prelados, ex gobernadores, agentes de la autoridad, patronos, capataces y obreros; audaces e impunes atracos; depreciación de la moneda; francachela de millones de gastos reservados; sospechosa política arancelaria [...] porque quien la maneja hace alarde de descocada inmoralidad; rastreras intrigas políticas tomando por pretexto la tragedia de Marruecos; incertidumbre ante este gravísimo problema nacional; indisciplina social, que hace al trabajo ineficaz y nulo, precaria y ruinosa la producción agraria e industrial; impune propaganda comunista; impiedad  e incultura; justicia influida por la política; descarada propaganda separatista [...].»
El Manifiesto era una muestra del expreso apoyo al Rey ante una clase política que había secuestrado prácticamente su voluntad y que, producto de sus propias divisiones e intereses puramente partidistas, estaba precipitando al conjunto de la Nación a una situación insostenible; su solución de fuerza, que ahora proponía, estaba formulada y planteada para restablecer la ruina social, económica y política de España en estrecha colaboración de fuerzas civiles y militares. Y es que, en efecto, aquel golpe, como he referido, era visto con buenos ojos por amplías esferas de la escena política y social del momento, ciertamente, pocas quedaban fuera de esta arriesgada y tan controvertida iniciativa.
El 11 de Septiembre se anunciaba un gran mitin antimilitarista organizado por la Juventud Socialista Madrileña, en la calle Humilladero de Madrid; un acto en el que de nuevo se pedía el final de la guerra dado que, a juicio de los socialistas, el Gobierno estaba aceptando las premisas del Estado Mayor y respecto de lo que era una reactivación de las operaciones militares. Ese mismo día, en el órgano del partido, El Socialista, aparecía un editorial en primera página con la firma de su fundador, Pablo Iglesias Posse que, bajo el epígrafe: “¡Cuan pequeños son!” censuraba durísimamente la acción gubernamental de los miembros de la Concentración liberal a los que ya no distinguía de la de los conservadores: “Su talla mental es escasa; su civilismo, nulo, nulo también su carácter, y su vista política no puede ser más corta de lo que es. Únicamente sobresalen en la intriga y en la farsa”. En el editorial destaca la forma en que el dirigente socialista lo concluía, no desdeñando una solución de fuerza que llamaba “tempestad” y que, a su juicio, habría de estar liderada por distintas sensibilidades (el pronunciamiento de Primo de Rivera ya era voz populi y no era muy distinto al que formulaba el líder socialista):
«Tremendos son los males que nuestra nación sufre; ¿pero cabe esperar otra cosa de los liliputienses que la vienen rigiendo con la Monarquía? Para que aquellos se remedien o experimenten un gran alivio, es preciso que la tempestad que barra a esos pigmeos traiga al Poder a hombres de muy distintas cualidades».
De sus palabras se puede deducir que, ni era ajeno al Manifiesto de Primo de Rivera ni tampoco a los apoyos que éste tenía: “… traiga al Poder a hombres de muy distintas cualidades”. Aquel 11 de Septiembre, a parte de los actos del socialismo contra la guerra de Marruecos, en Barcelona, en la celebración de la Diada (homenaje a Casanova), se producían graves disturbios entre efusivos cánticos de Els Segadors y La Marsellesa que se confundían con vivas a la República catalana y mueras a España (incluso se llegarían a dar Vivas a la República del Rif…). Los incidentes más graves se producirán cuando acuden al homenaje representantes nacionalistas vascos y gallegos en compañía de miembros de Acción Catalana, entre ellos Maciá. La fuerza pública se vería obligada a actuar provocando las airadas críticas de las autoridades locales y nacionalistas, principalmente; cargas policiales, detenidos, agresiones, heridos, así acabaría el acto con marcado acento y espíritu nacionalista. El diputado Rahola dirigirá un telegrama de protesta al Gobierno por la respuesta policíaca a los disturbios, entendiendo que se habían vulnerado los derechos de los catalanes; la respuesta del Presidente del Consejo de Ministros, García Prieto, era inmediata: “Gritos subversivos y ataques a la fuerza pública de manifestantes no son derechos ciudadanos, son delitos”. El día terminaba con un banquete presidido por el líder de Acción Catalana, Rovira i Virgili, una celebración a la que acudirían nacionalistas vascos y gallegos con el propósito de fortalecer el proyecto de constitución de su triple alianza; en aquel acto sonarían los acordes del himno vasco y, de nuevo, se darían vivas a la República del Rif: “Tenemos un Ulster; pero nuestra desgracia es que tenemos al enemigo en el interior”, palabras que pronunciaría el citado Rovira i Virgili. Como se puede apreciar, la descomposición del Estado y, sobre todo, la falta de crédito y de autoridad de un Gobierno dividido en múltiples facciones, presagiaban la inmediatez de lo que todos, de alguna manera, ya esperaban.
Un día después, el 12 de Septiembre, Alba plenamente consciente de la gravedad de las circunstancias, sabedor de que la diana de las iras se centraba en su figura, presenta la dimisión; lo que pudiéramos llamar la izquierda dinástica se descolgaba de las labores ministeriales intentando salvar, en último instante, el golpe que ya se intuía inminente. Esta circunstancia, lejos de soliviantar los ánimos no haría sino acelerar el pronunciamiento, los militares advertían que sus movimientos eran plenamente conocidos por el Gobierno que, para frenarlo en última instancia, accedía a dar salida al principal elemento de discordia, la “cabeza” del Ministro de Estado. La respuesta del Ejército sería adelantar el golpe al 13 de Septiembre, en la madrugada de aquel día. Para otro momento y lugar queda el debate sobre las responsabilidades de Santiago Alba en la caída del régimen, en mi modesta opinión, lo único que me atrevo a decir es que (el debate sería largo y muy entrado en detalles), en la vida y, más aún en la política, nada es fruto de la casualidad. Alba, sólo unos años después, destacaría por un fervoroso republicanismo, un civilismo alejado de todo ambiente palatino; su sañuda posición no fue casual o puntual, durante meses su testarudez hizo tambalear no solo al Gobierno sino la misma posición del Rey que, bajo mi particular punto de vista, pudo ser el verdadero objetivo de sus políticas al frente del Ministerio de Estado. El enorme caudal de problemas que todo ello generó, tanto en el ámbito político, como social y militar, no le hizo variar un milímetro su conducta, haciendo casi cuestión de Estado su permanencia dentro del Gabinete. Se atrajo a su causa a aquellos que, años atrás y, desde el fuero militar, a punto estuvieron de acabar con el Régimen, los Junteros, creó divisiones enconadas en el Ejército que serían la génesis de un movimiento insurreccional que encontró más eco y apoyos que en anteriores amenazas revolucionarias; en definitiva, qué duda cabe que, su planteamiento y decisiones fueron decisivas a la hora de que el régimen se viera abocado a un callejón sin salida y, quien sabe, si sus sugestiones últimas se hicieron con ese propósito.
“María esta de parto”; este era el Telegrama que enviaba Primo de Rivera al General Cavalcanti y que anunciaba el inicio del pronunciamiento aquella histórica madrugada; pese a que horas antes, en torno a la una de la madrugada, Santiago Alba enviaba a García Prieto su irrevocable dimisión, nada haría cambiar la decisión de los generales. El Ministro de Guerra, en contacto con Primo de Rivera, se vería incapaz de frenarlo; en torno a las cuatro de la mañana de ese 13 de Septiembre de 1923 se iniciaba el Pronunciamiento de Primo de Rivera. Media hora antes, el Marqués de Estella se comunicaba con el Rey Alfonso XIII a través de un Telegrama en el que le hacía llegar su absoluta adhesión a su persona y a la Corona; el Rey, hasta ese momento, había rubricado escrupulosamente con sus firmas y actos, el orden constitucional y el Estado de derecho representados por la Constitución de 1876, hizo lo humanamente posible para que los principios constitucionales se hicieran respetar. Abandonado por todos y, ante la amenaza de un golpe militar, pocas alternativas le quedaban, por no decir que ninguna. Así las cosas, a las cinco de la madrugada, el Ejército tomaba las calles de Barcelona; el Gobierno declaraba el Estado de Guerra, casi todas las Capitanías Generales se sumarían al pronunciamiento: “Al lado de España y del Rey”. Finiquitado el régimen liberal de la Restauración, empezaba su andadura la dictadura de Primo de Rivera.
El Régimen de la Restauración había resistido casi 50 años de embates y continuos desafíos. Sus más acérrimos enemigos sacaron pronto la cabeza cuando se perdieron las últimas colonias, y ya no la volverían a esconder. El régimen liberal peleó por mantenerse en una difícil equidistancia entre los polos revolucionarios, representados por el siempre amenazante republicanismo y el combativo y persistente carlismo, buscando una línea media entre polos tan opuestos y a los que les unía sus simpatías por derrocar al Rey Borbón. Todo ello lo llevaron al fango político, al ring de la política sucia y mezquina apartada de los verdaderos intereses del Estado, aquello de “cuanto peor mejor” sería su lema en aquellos años. España pudo y debió aprovechar la oportunidad que le ofrecía mantenerse en una posición neutral ante la Gran Guerra europea y, en su lugar, se enfrascó en luchas cainitas fomentadas por quienes querían desatar en España una nueva guerra interna y fratricida. La división de las fuerzas liberales y conservadoras no fue otra cosa que la descomposición de los grandes partidos de Estado en pequeños grupos que se solidarizaban con algunas de las ideas de aquellos cuyo único propósito consistía en no dejar gobernar; bajo el influjo de la permanente amenaza revolucionaria, fuera esta anarquista, republicana, socialista, militar o nacionalista, nada se podía sembrar para repercutiera positivamente en el conjunto de los ciudadanos. La discordia, la división, la incertidumbre, la revolución o el pistolerismo fueron la consecuencia de todo ello; el objetivo era el Rey y éste poco pudo hacer con unos partidos que estaban siendo devorados bajo el influjo de la permanente coacción revolucionaria. Aquel Parlamento, en realidad, no representaba a la verdadera voluntad de la gran masa ciudadana, el Parlamento de los últimos años de la Restauración no era más que una ficción donde los intereses partidistas se imponían a los verdaderos intereses nacionales y colectivos y, todo ello, cobraría inusitada vigencia y efervescencia unos años después, en la Segunda República, cuando aquellos que hicieron de la amenaza y la coacción revolucionaria una forma de hacer política tomaron asiento en los altares del Poder. Los intereses particulares, de nacionalistas y de socialistas y comunistas conjuntamente, devorarían a unos poderes públicos que, desposeídos de una verdadera representación nacional, serían sustituidos por otros particularistas, de partido, dejando invertebrada la soberanía nacional y provocando la reacción de quienes creyeron ver el fin de una de las naciones más longevas y formidables de la historia, España. Pero todo eso lo veremos en su debido momento, todo a su tiempo.


































DICTADURA DE PRIMO DE RIVERA: LA REVOLUCIÓN DEBE ESPERAR
 
«¡Serenidad trabajadores!».
«¡Trabajadores: Guardia cerrada! Con el rigor de las ocasiones decisivas».
Titulares de El Socialista; 13 de Septiembre de 1923 y 18 de Julio de 1936.
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Portada de El Socialista; 13 de Septiembre de 1923. Como se puede apreciar, llamando a la calma a sus masas: “¡Serenidad, trabajadores!”.
Ambos se publicaban cuando apenas, unas horas antes, se había sublevado un parte del Ejército español. En el primer caso, aparecía en forma de un pequeño editorial en el que se podía leer lo que era el hartazgo del pueblo español ante la situación decadente de la política, causada, principalmente, por los sucesos de Marruecos. Desde el órgano del partido socialista se pedía serenidad a los trabajadores, a las masas socialistas, en espera del rumbo que pudiera tomar el golpe que se acababa de producir por parte de un sector del Ejército, es decir, no había un rechazo absoluto del socialismo a una solución de fuerza de esa naturaleza y que daba por finiquitado el orden constitucional. Esa equidistancia ante un pronunciamiento era interesada y puramente partidista por cuánto estaban a la espera de cuál habría de ser el verdadero propósito de un golpe contra el que ni siquiera denunciaban su carácter totalitario, faccioso o reaccionario, calificativos que si veremos trece años después; había caído un orden constitucional que nunca habían respetado ni legitimado y, por tanto, la tibieza seria la respuesta ante tan abrumadora amenaza conspiratoria:
«Cualquiera que fuese el maquiavelismo en que se inspire la sedición que tiene por figura más destacada al capitán general de Cataluña, consideramos que el divorcio entre el pueblo -ciudadanos y soldados- y las legiones pretorianas se ha de acusar con los más fuertes trazos. Serenidad y reflexión pedimos a todos nuestros compañeros».
Serenidad, reflexión, “divorcio entre el pueblo (ciudadanos y soldados)”; estas eran las palabras en aquella ocasión, calma a las masas y acción conjunta de ciudadanos y soldados, quienes a juicio de los socialistas, habían sido los represaliados del régimen de la Restauración (se pretendía ofrecer una interesada solidaridad con los soldada del Ejército dado que podían ser determinantes en un proceso como aquel y, sobre todo, al sentido al que éste se le pudiera dar).
Paralelo a este editorial, si aparecía otra columna donde se formulaba una condena más expresa al golpe, seguramente, debido a que, y como recoge en su interior el artículo, en el Manifiesto del Pronunciamiento se hacía alusión a “las reiteradas y calurosas manifestaciones de adhesión al trono” por parte de los sublevados y en las que se exigía “el relevo de los hombres que ocupan el Gobierno de España”. Es decir, ante el temor de que con el golpe cayera el Gobierno y que no lo hiciera la personalidad más detestada por el socialismo, el Rey, también se quería ofrecer una imagen de cara a sus fieles más dura y firme contra el pronunciamiento, por encima de todo, la conducta era aguardar a próximos acontecimientos hasta determinar y concretar la línea a seguir del partido. Por tanto, la actitud iba a depender de si en el “paquete de salida” se ponía, o no, además del Gobierno, al Rey Alfonso XIII; es decir, el socialismo aceptaría un proceso sedicioso en función de la suerte que corriera la Corona española, Así las cosas, de momento sujetaban a sus masas para que no actuarán ni a favor ni en contra de los protagonistas de la asonada militar.
Como he referido, trece años después, esas dudas no las habría en el socialismo, al revés; contra la sublevación de Julio de 1936 la respuesta sería mucho más clara y rotunda: “¡Trabajadores: Guardia cerrada! Con el rigor de las ocasiones decisivas”. No digamos ya lo que se diría en posteriores publicaciones en las que se apelaba e invitaba a una lucha fratricida entre españoles pasando por alto, incluso, las determinaciones que pudiera llevar el Gobierno a tal efecto (la entrega de armas al pueblo fue defendida expresamente por las organizaciones socialistas en las siguientes horas al golpe). Como se puede ver, el tratamiento de ambos pronunciamientos era, ciertamente, muy distinto, tan distinto que parecía hasta obsceno.
Pero vamos al asunto que nos lleva, el pronunciamiento de Primo de Rivera de aquel 13 de Septiembre de 1923. Un día más tarde, el 14, El Socialista ya hablaba de Dictadura Militar y de que el Rey había encargado la formación de un Gobierno a los militares. Este hecho, que el Rey no hubiera abdicado o no hubiera sido finalmente relegado por los militares, echaba por tierra las expectativas socialistas: “En horas tristes”, sería el titular de su editorial aquel día. Sin embargo, no se fijaba una acción o una respuesta común del sindicalismo y de un proletariado que seguían aguardando la decisión de las respectivas Comisiones Ejecutivas del partido: “La extremada gravedad de los momentos actuales, su matiz y su orientación, obligan a los trabajadores a mirar los acontecimientos con absoluta tranquilidad”, se decía en primera página de ese día 14. Se pedía calma y no caer en la “Irreflexión ni en el estado de apasionamiento”: “…esto debe evitarse a todo trance, recomendándose muy encarecidamente a los trabajadores que no se dejen arrastrar a movimientos o actuaciones que no lleven la plena autorización de los que deben ordenarlo”. Es decir, el socialismo pedía orden y serenidad ante un pronunciamiento militar (recordemos, trece años después entregaría armas indiscriminadamente al pueblo a las pocas horas de desencadenarse). De ello podemos deducir que el socialismo era capaz de glorificar la violencia y la sedición cuando estas eran favorables a sus intereses y, al mismo tiempo, condenarlas y repudiarlas cuando sus móviles favorecen a los contrarios; sin duda, una peculiar forma de entender la democracia y el Estado de derecho (cien años después, el socialismo español se encuentra en la diatriba de diferenciar entre terrorismo bueno y terrorismo malo…).
Para terminar el relato sobre la manera en que el socialismo actúo y se movió en los primeros momentos del pronunciamiento, aquí lo que se publicaba en primera página de El Socialista el15 de Septiembre:
«A los Trabajadores: La UGT y el Partido Socialista han dicho en su manifiesto que consideraban acertado y conveniente al movimiento obrero español. En esa actitud persistimos. No es verdad que la UGT y el Partido Socialista hayan autorizado a nadie para declarar movimientos ni algaradas, que no creemos oportunos. El Frente Único que se nos ofrece lo seguimos rechazando por las razones conocidas. A las Secciones del Partido Socialista y de la UGT las excitamos a conservar la serenidad y la disciplina, bien seguros de que el país nos hará a todos la debida justicia. En tanto no haya acuerdos oficialmente tomados y con responsabilidad ante la organización adquiridos, ninguna Sección debe reconocer ni acatar órdenes de Comités anónimos e irresponsables».
El partido socialista se oponía a cualquier tipo de reacción violenta y seguía recomendando orden y disciplina a sus masas hasta que una voz autorizada dijera lo contrario; a medida que transcurrían las horas, lejos de ahondar en un espíritu o impulso revolucionario, se practicaba el ejercicio de la calma y de la responsabilidad. Aquellas horas de tensa espera iban a sugerir algo que, un tiempo más tarde, se irá haciendo realidad, que una parte importante del socialismo español terminará colaborando activamente con la dictadura militar. Ahora, de momento, rechazaba alinearse con la organización sindical más combativa y numerosa, la CNT que, viendo en el Poder a uno de sus más fieles y reconocibles enemigos, el Marqués de Estella, apostaba por desencadenar todo tipo de hostilidades contra el nuevo orden de cosas. Como he referido, no contaría con el plácet socialista que aguardaba vacilante respecto de la opción a tomar. El Partido Socialista pronto decidirá que, “a río revuelto, ganancia de pescadores” y es que, la causa social, liderada hasta entonces por el anarquismo, habría de quedar huérfana dado que su eliminación era uno de los primeros y más señalados argumentos de Primo de Rivera; el PSOE, perfectamente conocedor de esos propósitos, aprovecharía esa ventana que se le abría para definitivamente despejar su camino dentro del nuevo régimen. Así las cosas, la iniciativa conjunta y liderada por Largo Caballero y Pablo Iglesias para promover una gran huelga general de carácter revolucionario contra la sublevación (con el apoyo de la CNT), pronto sería desechada; no creían que el nuevo régimen hubiera venido para asentarse definitivamente y, por tanto, mantenían la esperanza de que, en algún momento, llegará su hora, el momento de su anhelada revolución. Con esa meta veían más factible colaborar con los sublevados a fin de encontrar su hueco dentro del nuevo sistema (no deseaban volver a la clandestinidad de sus inicios), de este modo, la defenestración de la CNT sería lo que finalmente decidiría a la UGT a pasar de la inhibición inicial a la total colaboración con el régimen; el nombramiento de su Secretario General, Largo Caballero, como Consejero de Estado no sería más que la demostración más palmaria del fruto de esa colaboración. Podemos afirmar que las semillas se plantaron pronto, los socialistas enseguida percibieron que los generales apenas molestaban sus reuniones y asambleas y, siendo así, el sector ugetista poco tardó en imponer a una buena parte del socialismo su teoría colaboracionista.
No tendría tanta suerte el anarquismo; la CNT pagaría por fin sus años de desórdenes y crímenes y sería ilegalizada, una circunstancia que aprovecharía la UGT para adueñarse del movimiento obrero y sindical, hasta entonces, propiedad de los anarquistas (tan fue así que, los Sindicatos Libres de Cataluña denunciarían la postergación al que les obligó la dictadura y en favor del sindicato socialista). Algunos de los miembros más representativos de la CNT marcharían al exilio; Durruti y Ascaso, miembros del grupo terrorista Los Solidarios, huyeron a Francia hasta recalar, posteriormente, en Hispanoamérica (lugar donde se les siguieron imputando graves desmanes y todo tipo de tropelías y asaltos). La ilegalización de la principal organización anarquista aceleraría los movimientos dentro del partido socialista para buscar su acomodo dentro del nuevo régimen. Largo Caballero llegaría a reconocer que suponía un avance político “la representación socialista y ugetista en aquel organismo” (se refería a su nombramiento como Consejero de Estado, por cierto, nombramiento real, a cargo del Rey).
La CNT, como he apuntado, sufriría la represión y la acción policiaca nada más instalarse el Directorio; sería finalmente ilegalizada unos meses después, en Mayo de 1924, tras el asesinato de Rogelio Pérez Cicario (ejecutor de la Justicia, es decir, verdugo de la Audiencias de Barcelona y Valencia); antes, en el Otoño de aquel convulso 1923, el enemigo público número uno, el ahora Ministro de la Gobernación Martínez Anído, había comunicado al Gobernador Civil de Barcelona, el General Losada, que daba un plazo de ocho días para que todos los sindicatos de carácter anarquista presentaran sus libros de cuentas debiendo ser clausurados todos aquellos que no lo hicieran. La negativa de la Federación Local de Barcelona conllevaría el final del anarquismo en Cataluña; su negativa se producía con motivo de que, con esta iniciativa, se ponía a la organización al servicio de los mecanismos gubernativos y policiales y, antes que eso, eligieron pasar a la clandestinidad. “Muerto” el anarquismo barcelonés, quedaba prácticamente descabezado todo el anarquismo. La UGT asumiría el control de la cuestión social y del obrerismo.
Expectación; si hay un titular que defina lo que ocurría en aquellos días de Septiembre era ese, todo el mundo permanecía expectante e invadido de incertidumbre ante lo que estaba ocurriendo y, sobre todo, lo que pudiera ocurrir desde aquel momento, se preguntaban por la situación del Rey, por la composición del nuevo Gobierno, por la presencia de poder civil o no en las instituciones, todo estaba en el aire. La Capitanía General de la cuarta Región militar, Cataluña, era un hervidero de gente, por allí pasaban el Jefe Superior de Policía, el Teniente Coronel de la Guardia Civil Blanco, el Gobernador militar Losada, generales del Ejército y muchas otras personalidades públicas. No faltaría la presencia de la burguesía catalana, de los Sindicatos Libres, de la patronal o hasta de significados políticos catalanes. Ya en la madrugada del 14 de Septiembre, Primo de Rivera atendería a unos periodistas a los que ofrecería algunas pinceladas de lo que se proponía hacer: “disolver las Cámaras sometiéndolas a un régimen de economía interno que ahorre un par de millones; dejar cesantes al sinnúmero de empleados supuestos, que figuran sólo en las nóminas y que jamás pisaron las oficinas, y ciertas medidas de orientación y ejemplaridad semejantes”. Sobre el espinoso asunto de las responsabilidades, diría:
«Al disolver las Cortes recogeremos de ellas todo lo actuado respecto a las responsabilidades, y sin más indagaciones, pues todo debe estar ya investigado a estas horas, lo someteremos a sentencia rápida de magistrados prestigiosos que no hayan intervenido en la lucha política.  …de África no diré a ustedes una palabra, ni permitiremos que de ello se escriba ni casi se hable. Problema al que le han de buscar resolución las armas y la diplomacia juntas, nada gana con ser entregado al público».
Entre las razones por las que trata de explicar y justificar su pronunciamiento militar, señalará también la terquedad del Ministro de Estado, Santiago Alba y su presencia en el Gabinete de Concentración liberal, un ministro que supuso el enfrentamiento entre la casta política y militar y que tendría un enorme impacto sobre el conjunto de la opinión. Alba sería visto por muchos como un “Caballo de Troya” dentro del régimen siendo un factor clave y esencial para entender su descomposición final. A Santiago Alba no le bastaría con presentar su dimisión, los militares le tenían ganas; ante el anuncio de los militares de proceder a realizar un registro en su domicilio y en el que había sido su Ministerio, el de Estado (se buscaban papeles y documentos que le pudieran comprometer), el ex ministro elegía el camino del exilio voluntario con destino a Francia. El “traidor” renunciaba a asumir cualquier tipo de responsabilidad que tan sañudamente había tratado de exigir a sus predecesores.
Aquel 14 de Septiembre el Rey empezaba a hacerse una idea del panorama que se le presentaba; casi el Ejército en pleno se había sublevado, tras las lógicas dudas iniciales, decidía aceptar la nueva situación como un hecho consumado; aceptaba ese día la dimisión del Gobierno y es que, hacer lo contrario, hubiera podido degenerar en un complicado y cruento conflicto civil. El Rey se veía obligado a elegir entre salvar la centenaria dinastía, al precio que fuere, o desatar una guerra civil donde se dilucidarían, a sangre y fuego, todos las disputas y los intereses cruzados que acapararon el debate político en los últimos años; revolución, anarquismo, nacionalismo, republicanismo, Junteros…. La encrucijada para la Corona era extremadamente difícil, tanto que, el General Cavalcanti llegaría a reconocer que, en caso de no haberles secundado, no les hubiera temblado el pulso para derrocar al Rey si ello hubiera sido preciso. Es decir, podemos decir que, en cierto modo, la voluntad del monarca había sido secuestrada (como, por otra parte, ya hicieran o pretendieran muchos otros en los años anteriores), y no sólo por la cúpula militar.
Un día más tarde, el 15 de Septiembre, Primo de Rivera era recibido en olor de multitudes por las calles de Madrid. En el Palacio Real el Rey le ratificaba el encargo de formar Gabinete, para tal fin, se constituía un Directorio Militar con carácter provisional presidido por Primo de Rivera y que tenía como propósito funcionar “hasta que el país facilite los hombres que España necesita”. Las adhesiones y muestras de solidaridad con el régimen se multiplicaban según avanzaban las horas; el propio órgano del PSOE, El Socialista, se encargaba de dar detalle de aquel acontecimiento:
«Adhesiones a la nueva situación: Han saludado con todo entusiasmo el acto realizado por el Directorio Militar, periódicos y colectividades como los que siguen: Confederación Patronal Española, El Debate, Minoría Maurista del Ayuntamiento de Madrid, La Acción, Las autoridades civiles, eclesiásticos y militares de Barcelona, El Universo, Los Somatenes de Cataluña, El Siglo Futuro, Unión Judicial de Magistrados y Jueces, Acción Ciudadana de Barcelona».
Ese mismo listado lo publicaría ampliado en días sucesivos (aumentado según se iban sumando instituciones, organizaciones o entidades a la causa del Directorio Militar), es decir, relataba a sus lectores la suma de apoyos que a diario recibía el nuevo orden liderado por Primo de Rivera, una forma de concienciar a sus masas de que el apoyo era masivo. El 17 de Septiembre (y salvando la censura que ya actuaba de forma resuelta), El socialista así concluía su editorial: “Estamos en nuestro puesto”: “Y como decimos anteriormente, los obreros organizados no creen llegado el momento de hacer su revolución”. Pequeños pasos, pero es indudable que todo apuntaba a que el socialismo se uniría, con mayor o menor entusiasmo, a esa lista que en aquellos días se daba a conocer respecto a las que eran las nuevas adhesiones al régimen. Hasta los Junteros quedarían integrados en él; las Juntas de Defensa serían definitivamente disueltas y su líder, el Coronel Nouvilas, será designado Secretario del nuevo Directorio; el Ejército, casi al completo, se ponía al servicio del Marqués de Estella. Todos creían ver, dentro de un régimen sin duda excepcional, una oportunidad, una fórmula nueva en la que, tal vez, pudieran encontrar el camino que la Restauración les había negado; eso sí, todos sabían que emprendían un camino lleno de incertidumbres. Un ejemplo ilustrativo que puede ayudar a dibujar lo que en aquellos momentos ocurría lo encontramos en la postura de un republicano de pro, Alcalá Zamora (reconvertido al republicanismo poco tiempo después, como tantos otros que habían sido tan ardorosamente monárquicos), otro que se sumaba a esos apoyos como los que también ofrecerían ilustres republicanos; Ortega y Gasset, Ossorio y Gallardo, Cambó y hasta Companys, que creía ver en todo aquello una esperanza que abriera la puerta de otros procesos. Es decir, como se puede apreciar, el nuevo Directorio atraía la mirada de amplios sectores de la vida política y social española y, ciertamente, muchos de ellos inequívocamente transversales; podemos afirmar, sin temor a equivocarnos que, una amplia mayoría social y política de aquella España apoyó sin ambages una sublevación militar.
Tal vez, todas esas circunstancias estaban apoyadas por las declaraciones de Primo de Rivera realizadas en aquellos días y en las que aseguraba que el Directorio había venido sin el propósito de quedarse, afirmaba que su dictadura sería un breve paréntesis en lo que era la marcha del orden constitucional, no auguraba un Directorio de más allá de unos cuántos meses de duración e incluso hacía referencia a su regreso a la Capitanía General de Barcelona de la que, por cierto, no había dimitido: “no pienso estar aquí más de tres meses”, llegaría a comentar a sus allegados, tiempo que consideraba el preciso para restablecer la justicia social, realizar unas elecciones justas y puras y nombrar un Gobierno plenamente constitucional. Cuatro días después del pronunciamiento militar, el 17 de Septiembre, se disolvían las Cortes españolas,
en aquella fecha, eran sustituidos los Gobernadores civiles por Gobernadores militares, además, tras la declaración del Estado de Guerra en toda la Nación, quedaban suspendidas algunas garantías constitucionales (artículos 4, 5, 6, 9 y 13) y serían limitados los derechos de reunión, asociación o de libertad de expresión, entre otros. También, quedaban desautorizados los periódicos para dar información sobre la guerra de Marruecos o hacer critica del momento actual, cumpliendo esos requisitos, los diarios de prensa podían circular “libremente” por la calle. Primo de Rivera asumía el Poder ejecutivo conjuntamente con el legislativo complicando extremadamente las prerrogativas del moderador del sistema, el Rey, que quedaba prácticamente sometido a la iniciativa personal del Marqués de Estella; por primera vez Alfonso XIII no ofrecía el Poder voluntariamente, éste había sido conquistado por el general con el apoyo de las principales instituciones y corporaciones sociales y políticas de España, luego el papel del Rey en todo este asunto, siempre fue más tangencial que protagonista por mucho que se pretenda incluirle como un factor decisivo y esencial en la trama conspiratoria.
Por su parte, el partido socialista y dando nuevas muestras de lo que era su progresiva aceptación de los hechos consumados, publicaba ese día 17 en su rotativo El Socialista, lo que parecía ser la aceptación de la censura: “Sólo han sido secuestradas algunas ediciones de nuestro diario -que, repetimos, ha aceptado el régimen de censura, como los demás periódicos madrileños”. En páginas interiores publicaba una circular de la Junta administrativa de la Casa del Pueblo de Madrid:
«…creemos cumplir un derecho elemental de solidaridad haciendo nuestro el criterio expresado por el Partido Socialista y la UGT, y ratificándonos en los consejos que dimos a los trabajadores organizados en las Sociedades de esta Casa del Pueblo en nuestra nota del día 13 exhortando a persistir en su actual conducta de serenidad, no alterando ésta por ningún género de iniciativas que les sean hechas para adoptar actitudes de violencia o de alteración de la vida pública normal de trabajo. …No romper, trabajadores madrileños, esta conducta de serenidad. Persistir en ella es la más acertada posición de defensa, en los momentos actuales, de los intereses de la organización obrera».
El Partido Socialista entendía que, con esa actitud, de calma y serenidad, podían defender mejor los intereses de los obreros. Empezaban a intuir seguramente que, apartado el anarquismo de toda legalidad, serían los representantes sindicales socialistas quienes habrían de ocupar ese lugar que se les había negado en los años precedentes; no se equivocaban.
En aquellos agitados e históricos días, ilustres representantes de la Concentración liberal ofrecían interesantes testimonios. El que fuera Presidente del Consejo de Ministros, García Prieto, dirigía una misiva a Primo de Rivera, lo hacía tras conocer algunas de las manifestaciones del general publicadas en algunos rotativos y en las que dejaba entrever un próximo procesamiento del que había sido jefe del último Gabinete por su responsabilidad de “no haber tenido carácter ni virtud para perseguir ni apartar del Gobierno a determinada persona que a él perteneció”. Así, conocidas las pretensiones, solicitaba que este proceso de enjuiciamiento fuera lo más rápido posible y se diera “publicidad y garantía de ser oído”. Una demostración más de que la figura del que fuera Ministro de Estado, Santiago Alba, fue un factor de desequilibrio institucional tan grande o incluso mayor que otros como pudieron ser el anarquismo e, incluso, el propio conflicto de Marruecos. Es difícil comprender, con la perspectiva del tiempo, la permanencia en aquel Gobierno de una figura tan controvertida y que tantos problemas y divisiones provocó, hasta el punto de hacer precipitar no sólo al Gobierno sino al propio régimen.
También serían ilustrativas las manifestaciones de otra destacada figura de los liberales, el Conde de Romanones y que recogían diversos rotativos madrileños ese 17 de Septiembre;  el político liberal afirmaba que a los militares se les debía dejar gobernar ahora solos; “sin ayudas de los políticos”. El Conde de Romanones reconocía que los anteriores Gobiernos no habían podido resolver ninguno de los pleitos que afectaban a la vida de la ciudadanía y que ni la tranquilidad ni la prosperidad de la Nación habían podido resolverse con acierto. Sin embargo, creía que no todo podía ser achacable a los políticos: “…nunca, en los últimos tiempos, por unos u otros motivos, se dejó a los políticos gobernar con libertad”, algo que también era indiscutible; había demasiados intereses cruzados entre quienes querían continuar con el régimen liberal y aquellos que no (incluso dentro de las propias instituciones). El jefe de los liberales llegaba a sugerir que no se creasen esas dificultades a las nuevas magistraturas: “… no dudamos que el movimiento triunfante se inspira en los más puros ideales patrióticos y sólo pensando en ello cabe esperar de ese movimiento el bien para España”. En último término, hacía referencia al papel del Rey en este pronunciamiento y asegurando que Alfonso XIII no ha había tenido nada que ver con él:
«Queremos también dejar bien sentada nuestra recia convicción de que el Rey de España no ha tenido la menor intervención en este movimiento. Ante los hechos consumados, tiene que aceptarlos y ver la manera de sacar de ellos provecho para la patria; pero midiendo bien sus actos todos, para no dar ni pretexto, si la nueva situación fracasara, a que, al caer, arrastrarse tras sí, o pusiese en peligro los altos atributos de la realeza».
Alfonso XIII negaría toda participación en el pronunciamiento, y es que dado el inmenso apoyo social y político con el que vino, no le quedó otra que aceptar unos hechos consumados. El Rey puso todos los medios para salvar la Corona, la dinastía y, haciéndolo procuraba que el régimen no cayera en un proceso de republicanización, sin duda, todavía amenazante, el republicanismo seguía tejiendo fuertes y solidarios vínculos con sectores inequívocamente prorrevolucionarios (socialistas, separatistas y anarquistas, fundamentalmente). Alfonso XIII creyó ver en este pronunciamiento un muro de contención momentáneo a cualquier otro impulso de tipo revolucionario que, en los años precedentes, tantos y graves problemas había creado a la Nación. Además, como se ha podido ir viendo a lo largo del relato del libro, el pronunciamiento contaba con el apoyo de grandes sectores de la opinión, de la política y de la sociedad españolas con lo que, enfrentarse a él poco sentido tenía cuando, además, las fuerzas revolucionarias no habían mostrado ningún interés en hacerlo (la dictadura venía con amplios apoyos y muy transversales, como ya se ha advertido anteriormente tanto que, ese día 17, en la lista que publicaba El Socialista sobre nuevas adhesiones, figuraba la adhesión del Ayuntamiento de Lérida, a propuesta de un concejal Lerrouxista, el Sr Estadella). Más adelante, el propio monarca llegaría a decir que, en muchos momentos, se había sentido un esclavo de las exigencias del General Primo de Rivera.
La dictadura de Primo de Rivera no era más que otro movimiento de tantos que proliferaban en la Europa de aquella época de entreguerras, pocos países escapaban a la imposición o amenaza de un régimen de corte totalitario. En el caso de España, el Directorio se presentaba como un régimen puramente circunstancial que no estaba destinado a perdurar en el tiempo, no tenía el propósito de suprimir la Constitución de 1876 y, sobre todo, anunciaba su intención de hacer una enmienda total a la vieja política para restablecer el orden y liquidar, de una vez por todas, el enquistado problema de África. Sin embargo, lo que en principio estaba destinado a durar solo unos meses se alargaría por un espacio de seis años, un periodo de tiempo que perfectamente lo podemos definir en dos periodos:
1.- Directorio Miliar (1923 – 1925); periodo en el que el Gobierno estuvo formado sólo por militares.
2.- Directorio Civil (1925 -1930); Gobierno con presencia de elementos civiles en algunas de sus carteras; Ministro de Hacienda (José Calvo Sotelo), de Fomento (el conde de Guadalhorce) y de Trabajo (Eduardo Aunós).
En el primero de ellos los militares ocuparían las principales Instituciones y las más altas magistraturas de la nación española. El Gobierno y sus directrices descansaran en las manos de destacados y reconocidos miembros del estamento militar y que pasarán a ocupar todos y cada uno de los cuerpos y ramos de la administración española. La regeneración política y social era su razón de ser y el orden público (la tan deseada paz social) y la definitiva resolución del problema del Protectorado de Marruecos sus principales prioridades.
El Directorio Civil, por su parte, sólo llegará cuando se alcanzan los objetivos definidos por el Directorio Miliar, en tan sólo dos años; y así, restablecido el orden público, sofocado el permanente estado de agitación y huelguístico, estabilizado y pacificado el Protectorado español en Marruecos (Alhucemas, 1925), en lugar de dar paso a un nuevo tiempo político se buscaría consolidar el régimen (éste contaba, en aquel momento, con un  beneplácito y consenso social prácticamente nunca antes visto), es decir, se iniciaría su intento de institucionalización mediante la imposición de un partido único (la Unión Patriótica) y la promulgación de una nueva Constitución que, por cierto, no llegaría a ver la luz. Los militares dejarán el peso de toda esa magna como complicada obra al aparato civil (un paso que, en buena parte, se debía al restablecimiento de la tan ansiada paz social), la gran mayoría de cargos públicos e instituciones pasarán a manos de la sociedad civil que se fijaría como objetivo primordial la reforma estructural de España esto es, el desarrollo económico, la reconstrucción política y la reforma social (en toda esta obra destacaría el papel de un joven Ministro de Hacienda, José Calvo Sotelo). De esta forma se daba paso a un régimen de tipo corporativo que, en un corto periodo de tiempo, generaría gran controversia y rechazo general de una buena parte de quienes, dos años antes, le habían ofrecido un desinteresado apoyo, y todo a consecuencia de no mostrar intención alguna de querer abandonar los resortes del Poder, al contrario, amenazaba con institucionalizarse incumpliendo el carácter de temporalidad con el que advino en Septiembre de 1923. En efecto, la paz social, en el interior y en el exterior de nuestras fronteras, abrían la posibilidad de prolongar la vida de un régimen que ya no creía ver fecha de caducidad, esta se la iban a poner muchos de los que sellaron su suerte a la del propio régimen dictatorial.








EL DIRECTORIO MILITAR: LA PAZ SOCIAL DESACTIVA LA REVOLUCIÓN
«A propuesta del Jefe del Gobierno, presidente del Directorio Militar, de acuerdo con éste y de conformidad con lo prevenido en la Ley Orgánica el Consejo de Estado de 5 de Abril de 1924, reformada en 13 de Septiembre próximo pasado:  Vengo a nombrar consejeros de Estado para el bienio de 1924 a 1926 a… D. Francisco Largo Caballero, consejero de Trabajo, en representación del elemento obrero».
Real Decreto del 14 de Octubre de 1923; nombramiento de Largo Caballero como Consejero de Estado de Trabajo.
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Miembros del Directorio Militar (1923 – 1925) presidido por el General Primo de Rivera, en el centro de la imagen.
En el presente capítulo veremos como el partido socialista participará activamente en el régimen dictatorial; su posición colaboracionista sería más que evidente y el nombramiento de Largo Caballero como Consejero de Estado del ramo laboral en España no era más que el avance de esa política de colaboración entre el PSOE y Primo de Rivera; fruto de todo ello, germinaría una paz social de la que no se había disfrutado en las últimas décadas en las calles españolas
El periodo que va de 1923 a 1925, tal vez, sea el único del primer cuarto de siglo en el que la amenaza revolucionaria dejó de ser noticia diaria en el ya de por sí agitado panorama político español. Tras tres largas décadas de amenaza y agitación subversiva casi constante se daba paso a un periodo de apenas dos años de tregua, dos años en los que la paz social y la serenidad de los espíritus fue la nota predominante y a destacar en las calles españolas y que se desarrollaron en este periodo que calificamos como Directorio Militar.
Dado que este libro trata de analizar el proceso de la amenaza revolucionaria que vivió y padeció España durante esos casi cuarenta años y, siendo éste el único periodo donde esta no supuso un peligro o amenaza real, pasaremos un poco de puntillas sobre él para quedarnos con lo que, a mi modesto entender, pudiera ser lo más oportuno de conocer y que nos sirva para enlazar un periodo con otro. Elegiré algunos pasajes que puedan ayudarnos a ilustrar mejor lo que fue aquel periodo en el que, pese al secuestro de los derechos y libertades que la Carta Magna de 1876 garantizaba, la Nación conoció un periodo de serenidad, solidaridad y entendimiento que extrañamente se ha podido ver y, sobre todo, disfrutar en la larga y apasionante historia de nuestra Patria. Todo ello fue posible gracias al apoyo de los más diversos sectores políticos y sociales del país, un apoyo y espíritu transversal tan extraño a la propia tradición española. Fueron muy pocos los que en aquellos dos años no mostraron algún tipo de apoyo o solidaridad al nuevo régimen y ello posibilitó, primero, que el régimen pronto fuera asimilado por una gran mayoría de españoles y, segundo, y fruto de esa aceptación, se diera finitud a algunos de los problemas más enquistados del panorama político-social español; el orden público y la guerra en el Protectorado de Marruecos. Lo que la llamada vieja política no consiguió en décadas, el Directorio Militar lo iba a resolver en apenas de dos años.
El restablecimiento del orden público conllevaría que la tan cacareada como deseada paz social fuera finalmente perceptible; en su momento ya referí a que esto sólo fue posible con la marginación, y posterior ilegalización, del principal elemento agitador del orden público, el anarquismo. La CNT sería el principal objetivo a eliminar por el nuevo régimen, el PSOE conocía estos propósitos y pronto se distanció de un anarquismo que estaba condenado a vivir en la más absoluta clandestinidad. Eliminado el anarquismo, el régimen tenía que contener al otro elemento de agitación revolucionaria, el socialismo; la decisión conllevó no pocos problemas dentro del partido puesto que, el ala prietista, se negaba en rotundo a colaborar con los militares. No así el ala caballerista; Largo Caballero, como secretario general de la UGT veía una ocasión única para afianzar al sindicato como el representante único del obrerismo español, un caramelo que no podía desdeñar puesto que, creyendo en la temporalidad del régimen y, sobre todo, una vez superado este, su formación podría convertirse en la bandera del proletariado español y el ariete del proceso revolucionario que aún consideraba que estaba por venir. De esta forma, el PSOE sería el único partido con una estructura reconocible cuando esa amenaza revolucionaria se reactive de nuevo unos años después, en 1931; su éxito electoral en aquel año no se puede entender sin sus años de colaboración con el régimen de Primo de Rivera.
Decreto del 14 de Septiembre de 1924: La Gaceta de Madrid (BOE de aquel tiempo) publicaba la promulgación de un Real Decreto por el que se reformaba la composición del Consejo de Estado. En su artículo segundo se daba a conocer esa nueva composición, entre sus nuevos miembros figuraban dos pertenecientes al Departamento de Trabajo, uno al elemento patronal y otro al obrero. Bien, un mes después, el 13 de Octubre, en otro Real Decreto, el secretario general de la UGT, Largo Caballero, era nombrado Consejero de Estado del Trabajo, es decir, el socialismo español se integraba plenamente en el régimen formando parte de algunas de sus instituciones; este nombramiento abría el camino de los no pocos y destacados cargos públicos de los que tomarían posesión relevantes miembros del partido socialista. Con ello, los dos principales agentes de la revolución, el nacionalismo catalán, y del que era su figura más representativa Francés Cambó, y el socialismo, del que el propio Largo Caballero era ahora su principal estandarte, unían su suerte a un régimen dictatorial en manos de una cúpula militar, el Directorio militar, y lo hacían aparcando sus intereses doctrinarios por otros más particularistas y de partido; paz social y contraprestaciones económicas los primeros, representatividad y cotas de poder en la administración los socialistas. El presumible carácter de temporalidad de la dictadura los animaba a asumir este reto de ser coparticipes de un régimen que, en principio, poco o nada tenía que ver con los verdaderos principios por los que vieron la luz sus respectivas organizaciones. Nada más conocer la decisión de Largo Caballero de intervenir y ser protagonista en las instituciones de la dictadura, Indalecio Prieto dimitiría de su cargo dentro de la Comisión Ejecutiva del PSOE, era el 25 de Octubre.
Largo Caballero miembro del Consejo de Estado de un régimen totalitario; ¿era cosa menor?, ¿no tenía conexión alguna con el elemento ejecutivo del mismo?, ¿era ajeno a las decisiones que se tomaban en los órganos consultivos del régimen?. Veamos; vamos a tratar de buscar las respuestas en el propio Real Decreto del 14 de Septiembre de 1924, aquel por el que se daba una nueva configuración al Consejo de Estado. Artículo 4:
«El Presidente del Consejo de Estado fijará el orden del día del Consejo en Pleno, previo acuerdo con el Gobierno; presidirá las sesiones del Consejo en Pleno, cuando no asista ningún miembro del Gobierno, y siempre las de las Comisiones permanentes; autorizará la correspondencia oficial y será jefe de todas las dependencias del Consejo».
Como se puede apreciar la relación con el Gobierno (el Directorio Militar) era estrecha, el orden del día de cada sesión plenaria venía previo acuerdo del Presidente del Consejo de Estado y del Directorio, de la cúpula militar, luego, nadie puede negar el pleno conocimiento del dirigente socialista de todos los entresijos y las directrices de un régimen en el que participaba plenamente integrado y en estrecha relación con sus más altas magistraturas. El Consejo de Estado, como órgano consultivo que era, podía ser convocado (la Comisión Permanente) para casos de urgencia por el propio Directorio, en sus plenos se debatían sobre los asuntos más vivos y candentes de aquel histórico momento; ratificación de los Tratados de comercio o navegación, asuntos sobre la inteligencia y cumplimiento de los Tratados internacionales y Concordatos con la Sante Sede, hasta sobre cualquier tipo “de resolución que por circunstancias y conveniencias de la Nación crea adoptar el Gobierno, de la que debe dar en su día a las Cortes. Sólo en casos de urgencia podrá el Gobierno prescindir de la consulta”. Es decir, Largo Caballero no era un monigote colocado en un sillón que permaneciera ajeno a lo que el Directorio Militar hacía o deshacía, tan es así que, dos años después, en 1926 y desde esa posición preminente dentro del régimen, conseguiría la creación de los Comités Paritarios, órgano en el que se dirimirían las diferencias y conflictos laborales entre patronos y obreros y que sólo fueron posibles por el fruto de esa estrecha colaboración entre socialismo y régimen dictatorial militar.
Al respecto de su nombramiento como Consejero de Estado decir que, mientras que los obreros a los que decía representar cobraban en su mayor parte unos jornales de miseria, el secretario general de la UGT y ahora vocal obrero del Consejo de Estado, encargado de atender resolver los conflictos laborales y como miembro de ese Consejo de Estado se le adjudicaba una retribución de 15.000 pesetas anuales (el jornal medio de un obrero español no llegaba, ni de lejos, a las 1.000 pesetas anuales).
El 1 de Octubre de ese año 1924, El Socialista publicaba en su primera página la noticia de la propuesta de Largo Caballero como Consejero de Estado; recogía la propuesta de la representación del proletariado en el Consejo de Estado que había elegido, a Largo Caballero, como consejero de Estado para la representación obrera en España. Quedaba sólo esperar a la respuesta que la Comisión Permanente del Consejo de Estado diera sobre dicha propuesta que, como veremos, será aceptada días después. El Presidente del Consejo de Estado elevaría esta designación al jefe del Gobierno para su aprobación definitiva. En efecto, días después, el 14 de Octubre, se publicaba el Real Decreto por el que se nombraba oficialmente consejero de Estado al líder de los socialistas, Largo Caballero:
«A propuesta del Jefe del Gobierno, presidente del Directorio Militar, de acuerdo con éste y de conformidad con lo prevenido en la Ley Orgánica el Consejo de Estado de 5 de Abril de 1924, reformada en 13 de Septiembre próximo pasado:  Vengo a nombrar consejeros de Estado para el bienio de 1924 a 1926 a… D. Francisco Largo Caballero, consejero de Trabajo, en representación del elemento obrero».
Todos los más altos poderes del nuevo Estado daban su plena conformidad a la participación del socialista Largo Caballero en éste (recordemos que el nombramiento, siendo Real Decreto, llevaba la firma real de Alfonso XIII). La toma de posesión de su nuevo cargo se haría efectiva el día 25 de Octubre; todos los consejeros prestaron juramento en la forma acostumbrada excepto el referido Largo Caballero, que lo hizo bajo promesa. El socialista quedaría integrado en la Sección de Hacienda y Trabajo junto a José Gavilán y Díaz, vocal de la patronal en el Consejo de Estado, entre otros. Además, señalar que Largo Caballero sería el único que rompería el protocolo habitual en la vestimenta durante el acto puesto que acudió sin el chaqué protocolario, asistió con lo que venía a ser un traje de tarde. Aquella impactante “foto” del secretario general de la UGT en los sillones del Consejo de Estado provocaría la dimisión de la ejecutiva del PSOE, ejecutiva que había sido la que, en última instancia, había autorizado su nombramiento. Este era el inicio del camino por el que PSOE iría acaparando una serie de destacados cargos públicos dentro del régimen del Directorio Militar de Primo de Rivera; hubo presencia de socialistas en destacados organismos oficiales del régimen; Consejo Interventor de Cuentas del Estado, la Comisión Interina de Corporaciones, Consejo de Trabajo entre otros muchos. Ese espíritu colaboracionista entre dictadura y socialismo hizo posible que tanto el partido, PSOE, como su organización sindical, la UGT, se convirtieran en el sindicato y el partido más relevantes en el régimen en cuánto a organización y estructura hasta la aparición de Unión Patriótica en el año 1926, partido creado por las altas esferas militares en el que era su camino hacia la institucionalización el régimen.
Otra muestra de esa colaboración entre socialismo y dictadura la encontramos en la posición que ante ella adoptó el líder del combativo sindicato de mineros asturianos, el SOMA-UGT, Manuel Llaneza. A las pocas semanas de acceder al Poder, Primo de Rivera mantenía su primer contacto con Llaneza, el 1 de Octubre de 1923, al que aseguró que el nuevo régimen garantizaría todos los logros sociales conseguidos por la clase obrera y al que confirmaría que su organización, la UGT, en modo alguno sería molestada. Este primer paso sería decisivo para que, tanto el propio Manuel Llaneza como dirigentes del partido socialista, Largo Caballero y su fundador, Pablo Iglesias, optarán finalmente por colaborar con el régimen, punto de vista que no compartirían otros destacados miembros del partido, Fernández de los Ríos e Indalecio Prieto entre los más reconocibles. El movimiento obrero, tras aquel mes de Octubre de 1923, quedaba en manos del partido socialista (la represión y posterior ilegalización de la CNT así lo acreditarían) y, un año después, en Octubre de 1924, ese colaboracionismo se institucionalizaría con la presencia de Largo Caballero en uno de los sillones del Consejo de Estado.
De esta forma, ilegalizado y eliminado casi por completo el peligro anarquista, incorporado el socialismo revolucionario dentro de las instituciones y cuerpos del nuevo régimen, con un nacionalismo apaciguado y habiéndose recuperado la paz social en las calles de Cataluña y la actividad económica habitual en la región, con un republicanismo dividido entre quienes tendían puentes y quienes pretendían crear molestia al nuevo régimen, podemos afirmar que la cuestión social, la paz social sería prácticamente completa en aquellos dos primeros años del Directorio; los indudables éxitos de los primeros años de la dictadura fomentarían la división entre los que, hasta aquel entonces, habían sido opositores al régimen liberal. Dentro de ese río revuelto del republicanismo, un hombre que solía frecuentar el Ateneo de Madrid, clausurado por la dictadura el 20 de Febrero de 1924 por realizar “política estridente y perturbadora” (era frecuente que allí se hiciera oposición política al nuevo régimen, algo que se consideraba alejado de sus fines) se decidió a promover y encauzar un movimiento de corte republicano y de protesta política. Este hombre era Manuel Azaña que, en Mayo de 1924, redactaba un Manifiesto con el título: “Apelación a la República”; en él mostraba su descontento por la solidaridad que muchas fuerzas políticas y sociales habían mostrado a la dictadura, además, apuntaba a la figura del Rey y a la institución que representaba, la Monarquía, como cómplices de la perdida de las libertades y creyendo ver en la República la única solución para el restablecimiento de esas libertades democráticas; en ese sentido, afirmaba la incompatibilidad entre Monarquía y democracia y lo que él consideraba el verdadero liberalismo. Este Manifiesto abarcaba muchos temas de vibrante actualidad en aquel momento, entre ellos, algunos de lo que serían los principales postulados que, años después, durante la Segunda República, llevará como bandera: La denuncia de la intromisión del Ejército en la vida política, la defensa de la libertad de prensa, de manifestación o de reunión, del sufragio universal, el rechazo al falseamiento de votos, la defensa de un liberalismo integrador y que admitiera por igual al proletariado, al burgués, al socialista, al republicano e, incluso, al monárquico, la defensa de la cultura para que fuera más accesible, la lucha contra el caciquismo y los abusos policiales, la defensa de la democracia y de la libertad de conciencia o el saneamiento de la moneda, entre otras muchas. Como veremos en su momento, durante la Segunda República, cualquier parecido con todo lo que por aquel entonces proclamaba sería producto de la casualidad y es que, muy pocos postulados llegarían a hacerse realidad, más bien al contrario. Algunos otros, sin embargo, si serían escrupulosamente cumplidos, como la reforma militar proyectada para reducir la oficialidad en el Ejército y para suprimir tanto las capitanías generales como las academias militares, la clausura de los colegios jesuitas y de las órdenes religiosas, la ejecución de un plan de obras públicas, la reforma de la Hacienda, la estrecha colaboración con el partido socialista (germen de lo que sería la alianza republicano-socialista) o la promoción de reformas sociales; todo ello, entendía Azaña que se debía realizar “de forma pacífica, pues tanto una revolución como un golpe de Estado, producirían un resultado inestable”. (Conviene recordar que Azaña participará activamente en el golpe de Diciembre de 1930 y mostrará su solidaridad, cuando no su complacencia y apoyo, al posterior de Octubre de 1934).
Pero, como he referido anteriormente, todo intento de oposición se tenía que enfrentar a la nueva y tozuda realidad, la situación de España en aquella Primavera de 1924 distaba mucho de la España de los últimos momentos del régimen liberal, tan es así, que muchas fuerzas sociales y políticas de toda condición mostraban una indisimulada solidaridad con lo que era un régimen dictatorial, si bien es cierto, lo hacían con la premisa de su carácter provisional o de interinidad. Ese ambiente de optimismo, de regeneración nacional, con fuerzas tan dispares y opuestas ligadas a una empresa común, se iba a ver reforzado con el éxito de las operaciones llevadas a cabo en Marruecos y que culminarían con la hazaña del desembarco en la Bahía de Alhucemas apenas unos meses después, en Septiembre de 1925. Resulta llamativo que, un militar que estuvo más cerca de las fórmulas llamadas abandonistas en los años precedentes, fuera quien diera fin al trágico y largo conflicto aplicando las fórmulas defendidas durante años por los militares africanistas y que, empezaban y acababan, en la toma de Alhucemas.
Eliminados los partidos políticos se eliminaba cualquier disidencia a la táctica a emplear en el Protectorado español; una táctica que estaba dentro del fuero militar iba a ser zanjada por militares sin la intromisión, no ya de la política, sino de los intereses particulares y personalistas de esta y que tanto daño hacían, y habían hecho, a las distintas operaciones militares. El Ejército, sin esa injerencia, ajeno a toda “guerra política”, recuperó su autoestima y la determinación tan necesarias para afrontar retos de la magnitud que suponía el desembarco en la Bahía de Alhucemas y en lo que habría de ser el primer desembarco anfibio de la historia. De este modo, en apenas cuatro años, de un Ejército desahuciado y vituperado por todos por los dramáticos sucesos de Annual, se pasaba a un Ejército que sería capaz de innovar y de crear una novedosa maniobra militar nunca antes vista y que sería esencial para dar finitud a la guerra más cruel y trágica de las habidas en la historia, la II Guerra Mundial y en lo que sería la victoria final de las fuerzas aliadas (el desembarco de Normandía sería una operación, a mucha mayor escala, a semejanza de lo que fue el desembarco español en Alhucemas).
Relatados los sucesos de Annual y las repercusiones que tuvo, no incidiré en grandes detalles sobre lo que fue, sin duda, un éxito memorable del Ejército español, no ya por lo conseguido (suponía un enorme avance en el fin de las hostilidades en África) sino por la forma magistral de hacerlo. Así, haré mención a algunos pequeños detalles que puedan ilustrar el éxito de la operación y que sirvan para dar mi humilde apoyo a la obra y gloria de nuestro Ejército, tan cruel e injustamente criticado en aquellos años por razones anteriormente expuestas.
Desde el advenimiento de la dictadura primorriverista el Ejército español dejó de ser objetivo de las luchas políticas cainitas, comenzó a sentir la protección y el amparo del conjunto de las instituciones del Estado y ello supuso un impulso en lo que sería su definitiva reorganización en el mando de las operaciones y en la ejecución de estas. Después de años de dimes y diretes sobre la toma de la Bahía de Alhucemas, todas ellas, bajo la sombra de la acometida política (se plantearía por primera vez en el año 1913), un mando único y absolutamente decidido iba a lograr en cuestión de meses lo que, ni por asomo, se pudo conseguir en veinte años (esto, seguramente, ayude a explicar porque en otras tantas cuestiones resultó prácticamente imposible que iniciativa política alguna consiguiera el éxito deseado). Septiembre de 1925 sería el momento elegido para llevar a cabo las operaciones, la nación española respiraba un inusual ambiente de serenidad y paz social que no se recordaba en las últimas décadas, esto propició aunar fuerzas y voluntades en lo que era otro de los grandes retos de aquel régimen y que, como sucediera con tantos otros, no fueron remediados por los que fueron los protagonistas de los anteriores gobiernos liberales. Sin amenazas revolucionarias latentes, sin la intromisión de los intereses partidistas de las formaciones políticas, llegaba el momento de concentrar esfuerzos en aquello que era el mayor reto del Ejército español en aquel Siglo XX; la pacificación del Protectorado.
La operación se iniciaría el 5 de Septiembre con el desembarco de más de 9.000 hombres en Ceuta bajo el mando del General Leopoldo Saro Martín; unas horas más tarde, en la madrugada del 5 al 6 de Septiembre, otros 9.000 hombres lo hacían en Melilla bajo el mando del General Emilio Fernández Pérez. Ambas flotillas se encontrarán en torno a la Bahía de Alhucemas al caer la tarde del día 6; el operativo contaba con el apoyo de más de 100 navíos. En unas pocas horas, lo que tanta disputa y controversias políticas generó durante años, se resolvió satisfactoriamente para los intereses españoles. Así, el día 8 de Septiembre, se realizaban los primeros cañonazos desde los destructores españoles y franceses cuando apenas pasaban unos minutos de las 8 de la mañana (la arriesgada operación, contaría con el apoyo de Francia, país también con evidentes intereses geoestratégicos en la zona), lo hacían mientras aviones españoles sobrevolaban las posiciones de los rifeños; al mismo tiempo, tropas de Regulares avanzaban con dirección hacia la costa desde las aguas del Mediterráneo. El General Primo de Rivera, en el curso de ese mediodía, enviaba un Radiograma al Rey y al Gobierno desde el acorazado Alfonso XIII:
«A las 12 las tropas han puesto pie en la Bahía de Cebadilla. A las 12:30 han coronado la posición, tras breve preparación de fuego y sin gran resistencia».
Las tropas españolas, aquel mediodía del 8 de Septiembre de 1925, pisaban tierra firme en la Bahía de Alhucemas (en la angosta y estrecha línea de playa), el primer desembarco anfibio y combinado de la historia militar había sido todo un éxito sin precedentes y España su protagonista. Más de 13.000 hombres lograban desembarcar cuando se iniciaba la tarde de ese día 8 iniciando su avance por tierras rifeñas, lugar del Protectorado donde las cabilas eran más agresivas. España había sido protagonista del primer desembarco anfibio de la historia, esto es, carros de combate se desplegaban sobre la playa formando parte de una gran acción de combate anfibio; todo ello se hacía con un mando conjunto que debía coordinar las acciones por tierra, mar y aire. Al mando de las fuerzas terrestres se encontraba el General Sanjurjo, al mando de la flota el Vicealmirante Francisco Yolif mientras que, la fuerza aérea, estaba a las órdenes del General Soriano; todos, obedeciendo las órdenes del mando supremo, el General Primo de Rivera. De aquella primera oleada en el desembarco destacará un joven oficial, el Coronel de la Legión Francisco Franco que, semanas después, con el éxito del avance español en tierras marroquíes, adquirirá gran relevancia por sus dotes militares y buen hacer; con sólo 33 años, será nombrado general, el más joven de aquel tiempo.
Las posteriores ofensivas rifeñas apenas soportaron las dos semanas, hasta finales de Septiembre; el 1 de Octubre las tropas españolas se harían con la localidad de Axdir, la capital de la República del Rif, un éxito por el que el final de las operaciones estaba mucho más cerca. La pacificación no se alcanzaría hasta el 26 de Mayo de 1926, fecha en la que Abd el Krim se entregaba a las tropas francesas, desde entonces, sólo se produjeron algunas escaramuzas locales que serían liquidadas definitivamente un año después, el 10 de Julio de 1927; aquel histórico día el General Sanjurjo, Alto Comisario en Marruecos, anunciaba el fin de la guerra del Rif tras casi 25 años de continuas y extremas hostilidades. La historiografía tradicional, tan extremadamente indolente y remisa para dar conocimiento o relatar las hazañas de nuestro Ejército, ha destacado habitualmente más lo que fue, sin duda, una de las derrotas más duras de la historia del Ejército español, Annual, que la hazaña del desembarco de Alhucemas. Es indudable que Annual, a parte de la tragedia humana que supuso, tuvo un componente indudable e inequívocamente político que, en buena medida, hizo posible la caída de un régimen que tenía una vigencia de casi cinco décadas y, por ello, es justicia el que ocupe grandes líneas en el examen y estudio de nuestra historia pero Alhucemas, 100 años después, sigue siendo un tema tabú (sin duda, que fuera protagonista de aquel logro el que era Coronel de la Legión, Francisco Franco, no ayuda a que se le reconozca el indudable mérito que todo ello merece), pocos conocen o tienen alguna referencia de lo que fue, sin duda, una gesta militar sin parangón hasta la fecha. Así, para hacer justicia a aquellos hombres, para su honrar su memoria acudo, de nuevo, a unas palabras pronunciadas por Calvo Sotelo unos años más tarde, en la histórica sesión a Cortes del día 6 de Noviembre de 1934, cuando se debatían los trágicos sucesos de la tentativa golpista del PSOE en Octubre de aquel año:
«Al lado de Annual, ha habido un Alhucemas».
Aquel 6 de Noviembre de 1934 (en plena efervescencia patriótica tras lo ocurrido unas semanas antes) Calvo Sotelo culpaba a generaciones de “derrotistas” de los continuos ataques de desprestigio a los que se había sometido al Ejército español durante décadas:
“…generaciones de intelectuales derrotistas, envenenadas por el recelo y por el despecho, de las que ha sido una expresión insuperable el espíritu triunfador del Sr. Azaña”, diría durante su intervención. Y es que es justo reconocer que, tras un desastre como el de Annual, el Ejército español no sólo se repuso sino que le fue devuelto, cuatro años después y con toda la autoridad, el prestigio perdido en lo que sería el formidable e histórico desembarco en la Bahía de Alhucemas.
Si Annual tuvo unas derivaciones políticas evidentes y que ya han sido suficientemente analizadas, Alhucemas también las tendría. Tras el formidable éxito el régimen lograría aumentar aún más sus ya altos índices de popularidad, claro ejemplo de ello sería el clamor popular con el que era recibido el General Primo de Rivera allá por donde pisaba; si a esto le sumamos la paz social que respiraba el conjunto del territorio español, tal vez estemos en disposición de visualizar y, sobre todo comprender, el paso decisivo y crucial que el Directorio habría de tomar en el transcurso de aquel Otoño de 1925. El Directorio que, hasta entonces, estaba colonizado enteramente por militares, daba paso a un Gobierno con la participación de elementos civiles, todos ellos, miembros de un partido recién creado, la Unión Patriótica. La paz social y militar, la coyuntura extraordinariamente favorable del conjunto de la Nación española nos llevaban a un periodo nuevo dentro del régimen, el Directorio Civil; la dictadura primorriverista, aprovechando esas circunstancias tan favorables, se decidía a institucionalizar el régimen, ahora ya si, sin fecha de caducidad.












EL DIRECTORIO CIVIL: LA DCTADURA SE INSTITUCIONALIZA Y PRECIPITA SU FIN
 
«Considero el intento de tal gravedad e importancia que, si llegará a realizarse, creo que traería consigo la ruptura definitiva y el apartamiento inmediato del monarca cuando no de la Monarquía, de todos los hombres Monárquicos de España».
Sánchez Guerra, ex Presidente del Gobierno; Octubre de 1927.
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“Las bases del programa de Unión Patriótica”; portada del diario La Nación, 12 de Febrero de 1936. El diario oficial del régimen anunciaba el propósito de crear una Asamblea Constituyente encargada de elaborar una Constitución. El régimen anunciaba su intención de institucionalizarse.
 
El intento de institucionalizarse del régimen con la creación de una Asamblea Consultiva que habría de discutir una Constitución alejara del régimen dictatorial a muchos y destacados apoyos iniciales, entre ellos, a algunos de las figuras del monarquismo más relevantes y entre las que destacaba el ex Presidente del Gobierno, Sánchez Guerra. A esta desafección de elementos del monarquismo, se unirán los republicanos que irán uniendo fuerzas y recabando solidaridades para crear una fuerza de choque destinada a acabar y dinamitar los propósitos de prolongarse del régimen.
A finales de 1925 la consolidación de la Dictadura parecía ser un hecho; desaparecido el terrorismo anarquista, restablecido el orden y la paz social, casi completamente pacificado el Protectorado, con unos índices de popularidad del régimen crecientes, se empezó una nueva etapa en la que el principal objetivo era institucionalizar un régimen que parecía contar con el casi total asenso de la sociedad española. Sin embargo, pronto se vio que el paso que pretendía dar ahora la dictadura primoriverista no sería bien visto por amplios sectores de la sociedad que no contemplaban que un régimen de este tipo hubiera venido para quedarse. Fue aceptado formidable y mayoritariamente por su carácter de temporalidad, para enmendar los enormes pleitos que habían sido heredados del régimen liberal, sin embargo, dejaría de serlo cuando anunciaba su propósito de eliminar su fecha de caducidad.
Ya en Octubre de ese año 1925 se dieron los primeros pasos de lo que se pretendía, uno de ellos, la salida a la calle de un diario que venía a ser el soporte de todos los principios y esencias del régimen, La Nación. Nacido el 19 de Octubre de aquel año, se convertiría en lo que podemos calificar como el periódico del régimen, el medio de propaganda para difundir las políticas y el ideario de un régimen que daba pasos dirigidos a semillar las instituciones y los órganos de poder. Aquel día reproducía en páginas interiores las manifestaciones que Primo de Rivera había realizado tres días antes, el 16, ante las representaciones de la Unión Patriótica en el Palacio de Hielo de Madrid, día en el que hablaría sobre el presente y el porvenir del régimen. Hacía referencia al nacimiento de un partido que, en Mayo de 1924, era todavía un partido embrionario y que, un año y medio después, se había convertido en el gran partido que todo régimen necesita para solidificar y consolidar un futuro. En su larga intervención resaltaba que, habiendo cedido el conjunto de las hostilidades que asolaban el país, se había certificado la consolidación y crecimiento de lo que era un partido de masas, un partido único del régimen:
«Ya hoy, que las hostilidades cedieron -no tenían más remedio que ceder- y vuestra fortaleza creció a compás que recogía los latidos del alma nacional, nada reclama esta protección. Ya sois el gran partido español; pudiera decir que sois el único partido español, porque fuera de vosotros, muy pocos que piensen en verdadero español y que no estén apasionados por rencores dejan de estar a vuestro lado (Grandes Aplausos)».
En ese partido, Unión Patriótica, fue en quien depositó su plena confianza, su destino era ser el único partido del régimen; en aquel momento, el PSOE era el otro partido que se desenvolvía con cierto margen de legalidad, sin embargo, no llegaría a tener esa consideración por razón de sus propios principios ideológicos tan apegados al federalismo y a las corrientes del socialismo revolucionario, principios a los que no había renunciado pese a su posición inequívocamente colaboracionista con el régimen. Minutos después, Primo de Rivera dejaría un gran titular y que ilustraba lo que estaba por venir, el Directorio iba a ser entregado a los miembros de la Unión Patriótica; sus palabras:
«Cómo, cuándo y en qué sentido advendrá la Unión Patriótica a la gobernación del país? Naturalmente, hago la salvedad de que en esto he de hablar y de proceder con silogismos, porque ese momento, esa designación, compete a la persona que ejerce el Poder moderador, a S.M. el Rey; pero yo, por mi parte, y mientras merezca su confianza, el día que crea indicado este cambio para el bien público en la vida política, no tendré absolutamente otro consejo que darle, en mi afán de perseverar en su servicio y en el servicio de España. …Por eso hemos de aconsejar al Rey, por el bien de España y del Ejército, que llame a la gobernación a los organismos de Uniones Patrióticas antes de que ninguno de eso fenómenos se presente, tan pronto como esté expedito del todo ese camino glorioso que estamos abriendo en Marruecos, y por el cual espero que pronto llegaremos a una estabilidad del problema, que no requerirá la presencia en el Poder de hombres especializados en el ejercicio de las armas. (Prolongados aplausos)».
Las palabras del General Primo de Rivera hablaban por sí solas; anunciaba un nuevo tiempo para España, los militares que la dirigieron durante los dos últimos años cedían los resortes del Poder a elementos del único partido del régimen con el propósito de afianzar la obra iniciada en Septiembre de 1923; consideraba que para eliminar posibles factores de riesgo y futuras amenazas lo mejor era entregar, más pronto que tarde, los resortes del Poder a civiles sobre los que no existiera una mácula de su españolidad y servicio al régimen, es decir, a los miembros del único partido con ese carácter, Unión Patriótica. Minutos más tarde, dejaría entrever como debería ser la gobernación cuando los elegidos accedieran a la gobernabilidad del país:
«¿Cómo ha de ejercer el Poder Unión Patriótica? Lo ha de ejercer con completo y absoluto radicalismo; radicalismo no de derechas ni de izquierdas, sino radicalismo que consista en llevar pronto a las leyes toda aquella substancia práctica y real y todo aquel vigor que necesitan; en suprimir de los Códigos, de las leyes y de los reglamentos toda la broza que impide su desenvolvimiento y hasta su aplicación beneficiosa; en hacer que la vida administrativa, la económica y la judicial sean algo en que no se consuma, fatigue y desespere la energía de la juventud, de aquella juventud que, aunque no lo sea por la edad, no siempre exacta, que se consigna en las cédulas, lo sea por sus alientos y por sus entusiasmos. (Aplausos)».
Del grave conflicto en Marruecos reconocía que “no solamente las razones, sino las circunstancias” le habían hecho ir modificando sus ideas y pensamientos respecto a la cuestión y es que, recordemos, Primo de Rivera llegó a defender las teorías “abandonistas” años antes cuando se planteaba la cuestión sobre la toma de la Bahía de Alhucemas. Ahora, afirmaba que este planteamiento había cambiado al comprobar, desde el ejercicio del Poder, que la amenaza seguía latente y, más, cuando en los primeros días de Noviembre de 1923 se intensificaban los ataques rifeños sobre las plazas de Tifaraurin y Tizi Asa. Por ello haría público su deseo de hacer referencia al enorme éxito que había supuesto el reciente e histórico desembarco en la Bahía de Alhucemas y entre los grandes aplausos y vítores de los asistentes.
Primo de Rivera concluiría su intervención advirtiendo de los peligros de la amenaza comunista, visible y presente ya en diversos países limítrofes europeos (el bolchevismo seguía tejiendo su tela de araña por toda Europa) y anunciando, al mismo tiempo, una nueva época de esperanza que se abría para España, lo hacía entre alusiones a un nuevo patriotismo destinado a superar el espíritu decadente de los años precedentes. En efecto, recuperar el sentido patriótico fue uno de los empeños que se fijó Primo de Rivera tras las décadas de continuos ataques al espíritu de unidad y de conciencia nacionales que, principalmente, los partidos antisistema propagaron y extendieron como herramienta útil de desestabilización y destrucción del régimen liberal. No sólo lo consiguieron, también dejaron como herencia un amargo poso de espíritu decadente que asumieron las nuevas generaciones y, lamentablemente, una buena parte de la intelectualidad al objeto de avivar una ofensiva a la que había sido la épica historia española y a la que asociaban a un vetusto regalismo como potenciador de las desigualdades entre territorios y españoles. De esta forma, la aspiración autonomista recogida por el republicanismo pronto se vería rebasada por un federalismo que era defendido por los que, años atrás, agitaron la bandera revolucionaria, socialistas y nacionalistas.
Sin duda, el republicanismo fue quien aglutinó ese espíritu combativo contra la dictadura de Primo de Rivera al comprobar que esta pretendía echar el ancla a un Directorio que, en principio, había venido con billete de ida y vuelta, y es que las palabras del Marqués de Estella aquel 16 de Octubre, aprovechando el eco del histórico logro de Alhucemas, no dejaban lugar a dudas respecto de sus nuevos propósitos de perpetuarse en las altas esferas del Poder.
En efecto, el republicanismo se erigiría en el aglutinador de ese desencanto y esa denuncia de la que tampoco se libraba el Rey, al que criticaban el que nada hiciera para revertir lo que entendían suponía un asalto a los principios constitucionales, suspendidos desde aquel Septiembre de 1923. Ese republicanismo inicio su andadura dentro del régimen igualmente fraccionado; el partido Reformista de Melquíades Álvarez, colaboracionista con el régimen liberal en sus últimos años, no contaba ya con los adeptos de antaño; los radicales de Lerroux, también se encontraban divididos y, sobre todo, con muy escasa presencia fuera de Cataluña; que decir de un PSOE fraccionado entre los colaboracionistas y los que, como los prietistas, se oponían frontalmente al régimen; así, en estas condiciones, sería un grupo de intelectuales quienes consiguieron dar forma a un nuevo republicanismo combativo encargado de trabajar por la solución republicana. Un nuevo republicanismo que iniciaba su camino hasta llegar a convertirse en la principal oposición al régimen.
Ese nuevo movimiento republicano hizo su acto de presentación en Mayo de 1924 (al que me referí anteriormente), cuando Manuel Azaña, desligándose del partido Reformista daba a conocer un Manifiesto: “Alegación por la República”, en el que se predicaba por una República como única forma viable de alcanzar la vía democrática, un movimiento que no dejaba de ser un proceso político contra el actual régimen primoriverista y que culminaría justo un año después, en Mayo de 1925, con la aparición de una plataforma política, Acción Republicana. Manuel Azaña, tras sus años junto a Melquíades Álvarez en el partido Reformista, tomaba ahora el testigo combativo de su antiguo líder desencantado de la cooperación del partido con el régimen liberal y su postura equidistante con el nuevo régimen. De esta forma, impulsaba lo que era una plataforma política de la que formarían parte destacados intelectuales de la época: Ayala, Marañón, Jiménez de Asúa o Giral entre otros; no serían los únicos, otros enarbolarían la bandera del republicanismo desde el exilio, como los casos de Miguel de Unamuno y Blasco Ibáñez. Especialmente combativo contra la dictadura se mostró siempre Miguel de Unamuno, en sus frecuentes críticas dejaba clara su posición respecto a esta y a sus colaboradores: “Mejor Alba sin el Rey a Llaneza con el Rey”, en clara alusión al partido socialista que parecía ajeno a esos primeros movimientos en contra del régimen durante aquel año 1925.  El principal propósito de esta plataforma era la creación de una amplia coalición combativa al régimen dictatorial y para lo que creían necesario contar con distintos apoyos que iban desde el añejo republicanismo de Lerroux (al que despreciaban pero que consideraban imprescindible por el número de sus adeptos), pasando por el socialismo, el sindicalismo y hasta llegar al comunismo e, incluso, las logias masónicas. (masonería reconocida por algunos de sus integrantes, muy presente en los ambientes del liberalismo más progresista de la época). A este respecto de la masonería referir como dato que, en aquel momento, sería frecuente la presencia en las logias masónicas de elementos militares y políticos que tenían en común su oposición a la dictadura (generales de la talla de López Ochoa, Riquelme o Cabanellas eran destacados masones).
Sería Azaña quien daría forma a esa disidencia que nacía de ese nuevo republicanismo, lo hizo mostrando su rechazo al añoso republicanismo de los radicales de Lerroux y al más clásico de Blasco Ibáñez; conseguiría aglutinar en torno a su movimiento a destacadas personalidades de la escena política, social y cultural que harán de imán para atraer a amplios sectores del republicanismo y, sobre todo, de la izquierda española. En unos pocos meses conseguiría unificar a un dividido republicanismo haciendo posible el surgimiento de una plataforma política que pretendía ampliar las bases de lo que en un principio fue Acción Republicana; así, el 11 de Febrero de 1926 (aniversario de la Primera República) nacía Alianza Republicana, plataforma en la que se integrarían los radicales de Lerroux, el nuevo partido de la República Catalana de Marcelino Domingo y Companys, el Partido Republicano Democrático Federal o la Acción Republicana del propio Manuel Azaña, entre otras formaciones. Ese 11 de Febrero se celebraron distintos actos conmemorativos de la Primera República española, actos que tuvieron cierta repercusión y a los que la censura impidió que se pronunciarán ningún tipo de discurso o su posterior publicitación en medios de prensa. Pese a todos esos impedimentos, se consiguió hacer público el nacimiento de esa Alianza republicana que habría de contar con una Junta provisional y de la que formarían parte Manuel Azaña, por Acción Republicana, Roberto Castrovido, en representación de la prensa republicana, Hilario Ayuso, por el Partido Republicano Federal, Marcelino Domingo, por el Partido Republicano Catalán y Alejandro Lerroux, por el Partido Republicano Radical. Igualmente, la Junta daría a conocer un Manifiesto (difundido casi de forma clandestina) cuyo principal objetivo era instar a la construcción de un instrumento político destinado a derribar al régimen dictatorial y como paso previo a la proclamación de una República en España. Entre los distintos puntos del Manifiesto podemos destacar la apelación a una convocatoria de Cortes Constituyentes por sufragio universal con el propósito de restablecer la legalidad y “sin renunciar por ello, a ningún otro procedimiento” (es decir, no excluían una acción revolucionaria o conspiratoria para alcanzar sus fines), la apuesta por la fórmula federal del Estado “reconociendo la existencia de diferentes personalidades peninsulares”, la solución definitiva del problema de Marruecos, la nivelación presupuestaria, la creación de escuelas, una política agraria que incluyera una reforma agraria y, además, también se recogían algunas de las aspiraciones del proletariado. Esa coalición tan heterogénea no excluía la participación de aquellos monárquicos desencantados con el Rey por su presunta complicidad con los protagonistas de la dictadura.
El Manifiesto sería firmado, aparte de por los integrantes de la Junta provisional, por distintos y destacados miembros de la intelectualidad española; Pérez de Ayala, Blasco Ibáñez, Antonio Machado, Leopoldo Alas Arguelles, Gregorio Marañón, Nicolás Salmerón, Eduardo Ortega y Gasset o los socialistas Jiménez de Asúa y Juan Negrín. Alianza Republicana no ocultaría su solidaridad con todo tipo de movimientos o pronunciamientos que, por la violencia, intentaran dar finitud al régimen dictatorial, aunque estos fueran protagonizados por elementos monárquicos como el que, unos meses después, se llevaría a cabo, el de la Sanjuanada (Junio 1926); la subordinación a los conspiradores monárquicos (generales Weyler y Aguilera) sería reconocida por la propia Junta de la Alianza. Así, podemos afirmar que Alianza Republicana participó en toda intentona conspiratoria, ideada o formulada, contra la dictadura de Primo de Rivera.
Al mismo tiempo que emergía una incipiente oposición que no excluía la utilización de procedimientos violentos y revolucionarios, el régimen, y a través de su órgano oficial, La Nación, publicaba distintos editoriales y artículos en favor de un nuevo patriotismo íntimamente asociado al resurgimiento nacional. Toda vez alcanzados unos logros inimaginables unos años antes, se abordaba ahora la realización de una obra de marcado carácter nacional que permitiera superar ese espíritu decadente al que, aquellos partidos que combatieron al régimen liberal, tanto se aferraron con el propósito de acelerar su caída; “cuánto peor mejor”, todo lo que pudiera empeorar era bueno para sus intereses puesto que sólo ellos se debían presentar como la única solución o alternativa a todos los males y sufrimientos de la Nación. Este tipo de planteamiento se hizo sin tener en cuenta lo extremadamente peligroso y dañino que resultaba tan peculiar forma de hacer oposición política puesto que, con ello, se echaba por tierra el magnífico legado de tantas generaciones anteriores que hicieron de España un referente y un icono en muchos ámbitos de la ciencia, el arte o la cultura universal. Durante décadas, estos partidos hirieron a conciencia el alma y orgullo nacionales con el propósito de crear un nuevo modelo de país que, en muchos aspectos, se mostraba contrario y opuesto a su dilatada historia y más arraigadas tradiciones. Tanto que, en aquel Manifiesto de Febrero de 1926, se hablaba ya de una aspiración federal que reconocía las “distintas personalidades peninsulares”, es decir, ese nuevo republicanismo estrechaba lazos con los nacionalismos periféricos, aquellos que fueron los primeros que, tras las pérdidas de las últimas colonias, abrazaron la causa nacionalista como forma de desligarse de un país que creían estaba abocado a su autodestrucción, una destrucción por la que, desde aquel entonces, lucharon animosamente haciendo notar las diferencias entre españoles en lugar de las virtudes y las muchas historias e intereses comunes que les unían. La Monarquía sería el pilar de sus batallas y el tradicional centralismo regalista el gran enemigo a batir
Un día más tarde, el 12 de Febrero de 1926, venticuatro horas después de celebrarse los fastos del 53 aniversario de la Primera República en algunos puntos del territorio, el diario La Nación aparecía en su edición con un titular sobre lo que era “Las bases del programa de Unión Patriótica”; Patria y Monarquía aparecían entre ellas, elementos fundamentales de contrapeso contra el nuevo republicanismo de corte federal que esa misma fecha nacía. Aquel 12 de Febrero ya se anunciaba a los cuatro vientos el propósito de redactar una nueva Constitución previa formación de una Asamblea Constituyente; la institucionalización del régimen daba un nuevo paso que parecía ser ya definitivo:
«Profesión de fe en los destinos de España. El lema de Patria y Monarquía. Todos los buenos ciudadanos deben adherirse a este gran partido político. Un llamamiento a las mujeres españolas. Los altos fines de la Unión Patriótica. Una obra de apostolado para la reconstrucción de España. Cuando se logre el propósito se solicitará la reunión de una Asamblea constituyente para que redacte las leyes fundamentales por la que deba regirse España».
Patriotismo y federalismo junto a un nuevo republicanismo eran anunciados a bombo y platillo en la misma fecha; la paz social que disfrutó la nación española en los últimos dos años y medio podía darse por liquidada, dos planteamientos tan determinantes como antagónicos amenazaban de nuevo el horizonte político-social de España. El régimen, aprovechando la coyuntura positiva de los éxitos obtenidos en los últimos meses, respondía con un claro propósito de perpetuarse anunciando la discusión y formulación de un nuevo marco jurídico que diera plena vigencia a la obra que se pretendía realizar; al mismo tiempo, las fuerzas prorrevolucionarias, tan protagonistas y activas en las dos últimas décadas de la Restauración, se unían en torno a una nueva plataforma política que parecía no distanciarse mucho de lo que fueron las políticas que las oposiciones al régimen liberal ya protagonizaron con el único fin de aniquilarlo. El pleito no parecía ser sencillo y los acontecimientos posteriores así lo acreditarían.
«…Cuando esta obra esté realizada, Unión Patriótica solicitará del Gobierno la reunión de una gran asamblea Constituyente, elegida por medios que garanticen ser la expresión verdadera, consciente y juiciosa del país, para que le encomiende la confección, examen y discusión de las leyes fundamentales porque deba regirse España».
Esto no era más que el germen de la Asamblea Nacional que, finalmente, vería la luz el 10 de Octubre de 1927, lo hacía con el firme propósito de, en un plazo de tres años, preparar una legislación general (una nueva Constitución) que debería ser sancionada por el conjunto de la opinión; establecía como fecha tope el último Sábado de Julio de 1930 para su definitiva promulgación. Además, le era encomendada una función revisionista de las políticas de los anteriores gobiernos, una fiscalización y enjuiciamiento de las políticas habidas desde el ya lejano 1 de Julio de 1909 (días previos a la Semana Trágica de Barcelona). Por tanto, ese nuevo patriotismo trataba de esclarecer las actuaciones derivadas de aquellos que, haciendo una legítima oposición al régimen, lo hicieron avivando la agitación y la amenaza revolucionaria con la firme intención de desprestigiar las instituciones y subvertir el orden constitucional establecido. De este modo, todo aquello que no pudieron acometer los distintos gobiernos liberales de la Restauración les era ahora encomendado a los miembros de la Unión Patriótica que debían depurar responsabilidades de los que, agitando la bandera del separatismo o la revolución, hicieron causa común para agitar la convivencia entre españoles y con el único propósito de destruir el ordenamiento constitucional de 1876. El sólo anuncio de todos aquellos propósitos movilizaría a los que seguían haciendo causa de la acción revolucionaria unidos, ahora, en torno a ese nuevo y pujante republicanismo. La Asamblea Parlamentaria planteaba debatir y formular un anteproyecto constitucional con marcado carácter corporativo, algo que resultaba sumamente molesto e indignaba al conjunto de las izquierdas pero que, al mismo tiempo, no resultaba menos incómodo a los intereses de las clases más pudientes y acomodadas que querían preservar, a toda costa, su estatus y condición social; así, la Asamblea sólo interesaba al partido único que Primo de Rivera había creado, Unión Patriótica, fuera de él, apenas encontraría apoyo alguno.
Como he referido, el republicanismo “asomaba la patita”, pero, ¿Y el socialismo?. El socialismo seguía en su postura de participar dentro del régimen sin aceptarlo plenamente, pero, sin duda, también sin intención alguna de incordiarlo. Largo Caballero había impuesto la política intervencionista para, desde ella, proseguir en el crecimiento y robustez del movimiento obrero que debía tener al PSOE como referente último; entendía que el régimen tenía carácter provisional y era necesario aprovechar la coyuntura que se les ofrecía para solidificar las bases y su unión con el proletariado español una vez concluyera el paréntesis dictatorial. En aquellos años, nacía lo que conocemos como socialdemocracia, en muchos países europeos los socialistas se integraban en la función política y ministerial formando parte activa de algunos gobiernos, siendo Bélgica y Reino Unido los casos más paradigmáticos. El socialismo europeo se apartaba de los movimientos revolucionarios al integrarse en las labores de Gobierno y asumiendo su completa integración dentro del sistema liberal, algo que no era mal visto por el dirigente socialista español que, miembro del Consejo de Estado, defendía ese intervencionismo como paso previo a la toma del Poder público y al que en ningún momento renunciaría. Para dar una idea de su pensamiento y sus postulados, aquí algunas de sus palabras en un mitin socialista en la Casa del Pueblo de Madrid el 18 de Febrero de 1926, pocos días después de que se diera a conocer las intenciones del Directorio Civil respecto a su perpetuación en el Poder con la convocatoria de una Asamblea Nacional, acto en el que trataba de disipar las dudas que generaba la actuación del partido socialista dentro del régimen dictatorial:
«Jamás tuvimos tales concomitancias, e interpretan con ignorancia o malicia nuestra posición, que no es de alianza ni de conformidad. Lo que sucede es que la clase obrera está educada, no se deja ya impresionar por ningún toque de clarín y no ha querido realizar aquello que algunos deseaban y que habría sido desastroso para nuestras organizaciones obreras. …la clase obrera entiende que nos hallamos ante una situación pasajera, tras de la cual recobrará el país la plenitud de derechos políticos para regirse libremente. Quienes critican y censuran a la organización parece que no se dan cuenta de que el proletariado organizado no ha pensado ni un momento en aprovecharse de las circunstancias para intentar apoderarse del Poder público porque ha comprendido que todavía no ha sonado su hora».
Es decir, el socialismo había establecido una posición de puro interés con el régimen, “todavía no ha sonado su hora” afirmaba, y es que no podía sonar dado el gran apoyo que generaba un régimen como aquel, en el que hasta los aguerridos mineros asturianos aceptaban de buen grado las resoluciones de los Comités Paritarios en lo que eran sus pactos con los agentes de la patronal; la paz social y el gran apoyo social que encontraba el régimen no les era propicio para embarcarse en soluciones de fuerza, ahora buscaban encontrar cobijo dentro de él en espera de mejores oportunidades para retomar el asalto de los poderes e instituciones públicas. No deja de sorprender “los cambios de opinión” tan radicales que un hombre es capaz de defender, antes y después de su paso por el Poder, y de los que no era ajeno el representante de los socialistas, que esto diría sobre Rusia:
«Son infundados los temores de los que suponen que España en un cambio de régimen llegase a caer en el caos o en situación parecida a la de Rusia. No puede suceder tal cosa cuando hay en España una masa obrera cuyo grado de educación es garantía de que en un régimen de plenitud democrática los obreros serían los primeros en dar ejemplo de ciudadanía, aportando su esfuerzo para sostener las instituciones de pura esencia democrática».
Largo Caballero estaba reconociendo ante sus fieles la situación de caos habida en Rusia: “…llegase a caer en el caos o en situación parecida a la de Rusia”; reconocía así la grave situación, no solo de los trabajadores, sino del conjunto de la sociedad rusa que vivía bajo el yugo de una anarquía comunista y que, sin embargo, años después, durante la Segunda República, sería vendida a los españoles como una sociedad modélica y digna de imitar. Él mismo se encargará de elevar a las instituciones y jerarcas rusos a los altares cuando era perfectamente conocedor del caos y el drama que allí se vivía, como podemos deducir perfectamente de sus palabras de aquel día. Su insultante hipocresía y su demagógico sectarismo lo pagarían trágicamente millones de españoles.
En aquel acto mitinero, tras reconocer el pacto de intereses por los que se mantenían tan disciplinados los socialistas en aquella dictadura, advertía que no renunciaba al asalto al Poder por la fuerza y la acción violenta, lo hacía con estas palabras:
«la transformación de un régimen burgués en socialista no es cosa que se improvise en un día, sino que ha de operarse constantemente. …habrá que ir, ante todo, a la conquista del Poder político, y, situados en él, continuar luchando para allanar tales obstáculos».
El líder socialista no renunciaba a la transformación de un régimen burgués en otro socialista, entendía que era imprescindible la conquista del Poder político y, para ello, había que transaccionar, previa e interesadamente, hasta con los enemigos del socialismo para, cuando llegado el momento propicio, pudieran dar el golpe definitivo. De este modo, podemos afirmar que el socialismo español vivió una cómoda situación dentro de la dictadura primoriverista al establecer pactos de interés que le permitirían llegar con una estructura, plena y absolutamente reconocible, cuando la dictadura finalizó su recorrido pocos años después. Sus palabras dibujan mejor ese posicionamiento de “pacto de no agresión” que ejerció durante el Directorio de Primo de Rivera:
«El intervencionismo se observa lo mismo entre la organización de los mineros de Asturias que entre los metalúrgicos de Vizcaya, aceptando unos y otros el arbitraje, sin que ello suponga renuncia a sus convicciones ideológicas sobre la lucha de clases. …Insistimos en la actitud serena de los trabajadores no debe interpretarse como signo de conformidad con lo actual».
Largo Caballero reiteraba su postura en favor del intervencionismo en las instituciones de la dictadura, igual que el que era el gremio más reacio al entendimiento con la patronal, los mineros de Asturias, que aceptaban plenamente el arbitraje que se ejercía dentro de los Comités Paritarios. El interés y los réditos que todo ello proporcionaba alejaban, de momento, la habitual insurgencia del socialismo español. La situación cambiaría al año siguiente, 1927, como ya anteriormente he referido.
Existen muchos documentos ilustrativos de esa buena sintonía y fructífera colaboración entre socialismo y régimen dictatorial, uno de estos es la nota que emitió el Gobierno del Directorio Civil un día después del fallecimiento del fundador del PSOE, Pablo Iglesias Posse, el 9 de Diciembre de 1925:
«El Gobierno ha autorizado que la conducción del cadáver de Pablo Iglesias desde la calle del Piamonte hasta el cementerio del Este se verifique el domingo, y como supone que la concurrencia a este acto será grande, hará tomar medidas de orden precisas para que no desluzca el justo homenaje que las clases trabajadoras quieren rendir al que fue constante defensor de sus aspiraciones y llevó una vida de austeridad y honradez que le granjearon general estimación».
Igualmente, el que era órgano del régimen, La Nación, el día 10 de Diciembre publicaba un amplio reportaje sobre el líder socialista fallecido: “Lo que se debe al abuelo”; reconocía su lucha y obra por las clases trabajadoras; daba buena cuenta de su biografía y decía querer “resaltar la razón esencial de esta relevante figura política y social que acaba de desaparecer”. Sin duda, los jerarcas del régimen del Directorio tenían una visión mucho más mejorada de Pablo Iglesias que la que hubieran podido tener la mayoría de los protagonistas de los Gobiernos de concentración liberal y conservador de la Restauración, circunstancia que reflejaba como el socialismo no resultó ser una verdadera molestia para el régimen primoriverista. Llegados a este punto, no está de más recordar algunos de los cargos públicos de los que fueron titulares algunos significados dirigentes del socialismo dentro de una dictadura que, años después, tantas denuncias y censuras recibió por parte de éste. Veamos.
El caso más conocido, y ya anteriormente referido, era el del líder del socialismo español en aquellos años, Largo Caballero que, aparte de ser miembro del Consejo de Estado, era vocal de la Comisión interina de Corporaciones, de la Comisión de Corporaciones Agrícolas, de la Comisión de Acción Social Agraria y del Patronato Ingenieros y Obreros pensionados (tal vez, esta acumulación de cargos ayude a comprender la posición colaboracionista de Largo Caballero con el régimen dictatorial); Francisco Núñez Tomás, vocal del Consejo del Trabajo, vocal de la Junta de Emigración, de la Acción Social Agraria y del Patronato del Trabajo a domicilio, miembro del Consejo Directivo del Instituto de Reformas Sociales y representante socialista en el Consejo de Trabajo durante los años 1924 a 1930. Desde 1921 era funcionario del Instituto Nacional de Previsión (jefe de Publicidad y Propaganda), será diputado nacional durante la II República; Remigio Cabello Toral, vocal del Consejo del Patronato, de la Comisión Asesora Patronal y Obrera, de la Comisión Paritaria Superior, de la Mutualidad de la Previsión, de la Comisión de Inversiones, vocal del Consejo de Trabajo y Secretario del Patronato de Previsión Social y del Instituto Nacional de Previsión, también sería diputado nacional durante la II República; Trifón Gómez; Secretario General del Consejo Superior Ferroviario, vocal del Instituto de Reformas Sociales y representante socialista suplente en los Comités Paritarios, como en los dos anteriores casos, diputado a Cortes en la II República; Antonio Fatra Ribas, Jefe de Negociado de 1ª clase en el Ministerio del Trabajo, labor que combinaría con la corresponsalía de la Oficina Internacional de Trabajo (OIT), ejercería como Delegado del Gobierno del Directorio en esta misma función, contaba con una retribución anual de 30.000 francos (de la época) y a los que había que añadir lo que percibía como empleado del Ministerio del Trabajo; diputado de la II República, ocuparía destacados cargos en el Ministerio del Trabajo junto a Largo Caballero; Manuel Llaneza, Vocal del Consejo Superior de Combustible, líder y director del combativo Sindicato de Obreros Mineros Asturianos (SOMA-UGT), un sindicato que, financiado y subvencionado con todo tipo de retribuciones públicas, años después, en 1934, lideraría el movimiento golpista de Octubre de ese año; Manuel Cordero, un caso sin duda particular por la acumulación de cargos de los que fue titular tanto en la dictadura como luego en la Segunda República, desempeñó diversos cargos de Real Orden y de toda índole dentro del régimen dictatorial; en la Junta de Abastos, en la Corporación de la Vivienda, en el Consejo Interino de Corporaciones, en los Comités Paritarios y un largo etc. Curiosamente, durante la Segunda República, en la que fue diputado nacional, sería nombrado Presidente de la Comisión de Responsabilidades destinada a depurar estas y a aplicar sanciones a los protagonistas de una Dictadura en la que participó tan activamente acumulando multitud de cargos y responsabilidades (se cree que llegaría a acumular hasta 16 cargos públicos y de responsabilidad durante la misma); Manuel Vigil, Consejero del Instituto Nacional de Previsión y miembro de la Caja Colaboradora Asturiana; Santiago Pérez Infante, Consejero del Instituto Nacional de Previsión y de su Junta de Gobierno y vocal del Consejo de Trabajo; Pío López García, Delegado de Trabajo en Barcelona, actuaría como subdelegado regio en la misma ciudad; Andrés Saborit, destacado representante socialista en los Comités paritarios (como nota destacada, decir que fue el fundador de la revista de las Juventudes Socialistas, Renovación).
Estos son sólo algunos ejemplos; como se puede ver, los dirigentes del partido socialista tuvieron notable influencia en distintas instituciones y cuerpos del Estado en aquellos años de la dictadura, en su mayor parte, en todo aquello que concernía al área de Trabajo, al instituto de las Reformas Sociales o todo lo que tuviera algún tipo de relación con los Comités Paritarios y las relaciones del trabajo. Esta breve enumeración de personas y cargos, dan sólo una idea de que el colaboracionismo del socialismo con la dictadura no fue precisamente pasivo, un colaboracionismo que reportó beneficios indudables tanto al régimen como al partido, uno, disfrutando de una paz social tan inhabitual en las calles españolas, el otro, con estómagos agradecidos y dueños de las relaciones del trabajo y de las actuaciones del sindicalismo español. Como más adelante veremos, el PSOE sería el partido más combativo años después, durante la Segunda República, con todo aquello que tuviera relación con la dictadura, con sus actos y sus protagonistas (con especial inquina sobre la figura de Calvo Sotelo), como si con ellos no hubiera ido la cosa.
Cuando transcurría la mitad del año 1926, los anuncios del Directorio en su propósito de institucionalizarlo provocaban los primeros movimientos serios y determinantes de las distintas oposiciones. Hasta esa fecha los buenos datos económicos acompañados por la pacificación del Protectorado, a los que no eran ajenos las calles españolas, habían apagado cualquier movimiento de oposición y, sobre todo, diluyeron la constante y perturbadora amenaza revolucionaria. Los datos económicos mostraban un balance en positivo en aquellos primeros años de la dictadura, con unos ingresos que aumentaban en un promedio anual en torno a 209 millones de pesetas por año mientras que los gastos lo hacían a razón de unos 115 millones de pesetas lo que permitía cubrir, holgadamente, la totalidad de esa partida de gastos; de esta forma, la tan anhelada nivelación presupuestaria no parecía un objetivo tan inalcanzable como lo había sido años atrás. El aumento de la recaudación de los años siguientes, por mor de la política fiscal del ministro “Bolchevique”, Calvo Sotelo (llevaría a cabo una reforma fiscal en el año 1926 en la que aumentó notablemente la carga tributaria como titular del Ministerio de Hacienda) conseguiría nivelar el presupuesto ordinario, llegando a alcanzar éste un notable superávit en los años 1928 y 1929. Calvo Sotelo recibió duras críticas por esa nueva política fiscal que recaía, precisamente, sobre las clases más pudientes (de ahí ese calificativo de Bolchevique); una de sus medidas más controvertidas fue la creación de un impuesto que habría de recaer sobre los jornales más estables y pudientes y que excedían las 3.250 pesetas por año lo que eximía de su pago a la inmensa mayoría de los obreros españoles (no así los numerosos socialistas que disfrutaban de distintos y cualificados cargos públicos…), un impuesto, por cierto, suprimido por Indalecio Prieto como titular de la cartera de Hacienda nada más advenir la Segunda República.
Aquella reforma fiscal tan cuestionada y antipopular tenía la pretensión de no recargar los impuestos indirectos y de consumo y si a gravar la riqueza consolidada, la fortuna y, de paso, aumentar el patrimonio del Estado español. La política intervencionista de la dictadura consiguió situar al paro en niveles satisfactoriamente bajos, la actividad económica también mejoraría notablemente, el Directorio Civil siguió apostando por una política de intervencionismo estatal fomentando la inversión en infraestructuras y la creación de empleo con la ejecución de bastas y numerosas obras públicas por el conjunto del territorio nacional, esto es; mejora de carreteras, vías férreas, puertos, reformas de colegios, ambulatorios, mercados, astilleros, etc. Todo ello, esa actividad comercial e industrial, contribuyó a que la agitación y la movilización contra un régimen de corte dictatorial apenas tuvieran un mínimo efecto en aquellos años; de este modo, los opositores al régimen se las tenían que ingeniar para buscar otras fórmulas dirigidas a hacer notar su descontento y rechazo a lo que entendían era una perversión del Estado de derecho. La excusa perfecta, como he referido anteriormente, la encontrarían en ese intento de institucionalización de un régimen que tenía suprimido los derechos más fundamentales y recogidos en la Constitución de 1876, suspendida desde Septiembre del 23. Ahora, el anuncio de la creación de una Asamblea Nacional, destinada a formular un nuevo marco constitucional, provocaba la reacción del republicanismo que, en Mayo de 1926 crearía la primera gran plataforma política destinada a combatir al régimen primorriverista, Acción Republicana.
Pero no solo se movilizarían los republicanos; los monárquicos descontentos con las actuaciones y supuesta complicidad del Rey junto a ese intento de eliminar la fecha de caducidad al régimen, se empezaron a movilizar en aquellos primeros meses de 1926; la canalización de todo ese descontento se iba a producir el 23 de Junio de aquel año, día en el que tendría lugar la conspiración a la que se llegaría a conocer como la Sanjuanada (por la fecha en que se produjo). Al frente del golpe estaban dos generales del Ejército, Weyler y Aguilera, y el Manifiesto, redactado por el que era el cabecilla de la conspiración, el republicano reformista Melquíades Álvarez, decía:
«Restablecimiento de la legalidad constitucional. Reintegración del Ejército, para la mejor defensa de sus prestigios, a sus peculiares fines. Mantenimiento del orden y adopción de medidas que garanticen la constitución de unas Cortes libremente elegidas y que, por ser soberanas, necesitan expresar la verdadera voluntad nacional».
Esta tentativa golpista reunía también un espíritu transversal por cuánto en ella participaban tanto elementos monárquicos como republicanos (Marcelino Domingo, Conde de Romanones, Melquíades Álvarez, Jiménez de Asúa, Luis Tapia o Marañón entre los más destacados) junto a notables elementos del Ejército (Fermín Galán entre ellos). La conspiración fue desarticulada durante la misma noche de aquel 23 de Junio, no encontraría ningún apoyo en el elemento obrero (el PSOE no estaba por la labor) ni tampoco o, al menos, en suficiente medida, en el Ejército; así, el complot de la noche de San Juan, conocido y esperado por las autoridades del Directorio, sería fácilmente vencido quedando para la posteridad casi como un episodio puramente anecdótico. Superada esta acción subversiva el régimen retomaba el rumbo y lo hacía nombrando, apenas 48 horas después y por uno de sus habituales Decretos, la nueva Junta Directiva del Ateneo cuando se anunciaba la reapertura del mismo. En este proceso de institucionalización se incluía la nueva ejecutoria de un Ateneo al que se le pretendía alejar de sus tertulias y manifiestos pertenecientes a la esfera política; así se publicaba el 25 de Junio en la Gaceta:
«El Ateneo de Madrid, de gloriosa historia cultural, exclusivamente científica, literaria y artística, según reza el artículo 1 de su Reglamento, que ha venido mereciendo decidida protección del Poder público, está actuando al presente y no por primera vez al margen de su misión y sirviendo de foco de rebeldía y conspiraciones contra el orden público, no sin la protesta viva de un gran número de sus socios y la silenciosa de los muchos que de él se han ausentado, enojados por esta desviación de su finalidad. Sería tímido y negligente el Poder público si no hiciera uso de sus facultades discrecionales para poner remedio a la irregularidad señalada, procurando al propio tiempo no malograr la realización de los fines culturales que a dicha Sociedad corresponde llenar».
El Ateneo abría sus puertas con la premisa de no volver a excederse en lo que debían ser sus capacidades y facultades; se reconocía su labor y, al mismo tiempo, se recogía las numerosas quejas de no pocos de sus socios por la forma en que el Ateneo se empleó en los últimos tiempos antes de su clausura, queja que tenía su fundamento pues, en aquellos últimos años del régimen liberal, el Ateneo se había convertido en una de las principales expresiones de la protesta popular contra éste, particularmente, el republicanismo había encontrado en él su principal plataforma para desarrollar sus propagandas dirigidas a imposibilitar el normal funcionamiento de las instituciones del régimen. Primo de Rivera, tan pronto acabó con el anarquismo y silenció al socialismo, dirigió su mirada a uno de los principales focos de la agitación revolucionaria, el Ateneo, que vería como sus puertas se cerraban allá por Febrero de 1924. Ahora, dos años después, el espacio retomaba su actividad circunscrita como Centro de Cultura, fin por el que había sido fundado en el lejano año 1835. Como dato revelador decir que, en aquella Junta Directiva del Ateneo, figuraba el nombre de la ilustre Clara Campoamor, una muestra más del interés que siempre tuvo la dictadura de que la mujer participara y tuviera presencia en sus organismos e instituciones, fueran estas públicas como de iniciativa privada (la Asamblea Nacional llegaría a contar con la presencia de hasta 16 mujeres).
Nuevos sucesos harían temblar los resortes y la estabilidad del Directorio en aquel convulso verano de 1926, de la euforia de la Sanjuanada se daba paso al conflicto con el cuerpo de Artilleros del Ejército. Un Decreto del 6 de Junio modificaba los reglamentos de recompensas en tiempo de guerra y suprimía el artículo que daba derecho a la renuncia de empleos. Desde ese mismo momento el cuerpo de Artilleros se declaraba en rebeldía y es que sus miembros, desde hacía años, defendían la escala cerrada, esto es, se negaban a admitir ascensos por méritos de guerra, pretendían evitar las suspicacias que se generaban en aquellos que se veían rebasados en el escalafón (recordemos el caso de los Junteros en relación a este mismo supuesto años atrás). Por su parte, Primo de Rivera se mostraba contrario a la escala cerrada, era partidario de las escalas abiertas que impondría a los Artilleros por medio de la promulgación de un Decreto que, además, tenía carácter de efecto retroactivo (desde el año 1920). Los Artilleros, enojados por la decisión del Marqués de Estella, tratarían de disuadirlo en unas difíciles negociaciones desarrolladas durante el mes de Agosto de aquel año, negociaciones que fracasarán a pocos días de la conclusión del mes. El error de Primo de Rivera, en mi modesta opinión, sería trágico e irreversible para sus intereses; desde ese mismo momento, los Artilleros decidían colocarse en una situación de abierta rebeldía con el régimen, nada de lo que se hiciera en adelante le devolvería a la situación inicial de sumisión y apoyo al general.
Las cosas iban a empeorar el 5 de Septiembre; durante la noche se producían algunos incidentes en los acuartelamientos de Artilleros en distintos puntos de España; en Segovia, el jefe del regimiento de Artillería había ordenado, sin autorización de un superior, el acuartelamiento de su fuerza, a título de previsión, “por si otras enviadas de Madrid las atacaban”. La suma de estos gestos de indisciplina daría como resultado la declaración del estado de Guerra en toda España; a través de un Decreto, Primo de Rivera formulaba la suspensión de empleo y sueldo de todos los jefes y oficiales de la escala activa de Artillería a los que, incluso, prohibirá el uso de uniforme. Los Artilleros verán cómo, en los días siguientes, se incautarán los cuarteles e instalaciones del cuerpo de Artillería por mor de un Decreto en el que, además, se decía que se relevaría a los jefes, oficiales y soldados del Ejército de la obligación de obediencia a los jefes y oficiales de la escala activa de Artillería. Como he dicho, desde ese instante, los Artilleros estarán presentes y se harán notar en cualquier tipo de iniciativa destinada a derribar el régimen dictatorial. El principio de autoridad se había impuesto ante el nuevo y grave desafío, sin embargo, este no aplacaría los ánimos de un Cuerpo de Artilleros que no volvería a situarse en una posición de solidaridad con el régimen primoriverista. Por su parte, los republicanos, que no habían dejado de mover sus hilos, veían que una de las puertas más decisivas para los que eran sus planes conspiratorios se les abría inesperadamente de par en par. Referir también que, ese mismo día, se promulgaba otro Real Decreto por el que se anunciaba la apertura de un proceso judicial para depurar las responsabilidades contraídas por los jefes y oficiales del Arma de Artillería por oponerse al cumplimiento de las disposiciones del Gobierno.
Vencidas las intentonas conspirativas y con sus máximos responsables en el presidio, quedaban de nuevo solos los republicanos como única y real amenaza opositora. El nacimiento de Acción Republicana en Febrero de ese año 1926, unía en torno a un nuevo republicanismo a las distintas corrientes y facciones de éste, así, sobre esta plataforma política y toda vez fracasados los golpes de Junio y Septiembre, recaía la principal ejecutoria e iniciativa opositora al régimen. Sin embargo, como he referido, la soledad y casi marginalidad de su oposición, haría de momento inviable cualquier tipo de aspiración conspirativa. Los verdaderos escollos empezarían poco más de un año después, cuando el Directorio decidía abrir las puertas del Parlamento y en lo era el inicio de la andadura de la Asamblea Nacional, el 10 de Octubre de 1927. Será el momento en el que muchos percibirán una verdadera amenaza a los principios constitucionales, suspendidos desde Septiembre del 23 y que, con la nueva etapa que ahora se abría, se temía que no fueran renovados; así las cosas, la sombra de la amenaza revolucionaria se reactivaría en aquellos últimos meses de 1927.
El divorcio entre socialismo y dictadura parecía que podía hacerse definitivo aquel 10 de Octubre, día en el que se inauguraba las sesiones de la Asamblea Nacional; la renuncia del socialismo a participar en ella significaba una nueva etapa dentro del Directorio Civil; tanto la UGT como el PSOE renunciarán a formar parte de ella, decisión que se había formulado en sendos Congresos extraordinarios. La Asamblea Nacional había sido anunciada por Decreto publicado en La Gaceta un mes antes, el 12 de Septiembre, a ella acudirían distintas representaciones de Diputaciones, Ayuntamientos, Academias, Corporaciones y representantes de distintas actividades gremiales de la Nación junto a los miembros del partido único, la Unión Patriótica. Como no podía ser menos, estarán incluidos elementos representativos del Trabajo que, como he referido, no iban a contar con el apoyo de un socialismo que renunciaba a su participación, una decisión en la que, sin duda, Indalecio Prieto jugó un papel decisivo; miembro de la Comisión ponente del Congreso celebrado en la Casa del Pueblo de Madrid y, una vez escuchada la voz de algunos Delegados del partido (algunos favorables a la presencia en la Asamblea, Julián Besteiro entre ellos) se impuso finalmente el criterio negativo de la Comisión a esa presencia del partido socialista; aquella ponencia negativa (redactada por el propio Prieto) sería acordada el 8 de Octubre, apenas 48 horas antes de la apertura de puertas de las Cortes. Largo Caballero, por su parte, defendía un detenido estudio y el que se tomase en consideración la participación socialista en la Asamblea, su propuesta no sería aceptada saliendo finalmente elegida la opción defendida por los prietistas. De esta forma, el socialismo simulaba un divorcio más ficticio que real con el régimen y es que, pese a no tener presencia en la Asamblea Nacional, siguió colaborando activamente dentro de no pocas instituciones de éste, como veremos más adelante.
El 10 de Octubre de 1927 se inauguraban las sesiones plenarias de la Asamblea Nacional, su principal función, sin duda la más destacada de cuantas iniciativas hubo en ella (apenas tuvo una vigencia de poco de más de dos años) sería la discusión y posterior elaboración de una nueva Constitución que diera soporte jurídico al régimen en lo que debía ser un claro e inequívoco propósito de institucionalizarse. Ese propósito creó muchas y las más serias disidencias, hasta la fecha conocidas, entre algunos acólitos del régimen; entre las figuras más destacadas que mostraron su firme oposición al nacimiento de aquella Asamblea encontramos al ilustre Sánchez Guerra, hombre de firmes convicciones y muy alejados de estériles apasionamientos políticos (su vida austera y regia sería una muestra de su conducta y trayectoria políticas):
«Considero el intento de tal gravedad e importancia que, si llegará a realizarse, creo que traería consigo la ruptura definitiva y el apartamiento inmediato del monarca cuando no de la Monarquía, de todos los hombres monárquicos de España».
Sus palabras serán definitorias, muchos monárquicos se desligarán desde aquel instante de la suerte de la dictadura temiendo que esta rebasara el marco constitucional que llevaba suspendido desde Septiembre de 1923; como diría Ossorio y Gallardo, diputado de la República años más tarde, muchos monárquicos se considerarían desde aquel momento “monárquicos sin Rey”. Las dificultades, llegados a este punto, fueron muchas, y es que el número de desafectos que iría encontrando el Directorio en aquellos meses, junto a la hostilidad con la que recibieron la noticia muchos prohombres de la política, provocaría el retraso en más de un año del nacimiento de la Asamblea Nacional; ni el propio Rey nunca se mostraría realmente convencido del paso que estaba dispuesto a dar el Marqués de Estella. Para muestra de ese general descontento, el exilio voluntario de Sánchez Guerra, que marcharía a París para iniciar su lucha personal por el restablecimiento del orden constitucional de 1876. Las apenas 140 pesetas con las que marchó al exilio eran el perfecto dibujo de la austeridad en la que vivió un hombre de sus capacidades y recursos, lograría subsistir en la capital francesa gracias a las 1.000 pesetas mensuales que el diario ABC le pagaba por la publicación de sus dos artículos mensuales (contrasta este dato con la retribución que percibía por su cargo en el Consejo de Estado aquel que hablaba en nombre del sufrido obrerismo español, Largo Caballero). La marcha al exilio de Sánchez Guerra anunciaba la inminente apertura de las sesiones de la Asamblea Nacional y, lo más importante, el conspiracionismo encontraría en él a la figura necesaria e imprescindible para encabezar un movimiento revolucionario que diera finitud al régimen, así las cosas, desde aquel Otoño y en el que será su exilio parisino, prestará su decidido apoyo a algunas de las conjuras que ya se preparaban (Artilleros y republicanos se moverían activamente) y que, a su juicio, pudieran tener alguna posibilidad de éxito.
El Directorio Civil no se detendría en su firme decisión, estaba decidido a promover una convocatoria a Cortes sin una finalidad política determinada y, a tal fin, decía contar con todo tipo de personalidades protagonistas de las actividades públicas y privadas de España y con la premisa de no tener en cuenta su finalidad política. Aquella Asamblea permitiría que, por primera vez en la historia, la mujer española tuviera presencia en las Cortes; una de ellas, sería María de Maeztu, directora de la Residencia de Señoritas y del Instituto-escuela y miembro de la Junta de Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas, que esto diría dos días antes de su inauguración, el 8 de Octubre, sobre las distintas personalidades que componían la Cámara:

«Ninguna de las personas designadas va con carácter político a la Asamblea, porque esta no lo tiene, en el sentido de los diversos matices. Por eso, a nuestro entender, han incurrido en error notorio los que han hablado de estar o no en la Asamblea, según los ideales políticos. El Gobierno no se ha preocupado de que pertenezcan a las izquierdas o a las derechas; de que sean liberales, conservadores o socialistas los miembros de la Asamblea. Ha procurado la competencia y significación en actividades muy diversas, todas relacionadas con el engrandecimiento del país, que por igual debemos desear unos y otros».
Cierto es que aquella dictadura, tan transversal, apoyada por sectores sociales y políticos tan diversos, se fundamentaba en una idea primera que pesaba sobre todas las demás, el patriotismo, un patriotismo que pretendía dejar fuera de las paredes del debate político a izquierdas y a derechas. Sin embargo, tras la renuncia del socialismo, las posibilidades de éxito se reducían por cuánto, de nuevo, aparecía en el horizonte la amenaza de los que tenían como principal fundamento político el no dejar gobernar, no estaban dispuestos a dejar pasar su oportunidad de conseguir su gran objetivo, acabar con el reinado de Alfonso XIII. Por ello, centrarían toda su denuncia e inquina sobre una Asamblea que no tenía otra misión que hacer perdurar, sin límite de caducidad, un régimen del que era su piedra angular, el Rey a quien pretendían destronar. Estos “exiliados” de la Asamblea estrecharán en los siguientes meses distintas alianzas con sectores del nacionalismo catalán, con los monárquicos desencantados de la Monarquía y hasta con escindidos del republicanismo (los Radicales Socialistas, escindidos del partido Radical), así, irán modulando un movimiento inequívocamente republicano que sellaría sus principios e ideario en lo que años más tarde se conocería como el Pacto de San Sebastián.
Como nota fotográfica de lo que era aquella Asamblea, decir que tendrían cabida por designación del Gobierno del Directorio distintos diputados y ministros del antiguo régimen liberal, entre los que destacaba la presencia de Millans del Bosch, Weyller, Aizpuru, García Guijarro, Pich y Pons, Maura, Goicoechea o Juan De La Cierva. Como antes he referido, la mujer tomaría posesión de un escaño por primera vez en la historia, hasta dieciséis de ellas lo harían, mujeres que pertenecían, principalmente, al mundo de la cultura, educación o la beneficencia. El 27 de Noviembre de aquel año, 1927, Concepción Loring Heredia interpelaba al Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, Callejo de la Cuesta, sería la primera vez que la voz de una mujer se hacía notar en el hemiciclo español en su historia, un documento que simbolizaba el que era uno de los fundamentales propósitos del régimen dictatorial, la incorporación de la mujer a la vida política española. Ese propósito ya se pudo percibir a los pocos meses de instaurarse el régimen, el 8 de Marzo de 1924, cuando se publicaba el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo en La Gaceta y en el que se otorgaba derecho del sufragio a la mujer, aunque de forma bastante restringida.
Los movimientos de oposición al régimen crecerían a lo largo de 1928, las discusiones de lo que era un anteproyecto constitucional en la Asamblea provocaría una reacción contraria al efecto que se buscaba; nadie dudaba, a la altura de aquel año, que el régimen pretendía institucionalizarse alejando toda posibilidad de una fecha de caducidad. A los movimientos de oposición políticos se unía ahora la desafección del socialismo que se desentendía de las actuaciones de la Asamblea, esta parecía no tener la aquiescencia de una buena parte de la opinión. Las actuaciones de la Asamblea no contaban ni siquiera con la colaboración o solidaridad de los políticos de los viejos partidos del turno, muchos de ellos abogaban por el restablecimiento de la Constitución y por una convocatoria a Cortes Constituyentes. El Rey, maniatado por las decisiones de Primo de Rivera, encontraría firme oposición dentro de las propias filas del monarquismo haciendo posible lo que, años atrás, hubiera resultado impensable, el constante goteo de monárquicos que se pasaban a las filas del republicanismo. Pese a todo, el régimen, de momento, seguía sin tener una verdadera y decisiva oposición que pudiera poner en peligro su continuidad; y es que la posición tibia y acomodada del socialismo resultaba esencial para que la paz social siguiera siendo dominante en las calles españolas dificultando, en extremo, que cualquier tentativa conspiratoria pudiera tener algún tipo de éxito. Esa posición tibia, casi todavía condescendiente con el propio régimen, la podemos corroborar con lo sucedido en el XII Congreso del partido socialista, que abrió sus puertas el 29 de Junio de 1928 en la Casa del Pueblo de Madrid, en aquel Congreso serán visibles todavía las diferencias entre los colaboracionistas y los opositores a la dictadura (Prieto estaba integrado ya, casi plenamente, en lo que era la coalición republicana). El Congreso alumbrará las grandes diferencias que la dictadura había provocado dentro del socialismo, los partidarios de la colaboración consideraban que era la única forma de salvar a la UGT; así lo reconocía uno de los delegados, Andrés Saborit:
«Aquí tengo la lista reducidísima de los concejales que tenemos porque se nos ha permitido elegirlos por nuestras organizaciones. Son muchos los cargos que representa la clase obrera con cuya aceptación seguramente está conforme el camarada Teodomiro Menéndez. Lo que hemos hecho con nuestra táctica es salvar a la Unión General de Trabajadores, la cual, si vuestro criterio hubiera prevalecido, se hubiera derrumbado al provocarse una situación catastrófica».
El referido Teodomiro Menéndez y Andrés Saborit representaban las dos alas del socialismo, la que rechazaba cualquier tipo de solidaridad con el régimen, Menéndez, y la que defendía la cohabitación con él, por el segundo. Como se puede apreciar, el socialismo estaba perfectamente integrado dentro del régimen hasta el punto de ser titular de cargos representativos en algunos Ayuntamientos; además, seguía siendo protagonista en las resoluciones de los conflictos laborales y ostentaba la máxima representación del obrerismo gracias a los Comités Paritarios, a los que haría referencia Andrés Saborit:
«Los Comités Paritarios. ¿No habéis advertido la impresión de disgusto que los Comités Paritarios en la agricultura han causado entre capitalistas y reaccionarios? No se consignan a perder su dominio de dueños absolutos, y temen que ahora los campesinos vengan a disfrutar de las condiciones de trabajos más humanas de los obreros de la ciudad. Los Comités Paritarios para elogiar a los ministros, no. Los Comités Paritarios los queremos en beneficio de nuestra organización y para el mejoramiento de los trabajadores».
Es decir, reconocían la decisiva actuación de esos Comités Paritarios en favor de los intereses de los obreros, un éxito del que se jactaban ante sus correligionarios de partido y contrarios al colaboracionismo. Éste, era defendido por el líder socialista de la siempre complicada y agitada región asturiana, Manuel Llaneza que, en aquel Congreso, se mostraría absolutamente contrario al criterio defendido por el “camarada Teodomiro Menéndez”; como Presidente de la Federación Socialista Asturiana, había dado un mandato a sus representantes absolutamente opuesto a las tesis defendidas por el también asturiano Menéndez. Manuel Llaneza fue, sin duda, uno de los socialistas que más abierta y cómplicemente habían colaborado con el régimen; los siempre combativos mineros asturianos encontraron en los Comités Paritarios el mejor cauce para resolver algunos de sus muchos pleitos laborales, algo absolutamente impensable unos años atrás; en efecto, esa labor no hubiera sido posible sin la palabra y la obra del reconocido líder sindical, Llaneza, al frente del sindicato del SOMA-UGT en Asturias.
Pero claro, esta colaboración, ¿era sincera?, ¿era desinteresada?. El socialismo, para aquellos que llevamos años estudiándolo y analizándolo, no hace nada sin asegurarse previamente algún tipo de contraprestación y en la que, generalmente, suele salir ganando, veamos; los combativos mineros asturianos eran un colectivo obrero de los más influyentes y, sobre todo, más perseverantes en sus reivindicaciones. El silencio y la colaboración del sindicato dirigido por el socialista Manuel Llaneza no era gratis; los mineros asturianos representaban, de alguna manera, la “aristocracia” del proletariado español, disfrutaban de los mejores salarios, de las mejores jornadas laborales, de jubilaciones y de prestaciones sociales que la mayoría de obreros españoles no disfrutaban, se podría decir que su estándar de vida era ciertamente exagerado en relación a las posibilidades racionales de explotación industrial de las minas asturianas de hulla. El sindicato socialista SOMA percibía a cambio de esa colaboración generosas subvenciones de la industria y, todo ello, lamentable y trágicamente, tendría consecuencias fatales en el futuro. La élite del sindicalismo español utilizaría esa situación de bonanza y de privilegio para, pocos años más tarde, con recursos que habían sido y eran del Estado, desencadenar y ser protagonistas de un trágico golpe contra el propio Estado, en Octubre de 1934. Como dice el rico refranero español, “de aquellos barros estos lodos”… El socialismo compraba su silencio y colaboración sin dar un sólo paso en falso, los recursos y posibilidades que todo ello le generaba no se quedarían en saco roto, tenían muy claros sus objetivos y propósitos futuros; se demostraría, años después, que el Sindicato de Mineros Obreros Asturianos hizo entrega de 650.000 pesetas (de la época…) de sus fondos al periódico revolucionario y socialista Avance, rotativo desde el que se promovió, durante meses, la tentativa golpista de aquel Octubre.
En aquella sesión asamblearia del 1 de Julio intervendría también Largo Caballero, lo haría igualmente discrepando de las posiciones defendidas por su correligionario Teodomiro Menéndez al que criticaba que se “hubiera limitado a proponer la retirada de nuestros afiliados de ciertos puestos representativos”; un hecho que le desagradaba ya que hubiera preferido que al debate se trajesen “otras cosas de mayor acierto”. De sus posteriores palabras, podemos deducir su absoluto compromiso a seguir participando en los órganos representativos de la dictadura; atención:
«Los afiliados al Partido no pueden proponer la retirada de los puestos representativos, sino todo lo contrario, que vayan ellos a lograr con su eficaz labor el mayor respeto de los derechos de los trabajadores. No creo que el Congreso apruebe la propuesta de Menéndez; ello sería tanto como dejar que otros elementos ocuparan los puestos que se derivan del movimiento sindical, a la vez que los socialistas dejaban de influir en la organización obrera».
Largo Caballero no estaba dispuesto a abandonar los puestos de representación que les habían sido asignados, no estaba dispuesto a que el socialismo dejara “de influir en la organización obrera” por el perjuicio que la para la clase trabajadora podía suponer. Es decir, el que era líder de los socialistas, no creía oportuno desligarse de un régimen del que recibía tan significativas contraprestaciones a pesar de que, desde hacía meses, daba inequívocos pasos dirigidos a lo que parecía ser su institucionalización (transcurridos varios meses desde que iniciara su camino la Asamblea Nacional, la redacción del anteproyecto constitucional proseguía su tramitación). Decir que, durante su intervención, dirigiría incómodas acusaciones contra el delegado asturiano, Teodomiro Menéndez, al que le recriminaba que, esas palabras y sugestiones no las defendería “si estuviera dentro de los puestos directivos del Partido Socialista”.
Minutos después, tomaría la palabra el polo opuesto a las teorías defendidas por Largo Caballero, Indalecio Prieto, la voz cantante de los que pretendían romper toda solidaridad con el régimen. Sus primeras palabras ya dejaban entrever su malestar por los ataques sufridos por su compañero, Teodomiro Menéndez, por lo que deseaba “recabar para sí propio la responsabilidad del debate”. Qué duda cabe que la gran enemistad entre Largo Caballero y Prieto, que a punto estuvo de liquidar al propio partido en los días previos al inicio de la guerra civil, era un conflicto larvado en el tiempo y que en aquellos días resultaba ya visible, para muestra, las palabras de aquel día de Indalecio Prieto sobre la posición de Largo Caballero como Consejero de Estado dentro de un régimen dictatorial:
«…aún en un régimen normal, mantendría opinión contraria a aceptar puestos en el Consejo de Estado, por ser un organismo de asesoramiento, condición rechazada por el Partido».
Sin embargo, inmediatamente después, afirmaría que guardaba “todos sus respetos” para su compañero, palabras que no parecían ser sinceras dado que, minutos más tarde, recordaría que ese nombramiento de Largo Caballero “es el primero que firma el monarca a favor de un socialista”, un Consejo de Estado que, a su juicio, “no es un organismo obrero, sino mixto”, por lo que no se cumplía para dicho nombramiento, “las normas acordadas”. El reproche tendría respuesta por parte de su homólogo, Largo Caballero, que le recordaría que igual norma “se siguió para nombrar al representante obrero en la Junta de Aranceles y Valoraciones”, Junta a la que perteneció Indalecio Prieto. Como se puede observar, las puyas entre ambos eran muy directas y con el firme propósito de dejar huella. Por tanto, nada sería casual de lo que años más tarde habría de suceder dentro del seno del partido socialista y con tan grave perjuicio para la propia convivencia entre los españoles.
El debate interno dentro de la organización socialista fue duro en aquel Congreso y en lo que era un espejo de las desavenencias internas de los años precedentes, a modo de ejemplo y en la posterior intervención de Julián Besteiro, afirmaría que le habían afectado “profundamente, determinados conceptos emitidos” por Indalecio Prieto sobre el honor de otros compañeros, en clara relación a Largo Caballero. Besteiro se posicionaba en favor de Largo Caballero algo que era lógico dado que, durante la dictadura, defendería una línea muy similar a la representada por el líder socialista.
Un día más tarde, el 2 de Julio, el Congreso concluía con la aprobación de la táctica seguida hasta aquella fecha por el Comité Nacional y la Ejecutiva; 5.064 votos dieron su conformidad a seguir en una línea de colaboración con el régimen pese a no intervenir en los debates de la Asamblea Nacional, de los que se desentendía; apenas 740 votos se mostraron en contra de cualquier tipo de solidaridad. En aquel cierre del Congreso volvían a saltar chispas haciéndose notar las grandes y acusadas diferencias entre unos y otros. Largo Caballero, de nuevo hacía pública su decisión de colaborar con independencia del tipo de régimen, a tal punto, que llegaría a criticar lo que sucedía en regímenes republicanos de otros países europeos:
«No nos hagamos ilusión de que en regímenes de distinta forma de Gobierno no tendríamos que pensar también en retirarnos de los cargos para hacer frente a situaciones difíciles para la organización obrera. No faltan ahora mismo países republicanos donde los hombres son arrojados al mar, sin que las madres y las esposas lleguen a conocer el paradero de seres queridos. Esto es lo que los trabajadores han de tomar como buena elección».
Lo que relataba Largo Caballero no dejaba de ser una muestra más de que, por encima del tipo de régimen, estaban los intereses de partido y del proletariado; es por esto que su republicanismo no era tan acusado, ni lo sería, y del que por aquellos años ya presumían algunos de los miembros del partido socialista. Analizando detenidamente estas manifestaciones, resulta más fácil de entender por qué Largo Caballero no tuvo inconveniente alguno en levantarse en armas contra la Monarquía (Diciembre 1930) como, años después, lo haría contra la República (Octubre 1934). Su objetivo último era la instauración de un régimen que poco tenía que ver con una Monarquía o República al uso, la suya era de corte soviético, y los hechos, y palabras posteriores, así lo confirmarían.
Resulta curioso que, en aquel momento, el ala “derechista” del partido era la representada por el sector caballerista, por su complicidad con las instituciones dictatoriales, siendo el ala “izquierdista” el representado por el sector prietista, en su obstinado rechazo a toda colaboración con la dictadura. Aquel 2 de Julio, las palabras de Andrés Saborit hacían alusión a esta circunstancia:
«El discurso de Prieto seguirán esgrimiéndolo nuestros enemigos como arma para hablar de derechas e izquierdas en el Partido Socialista, y cuando eso es mentira, y tú, Prieto, jamás serás izquierda en el Partido. …Contra Marañón y contra Ortega y Gasset estaremos en el periódico siempre que haya que rechazar injurias contra camaradas de nuestro partido».
Las alusiones a Gregorio Marañón y Ortega y Gasset se referían a las críticas de algunos intelectuales al proceso de división del partido y al alineamiento de un sector de éste al régimen primoriverista (en clara alusión al sector Caballerista tildado por aquel entonces de “derechista”). El republicanismo creía ver en Prieto un aliado a sus postulados, el “izquierdista” Prieto estaba muy cercano a las teorías obstruccionistas y conspiratorias de los republicanos, su lucha era contra el sistema, contra la cabeza de éste, el Rey, y su objetivo la instauración de un nuevo régimen sin renegar por ello de cualquier método para alcanzarlo. Sin embargo, esta visión no era la defendida por el ala “derechista” del socialismo, Largo Caballero no tenía en cuenta tanto el tipo de régimen como si su fin último, el triunfo de la lucha de clases, del proletariado, lo que anteponía a cualquier tipo de doctrina o ideario, es decir, en Prieto primaba el fundamento esencialmente político y en Largo el puramente ideológico.
La posterior intervención de Indalecio Prieto tampoco iba a dejar indiferente a nadie; se reafirmaría en su desacuerdo con lo que se había acordado previamente en la Ponencia de aquel día, 2 de Julio, en este caso firmada por Julián Besteiro (en esta Ponencia se admitía la representatividad de una Cámara Corporativa, el Senado, y que habría de plantearse en la Asamblea Consultiva del régimen), a su juicio, chocaba con el ideario del propio partido “en que se reclama la supresión del Senado, aceptándose la elección por sufragio universal”. Es decir, a tal punto llegaba la división dentro del socialismo que, debatiéndose respecto de lo que se proponía llevar adelante la Asamblea Nacional (una demostración más del grado de complicidad del socialismo con el régimen dictatorial) salían airosos los defensores del Senado, una Cámara, en los años precedentes, tan desprestigiada y denostada por el propio socialismo. En efecto, el Senado había significado para el socialismo el principal reducto de la alta burguesía y de la aristocracia, el último lugar imaginable donde pudiera ocupar un puesto un dignatario o militante socialista, sin embargo, en una de las Ponencias que en aquel Congreso se debatía, se compraba uno de los principales argumentos del anteproyecto constitucional de la dictadura, la legitimidad y funcionalidad del Senado cuyos titulares no eran electos por el sistema tan vivamente defendido por el socialismo, el sufragio universal. La posterior intervención de Julián Besteiro haría reflotar, de nuevo, el cisma que en aquellos se vivía dentro del partido socialista respecto de su posición frente a la dictadura:
«Yo me equivoqué ayer cuando supuse que votaríamos una resolución que armonizase los distintos pareceres. ¿Para quién habla aquí Prieto con su republicanismo y su oposición al régimen? Hay que decir que se ha abusado mucho de nuestra buena fe en las soluciones a que se llegó en el Congreso extraordinario del Partido. Además, no comprendo el discurso de Prieto ni puedo adivinar cuál es la resolución que propone al Congreso. No está clara tampoco su actitud en relación con los que injurian a nuestros compañeros».
Besteiro se solidarizaba con los compañeros que habían sido criticados tanto dentro como desde fuera del partido por su posición colaboracionista, en buena medida, críticas que procedían principalmente de la coalición de republicanos de nuevo cuño empeñados en atraer a su causa al principal elemento agitador de la revolución, el partido socialista. De momento, “los cómodos sillones y los estómagos agradecidos” de quienes los disfrutaban impedían una acción conjunta y real en unión de los que se posicionaban dentro de un conspiracionismo activo.
El XII Congreso proseguiría unos días más, hasta el 5 de Julio, fecha en la que se debatía la última de las Ponencias y que también hacía referencia a la táctica a seguir del partido socialista, particularmente interesante porque en ella se volvía a debatir respecto de la presencia de Largo Caballero en el Consejo de Estado. En opinión del propio interesado, esta cuestión del Consejo de Estado “se llevó a la publicidad precisamente por los nuestros. De no haber sido así, es seguro que mucha gente ni se habría enterado siquiera”; además, se preguntaría sobre si, realmente, ese puesto es un cargo político:
«…el Consejo de Estado es hoy un cuerpo consultivo como lo es el Consejo de Trabajo, y allí se estudian expedientes de indultos, los presupuestos de obras públicas, todos los reglamentos y leyes sociales. …¿Es esto un cargo público?».
Seguidamente, Largo Caballero trataría de hacer constar la conveniencia que suponía para los trabajadores el seguir en él, a tal efecto, refería que algunas organizaciones obreras se habían dirigido para requerirle algunos favores para sus intereses, como “la resolución de expedientes de obras en puertos”. Recordaría también que, en su momento, ya dio cuentas en la Casa del Pueblo de sus actuaciones dentro del Consejo de Estado, mostrándose contrariado por el que se le hubiera cuestionado desde las filas del partido por ser titular de un cargo político: “¡Qué el cargo es político! ¿Pero acaso no es política toda la actuación del Partido en todos los organismos en que hay socialistas?”. De las afirmaciones de Largo Caballero podemos deducir, sin temor a equivocarnos, que no tenía intención alguna de abandonar su puesto en el Consejo de Estado: “Nadie ha pedido que se retire el representante obrero del Consejo de Estado. ¿Vamos a hacer caso de unos señores que se mantienen al margen de toda responsabilidad?”; por si aún había algún género de dudas respecto de su continuidad en un cargo que, recordemos, no estaba mal remunerado precisamente.
Pero aún diría más, y lo haría dejando patente que no sólo no se planteaba renunciar sino tratando de hacer ver que su presencia era imprescindible en dicho organismo; de este modo, así hacía referencia a las transformaciones que había sufrido el Consejo de Estado desde que tenía asegurado un sillón allí:
«…de Consejo del Rey que era antes, y al cual sólo iban los ex ministros de la corona, es hoy un organismo en el que tienen representación todas las actividades sociales. ¿Y vamos a renunciar a que la clase obrera penetre en ese como en todos los organismos de la vida nacional para influir en ellos con arreglo a nuestras fuerzas?. Una de las causas de la situación en la que nos hallamos es la pésima educación política dada al pueblo».
Su presencia en el Consejo de Estado, a su juicio, era esencial para los intereses de la clase trabajadora, un Consejo de Estado que, gracias a un régimen dictatorial se había transformado en representación de “todas las actividades sociales”; guardemos bien estas afirmaciones porque, como veremos en su momento, Largo Caballero y el partido socialista se convertirían en los principales acusadores de la obra de la dictadura y de sus protagonistas tiempo después, durante la Segunda República; y es que nadie como el partido socialista denunciaría de manera tan insistente y vorazmente la obra del Directorio de Primo de Rivera. Concluiría su intervención haciendo mención a lo que supondría su retirada del Consejo de Estado: “La retirada del Consejo de Estado explicaría nuestro revolucionarismo”; consideraba que, si finalmente se adoptaba la retirada, se habrá dado “la razón a quienes hacen campaña contra los hombres del Partido, que en último caso apenas han intervenido en el asunto. Sería un error grande”. Como he referido, no es difícil comprobar que el líder socialista tenía muy pocas ganas de abandonar su cómodo sillón en el Consejo de Estado de la dictadura primoriverista.
Tras la interesante y tan esclarecedora intervención de Largo Caballero, intervendrían otras voces planteando distintos puntos de vista sobre el espinoso asunto, algunas de ellas denunciarían que se trataba de una “campaña personalísima contra Largo Caballero” y al que querían hacerle llegar su solidaridad; “¿Qué doctrina socialista es la que impide que los afiliados puedan ejercer cargos de carácter político?”, se llegaban a preguntar. Igualmente, exigían participar en las instituciones con el fin de “ocupar posiciones que resten fuerza a nuestros adversarios”. En este sentido, uno de los delegados intervinientes, Aníbal Sánchez, esto diría sobre el Consejo de Estado:
«En el Consejo de Estado no vamos a colaborar, sino a cumplir con nuestro deber en nombre de una verdadera fuerza nacional. …parece que nos estamos dejando llevar por nuestros enemigos, cuyo supremo afán es que los trabajadores no intervengan en política».
Otro ejemplo revelador de lo que era la participación activa del partido socialista dentro de las instituciones del Directorio; tan evidente que, significados dirigentes de la cúpula del partido, Largo Caballero (Vicepresidente de la Comisión Ejecutiva del partido), Andrés Saborit (Secretario y Director de El Socialista) y Julián Besteiro (Presidente), en aquel XII Congreso volvieron a reiterar su deseo de seguir participando y colaborando con la dictadura pese a sus inequívocos pasos hacia una irreversible institucionalización. Para finalizar con el asunto del Consejo de Estado en aquella sesión en la Casa del Pueblo de Madrid, el socialismo se pronunciaba en esta forma al respecto:
«Votaron en pro de la continuación en el Consejo de Estado 5.785. En contra, 593».
Es decir, más de un 90% de los afiliados al partido socialista en aquel Congreso daban su conformidad a la continuidad en el Consejo de Estado y, por ende, a la continuidad en el resto de cuerpos, instituciones y organismos del Estado de aquella dictadura que con tanto fervor denunciarían años después. De hecho, a continuación, se votaría respecto de la idoneidad de seguir ocupando los cargos de concejales corporativos, con un resultado aún más devastador; 5.888 a favor y apenas 490 en contra. El factor político, el puro interés político vencía al societario, principio básico de ambas organizaciones, PSOE y UGT. Terminado el Congreso, al día siguiente, el 6 de Julio de 1928, El Socialista y bajo el epígrafe “Después del Congreso. Nuestro partido afianza sus posiciones”, hacía pública la posición unánime del partido socialista:
«El resultado de las tareas del Congreso nos enorgullece como hombres de convicciones, porque en él se ha despejado nuestro horizonte de los nubarrones acumulados a su alrededor por la malevolencia y la insidia, y confirma la perfecta unidad de acción que siempre ha caracterizado al Partido, su clara disposición desprovista de equívocos».
Despejado el horizonte con un socialismo todavía ciertamente sumiso y que apostaba por seguir formando parte activa de las instituciones del Directorio, la coalición de republicanos parecía insuficiente como para hacer quebrar el camino que el régimen se había decidido a emprender. Así, habría que esperar al inicio del año 1929 para percibir y sentir una verdadera amenaza a éste y que sólo iría tomando forma con el transcurrir de los últimos meses del año anterior, 1928. Un viejo político del antiguo régimen liberal, Sánchez Guerra, junto a la posterior revuelta de los estudiantes, provocarían nuevas turbulencias que, a la postre, empezarían a dibujar el fin del propio régimen.
En efecto, la dictadura no iba a soportar el embate al que, desde inicios de ese año 1929 se la iba a someter, y es que la conspiración de Sánchez Guerra llevaba consigo el peor de los enemigos para quien unilateralmente pretende aferrarse al Poder, un frente transversal, es decir, no provenía de un solo frente, lo hacía desde diversos y amplios sectores sociales, políticos y hasta militares (recordemos que, esa misma transversalidad hizo posible que, seis años antes, triunfará la dictadura de Primo de Rivera), así, una buena parte de los que unieron sus fuerzas y voluntades en Septiembre de 1923 en favor de la dictadura, ahora harán lo propio con el firme deseo de derribarla.
Durante la permanencia de Sánchez Guerra en el exilio (más de un año) se harían notar en Madrid, al menos, la actuación de dos Comités revolucionarios, uno de carácter militar y el otro civil. Sobresaldrá, a finales de 1928, un proyecto conspiratorio en el que destacaba la actuación de diversos Regimientos del Cuerpo de Artilleros junto a la figura del exiliado Sánchez Guerra, movimiento que contará con el concurso de varias guarniciones junto a sus respectivos generales y el decidido apoyo de masas populares, republicanas y obreras, fundamentalmente. El plan preveía que la rebelión estallase en la noche del 28 al 29 de Enero de 1929, haciéndolo simultáneamente en diversas localidades de la geografía nacional. Así, conjuntamente y de acuerdo con el plan previsto, el Regimiento de Artillería Ligera en Ciudad Real se echaría a la calle y ocupaba distintos puntos estratégicos y algunos cuarteles de la Guardia Civil; al mismo tiempo, la CNT declaraba la huelga general en distintas ciudades del Levante, Alicante y Valencia (esta última, presumiblemente, centro neurálgico del golpe). Sin embargo, el plan fracasa rápidamente, los sublevados de Ciudad Real no encuentran los apoyos previstos y al conocer que una fuerza dirigida por el General Orgaz desde Madrid se dirigía en su busca, decidían deponer las armas.
En Valencia se esperaba ansiosamente la llegada de Sánchez Guerra para iniciar las hostilidades, pero un retraso en las comunicaciones hará que su llegada se produzca en la noche del 29, cuando la operación en Ciudad Real ya había sido abortada. Una vez en Valencia, se encontrara con la reticencia del Capitán General de la región que debía dirigir el operativo, Castro Girona; sin embargo, será conocedor y a través de su hijo, Rafael Sánchez Guerra (presente también en Valencia) que los Regimientos de Artillería con guarnición en Valencia estaban deseosos de alzarse para ayudar a sus compañeros de armas de Ciudad Real, una acción que sería acompañada por la voluntad del obrerismo de la ciudad en secundar una huelga revolucionaria a la mañana siguiente.
De esta forma, ya en las primeras horas de la madrugada, Sánchez Guerra entraba en el cuartel del V Regimiento de Artillería donde será recibido jubilosamente; allí leerá un Manifiesto que, previamente, redactó en su exilio de París, Manifiesto dirigido al pueblo español, al Ejército y a la Marina:
«No es posible ya seguir soportando el espectáculo vergonzoso que viene ofreciendo, con cinismo jamás igualado, un Gobierno que, ilegítimo en su origen y arbitrario y despótico en su actuación, se ha lanzado en los últimos tiempos a deshonrar los cargos públicos que ocupa, realizando y protegiendo verdaderos latrocinios que asquean a la pública opinión y lanzan a la rebeldía a todos aquellos que por el dilatado servicio de la paciencia no hayan perdido definitivamente la noción de la dignidad».
Sus palabras finalizarían con efusivos mueras a la dictadura y a la Monarquía absolutista entre vivas a la soberanía nacional, al Ejército y a la Marina para, más adelante, y en lo que era una arenga a los presentes del Regimiento de Artillería, decir: “…Debemos de realizar la obra magnífica de devolver a España su libertad. Esa es la verdadera tradición del Ejército que logró la victoria en tres guerras civiles frente al absolutismo”. Finalizaba entre vítores a la libertad y a la soberanía nacional.
Sin embargo, horas después, los acontecimientos se precipitan y, con ello, el fracaso de la conspiración. El Capitán General, Castro Girona, le hará saber a Sánchez Guerra que no estaba por la labor (consideraba que lo ocurrido horas antes en Ciudad Real condicionaba ya la suerte final de la sublevación); en compañía del que era el Arzobispo de Valencia, el doctor Melo, le aconsejaran que desista y se marche de la ciudad, indicaciones que Sánchez Guerra no aceptará de buen grado. Pese a su tozuda decisión de proseguir con el golpe, este finalmente fracasará ante la falta de apoyos y el conocimiento que de todo ello tenía el Gobierno del Directorio.
Unos días después, un Real Decreto suspendía de sus funciones a todos los jefes y oficiales del Arma de Artillería que, desde aquel momento, deberían considerarse “paisanos, sin derecho a haber activo o pasivo alguno, al uso de uniforme ni carnet militar”. Para reintegrarse al Ejército deberían previamente “jurar fidelidad y obediencia al Gobierno contra el que se ha procedido sediciosamente”. En juicio sumarísimo celebrado el 27 de Mayo, serían condenados sus principales cabecillas a severísimas penas (incluidas penas de muerte) que serán rebajadas en un Consejo de Ministros celebrado el 18 de Diciembre (penas revocadas a la caída del régimen primoriverista, unas semanas después). Por su parte, Sánchez Guerra será detenido en la propia Capitanía General de Valencia permaneciendo recluido en los destructores Dato y Canalejas hasta su puesta en libertad (el 22 de Noviembre). Días antes, el 25 de Octubre, Sánchez Guerra había sido juzgado en un Consejo de Guerra junto a los protagonistas de la conspiración; de aquel Tribunal de Guerra formarán parte el General de División, Federico Berenguer, Presidente, junto a los generales Riquelme, Bilbao o López Roda; como defensores actuarán Rodríguez de Viguri, Sastre y Pardo Reina. Todos, sin excepción, impulsarán la libertad de sus defendidos; el argumento que esgrimieron se fundamentaba en la ilegitimidad del Directorio de Primo de Rivera creyendo que así no debía constituir delito el querer derribarlo. Finalmente, la sentencia fallará en favor de Sánchez Guerra, que sería absuelto como la mayoría del resto de acusados. El 22 de Noviembre, como he referido, el régimen ponía en libertad a quien había intentado derrocarle; Sánchez Guerra, al igual que los diputados socialistas amnistiados años antes, aprovecharía la oportunidad que se le ofrecía para seguir conspirando contra él, de esta forma, podemos afirmar que el golpe que se asestaba al régimen era letal de necesidad; la rebelión no venció por la acción de las armas, pero si lo haría por el acto moral que suponía la libertad de quien levantó su voz para levantarlas; y es que, apenas dos meses después de su puesta en libertad, el régimen de Primo de Rivera, abandonado por casi todos, finalmente caería. Las palabras de su hijo, Rafael Sánchez Guerra, unos meses después (Marzo de 1930), serían definitorias a este respecto: “…Mi padre comenzó a socavar el edificio y éste se ha venido abajo con estrépito”.
El fracaso inicial de la conspiración de Sánchez Guerra creó un cierto desaliento en las fuerzas opositoras al régimen a la vez que un ilusorio júbilo en las filas más leales y gubernamentales; la coalición republicana sufriría algunas turbulencias a consecuencia de todo ello. Al pronunciamiento de aquel Enero de 1929 no le faltó el decidido apoyo de fuerzas de la Alianza Republicana que, al igual que les sucediera a sus principales protagonistas, serían procesados por su participación en él. Desde el presidio, algunos de los elementos más destacados de la Alianza (Marcelino Domingo, Álvaro de Albornoz y Ángel Galarza, entre otros), decidían crear un nuevo partido, el Radical Socialista, partido que era una escisión del ala más izquierdista del partido Radical de Lerroux y al que veían demasiada complicidad con los monárquicos. La escisión se consumaría en la reunión de Delegados de la Alianza Republicana el 14 de Julio de 1929. El Partido Radical Socialista publicaría un Manifiesto en diciembre de aquel año y en el que se decía que el nuevo partido venía a representar al sector de la izquierda republicana y en el que se apelaba sin tapujos al socialismo: “… Un socialismo sin dogma y sin catástrofes, vivificado en todo momento por la inspiración inmortal a la libertad”. Además, propugnaba un Estado articulado sobre una base federal, una República democrática basada en el sufragio universal y, sobre todo, un Estado laico y en el que la Iglesia debería quedar sometida a la Ley común, “incapacitada para atentar a la soberanía y a la independencia del Estado con su potencia económica”. Sin duda, eran visibles y determinantes su orientación socialista y su laicismo que, sin temor a equivocarnos, lo podríamos llegar a calificar como anticlericalismo, un programa que giraba mucho más hacia la izquierda que lo que proponía la propia Alianza Republicana. El Partido Radical Socialista no era ajeno a lo que sucedía en tantos partidos republicanos de la época, la inclusión de muchos de sus miembros en logias masónicas; hasta doce de sus miembros fundacionales eran o habían sido masones, entre ellos, Ángel Galarza, que sería dado de baja por falta de pago en sus cuotas, por cierto.
De aquel partido que en aquellos veía la luz destacaban dos figuras sobre el resto por su caudillismo, Marcelino Domingo y el anticlerical Álvaro de Albornoz, junto a ellos encontramos personalidades como el referido Ángel Galarza (figura que analizaremos más adelante y cuyo papel en la Segunda República será determinante como propagador de los odios más cainitas entre españoles), Nicolás Salmerón, Félix Gordon Ordás o Lluis Companys, hasta ahora, líder del Partido Republicano Catalán. Como veremos, el fracaso de la conspiración de Sánchez Guerra y la posterior caída de la dictadura de Primo de Rivera, provocarían no pocas tensiones dentro de la Alianza de republicanos. El excesivo peso que en torno a ella iría tomando el grupo de Lerroux, el Partido Radical, provocarán divisiones en un nuevo republicanismo que censuraba la vuelta a los orígenes defendido por los radicales de Lerroux. Los sucesos del año 1929 y en los que se empezaba a intuir la pronta caída de la dictadura acelerarán esos movimientos disgregadores, todos se preparaban para buscar la mejor ubicación de cara a unos inevitables acontecimientos que, en mayor o menor grado, esperaban.
Y para ilustrar lo que ocurría en aquellos tumultuosos momentos, aquí un extracto de un artículo de Marcelino Domingo publicado en el diario republicano El Luchador de Alicante y que era recogido por El Socialista el 17 de Enero de 1930, unas palabras que dibujan la profunda división habida dentro de la Alianza Republicana con motivo de unas declaraciones de Lerroux:
«…nos fue traído un folleto que reproducía unas declaraciones de Lerroux y cuyo título era éste -Colaboración o revolución-. Con el folleto vinieron las disconformidades de quienes creían que la Alianza se constituyó para un fin concreto y categórico que no aceptaba dilema de ninguna clase. Desde el momento en que una divergencia tan entrañable existía, la Alianza en su primitiva constitución, quedaba virtualmente disuelta».
Es decir, durante el año 1929 parece evidente que dentro de la Alianza Republicana surgieron grandes divergencias en torno a que postura adoptar dentro del régimen; Lerroux, al plantear una posible colaboración, eliminaba el principio para el que la Alianza había nacido, la revolución, la amenaza conspiratoria e insurreccional. Lerroux pagaría muy caro, tiempo después, este tipo de disquisiciones, su equidistancia con otras soluciones que no fueran las de la coacción y la fuerza le granjería muchas enemistades dentro de lo que era el nuevo republicanismo y que tantos problemas le crearía tras proclamarse la Segunda República. Las palabras de Marcelino Domingo explicaban por qué se fundaba su partido desligando su suerte y porvenir de la coalición republicana:
«…Publiqué yo en aquellos días unas declaraciones que, en síntesis, decían:  que con Alianza o sin la Alianza, los republicanos habían de permanecer unidos; anunciaba en ellas además el nacimiento del partido Radical Socialista y esquematizaba su ideario. Estas declaraciones fueron comentadas tan airadamente por quienes, insistiendo en mantener la Alianza, jaleaban estrepitosamente aquellos días el manifiesto -Colaboración o Revolución- de Lerroux, que me resolví, ante la diferencia de criterio, de tácticas, a anunciar y a realizar mi separación».
“Colaboración o Revolución”; el Partido Radical Socialista elegía la segunda de las alternativas. Por su parte, el órgano del partido socialista aquel 17 de Enero de 1930 se dirigía a sus fieles y lectores a los que, por primera vez, daba a conocer la versión oficial de esa separación; “al parecer auténtica, de la división republicana”. Esta división dentro del republicanismo resultó ser decisiva para que el régimen perviviese unos meses más; así que, sofocado el peligro militar de los Artilleros, sus cabecillas en el presidio, desunido el republicanismo y un socialismo que seguía esperando mejores momentos mientras copaba importantes y numerosos cargos dentro de la dictadura, esta pudo disfrutar de una prórroga que, sin embargo, habría de durar muy poco; Primo de Rivera, plenamente conocedor de que muchos de los apoyos que le ayudaron a subir al Poder siete años antes, estaban ya formando parte de las filas de la oposición, se decidía a plantear la crisis en aquel Enero de 1930 (ahora en seguida lo veremos más detalladamente).
En aquellos días en los que todos intuían la crisis final de la dictadura, Largo Caballero hacía públicas sus impresiones sobre su posible final; las realizaba sin una sola mención de condena, ni remotamente parecida, a las que solía protagonizar contra el régimen liberal de la Restauración (su sillón en el Consejo de Estado y la multitud de parabienes de las que disfrutó durante la Dictadura, tal vez, ayuden a comprender mejor sus manifestaciones). El dirigente socialista auguraba la pronta caída del régimen y lo hacía con unos argumentos tan tibios y ponderados que parecían más propios de un hombre de Estado muy alejado de la defensa de soluciones de fuerza para acabar con él:
«Es evidente que el régimen anterior al 13 de Septiembre de 1923 merecía desaparecer, y si no lo hubiera derribado el golpe de Estado, otros se habrían encargado de hacerlo, pues su incapacidad para curar los males económicos y morales del país estaba suficientemente demostrada; pero no lo es menos que el nuevo régimen no ha sido más afortunado y, por consiguiente, que debe, voluntariamente, dar por terminado su cometido antes de que el enfermo se agrave y para curarle sea necesario la intervención quirúrgica».
“Intervención quirúrgica”, esa era la expresión más grave y dura que dirigía contra la dictadura el líder socialista, nada que ver con otro tipo de expresiones que utilizó, y utilizaría, de manera tan frecuente y recurrente y de las que, casi 100 años después, muchos españoles tenemos plena consciencia y conocimiento. Por tanto, como se puede deducir de las manifestaciones de Largo Caballero, el socialismo español vivió y se desarrolló como cualquier otro organismo o institución dentro del régimen primorriverista. El interés partidista venció todo intento de oposición, y así se procedería hasta la misma caída del régimen dictatorial.
Para contextualizar aún más la fotografía de la caída de la dictadura, referir brevemente dos aspectos que, sin duda, favorecieron a su desaparición. Uno de ellos sería la protesta estudiantil que se desencadenaría en Marzo de 1929 y que, como todo, tenía unos precedentes anteriores. Primo de Rivera nada más hacerse con el Poder trató de adherirse el apoyo estudiantil, se interesó vivamente por sus demandas y necesidades, sin embargo, ese interés era más ficticio que real puesto que, sobre todo, pretendía atraérselos a la causa del nuevo partido, Unión Patriótica, deseaba la participación en él del sector más joven de la sociedad española. Este intento de sometimiento de la Universidad provocaría la reacción de un sector de los estudiantes que, alejados del sindicato universitario afecto al régimen, Juventud Patriótica, respondían creando un sindicato absolutamente antagónico, la FUE (Federación Universitaria Escolar de Madrid, muy ligado a los intereses del socialismo); desde aquel entonces los problemas de Primo de Rivera con los estudiantes serían ciertamente gravosos. Ya fueron muy perceptibles en los incidentes del 15 de Mayo de 1925, en los que se producía el enfrentamiento con el estudiante Antonio María Sbert (que sería expulsado de la escuela de Ingenieros y confinado en Cuenca), y que tuvieron continuidad en los promovidos apenas trece días después, el 18 de Mayo, donde se produjeron altercados entre estudiantes y policías (durante el traslado de los restos del escritor Juan Ganivet), día en el que el socialista Jiménez de Asúa ofrecería un discurso recordando al exiliado Unamuno y donde requeriría a la juventud a que se alzase para recobrar las libertades (razón por la que el catedrático socialista sería desterrado unos meses después a Las Chafarinas).
Fue en Enero de 1927 cuando quedó definitiva y formalmente constituida la FUE y de la que serían sus principales promotores, el referido Antonio María Sbert y Antolín Casares; desde su constitución como sindicato, la combatividad de los estudiantes contra el régimen se convertiría en una de sus principales sugestiones y la ocasión no tardaría en llegar. El 19 de Mayo de 1928, un Decreto que se promulgaba para fiscalizar las relaciones entre la enseñanza oficial y las privadas, ofrecía la excusa perfecta para que los estudiantes volvieran a la carga; uno de los artículos del Decreto, el 53, otorgaba un beneficio a la enseñanza religiosa y, concretamente, al Colegio de Deusto, que era regentado por los jesuitas, y al de El Escorial, por los agustinos. Los estudiantes pronto hicieron visible su protesta por la promulgación del Decreto, y todo ello pese a que, el Colegio de los Agustinos de El Escorial, dada la magnitud de la protesta renunciaría, expresamente, a los privilegios que se les concedía.
La llama final prendería meses después, el 7 de Marzo de 1929, día del patrón de los estudiantes, Santo Tomás; en aquella fecha algunos miembros de la FUE anunciaron al rector su intención de iniciar una huelga al día siguiente. La reacción del Gobierno del Directorio no se hizo esperar, esa noche sería de nuevo encarcelado Antonio Sbert (permanecería preso hasta el 7 de Abril); su detención provocaría la reacción de otras universidades que, hasta entonces, se habían mantenido al margen. Las algaradas callejeras y las protestas estudiantiles encontrarían el apoyo del exiliado Miguel de Unamuno que, tras mostrar su simpatía por la causa, provocaría la reacción de una parte de la intelectualidad española que también se solidarizaba con los estudiantes, entre ellos, Menéndez Pidal, Ortega y Gasset, Jiménez de Asúa, García Valdecasas o Fernando de los Ríos. La revuelta sería reprimida por el régimen que, pese a derogar posteriormente el polémico Decreto, ya no lograría apaciguar los ánimos de una buena parte de los estudiantes, estos, ahora ya unidos junto a destacados intelectuales y catedráticos universitarios, no rebajarían el nivel en su pulso contra el régimen. En enero de 1930, a pocos días de la caída de la dictadura, el litigio estudiantil seguía latente tanto que, gran número de estudiantes acabarían siendo apresados ante la intransigencia de un régimen que no se avenía a transaccionar con sus continuas y persistentes exigencias (entre ellas, la restitución de las cátedras a los profesores que habían dimitido por los sucesos de la primavera anterior o la rehabilitación como estudiante del líder de las FUE, Sbert).
El fenómeno de la protesta estudiantil, que aquí trato sucintamente, tuvo una importancia capital en la caída del régimen dictatorial y en el posterior advenimiento de la Segunda República. La rabia estudiantil fue canalizada por un sindicato, el FUE que, con el transcurrir del tiempo, acabaría siendo una organización muy influenciada por el socialismo revolucionario. Lo que era un movimiento estudiantil de protesta por una serie de cuestiones académicas, acabó degenerando en la politización interesada de sus reivindicaciones, en todo ello tuvo mucho que ver las distintas actuaciones y sugestiones de la FUE. Estas tendrían su continuación en la primavera de 1930, sus iniciales reivindicaciones corporativas serían rebasadas por un activismo político cuyo fin último era hacer caer a la Monarquía; la unión con una buena parte de la intelectualidad de la época abría un camino y unas posibilidades que eran limitadas sin la compañía y solidaridad de esta. En efecto, los intelectuales y el republicanismo vieron en la protesta estudiantil un filón para sus reivindicaciones políticas, asociar la cultura con el progreso y la República fue todo uno, todo lo que estuviera alejado a esta nueva corriente quedaría intencionadamente asimilado al espíritu decadente de la Monarquía y la reacción. Ese espíritu de protesta y activismo político estudiantil fue también aprovechado por no pocos de los llamados intelectuales de la época y que reconocieron esa influencia de la protesta estudiantil en su pensamiento y obra, entre ellos, Rafael Albertí:
«Primero en Andalucía y luego en Madrid, situado en una familia más bien indiferente, vivo completamente ajeno al latido político, hasta ese momento en que se agudizan las luchas estudiantiles contra la dictadura militar de Primo de Rivera».
Alberti reconocía que su alma política tomaría forma y contenido al compás de las revueltas de aquellos estudiantes, un escritor que acabaría, como sabemos, en las filas del partido comunista y señalando a españoles que sufrirían el martirio de los “paseos”. Él, como tantos otros, tomaron conciencia política en aquellos años de protesta y contagiaron de ese activismo político a otros protagonistas de la generación del 27 y el 36 pervirtiendo, sectaria e ideológicamente, todos y cada uno de los verdaderos intereses individuales y nacionales que, desde hacía años, debieron ser atendidos y resueltos por los poderes públicos. Ahora, contaminados del fervor y la pasión política, no solo no fueron atendidos, sino que serían utilizados como arma arrojadiza para combatir al contrario, al que pensaba diferente. Este ambiente de pasión extrema sería un verdadero lastre para las distintas generaciones de españoles de aquellos convulsos años 30 del siglo pasado.
El otro suceso y que incidiría muy negativamente en la suerte final del régimen sería el desplome financiero internacional de aquel año 1929; las habituales protestas estudiantiles encontrarían un inesperado apoyo en la oleada de huelgas provocadas por el hundimiento de la peseta como respuesta a la crisis mundial. La crisis financiera y la inflación subsiguiente desatarían las protestas de importantes colectivos industriales y financieros que no encontraron satisfacción alguna en la respuesta que a todo ello dio el régimen de Primo de Rivera. Éste, extremadamente fatigado, enfrentado a un Rey con el que cada vez tenía menos complicidad y enfermo (padecía diabetes), terminando aquel año, 1929, reconocía un pronto final de su régimen. Antes, y en un último intento de resolver la crisis, el 20 de Enero, promovería algunos cambios ministeriales; entre los ministros salientes estaba Calvo Sotelo, Ministro de Hacienda, que dejaba su puesto al Conde de los Andes; nada conseguiría frenar la deriva, el destino de la dictadura no se iba a resolver ya con unos cuántos cambios de carteras ministeriales.
Un día después, el 21 de Enero, se daba a conocer en algunos diarios de prensa las instrucciones que, un débil Primo de Rivera, daba a la Unión Patriótica en un desesperado intento de prolongar la agónica situación; a los miembros del partido les otorgaba la facultad de continuar con la obra que siete años antes se había emprendido, el régimen trataba de reorganizar su estructura confiriendo unas bases y propuestas destinadas a dar más prestigio y poder al partido. Esa reorganización no era más que la pretensión de establecer un régimen intermedio entre el dictatorial y el constitucional, en lo que era una huida hacia adelante temiendo que la amenaza revolucionaria, cada vez más latente, se hiciera dueña de los destinos nacionales (recordemos las palabras del republicano Marcelino Domingo, que había abandonado la Alianza Republicana al contemplar como única solución posible la revolución, una solución de fuerza). Primo de Rivera así se dirigía a los miembros de Unión Patriótica en aquellos agitados días de Enero de 1930:
«Pero si en el ámbito decidido del Gobierno está en recabar de su majestad el Rey la autorización para implantar un régimen intermedio entre el que representa la dictadura y el que significa el constitucional a que, en definitiva, aspira, y se ha de llegar, bien por sea por el restablecimiento, en día oportuno, de la Constitución del 76, íntegra o reformada, bien promulgando otra, y tal meditado régimen intermedio envuelve la solicitud, siquiera sea de un modo parcial, de la designación por votos de las personas que han de componer los organismos deliberantes locales y provinciales, parece lógico que empecemos por someter a tal sistema de votaciones nuestra propia organización, y que al largo lustro largo de su existencia confiemos a los afiliados la misión de designar por ellos mismos sus directorios locales, y, en consecuencia, los provinciales y el nacional y las personas que deben presidirlos».
Lo dictado por Primo de Rivera no era más que el dibujo de su propia debilidad dado que, dentro de esa situación que llamaba intermedia, preveía distintas soluciones; la ejecutoria no estaba clara, dejaban la puerta abierta a varias y diferentes opciones en función del tipo de apoyos que pudieran encontrar a su propuesta. Aquel 21 de Enero, El Socialista hacía pública su denuncia a esas nuevas intenciones de la dictadura, ahora ya si lo hacía de forma determinante sabiendo que el régimen, con el que había colaborado durante casi siete años, estaba situado en el portón de salida:
“«Por nuestra parte haremos cuantos nos sea posible para conseguir que la masa obrera actúe y en el momento oportuno intervenga para lograr la solución de los problemas políticos esté de acuerdo con los altos ideales de la Democracia socialista, único medio de orientar y encauzar definitivamente la política del país».
En aquella misma portada uno de los más significados dirigentes del partido, Álvarez del Vayo, hablaba brevemente de la difícil situación de España; estimaba que “el proletariado organizado estaba llamado a desempeñar, como única fuerza con fines claros, un gran papel histórico en nuestro país”. Por fin el socialismo asomaba “la patita”, de nuevo las apelaciones al proletariado y la democracia socialista aparecían como ejes de su acción política ante la inminente caída de una dictadura a la que habían prestado su entera y sincera colaboración; de nuevo encontraban en la fragilidad de las instituciones españolas la posibilidad de aunar fuerzas para dirigirlas hacia una socialización previa acción revolucionaria de la que nunca dejaron de ser socios y fiduciarios. El mismo diario, unos días más tarde, el 23 de Enero, en un editorial bajo el epígrafe: “Del momento político”, seguía fijando su nueva posición y mostrándose absolutamente reacio a cualquier tipo de solución en la que estuvieran presentes políticos de la llamada vieja política, a los que acusaba de todos los males de la Nación. El socialismo se ponía la piel de cordero hasta llegar a reconocer la autoridad de las derechas (como de las izquierdas) en la participación de los poderes y la soberanía:
«Los pueblos son gobernados por los hombres; pero estos, en todas partes, actúan orientados por un ideal. ¿De derecha? ¿De izquierda? Para dar impulso al movimiento dinámico de la opinión son indispensables las dos corrientes del pensamiento político. En la lucha se purifican y perfeccionan las ideas. Lo esencial es que las haya y que estas se manifiesten públicamente, con plena libertad para influir en la opinión pública. …Los partidos políticos fueron siempre una necesidad; pero cada día lo son más por la extensión que va tomando la democracia».
Guardemos bien estas palabras; el socialismo, cayendo la dictadura, admitía la capacidad y el desenvolvimiento en las escena política de las derecha: “son indispensables las dos corrientes del pensamiento político”; no tardando mucho, una vez proclamada la República, no sólo promovieron una Constitución de izquierdas (reconocido por uno de sus más significados dirigentes, Jiménez de Asúa, uno de sus ponentes y Presidente de la Comisión Asesora Jurídica encargada de redactar el proyecto constitucional), serían infinidad las ocasiones en las que, desde Largo Caballero, pasando por Prieto y tantos otros, los que negarían el concurso a las derechas a participar en cualquier iniciativa pública dentro de la República, como tendremos ocasión de comprobar más adelante. De momento, tocaba ponerse el disfraz de partido de Estado y con voluntad regeneradora algo que, siendo partícipes del Poder y de labores gubernamentales (en la República), no habría de darse.
La confirmación de la que era la nueva posición del partido socialista la encontramos en unas palabras de Julián Besteiro, en las que reconocía la labor del socialismo dentro de la dictadura y lo fortalecido que salía de ella tras casi siete años de ausencia de plenas libertades y garantías constitucionales. Aquí un extracto de sus palabras del 26 de Enero, a escasas horas ya del fin de la dictadura:
«No se trata de una creencia, se trata de comprobar una realidad. En estos últimos años, el Partido Socialista y la organización obrera, influida por el socialismo, han realizado grandes progresos. En la actualidad, basta ver las notas oficiosas de las reuniones que todas semanas celebran las Comisiones ejecutivas de la UGT y del Partido para darse cuenta del ingreso constante de grupos organizados y de personalidades aisladas que se adhieren directamente al Comité nacional. El progreso realizado no consiste solamente en un considerable aumento de Secciones e individuos afiliados, sino en un notable perfeccionamiento interno de la organización».
En efecto, difícil decir más en tan pocas palabras; el socialismo sería la única formación política que salía fortalecida y con una estructura enteramente reconocible tras la dictadura, y sólo fue posible gracias a su larga y fructífera colaboración con las instituciones y órganos dictatoriales, así de simple, una posición de fuerza que no iba a desaprovechar en los difíciles y convulsos tiempos que se avecinaban. En aquella intervención, Besteiro dejaba entrever algunas de las que podían ser las futuras alianzas del socialismo con otras fuerzas de la izquierda:
«…con partidos dinásticos de la izquierda, ninguna relación más que la del combate. Con partidos de la izquierda antidinástica podemos tener relaciones circunstanciales. Las relaciones permanentes se prestan a la confusión y me parecen perjudiciales para unos y para otros».
El socialismo ya fijaba posiciones y estas eran coincidentes con las que defendían los grupos republicanos que se habían unido al albur de un enemigo común, la Corona. Pronto se verá la estrecha unión que el socialismo establecerá con algunas de las fuerzas de la Alianza Republicana que, desde aquel momento, empezarían a tejer su nuevo plan conspiratorio para derrocar al Rey Alfonso XIII.
Y para finalizar con las demostraciones palmarias y tan ilustrativas de esa benevolencia que el socialismo disfrutó en el régimen primorriverista, en esa misma página del día 26 de Enero, El socialista publicaba un interesante editorial en el que reconocía algunos de los privilegios de los que había disfrutado el socialismo, entre ellos, el poder hacer públicos su pensamiento e ideario, algo que de lo que apenas pudieron disfrutar los socialistas y el que era el partido del régimen, Unión Patriótica; veamos:
«…y por ello, UP y el Partido Socialista, en este aspecto de su actividad, gozan de libertades que serán seguramente comunes a todos los partidos cuando se trate de realizar elecciones políticas, Por ahora, no es ese el caso».
Determinante, sin duda, el socialismo reconocía su posición de privilegio sobre el resto de formaciones políticas, de otra forma, no se entiende que los también republicanos no hubieran mostrado ningún tipo de solidaridad o de acercamiento con el que era el arma más pertinaz y consistente de la amenaza revolucionaria e insurreccional, el socialismo. Su descarado clientelismo con las instituciones del régimen dictatorial les mantuvo alejados de aquellos que, extramuros de él, lo combatían participando en todo tipo de conspiraciones y algaradas. Aquel 26 de Enero Primo de Rivera dirigía una carta a las Instituciones armadas con el deseo de conocer si seguía contando con un apoyo, el del Ejército, sin el que hubiera sido imposible la implantación de la dictadura. Lo hacía con estas palabras finales:
«…Y ahora, sólo pido a mis compañeros de Armas y jerarquía que tengan esta nota por directamente dirigida a ellos, y que, sin de pérdida de un minuto, pues ya comprenderán lo delicado de la situación que este paso, cuya gravedad no desconozco, crea al Régimen que presido, decidan y comuniquen su actitud. El Ejército y la Marina, en primer término, me erigieron dictador, unos con su adhesión, otros con su consentimiento tácito; el Ejército y la Marina son los primeros llamados a manifestar, en conciencia, si debo seguir siéndolo o debo resignar mis poderes».
Esta consulta dirigida al estamento militar sería el epitafio de la dictadura; reconocidos los postulados, los idearios y los posicionamientos de unos y de otros, no encontrando los apoyos necesarios para seguir al frente de las instituciones y del Gobierno, con una oligarquía descontenta, con un Ejército dividido y con un sector de él cada vez más cercano a posiciones del nuevo republicanismo, y junto a un distanciamiento cada vez más acusado con el Rey, consciente de lo difícil que resultaba prestar apoyo al ya enfermo y fatigado general, Primo de Rivera decidía presentar su dimisión al Rey el 27 de Enero de 1930. Lo hacía siendo desconocedor de que Alfonso XIII ya venía realizando diversas gestiones para prescindir de sus servicios. Primo de Rivera, tras publicar un Manifiesto, partía al exilio hacia París donde fallecería pocas semanas después, el 16 de Marzo. El General Berenguer sería el designado por el Rey para formar Gobierno; se iniciaba el periodo conocido como la Dictablanda.










LA DICTABLANDA; LA REVOLUCIÓN SE HACE FUERTE
«Y como es irremediablemente un error, somos nosotros, y no el Régimen mismo; nosotros gente de la calle, de tres al cuarto y nada revolucionarios, quienes tenemos que decir a nuestros conciudadanos: ¡Españoles, vuestro Estado no existe! ¡Reconstruidlo! Delenda est Monarchia (hay que acabar con la Monarquía) ».
José Ortega y Gasset, filósofo y ensayista; 15 de Noviembre de 1930.
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Artículo en páginas interiores el diario semanal “Nuevo Mundo”: “El rumbo a la izquierda de los intelecturales”. Ortega y Gasset, Gregorio Marañón o el socialista Fernando de los Ríos serán algunos de los intelectuales que defiendan las teorías republicanas llegando a promover todo tipo de iniciativas para su advenimiento.
“El error Berenguer”; este era el título del histórico artículo que aquel 15 de Noviembre publicó el diario republicano El Sol; Ortega y Gasset criticaba la prolongación de un régimen en el que parecía que, tras seis años de dictadura, nada hubiera pasado. Los republicanos unían sus fuerzas para no dar respiro a la Monarquía, firmantes y no firmantes del Pacto de San Sebastián seguían en una posición de absoluto embate contra un régimen que, hiciera lo que hiciera, iba a tener que sobrevivir con la oposición frontal de declarados y acérrimos enemigos.
27 de Enero, 1930; fueron casi seis años y medio de dictadura, una dictadura que sería primero abandonada y luego censurada por casi todos aquellos que, en aquel lejano 13 de Septiembre de 1923 la habían prestado su apoyo o solidaridad, unos de forma incondicional y, otros, por puro interés partidista. La dictadura dejó un legado que, en no pocos aspectos, mejoraba muchos de los parámetros que heredó; notables mejoras en infraestructuras, en industrialización, en deuda, en pacificación externa e interna, en niveles de paro, en conflictividad laboral, en participación de la  mujer en la vida pública, en definitiva, con la colaboración de importantes sectores sociales y políticos, se daban los primeros pasos para afrontar una verdadera obra de reconstrucción nacional, tan demandada y, sin duda, tan urgente y necesaria. Sin embargo, un régimen tan excepcional como era aquel debió tener carácter inequívocamente interino, con el propósito de hacer creer que se debió a circunstancias puramente excepcionales y con el firme compromiso de acometer lo que era una urgente obra estructural a escala nacional que, desde hacía tantos años, se hacía tan imprescindible y que tan extraordinariamente difícil resultaba por la obstinada oposición de muchas y diversas fuerzas político-sociales poco o nada inspiradas por las políticas de Estado. Hombres de Estado tenían el deber de asumir un periodo de regeneración de un país que parecía abocado a su propia autodestrucción para dar paso a un nuevo tiempo y, sólo en ese marco, debió actuar un régimen tan excepcional como aquel que, con el aval de las principales figuras políticas del momento, estuviera capacitado para iniciar una obra que debía ser finalmente realizada con las plenas garantías constitucionales restablecidas.
Como ya se ha referido en otras ocasiones, la pérdida de las últimas colonias inundó la política nacional de un espíritu decadente en el que una corriente decididamente antinacional encontró sólidos y firmes aliados y haciendo imposible acometer una fructífera obra de reconstrucción nacional. La dictadura vino como la solución última a todos estos desafueros y tan complicados pleitos, pero la defensa de un patriotismo tan mal entendido como contrario a sus intereses disgregadores, significaría la ruptura de toda solidaridad con un régimen en el que creían ver una fórmula puramente transitoria. La idea de Patria no casaba con aquellos que desde hacía años se habían posicionado firmemente en la esfera del separatismo, tampoco en quienes asociaban ese patriotismo con la figura del Rey o de la Monarquía, ni menos aún con aquellos que tenían como únicos argumentos y principal espejo al socialismo internacional; intereses tan cruzados y tan opuestos no encajaban con lo que se pretendía desarrollar dentro de las paredes de la Asamblea Nacional. La ausencia de plenos derechos y libertades junto a ese propósito de institucionalizarse darían la puntilla final a un régimen que, con su fin, abría de nuevo el portón del debate sobre la propia estructura del sistema; federalismo, Monarquía, República, autonomismo, nacionalismo, ese era el reto al que las élites políticas destinaban sus mayores esfuerzos y propósitos mientras, el obrero, el campesino, el esforzado trabajador o el simple ciudadano de a pie, seguía sufriendo y padeciendo las mismas carencias y penalidades de décadas pasadas y a las que los poderes públicos no habían dado satisfacción alguna. Así, fuera de todo debate político esos apremios y urgencias sociales, en aquel Enero de 1930 se abría una nueva etapa en España en la que algunos creían ver, y pese a la evidencia de un poder político tan profundamente desunido y frágil, aquel horizonte de “vino y rosas” que les prometían una vez cayera la Monarquía. Pues bien, mucho me temo que se equivocarían…
29 de Enero 1930, el que fuera jefe del Gobierno, Primo de Rivera, publicaba una nota en la que se esgrimía como una de las principales causas de su abandono su estado de salud (su prematura muerte, 16 de Marzo, confirmaría que, en efecto, su salud no debía de ser precisamente buena). Así lo relataba en la nota que daría a conocer el Consejo de Ministros, un desvanecimiento, sufrido días antes (el Sábado 25 de Enero) le habría alarmado:
«…un pequeño mareo, que me ha alarmado, y me obliga a hacer todo lo posible por prevenir la repetición de caso parecido, sometiéndome a un tratamiento y a un plan que fortalezcan mis nervios y dé a mi naturaleza dominio absoluto sobre ellos».
Tras dejar públicamente por escrito sus problemas de salud, haría también públicos sus agradecimientos al Ejército y al obrerismo, sin cuya disciplina y conducta hubiera sido imposible todo lo conseguido en aquellos años: “...Aludo al obrero, que ha superado a todos en comprensión y que no ha provocado casi dificultades, adhiriéndose siempre a soluciones favorables”. Como he referido en diversas ocasiones, esa cooperación del mundo obrero que daría lugar a la pacificación de la endémica conflictividad social, sólo se pudo conseguir con la inestimable colaboración del socialismo; éste ganaba fuerza y solvencia de cara a las masas obreras y el régimen conseguía a cambio la tan demandada y necesaria paz social. Primo de Rivera, en lo que era su epitafio político, reconocía esa fructífera labor producto de una sincera y fiel colaboración. Y, por último, destacar de esa última nota del Marqués de Estella las referencias que hacía a la Prensa, respecto de las relaciones que mantuvo con ella:
«…Prensa cuya actuación he vigilado más que ningún otro elemento, porque sé bien, por afición periodística, que ella hace y deshace hombres y reputaciones y da color, cuando justo, cuando caprichoso, a las ideas, deslumbrando, unas veces con el sofisma, otras con el argumento, a los que carecen de medios propios de pensar. En ella residen la ciencia del bien y del mal, y, si no se interpretaran como solicitud de benevolencia, le dedicaría palabras más efusivas en esta ocasión».
La censura de Prensa fue una de las herramientas sobre las que se construyó el edificio dictatorial, y es que la paz social, muy posiblemente, no se hubiera conseguido a los niveles que esta alcanzó sin el ejercicio de esa censura. Nadie defiende la censura de prensa, no es lícito en un estado de derecho pero, teniendo en cuenta que la hipocresía, la demagogia o la ambigüedad, son enemigas del relato histórico, es preciso reconocer el papel que la prensa jugaba en aquellos años (en cierto modo, sucede ahora igualmente). La prensa tenía por encima de todo interés fundamentalmente político, y ese interés era determinante para activar y expandir la propaganda incendiaria de quienes, a cualquier precio, pretendían agitar las conciencias para desatar lo que creían ver cada vez más cerca, la revolución, la acción violenta que enterrara por fin el régimen constitucional de 1876. Ya por aquel entonces se habían producido múltiples testimonios de, quienes defendiendo la sustitución del régimen liberal, pretendían hacerlo sin los cauces reglamentarios, sin un plebiscito, una consulta o, incluso, un proceso constituyente; las apelaciones a la violencia o a la revolución fueron constantes antes de la llegada de Primo de Rivera al poder (Maciá, Companys, Marcelino Domingo, Largo Caballero, Prieto, los anarquistas, hasta el propio Julián Besteiro en alguna ocasión) y, sin duda, buena parte de la prensa actuaba como agente propagador de aquella agitación revolucionaria. Esa visión de Primo de Rivera sobre la prensa, siendo absolutamente reprochable y censurable, no deja de ser una obviedad de algo que durante los años anteriores ya había ocurrido, negarlo sería absurdo y contraproducente. Utilizó la herramienta de la censura en beneficio propio, siendo uno de los principales instrumentos que hicieron posible la pacificación de las calles aunque, si bien es verdad, que ni la propia censura de prensa lograría frenar el impulso contestatario que surgiría contra la dictadura tras su anunciada pretensión de institucionalizarse; por esa misma razón, la dictadura cayó sin violencias, sin el surgimiento de un movimiento abrupto, de fuerza, se fue por la presión de una corriente crítica que nació en su propio seno, cuando pervirtió el sentido por el que había nacido y que no era otro que dar estabilidad y serenidad temporal a un país que parecía estar abocado a su autodestrucción, por unos y por otros. No hubo elementos potencialmente agitadores en los medios de prensa, serían muchos de los actores que la habían prestado su apoyo en Septiembre de 1923 quienes, casi siete años después, la fueron abandonando, el país fue en su mayor parte ajeno a estos acontecimientos, de modo que ni la censura logró evitar el deseo de que los derechos y libertades fuesen íntegramente restablecidos; esta circunstancia nos lleva a plantear que la libertad es innegociable ante cualquier régimen o sistema y que su deseo siempre es más fuerte a cualquiera de ellos. Pero, qué duda cabe, que el pleno ejercicio de la libertad siempre conlleva riesgos y peligros, dentro de ella se mueven bien los que, en su nombre, pretenden secuestrarla para su beneficio, y así, en aquel año 1930, los que hablaban en nombre de la libertad y democracia, los que capitalizaban el discurso de la restauración de las plenas facultades democráticas, serían los que, un año después, en Abril de 1931, más tenaz e implacablemente implantarían la censura de prensa y cercenarían el disfrute de los derechos y libertades del conjunto de los españoles; en próximos capítulos lo vamos a ver en toda su dimensión y con toda su crudeza.
30 de Enero de 1930; se presenta el nuevo Gobierno, militares y civiles componen un Gobierno de transición que tiene el objetivo de devolver la serenidad perdida en los últimos meses y que, en buena parte, había sido causada por una persistente protesta estudiantil que había derivado en un inequívoco trasfondo político: Jefe del Gobierno, el General Damaso Berenguer, Ministro de Hacienda, Manuel Arguelles, Ministro de la Gobernación, General Marzo, Ministro de Fomento, Leopoldo Matos, Ministro de Instrucción Pública, Duque de Alba, entre otros, formaba el nuevo Gabinete. Miguel Maura y Francés Cambó no aceptarían entrar a formar parte del mismo, sus objetivos eran ya muy distintos e incompatibles con los agentes militares. Desde entonces, se haría muy popular la frase de “hay que pacificar los espíritus” y, sin duda, esto era debido a la agitación social que todavía permanecía y que era especialmente notable dentro del colectivo estudiantil.
Expectación e incertidumbre, a partes iguales, ese era el estado de ánimo que se respiraba en aquellos primeros días tras la caída de la dictadura; nadie se atrevía a dar una palabra más alta que la otra a la espera de los acontecimientos y de lo que el nuevo Gabinete estuviera dispuesto a acometer u ofrecer, la sensación de transitoriedad del Gobierno le libraba de los primeros grandes embates. Sin embargo, ya que en aquellos primeros días de Febrero de 1930, los grupos opositores (republicanos y socialistas, principalmente) demandaban la convocatoria urgente a unas Cortes Constituyentes, la desaparición del caciquismo, la remodelación de la Constitución de 1876 o la retirada de los militares y su vuelta a la disciplina militar y, por tanto, su alejamiento de la política. Solicitaban que los Ayuntamientos les fueran devueltos a sus antiguos representantes y moradores alejando de ellos a los miembros del partido único de la dictadura, la Unión Patriótica (había también presencia de concejales Mauristas y Ciervistas, también socialistas, por cierto); sin embargo, de haberlo hecho tal y como exigían, se les habría entregado a los representantes de aquello que tan vivamente denunciaban, el caciquismo, ese caciquismo que durante años denunciaron y que copaba muchos de los puestos de las Diputaciones y Ayuntamientos de España (referir al respecto que, una gran mayoría de Presidentes y Alcaldes dimitieron de sus cargos nada más darse por acabada la dictadura). Así las cosas, y con una oposición que se movía lentamente para tejer una verdadera unidad de acción contra el nuevo régimen, el 4 de Febrero, El Socialista dejaba entrever los primeros pasos de lo que podrían ser sus futuras alianzas:
«…por nuestra parte, no queremos nada con elementos monárquicos. Esos liberales y liberales izquierdistas de la monarquía nos parecen los hombres más funestos de nuestra política. El liberalismo fue en ellos siempre un disfraz. …No negamos, en cambio, la posibilidad de que lleguemos circunstancialmente, y para cosas muy concretas, sin que haya confusión de ninguna especie, a concretar pactos con los republicanos, con los antidinásticos. …a nosotros, los socialistas, nadie nos aventaja en contenido y emoción republicanos. Lo hemos demostrado en el pasado y lo seguiremos demostrando en el futuro».
El socialismo se dejaba querer por el republicanismo, unos y otros se necesitaban si querían tener alguna posibilidad de precipitar lo que, desde hacía tantos años anhelaban, la definitiva caía de la Monarquía, muy pronto advertirán la posibilidad de hacerlo ante la fragilidad de un Gobierno que contaba con no demasiadas simpatías y escasos adeptos. El Gobierno, plenamente conocedor de su fragilidad, trataba de agradar a los que seguían dudando de su plena legitimidad, así, apenas 24 horas después de constituirse, el 31 de Enero, el General Berenguer concedía la libertad al Presidente de la FUE, Antonio María Sbert; lo haría junto con otros muchos estudiantes, también a los catedráticos les sería restablecida su cátedra. Además, cinco días después, el 5 de Febrero, y en la que era la primera reunión del Consejo de Ministros, se concedía una amnistía en la que serían sus principales benefactores los militares represaliados por la dictadura de Primo de Rivera, es decir, principalmente los jefes y oficiales del Cuerpo de Artilleros que quedaban en libertad para reingresar en las Fuerzas Armadas (muchos de ellos lo harían ya dentro de las filas del republicanismo). Es evidente que el Gobierno del General Berenguer quería ofrecer una cara más amable de lo que parecía ser una prolongación del régimen primorriverista; las directrices políticas futuras que, sin remedio tendrían que venir, formarían la verdadera opinión de lo que sería aquel régimen que, allá por marzo de 1930, algunos empezaron a llamar la dictablanda por el tono amable, al que ya me he referido, con el que parecía obrar y dictar en los que eran sus primeros actos y resoluciones.
Pero la fragilidad del régimen era visible y los enemigos de la Monarquía, sin grandes estridencias, agazapados en aquel instante, sólo esperaban el momento oportuno para reafirmar su ideal y propósitos; tan frágil era y así se hacía sentir que, un hombre como el Conde de Romanones, representante de la izquierda liberal monárquica, aquel 5 de Febrero de 1930 pedía que se formulase una verdadera Constitución “que haga del Rey un Presidente de la República vitalicio y hereditario”. En fin, la verdad que el Conde de Romanones fue muy proclive siempre a dar giros tan inesperados y tan salidos de tono como el aquí citado; la ausencia de liderazgo y de un verdadero propósito renovador, junto a un programa político incierto, no eran ajenos a un republicanismo que olía sangre, lo que habría de precipitar los acontecimientos.
En efecto, los primeros pasos del republicanismo se iban a dar pronto, en Marzo de 1930. Transcurrido apenas un mes desde la llegada del Gobierno Berenguer el republicanismo decidía no otorgar más plazo a un Gobierno al que creían débil y demasiado desasistido como para prolongar mucho su situación de interinidad. El movimiento de la nueva insurgencia contra el régimen nacería en Cataluña donde un grupo de la izquierda republicana publicaba el Manifiesto que surgiría en la Conferencia de las Izquierdas Catalanas, venía avalado por veintinueve entidades y seis periódicos republicanos; el Manifiesto llevaba la firma de Companys, Ramón Noguer, Antoni Moles entre otros. El principal propósito era la creación de una formación política que agrupase a todos los republicanos de izquierdas en Cataluña; en aquellos días de Marzo se ponían las bases de lo que sería un nuevo partido, la Ezquerra Republicana de Cataluña. Este partido tendría que esperar un año para ver la luz, y es que la insurrección de Jaca interrumpió los trabajos de la Conferencia que no se retomarían hasta los días 17-19 de Marzo de 1931, a escasas semanas de las trascendentales elecciones municipales de Abril de ese año (allí se gestaría la ERC). La resolución de lo que entendían era la cuestión catalana estaba entre sus postulados y que serían piedra angular de lo que habría de fructificar unos meses después, en Agosto de ese año, el Pacto de San Sebastián.
La agitación republicana se hacía pública y visible en aquellos días de Marzo, tanto que, unos días antes, el 26 de Febrero, el ilustre Sánchez Guerra, conocedor de todos estos movimientos ofrecía un interesante discurso en el Teatro La Zarzuela de Madrid; una enorme expectación, pocas veces vista, aguardaba impaciente la intervención del ex Presidente del Gobierno; se declaraba no republicano pero, al mismo tiempo, reconocía el derecho del país a que un día pudiera serlo. El emergente republicanismo no resultaba algo desconocido para Sánchez Guerra, y que especialmente estaba calando entre los más jóvenes:
«Yo no soy republicano; pero reconozco el derecho al país a serlo  …todos los jóvenes de valía iban a la Monarquía, desoyendo las solicitudes de la República. Ahora sucede todo lo contrario. Todo muchacho que se destaca está en la República o va a la República. ¿Qué ha pasado con esto? Entre otras cosas ha pasado una Dictadura. Una Dictadura que no ha sido sanguinaria; pero ha sido cruel. Cruel porque respetaba la vida; pero a los que respetaba se la dejaba sin honor. ¿Qué hubieran preferido algunos oficiales, que no sé si están en la sala? ¿Un fusilamiento, una ejecución o una vida constante de vejaciones y deshonor?. La sangre ensucia, pero no mancha».
Sin duda, las algaradas estudiantiles de los últimos años, rebasando sus demandas y denuncias corporativas hasta introducirse en la esfera política, buscaban una finalidad concreta además de la ya conocida de poner en extremas dificultades a la dictadura, sumar conciencias contra quien, a su juicio, la sustentaba, el Rey Alfonso XIII; en estas circunstancias, la protesta estudiantil se convertiría en una fábrica de crear adeptos al republicanismo. Las palabras de Sánchez Guerra hacían alusión al otro sector que más perjudicado había sido durante la dictadura, el Ejército, que tampoco era ajeno al acercamiento de no pocos de sus miembros al campo del republicanismo a fin de saldar sus agravios, ya no tanto con la Monarquía y si con el monarca, Alfonso XIII. Esa inquina al monarca parecía ser compartida por Sánchez Guerra, líder de un grupo de monárquicos que se declaraban constitucionalistas pero no tanto “alfonsistas”, bloque constitucionalista que se desligaría desde aquel entonces de la suerte del Rey, su objetivo era la convocatoria de una cita electoral que posibilitara la acción de unas Cortes Constituyentes que dieran finitud al orden constitucional de 1876, para estos constitucionalistas la Constitución había caducado tras lo ocurrido en los últimos siete años. Respecto de las responsabilidades que tan machaconamente empezaban ya a solicitar los republicanos, Sánchez Guerra entendía que estas existían, sin embargo, consideraba que la agitación de la propaganda republicana no era proporcional respecto a lo que eran sus demandas:
«Por complicar la responsabilidad que no debió complicarse nunca, la responsabilidad constitucional de la Corona, se ha producido la propaganda republicana, que yo veo con dolor y amargura (Rumores). Las responsabilidades han de exigirse desde el más alto al más bajo, pero sin bullanga».
Y es que la propaganda republicana era resuelta y ostensiblemente incendiaria y, de nuevo, no exenta de elementos autodestructivos; la regeneración nacional, tan necesaria, nuevamente parecía que iba a ser rebasada por apetitos sectarios y partidistas de los que se nutría esa propaganda de agitación de los espíritus y conciencias. Sánchez Guerra, de espíritu sereno y templado, buscaba poner las cosas en su justo lugar, pretendía dirigir y centrar el punto de mira de las responsabilidades y de las que no excluía a la Corona, a la que exigía que no siguiera amparando la irresponsabilidad constitucional, por esta razón, veía como única opción viable la pronta convocatoria a Cortes Constituyentes. Pese a haber participado en alguna algarada previa (la ya comentada de Enero de 1929), creía que lo más lógico para enderezar el rumbo era hacerlo dentro de los cauces legales: “Hay que hartarse de legalidad, con todos los inconvenientes que tenga”. Y así advertía a los que seguían promoviendo causas y movimientos revolucionarios:
«Yo os digo que hay algo peor que las dictaduras: Merecerlas. Hay muchos que no se han enterado de que en España ha pasado, y yo sí, porque he visto todo y me he enterado de todo. …yo he dado la cara. Hombre monárquico, constitucional y parlamentario. Si tuviera que optar entre los apellidos y el nombre no tendría inconveniente en quedarme con los apellidos; pero reconozco al país el derecho a ser republicano. Las Monarquías no caen nunca por sus enemigos, sino por las adulaciones de los que la rodean».
Interesante, sin duda, esa reflexión del ex Presidente: “Yo os digo que hay algo peor que las dictaduras: Merecerlas”; una reflexión que podría sintetizar una buena parte de lo ocurrido en nuestra historia contemporánea, en los siglos XIX y XX; cuando se tiene en el púlpito del poder (o cercano a él) a figuras del “calibre” de Fernando VII o Largo Caballero (símbolos del despotismo regio y del socialismo más rancio) y desde él se hacen alusiones a la defensa de la democracia y el Estado de derecho no sé hasta qué punto, y al mismo tiempo, se cierran sus puertas con el propósito de dar entrada a otro tipo de soluciones tan alejadas de lo que debe ser un digno y ejemplar Estado de derecho. La democracia y sus instituciones se defienden, se apetecen, se las sirve, no se las secuestra a la vez que se hacen retóricas alusiones sobre una falsa y forzada magnanimidad democrática, esta forzada pose (hoy postureo…) no oculta las que son las verdaderas intenciones de quienes dicen ser su más acérrimos promotores y defensores, que, por lo general, suelen estar muy alejadas de la verdadera esencia de lo que es y debe ser un digno Estado de derecho. Esta perversión del mensaje y del lenguaje, solo busca justificar soluciones de fuerza para acabar, precisamente, con instrumentos y modelos de Estado perfectamente democráticos; nada justifica una solución de fuerza, del tipo que fuere, el único camino debe ser la legalidad, “hartarse de legalidad” como decía aquel día Sánchez Guerra pero si, arbitrariamente, esta es sustraída, cobran todo su sentido las palabras del que fuera Presidente del Gobierno acerca de la dictadura. En fin, es sólo un punto y aparte, lo que viene a ser una reflexión muy personal.
Sánchez Guerra se postulaba para canalizar otro movimiento de insurgencia contra el régimen, con ese propósito nació su formación política, los llamados Constitucionalistas que, desde las filas del conservadurismo lucharán para finiquitar un periodo constitucional que creían fracasado (Constitución de 1876) y con el propósito de debatir y promulgar una nueva Constitución que reformulara la legitimidad y la plena vigencia de un nuevo periodo constitucional. Lo que si parecía estar claro es que las palabras de Sánchez Guerra advertían de la convulsión que empezaba a gestarse en torno a los estertores de lo que algunos calificaban como Dictablanda; el camino que tenía que recorrer el recién nombrado Gabinete se avistaba ya pedregoso y angosto y las dificultades a las que se tenía que enfrentar ponían en una duda, más que razonable, el que pudiera prolongarse durante mucho más tiempo.
Aquel mismo 26 de Febrero, en el Ayuntamiento de Madrid, se producía otro suceso que ilustraba la combatividad que estaban dispuestos a ofrecer, una vez finalizada la dictadura, los elementos socialistas y republicanos contra el Gobierno de Berenguer. Uno de los concejales socialistas, Andrés Saborit, afeaba al Gobernador Civil de la provincia, Martín Álvarez su presencia en el parlamento municipal y al que había acudido para dar posesión a los nuevos concejales. Protestaba el concejal socialista por la presencia del Gobernador al haber sido colaborador de la dictadura y, no considerándole legitimado para el cargo, vivamente le pedía marcharse:
«Yo no he faltado el respeto a Su Señoría. Es Su Señoría quien pretende coartar mi libertad, que ejército, al igual que siempre, en defensa del criterio socialista. Su Señoría no ha sido discreto. Repito que Su Señoría ocupa este sitio indebidamente. Aquí, en España, ha pasado algo. Mientras no se sepa lo que ha pasado, Su Señoría debe permanecer en el ostracismo, en espera de las responsabilidades que le afecten, puesto que ha colaborado con la dictadura».
Sorprende el ejercicio de demagogia tan descarnada del socialismo, como si aquella dictadura no hubiera ido con ellos (presencia en los Comités paritarios, en el Consejo de Estado, en tantos otros cargos públicos y en los que sólo les superaba en número los miembros de la Unión Patriótica). Es ciertamente lógico pedir responsabilidades a los que fueron protagonistas de una dictadura cuando, además, se es completamente ajeno a los intereses de esta, pero es absolutamente irresponsable y ciertamente alevoso hacerlo por aquellos que si fueron parte activa de la misma. Recordemos, además, que Saborit fue amnistiado años antes por protagonizar una algarada revolucionaria, en Agosto de 1917, destinada a imponer por la acción de la coacción y la fuerza un tipo de régimen que, por aquel entonces, daba sus primeros pasos en Rusia. Es decir, un agitador, un protagonista activo de una dictadura (de la que percibió una retribución pública), exigía ahora responsabilidades y las cabezas de los que fueron sus actores. Su larguísima intervención en la sesión plenaria del Ayuntamiento (en aquel momento, en ausencia del Parlamento, el principal foro político de aquella España), no estaría exenta de distintos exabruptos contra Primo de Rivera: “A París, a París, con Primo de Rivera”, y a los miembros del partido Unión Patriótica, además, lo hacía arrogándose la única voz legítima y representativa del pueblo:
« ¿Cómo están aquí los concejales de la Unión Patriótica? ¿Con qué derecho? (Dirigiéndose al Alcalde). Su Señoría es el apoderado del que se ha marchado, ¿no? (por el Gobernador). …Yo soy enemigo de la dictadura de Primo de Rivera, pero no puedo por menos que reconocer que durante la dictadura los Ayuntamientos de algunas capitales han hecho algo, han realizado alguna labor”. Tras un intento de intento de interrupción de un concejal romanista, diría: “¡Al Ateneo! Su Señoría no puede hablar aquí dignamente. ¡Váyase al Ateneo con sus compañeros de la Junta directiva impuesta por la dictadura!. Yo soy socialista. Estoy aquí con perfecto derecho”. A continuación, afirmará: “Yo represento al pueblo»”.
Andrés Saborit hacía público su enojo por la forma en que habían sido confeccionados los Ayuntamientos y a los que no veía como representación del pueblo. Bien, guardemos estas afirmaciones de nuevo, cuando analicemos los sucesos de la República, veremos como actuarían los socialistas y los miembros del Frente Popular en la confección de los Ayuntamientos tras el acceso al Poder de éste en Febrero de 1936 (también en los primeros meses de esta, por cierto). En su apasionada intervención, expresaba, en un tono ciertamente vulgar y ofensivo, su malestar con una dictadura con la que, repito, había colaborado y a la que, incluso, reconocía algún éxito, haciendo mención a la labor que se había desempeñado en algunos Ayuntamientos (muchos de ellos emprendieron una frenética labor de obra pública). Posteriormente, en el transcurso de esta reveladora intervención del concejal socialista que ilustraba, muy fotográficamente, el momento que se vivía en España, haría un “sorprendente” alegato:
«Pido al señor alcalde que se dé por enterado de nuestra proposición, consistente en que se haga una reclamación nacional para que todos los que hayan colaborado con la dictadura no puedan ocupar cargos en Ayuntamientos ni Diputaciones».
No resulta muy difícil de imaginar que, tras estas palabras, algunos concejales salieran en tropel a reprocharle su colaboración con la dictadura; reitero, el ejercicio de la demagogia del socialismo parecía no tener límites ante datos y hechos públicos y conocidos sobradamente por todos. La demagogia no acababa ahí, el socialismo aprovechaba el foro de una corporación municipal para hacer propaganda de su ideario y así trasladarla a la escena de la política nacional; la vida municipalista quedaría así secuestrada en aquellos meses por quienes anteponían los intereses de partido (derribo de la Monarquía) a los propios de la ciudad, así, el fuero administrativo municipal sería intencionadamente rebasado simulando que allí residía una soberanía nacional que, ciertamente, había sido desalojada del Parlamento. Este relato tal vez ayude a comprender el porqué, un año más tarde, a las elecciones municipales de Abril de 1931 se les diera intencionadamente ese carácter plebiscitario que jamás hubiera debido tener un sufragio de este tipo, pero, como he referido, socialistas y republicanos, durante aquellos meses, hicieron suya la causa y la bandera partidista, puramente ideológica y política, en un recinto que no estaba destinado para esos fines. Las palabras de aquel día de Saborit dejaban muy claros los propósitos del socialismo y el foro donde pretendía desarrollarlos:
«Todos estamos aquí a título de políticos. ¿Cómo al discutirse un expediente se va a olvidar el Sr Goicoechea de que es católico y conservador? Lo que hace falta es que no nos avergoncemos de nuestras ideas, que las defendamos valientemente y que la opinión sepa con claridad cuál es el matiz político de cada uno de nosotros».
Producen, ciertamente, gran desafuero ciertas conductas políticas, una de ellas es la alevosía, cuando un político se posiciona de este modo, tan sincera y públicamente, reconociendo que tiene la intención de seguir utilizando las instituciones municipales para una función que no es la suya; la municipalidad no debe ser nunca el foro de las diferencias políticas, la función administrativa del Ayuntamiento no debería ser manchada por el color y la contienda política, sin embargo, en aquellos intensos meses, los Ayuntamientos fueron intencionadamente contaminados de lucha política y eso resultaría nefasto para los intereses futuros de la Nación; nada escaparía al fragor de ese combate, todo era política y división, y así sería del todo punto imposible afrontar y acometer una obra de verdadero carácter y espíritu nacionales. Cierto es, también, que la parálisis institucional, la suspensión de las garantías constitucionales, en nada ayudaba a restablecer la normalidad de las instituciones, circunstancia que facilitaba y despejaba el camino de los que se prestaban animosos a dificultar toda acción ministerial o municipal.
Para finalizar el relato de tan interesante sesión plenaria municipal, decir que las palabras de Saborit crearon honda impresión, tanto entre los propios concejales como en la Tribuna de prensa y público; el Conde de Romanones, entre otros, le acusaría de haber elaborado un discurso con un trasfondo puramente político y en el que había tenido la oportunidad de atacar al Rey y defender una República llegando a predecir que pronto llegaría: “Todo lo que hace Saborit es política, y eso está bien en el Parlamento, adonde volveremos pronto”. Las palabras del político liberal provocaban la reacción del socialista, así, Saborit finalizaría su intervención denunciando las prácticas caciquiles del propio Conde de Romanones (justo en un momento en el que éste había salido del Salón de sesiones):
«Ha aludido también al Sr Romero Robledo para decir que me parezco a él, y esto lo hace, sin duda, porque está pensando siempre en Romero Robledo, que fue maestro en política del Conde de Romanones y de todas las porquerías electorales que el conde ha realizado como gobernante (Entre Romanones en el salón y estallan las risas de los concejales, periodistas y el público) ».
Bien, el concejal socialista habló aquel día como si fuera un completo extraño de lo acontecido durante la dictadura y, además, simulando ser un fiscal de la vieja política corrompida y caciquil; lo primero, creo que ha quedado suficientemente claro en páginas anteriores, respecto de lo segundo, es conocido lo que ocurriría justo un año después, en Abril de 1931, donde en las fatídicas elecciones municipales al Ayuntamiento de Madrid, Andrés Saborit logró que se computasen miles de votos de difuntos. En definitiva, la intervención Saborit, además de llenar primeras páginas de periódicos de la época, ofrecía el criterio y la conducta política que el socialismo seguiría a partir de aquellos días de 1930, como así recogería el titular de El Socialista un día después, el 27 de Febrero. En efecto; el PSOE declaraba, abierta y públicamente su apuesta por la República, lo aceptaba ya, en aquel momento, como algo irrenunciable y la única salida viable a la crisis tan profunda en la que se encontraba un régimen al que, desde hacía casi 30 años, combatían sin descanso (con el paréntesis de la dictadura). Para corroborarlo, aquí un extracto de lo que se decía unas semanas después, el 20 de Marzo, en las páginas de El Socialista:
«…Nosotros, republicanos sinceros, quisiéramos que fuesen recogidas esas fuerzas por hombres de solvencia moral que se orientasen hacia la República, por estimar que es el único camino a seguir para dar principio a una era renovadora de nuestra actividad política. En cuánto esas fuerzas políticas de nueva formación se orientasen en ese sentido, serían fáciles entre nosotros coincidencias circunstanciales, sin confusionismo de ninguna especie, para la realización de programas mínimos, de realización inmediata. …Tampoco deben comprometerse nuestras organizaciones en movimientos de carácter regional que fraccionen y debiliten nuestras fuerzas».
El socialismo se dejaba querer por el nuevo republicanismo, al mismo tiempo, marcaba distancia con aquel otro republicanismo que emergía en una región como Cataluña que, días antes, había dado a conocer el Manifiesto por la Inteligencia de la República (citado anteriormente); el PSOE no quería comprometerse con elementos que pudieran restar la pujante fuerza con la que entendían estaba creciendo su organización, su mayor deseo era liderar el cambio del que tan convencidos estaban se habría de producir, no en vano, con ese propósito colaboraron tan estrechamente con la dictadura, para ser la única organización política y sindical medianamente reconocible a su caída y, en efecto, lo habían conseguido. Por esa razón, el aplomo y la prudencia se imponían en las filas del socialismo a la espera de acontecimientos.
Unas semanas más tarde, el 8 de Abril, Largo Caballero, en un acto multitudinario en el Teatro Pardiñas de Madrid (celebrado como homenaje al fundador del partido, Pablo Iglesias), de nuevo dejaba muy claro la que era ya la firme apuesta del PSOE por la instauración de la República:
«Por un lado se nos habla de Cortes Constituyentes y por otro lado se nos habla de Cortes ordinarias. Yo, bajo mi responsabilidad, tengo que decir, cuando alguien me pregunta si quiero Cortes Constituyentes, que República (Muy bien). Y cuando me preguntan si quiero Cortes ordinarias, que República (Muy bien). Y si me preguntan: -¿Usted que quiere?-, contesto: “República”; - ¿Cómo?-. “¡Ah!, como sea”» .
En ese mismo acto, el propio Largo Caballero reconocería que la implantación de la República no sería el final de sus objetivos; a su juicio, la llegada de la República no suponía la definitiva implantación del socialismo que, sin duda, era lo que pretendían. Es decir, reconocía ya en aquel 1930, justo un año antes del advenimiento de la República, que esta sólo habría de ser un puente para alcanzar el objetivo último del partido socialista, la instauración de una República de corte socialista; sus palabras:
«…Nosotros queremos la República; pero tengan en cuenta que la República inmediatamente no es el socialismo. Nosotros la queremos para después, naturalmente, cumplir con la obligación, haciéndola derivar hacia la tendencia socialista».
Así pues, Largo Caballero no engañaría a nadie cuando, un año después, tras la implantación de la República, repetiría hasta la saciedad que ésta sólo era el primer paso en lo que debía ser el objetivo último, la implantación de un socialismo de Estado que, finalmente, derivaría en vivos deseos de establecer un régimen a imitación del soviético y qué calificaría como la dictadura del proletariado. De esta forma, la bandera del republicanismo sería, desde aquel entonces, la esgrimida por el socialismo como la mejor forma de combatir a la Monarquía. No sólo apelaban a esta conducta, ya en aquellos meses de 1930 no descartaban otro tipo de escenarios para conseguir sus propósitos; aquí las palabras de Julián Besteiro en ese mismo acto en el Teatro Pardiñas de Madrid, palabras en las que llamaba a batallar hasta conseguir esos últimos objetivos del partido socialista:
«…a los que así han pensado y a los que así han procedido les decimos que ellos son listos, pero que su listeza es vieja y que nosotros tenemos una sabiduría juvenil que logrará desenmascararlos y vencerlos; a estos les decimos que, gracias a nuestra clarividencia y a nuestra fortaleza, aquí estamos por toda España formados en líneas de batalla, pero no para escaramuzas, sino para batallas decisivas que lleven al triunfo al pueblo español (Grandes aplausos)».
Determinantes las manifestaciones de Besteiro; hablaba en nombre del pueblo español y advertía que estaban ya “formados en líneas de batalla” que no eran escaramuzas, precisamente. A la repentina conciencia republicana del partido socialista tras la dictadura de Primo de Rivera, había que unir la conciencia de combate y de agitación que se empezaba a instalar de nuevo dentro de las filas del partido. Unos minutos después, Besteiro daría a conocer la postura del partido socialista dentro de ese bloque republicano que se empezaba a gestar y en la que la lucha de clases seguía siendo una sus principales líneas programáticas. Por esta razón, Julián Besteiro se mostraba favorable a la participación del socialismo dentro de un bloque republicano, pero siempre condicionado a los postulados del socialismo y, sobre todo, a un programa claro y determinante de lo que debía ser la línea de actuación de una fuerza revolucionaria:
«…Pero para eso es preciso que la conciencia democrática y republicana que nos rodea se precise, se afirme y se aclare. A todas horas, teniendo en cuenta que nosotros no vamos a poder ocupar el Poder inmediatamente, no la necesitamos; a estas horas los elementos burgueses no saben (sigue un par de líneas tachadas por la censura)… qué Gobierno provisional iban a poner al frente de los designios del país, ni saben con qué programa, ni saben qué Cortes iban a convocar, ni saben qué proyecto de Constitución iba a ponerse a la Constitución de esas Cortes. Es preciso que se pongan de acuerdo acerca de esto, y si coinciden con nosotros, solamente esa coincidencia constituirá una fuerza revolucionaria enorme para sacar adelante el país (Muy bien). Pero, bien entendido, es preciso que depongan su espíritu doctrinario las diversas tendencias y matices del republicanismo que han existido y existen en España. Es preciso que aprendan de nosotros, sin inmodestia, podemos proclamarlo, que no somos ni doctrinarios ni utopistas, sino que somos idealistas-realistas».
El gran acto del socialismo español de aquel 8 de Abril demostraría que, pese a la alianza que ya se había forjado entre republicanos, poco podrían hacer estos sin el apoyo y asenso del principal partido de masas de aquel momento, el partido socialista, aquel que aprovechó su colaboración con la dictadura para, acabada esta, salir reforzado con una estructura y una organización extraordinariamente superiores a cualquiera de las otras fuerzas y corporaciones de la esfera política o sindical del momento. El socialismo, siendo plenamente consciente de ello, era capaz de exigir y hasta condicionar su apoyo a un nuevo republicanismo que se extendía, principalmente, en los focos urbanos de las principales ciudades españolas. Unos días más tarde, en la multitudinaria Fiesta del 1 de Mayo, el propio Julián Besteiro esto diría sobre esa fuerza y pujanza del socialismo:
«Los oradores de la acción monárquica pueden desgañitarse gritando -¡Qué viene el coco!-. El pueblo no les hace caso, porque no es un niño. Ha llegado a su mayor edad, y para velar por sus intereses ha creado una Unión General de Trabajadores y un Partido Socialista cuya vitalidad no hay en todo el país ningún adversario que pueda intentar dominarla o destruirla».
El republicanismo empezaba a ser cada día más visible, tanto que, un declarado monárquico, Alcalá Zamora, hacía pública su conversión en un acto multitudinario en Valencia (14 de Abril), allí anunciaba su paso del monarquismo a las filas del republicanismo. En aquel acto acusaba duramente a la dictadura y censuraría vivamente a los elementos que, antaño, habían sido correligionarios, liberales y constitucionalistas del régimen liberal. Alcalá Zamora solicitaría a los monárquicos que siguiesen sus pasos, uniéndose a la causa de la República para conseguir dar credibilidad y transmitir confianza “a las clases medias e intelectuales, apartándose de radicalismos imprudentes que pudieran comprometer su consolidación”; consideraba que no había otra solución que un cambio de régimen “para resolver el problema político de España”. A este respecto decir que, en su localidad cordobesa de Priego, al igual que en otras muchas localidades de la comarca, ámbito de influencia de Alcalá Zamora, seguían en sus puestos los concejales “nicetistas”, cargos electos por su condición monárquica y elegidos como representantes del régimen liberal; sin embargo, tras esta declaración de republicanismo, esta localidad de Priego, siete años después, tenía como representantes a elementos que figuraban ya en las filas del republicanismo, lo hacían acompañando al que era su “cacique local” y que, al igual que hiciera éste aquel día (Alcalá Zamora), se habían pasado al campo del republicanismo sin haberse llevado a cabo en ese tiempo convocatoria electoral alguna, algo que no era precisamente legítimo y que se produciría en otras muchas localidades de España. Los animosos republicanos reclamaban unas justas y necesarias elecciones a Cortes, cierto es, sin embargo, no predicaban con el ejemplo renunciando a unos cargos que ocuparon formando parte de un régimen y de un orden constitucional al que ahora combatían dentro de las filas del republicanismo; de esta forma, éste transfuguismo político, aceptado por la llamada Dictablanda, hizo posible que este nuevo republicanismo fuera “colonizando” numerosas instituciones locales, un hecho determinante dado que, más tarde, justo un año después, resultaría decisivo en los inesperados resultados electorales del 14 Abril de 1931 (el caciquismo rural cambiaba de bando en muchas localidades advirtiendo el proceso electoral que habría de venir).
Sin duda alguna, todas las confluencias y partidos políticos demandaban al Gobierno del General Berenguer el restablecimiento del marco constitucional y, sobre todo, la pronta celebración de elecciones para, a través de ellas, modular el sentido político de la opinión, de la voluntad popular española en un momento tan confuso cómo era aquel. Como sabemos, el destino final del régimen se jugaría un año después en unas elecciones locales, las elecciones municipales de Abril de 1931, y es que se quería evitar a todo trance el debido y preceptivo proceso constituyente que hubiera requerido tan decisivo trauma institucional como se suponía que era el tránsito de un régimen a otro. Aprovechando este relato referir que el socialismo, un año antes a esa histórica fecha, había dado a conocer públicamente el proceso que debía realizarse en ese tránsito y que distaba mucho de lo que finalmente ocurriría en Abril de 1931; se publicaba en El Socialista, el 3 de Mayo de 1930 y bajo el epígrafe: “El pueblo, por el socialismo”.
En aquel número
se hacía eco del cambio que se estaba produciendo en una buena parte de la opinión española y en la que estaba germinando una idea nueva de lo que debía ser su propio destino, el propio partido socialista es el que estaba canalizando el descontento cada vez más generalizado de la sociedad española. Casi a final de página hablaba de esa necesidad y urgencia de elecciones, unas elecciones en las que se señalaba que podían ser de tres tipos: locales (alcaldes y concejales), provinciales y nacionales (diputados a Cortes). Esto se decía en el rotativo sobre lo que debía ser el proceso electoral:
«…pareciendo natural que la elección se verifique por orden de menor a mayor importancia, de la base a la cúspide, empezando por regularizar la administración municipal hasta alcanzar el restablecimiento del Poder legislativo. Así se comprende que la Constitución de los poderes representativos dentro del Estado español de hoy, deba verificarse de abajo arriba, es decir, convocando elecciones de concejales y después de las de diputados a Cortes. Restablecer la verdadera y legítima soberanía nacional supone elegir un Parlamento con todas las garantías posibles; la primera de las cuales será evitar la mixtificación de la voluntad del país, que debe manifestarse de modo auténtico, sin injerencia de las autoridades locales a la antigua usanza, para desvirtuar, en lugar de proteger, la libre emisión del voto o simulación del mismo en beneficio de las oligarquías aspirantes a la dominación perpetua. …constituidos los Ayuntamientos elegidos por sufragio universal, era llegado el momento de proceder a la convocatoria y elección de Cortes, constituyentes o no, que hablamos ahora de pureza de principios y del origen del Poder, fuente de todo derecho, pues en el orden práctico es indiscutible el carácter constituyente de las futuras cortes españolas, y como tales deben ser convocadas y elegidas».
El editorial llevaba la firma de Mariano Moreno Mateo, un abogado socialista que, siete meses después, participaría activamente en la tentativa golpista de Diciembre de aquel año, la conocida como Sublevación de Jaca y por la que llegaría a tener petición de pena capital, causa que sería sobreseída tras la proclamación de la Segunda República unos meses después (en la que será diputado por Sevilla, por cierto). Sin embargo, en aquel mes de Mayo de 1930, cuando la fuerza del republicanismo era mucho menor y, sobre todo, en su condición de abogado, defendía un proceso electoral legal y debidamente reglamentado, un proceso que debía ir “de abajo arriba”, pasando de una inicial convocatoria municipal hasta llegar a otra de carácter nacional a Cortes generales y como requisito indispensable para dar pureza a los principios del poder, “fuente de todo derecho”; es decir, estaba solicitando y demandando lo que en buena ley se debería haber realizado un año después, en Abril de 1931, cuando un nuevo proceso político en España nacía producto de todo lo contrario de lo que en aquel editorial, tan retórica y pomposamente, se decía. Como veremos, esas buenas palabras y mejores intenciones no eran más que propaganda, papel mojado para ganar adeptos a la causa de un republicanismo que, desde las páginas de El Socialista, tanto se publicitaba en aquellos meses de la primavera de 1930. De hecho, quien lo suscribía, Mariano Moreno, participaría plena y activamente en la intentona golpista de sólo siete meses después, como previamente he referido, en lo que era una iniciativa absolutamente antagónica al sentido de esas fuentes del derecho y todo aquello que por entonces pregonaba cuando el republicanismo y la posición del partido socialista seguían teniendo una mínima influencia sobre el conjunto de la opinión española.
Socialistas y republicanos iban fijando sus posiciones ante un Gobierno del que dudaban que tuviera un largo recorrido. Pese a los decretos que condonaban las penas y redimían, seguramente, a los que habían sido los principales grupos agraviados por la dictadura, los militares y los estudiantes, la estabilidad y paz social pronto empezarían a dar señales de alarma. En efecto, los sucesos del 1 de Mayo provocarían un nuevo estallido social que el régimen sería incapaz ya de sofocar hasta su caída. Con motivo de la festividad del trabajo, Miguel de Unamuno se trasladaba de Salamanca a Madrid con el propósito de dar una conferencia. Estudiantes y público, en su mayoría, le esperaban impacientes en la Estación del Norte de Madrid; sin embargo, en esa espera, se produciría un choque violento entre los estudiantes (entre los que había notoria presencia de miembros de la FUE) y una parte del público allí presente con la Policía. Ante el cariz que tomaron los hechos se produciría la detención, y posterior encarcelamiento, de un buen número de estudiantes. La FUE respondería decretando una huelga como protesta por los hechos, huelga que se extendería por otras universidades de España. Este suceso marcaba el inicio de nuevas revueltas, huelgas que, desde aquel momento, contarían con el total apoyo de socialistas y republicanos que volvían a hacer causa de aquello de “cuánto peor mejor”; a mayores problemas y dificultades para el Gobierno, mayores probabilidades para su caída.
La visita de Unamuno resultó ser pródiga en incidentes; Miguel de Unamuno era uno de los más firmes defensores de la instauración de la República (apenas dos años después, abominaría de ella…), sus frecuentes actos solían estar acompañados de un febril ambiente juvenil y universitario, una escena que permitía ver la fuerza y pujanza del emergente republicanismo. Unamuno actuaba como la voz de ese combativo y contestatario republicanismo juvenil que, dado su combatividad, solía ser respondido por otros sectores que trataban de defender lo que, a su juicio, no era tanto una ofensa al régimen como sí al sentido y valores patrióticos. Un ejemplo de este ambiente pasional y febril lo encontramos en lo ocurrido el 5 de Mayo; ese día Miguel de Unamuno iría a conferenciar al Cine Europa de Madrid en lo que era un acto organizado por la Alianza Republicana; antes de su entrada, con las butacas ya ocupadas por los asistentes al acto, tendría lugar la entrada de un grupo de acólitos del partido Nacionalista del doctor Albiñana que se dedicaron a proferir gritos y vivas a España y al Rey. La respuesta de los presentes no se haría esperar, empujones, insultos, agresiones; víctima de estas últimas sería el socialista Indalecio Prieto que, lejos de amilanarse, respondería repartiendo mamporros a los que tan provocadoramente habían accedido a la sala. La agitación revolucionaria que, en nombre del republicanismo se hacía desde ciertos sectores políticos y sociales, empezaba a encontrar la lamentable y violenta respuesta de aquellos que veían en todo ello, no tanto un ataque al régimen como si a las esencias de un patriotismo que parecía estar puesto en tela de juicio por su interesada asociación con aquello que se llamaba la vieja política. De esta forma, esa vieja política que se pretendía asociar a lo trasnochado, al caciquismo, a un régimen caduco y fracasado, era sistemáticamente atacada con el objetivo de suavizar y dulcificar la causa del emergente republicanismo que, aun inequívocamente solidario de la acción conspiratoria, se le pretendía asociar a un espíritu renovador y reparador de la degeneración política y social del momento.
Un día antes, el 4 de Mayo, el socialista Indalecio Prieto había sido también protagonista de un acto en su ciudad natal, Bilbao. Los socialistas y, en general, los opositores al Gobierno y al propio régimen, frecuentaban los actos asamblearios y mitineros en los que exaltaban los valores del nuevo republicanismo y los parabienes que éste traería consigo; en aquel acto daba un paso más al recurrir y hasta sugerir la amenaza revolucionaria, lo hacía recordando lo ocurrido unos años antes, en 1917, un año en el que reconocería que fracasó aquel golpe se debió, principalmente, porque se dejó sólo al obrerismo: “Como pasaría hoy también si un solo sector se lanzara a la lucha, porque despertaría la reacción en torno al Poder”. Respecto al momento presente, esto diría:
«…yo quiero decir a los conservadores, en nombre de los extremistas que represento, que procedan con cautela. La revolución no puede hacerla un sector aislado. Debemos hacerla todos. Luego, triunfante, será el momento de que cada sector pida su puesto».
De nuevo la amenaza y la cita revolucionaria; el socialismo prietista, que se dejaba querer por el republicanismo burgués, no rehuía el acercamiento y a un entendimiento con unos republicanos que ya planeaban soluciones de fuerza para acabar con el régimen monárquico; así las cosas, los socios de lo que luego sería el Pacto de San Sebastián (Agosto), aprovecharán esas sugestiones comunes para ir limando diferencias y acercando posturas y objetivos. Indalecio Prieto, en aquellas semanas, sufriría el rigor de la acción fiscalizadora del Estado por sus continuas denuncias y exigencias de responsabilidades para con los protagonistas de la dictadura y, en esa labor, encontraría en los republicanos el apoyo que, en muchas ocasiones, no encontró en su propio partido. Prieto, el más firme opositor a la dictadura dentro del partido socialista, ahora era el primero que se echaba al monte para estrechar lazos con el que venía siendo el más acérrimo enemigo del socialismo, de la lucha de clases, la burguesía (en este caso, de la izquierda republicana). Decir que, las diferencias de criterio respecto a lo que fue la dictadura dentro del partido socialista, eran todavía visibles en aquel Mayo de 1930; las palabras de Julián Besteiro, conmemorando la celebración del 1 de Mayo, así lo acreditaban:
«Pero, además, ¿por qué no ir al Consejo de Estado? ¿por qué fue la dictadura la que abrió las puertas a los obreros? La dictadura no hizo más que reconocer la fuerza de nuestras organizaciones. Nos llamó y acudimos al llamamiento, porque nada sufría nuestra dignidad y porque era necesario que conociéramos el mecanismo interior de aquel organismo. Se dice que no debimos asistir sin Cortes, y yo tampoco admito como bueno el reproche. Las Cortes, en España al menos, pueden representar un ideal democrático o pueden ser algo deshonroso. ¿Qué es lo que representan en España?».
“Nos llamó y acudimos al llamamiento”; Julián Besteiro reconocía explícitamente esa colaboración de su partido con la dictadura, incluso, ponía en entredicho la utilidad representativa de las Cortes de las que llegaba a dudar de su papel democrático. Minutos después, reconocería que su partido había sido copartícipe de un régimen que calificaba de “inmoral”, régimen en el que muchos de sus correligionarios llegaron a acumular decenas de altos cargos y magistraturas y en el que, su partido y sindicato, junto a la Unión Patriótica, habían sido los únicos privilegiados en poder disfrutar de unas garantías y libertades casi plenas. Ahora, abrazados y cada vez más cerca de la causa republicana, demagógicamente se unían a los republicanos en la petición y exigencia de responsabilidades.
Los días de aquella primavera de 1930 corrían a la misma velocidad que lo hacían las algaradas estudiantiles y callejeras y la proliferación de huelgas, tan extrañas durante la dictadura, periodo en el que el socialismo no mostró signo alguno de protesta o de afinidad con los movimientos contestatarios. Ahora, la desvalorización de la peseta, el aumento de la carestía de la vida, la desconfianza ante la situación política y social pretendía ser aprovechados por los detractores del régimen para meter una marcha más a sus reivindicaciones y protestas y con el propósito de estrangularlo. Los republicanos irán aglutinando en torno a su alianza todo ese clamor y descontento; el pesimismo sería utilizado como herramienta para desnaturalizar las políticas de un Gobierno que, sin despejar el horizonte sobre unas futuras elecciones, contribuía en cierto modo a aumentar esa sensación de desasosiego y descontento generalizado. La ausencia y el no restablecimiento de las garantías constitucionales estancaba sobremanera cualquier avance en positivo lo que, a su vez, fomentaba las disputas entre los detractores del régimen y sus fieles, que entendían que, primeramente, debería restablecerse la legalidad existente previa a la dictadura; así, las escaramuzas entre unos y otros, entre republicanos y monárquicos, entre liberales y socialistas, entre nacionalistas y no nacionalistas, repercutían muy negativamente sobre el ambiente político y haciendo casi inviable la llegada de otro tipo de escenario que pudiera revertir el daño que se estaba infringiendo a las instituciones y magistraturas del Estado; en efecto, dinamizar y desarrollar una política de altura, en estas circunstancias, se presumía como un reto ciertamente complicado. Pese a estas y cada vez mayores tribulaciones, la vida nacional transcurría por unos derroteros que todavía, seguramente ingenuamente, podríamos calificar como medianamente normales y en cierto modo controladas, las agitaciones y algaradas eran puntuales y muy focalizadas en el ambiente universitario (las clases permanecieron cerradas gran parte de aquella primavera), el conjunto de la sociedad permanecía alejado de los movimientos agitadores que los sectores cercanos al republicanismo promovían. En este orden de cosas, el Gobierno del General Berenguer seguía trabajando en la confección de un nuevo censo electoral que allanase el camino para una pronta convocatoria de elecciones a Cortes; su Presidente, Berenguer, conocedor de esos avances y movimientos del republicanismo, no temía la influencia que éste pudiera tener sobre el conjunto de la sociedad, así lo expresaba el 9 de Mayo, pocos días después del éxito de las celebraciones y movilizaciones del 1 de Mayo:
«…España no es republicana. En el campo no existe en absoluto el republicanismo, y en las ciudades existe menos de lo que muchos creen. La inmensa mayoría de la nación es monárquica. De eso estoy plenamente convencido».
Sin embargo, siendo cierto que el espíritu nacional no era todavía favorable al republicanismo, éste seguía sumando un goteo constante de adeptos. Uno de los casos más resonantes y recordados será el del jurisconsulto Ángel Ossorio, que el 4 de Mayo en el Ateneo de su ciudad natal, Zaragoza, ofrecía una conferencia en la que exigía la celebración de unas “elecciones rabiosamente sinceras” y la abdicación del Rey, que estimaba no tardaría en llegar ante el empuje republicano; aquel día se haría célebre su cita en la que se declaraba “monárquico sin Rey”. Semanas más tarde, el día 30, otro de los políticos más significados del monarquismo y que escasas semanas antes había pasado a engrosar las filas del republicanismo, Niceto Alcalá Zamora, daba a conocer a la opinión la que era su nueva faceta republicana, lo hacía en el espacio de referencia de los defensores y propagadores de la causa republicana, el Ateneo de Madrid. Alcalá Zamora ofrecía un discurso en su salón principal desde el que solicitaría apoyos a una República conservadora; a tal fin, reclamaría el apoyo de los elementos de orden para así alejar el espantajo de una República radical y extremista, una visión que, muchos españoles, seguían teniendo de ella. Alcalá Zamora contaría con el inestimable apoyo de algunos políticos de la vieja política, entre los que destacaba Sánchez Guerra, políticos que ahora y tan apresuradamente dirigían sus pasos a la defensa de una República de carácter conservador que pudiera contrarrestar el sesgo izquierdista que ya por aquel entonces se la presumía. El debate Monarquía o República crecía como la espuma y empezaba a calar en una buena parte de la sociedad española, la censura de Prensa, mucho más laxa que en los tiempos de Primo de Rivera, junto a las propagandas mediáticas y mitineras de los republicanos iban haciendo el efecto deseado sobre la ciudadanía; aun así, la duda y la incertidumbre, cuando no la inquietud, era la respuesta de muchos españoles a la pregunta de si deseaban esa República que tan fervientemente algunos pregonaban. Todavía los españoles, en una buena parte, asemejaban la idea de esa República a caos y desorden y es que, detrás de ella, se había infiltrado el siempre perturbador elemento socialista; resulta comprensible entonces que, siendo el socialismo un nuevo compañero de viaje del republicanismo, muchos españoles no tuvieran esa visión del advenimiento de una República conservadora y que realmente atendiera y supiera responder de los que eran sus principales intereses y demandas.
Lo que era absolutamente irrefutable es que el espíritu revolucionario de las izquierdas y de los socialistas se había reactivado con el transcurrir de los primeros meses del año 1930; poco a poco, estrechaban lazos más sólidos y fruto de todo ello serían las nuevas algaradas estudiantiles, la proliferación de huelgas y los continuos actos de protesta que no eran más que una suma continua de provocaciones concienzudamente dirigidas por los agitadores revolucionarios y que, de nuevo, decidían volver a las andadas:
«El caos conviene a las derechas exclusivamente. Por eso nosotros no colaboraremos en esta obra desdichada, dañosa para la democracia, y requerimos a los socialistas, a los simpatizantes, a todos los demócratas de veras y a las organizaciones obreras para que no se dejen arrastrar por sugestiones ilusorias, yendo a movimientos esporádicos, desconectados, sin finalidades sindicales ni políticas, que aumentan la confusión en beneficio de la reacción y con perjuicio para la renovación democrática de España. Para que un movimiento revolucionario triunfe, es necesario que aparezcan sus finalidades, que lo dirijan organismo y personas solventes».
Esto decía el editorial de El socialista el 28 de Junio; pedía no alentar a la reacción (a las fuerzas gubernativas, se entiende) por acciones sueltas y que no resolvían el verdadero pleito; apelaba a una acción conjunta y de fuerza para el éxito final del “movimiento revolucionario” que ya por entonces se cocinaba. De esta forma, así se dirigía a las masas socialistas ante lo que consideraban una provocación de la reacción:
«¡Alerta, trabajadores! ¡Alerta, republicanos y demócratas! ¡Alerta, socialistas! ¡A defenderse con energía! ¡A no consentir que la reacción, que labora en la sombra, produzca un movimiento de apariencia revolucionaria que sirva a sus designios criminales. …¡Alerta, trabajadores! No os dejéis engañar. Es necesario reconcentrar todas las energías para el momento decisivo».
Como refiero, socialistas y republicanos sumaban esfuerzos en lo que debía ser el embate final contra el régimen que, en aquellos días, creían ver próximo. El no restablecimiento de las garantías constitucionales o la prohibición de los actos políticos eran algunos de sus principales denuncias y, no faltándoles razón, también es cierto que a estas alturas ninguno pensaba en realidad en el restablecimiento de unas garantías constitucionales que no habían respetado y que no respetarían. Así, preparaban vivamente un ambiente revolucionario destinado a rebasar el marco constitucional de 1876, un proceso que estaba muy alejado de lo que, unos meses atrás, el propio socialismo exigía para la resolución del pleito, esto es, una convocatoria electoral constituyente previa celebración de elecciones locales y municipales, un proceso de abajo arriba que diera carta de legalidad a lo que la voluntad popular, libremente, tuviera a bien designar. Ahora, envalentonados por las especiales circunstancias del momento, sus miras estaban puestas mucho más allá que en ese proceso legal y tan necesario, estaban inmersos en un movimiento inequívocamente revolucionario que no era muy distinto del que habían defendido y pregonado en los últimos 30 años. Defensores y detractores de la revolución mostraban públicamente sus marcadas desavenencias respecto al camino a seguir; y así, de pronto, entre demandas de apertura del Parlamento, éste se volvió centro de las iras y las venturas de unos y de otros, el parlamentarismo, todavía ausente, encontraría una repentina defensa en aquellos que durante años y tan sañudamente le habían criticado y al haber asociado ahora su suerte con la habría de correr el propio régimen liberal; la lucha que se preveía la escenificaban con sus palabras políticos de renombre, del “Revolución no, renovación sí”, de Santiago Alba se pasaba al “Revolución inevitable y evolución imposible”, de Sánchez Román. Por su parte, el Ateneo, seguía siendo el escenario predilecto de los propagadores de la agitación y la solución revolucionaria; el 9 de Julio hacía su presentación uno de sus más firmes exponentes, el radical socialista Ángel Galarza (años atrás, perteneciente al partido socialista). Aquel día, Galarza, una de las figuras políticas del momento más incisivas en la exigencia de responsabilidades a los protagonistas de la dictadura, censuraba a socialistas y republicanos su actitud timorata durante la dictadura, creía que no habían cumplido con su deber; pronto adquiriría gran notoriedad dentro del movimiento revolucionario (de él hablaremos detenida y profusamente más adelante dado su papel incendiario y extremadamente provocador en los siguientes años). Y la ocasión se les iba a presentar pocas semanas después; en Agosto de 1930, republicanos, socialistas y nacionalistas iban a canalizar su solidaridad y fuerzas a través de un pacto nunca escrito, el Pacto de San Sebastián; la revolución emprendía un camino sin retorno.


PACTO DE SAN SEBASTIÁN. LA REVOLUCIÓN EN UN PAPEL NO ESCRITO
«el Pacto de San Sebastián ha tenido la envidiable y noble suerte de que, no escrito en ningún papel, se ha cumplido sin deslealtad».
Alcalá Zamora, Pte. Del Gobierno; 17 de Septiembre de 1931.
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Casa donde se reunieron los asistentes al llamado Pacto de San Sebastián, en la Calle Garibay Nº 4 de San Sebastián; el 17 de Agosto de 1930.
La acción revolucionaria que más impacto ha causado en nuestra historia no venía suscrita por ningún documento impreso, fue suscrita a través de acuerdos verbales que se acordaron, principalmente, con los nacionalistas republicanos catalanes y con el propósito de resolver el llamado conflicto catalán. Y, ciertamente, nada más proclamarse la República ese conflicto acaparaba por completo la escena política nacional tras la acción subversiva del líder de la ERC, Francesc Maciá, al declarar unilateralmente la República catalana al mismo tiempo que se declaraba la República en toda España; producto de ello surgiría, días después, el Parlamento catalán, encargado de redactar el que habría de ser el Estatuto de Cataluña. Los nacionalistas, de esta forma, hacían una interpretación del llamado conflicto catalán muy particular.
Considero que no se puede explicar lo que fue y supuso el Pacto de San Sebastián sin antes detallar o, por lo menos, referir brevemente a la actividad que, en las semanas precedentes, se venía desarrollando en el Ateneo de Madrid y cuyo Presidente era el promotor de la Alianza Republicana, Manuel Azaña. Así, unas semanas antes de la histórica cita republicana en San Sebastián, el 24 de Julio de 1930, el Ateneo daba a conocer una nota en la que, con la firma de sus miembros socios y Junta Directiva, nombraba una Comisión de Responsabilidades encargada de estudiar y, en su caso, exigir, las distintas responsabilidades a los protagonistas de la dictadura; lo hacía respondiendo y haciendo frente a las actuales exigencias políticas del momento y de acuerdo con la Sección de Ciencias Morales y Políticas del propio Ateneo. Formaban parte de esta Comisión los socialistas Fernando de los Ríos, Indalecio Prieto, Julián Besteiro, los republicanos Marcelino Domingo, Gabriel Franco y los recién auto proclamados republicanos, Miguel Maura, Alcalá Zamora, Ossorio y Gallardo junto a Felipe Sánchez Román entre otros.
Eran plenamente conscientes de lo arriesgado y difícil de su posición y se mostraban decididos a enjuiciar, entre otras cosas, la política de los monopolios de la dictadura, la intervención en la industria, la gestión de la Hacienda, “la Conducta de la dictadura ante las instituciones culturales y docentes, los abusos en el régimen local, el atentado a los derechos individuales, la coacción sobre la Justicia, el destrozo del Ejército, las responsabilidades y sanciones políticas y jurídicas”. Esta Comisión de Responsabilidades del Ateneo hacía este llamamiento a la Nación con el propósito “del restablecimiento de la justicia quebrantada”. Resulta curioso ver que se convirtieran en “jueces” de la dictadura algunos de sus más reconocidos colaboracionistas junto a otros que no hicieron tampoco ascos a la posibilidad de que un régimen de corte dictatorial fuese instalado en España. Ahora, socialistas y republicanos se erigían en Tribunal para juzgar un régimen al que no pocos contribuyeron a su advenimiento y, ante este ejercicio de hipocresía, tenemos el derecho a preguntarnos; ¿y, a ellos, quién les juzgaba? Recordemos que muchos estuvieron implicados en tramas y procesos revolucionarios en tiempos de plenas facultades constitucionales y jurídicas, amnistiados de forma benevolente por un régimen al que llevaban coaccionando desde hacía décadas y con el enorme prejuicio que todo ello conllevó para la paz y la concordia nacionales. No cabe duda que el Ateneo de nuevo trataba de poner en trance al régimen y al Gobierno Berenguer, se convertía en una especie de asamblea abiertamente revolucionaria rebasando sus ámbitos competenciales creyendo tener autoridad para intervenir en los asuntos de la vida pública y, sobre todo, condicionarlos desde un púlpito público al que, además, se le asignaba una subvención costeada por los ya sufridos contribuyentes españoles, ya fueran estos de izquierdas o de derechas, monárquicos o republicanos. Este circo mediático (sólo la justicia, un juez puede dictaminar y dirimir las responsabilidades de éste tipo) contaba con el amparo y la dirección del fundador de la Alianza Republicana, Manuel Azaña, en torno a su figura se unirán todos los sectores políticos y sociales contestatarios al régimen; también lo harían destacados y reconocidos intelectuales que trasladaban al Ateneo el ambiente pesimista y gris que llevaban tras de sí y que no era más que el fruto de su propio malestar por su incapacidad de reclamar la atención de la gran masa de la opinión que, por aquellos años, padecía demasiadas penurias como para poner oídos a elites políticas e intelectuales que andaban enfrascados en asuntos, muchas veces, completamente ajenos a sus verdaderos intereses. Se hablaba mucho, más aún se quejaban pero, generalmente, poca atención prestaban a las que eran las verdaderas urgencias y necesidades de los más humildes y necesitados, que eran legión.
Sin duda, la acción y la propaganda política que se desarrolló en el Ateneo durante aquellos meses resultó ser decisiva para coordinar los trabajos y los preparativos de cara a lo que, poco después, se sellaría en un pacto entre todas las confluencias antidinásticas y que desembocarían, como he referido, en el Pacto de San Sebastián. Al mismo tiempo que esto sucedía, empezaba a coger forma de noticia lo que horas antes parecía sólo un rumor, que el Gobierno de Damaso Berenguer pretendía anunciar las tan ansiadas elecciones para el 7 de Diciembre, de hecho, El Socialista publicaba el 26 de Julio este anuncio que parecía corroborarlo:
«Desde el 20 de Agosto hasta el 3 de Septiembre estarán expuestas al público las listas electorales, para que se hagan las oportunas reclamaciones. Las Sociedades obreras, Agrupaciones y Juventudes Socialistas y todos los ciudadanos en general deben organizar, con tiempo suficiente, los trabajos de revisión y comprobación del Censo, preocupándose de que sea la más fiel expresión de la voluntad popular».
Como se puede apreciar, el ambiente prelectoral en el verano de 1930 parecía fuera de toda duda, el Gobierno, consciente de la oposición que estaba generando la postergación de la convocatoria electoral, analizaba seriamente su pronta convocatoria y para lo que sólo restaba despejar la duda de si sería éste Gobierno o se realizaría con la introducción de algún cambio ministerial; el Gobierno del General Berenguer debía definir la orientación del mismo, girando hacia los liberales o los conservadores y, eso, a parte de la creación del Censo, en mi opinión, fue lo que estaba postergando las tan deseadas y necesarias elecciones. El Gobierno estudiaba y analizaba profusamente, en función de los acontecimientos que se sucedían, cuales debían ser sus representantes en tan decisiva cita electoral, era conocedor de que en ella se estaba jugando una buena parte del porvenir del propio régimen. Y, en efecto, el 27 de Julio, el Ministro de la Gobernación, el General Marzo aseguraba en una entrevista la intención del Gobierno de celebrar elecciones y reabrir las Cortes para el final de aquel año. Las citas en prensa, de izquierda y de derecha y haciendo alusión a este planteamiento, eran casi diarias. Esto es lo que decía el diario republicano El liberal aquel día:
«El Ministro de la Gobernación ha dicho a los periodistas que las Cortes se reunirán este mismo año, y que no habrá encasillado con ocasión de las elecciones generales: Mientras yo esté aquí -ha dicho- no habrá encasillado».
El Ministro de la Gobernación daba a entender que no se había dedicado ni procurado en confeccionar las listas de los candidatos; el Gobierno seguía en su propósito de ganar tiempo tratando de buscar la mejor opción y los mejores candidatos posibles. Por su parte, los monárquicos encontraban su ubicación y espíritu políticos en la formación de un nuevo partido, la Unión Monárquica Nacional (por aquel entonces, la principal confluencia monárquica, lo que venía a ser la Unión Patriótica tras la caída de la dictadura), un partido que en las postrimerías del mes de Julio daba a conocer los nombres de algunos de los miembros de sus Comités provinciales y que preparaba ya a conciencia la lista de los que habrían de ser sus candidatos en algunas provincias, una circunstancia que reflejaba que el monarquismo también era muy consciente de la posibilidad y la cercanía de la cita electoral. Cierto es que, a medida que pasaban los días, el número de candidatos elegibles descendía pues notables figuras representativas del monarquismo unían su suerte a la de los republicanos, por lo general, lo hacían con el objetivo de hacer viable y reconocible, y de cara a la opinión pública, una República más conservadora dados los apoyos que a esta se la presuponían y que la situaban ciertamente alejada de los intereses más conservadores. Este run run electoral no era ajeno al republicanismo, todos, en mayor o menor grado eran conscientes de que la cita electoral más pronto que tarde tenía que llegar. Sin embargo, pese a sus constantes peticiones de que así se produjera, esos deseos de los republicanos encajaban más dentro de la ficción que de la realidad. En efecto, no estaban por la labor de someterse al juicio de la voluntad popular dado que, toda vez conocidos estos propósitos (de ir a elecciones), continuaron laborando para profundizar en la iniciativa revolucionaria, en la acción violenta y subversiva por la que pretendían dejar sin salida alguna al enemigo, al monarquismo. Es decir, ante la opinión pública, desde el pulpito público que se les ofrecía en el Ateneo o desde los medios de prensa afines decían una cosa y, a espaldas de ella, se ejercitaban para hacer precisamente lo contrario, esquivar una cita electoral que dejaba a merced de la voluntad popular la continuidad, o no, de las instituciones en poder de una política y un régimen que absolutamente repudiaban. Si no, ¿cómo es posible que en aquel Agosto, sobradamente conocidos estos propósitos del Gobierno, se diera el paso final destinado a preparar la iniciativa de una sublevación que, con la participación de un sector del Ejército, diera finitud al régimen liberal y a la Monarquía? No podemos obviar que el Pacto de San Sebastián se precipitó al ser conocedores de que el Gobierno estaba dispuesto a formalizar y dar salida a una pronta convocatoria electoral y eso no entraba ya en los planes de los que eran sus firmantes (pese a los actos mitineros diarios en los que se decía precisamente lo contrario).
Uno de los principales órganos de expresión de ese nuevo republicanismo, El Liberal, el 25 de Julio también recogía estas intenciones del Gobierno de convocar elecciones a la vuelta del periodo vacacional (segunda quincena del mes de Agosto). Esto es lo que decía El Liberal ante el anuncio de una pronta convocatoria electoral:
«…Lo primero que hay que restaurar es el Parlamento, porque las Cortes son la expresión de la voluntad nacional. Está bien que con la piel curtida por el aire libre y a pleno sol, al salir de la vacación estival el Gobierno ponga mano en la restauración parlamentaria. Es por donde debió empezar».
En el editorial se agradecía este propósito que desde el propio Gobierno se anunciaba y que recogerían los distintos medios de prensa, tanto afines al régimen como contrarios a él. Igualmente exigía que la convocatoria se realizase con las garantías constitucionales plenamente restablecidas y, al mismo tiempo, la restauración de un Parlamento que fuera digno y no hiciera recordar al del régimen liberal. A tal fin, daba a conocer una serie de puntos que, a su juicio, eran indispensables para elaborar un proceso limpio y legitimo electoral:
«Primero. Elecciones municipales por sufragio universal, para que el Estado de primer grado, que es el Municipio, ofrezca la base firme que necesita para sustentarse el Estado nacional.
Segundo. Alcaldes libremente elegidos por los electores de cada Municipio, o por lo menos designados por las Corporaciones que deban presidir.
Tercero. Inhibición completa del Gobierno en el nombramiento de alcaldes, concejales, tenientes de alcalde y síndicos.
Cuarto. Elecciones provinciales.
Quinto. Elecciones generales para una Cámara única que funcionará con carácter constituyente, bajo los auspicios de un Gobierno nacional, en el que estén representadas todas las tendencias de la política española, sean o no adictas a las instituciones, con inhibición absoluta del Poder moderador, que no existe en periodo constituyente».
Como se puede apreciar, los republicanos eran absoluta y plenamente conscientes del ambiente preelectoral existente y, a tal fin, revelaban sus propósitos y sus juicios respecto de lo que debía ser el proceso electoral. Así las cosas, y como he señalado, los monárquicos empezaron a diseñar sus Comités provinciales en muchas provincias españolas a través de la que era su principal organización, la Unión Monárquica Nacional, labor de la que no participaban los republicanos que, conocidos esos propósitos electorales del Gobierno, si los agradecían en sus medios afines pero, a la sombra, seguían trabajando en el único fin por el que lo habían hecho desde hacía ya décadas, acabar con la Monarquía. Con ese propósito sellaban sus fuerzas en Agosto de 1930, con pleno y total conocimiento de que el Gobierno preparaba tan decisiva cita electoral.
Las elecciones eran requeridas públicamente por unos y por otros y la discordia aparecía en la forma en que estas se pudieran celebrar; los medios conservadores (ABC, El Debate, La Época) se hacían eco y pedían con urgencia su convocatoria, generalmente, con carácter de generales y pasando por alto las municipales; las izquierdas y republicanos, por su parte, demandaban que, previamente, se hiciera una convocatoria municipal con el objeto de evitar presuntas injerencias caciquiles de los alcaldes y concejales nombrados por real orden (entre los que figuraban algunos socialistas, como referí). Todos, de alguna u otra forma, ansiaban acabar con la incertidumbre que producía la permanencia de un Gobierno inequívocamente interino, apelaban a un Parlamento al que siete años antes habían dado conjuntamente la espalda; unos para restablecer la legalidad vigente (la Constitución de 1876), otros para, precisamente, lo contrario, sustituirla por otra ya republicana, todos movían sus peones en función de sus propios intereses; así, el Gobierno Berenguer, hiciera lo que hiciera no tendría opción alguna de contentar a todas las partes porque estas ya habían levantado un muro prácticamente insalvable entre ellas. Las dudas, la incertidumbre y, sobre todo, el impulso revolucionario heredado desde hacía décadas movían al republicanismo a una esfera muy distinta de cualquier alternativa u opción electoralista, sus miras eran otras. De esta forma, conocidos los antecedentes, habiendo contextualizado el ambiente político de aquellos días del verano de 1930, es ya el momento de entrar a fondo en lo que fue y supuso el Pacto de San Sebastián.
«A pesar de los defectos del régimen y de la desconfianza en la neutralidad del Gobierno, todos esperamos de las futuras Cortes el remedio de muchos males». El Imparcial, 4 de Agosto de 1930.
«Incierto. Los españoles no esperamos nada de las futuras Cortes». El Socialista, 5 de Agosto, en respuesta a lo publicado por El Imparcial.
Como he apuntado, las intenciones de republicanos y monárquicos ya estaban perfectamente definidas a la altura de Agosto de 1930; socialistas y  republicanos llevaban meses machaconamente solicitando unas elecciones a las que no tenían intención alguna de acudir, la excusa de la presumible vuelta de la vieja política, de la incertidumbre que les creaba el restablecimiento de la legalidad anterior a Septiembre de 1923, les animaba para reafirmarse en su propósito de acabar definitivamente con ella. La propaganda que se ejercía desde los medios de prensa como desde otros con carácter público, el Ateneo, haría posible la movilización de un sector de la opinión al que se pretendía arrastrar a ese empeño. En ese punto, cuando ya se conocía la intención del Gobierno de convocar elecciones, ya no había marcha atrás, el anuncio aceleró sobremanera lo que en el imaginario colectivo revolucionario pervivía desde hacía años. “Siete años suspirando por la normalidad constitucional, y ahora, cuando al fin se intenta devolvernos esa normalidad…”; esto refería El Socialista el 7 de Agosto respondiendo a una publicación del día anterior en el diario conservador La Época, es decir, todos reconocían la llegada de esa normalidad constitucional, sin embargo, el restablecimiento del orden constitucional con el refrendo de una elecciones a Cortes a algunos, a lo más recalcitrantes, ya no les valía ni les parecía suficiente, su objetivo ya no era aquellas elecciones, buscaban nuevas excusas, hasta las más peregrinas, para rebasar nuevamente la legalidad.
«Una Constitución significa para todos el derecho y para unos pocos el provecho. La mascarada constitucional de España tiene ya demasiada duración y nos ha traído demasiados dolores para que podamos tolerarla de nuevo».
Esto es lo que se decía en El Socialista ese mismo día; consideraba que la Constitución de 1876 no podía ser ya un referente porque, en la práctica, ya no existía “y aunque existiera, no tendría ninguna efectividad su lectura”, referencias de este tipo serían habituales en los diarios de la izquierda republicana; la Constitución de 1876 era para ellos papel mojado y su sed revolucionaria no se iba a apagar ahora con el anuncio de una urgente convocatoria de elecciones y más siendo plenamente conscientes de la extrema debilidad del oponente. Dentro de los republicanos esa posición obstruccionista a las anunciadas elecciones la encontramos en sectores como la que representaba el ala izquierdista catalana, Marcelino Domingo defendía abiertamente la abstención ante la inminencia de la cita electoral, por su parte, los socialistas, que a diario abominaban de lo ocurrido en la dictadura y de todo lo que había supuesto la vieja política, no rehuían a presentarse a las elecciones si con ello “se combatía al enemigo”, a tal fin, durante buena parte de aquel Agosto pedirían a sus suscriptores y lectores (El Socialista) una aportación para hacer frente a los costes de la campaña electoral, el objetivo principal de su participación en esa campaña que reconocían que “no era muy lejana” sería la exigencia de las responsabilidades “contraídas por la vieja política que nos ha gobernado” (esa misma vieja política que les había amnistiado por su tentativa golpista de Agosto de 1917 y por la que nadie había pedido responsabilidades…). Pese a estas divergencias respecto a las tan anunciadas elecciones, socialistas y republicanos fijaban ya muy claramente sus posiciones y estas se iban a plasmar en la decisiva cita a la que estaban convocados en la ciudad de San Sebastián, era el 17 de Agosto de 1930.
Como primer e imprescindible apunte previo, unas pocas líneas para contextualizar lo que era aquel Pacto; el Pacto de San Sebastián no fue sino la continuación al compromiso adquirido unos años antes con la formación de la Alianza Republicana, ahora, lo que esa coalición de partidos y asociaciones proponían, advenimiento de la República y la solución federal para España (entre otros puntos) junto a la incorporación a la Alianza de nuevas fuerzas, son lo que darían forma y contenido a un Pacto que se germinó unos meses antes de aquel Agosto, concretamente en Junio, mes en el que se desarrollaron una serie de reuniones previas y en las que intervinieron los grupos directamente interesados; es decir, el nuevo régimen que entonces se estaba discutiendo era la implantación de una República de corte federal. Este planteamiento sería el común e inicialmente aceptado por republicanos y nacionalistas, meses después, con la incorporación de los socialistas, se le trataría de dar un enfoque más socializante que, no aceptado en su integridad por los firmantes del Pacto, haría que una parte del socialismo derivase hacia una solución independiente de lo allí acordado; en efecto, el socialismo, no satisfecho en sus planteamientos y aspiraciones, buscaría desde entonces en la República el paso previo a la instauración de una República de corte socialista, como más adelante veremos. Bien, expuesto este apunte previo, vamos al 17 de Agosto de 1930:
«En el domicilio social de Unión Republicana, y bajo la Presidencia de D. Fernando Sasiaín (Presidente del Círculo Republicano de San Sebastián), se reunieron esta tarde D. Alejandro Lerroux y D. Manuel Azaña por Alianza Republicana; D. Marcelino Domingo, D. Álvaro de Albornoz y D. Ángel Galarza, por el partido republicano radical socialista; D. Niceto Alcalá Zamora y D. Miguel Maura, por la derecha liberal republicana; D. Manuel Carrasco Formiguera, por la Acción Catalana; D. Matías Mallol Bosch, por la Acción Republicana de Cataluña; D. Jaime Ayguanader, por el Estat Catalá y D. Santiago Casares Quiroga, por la Federación Republicana Gallega, entidades que, juntamente con el partido Federal Español -el cuál, en espera de acuerdos de su próximo Congreso, no puede enviar ninguna delegación- integran la totalidad de elementos republicanos del país”.
A esta reunión asistieron también, invitados con carácter personal, D. Felipe Sánchez Román, D. Eduardo Ortega y Gasset y D. Indalecio Prieto, no habiendo podido concurrir D. Gregorio Marañón, ausente en Francia, y de quién se leyó una entusiasta carta de adhesión, en respuesta a la indicación que con el mismo carácter se le hizo.
Examinada la actual situación política, todos los representantes concurrentes llegaron en la exposición de sus peculiares puntos de vista a una perfecta coincidencia, la cual quedó inequívocamente confirmada en la unanimidad con que se tomaron las diversas resoluciones adoptadas.
La misma absoluta unanimidad hubo al apreciar la conveniencia de gestionar rápidamente y con ahínco la adhesión de las demás organizaciones políticas y obreras que en el acto previo de hoy no estuvieron representadas, para la finalidad concreta de sumar su poderoso auxilio a la acción que sin desmayos pretenden emprender conjuntamente las fuerzas adversas al actual régimen político».
Esta nota es lo único que se ofreció por escrito respecto a lo que se dijo en aquella histórica cita, una nota que fue redactada por el socialista Indalecio Prieto en una mesa del bar España (cercano al local de la Unión Republicana de San Sebastián) apenas minutos después de terminada la histórica reunión, es el único documento escrito que existe de aquella cita, posteriormente, Prieto la daría a conocer a periodistas políticos de algunos de los principales diarios de la época. La reunión duró aproximadamente ciento cincuenta minutos, de las 15:00 a las 17:30 horas, se abordaron distintos temas y puntos de vista que sólo se han conocido a través de filtraciones de los asistentes, nunca se ofreció un manifiesto o un documento público escrito que transcribiera de forma ordenada los distintos acuerdos o compromisos que se fijaron en aquella cita; Miguel Maura lo describiría así: “Un pacto entre caballeros”. Por estas filtraciones y por posteriores publicaciones  (libros de algunos de los protagonistas, Miguel Maura y Carrasco i Formiguera los más relevantes) se sabe que se abordó, principalmente, el llamado problema de Cataluña que se solventó con la aceptación de la presentación a unas Cortes Constituyentes de un estatuto redactado libremente por Cataluña con el propósito de regular su vida regional y sus futuras relaciones con el Estado español, un acuerdo que debería hacerse extensivo a aquellas otras regiones “que sientan la necesidad de una vida autónoma”. Además, se propuso que los derechos individuales fueran estatuidos en unas Cortes Constituyentes, tratando de evitar que la próxima entrada de un régimen democrático supusiera una regresión “en las libertades públicas”. Todos estuvieron de acuerdo en la acción de una “política solidaria, encaminada al establecimiento de un nuevo régimen”, que debería desembocar en unas Cortes Constituyentes y en las que se deberían debatir asuntos como el Estatuto de Cataluña o la reforma agraria. Respecto a su actitud ante la inminencia de la convocatoria electoral, entendieron que esto era una cuestión secundaria y que quedaba relegada ante la verdadera sugestión que les había movido a reunirse aquel día (el propio Pacto desechaba esa ya anunciada convocatoria electoral).
Se puede deducir, a modo de primera impresión que, aquel día se abría el portón de un régimen de autonomías y que parecía pudiera ser rebasado por otro de corte federal puesto que se dejaba plena libertad a las regiones para plantear sus exigencias al Estado en forma de estatutos, es decir, estatutos que tenían la finalidad de regular la vida regional y las futuras relaciones con el Estado español. Al mismo tiempo, se cerraba la posibilidad de volver a la situación anterior a Septiembre de 1923, entendían que la vuelta a un régimen que calificaban de “democrático” podría suponer un retroceso en las libertades públicas por lo que apelaban a luchar por la instauración de un nuevo régimen. Además, y como ya he referido, tampoco atendían el requerimiento del Gobierno a la pronta celebración de unas elecciones, indudablemente, el carácter revolucionario de los allí presentes no estaba en consonancia con la preceptiva legalidad y las herramientas propias de un Estado de derecho. Tanto que, otros de los puntos que se acordaron sería la organización de lo que llamaban una “huelga general” que se debía desencadenar a finales de año y para la que, previamente, debería designarse un Comité Revolucionario; esto explica el que no se hiciera público ningún manifiesto de aquella cita.
Y ya expuesta la primera impresión, vamos ahora con la letra pequeña. ¿Estado de autonomías?; un año después, en Septiembre de 1931, a los pocos días de abrirse el Parlamento republicano esto decía Eugenio Arauz, representante del Partido Republicano Federal y presente en algunas reuniones del Pacto:
«Sencillamente, el compromiso del Pacto de San Sebastián, aunque no fuera más que el compromiso de Cataluña con el resto de España, eso ya era una República federal”. (Muy bien – aplausos). Además, en los mismos preparativos del Pacto de San Sebastián, esto fue así».
Eugenio Arauz basaba su argumentación en razón de haber estado presente en algunas de las reuniones previas al Pacto de San Sebastián (esos “preparativos” a los que aludía se iniciaron en el mes de Junio), reuniones en las que fue habitual el empleo del vocablo federal; así, en aquella sesión a Cortes del 16 de Septiembre de 1931 recordaría como en una de aquellas mañanas de Junio, en el domicilio de Fernando de los Ríos  “se redactaron unas bases que fueron el fundamento de dicho Pacto” y, en esa reunión, un mecanógrafo olvidó incluir en la Base tercera el término Federal (la que hacía referencia a la República Federal), “y todos nos apresuramos a devolver el texto para su corrección inmediata, porque este era el fundamento principal que iba a constituir el Pacto”. Estas palabras eran recogidas entre los aplausos generales de la Cámara republicana en un día en el que España se debatía en ser constituida como un Estado federal. Indudablemente, la cuestión catalana pasaba por dar entrada al portón del federalismo sin hacerlo previamente por el autonomismo, por tanto, podemos afirmar que, unos cuántos políticos, en reuniones secretas y sin el asenso ni el conocimiento general de la opinión, debatían la implantación de un nuevo régimen que suponía un nuevo modelo territorial; esto, tal vez, podría explicar el por qué Maciá, a las pocas horas de implantada la República, se lanzaba a proclamar tan apresuradamente la República catalana (el federalismo fue un debate tratado y plenamente aceptado y Maciá cumplía lo que entendía se había acordado aquel mes de Agosto, eso sí, lo hacía precipitadamente y sin el conocimiento de los próceres del movimiento republicano). Uno de los testimonios más fiables y que más información ha ofrecido sobre lo ocurrido aquel día sería el aportado por el representante de Acción Catalana, Manuel Carrasco i Formiguera; éste reconocería en posteriores publicaciones que uno de los principios definidores del modelo constitucional adoptado por la Constitución republicana de 1931, el derecho al autogobierno político de las regiones dentro de un Estado integral, y sin fractura de la clásica concepción de la soberanía nacional, fue ya diseñado, de manera muy definida y con mucha propiedad en su concepción y en su expresión política, institucional, normativa y constitucional aquel 17 de Agosto de 1930 en San Sebastián. Además, en aquella histórica fecha, las distintas fuerzas republicanas suscribirían la conformación de un gabinete provisional que pudiera asumir de manera inmediata el poder ejecutivo, cuando las urnas o un proceso revolucionario así lo determinasen. Carrasco i Formiguera consideraba que, con ese pacto, Cataluña cumplía su objetivo de ser libre “dentro de una República federal española o dentro de un pacto de federación con los restantes pueblos hispánicos” a los que, durante la propia Segunda República denominaría como pueblos Ibéricos. Sin duda, las aspiraciones soberanistas o, cuando menos, federales, eran inequívocas en los representantes del nacionalismo catalán que creían formalizado ya un periodo constituyente destinado a consolidar, de una vez por todas, sus históricas reivindicaciones territoriales.
No sólo se determinó un cambio de régimen y un nuevo modelo de Estado, allí, en San Sebastián se acordó la formación de un Comité ejecutivo del que emanarían las principales figuras de lo que habría de ser el Comité Revolucionario (destinado a preparar y gestionar el Golpe de Diciembre de ese año) y del Gobierno Provisional que, una vez proclamada la República, debería acometer la obra de institucionalizar el régimen por medio de unas Cortes Constituyentes y elegidas por sufragio universal. Podemos afirmar que los acuerdos políticos allí alcanzados daban forma y expresión a algunos de los puntos más esenciales de lo que debía ser la futura Constitución republicana. La solución revolucionaria era contemplada desde aquel mismo día como una posibilidad real, pocos creían en una solución distinta a esta y, menos, emanada de una convocatoria electoral de corte municipal. La amenaza revolucionaria prendía de nuevo con más fuerza que nunca puesto que, al frente de ella, se situaban también representantes de las fuerzas conservadoras colaboradoras con la vieja política liberal. Así las cosas, los partidarios del restablecimiento de las garantías constitucionales de 1876 irían perdiendo fieles y adeptos a medida que el Gobierno Berenguer dilataba unas elecciones que, en aquellas alturas del año 1930, muchos ni querían y menos aún creían en su idoneidad y oportunidad.
«El Pacto de San Sebastián, en definitiva, no fue otra cosa que un convenio entre raqueros alrededor de la distribución del tesoro que apresarían después del abordaje. A la primera embestida se les rindió la nave del Estado centralista y unitario. La hora es llegada -pensaron los del pendojanje catalinista- de repartirnos a pedazos el cuerpo inerme de la nación abandonada en la cubierta».
Pérez Madrigal, diputado a Cortes de la Segunda República, esto diría al respecto de lo que para él significaba aquel Pacto; el espíritu de éste estaba absolutamente mediatizado y sometido a las exigencias y apetitos de los que llevaban años actuando como “piratas” dispuestos a trocear un Estado que, más allá de quererle modificar en su estructura, le querían someter a fórmulas que no contaban con el asenso de la mayoría política ni social del momento, sin duda, una paso tan arriesgado como revelador del grado de sumisión a las políticas disgregadoras del espíritu público nacional; en este caso, en clara alusión a Maciá (“pendonaje catalanista”). De hecho, siete meses después, a las pocas horas de proclamarse la República, éste así se pronunciaría desde el balcón del Ayuntamiento de Barcelona: “Interpretando los sentimientos y los anhelos del pueblo que nos acaba de dar su sufragio, proclamo la República catalana. De acuerdo con el Presidente de la República Federal Española, don Niceto Alcalá Zamora con el cuál hemos ratificado los acuerdos tomados en el Pacto de San Sebastián, asumo provisionalmente las funciones de Presidente del Gobierno de Cataluña”. Es decir, unas elecciones municipales daban paso a la independencia de Cataluña y gracias a un Pacto entre revolucionarios nunca escrito… Si no lo fue, evidentemente, sería por algo y creo que la cuestión federal no llegó a ser del todo delimitada ni concretada y prueba de ello fue aquella declaración unilateral de Maciá.
En este punto, creo necesario añadir algunas notas curiosas y que ilustran someramente el porqué del secretismo que se intentó dar a algunos de los pormenores de lo que en esa reunión se habló y acordó (es lógico que, en una reunión de conspiradores, se procurará no dejar huella de sus propias intrigas); se sabe por posteriores publicaciones de algunos de los intervinientes que a la cita acudieron otras personalidades además de las referidas por la nota que hizo pública Indalecio Prieto horas después, entre ellas el también socialista Fernando de los Ríos (lógico por cuánto en su domicilio se celebraron otras en las semanas previas); los socialistas fueron por cuenta propia dado que el partido no daría conformidad a nada hasta conocer el resultado de lo allí acordado. Además, se supo que al iniciarse la reunión, el miembro de Acción Catalana, el ya referido Carrasco i Formiguera, llegaría a plantear el derecho de autodeterminación de Cataluña:
«A nosotros los catalanes, no nos interesa esta reunión si previamente no se conviene en que el advenimiento de la República entraña la más absoluta autonomía para Cataluña. A partir del nacimiento del nuevo régimen, Cataluña recaba el derecho a la autodeterminación y se dará así misma el régimen que le convenga».

Según relataría años después Miguel Maura, tras estas palabras que, se producían a los pocos instantes de iniciada la reunión: “…sucedió un silencio general y penoso”, Maura le replicaría, visiblemente enojado que “por ese camino se iba derecho a la guerra civil”. Se acordaría, finalmente, el que Cataluña pudiera votar libremente un Estatuto que se debería dar forma en el Parlamento republicano. Maura no hace referencia al federalismo del que otros asistentes si dieron conocimiento; al no haber un documento escrito que diera fe de lo tratado es imposible certificar si en aquella ocasión se trató la cuestión federal, lo que es innegable es que, a través de otros testimonios (como el referido del federal Eugenio Arauz), en las bases previas al Pacto se habló y se acordó la implantación de una República Federal. Además, y según el propio testimonio de Miguel Maura, al abordarse la cuestión meramente política, dentro de ella se trató la cuestión revolucionaria, en concreto la preparación de un movimiento revolucionario destinado a acabar con el régimen monárquico: “…Se consideró indispensable como arma de desgaste y de señal de alarma para los gobernantes”. Todas estas iniciativas debían estar dirigidas por un Comité Ejecutivo que se designó ese mismo día y del que formaban parte Alcalá Zamora como Presidente, Manuel Azaña, los socialistas Prieto y De los Ríos, los radicalsocialistas Álvaro de Albornoz y Marcelino Domingo, además del propio Miguel Maura; de este Comité Ejecutivo saldrían designados los miembros del Gobierno Provisional al que, después, se añadirían algunas destacadas figuras políticas, Largo Caballero entre ellas.
Es también sabido que la cuestión catalana fue la que más agrios y duros debates suscitó, si finalmente salió adelante la conformación de una agenda estatutaria y el nacimiento de un Parlamento catalán fue por el apoyo que los nacionalistas catalanes encontraron en el sector republicano de la izquierda catalana, Marcelino Domingo y en el mismo Alejandro Lerroux, éste último sensibilizado con la causa autonomista de sus largos periodos en Cataluña. Para dar fe de lo acordado, los tres representantes del nacionalismo catalán firmarían un documento en el Hotel Londres, en el que se hospedaban, certificando lo pactado con los elementos republicanos, y es que, como he referido, el Pacto de San Sebastián careció de cualquier tipo de documento o acta que diera fe pública de lo que allí se trató.
Terminando con lo acordado en el Pacto, decir que todos vieron la necesidad de la participación del Ejército en la conspiración, a tal fin, estaba previsto un levantamiento en algunas ciudades clave que debía contar con el apoyo de la declaración de una huelga general revolucionaria a organizar por el PSOE. El que era el Presidente del Comité revolucionario, Alcalá Zamora, era también partidario de dar protagonismo al elemento militar, creía que así debía ser para evitar el carácter puramente revolucionario en caso de que el peso de la iniciativa recayera en las organizaciones obreras. Igualmente, entendía esencial la presencia de los militares en el golpe porque habrían de ser factor fundamental en la sostenibilidad y consolidación del nuevo régimen; recordemos que Alcalá Zamora había sido Ministro de la Guerra años antes y que aún mantenía contacto directo con algunos destacados miembros del Ejército. Finalmente, serían varios los generales que se sumaron a esta iniciativa puramente golpista; Queipo de Llano (arrestado durante la dictadura y reconvertido en republicano federalista), Nuñez de Prado, Villabrille y López de Ochoa, todos ellos asumían la coparticipación del elemento societario, el PSOE debía promover una huelga revolucionaria. Ninguno de ellos podría siquiera dudar del enorme riesgo de que todo aquello pudiera desembocar en una cruenta guerra civil si no se lograba imponer desde el inicio un golpe de aquella naturaleza; el Pacto de San Sebastián certificaba, por lo tanto, una solidaridad común y una unión que tenía cómo principal objetivo el desencadenar un golpe de Estado que debía derrocar a la Monarquía.
Lo que es seguro que el Gobierno Berenguer permanecería ciertamente ajeno a los movimientos de aquel verano de socialistas y republicanos, de hecho, el que era Director General de Seguridad, el General Emilio Mola, parecía más preocupado por las actividades conspirativas de un grupo de oficiales revolucionarios del Ejército que permanecían absolutamente desligados ni tenían ninguna solidaridad con esa Alianza de republicanos y entre los que figuraba Ramón Franco Bahamonde, hermano del General Francisco Franco, oficiales que tenían más vínculos en aquel momento con el anarquismo (CNT) que con el movimiento insurgente republicano. Tan poca atención prestaban a esos movimientos de republicanos y socialistas que no parece que hubiera recatado en una reunión que estos mantuvieron un mes antes de la cita en San Sebastián, el 11 de Julio; a ella acudieron por parte de los socialistas Julián Besteiro, Fernando de los Ríos y Manuel Cordero, por los republicanos, destacaría la presencia de Manuel Azaña; la reunión se celebraría, como no podía ser menos, en el Ateneo, concretamente en el despacho del que era el Presidente del Ateneo científico, es decir, Azaña. El objetivo primordial de la cita era conocer de primera mano el ambiente entre los socialistas para reeditar los pactos republicano-socialistas que, antes de la dictadura, les otorgaron algunos éxitos notables en algunas convocatorias electorales (principalmente, en Madrid y Valencia); pretendían aunar esfuerzos sin descartar el recurso a la violencia en caso de que el desafío a superar así lo requiriera, es decir, a parte de la acción política, no descartaban en absoluto la acción revolucionaria. Esta sería la primera toma de contacto seria y formal entre socialistas y burgueses republicanos; antes, los republicanos habían negado el concurso de los socialistas en no pocas ocasiones, entendían que, previamente, debían conseguir forjar la unión entre los distintos sectores del republicanismo. Desde entonces, las relaciones entre socialistas y republicanos serán constantes y fluidas y no se interrumpirán hasta el advenimiento de la República.
Así sería; las reuniones y citas entre socialistas y elementos republicanos se incrementan aprovechando el periodo estival, la Dirección General de Seguridad no captó, desde luego, la dimensión de lo que se estaba tramando; en aquellos días se crearán nuevos partidos y asociaciones republicanas y se restructuraran algunos de los ya existentes, en estas reuniones, como reconocería el diputado de la República meses después, Eugenio Arauz, se cocinaba y preparaba lo que se debía certificar en la vital cita de San Sebastián del 17 de Agosto. El primer y gran paso ya se había dado; un día después, en la tarde del lunes 18 de Agosto, en el domicilio de Fuenterrabía de Miguel Maura, los ahora ya miembros del Comité Ejecutivo se reunían de nuevo con los dos miembros del partido socialista, Indalecio Prieto y Fernando De Los Ríos, el objetivo era conseguir el apoyo de las masas y de las organizaciones obreras dado que, sin ellas, sería prácticamente imposible lograr el propósito y, más, contemplando la posibilidad y casi la necesidad de emplear el recurso de la violencia o la agitación revolucionaria. Los dos representantes socialistas asistirían a título personal, y es que el partido no les había dado autorización a formalizar ningún tipo de acuerdo, un partido que, en aquellos momentos, estaba dirigido por los dos dirigentes que dieron su apoyo y plena conformidad a la colaboración con la dictadura, Largo Caballero y Julián Besteiro. Así las cosas, nada más terminar su encuentro con los republicanos, De Los Ríos saldría de inmediato con dirección a Madrid con el fin de dar conocimiento de lo ocurrido a la Comisión Ejecutiva y a las distintas organizaciones del PSOE.
El encuentro entre republicanos, miembros del Comité Ejecutivo y los socialistas se produciría en los últimos días del mes de Agosto. Una delegación del Comité (Azaña, Maura junto al socialista Prieto) se trasladaría a Madrid para reunirse con algunos de los miembros de la Ejecutiva del partido, Saborit, Cordero y Besteiro, el acuerdo se alcanzaría rápido y los socialistas se comprometían a prestar su incondicional apoyo que no excluía cualquier tipo de acción o respuesta (incluida la revolucionaria) para acabar con su detestado régimen monárquico. Por su parte, la UGT prestaría su apoyo condicionado a que se contará con el favor del Ejército, entendía que si la solución era de carácter revolucionario no podía suceder lo ocurrido en la última conspiración, aquella de Agosto de 1917, en la que el fracaso se debió, en gran medida, a la total falta de apoyos del sector del Ejército más comprometido con la causa (recordemos, los Junteros). El acuerdo tomó forma definitiva tras la llegada de Bruselas a Madrid de Largo Caballero, que asistía a un Congreso Internacional: “Ha llegado el momento de poner en acción el primer punto del Programa del Partido y ayudar al movimiento moral y materialmente”, serían las palabras de Largo Caballero tras conocer el acuerdo y el alcance que parecía podía tener todo aquello. Ese mismo día sería designado para formar parte del Comité Revolucionario, la amenaza revolucionaria daba el impulso definitivo tras conseguir el asenso del gran partido del obrerismo español y del que habría de ser el estandarte de la acción subversiva y revolucionaria, Largo Caballero.
La causa obrera se unía y faltaba por ver que haría la otra gran organización sindical española, la CNT; Miguel Maura y Galarza establecerían diversos contactos meses después (en Octubre) con los dirigentes anarquistas que, tras celebrarse el Pleno Nacional, darían su plena conformidad a integrarse en la coalición de republicanos y socialistas, era el 15 de Noviembre de 1930; su apoyo se fundamentaba en el desencadenamiento de un movimiento revolucionario y, éste, por las fechas referidas, estaba ya muy próximo a hacerlo. Ya, el 26 de Agosto, a la semana de sellarse el Pacto de San Sebastián, el líder sindicalista Peiró se dejaba querer en su deseo de formar parte de la coalición republicana:
«Creo que esa reunión ha venido a afirmar más y más las simpatías de los sindicalistas hacia los republicanos. No nos han invitado a formar parte de la Unión de izquierdistas, pero si se hace esa invitación los sindicalistas ayudarán en todo momento para cuanto signifique un movimiento revolucionario encaminado a instaurar la República en España».
De entre las diferencias que separaban a las distintas facciones de los firmantes del Pacto de San Sebastián, la más acusada era la de su conducta respecto a las próximas elecciones. Los anarquistas, que en aquel momento todavía no habían sellado su unión, seguían apostando por el abstencionismo: “…ninguna manera; pero demostraremos nuestra simpatía por los republicanos y no seremos obstáculo para el triunfo de estos, dejándoles, como es natural, la responsabilidad de su actuación”; diría el propio líder sindicalista Peyró, ese mismo 26 de Agosto sobre lo que era su criterio ante las elecciones. Ese abstencionismo era también defendido por algunos elementos de la coalición republicana, destacaba de entre ellos Marcelino Domingo, que esto diría respecto de la convocatoria electoral:
«El pueblo español no quiere volver a la situación de antes de 1923, ni al Parlamento de antes de la dictadura. Y las elecciones de ahora no van a servir más que para volver a una situación parecida a la de entonces, con sus caciqueos e inmoralidades y a un Parlamento tan ineficaz como aquel».
Marcelino Domingo, ahora miembro del Partido Radical Socialista, partícipe en los últimos años en diversos movimientos conspiratorios (algunos, con plena vigencia del Estado de derecho), trataba de dar moralinas respecto de lo que debía ser un Parlamento digno y ejemplar. Por su parte, los socialistas, eran partidarios de acudir a las elecciones (seguían pidiendo dinero a sus suscriptores y lectores de El Socialista para los gastos de la campaña electoral), creían ver en el Parlamento el mejor foro para hacer llegar a la opinión las denuncias sobre las responsabilidades de la dictadura, claro que, de estas, debían estar exculpados los muchos socialistas que se lucraron y ocuparon altas y destacadas magistraturas en ella… Además, entendían que cualquier posicionamiento abstencionista favorecía los intereses de la reacción, por lo que apostaban por movilizar a su electorado absolutamente conscientes de la fuerza que tenía su organización tras la finalización del periodo dictatorial. Llegado a estas alturas, finales del mes de Agosto de 1930, republicanos y socialistas se enzarzaban sobre las elecciones y la apertura del Parlamento, un asunto que, en los últimos menes, había sido el principal argumento de sus denuncias contra el Gobierno Berenguer; ahora, forjada la alianza revolucionaria, la excusa de la inmoralidad de las instituciones y del peligro de la vuelta a la vieja política les servía para reforzar su apuesta por una solución de fuerza ajena a la verdadera voluntad popular que debía ser expresada, libremente, por el sufragio; es decir, ahora la conducta a seguir era deslegitimar cualquier intento del Gobierno para institucionalizar la nueva legalidad que habría de salir de la propia voluntad popular, máxima expresión de una democracia y es que, algunos, lo tenían muy claro: “En España no hay más partido revolucionario que el Socialista. Es el que tiene claramente definida su actitud frente a la monarquía y al régimen capitalista”; El Socialista, 2 de Septiembre de 1930.
Y, ¿el Gobierno? ¿qué hacía el Gobierno ante la nueva amenaza revolucionaria?. Pese a la nota escrita de Prieto sobre la reunión y que fue repartida a diversos periodistas, el Gobierno parece que no se percata de ella hasta pasados unos pocos días, pese a la nueva dimensión que había cobrado la amenaza republicano-socialista, aumentada ahora con la incorporación de algunos elementos conservadores, el Gobierno no prestaría la debida atención. Su mayor preocupación seguía siendo el continuo goteo de monárquicos que abandonaban la causa, o bien se pasaban a la oposición monárquica o directamente decidían alinearse con aquellos que estaban dispuestos a poner todas las trabas posibles con el fin de abrir una nueva vía parlamentaria y que diera finitud al régimen. El Director General de Seguridad, Emilio Mola, señalaría en 1932 (en las que eran sus Memorias de su paso por la Dirección General) que no tuvo conocimiento de la reunión de San Sebastián hasta el 20 de Agosto, tres días después, y de la que sólo conocería que se trataba de una cita a la que habían acudido algunos elementos socialistas y republicanos, es decir, no le llegó ese día los pormenores y la letra pequeña de lo allí acordado. Esto sucedería días después, el 22 de Agosto, gracias a la mediación de una fuente bien informada y que le ofreció algunos detalles de aquella cita:
«En esa reunión quedó acordado emprender una activa campaña para derribar a la Monarquía aprovechando el malestar que se dejaba sentir en todos los órdenes de la vida nacional, aceptando todas las colaboraciones revolucionarias, fueran o no republicanas. Los catalanes sólo accedieron a prestar su concurso sobre la base de que, si llegaba a implantarse la República, está habría de reconocer a Cataluña su personalidad y dar satisfacción completa a sus aspiraciones, que no concretan  …todo ha quedado prendido con alfileres, no obstante, lo cual ellos se las prometen muy felices».
Según su relato, pese a comunicárselo posteriormente al Ministro de la Gobernación, General Marzo, y al Presidente del Consejo, Dámaso Berenguer, ninguno dio vital importancia a lo ocurrido aquel 17 de Agosto en San Sebastián: “… a decir verdad, en aquella ocasión ni ellos ni yo concedimos gran importancia a los acuerdos”. Los cálculos electorales que en aquellos días se hacían desde el Ministerio de la Gobernación del General Marzo y que otorgaban una cómoda mayoría a las opciones de los monárquicos, jugarían una mala pasada a estos, su conformismo, la inercia y un exceso de confianza serían un auténtico lastre contra la propia estabilidad del régimen; así, mientras republicanos y socialistas unían sus fuerzas y sumaban otras provenientes del monarquismo, los monárquicos se dejaban llevar sin tener la mínima conciencia de la verdadera dimensión de todo aquello que los revolucionarios tramaban y urdían contra el régimen.
Aquella amenaza revolucionaría nacía casi al mismo tiempo que el Gobierno daba a conocer los primeros listados del Censo electoral; en la Plaza Mayor de Madrid, el 20 de Agosto, se publicaba en sus soportales y en las Casas Consistoriales las listas electorales confeccionadas por la Junta Provincial del Censo. Aparecían inscritos un total de 189.310 electores madrileños, lo que suponía un incremento de 26.111 electores respecto al Censo de 1928. Algunos diarios recogían la animosidad con la que los muchos madrileños acogieron esta publicación, algo que sucedería en otras grandes capitales de provincia, como Barcelona o Bilbao. Así, al mismo tiempo que el Estado de derecho y las plenas garantías constitucionales, tan ansiadas, eran restablecidas, otros aunaban sus esfuerzos y voluntades para, de nuevo, coaccionar por medio de la amenaza y la acción revolucionaria un orden constitucional que nunca respetaron, y al que nunca respetarían; siendo así, las anunciadas elecciones no fueron contempladas en un Pacto por el que, la voluntad popular, sería de nuevo rebasada por unos planteamientos abierta y esencialmente revolucionarios. Ahora, la excusa de las responsabilidades de una dictadura en la que, no pocos de sus miembros, en un mayor o menor grado, habían participado, les servía para dirigir sus esfuerzos y voluntades a la implosión de un movimiento revolucionario. Apenas cuatro meses después, en Diciembre, se demostrará las pocas ganas y lo insinceras que eran sus pretensiones respecto a una participación en un proceso electoral que tanto demandaron y que, en modo alguno, contemplaban. Sus aspiraciones estaban muy alejadas de ser partícipes en un proceso que frenaba en seco las que eran sus verdaderas pretensiones.


JACA, DICIEMBRE 1930. LA REVOLUCIÓN FRACASA
«La revolución será siempre un crimen o una locura, donde quiera que prevalezcan la justicia y el derecho; pero es justicia y es derecho donde prevalece la tiranía».
«Venimos a derribar la fortaleza en que se ha encastillado el poder personal, a meter la Monarquía en los archivos de la Historia» .
Manifiesto del Comité Revolucionario; Diciembre de 1930.
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Domingo 14 de Diciembre de 1930; los sublevados apresados forman ante las tropas leales al Gobierno en el patio del Cuartel en Huesca.
Los que se arrogaban el ser los representantes de la nueva política habiendo sido partícipes de la vieja (recordemos que, Alcalá Zamora, y como ejemplo más ilustrativo, había llegado a ser ministro de la Restauración), se apropiaban del derecho y la justicia como si estos no hubieran tenido lugar ni espacio en los años de la Monarquía, de esta forma tan demagógica, pretendían justificar su acto de fuerza y contrario al Estado de derecho y que sería el precursor de una gran y mayor tiranía que la que se proponían dinamitar.
Las exigencias del PSOE, cuyo principal cometido era la convocatoria de una huelga general que debía estar coordinada con el inicio de las hostilidades (de la sublevación propiamente dicha), pronto se verían satisfechas cuando el Comité Revolucionario nombraba otro de carácter militar, un Comité Revolucionario militar entre cuyas figuras más destacadas figuraban relevantes personalidades del Ejército español; el General Queipo de Llano, los Capitanes Felipe Galán,  Ángel García Hernández, Sediles, el Comandante de Aviación Ramón Franco o el oficial de Aviación Álvarez Buylla. A cambio, los socialistas, una vez asegurada la participación del Ejército, prestaban al servicio de la revolución al partido que, por aquel entonces, mayor masa social movía (la CNT, tras los seis años de dictadura, había sido superada por la influencia socialista). De esta forma, el que era el principal partido revolucionario, el PSOE (como así lo reconocían) pasaba de colaborar con la dictadura a organizarse revolucionariamente para, entre otras cosas, exigir las más altas responsabilidades a los que habían sido sus protagonistas. Huelga general revolucionaria y sublevación militar se convertían en los ejes inspiradores de la acción conspiratoria conjunta de ambos Comités Revolucionarios.
El complot revolucionario preveía la fecha del 15 de Diciembre para desencadenar el movimiento; aquel Otoño de 1930 bien lo podríamos calificar como Otoño revolucionario dado el ambiente en que se movió y desenvolvió la convulsa e inestable política española. Durante aquellos meses previos a la sublevación el Comité Revolucionario se reuniría en no pocas ocasiones en el domicilio de Miguel Maura, allí se conspiraba contra la Monarquía y se planeaba, no sólo sobre lo que debería ser la sublevación sino sobre lo que se habría de hacer tras ella. Así, un grupo de políticos que, años atrás, habían demostrado que poco o nada tenían en común, se juntaban uniendo sus voluntades para meditar y debatir sobre muchos y variados propósitos pero, sobre todo, lo hacían por una causa común, eliminar a la Monarquía; en el pasado habían demostrado en numerosas ocasiones la distinta visión que tenían de casi todo y, especialmente, de España, ahora, el derrumbe de la Corona les unía para construir una nueva España cuando, como refiero, casi ninguno tenía puntos o visiones comunes sobre lo que esta significaba (las ambiciones personales, tan habituales en este tipo de procesos, pronto saldrían pronto a la luz entre ellos). La llamada vieja política era denostada por la incapacidad que sus políticos y demás protagonistas demostraron para alcanzar acuerdos o consensos, para establecer criterios y líneas programáticas que atendieran los verdaderos intereses generales, una vieja política de la que, algunos de los entonces firmantes del Pacto de San Sebastián, habían sido actores protagonistas, luego es lógico preguntarse sobre que podía traer de nuevo algo que tan activamente había sido partícipe de lo viejo. La vieja política, como ya referí en su momento sufrió, sobre todo, la inquina y la feroz oposición de los que no querían gobernar y, además, no tenían propósito alguno de dejar hacerlo. Ahora, políticos que habían sido sus más reconocibles actores, de esa política del “cuánto peor mejor”, unían sus fuerzas pretendiendo hacer creer que esa política les era completamente ajena y presentándose a la opinión como los nuevos regeneradores de la vida pública española, además, lo hacían enarbolando la bandera de la agitación revolucionaria, una bandera que algunos de ellos también sufrieron y tuvieron que combatir durante años y desde la titularidad de altas magistraturas de esa misma vieja política. Qué figuras como Alcalá Zamora, Prieto, Largo Caballero o Maura se arrogarán para sí el protagonismo y la fecundación de la nueva política era tan descabellado como desvergonzado, y es que fueron muchos de sus actos, conductas y decisiones las que provocaron que aquellos años no puedan ser recordados más que desde el prisma de la confrontación y la división. Todo parecía olvidado y ahora unían sus fuerzas y voluntades por un propósito común, la Corona, y aún a riesgo del derramamiento de sangre inocente. Así pues, veremos a continuación algunos sucesos previos de aquel Otoño para ilustrar en qué forma se llega al mes fatídico de la conspiración, Diciembre de 1930.
Que el Partido Socialista había salido fortalecido de la dictadura resultaba ser un hecho más que evidente, sólo así se explica que durante el año 1930 el número de sus afiliados siguiera creciendo (la UGT llegaría a la cifra de unos 275.000 a la altura de Enero de 1930) y que tendría su más fiel reflejo en los mítines o actos que el Gobierno Berenguer consintió que celebraran (tras el anuncio de la convocatoria de las elecciones la previa censura de prensa y de actos políticos se irían diluyendo). La fuerza de su propaganda y su movilización fue posible gracias a que su estructura había salido prácticamente indemne tras seis años de dictadura lo que favoreció, sin duda, al notable incremento de sus fieles y en detrimento de un anarquismo que llevaba años en la clandestinidad. Como he referido, prueba de ello sería el gran acto que el partido ofrecería en el Cinema Europa de Madrid el 21 de Septiembre, un día en el que el órgano del partido, El Socialista, en su editorial diario se daba “golpes en el pecho” arrogándose un papel que estaba muy lejos de ser real, el haber sido la única oposición a la dictadura; si, en efecto, así lo decía:
«…lanzándose por los ámbitos de la Península a mantener vivo el espíritu de clase de los trabajadores, a liberarlos del pesimismo ambiente, a inculcar en ellos fe en el porvenir, a desvanecer la atmósfera deletérea en que se quería envolver a nuestro movimiento por quienes, faltos de valor para reaccionar contra una situación adversa, creían tapar su cobardía moral tachándonos de colaboradores con la dictadura. ¡Cuando nuestra organización fue la única que en España se puso enfrente de aquella desde el primer momento con un manifiesto fechado el mismo día que el General Primo de Rivera dio el Golpe de Estado!».
Por las palabras reflejadas en el editorial, cualquiera diría que, más que un partido político, pareciera que se había desenvuelto como una ONG con espíritu desinteresado y altruista dentro de la dictadura. Sorprende de lo que es capaz la propaganda y hasta que límite puede llegar con tal de crear un estado de confusión sobre el conjunto de una opinión que, trágicamente, en aquellos años, era presa de un analfabetismo que la hacía cómplice indirecta de estas soflamas tan obscenas y tan ajenas a la realidad. Pero por si no era ya suficiente, más adelante esto se decía en aquel editorial, atención:
«…Por suerte para el buen nombre de España en el mundo civilizado, la organización obrera combatió a la dictadura desde su instauración y llevó más allá de las fronteras el eco de su protesta».
Poco más que añadir al respecto; la propaganda socialista, aunque nos pueda resultar incomprensible, calaría en un sector de la opinión que llegaría a ver al partido socialista convertido en el adalid del combate por las libertades y las esencias de la democracia, una especie de Cid Campeador que había combatido sin desmayo las injusticias y los excesos de la dictadura de la que, por supuesto, no había obtenido contraprestación o retribución alguna. En fin, dejémoslo en aquello que habitualmente se dice, que el tiempo suele poner a cada uno en el lugar debido.
Retomando el acto de aquel 21 de Septiembre; los oradores socialistas reclamarían, entre los bulliciosos aplausos de la multitud, no sólo las responsabilidades a los protagonistas de la dictadura, también a los que lo fueron en los años 1917 a 1923; “… un periodo histórico cargado de responsabilidades gravísimas”, periodo en el que, por cierto, se concedió la amnistía a los que por aquel entonces eran diputados por el partido socialista (Saborit, Largo Caballero, Anguiano y Besteiro) y que estuvieron muy lejos de mostrar algún tipo de arrepentimiento por su promoción de los sucesos conspiratorios de Agosto de 1917 (estaría bien, y atendiendo a esas motivaciones y apelaciones a la justicia, el exigir igualmente esas mismas responsabilidades a unos diputados socialistas que nunca rindieron cuentas ante ella). Uno de estos, Julián Besteiro, hablaba sin tapujos de los movimientos conspiratorios que en aquel momento ya se preparaban:
«No conspiramos en la sombra; tenemos fuerza bastante para que nuestro movimiento se realice a la luz del día y nada esperamos de cabildeos y conciliábulos. Pero por lo mismo que somos un partido todo claridad y luz, decimos que el pleito que se ventila para llegar a una perfecta unanimidad republicana no es solamente nuestro, es el pleito del resto de la democracia española, que no actúa sistemáticamente dentro de los cuadros de los organismos sindicales y que es refractaria a las disciplinas del partido. De consiguiente, es preciso, no que nos fundamos con esas fuerzas, no que vengan a nosotros sin convicciones de nuestros ideales, pero sí porque haya coincidencia para marchar juntos por un mismo camino».
Para tal fin Besteiro confiaba en que pronto, en el Ejército, al que consideraba la principal fuerza del monarquismo, se rompiera la disciplina militar: “Estoy seguro de que ese dominio será efímero y de que en la familia militar volverá a romperse la disciplina”. El complot, ideado y sellado en el Pacto de San Sebastián iba tomando forma con la oficialización de la unión de republicanos y los elementos societarios, unos socialistas que no dudaban en sugestionar las conciencias de los militares, sin cuyo concurso, tenían muy difícil conseguir lo que se proponían.
Aquel domingo del 21 de Septiembre tuvieron lugar diversos actos mitineros socialistas en distintas localidades de la geografía española en lo que era, sin duda, una nueva demostración de la fuerza de un socialismo creciente y que bien pudiéramos enmarcar dentro de lo que sería el inicio de la campaña preelectoral (apenas quedaban algo más de seis meses para las decisivas elecciones). Entre todos los actos que aquel día se desarrollaron me gustaría hacer mención a uno de ellos, el celebrado y organizado por la Juventud Socialista en Puente de Vallecas de Madrid; en él tomaría la palabra García Atadell, en nombre de la Federación de Juventudes, uno de los más abyectos y crueles chequistas de cuántos hubo en el trágico verano de 1936, acreedor y promotor de los más terribles crímenes. Durante su intervención, aparte de pedir la movilización para las decisivas elecciones, haría un llamamiento a la democracia afirmando que “cierto sector ya ha encargado camisas negras” así que, para contenerlas “estarán las camisas rojas de los jóvenes socialistas”. Sin duda, un claro aviso de lo que altas personalidades de la Juventudes Socialistas estaban dispuestas a traer a la escena pública una vez fuese declarada la Segunda República. Desde luego, “el que avisa…”.
Si hay algo que puede ilustrar lo que para el socialismo representaba el régimen monárquico y que justificaba su persistente defensa de la acción revolucionaria, lo encontramos en el número 6.748 de El Socialista, publicado unos días después, el 24 de Septiembre. Dada la magnitud de las denuncias que se insertaban en sus páginas, se demostraría que la censura de prensa era casi inexistente (o, al menos, no ejercía con la combatividad que se ejerció en los años precedentes) lo que facilita y nos permite ver cuál era la verdadera posición del socialismo español en aquel momento. En su habitual editorial bajo el epígrafe: “Acerca de las elecciones”, El Socialista trataba de blanquear la revolución, de hacerla más cercana y aceptable al conjunto de la opinión:
«Jamás ninguna revolución obedeció a móviles caprichosos. Son siempre los pacíficos y los ordenados quienes las preparan, las urden y las precipitan. En los momentos actuales apenas existe un sector social que no desee o no tema una revolución posible».
No se puede poner duda alguna a que el socialismo ya participaba muy activamente de los planes revolucionarios, planes que prescindía de detallarlos a la gran masa proletaria para que no advirtiesen en ellos otros móviles que “los pacíficos y ordenados”. De nuevo, un ejemplo más de la peculiar demagogia del socialismo cuando, liderando y perpetrando acciones que conllevan el uso de la violencia y de las armas, las justificaban como movimientos idealistas en aras del bien común y general para así no hacerlos chocar con sus doctrinas y soflamas pacifistas. Bien, no hace falta decir que lo que se proponía el partido socialista era dar un golpe al Estado de derecho, lo mismo que pretendió unos años antes, en Agosto de 1917, y que camufló bajo el anuncio de una huelga general; en este caso, un golpe de Estado violento que implicaba la acción conjunta de las masas obreras y un sector del Ejército, un movimiento ideado y perfectamente planeado en el que la violencia era una de sus principales herramientas y razones de ser. Sin embargo, y como podemos ver por lo que en el órgano del partido se decía, eran los móviles “pacíficos y ordenados” los que precipitaban este tipo de movimientos.
Siguiendo con lo que aquel día se publicaba en el diario socialista, se volvía a hacer denuncia de la vieja política, al régimen liberal, y se hacía con el deseo de expresar y defender un nuevo tiempo, uno representado por los derechos y libertades que, a su juicio, nunca estuvieron representados en los “cuatros siglos de tiranía y absolutismo”; es decir, se censuraba toda la historia anterior de España, toda ella; veamos:
«Después de cuatro siglos de tiranía y absolutismo; después de medio siglo de malabarismos, de chanchullos, de francachelas turnantes, de pronunciamientos militares, de prescindir por completo del pueblo, salvo en el pago de tributos; después de siete años de muerte civil, resultado natural de todas las prolijas miserias precedentes, va siendo hora, creemos, de que el pueblo español encauce su vida por nuevos derroteros y, quitando la roña del pasado, pueda entrar en el concierto de los pueblos verdaderamente civilizados y democráticos».
Es decir, hasta la llegada del partido socialista España no había sido nada, habían sido siglos de oprobio y de tiranía, de chanchullos, de pronunciamientos militares y de todo tipo de incivilidades, ahora, bajo la égida del partido socialista, por medio de una acción revolucionaria, eso sí, “pacífica y ordenada”, se hacía dueño de la voz de todo el pueblo para restaurar una democracia por la acción de una justa revolución, una acción que absolutamente respondía a móviles “civilizados y democráticos”. En fin, si no se tira de la ironía muchas veces es ciertamente difícil responder al complicado arte de la demagogia que, en la mayor parte de las ocasiones, es un ejercicio de supina irresponsabilidad cuando, además, se desarrolla desde la función pública. No es el momento ahora de recordar la inigualable historia española y su dimensión y repercusión en el mundo (con sus fallos y aciertos, con sus virtudes y defectos, como es lógico), creo innecesario entrar ahora en ese debate, todos, en mayor o menor medida, somos conocedores de lo que la historia de España ha representado en el mundo de la cultura, la civilización, la política, la ciencia o el arte universales, por tanto, seguimos adelante sin entrar en lo que, realmente, no eran más que burdas provocaciones para justificar, precisamente, la peor de las artes universales, el ejercicio de la violencia y la asonada golpista.
“De este modo, por enésima vez, se confirmará que las revoluciones no nacen jamás del capricho de los revolucionarios, sino de la incomprensión e injusticia de los privilegiados y retardatarios”; así terminaba el editorial. Según su argumentación, el golpe que preparaban no era “un capricho”, sino la respuesta a un deseo de restablecer la justicia; sin quererlo, estaban justificando acciones como el pronunciamiento de Primo de Rivera, que tampoco se llevó a cabo por un capricho y si respondía al deseo (casi generalizado en la nación española) de restablecer la justicia y el orden perdido en los años precedentes y en los que, la acción y determinación del propio partido socialista, tuvo mucho que ver. En esos días de Septiembre, en las primeras páginas de El socialista, a diario aparecían publicaciones exigiendo todo tipo de responsabilidades a los protagonistas de la dictadura, se censuraba, especialmente, al que ahora era el Presidente del Consejo, el General Berenguer; se llevaba a cabo un verdadero ejercicio de fiscalización continuo y extremadamente punitivo a un régimen del que, como ya he referido en diversas ocasiones, ahora parecía absolutamente ajeno al partido socialista.
El Pacto de San Sebastián había sellado la unión de todos los republicanos, también a una gran parte del socialismo que, como se puede apreciar, tomaba el testigo protagonista de la agenda revolucionaria, y digo una parte del socialismo porque el ala “caballerista” del partido no se incorporaría al Pacto hasta bien entrado Octubre, el día 19 concretamente; Largo Caballero era el más reticente a sellar su firma y su suerte junto a los miembros de su despreciada burguesía, por muy republicana que esta fuera. Pero, esta unión que en aquellos días se oficializaba, ¿era sólida?, veamos. El domingo 28 de Septiembre tenía lugar uno de los primeros grandes actos multitudinarios de esa nueva alianza republicana, en la plaza de toros vieja de Madrid, un acto que significaba la presentación oficial de las credenciales del Pacto. Ese día unas palabras de Alejandro Lerroux sembraban la duda: “Aparecemos aquí unidos, aunque es posible que no lo estemos interiormente tanto como es necesario”, palabras que suscitarían el murmullo de los presentes. La moderación fue la tónica de aquel gran acto, una moderación que chocaba con la agitación que algunos de sus miembros promovían y que tan abiertamente defendían, en el desarrollo del acto se pretendió ofrecer un aspecto conciliador ante una opinión que seguía siendo ajena a lo que eran los verdaderos propósitos de los firmantes del Pacto de San Sebastián. La velocidad “revolucionaria” de Lerroux era muy diferente a la que propugnaban los elementos socialistas; diferencias tan visibles obligaron a concertar frecuentes citas y reuniones posteriores en las que se intentarían limar y que, en buena parte, eran fruto de la propia heterogeneidad de sus componentes. En efecto, las palabras y las llamadas a la moderación y la templanza de Lerroux no se correspondían con la propaganda de agitación desarrollada por el partido socialista, con esa motivación, todos tratarán de pulir sus papeles dentro de la coalición y en espera de que llegará el instante decisivo. De momento, esa propaganda incendiaria que se acompañaba de una proliferación cada vez mayor de actos mitineros había conseguido el primer y gran objetivo, hacer que calara en la opinión el debate entre Monarquía y República, algo impensable unos meses antes. En las tabernas, en las calles, en el mercado, en la radio se escuchaba casi a diario los entresijos y las derivadas de ese debate, incluso, los medios de prensa monárquicos y de la derecha, haciendo el juego a los republicanos, entraban al trapo y era frecuente ver en sus páginas editoriales completas dedicando sus líneas al monotema. A la causa republicana le ayudaría sobremanera que, coincidiendo con todo ello, la crisis financiera y económica mundial empezaba a hacer impacto en España; las familias españolas, los trabajadores y, sobre todo, el obrerismo, empujado por un socialismo que ya no contemporizaba ante nada, sufrían el rigor de la crisis que, sin duda, facilitaba y hacía más poroso el discurso y el mensaje de los republicanos. Así, las huelgas se revitalizarían en aquel Otoño (en Galicia estaban cobrando especial resonancia) y el ambiente de pesimismo y desesperanza se extendería entre una buena parte de la opinión española que empezaba a mirar con cierto desdén los propósitos del Gobierno de restablecer el orden constitucional y la normalidad institucional.
Pesimismo, duda, incertidumbre, crisis, huelgas (la parálisis de la producción industrial y del trabajo eran ya ciertamente preocupantes en aquellos primeros días de Otoño); el caldo de cultivo a un proceso de agitación social se estaba creando pese a que en una buena parte del país, el republicanismo, objetivamente, era todavía prácticamente inexistente (en las zonas rurales, especialmente). El mitin celebrado en la plaza de toros de Madrid, el domingo 28, había sido vendido como un gran éxito por las izquierdas republicanas, en las calles españolas empezaba a sonar ese run run republicano cada vez con más insistencia pero, pese a la enorme propaganda que se daría a estos grandes actos de masas del republicanismo, el monarquismo ni mucho menos se quedaba atrás y ese mismo día, también en Madrid, celebraría otro acto de similar resonancia e igualmente multitudinario que apenas sería recogido por los medios y que reflejaba lo que en aquellos últimos días de Septiembre de 1930 ocurría; el monarquismo muy probablemente era mayor en número de apoyos pero, el mensaje, la dialéctica, la propaganda la empezaban a ganar los republicanos. Claro está que a la opinión no decían ni ofrecían detalles sobre lo que eran sus verdaderos propósitos, su hábil oratoria respondía a una medida estratégica dirigida a civilizar y atemperar un mensaje que debía ir calando en el conjunto de la opinión hasta llegar a encontrar eco en las masas más alejadas de su ideario, las conservadoras, y en ello estaban.
Sorprende, en esta situación, la inacción del Gobierno que parecía ajeno a lo que dentro del régimen empezaba a moverse. La agitación social no era ya muy distinta a los dramáticos momentos de los años anteriores al pronunciamiento de Primo de Rivera, una agitación que era aprovechada en beneficio propio por los elementos de la acción revolucionaria para soliviantar a las masas. Realmente, un movimiento revolucionario como era aquel que pretendían desencadenar sólo podía tener reales posibilidades de éxito dentro de un escenario de crisis y desorden como el que se empezaba vislumbrar en aquellos días de Otoño; el Gobierno Berenguer, sin embargo, intentaba transmitir tranquilidad confiado plenamente en sus posibilidades y en los de la causa monárquica. Berenguer, en los primeros días de Octubre, seguía apostando por la fiabilidad y estabilidad del régimen, eso sí, era también perfectamente consciente del principal problema que se estaba gestando en las filas monárquicas, la ausencia “de directrices y de hombres que realicen entre ella una labor de cohesión y de fusión que a España misma convendría de un modo extraordinario”, es decir, reconocía la falta de notables políticos dentro de las filas monárquicas que, alejados de lo que fue la vieja política, pudieran dar un nuevo impulso a un sistema que, evidentemente, necesitaba una urgente regeneración. La parálisis ministerial, seguramente, respondía a esa carestía de hombres de valor y de altura que se aprestarán a tomar los mandos de tan difícil empresa, y en espera de que apareciesen, se alargaba una agonía que pudo haberse evitado si se hubiera encontraron una orientación o alternativa política viable y digna de hacerse llegar al Rey. En aquel momento, desde luego, no la había y poco se podía hacer más que subsistir.
En esa situación de crisis ya generalizada los agentes de la revolución lo aprovechaban para seguir complicando la existencia al régimen; en los primeros días de Octubre se declaraba una huelga general en la provincia de Vizcaya que, auspiciada por el socialismo, pretendía coaccionar la próxima celebración de un mitin de la Unión Monárquica Nacional; la izquierdas y socialismo se empezaban a sentir impunes antes los éxitos de sus concentraciones lo que les llevaría a ejercer la coacción contra los que tenían el “delito” de pensar diferente. Elementos comunistas y socialistas se proponían hacer la vida pública imposible a aquellos que les inspiraban aversión por su condición monárquica y la huelga general de Vizcaya respondía a ese único propósito; la lucha de ideas, en un momento preelectoral como aquel, se libraba desde la coacción por aquellos que no veían en unas elecciones la resolución de sus demandas; los derechos y libertades ciudadanas, desde luego, no podían ser coartados por la coacción de una huelga eminentemente política y tras la que se ocultaba la mano de un conocido dirigente socialista, Indalecio Prieto, por cierto, tan protagonista de la vieja política como aquellos a los que pretendía echar encima el ímpetu revolucionario de las masas socialistas. La campaña, que podríamos calificar como de escándalo, desde su diario, El Liberal de Bilbao, estaba destinada a eso, a provocar un choque que dificultase el libre ejercicio de expresión y de reunión a los monárquicos de la que era su ciudad natal, Bilbao (situaciones similares se habían producido en Galicia en las semanas precedentes, muchas de ellas camufladas como movimientos huelguísticos y que tenían el único propósito de molestar, cuando no impedir, los actos de la Unión Monárquica en las provincias gallegas).
La huelga general, decretada por la Unión General de Trabajadores, se fijó para el Sábado 4 de Octubre; en los días previos, elementos comunistas y socialistas repartían hojas en las que se promovían todo tipo de descalificaciones y excitaciones contra los que serían los asistentes al acto de la Unión Monárquica, a celebrar en el Pabellón Euskalduna de Bilbao. En las notas que se repartieron se podía leer exabruptos contra algunos de los oradores del acto: “van a hacer uso de la palabra un pelotillero Bilbaíno, un funesto ex ministro dictatorial y el hijo del difunto dictador, que bien muerto está”; además, se incitaba a los obreros con soflamas de los agravios que presuntamente sufrieron durante el periodo dictatorial y, por último, la explícita amenaza:
«…no deben hablar. Y no deben hablar, porque no dejaron hablar. Quien a hierro mata, a hierro debe morir. Para ello, para realizar una demostración que diga al Gobernador que no hay constitución para quienes la enterraron, hoy Sábado, se declarará la huelga general. Trabajadores todos: Si sabemos sentir el santo odio que nos han hecho acumular con sus crímenes, demostrémoslo cumpliendo todos con nuestro deber de explotados».
Gonzalo Latorre, miembro de la Unión Monárquica y redactor del diario La Nación, sería uno de los asistentes al acto de aquel 4 de Octubre; esto diría en su rotativo nocturno en una carta dirigida al que, seguramente, fue el principal promotor de la huelga general política, el socialista Indalecio Prieto:
«Señor Prieto. Usted, que lo puede todo en Bilbao, haga que me respeten los medios de violencia que ha ordenado emplear con ocasión del mitin de Unión Monárquica. Conste que, si yo muero en esta lucha, a la que usted lanza a la masa obrera bilbaína, mis hijos de seis y tres años, que son republicanos, acudirán al Sr Ossorio y Gallardo para que le exijan a usted la responsabilidad consiguiente».
El mitin finalmente se lograría celebrar sin ningún tipo de incidentes gracias a la decidida acción del Gobernador Civil de la provincia, el éxito, dado el gran número de asistentes, fue evidente y los elementos revolucionarios no tuvieron oportunidad de desarrollar su acción puramente intimidatoria y revolucionaria. Pero, lo que si había meridanamente quedado claro era que el socialismo volvía a las andadas en su intención de perturbar la paz pública y social, la amenaza revolucionaria volvía ser protagonista en las calles españolas y, de nuevo, el sello y la impronta socialista estaban tras ella; Indalecio Prieto, que llevaba años acusando al régimen de no restablecer los derechos y libertades a los ciudadanos seguía haciendo bandera de la coacción y la intimidación al objeto de impedir el pleno ejercicio de sus derechos y libertades a los que pensaban diferente y se movían en un plano doctrinario completamente distinto al de las masas socialistas. El derecho de reunión era recurrentemente perturbado a base de amenazas, insultos, golpes y hasta huelgas de carácter político y cuya única finalidad era impedir el libre ejercicio de las libertades de los ciudadanos, algo que también sería una conducta tristemente habitual en años posteriores, en la Segunda República por la que, en aquellos días, el propio Prieto tan tenazmente luchaba junto a los que eran ya sus socios del Pacto de San Sebastián.
En aquel acto de la Unión Monárquica en el Pabellón Euskalduna tuvo una intervención muy aplaudida un joven y aún desconocido José Antonio Primo de Rivera quien ya en aquel año, 1930, hará referencia a los extremos a los que se enfrentaba la realidad española; revolución o contrarrevolución, únicos caminos entre los que parecía condenada la sociedad española a elegir. Sin duda, tras la III Internacional celebrada en 1919, la influencia del comunismo y, por tanto, del bolchevismo en Europa resultaba más que evidente, y a ella no podía escapar una nación como la española que, como tantas otras de aquella época, vivía momentos de gran conmoción e inestabilidad, así, nadie puede o debería negar la impronta del bolchevismo en España, aunque fuera, en aquel momento, a una escala menor. De hecho, la influencia de esa revolución la padecieron los propios asistentes del mitin monárquico con unas masas socialistas que, en los días previos, ejercieron y promovieron todo tipo de coacciones:
«Cuándo un partido perseguido, calumniado, en oposición hasta sangrienta, ha logrado reunir en torno suyo tan magnífica manifestación de ciudadanía? Después de esto, ¿se atreverán a seguir diciendo que la Dictadura ahogó el espíritu ciudadano?».
El hijo del Marqués de Estella se vanagloriaba por el éxito de la concentración a pesar de las coacciones y las agresiones sufridas y aprovechaba el momento para recordar como la dictadura fue auspiciada, incluso apoyada, por muchos de los que ahora de ella renegaban; así, recordaría que bajo esta se consiguió pacificar los espíritus y restablecer la dignidad de la Patria, una Patria que, durante tantos años, había sido tan dañada y erosionada por puro interés partidista: “La Dictadura nos hizo ver que España podía ser grande, fuerte, rica, vencedora y respetada”, diría el joven abogado. Aquel día, Primo de Rivera atacaría tanto a la vieja política como a los agentes de una revolución que ya se preparaba; igualmente, negaba cualquier posibilidad de retorno a los viejos usos de la política de antaño (en esos días se corría el rumor de la vuelta al Gobierno de Santiago Alba con el propósito de liderar un Gobierno que afrontará el periodo electoral y las elecciones) dado que no era la mejor respuesta al pleito inminente al que habría de enfrentarse España; sus palabras:
«No hay más que dos caminos en estos momentos trascendentales: o la revolución o la contrarrevolución. O nuestro orden tradicional o el triunfo de Moscú, que ha abolido la religión, la familia, el pudor y el amor a la Patria (Aplausos). Porque sabed que la III Internacional ha gastado en Europa, durante uno sólo de los últimos meses, 36 millones de dólares en propaganda. Sabed que sostiene en España tres periódicos comunistas, y no menos de doscientos propagandistas del comunismo. Y Moscú será lo que triunfe, si triunfa la revolución. No será una revolución contra la Monarquía, sino la subversión completa del orden social. La República no es más que un paso.  … ¿creéis que se conformará con la sustitución del general Berenguer por el Sr Alcalá Zamora? Después de triunfar echarán a un lado a los románticos del republicanismo y no se conformarán sino con el logro completo, con Rusia».
Sin duda, ciertamente premonitorias las palabras de José Antonio Primo de Rivera, “…después de triunfar echarán a un lado a los románticos del republicanismo y no se conformarán sino con el logro completo, con Rusia”. En el transcurso del análisis de la Segunda República veremos hasta qué punto estuvo de certero Primo de Rivera y es que, realmente, poco se puede añadir en lo que era una visión tan clara y determinante respecto del porvenir más inmediato y de lo que se estaba dilucidando en España en aquellos convulsos y decisivos momentos. El republicanismo español, abducido por el socialismo revolucionario, era “presa” fácil de los tentáculos de un bolchevismo que se extendía como una mancha de aceite por amplias zonas del territorio europeo. Ante ese evidente peligro, Primo de Rivera rogaría en aquel acto multitudinario la unión de las derechas a las que acusaba de ser partícipes del desaguisado político del momento, unas derechas desunidas y timoratas ante el nuevo reto que habría de afrontar la nación española, por ello el joven dirigente apelaba a unas derechas firmes y fuertes en sus propósitos y acorde a la magnitud de la amenaza revolucionaria. Esta última seguía su curso germinando desde el interior de las algunas de las instituciones del Estado, como la Universidad en la que, de nuevo, volvía a ser el epicentro de la protesta y de la agitación juvenil. Por esta suma de razones, Primo de Rivera reclamaría a las derechas que tomarán conciencia del calibre de aquella amenaza y de la gravedad del momento:
«El enemigo está en las Universidades. En nuestras Universidades no intervenidas, sino monopolizadas por el Estado, y en las cuales, no obstante, tienen su nido los adversarios más activos y peligrosos de cuanto es fundamental para el Estado. …vuestros hijos encontrarán, si, maestros sabios y venerables, pero pasarán también por las manos de una serie de extravagantes que les enseñarán a perderos el respeto a vosotros, a la religión, a la Patria, al Ejército, al honor. Y cuando el Estado os devuelva a vuestro hijo, si Dios no lo ha protegido mucho, os lo devolverá descreído, irreverente, desacatado, cobarde, enemigo de todo lo que vosotros más respetáis, y quien sabe si entregado a los vicios más abominables y vergonzosos (Gran Ovación). Si la futura derecha no va contra todo esto, más que mala, será imbécil».
Transcurría Octubre y al inaugurarse el nuevo curso académico las algaradas estudiantiles volvían a ser noticia; el sindicato de influencia socialista, FUE, volvía a tomar el mando de la revuelta fomentando que los jóvenes universitarios se sumaran al movimiento contestatario contra un régimen que seguía mostrándose timorato y, sobre todo, incompresiblemente pasivo ante la cada vez más latente amenaza. Primo de Rivera también advertía de lo que se cocía dentro del ambiente universitario donde había prendido, desde hacía años, un ambiente extraordinariamente contrario al régimen; reconocidos catedráticos hacían de vasos comunicantes de la revolución a sabiendas de que la mecha revolucionaria en el espíritu joven prendía mucho más rápido que en los espíritus más acomodados, por ello, trataba de advertir de esa dejación de funciones de un Estado que no cuidaba ni velaba por la integridad de sus instituciones, por ello diría, y finalizando ya su intervención:
«Así pues, hay que decidirse: o con la revolución o contra la revolución, en una fuerte unión de derechas. …si triunfa la revolución los arrastrará a todos: a los que lucharon y a los que no lucharon. Pero mientras los primeros caerán cara a cara, con el goce del que cumple con su deber, los tibios, los tímidos, llevarán, heridos en la espalda, la señal de los cobardes (Ovación)».
El primogénito del Marqués de Estella lo tenía muy claro; la revolución no se podía atajar sin una acción resuelta emprendida desde las instituciones y con la debida determinación de hacer cumplir el orden y la legalidad establecida y es que, dada la envergadura de la amenaza, la respuesta se debería encontrar en la formación de un frente de signo opuesto y unido en torno a un firme y sólido ideal que apostara por restablecer las plenas garantías constitucionales y la regeneración completa y, sobre todo, sincera de las instituciones y de los distintos cuerpos del Estado. Como se puede apreciar observando las palabras de Primo de Rivera, dentro de las filas monárquicas sí que había personalidades que tenían muy presente el momento crítico por el que transitaba España. En este gran acto monárquico, que también los había y con afluencia de público incluso mayor a los que solían protagonizar los republicanos, tomaría también la palabra el ilustre Ramiro de Maeztu; de su elocuente intervención interesa recoger una alusión a uno de los propósitos que aquel día defendió, “españolizar el Estado español”, lo hacía en un momento en el que muchos diarios de las izquierdas republicanas defendían y hacían causa común con un Maciá que seguía amenazando con romper la unidad nacional e hiriendo el sentimiento patrio de millones de españoles:
«Nos sigue una Constitución; la del 76, que sólo se propuso hacer posible la convivencia de republicanos y carlistas, y lo consiguió; pero está constitución no pensaba para nada en los comunistas, separatistas y los que no quieren a su Patria».
Para ilustrar el ambiente resueltamente antipatriótico de aquellos días, Maeztu recordaría un episodio reciente y en el que unos profesores españoles, ante la presencia de estudiantes extranjeros se habían avergonzado “de pertenecer a la nación española y a un pueblo católico, y han sido los estudiantes extranjeros los que han mostrado su extrañeza ante tal abyección (Aplausos)”. Por esa razón, creía urgente la necesidad de promulgar una nueva constitución “o un procedimiento de Gobierno, inspirado en el principio de que el Estado español ha de ser el guardián de la unidad de España”. Sólo de esta forma entendía que se podía frenar la amenaza, ya latente y tristemente perceptible, de una guerra civil (estamos en Octubre de 1930…). El espíritu de la Constitución de 1876, en efecto, pretendía pacificar unos espíritus incendiados por los años de guerras carlistas por los que, a extramuros de la legalidad, combatían para imponer una España diametralmente distinta al otro, al que pensaba diferente; la Carta Magna de 1876 trató de aquilatar la impetuosidad de unos y otros para que todos tuvieran su espacio y lugar dentro de ella, así, España sería la única Monarquía que permitió que los republicanos tomarán asiento en la sede de la soberanía y a consecuencia de ese espíritu de transigencia y generosa tolerancia. Lo que sin duda no previó fue la nueva amenaza que surgiría apenas tres años después de su promulgación, cuando un 2 de Marzo de 1879 veía la luz un nuevo partido, el PSOE, un partido que, casi desde su advenimiento, se dedicó a agitar esos mismos espíritus para dirigirlos contra la esencia misma de la conciencia nacional, un partido que nunca tuvo presente ni reconocería el inmenso legado de la historia española y que, incluso, creía que ver en ello un descrédito y un deslustre en lugar de una magna obra de la que casi ninguna otra nación estaba en condiciones siquiera de poder igualar. Esto, que en un principio era un argumentario más de su ideario, se convertiría en un elemento esencial de su conducta política a raíz de la perdida de las últimas colonias en las postrimerías del siglo XIX, provocando un inmenso daño a la conciencia colectiva nacional que tantos desequilibrios sociales y políticos provocaría en los años siguientes (como en este presente trabajo pretendo demostrar con hechos, datos, documentos y relatos dudosamente cuestionables). Así las cosas, Ramiro de Maeztu anunciaba aquel día la necesidad de una nueva Carta Magna que pudiera atajar, dentro del imperio de la Ley, el peligro y la amenaza revolucionaria de los que eran los nuevos agentes de la revolución, el socialismo y el comunismo; seguramente, lo hacía demasiado tarde, eran ya demasiados años de constantes ataques a la conciencia y espíritu nacionales, el desastre de Annual que en cualquier otro país hubiera sido un trance del que salir más fortalecido, supondría el estoque mortal a un régimen que llevaba combatiendo décadas contra todo tipo de adversidades, amenazas y deslealtades. Así, Ramiro de Maeztu, estérilmente, pediría volver la mirada a un sentido nacionalismo patriótico que pudiera hacer frente y servir de muro de contención a la amenaza revolucionaria. Finalizaría su intervención apelando a la “españolización de nuestro Estado”, con estas palabras:
«…no pasará mucho tiempo sin que los españoles puedan decirse: Una muralla fuerte es nuestro Estado contra todos los que quieran desunirnos para después avasallarnos. Él ampara nuestros altares y nuestros hogares. Ahora podemos trabajar tranquilos (Enorme ovación que se prolonga largo rato)».
Las apelaciones al españolismo en aquel gran acto de Bilbao fueron acompañadas de nutridos y vivos aplausos, la coacción revolucionaria la habían sufrido los propios asistentes a los que se violentó durante los días precedentes cercenando el ejercicio de su libertad de poder asistir a un acto asambleario, un derecho que, los que pregonaban los nuevos aires de libertad y democracia, conculcaban casi diariamente a los que pensaban diferente. Las huelgas y algaradas estudiantiles agitaban las conciencias de unos y otros, esa República conservadora que prometían no parecía estar en consonancia con el permanente estado de agitación al que se sometía al conjunto de la sociedad y a la convivencia entre españoles y, ante ello, algunos pedían estérilmente volver a un sentimiento patriótico que hiciera comprender que una República conservadora no podía ser cuando en ella se mezclaba revolución y propósito de orden, términos absolutamente antagónicos. Las huelgas que se promovían, desde luego, no respondían a ese espíritu de orden, en ellas anidaba la subversión y la revuelta con los que se alimentaba la llegada de una República que resultaba ciertamente amenazante para muchos españoles; que el Poder moderador (la presidencia de una República) pudiera recaer en figuras como Indalecio Prieto, Largo Caballero o Ángel Galarza, desde luego, debía de preocupar, y muy seriamente, las conciencias de millones de ellos.
Se multiplicaban actos y editoriales de prensa en los que el único tema era República o Monarquía, revolución o contrarrevolución, mientras esto sucedía la revolución seguía su propia agenda, lo hacía reclutando el mayor número de fieles a la causa y desarrollando una incisiva propaganda que durante ese mes de Octubre de 1930 había logrado sus principales objetivos, el mensaje había calado en una buena parte de la opinión. Añadir, también, que el mitin de Bilbao resultó ser un éxito y los ugetistas y otras fuerzas de la izquierda no pudieron impedir la celebración de un acto legítimo encajado dentro del panorama preelectoral en el que se estaba inmerso, sin embargo, si consiguieron lo que la fuerza pública trató en vano de impedir, los gravísimos incidentes ocurridos en Bilbao la noche de aquel sábado; dos muertos y decenas de heridos sería el trágico fruto de la coacción de los intolerantes que, al grito de viva la República, desataron la violencia más extrema por las calles bilbaínas.
Aquella semana, del domingo 28 de Septiembre en el que se celebró el gran acto de los republicano-socialistas en Madrid, al 4 de Octubre, en el que tendría lugar el de los monárquicos en Bilbao, resultaría decisiva, y lo sería por la perfecta fotografía que todo ello supuso de lo que parecía ser un tenebroso panorama que se le presentaba al Gobierno y, por ende, al conjunto de los españoles. El debate sobre el modelo de Estado lo acaparaba todo y cada uno trataba de fijar sus posiciones; los socialistas, en este escenario, se echaban al monte y ya no escondían sus propósitos decididamente revolucionarios, únicamente contemplaban como solución el uso de la fuerza; a tal fin, en el editorial del 2 de Octubre de El Socialista, se censuraba la excesiva templanza y tibieza de los oradores republicanos en el mitin de Madrid, con ese propósito, recogía unas palabras de Alcalá Zamora y que criticaban veladamente:
«Todos los discursos tuvieron un tono profundamente conservador, capitalista: “Primero hay que dar a los intereses creados una sensación de su seguridad; después…, la República será Radical”, dijo el Sr Alcalá Zamora. ¡Luego será radical! ¿Y por qué luego?».
24 horas después en Granada, el dirigente socialista Fernando de los Ríos hacía unas manifestaciones que dibujaban muy claramente lo que se proponían los miembros y firmantes del Pacto de San Sebastián; De los Ríos tampoco escondía, de ningún modo, sus propósitos revolucionarios: “Se llegará un frente único republicano-socialista y también a una conjunción de las diversas organizaciones obreras españolas para construir una fuerza única con finalidad revolucionaria”. La amenaza se intensificaba y, en aquel entonces, lo hacía con el decidido apoyo de tránsfugas del monarquismo lo que la daba una dimensión distinta y potencialmente mayor. En aquel acto el político socialista pedía unir todas las fuerzas de las masas proletarias, socialistas y republicanas para impedir la posibilidad de una contrarrevolución como respuesta a esa acción revolucionaria, es decir, la confrontación entre españoles era explicada y hasta divulgada por los próceres revolucionarios a ojos de la opinión pública española.
La prensa, de izquierda y de derecha, recogería ampliamente la información de estos actos; mientras que el acto republicano se desarrolló en Madrid sin el menor incidente, el de Bilbao sufrió la coacción y la amenaza de una huelga inequívocamente política destinada a impedir su celebración (los oradores monárquicos tuvieron que ser escoltados por la fuerza pública en su recorrido por las calles bilbaínas), por su parte, la prensa de las izquierdas republicanas entendió la convocatoria de aquel acto como una provocación, como una afrenta a la que había que combatir, en este caso, declarando una huelga general de carácter político (por cierto, no contemplada dentro de la Ley de Huelgas vigente, del año 1909) y muy alejada de cualquier reivindicación del obrerismo al que decían representar. Esto decía El Socialista un día después, el 5 de Octubre:
«Los obreros vizcaínos han dejado de trabajar para significar a los propagandistas de la U.M. el disgusto por la visita que se proponen realizar hoy domingo a Bilbao. Todas las actividades se han frenado en seco».
Un disgusto por la celebración de un acto legítimo era la justificación para declarar una huelga general en toda una provincia; a nadie le debe extrañar, entonces, lo que estaba por venir cuando, apenas siete meses después, se declarase la República que tan vivamente preconizaban… Por cierto, en aquel número se recogían unas palabras de otro de los señalados de aquella República, el Cardenal Segura, declaraciones en las que mostraba su honda preocupación por los cada vez más habituales ataques contra la Iglesia: “Vivimos en unos tiempos que podemos llamar calamitosos para la Iglesia; se la ataca cada día con más violencia”. El Cardenal pedía tomar parte activa a los católicos ante esta situación de extrema gravedad, en una lucha en la que debían intervenir profesores y educadores para que, tanto fuera como dentro de la cátedra, diesen repuesta a lo que consideraba provocaciones inadmisibles contra la Iglesia. Cierto es que las palabras, salidas de los labios del Primado, rebasaban la mesura con la que una magistratura eclesiástica debería desenvolverse pero, igualmente cierto es que, desde hacía unos meses, la prensa de la izquierda republicana, viéndose con renovada fuerza por el éxito de los actos propagandísticos de los republicanos, había iniciado un virulento ataque contra los sentimientos religiosos que vinculaba con la pronta llegada de una República que debía dar cuenta del sentir y los deseos laicos del republicanismo. No he hecho alusión a estos porque la extensión del libro me temo que me impide afrontar como se merece tan interesantes debates, sucintamente reiterar que, desde aquel verano de 1930, los ataques y el señalamiento a la Iglesia empezaba a ser un hecho real y casi cotidiano y que tenía su reflejo en muchos artículos y editoriales en no pocos medios de la izquierda republicana y socialista; la respuesta de la Iglesia no haría sino aumentar las ya de por sí enormes diferencias entre unos y otros sobre el hecho religioso y que estallarán con toda su crudeza en os convulsos años de la Segunda República. Tras estas declaraciones el republicanismo pondría en su “diana” al Cardenal Segura así que, no debiera extrañar tampoco lo que ocurriría con el Cardenal Primado unos meses después, a los pocos días del advenimiento de la República.
La respuesta del Gobierno ante lo que era una indiscutible amenaza revolucionaria siguió siendo tibia, extraordinariamente pusilánime en el sentido de que fue permisivo con la celebración de actos en los que, tan abiertamente, se hacían apelaciones a la rebelión. Cierto es que suspendió no pocos actos de republicanos, socialistas y comunistas a partir de aquellos convulsos y agitados días, pero, era tal el volumen de la propaganda republicana que resultaba ciertamente difícil y, sobre todo, comprometido suspender todos y cada uno de ellos, una maniobra que se podría volver en contra de sus propios intereses (la debilidad del Gobierno era manifiesta puesto que su carácter interino y, sobre todo, su inequívoco propósito de restablecer pronto la legalidad constitucional le mermaban a la hora de maniobrar con resuelta determinación). Uno de esos actos que si pudo celebrarse, tuvo lugar en la Casa del Pueblo socialista de Madrid; Julián Besteiro cerraba así su intervención entre los acalorados aplausos del respetable y los compases de la Internacional:
«El pueblo ha reservado sus fuerzas, y está aquí íntegro para dar la batalla, no a una sola institución o forma de gobierno del régimen monárquico, sino contra el régimen entero, y no hay más que pararse hasta el momento en que podamos hundir en el polvo el cadáver que está emponzoñando la vida nacional, de modo que no haya medio de que resucite jamás».
El ambiente prerrevolucionario se había instalado y casi interiorizado ya en una buena parte de la sociedad española, las dos Españas parecía que, de un momento a otro, se iban a encontrar frente a frente: “Las dos Españas, que antes se esquivaban están ahora frente a frente. Ya veremos cuál de ellas será la que vence”; esto de El Socialista de su número del 27 de Octubre ilustraba lo que estaba en juego y lo que el socialismo proyectaba para aquel mes de Diciembre, un planteamiento que estaba dentro de lo acordado de aquello que se llamó el Pacto de San Sebastián. El Gobierno, agitado por los acontecimientos que se sucedían, postergaba de nuevo la cita electoral prevista, precisamente, para ese mes de Diciembre. Contemplaba, ahora, un escenario electoral distinto y que no pretendía dilatar más allá de Febrero de 1931, incluso, ya planeaba la celebración primera de elecciones municipales antes que las generales a Cortes. A tal efecto, el 26 de Octubre, Subsecretarios del Ministerio de la Gobernación y del Trabajo preparaban una Ponencia destinada a elaborar un calendario y fijar los plazos de las elecciones; con ese fin, había establecido contactos con uno de los más destacados miembros de la llamada vieja política, Santiago Alba, quien debería encargarse de liderar este comprometido propósito. Pronto su idea sería desechada por el gran rechazo que generó la idea del retorno del político liberal a las labores ministeriales, arduas labores que encontraban en la confección final del Censo electoral el principal escoyo para fijar un plazo para su convocatoria. Mientras todo esto sucedía, uno de los más agentes más activos de la revolución, el Comandante de Aviación Ramón Franco Bahamonde, era detenido y condenado a dos meses de arresto por la publicación de un artículo de marcados tintes revolucionarios (fechado el 10 de Octubre); reincidente, pasaría a disposición judicial (desde su presidio solicitaría su separación definitiva del Ejército). También lo había sido el Capitán Aviador Ignacio Jiménez, pero por otros móviles muy distintos, en concreto, por publicar un artículo en el ABC denunciando las maniobras de los que llamaba antipatriotas por manipular a un sector del Ejército en favor de sus intereses revolucionarios (el republicanismo encontraría gran apoyo en la Aviación del Ejército español), denunciaba la vergüenza que suponía esos movimientos contrarios a la Patria y que pretendían “hundir a la Nación a toda costa”. Sin embargo, esos “golpes de pecho” patrióticos no conmoverían a sus compañeros de armas, el Cuerpo de Aviadores en su mayor parte estaba por otra labor y tenía como referente precisamente al Comandante Ramón Franco (sus gestas en el Plus Ultra, sin duda, ayudaban lo suyo) y es que, el republicanismo, de forma ciertamente interesada, ofrecía su incondicional apoyo de un Cuerpo de Aviadores que utilizaría la figura y obra del rudo Comandante Franco como bandera de las pasiones políticas.
La convocatoria y proliferación de huelgas en aquellos días de Octubre no eran producto del momento de crisis que, objetivamente, ya se vivía en España y de la que no era ajena el continente europeo, tenían un acento marcadamente político; a fin de cuentas, se trataba de formar una conciencia revolucionaria dentro de las masas obreras y justificar ante ellas la necesidad imperiosa de desencadenar un movimiento de ese tipo y con la promesa de que, sería éste quien habría de acabar con el conjunto de sus miserias y penurias. La conjunción de las huelgas, junto a las algaradas estudiantiles y los actos mitineros en los que se llamaba abiertamente a la subversión, formaban un todo de lo que era y debía ser el programa revolucionario; mientras esto sucedía, el Gobierno seguía comprometido en su empeño de despejar el camino hacía el pleno disfrute de las garantías constitucionales creyendo que esto rebajaría la tensión y aquilataría los espíritus; así, restablecería la libertad de prensa (siempre con algunas restricciones, bien es cierto) y los derechos de asociación y reunión (la proliferación de actos políticos así lo acreditaban); esa libertad de imprenta permitió que aquel Otoño empezasen a proliferar diversas publicaciones próximas al comunismo. Una de ellas sería Solidaridad Obrera que, en uno de sus números de ese mes de Octubre, llegaría a advertir: “Dentro de muy poco tendremos en España una República y, cuando impere, intentaremos sobrepasarla. ¡Viva la Revolución mundial!”. De pronto, esa permisibilidad gubernamental había sacado a la luz toda la incontinencia revolucionaria que sería públicamente expresada a través de sus medios afines y que se prestaba a desarrollar una brutal campaña de descrédito de las instituciones, también se excitaba, ya sin ningún escrúpulo, a la revuelta, con unilaterales declaraciones de huelga que se hacían sin el preceptivo aviso previo como marcaba la Ley de Huelgas. La benevolencia del ejecutivo de nuevo era rechazada por los agentes de la revolución que no parecían estar dispuestos a otro discurso ni a otra ejecutoria que no fuera la caída del régimen, independientemente de lo que éste hiciera o estuviera dispuesto a hacer, así, el ensayo de ampliar las libertades no haría sino agravar más el ya deteriorado orden público y el tumulto social. De esta forma, el Gobierno se vería obligado a adoptar una actuación más represiva cuando corría la mitad de aquel mes de Octubre que, como podemos suponer, sería muy mal vista por los promotores de la agitación subversiva que censuraban duramente esta nueva resolución del Gobierno contra las libertades; por su parte, los sectores más conservadores pedían unidad de los elementos de orden ante la incertidumbre y agitación del momento y, sobre todo, con el propósito de presentar batalla a lo que era ya un frente revolucionario decidido a no dar ningún paso atrás. Y como ejemplo ilustrativo de lo que se “cocía”, aquí un editorial de El Liberal del 12 de Octubre que, bajo el epígrafe: “Los revolucionarios, el Gobierno y la revolución”, justificaba, públicamente, la acción revolucionaria:
«El derecho a la revolución es indiscutible. Si la Humanidad no hubiera usado de ese derecho, aún arrastraría las cadenas de la esclavitud. Para hacer la revolución, sin embargo, no basta derecho a ella. Es necesario, además, hacerla. Y para hacer la revolución lo menos indicado es pregonarla a los cuatro vientos. Así, durante la dictadura, fracasaron varios intentos revolucionarios. Se conspiraba a la luz del día. Se sabía los elementos civiles y militares con que contaban los conspiraban».
El diario republicano se mostraba preocupado porque, de nuevo, los planes y preparativos revolucionarios parecían estar en boca de todos y, por este motivo, censuraba las habituales detenciones que, en la mayor de las ocasiones, respondían “a un rumor, un atestado policíaco, cualquier cosa” , detenciones que se hacían a modo exclusivamente preventivo; criticaba la actuación de un Gobierno que, a ojos de la opinión, presumía de ser un restaurador de las libertades con objeto de diferenciarse de la dictadura pero que, a juicio de El Liberal: “Acabará con confundirse con ella si continúa procediendo de esa manera. Como los conspiradores de hoy se confundirán también con los de ayer, si no tienen más discreción, si no llevan con más reserva sus planes revolucionarios. Revolución anunciada es complot fracasado”. Es decir, según el particular criterio del diario republicano, el Gobierno no podía ejercer el derecho a protegerse de lo que era un anunciado golpe insurreccional y, además, sus ejecutores, deberían ser más cuidadosos en sus movimientos para no ser descubiertos por el Gobierno, oiga, no vaya a ser que éste se pudiera molestar…. En fin, pues este tipo de cosas se publicaban aquellos días en reconocidos medios de prensa.
Y es que ni los más altos miembros de la intelectualidad y la cultura se guardaban ya de desbaratar los propósitos de El Liberal; unos días después, el 16 de Octubre, Gregorio Marañón, daba por hecho el triunfo de la revolución: “La Revolución es un hecho. Es inútil todo lo que se haga para desmentirla. La Dictadura engendró esta revolución que nada podrá ahogar o detener. Vamos hacia la República”. Marañón, aunque nos pueda resultar difícil de creer, en aquellos tiempos de agitación revolucionaria, mostraba su apoyo a los obreros gallegos que, semanas atrás, insultaron y arrojaron piedras a los participantes en los actos de la Unión Monárquica en Galicia: “Ha sido uno de los espectáculos más consoladores de esta época. Todos habríamos de recordarlo con agradecimiento”. El ambiente revolucionario lo teñía todo, hasta las voluntades de quienes más deberían predicar con el ejemplo y la buena y ejemplar ciudadanía. Tampoco era ajeno el Gobierno, desde luego, a los contubernios revolucionarios; el Ministro de Justicia y Gracia, José Estrada, así advertía de la excepcionalidad de la situación:
«…Creo que toda la masa conservadora debe advertir el peligro, que no está en la posibilidad de una República, sino en algo peor, que arrollaría desde Lerroux hasta Sánchez Guerra».
Pues, como referí anteriormente, y en lo que eran unas manifestaciones de José Antonio Primo de Rivera, el ministro, haciendo de intrépido pitoniso, también advertía de lo que aguardaba a algunos de los voluntariosos próceres del movimiento republicano; Lerroux, en efecto, comprobaría en sus carnes lo que aquel día ya anunciaba el ministro Estrada. En este punto, creo necesario introducir una interesante reflexión del ex ministro de la dictadura José Calvo Sotelo y que realizaba el 17 de Octubre; esto decía sobre lo que, a su juicio, se debía hacer ante la inminente amenaza revolucionaria:
«…Por eso creo que sólo hay un camino ahora: la tregua sagrada, la unión patriótica de todos los españoles. Que durante un año o dos, lo que sea preciso, no existan ni republicanos ni monárquicos sino solamente españoles que, dentro del actual régimen, relegando a segundo plano otros problemas políticos, se entreguen a la labor del saneamiento de la peseta».
Calvo Sotelo ofrecía algunos datos que acreditaban que un cambio de régimen, en aquel momento tan volátil, agravaría sobremanera la ya dañada economía española por lo que hacía un llamamiento a la conciencia nacional y, sobre todo, al tan denostado patriotismo para solventar, entre todos, la difícil coyuntura. Y como ya hicieron otros, igualmente advertía de lo que podía conllevar la llegada a España de la tan cacareada República:
«…Cuánto más crean fuera de España que es posible un cambio de forma de Gobierno, más bajará la peseta. En otros pueblos bajó la moneda a consecuencia de la Gran Guerra. Para España, el advenimiento de la República, tras la inevitable conmoción revolucionaria, sería algo peor: una gran guerra civil».
El peligro y la amenaza revolucionaria era mucho más predecible y latente que en otras ocasiones, pese a ello, hombres que habían defendido la causa monárquica seguían nutriendo las filas del republicanismo, Portela Valladares y Rafael Sánchez Guerra (primogénito del ex Presidente del Consejo de Ministros) lo hacían en aquellos días, en el caso de Portela, defendiendo el establecimiento de una República de corte Federal. Por su parte, el Gobierno trataba de reaccionar con la promulgación de un Real Decreto por el que el Rey Alfonso XIII ratificaba la confianza al ejecutivo (el 13 de Noviembre) y en el que incluía la tan esperada convocatoria a Cortes generales (ordinarias, no constituyentes) y para las que se fijaba una nueva fecha; de diputados para el 1 de Marzo de 1931 y de senadores el 15 de ese mismo mes; de esta forma, pretendía poner fin a un periodo de siete años de suspensión de las garantías constitucionales y con el propósito de dejar definitivamente cerrado un tiempo al que se había llegado, recordemos, con el apoyo de casi todos los sectores sociales y políticos de la Nación, incluidos Portela Valladares o Rafael Sánchez Guerra y los otros muchos que les precedieron y que parecían ahora desentenderse de lo ocurrido en los últimos años. Al mismo tiempo, se anunciaba que sería ese mismo Gobierno el encargado de preparar y afrontar tan decisiva cita electoral por lo que se renunciaba a forzar una crisis ministerial destinada a tal fin; de este modo, la “solución” liberal Alba (los llamados albistas, dentro de ese sector liberal) quedaba totalmente descartada ante los nulos apoyos que esta opción había generado.
Pero los agentes de la revolución no iban a dar un solo momento de respiro al Gobierno, unos trágicos sucesos en la Calle Alonso Cano de Madrid (ocurridos un día antes de la promulgación del Decreto, el 12 de Noviembre) serán los causantes de graves desórdenes públicos que harán estériles los esfuerzos del Gobierno en du deseo de volver a la normalidad. En los trabajos de una obra en la edificación de una casa se producía un hundimiento que causaba diversos heridos de consideración y cuatro obreros muertos; los sindicatos se echaban de inmediato encima del contratista y el arquitecto de la obra a los que culpaban de negligencias por la catástrofe, así, la Comisión ejecutiva de la Federación Local de Obreros de la Industria de la Edificación de Madrid exigiría responsabilidades dado que no era la primera vez que en Madrid se producía un suceso similar (decir que, en aquellos años, la capital era un hervidero de obras que tendrían su continuación en los años de la II República). Sin embargo, lo que era un trágico accidente laboral, iba a ser aprovechado por los defensores del activismo revolucionario para desatar todo tipo de desórdenes, y más, cuando ya se conocía que el Gobierno había puesto fecha al camino de la instauración de la completa normalidad democrática con el anuncio de la celebración de unas elecciones que no deseaban dado que suponían una regeneración institucional que entorpecía y, sobre todo, echaba por tierra sus propósitos decididamente revolucionarios.
En efecto; durante el cortejo fúnebre de los cuatro obreros (14 de Noviembre) se iban a producir dramáticos sucesos; el itinerario que había sido previamente fijado y acordado con la Dirección General de Seguridad fue deliberadamente modificado por los miles de obreros que acompañaban a la comitiva, su intención era pasar por la Puerta del Sol para, desde ahí, dirigirse al Cementerio del Este. Cuando se estaba negociando con la Dirección General de Seguridad (cuyo director era el General Emilio Mola), un grupo numeroso de obreros, por cuenta propia, decidía tomar la Calle de la Carrera de San Jerónimo en dirección a la Puerta del Sol; la posterior carga policial derivaría en los trágicos sucesos. Dos muertos y casi cincuenta heridos serían el saldo de los choques entre la fuerza pública y la masa obrera; pedradas, golpes, tranvías derribados, asaltos, hasta disparos se produjeron por diversas calles de la capital. Ya durante la noche, los sindicatos, la Casa del Pueblo Socialista y la referida Federación Local de Obreros de la Industria de la Edificación de Madrid decidían convocar una huelga general de 48 horas, hasta las 17:00 horas del lunes 17 de Noviembre; en el transcurso de esas horas la huelga general se extendería a otras provincias de España, Barcelona, Alicante o Granada entre ellas, una movilización tras la que estaban las organizaciones sindicales UGT y CNT. Así, un trágico accidente laboral que debería haberse acometido con las justas y preceptivas actuaciones judiciales, con arreglo al derecho y con el fin de definir las responsabilidades oportunas, había derivado en una huelga general de carácter inequívocamente político y con el único propósito de alimentar y agitar la conciencia de la masa obrera, todo valía con tal de aumentar la presión a un régimen que pretendía dar pasos, firmes y decididos, hacia la normalidad institucional, algo que no entraba ya dentro de los planes de los agitadores de la subversión. Tan evidentes eran esos propósitos que los estudiantes no estuvieron exentos de protagonizar serios incidentes durante las horas en que se desarrolló la huelga y es que, en aquellas horas, grupos de obreros acudirían a la Universidad para solicitar la colaboración estudiantil en la protesta. En la Facultad de Medicina de Madrid se produjeron diversos incidentes; pedradas, disparos y en la azotea de la Facultad una bandera roja en la que se leía “¡Viva la República!” sería el resultado final de estos. A consecuencia de todos estos trágicos incidentes, el Ministro de la Gobernación, Enrique Marzo, se vería obligado a presentar su dimisión.
¿Quién estaba detrás de la declaración de esta huelga general de carácter político?. Entre otros, Largo Caballero; las Juntas directivas de la Casa del Pueblo, bajo su presidencia, decidían declarar esta huelga (junto a otras organizaciones) con el propósito de protestar por la actuación pública durante el cortejo fúnebre del día 14 por las calles de Madrid (recordemos que, sin ninguna autorización, arbitrariamente habían decidido modificar el recorrido del sepelio); así pues, durante casi 72 horas una ciudad como Madrid estuvo sin tranvías, sin pan, sin prensa, sin víveres de primera necesidad, la agitación político-social empezaba a recordar a los peores momentos de los años anteriores a 1923. El Gobierno volvía a ser objeto de todas las iras al haberse visto obligado a reprimir unos actos subversivos que sumieron en el más absoluto caos a una ciudad como Madrid; por su parte, la masa obrera pediría la dimisión del Director General de Seguridad, Emilio Mola (desde aquel entonces, otra de las “dianas” predilectas de los republicano-socialistas) por la dura represión ejercida; la masa obrera se sumaba así a esa pulsión revolucionaria al haber sido deliberadamente contaminada por la incendiaria propaganda de los agentes de la subversión. No sólo el obrerismo, el Gobierno también sería criticado por las masas conservadoras al entender que había actuado de forma improvisada y sin herramientas eficaces para hacer frente a la amenaza y la coacción revolucionaria. En este estado de cosas, desde la Casa del Pueblo socialista de Madrid se llegaría a emitir una nota, el domingo 16, exigiendo responsabilidades “contra los causantes de la sangrienta represión” a parte de la liberación de todos los detenidos. Esas responsabilidades se pedirían incluso desde el extranjero; en efecto, el Ateneo, unos días después, iniciaría una campaña de desprestigio contra el régimen por lo ocurrido antes y durante la huelga general, de esta forma, los miembros de la Junta Directiva del Ateneo promovían una especie de renovada “leyenda negra” antiespañola y cuyo único propósito era allanarles el camino revolucionario. Estaba claro cuáles eran los propósitos y las finalidades de unos y de otros; revolución o contrarrevolución y, en esa diatriba, pocos creían ver ya, a estas alturas, solución alguna dentro de un Parlamento. Los peores presagios y los viejos fantasmas se apoderaban de los espíritus y de una buena parte de la opinión.
Los sucesos, como he referido, se extenderían a otras provincias españolas; en Barcelona, en los días siguientes, se produjeron también notables incidentes. La huelga allí llevaba el sello de la CNT que no quería dejar de tener un protagonismo que, en los años precedentes, le había robado el sindicato socialista, la UGT (sindicato que había declarado la huelga en Madrid); de nuevo la “guerra sindical” ponía en un brete a la paz social y la convivencia por puro interés partidista. Unos y otros, aprovechaban la situación de debilidad del Gobierno para incrementar su fuerza y su posición respecto al obrerismo con el grave perjuicio social que todo ello podría conllevar. A las protestas se unía la de un habitual en estas lides, el Ateneo de Madrid, que el día 18 emitía una nota de protesta “contra los actos de violencia de la fuerza pública” y por la persecución que sufrían los ateneístas y que se ejercía por la Dirección General de Seguridad. “Son dos Españas distintas y antagónicas que se están mirando frente a frente”; esto decía El Socialista ese día 18, “batalla”, “trogloditas”, “guerra”; estos eran los términos que se empleaban y en el que se incriminaba al General Berenguer y a los Borbones; el socialismo no ponía límite alguno ya a su desafío al régimen. Las juventudes republicanas, los socialistas, anarquistas, estudiantes, ateneístas, todos emitían enérgicas notas de protesta contra la actuación gubernamental y lo hacían obedeciendo a lo que, meses antes, conjuntamente habían planeado, el desencadenamiento de un movimiento revolucionario que debía precipitarse en el mes de Diciembre; apenas quedaban dos semanas.
Dentro de este convulso contexto se producía una histórica publicación de uno de los intelectuales españoles más reconocidos y universales de la época, José Ortega y Gasset, que el Sábado 15 de Noviembre (apenas 24 horas después de los trágicos sucesos del entierro de los cuatro obreros por las calles de Madrid), publicaba un artículo en el diario republicano El Sol en el que censuraba de forma muy dura al Gobierno del General Berenguer; “El Error Berenguer”. Denunciaba la pasividad e inactividad de un Gobierno que no terminaba de restablecer las garantías constitucionales, Gobierno que daba continuas evasivas provocando la agónica situación:
«¡Españoles: vuestro Estado no existe!. ¡Reconstruidlo!. Delenda est Monarchia».
“La Monarquía debe ser destruida”; Ortega, que proponía como solución la llegada de una República, unía definitivamente su suerte a la de unos republicanos que, paralelamente, seguían el camino revolucionario trazado para su advenimiento. Pese al anuncio unas horas antes del Gobierno de convocar elecciones, lejos de hacerles renunciar a sus propósitos, los sucesos de aquellos días y, sobre todo, a consecuencia de lo ocurrido en la obra de la Calle Alonso Cano de Madrid servirían de acicate para acelerar lo que, meses atrás, habían sellado junto a los socialistas. De este modo, podemos afirmar que, aquella tan recordada publicación de Ortega y Gasset en el diario El Sol, si obtuvo tanta notoriedad y repercusión fue gracias al contexto en que se produjo, un momento en el que todas las oposiciones al régimen unían sus fuerzas con una pulsión inusitada ante la respuesta dada por el ejecutivo a los incidentes ocurridos apenas horas antes. La fragilidad del Gobierno era extrema, la reacción en tropel contra el ejecutivo de todas las confluencias revolucionarias ante unos hechos que ellos mismos habían provocado no era más que una nueva muestra de la escasa autoridad que aquel Gobierno tenía para restablecer el orden social, el Gobierno no se hacía respetar y cada vez cedía más terreno y más soberanía a los que pretendían asaltarla. Desde aquel día, el rumor de un golpe o de un asalto revolucionario sería una constante en la vida pública española:
«Esta tarde ha recibido a varios compañeros de ustedes, que venían muy alarmados, porque hasta ellos llegaban rumores de sublevaciones militares y de determinadas intervenciones políticas del Ejército. Les he dicho que no hagan caso de esas fantasías, pues no tienen el menor fundamento».
Estas palabras eran del Presidente del Consejo, el General Berenguer, el 19 de Noviembre. El rumor de una asonada militar en unión con los firmantes del Pacto de San Sebastián no dejó de ser un run run habitual hasta su final desbaratamiento apenas tres semanas después. Los firmantes del Pacto celebraban asiduas reuniones para fijar sus criterios y la fecha en la que se debía desencadenar el proceso revolucionario, así, si en un primer momento fue el domicilio de Miguel Maura el lugar de sus encuentros, durante el Otoño el Ateneo de Madrid se convertiría en el centro de las operaciones conspiratorias del Comité revolucionario, en concreto, su Sala de Juntas. Allí se dibujaría y plasmaría el Manifiesto que daría lugar al inicio de las hostilidades, un Manifiesto que así decía:
«¡ESPAÑOLES! Surge de las entrañas sociales un profundo clamor popular que demanda justicia y un impulso que nos mueve a procurarla. Puestas sus esperanzas en la República, el pueblo está ya en la calle. Para servirle hemos querido tramitar la demanda por los procedimientos de la ley, y se nos ha cerrado el camino. […] Seguros estamos de que para sumar a los nuestros sus contingentes se abrirán las puertas de los talleres y las fábricas, de los despachos, de las Universidades, hasta de los cuarteles. Venimos a derribar la fortaleza en que se ha encastillado el poder personal, a meter la Monarquía en los archivos de la Historia y a establecer la República sobre la base de la soberanía nacional representada en una Asamblea Constituyente. Entre tanto, nosotros, conscientes de nuestra misión y nuestra responsabilidad, asumimos las funciones del Poder Público con carácter de Gobierno provisional. ¡Viva España con honra! ¡Viva la República!».
Se podría perfectamente afirmar que este Comité Revolucionario ejercía como un poder alternativo o paralelo al propio Gobierno de Berenguer sin que éste hiciera nada para evitarlo; Berenguer, consciente del momento crítico, a lo más que llegaba era a pedir calma y serenidad a los perturbadores del orden advirtiendo que, “a pesar de toda mi buena voluntad, tal vez llegue un momento en que las circunstancias me rebasen y se estrellen contra ellas todos mis deseos”; decía no entender que, pese a haber mostrado mucha templanza y serenidad en los momentos más complicados, habiendo intentado procederse siempre con arreglo “a las leyes y la constitución”, nada hubiera servido para calmar los ánimos y los propósitos de los que se habían propuesto acabar con el régimen sin vacilar en sus consecuencias. Cierto es que Berenguer, en aquel complicado año 1930, aún continuando con la suspensión de las garantías constitucionales, no había procedido de una forma virulenta ni especialmente agresiva contra los distintos movimientos de oposición al régimen, restableció una libertad de prensa parcial (impensable en otros tiempos) y los actos políticos se desarrollaron, en ciertos momentos, hasta con relativa normalidad; en aquel tiempo, ninguna otra Monarquía europea resultó ser tan permisiva con partidos y agrupaciones tan abiertamente hostiles como los que se desenvolvían en España y que, a pesar de todo, no cejaban en su empeño de combatirla. Lamentablemente, las advertencias del General Berenguer se harían realidad un mes después tras los sucesos de Jaca, como en breve vamos a tener la oportunidad de comprobar.
En este contexto, en un estado de suma agitación y donde ya se intuía un violento y hasta fatal desenlace, entramos ya a analizar el tan esperado golpe insurreccional contra la Monarquía; y con ese propósito, referir que el 23 de Noviembre, uno de los que sería sus más animosos protagonistas, el Comandante Ramón Franco, se fugaba de Prisiones Militares junto al también comandante Alfonso Reyes (éste del Cuerpo de Infantería), lo hacían en el preciso momento en el que el comandante Franco iba a ser trasladado al fuerte de Pamplona para cumplir ocho meses de arresto; la noticia, dado el ambiente en el que se desarrollaba, causaría gran impacto.
Los días precedentes a la insurrección el ambiente revolucionario absolutamente palpable, los socialistas no escatimaban esfuerzos para hacer públicos sus propósitos; así, el 5 de Diciembre, esto decía un joven Santiago Carrillo en las páginas de El Socialista, en un artículo titulado: “¿Las responsabilidades de la Dictadura? No, las del régimen”:
«¡Responsabilidades para la Dictadura! Eso para España hoy no es nada. Hoy queremos la revolución, debemos excitar al pueblo a la insurgencia contra un Poder despótico para saldar las responsabilidades del mayor responsable».
Carrillo, miembro de las Juventudes Socialistas, no descubría nada; los vientos revolucionarios amenazaban en el horizonte y una tensa como extraña calma aguardaba a la implosión final del movimiento revolucionario, el propio órgano del partido socialista así lo reconocía: “Estamos en pleno periodo revolucionario, y hasta que se llegue al final no habrá un estado de tranquilidad estable”; esto se publicaba en el editorial de unos días después, el 9 de Diciembre, palabras que predecían lo que en breve estaba por venir. Para contextualizar aún más detalladamente lo que estaba ocurriendo en España, aquí un breve extracto de un artículo publicado en el prestigioso diario New York Times, tres semanas antes, el 16 de Noviembre, en el que se recogía unas manifestaciones del jerarca bolchevique, Josep Stalin, sobre los acontecimientos en España y la influencia que en ella estaba teniendo el comunismo y sus satélites:
«España es un campo fértil para los agitadores, y muchos, incluyendo, sin duda, los de Moscú, están trabajando aquí. El Sindicato Único es una organización comunista, en relaciones con Moscú antes y ahora, y su trabajo es crear agitaciones obreras, y en el pasado una de sus actividades era asesinar por medio de su -pandilla de la muerte-»”. (en clara referencia al criminal grupo de Los Solidarios de Buenaventura Durruti).
España no era ajena a los tentáculos del bolchevismo que se extendían por una buena parte de Europa, su inestabilidad, casi permanente, la situaba en el foco de los voraces apetitos del comunismo internacional. Aquella inminente revolución, que tan repetidamente se anunciaba, cobraba ahora una nueva dimensión por la más que presumible solidaridad y participación de ciertos sectores del Ejército. El diario republicano El Sol, en su número del 10 de Octubre, se sumaba a los medios que daban pábulo y certidumbre al hecho revolucionario:
«¡Y qué le vamos a hacer! Todo el mundo venía hablando de revolución: los oradores, en los mítines; los contertulios en los cafés, y las familias, durante las sobremesas. Sólo había discrepancia en cuanto a la fecha y el resultado. Los más nerviosos la creían inminente. Los más entusiastas no permitían dudar de su triunfo. En realidad, como si estuviese anunciada por carteles en las esquinas. Sólo faltaba saber si la autorizaría el Gobierno».
Apenas dos meses antes de su desencadenamiento era voz populi una la revolución que muy pocos ya desconocían, se la vio venir y esta no faltaría a su cita. Tan esperada que el Director General de Seguridad, Emilio Mola, conocedor de la participación de algunos elementos del Ejército en la revuelta se dirigiría en estos términos al Capitán Fermín Galán, un oficial que, por cierto, tuvo a su mando en distintas operaciones militares en África (Galán fue Teniente de los Tercios Extranjeros). Esto es lo que se decía en su misiva fechada el 27 de Noviembre:
«Sabe el Gobierno y sé yo sus actividades revolucionarias y sus propósitos de sublevarse con tropas de esa guarnición: el asunto es grave y puede acarrearle daños irreparables. El actual Gobierno no ha asaltado el Poder, y a ninguno de sus miembros puede echársele en cara haber tomado parte en movimientos de rebelión, tienen, pues, las manos libres para dejar que se aplique el Código de Justicia Militar inflexiblemente, sin remordimientos de haber sido ellos tratados con menor rigor».
Inútilmente, el General Mola le pedía que depusiese su voluntad de sublevarse inspirándose en los altos valores de una Patria a la que, le recordaba, estaba obligado a servir independientemente de la forma de Gobierno imperante. Y llegados a este punto, conocidos los propósitos de unos y de otros, por fin llegó el fatídico día; en la madrugada del 12 de Diciembre de aquel año 1930 se sublevaba anticipadamente la guarnición de Jaca al mando de los Capitanes de Infantería Fermín Galán y Ángel García Hernández, se anticipaba en tres días a los planes revolucionarios, previstos para el 15 de Diciembre:
«Cómo Delegado del Comité Revolucionario Nacional a todos los habitantes de esta ciudad y demarcación hago saber:
Artículo único: Todo aquel que se oponga de palabra o por escrito, que conspire o haga armas contra la República naciente, será fusilado sin formación de causa».
Este mando llevaba la firma del propio Capitán del Regimiento Galicia, Fermín Galán; como se puede apreciar, el espíritu democrático con el que pretendían restablecer las libertades en España no parecía encontrar acomodo en tan amenazante Bando. Galán, de espíritu fuerte e impetuoso, miembro de la masonería, estaba bastante alejado del espíritu de una República liberal, sus ideas filocomunistas lo habían acercado a posturas próximas al comunismo libertario dentro de una República que poco o nada tenía que ver con aquella que, algunos de los firmantes del Pacto de San Sebastián, se habían comprometido. Se conocería, a través de un diario personal, “Nueva creación”, el ideario y el pensamiento político del joven oficial de infantería y que podía desglosarse en una mezcla de comunismo y anarquismo, lo que chocaba con aquella República conservadora de la que hablaban algunos de los firmantes del Pacto de San Sebastián. En él se podía intuir su antipatía por la religión “que no tiene ninguna razón positiva de ser”, se posicionaba, además, en favor de la disolución de las órdenes religiosas; igualmente, de la supresión de todos los Ejércitos o de los delitos contra la propiedad: “Los delitos llamados contra la propiedad son de una calificación absurda terminante”, consideraba que “toda la riqueza debe ser propiedad del Estado, como poder representativo de la colectividad” y apostaba por dotar al Sindicato como el principal “órgano funcional del nuevo régimen económico”, Sindicato que es el que debía controlar la ideología de la prensa. También se postulaba por la desaparición de las cárceles: “hay más delincuentes en el campo de la legalidad que en el terreno considerado ilegal” y calificaba la pena de muerte como “crimen”, algo que, por cierto, no casaba con el Bando dictado tras la proclamación de la República en Jaca: “Artículo único: Todo aquel que se oponga de palabra o por escrito, que conspire o haga armas contra la República naciente, será fusilado sin formación de causa”. Es decir, el espíritu liberal no parece que estuviera en condiciones de encontrar un mínimo espacio dentro del ideario de Galán que parecía estar mucho más cercano al de los sóviets. De este modo, si esto era su personal ideario político, pocas esperanzas habría de haber para que, el que tenía previsto para la futura República, difiriera mucho de él; aquí, y a modo de ejemplo, diseccionamos los tres primeros Decretos que tenía previsto aplicar en caso de haber salido triunfante aquella República que se germinaba por una acción insurreccional. En el primero trataba de imponer “la inmediata incautación de todas las cuentas corrientes de los Bancos”; en el segundo, se instituían “los Consejos de Obreros en Fábricas” y, por el tercero, se suprimía “la Guardia Civil, se licenciaba a sus hombres y se creaba la Guardia Nacional Popular”. En definitiva, como se puede apreciar, aquel 12 de Diciembre de 1930 España se libró de una asonada que parecía predestinarla a ser un satélite o un nuevo Sóviet en el Oeste de Europa.
Ese proselitismo filocomunista junto a su carácter sumamente arrogante le llevarán a cometer el irreparable e infantil error de precipitarse a una acción que estaba fijada para tres días después, el día 15, un acto que se debió, seguramente, a la desconfianza mutua que existía entre el Comité Revolucionario y el propio Galán lo que le animaría a sublevarse por pura motivación personal. El Comité Revolucionario (nacido en el Pacto de San Sebastián) conocedor de los impulsos de Galán y de que estos le podrían empujar a alzarse a destiempo, enviaría a Casares Quiroga junto a dos delegados con el objetivo de convencerlo de que abandonara sus propósitos, sin embargo, al llegar a la ciudad a “horas intempestivas”, prefirieron descansar y posponer para la mañana siguiente el trascendental y apremiante encargo; al respecto, decir que parece absolutamente creíble y verídico este sorprendente relato, y es que, sin entrar en otro tipo de consideraciones, de otra forma sería ciertamente difícil explicar que es lo que hacía en un lugar como aquel y en ese preciso momento alguien como Casares Quiroga. Y así, mientras Casares Quiroga y sus acompañantes disfrutaban de un plácido sueño, Galán junto a otros capitanes de infantería (García Hernández y Sediles entre otros) se alzarían con sus escasos efectivos tomando la localidad de Jaca, eran las cinco de la madrugada del 12 de Diciembre. Unas horas más tarde, a las 11 de la mañana, Galán y sus huestes sublevadas declaraban la República en la pequeña localidad pirenaica.
El resto es historia, creo que sobradamente conocida y relatada; la columna de Galán y García Hernández conseguiría llegar a escasos kilómetros de Huesca, a las lomas de la localidad de Cillas; a esa altura, se encontrarían con el grueso de las tropas enviadas por el Gobierno formadas por elementos de la V Región Militar, la de Zaragoza, unos 1500 efectivos (los sublevados apenas alcanzaban los 800, en su mayoría, bisoños militares con muy escasa experiencia). Falto de apoyos y refuerzos, las tropas sublevadas se retiran y Galán junto al resto de los oficiales de la tentativa golpista se rinden en Biscarrués a la Guardia Civil, era el 13 de Diciembre, la revolución había durado apenas 24 horas. Pero la indudable derrota material no impediría lo que sería la posterior “victoria moral” que todo aquello supuso; un sainete como aquel, tan pintoresco y casi burlesco, obtendría un éxito inesperado horas después. En efecto, el Gobierno Berenguer, en su ánimo de dar un ejemplo de autoridad y firmeza (la que no había ofrecido en los meses precedentes), en Consejo de Guerra, condenaría a muerte a los capitanes Galán y Hernández; así, el domingo 14 de Diciembre a las 14 horas, ambos eran ejecutados mientras que el resto de oficiales eran condenados a cadena perpetua (el capitán Salinas, dos tenientes y un alférez); el truculento golpe de Jaca había creado algo que todo movimiento revolucionario precisa demandar, esperanza de certidumbre y, sobre todo, justificación por una causa, en este caso, la injusticia que sus promotores entendieron se cometía con la celebración del juicio sumarísimo al que se había sometido a los dos capitanes del Ejército, desde aquella fecha, aquella República contaba ya con dos mártires por los que luchar y hasta morir. Ciertamente, un Gobierno interino como aquel, con las dificultades y la suma de obstáculos que diariamente debía superar, tenía muy complicado el salir airoso de una situación como aquella y es que, seguramente, eligió la peor de las opciones puesto que una decisión de ese calado debió ser juzgada y afrontada por un Gobierno que contara con el respaldo inequívoco de la voluntad popular, y eso sólo se podía hacer tras la pertinente convocatoria electoral que en aquel momento se preveía para el 1 de Marzo de 1931. Su propia interinidad y extrema debilidad eran incompatibles con una solución de fuerza como la que pretendió ofrecer pero, como he referido anteriormente, aquel Gobierno, hiciera lo que hiciera, poca capacidad tenía para revertir tan extrema situación ante el tamaño y magnitud del pleito al que a diario le llevaban sus enemigos.
Cierto es que el tiempo certificaría que todo aquello fue un grave error y que alimentó aún más la insurgencia y la preponderancia del republicanismo, la última imagen del capitán Fermín Galán, sereno y hasta casi satisfecho con su propia ejecución, tendría una repercusión a la que no era capaz de llegar ni la propaganda más amarillista y exaltada de la época y, esto, sin duda, los republicanos lo rentabilizarían en favor de su causa. Se discutió, y mucho, en los siguientes meses sobre el dudoso proceder del juicio sumarísimo, juicio celebrado en apenas 45 minutos y en un domingo pero, con todo, no se puede negar el carácter sedicioso de la acción, una sublevación armada en la que encontraron la muerte diez miembros del Ejército (guardias civiles, carabineros y soldados) y que precisaba ser enjuiciada y condenada con arreglo al Código Militar, es decir, en modo alguno, una acción de esta condición hubiera podido quedar impune por el precedente tan gravísimo que crearía, precisamente, en tiempos de extremada convulsión política y social como eran aquellos. Los miembros del Tribunal reconocerían que no sufrieron ningún tipo de coacción exterior, se limitaron a ejercer y a aplicar el fuero militar en lo que era una rebelión militar. Por tanto, aquellos que pretendieron imputar responsabilidades al Gobierno y, sobre todo, al Rey, no pudieron demostrar coacciones o presiones de estas instituciones a aquel Tribunal que, equivocado o no, cumplió fielmente lo que el Código Militar estipulaba para un delito de esa magnitud. Otra cosa es que se pueda criticar al Rey o al Gobierno el que no hubieran aplicado alguna medida de indulgencia para los implicados cosa que, de haberlo hecho, hubiera frenado y, seguramente, diezmado, la pujanza y la animosidad del republicanismo. No lo hicieron y es que, como he referido, cualquier posicionamiento, en un sentido u otro, hubiera podido comprometer, aún más, su ya complicada situación. Así, el Gobierno, quebrado en su moral y discutido por casi todos, quiso dar ejemplo de fortaleza y consiguió precisamente lo contrario.
Sólo unas horas después del juicio sumarísimo a los principales cabecillas de la sublevación, en las primeras horas del 15 de Diciembre, y cómo estaba previsto, se producía un nuevo conato revolucionario que tenía su epicentro en el aeródromo de Cuatro Vientos de Madrid. Aquella mañana, a las 06:15 horas, un grupo de oficiales capitaneados por el General Queipo de llano (jefe del operativo) y el comandante Ramón Franco, con sus respectivos uniformes militares y a los que acompañaban numerosos “paisanos armados con pistolas, forzó la puerta del aeródromo de Cuatro Vientos, deteniendo al oficial de guardia y a otros dos oficiales que allí pernoctaban”, según relataba el que era el primer número del diario Ahora, con fecha del 16 de Diciembre. Pronto vieron que se encontraban completamente solos en su arriesgada acción de modo que decidirían, apresuradamente, tomar unos cuántos aeroplanos del aeródromo con el propósito de dirigirse a Madrid y en lo que era un desesperado intento de revertir tan comprometida situación. De esta forma, sobre las 08:00 horas, varios aeroplanos sobrevolaron el cielo de Madrid en los alrededores del Palacio Real (se cree que fueron tres), entre sus pilotos se encontraba el Comandante Ramón Franco Bahamonde que, recordemos, se había fugado de Prisiones Militares poco más de un mes antes (el 28 de Octubre), junto a él, su inseparable amigo de algaradas revolucionarias, el mecánico Pablo Rada. Desde sus aviones lanzaron octavillas en las que se decía que la República había sido declarada en España, unas octavillas que, por lo que en ellas se decía, es muy posible que estuvieran editadas desde hacía días, es decir, el golpe respondía a una acción premeditada, planeada y perfectamente diseñada con anterioridad y que debía acompañarse de la declaración de una huelga general por las huestes socialistas y que nunca llegaría a producirse.
Es indudable que la ejecución de los oficiales Galán y Hernández no varió los planes de los sediciosos, su acción respondía a un plan premeditado y en el que no se descartaba lanzar bombas sobre el Palacio Real de Madrid, así, Ramón Franco lo estuvo sobrevolando con esa intención (se echó atrás en el último momento ante la gran cantidad de madrileños que había en sus alrededores). El Gobierno respondió con presteza enviando tropas al mando del General Orgaz al aeródromo de Cuatro Vientos, a media mañana la situación estaba bajo total control gubernamental; sin otros apoyos del Ejército y, sobre todo, sin la declaración de la huelga general de los socialistas (función que le había sido encomendada a Julián Besteiro), la revuelta sediciosa había resultado ser un absoluto fracaso. Sus principales responsables, el General Queipo de Llano, los comandantes Ramón Franco, Hidalgo de Cisneros y Roca Puig, los capitanes Larroquet, González y Martínez de Aragón, el Teniente Coll junto al mecánico Rada, huyeron al exilio a Portugal. Algunos de ellos, Ramón Franco y su amigo Pablo Rada entre ellos, días después, el 26 de Diciembre recalarían en la ciudad de Amberes; allí, en Bélgica, sería el lugar donde estos consumados revolucionarios estrecharían lazos con otro revolucionario fugado de la justicia española, Francésc Maciá; fruto de esos contactos, Ramón Franco a su vuelta del exilio y tras la proclamación de la República en Abril de 1931 (un exilio al que contribuyó su hermano, el General Francisco Franco, con la aportación de una estimable suma de dinero) engrosaría las filas de la ERC de Maciá, partido desde donde proseguiría con sus planes revolucionarios para la instauración de una República filocomunista a imagen y semejanza de lo que pudieran ser los sóviets (lo veremos oportunamente en los sucesos de la base aérea de Tablada, en el verano de 1931). Para ilustrar mejor el espíritu y el ideario del comandante, aquí unas palabras suyas que recogería días después el diario catalán “La Veu de Catalunya”:
«El comunismo es preferible a la Monarquía, y si el actual movimiento político ha fracasado, el próximo tendrá un carácter exclusivamente social».
Ese comunismo no sólo era defendido por el comandante Ramón Franco, también lo había sido y, como referí, por el que era el nuevo mártir del republicanismo, el Capitán Fermín Galán. Sorprendería, de nuevo, la que sería la respuesta del socialismo ante lo que ya se podía considerar un absoluto fracaso de los planes revolucionarios; así se explicaba su postura y conducta en el editorial del 19 de Diciembre de El Socialista, un editorial en el que otra vez parecía reflejar que, y tras un nuevo estrépito, con ellos no había ido la cosa:
«Nuestros enemigos aprovechan la turbiedad del ambiente para injuriarnos. Vuelven de nuevo a la carga contra nosotros. …que hablen, que hablen los chismosos revolucionarios de café lo que quieran. Nuestra conciencia está tranquila y serena. Nuestra responsabilidad está afrontada y cumplida.  …La UGT y el Partido Socialista, de limpia historia en las luchas del proletariado, que nadie logrará empañar con sus mentiras insidiosas, tiene sus órganos directivos, que se reunirán en cuanto sea posible y darán a sus afiliados y a la opinión cumplida explicación de su conducta».
El partido socialista no cumplió lo pactado, no salió a la calle ni proclamó una huelga general dubitativo ante un movimiento insurreccional que parecía falto de apoyos desde su inicio; declaró huelgas parciales en algunas zonas de España pero, en Madrid, núcleo de la agitación revolucionaria, Julián Besteiro no lo haría y la huelga general prevista para ese 15 de Diciembre no se llevó a cabo, una circunstancia por la que se auto inculparía años después en una reveladora intervención en el Parlamento republicano. Esta actuación del partido socialista sería muy criticada por algunos sectores de la conjunción republicana, especialmente entre los radicales de Lerroux.
Tras el fracaso de la tentativa golpista el Gobierno Berenguer, tan criticado y denostado por los próceres revolucionarios, recibió todo tipo de muestras de adhesión, es decir, la masa silenciosa, vencida la amenaza revolucionaria, quería hacer notar su apoyo al régimen; así, al Jefe del Gobierno le llegarían distintas adhesiones de representaciones patronales, del comercio, de colectivos profesionales y de no pocos organismos e instituciones de diversas ciudades españolas. En el mismo sentido, eran recogidos en Palacio multitud de despachos dirigidos por asociaciones y corporaciones de todo tipo agradeciendo y felicitándose por el éxito contra la tan anunciada y esperada revolución lo que da una idea de que el ambiente republicano, pese a lo que se pudiera pensar o imaginar, no era todavía tan extendido como algunos pretendían hacer creer. De hecho, el martes 16 de Diciembre, una multitud aclamaba a los representantes del Ejército que sofocaron la rebelión a su paso por el Palacio Real y con la presencia de los monarcas en el balcón principal. El Gobierno, tratando dar una imagen de credibilidad y de fuerza, respondía a la amenaza golpista encarcelando también a sus promotores civiles; el domingo 14 de Diciembre, a primeras horas de la mañana, ingresaban en prisión algunos de los miembros de los firmantes del Pacto de San Sebastián, Miguel Maura y Alcalá Zamora entre ellos, lo hacían en la Cárcel Modelo de Madrid, desde aquel mismo día, convertido en centro de las futuras conspiraciones republicanas.
La imprecisión y precipitación del Golpe de Jaca pilló de improviso al Comité Revolucionario, cada miembro tenía un destino y cometido muy definido para el día 15 y que se vio completamente desbaratado; así, camino a Valencia, los radicales socialistas, Ángel Galarza y Albornoz eran detenidos en Alicante; Maura sería detenido el mismo día 14 (había sido encargado de las operaciones en el aeródromo de Cuatro Vientos); por su parte, Alcalá Zamora, Lerroux y Sánchez Román estaban citados en la ciudad de Burgos (Alcalá Zamora sería detenido en su propio domicilio al mismo tiempo que lo era Miguel Maura). Sánchez Román, junto a los socialistas Largo Caballero y Fernando de los Ríos se presentarían voluntariamente al juez instructor del caso, que les hacía responsables tanto del Manifiesto como de la insurrección sofocada; los dos dirigentes socialistas, tras ser puestos en libertad, serían apresados en la tarde de ese mismo día en la Casa del Pueblo de Madrid. Por último, Casares Quiroga, sería detenido en el hotel donde se hospedaba en Jaca al día siguiente de la sublevación, ingresaría en la Cárcel Modelo el 10 de Enero. El resto de componentes del Pacto (Lerroux, Marcelino Domingo, Indalecio Prieto o Martínez barrio) consiguieron huir y cruzaron, en los días o semanas siguientes, la frontera; allí, fuera de España, Alcalá Zamora consideraba que podían defender mejor la causa e intereses republicanos.
El combate y asalto al que se sometía a aquel Gobierno interino no era más que el primer paso de una lucha global y titánica contra el propio Estado, era éste a quien se dirigía toda la impronta de la violencia revolucionaria que, pese a su magnitud y constancia, no recibía la proporcional y debida respuesta de un Estado tan propenso a la condescendencia y la templanza con sus más férreos enemigos; ese escenario, en el que los incansables conjurados ganaban siempre terreno a los tibios administradores de la soberanía nacional, era propicio para que organismos públicos como el Ateneo, del que era Presidente el principal promotor del movimiento subversivo, Manuel Azaña, funcionara y se expresara con relativa normalidad a pesar de que desde su púlpito tan frecuentemente se lanzaran todo tipo de proclamas y soflamas antimonárquicas. Manuel Azaña aprovechaba su cargo e influencia para atacar sin desmayo al régimen monárquico, a tal punto, que se daba la circunstancia, sin duda anómala y que revelaba hasta qué punto era timorato el régimen que, siendo jefe de Administración del Ministerio de Gracia y Justicia y por la que percibía retribuciones públicas del Estado pudiera desenvolverse, al mismo tiempo, como la principal figura de unos conjurados a los que únicamente les movía su afán de acabar con él. En su momento veremos cómo tratarán, estos conspiradores que se proclamaban los defensores de las virtudes del derecho, la justicia o la democracia durante la Segunda República a los funcionarios sobre los que recaía la sospecha de su simpatía con el monarquismo. Por no hablar de lo que se publicaba en determinados diarios en los días previos al asalto revolucionario y en los que prácticamente se incitaba a la acción subversiva y que, en buena parte, eran sostenidos por reclamos publicitarios monárquicos; en ese sentido, el Heraldo de Madrid se llevaba la palma (propiedad de unos conocidos comerciantes catalanes, los hermanos Busquets). Desde estos rotativos, algunos de propiedad de reconocidos monárquicos, mantenidos por tanto por capital monárquico, se agitaban casi diariamente los espíritus revolucionarios, es decir, prensa que, en buena medida, era mantenida y sufragada por lo que pudiéramos llamar clases de orden. Esta posición de condescendencia de la Monarquía con sus más acérrimos enemigos, ni que decir tiene que sería absolutamente letal para sus intereses. De modo que, la República, más que por la pujanza y vigor del movimiento republicano, en realidad sólo podía venir por la suma de desafecciones que a diario se producían dentro de las filas del monarquismo, y es ahí donde radicaba el principal problema para una Monarquía que no fue, ni sería defendida como debió serlo por sus fieles.
A esas alturas la mayoría de españoles se preguntaban sobre el verdadero sentido y orientación que habría de tener esa República; ¿era esa República conservadora que algunos pretendían hacer creer o, era aquella otra que el capitán Fermín Galán intentó implantar por la acción de una rebelión militar y que tenía inequívocos tintes prosoviéticos?. Qué duda cabe que España, en aquellos primeros días de 1931, transitaba por uno de los momentos más críticos y cruciales de su larga y dilatada historia.


























ELECCIONES DE ABRIL DE 1931: LOS CONJURADOS TOMAN EL PODER
«La crisis no existe. Lo que pasa es que como una parte del país se pronunció el domingo en las grandes capitales por otra forma de Gobierno, y aunque en los núcleos de población más pequeños el voto fue favorable a la Monarquía, tiene que hacerse de dos maneras las consultas, que recomendamos al Rey, e ir a unas Constituyentes, donde este parecer pueda ratificarse».
Almirante Juan Bautista Aznar, Presidente del Gobierno; 14 de Abril de 1931.
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Palacio Real de Madrid, 14 de Abril de 1931. Los bomberos, jaleados por la masa, tapan el escudo real del frontal del Palacio.
El Gobierno, en su propósito de restablecer la normalidad con la mayor presteza posible, anunciaba el 30 de Diciembre su deseo de celebrar elecciones el 1 de Marzo de 1931, elecciones a Cortes ordinarias (decisión que ratificaría unos días después, en los Consejos de Ministros de los días 10 y 18 de Enero); lo hacía mientras seguía vigente el Estado de guerra y con un país que apenas se había recuperado de la pulsión revolucionaria. En los siguientes días, unos y otros se hacían todo tipo de cábalas sobre cómo se llevaría a cabo el proceso electoral, sobre aquello que llamaban “sinceridad electoral”. Llegados a este punto, creo necesario afrontar, aunque sea brevemente, el principal debate que durante esos días, y en los siguientes precedentes, resultó ser el verdadero quebradero de cabeza para los miembros del Gobierno, la cuestión sobre la manera de plantear el carácter y espíritu de las elecciones que debían abrir el camino hacia la restauración de las garantías y orden constitucionales. Veamos antes y, lo más sucintamente posible, algunos hechos que nos ayuden a contextualizar el ambiente de esas primeras “histéricas” semanas del año 1931.
Pese a la vigencia del Estado de guerra el Gobierno disfrutaba de una calma que había sido tan extraña como inusual durante el año; la amenaza revolucionaria republicano-socialista parecía descabezada y sus dirigentes estrechamente vigilados por los servicios de inteligencia (algunos en prisión y otros fugados fuera de España, como el socialista Prieto), también parecían aplacadas las algaradas estudiantiles y huelguistas; por esta razón, aquel 30 de Diciembre el Gobierno anunciaba animoso y esperanzado la convocatoria a Cortes generales para el 1 de Marzo con el ánimo de finiquitar este periodo de transición hacia la normalidad constitucional. Sin embargo, ese anuncio de convocatoria electoral haría reflotar los espíritus del republicanismo y sus derivaciones antidinásticas que habían ido sembrando en distintas asociaciones, corporaciones, medios de prensa, Ateneos, Colegios de Abogados y todo tipo de colectivos y que ahora, tras ese anuncio, mostraban su absoluto rechazo a unas elecciones que creían irregulares y que no respondían a las que eran sus demandas. Todo ello se agravaría con la presencia en la cárcel al que, ya en aquel momento, muchos consideraban el verdadero y legítimo Gobierno de la Nación, los miembros del Comité Revolucionario, encarcelados en la Cárcel Modelo de Madrid. El Gobierno, presa de una mezcla de su habitual tibieza junto a un exceso de confianza, hizo posible que el Comité Revolucionario fuera retomando el pulso de la iniciativa revolucionaria desde las paredes de la Cárcel; así, lo que antes se había planeado desde el Ateneo ahora se hacía desde el presidio madrileño, concretamente, la celda de Miguel Maura se convertiría en el nuevo centro de conspiraciones con la proliferación de reuniones nocturnas y que contaban con la asistencia de Galarza, Giral o el propio Alcalá Zamora.
Mientras la iniciativa revolucionaria se reactivaba en la Cárcel Modelo, la revuelta política hacía lo propio y con toda su intensidad ante el anuncio de las elecciones a Cortes generales por parte del Gobierno, las diferencias de criterio entre los constitucionalistas (Sánchez Guerra), liberales (García Prieto y el Conde de Romanones), conservadores, republicanos o socialistas, parecían hacer inviable que esta convocatoria electoral pudiera resolver los graves desafíos que amenazaban con volverse endémicos. Así las cosas, el 31 de Enero el Gobierno fijaba de forma definitiva las fechas para las elecciones, el 1 de Marzo, se comprometía a restablecer todas las garantías constitucionales en el transcurso de las jornadas siguientes y al objeto de presentar a la opinión pública una decidida voluntad de limpieza y transparencia para los que serían los futuros comicios; sólo los conservadores dieron por válida esta iniciativa, el resto, en mayor o menor grado, mostraron su desinterés o su oposición a unas elecciones que entendían no resolvían nada, al revés. Qué decir tiene que, para que un Parlamento obtenga carta de legitimidad, necesita de una oposición que se sitúe en la órbita de la legitimidad y se encontraba muy lejos de pretender algo así (de hecho, algunos llevaban décadas sin hacerlo). Así, los constitucionalistas de Melquíades Álvarez o Sánchez Guerra, tres días antes, el 28, emitían una nota pública en la que ratificaban su postura, que no era otra que la imperiosa necesidad de abrir un proceso constituyente que permitiera dar forma al futuro Estado; por su parte, los republicanos, 24 horas antes del anuncio electoral, comunicaban formalmente su propósito de abstenerse, algo que secundarían los socialistas unos días después, el 3 de Febrero. Pese a todas estas renuncias, el Gobierno, pretendiendo dar muestras de firmeza, publicaba el Decreto de convocatoria a Cortes el 8 de Febrero, además, quedaban restablecidas las plenas garantías constitucionales; tras siete años, España recuperaba íntegramente su soberanía. Sin embargo, en las siguientes horas, se iban a producir una serie de acontecimientos que precipitarían su caída final y que demostraría la pocas ganas que los miembros del Comité revolucionario y sus fieles tenían de ir a las plenas facultades soberanas y que no era más que la excusa para precipitar al régimen a un callejón sin salida.
9 de Febrero; el Gobierno restablecía la libertad de imprenta, ese mismo día diversos diarios publicaban entrevistas, con imágenes incluidas, de los revolucionarios encarcelados en sus respectivas celdas lo que crearía una enorme sensación en la opinión; de esta forma, se lograba excitar el buscado impacto propagandístico de la causa revolucionaria. El primero en hacerlo sería el diario La Tierra, el mismo 9 de Febrero; 24 horas después, lo hacía La Voz, que realizaba diversas en a las interviús a los que eran los miembros del Comité Revolucionario (algunos de ellos formaban parte también del Gobierno Provisional que ya habían designado). En la entrevista los miembros del Comité Revolucionario decían sentirse mucho más fortalecidos y reforzados en sus planteamientos una vez en la cárcel que antes de entrar en ella, desde allí censuraban el Decreto electoral de un Gobierno al que creían completamente deslegitimado para liderar cualquier iniciativa similar. El radical socialista, Álvaro de Albornoz, llegaba al punto de calificarlas como “Cortes facciosas y macabras; unas Cortes todas ellas llenas de espectros”. Criticaban a la Dictadura, a la vieja política, no se libraba tampoco la Constitución de 1876 y cualquier símbolo de la política liberal a la que, una buena parte de ellos, fielmente habían servido (se expresaban como si fuesen ajenos a todo ello). El impacto social que produjo sus declaraciones y, sobre todo, sus imágenes entre rejas, como he referido anteriormente, fue enorme; sin duda, no pudieron encontrar mejor propaganda para sus propósitos. Ese mismo día 10 de Febrero, el diario republicano El Liberal reproducía íntegro el Manifiesto revolucionario del 15 de Diciembre junto a los nombres y cargos de ese Gobierno Provisional. Por su parte, El Socialista, abría su número del 11 de Febrero con una gran foto en portada con todos los presos del Comité Revolucionario en el patio de la Cárcel Modelo y bajo el epígrafe: “Presos políticos”; es decir, esa propaganda seguía intentando justificar la lucha revolucionaria contra el régimen como si éste les hubiera castigado simplemente por sus ideas políticas. Repito, pese a la evidente distorsión del mensaje, las publicaciones de aquel día, con claro carácter propagandístico, harían un daño extremo al régimen.
El 10 de Febrero la coalición de republicanos se encontraría con un nuevo e importante apoyo; Ortega y Gasset, Gregorio Marañón y Ramón de Pérez De Ayala daban a conocer el Manifiesto fundacional de la Agrupación de Intelectuales al servicio de la República (AGR), aparecía íntegramente publicado en el diario republicano El Sol en esa misma fecha (coincidiendo con el restablecimiento de la libertad de imprenta por parte del Gobierno). La AGR nacía como un movimiento político que se mostraba favorable a la implantación de un nuevo modelo de Estado, el republicano. En aquel Manifiesto hacían un llamamiento para movilizar a todos los intelectuales españoles con la intención de formar “un copioso contingente de propagandistas y defensores de la República española”. Hay que decir que, más que un ataque a la Monarquía propiamente dicho, en el Manifiesto se censuraba a la Monarquía de Sagunto, es decir, la salida tras el golpe de Estado del General Martínez Campos en Sagunto en el año 1874 y que daría paso al propio sistema de la Restauración, iniciado con el reinado de Alfonso XII. Por este motivo rechazaban de facto volver a la situación anterior de 1923, con una Constitución que creían caducada tras lo ocurrido en los últimos siete años.
Pocos días más tarde, el 13 de Febrero, los dirigentes liberales García Prieto y el Conde de Romanones acordaban acudir a las elecciones a Cortes con la condición de que supusieran un paso previo a la convocatoria de Cortes Constituyentes (unos días antes, Santiago Alba desde su autoexilio parisino, había renunciado a participar). Esto fue visto como un veto a la iniciativa gubernamental que, falto de apoyos hasta dentro de los círculos y sectores monárquicos, durante aquella madrugada (del 13 al 14 de Febrero) y tras despachar con el Rey, forzaría la crisis de un Gobierno que dimitía el 14 de Febrero. Y es que, en aquellas condiciones, a las elecciones sólo se iban a presentar algunos restos de los viejos partidos.
Tal era el ambiente contestatario contra el régimen que, en aquellos primeros días del mes de Febrero, tomaba cuerpo un segundo Comité Revolucionario del que formaban parte el primogénito de Sánchez Guerra, Rafael Sánchez Guerra, Sánchez Román, el radical socialista Gordon Ordás y el socialista Luis Jiménez de Asúa (el líder espiritual de las revueltas estudiantiles durante la dictadura). La acción revolucionaria volvía a recobrar plena actividad y a Alejandro Lerroux le tocaba ser el encargado de sondear, de nuevo, el nivel de compromiso del Ejército con la causa; con ese propósito, establecería contactos con su amigo personal, el Director General de la Guardia Civil, José Sanjurjo y con el objetivo de lograr la neutralidad del cuerpo Benemérito en caso de reproducirse la insurrección (a la postre, estos contactos se mostrarían determinantes para lo que dos meses después habría de ocurrir). Por su parte, la agitación estudiantil sería promocionada por el que era su principal “guía”, el socialista Jiménez de Asúa, ahora en la compañía de Sánchez Román; el Director General de Seguridad, Emilio Mola, advertía que el impulso revolucionario estaba cobrando un impulso extraordinario tras la publicación de las imágenes y de las interviús a los miembros del Comité Revolucionario en sus celdas, un auténtico Contrapoder que se atrevía a discutir, con total impunidad, la legitimidad del poder gubernamental al propio Gobierno soberano. Éste último, en lugar de aprovechar esa circunstancia, tener a buena parte de los miembros del Comité Revolucionario entre rejas, se mostró de nuevo timorato víctima de sus propias divisiones haciendo sacar a la luz pública un sorprendente e inédito conflicto de poderes que deterioraría, aún más, su propia imagen.
Ahora sí, antes de entrar en otras consideraciones, vayamos a la cuestión que fue la principal disensión entre las distintas fuerzas políticas en aquellos días, la cuestión de las elecciones. Desde hacía tiempo era clara la postura de ciertas izquierdas y del republicanismo de no presentarse a estas o, bien, plantear el abstencionismo; desde el mes de Septiembre uno de los partidos firmantes del Pacto de San Sebastián, el Radical Socialista, había anunciado su intención de no acudir a ellas. Durante los siguientes meses, todos hacían cábalas y números para examinar sobre aquello que pudiera ser mejor para sus intereses, es decir, si acudir a unas elecciones generales ordinarias para formar un Parlamento desde el que restablecer el ordenamiento constitucional (opción defendida por el Gobierno y, principalmente, por los partidos más conservadores que deseaban restablecer en su integridad la Constitución de 1876), o acudir directamente a una cita Constituyente, defendido por la mayoría de partidos que querían poner sobre el tapete la cuestión del mismo régimen de Estado; la tercera vía era la planteada por aquellos que, y dentro de esa misma línea, deseaban evitar el presumible amaño de las elecciones (el tan manido caciquismo), por lo que estimaban como única vía posible el plantear primero unas elecciones municipales para evitar la acción de los alcaldes nombrados por Real Orden que, a su juicio, una buena parte habían sido elegidos arbitrariamente durante el periodo en el que las garantías constitucionales estuvieron suspendidas. No voy a entrar muy a fondo en este tema como referí anteriormente, es un asunto arduo y con muchas aristas que deben ser tratadas en un libro más específico sobre la materia, por tanto, trataré de ofrecer una vista muy personal sobre este complicado asunto y en el que radica un trasfondo político sumamente interesante.
Todos, absolutamente todos trataban de encontrar un beneficio puramente partidista ante una inminente convocatoria electoral y es que, en realidad, si hubieran encontrado fórmulas para tomar el Poder sin pasar por el filtro electoral, creo no equivocarme si digo que todos los habrían defendido y perseguido. La lucha estaba más allá de las urnas, existía una desconfianza absoluta tanto por lo que pudiera plantear el Gobierno como lo que pudieran hacer aquellos que decían venir a regenerar el régimen y, en esas condiciones, cada uno buscaba el camino y la conducta desde la que mejor defender sus intereses particulares, que no generales. Así, cuando la oposición se ejerce desde la deslegitimidad, desde el más absoluto obstruccionismo producto de la interesada agitación subversiva, cualquier vía tendente a encontrar fórmulas de consenso resulta tan extremadamente complicada que sería más propio de la esfera de la ficción. Y es que la principal matriz y fundamento de las oposiciones no tenía otro argumento que el ir cerrando todos y cada uno de las vías de escape al régimen, por esta razón, cuando se anunció por primera vez (verano de 1930) el propósito de acudir a las urnas, ya en aquel momento nadie levantó las campanas al vuelo y resultaron ser intencionadamente indolentes a la hora de expresar algún tipo de ilusión o esperanza por la medida (los planes revolucionarios, contemplados en el Pacto de San Sebastián, ya estaban en curso). Posteriormente, la discusión sobre el tipo de elecciones que habrían de plantearse degeneraría en un debate de constate disputas sobre sus fórmulas y es que, como he referido, nadie quería dar su brazo a torcer sobre lo que era la exclusiva defensa de sus intereses partidistas, todos buscaban obstaculizar la obra gubernamental al objeto de agrietar su legitimidad y restarle todo tipo de apoyos que precipitarán su caída, cosa que, básicamente, es lo que se produciría.
¿Y el Gobierno? El Gobierno era consciente del suelo que pisaba, si no, no se puede explicar que tardase tanto en fijar una cita electoral, justo doce meses fueron los necesarios para, por decreto, fijar la fecha del 1 de Marzo de 1931, y es ahí, a mi juicio, donde radica el principal fundamento de su propia negligencia (la Constitución fijaba un plazo máximo de tres meses para convocar elecciones desde la última sesión plenaria). Pero es necesario, a mi juicio, también ponerse en la piel del Gobierno; desde su nombramiento, el General Berenguer y a pesar de sus buenas intenciones iniciales, con medidas muy indulgentes contra los que habían desempeñado una labor tan combativa para con el régimen primoriversita, siguió sufriendo un combate sin cuartel de las opciones antidinásticas que no admitían ni reconocían su legitimidad. Esas medidas de indulgencia no sólo no apaciguaron los espíritus sino que fueron vistas como una posición de flaqueza, de debilidad del nuevo Gobierno y es lo que iba a reforzar sus planteamientos revolucionarios; las divisiones y, sobre todo, las vacilaciones entre los propios monárquicos no hicieron sino darles la razón a quienes postulaban que el régimen agotaba sus últimos cartuchos. Así las cosas, el Gobierno postergaba, una y otra vez, la convocatoria electoral y, más, cuando se evidenciaba que el peligro revolucionario recobraba inusitadas fuerzas durante el transcurso del año; ante la magnitud del desafío que debía afrontar, es lícito que, en estas condiciones, el Gobierno aguardara a encontrar el momento más oportuno para convocar las elecciones y, haciéndolo, que estas fueran en la forma que pudiera resultar mejor a sus intereses. Al final, lo que se planteaba con la cuestión de las elecciones era lo mismo que sucedía con otras cuestiones, un envenenado conflicto de intereses donde nadie quería ni tenía intención alguna de transigir, básicamente, así, y entre esas displicencias y contratiempos varios, fueron transcurriendo aquellos tan agitados y convulsos meses (y sin ahondar en aspectos más técnicos sobre la aritmética electoral del momento).
Reitero, el debate sería muy largo y los planteamientos diversos, también las justificaciones de unos y otros; las opciones prorrevolucionarias, al mismo tiempo que seguían con sus fines revolucionarios, querían llevar a su territorio la convocatoria electoral y esta debía ser una convocatoria en la que las elecciones municipales se dieran en primer lugar. Bien, pues vayamos a la letra pequeña de esta propuesta; ¿qué es lo que demandaron durante años al régimen primoriverista y, en los primeros meses, al Gobierno Berenguer?, pues elecciones y restablecimiento de las garantías constitucionales, primordialmente. Tras el anuncio de la convocatoria de elecciones por parte del Gobierno, del restablecimiento de la libertad de prensa y de las garantías constitucionales, repentinamente sus pretensiones eran otras, ahora se debía acudir a una cita municipal previamente (seguramente, si el Gobierno la hubiera propuesto en primer término, esta opción tampoco les hubiera válido), con ello pretendían esquivar la acción soberana de un Parlamento que pudiera ser contrario a sus intereses, restablecer las plenas garantías constitucionales era reverdecer la que había sido la legalidad vigente, la Constitución de 1876 y eso chocaba diametralmente con sus intereses. Por tanto, la convocatoria a unas Cortes ordinarias era inviable sino era con la frontal oposición u obstrucción de las fuerzas más decididamente antidinásticas. Su propósito era acudir a una cita de corte municipal, con ello buscaban la parálisis institucional; en efecto, en estas condiciones el Parlamento, muy probablemente, tendría difícil funcionar durante el año y, con ello, de nuevo el Rey se quedaba sin el apoyo del que era el órgano de cosoberanía viéndose obligado a asumir, casi en exclusiva, la función de pilotaje del régimen lo que le dejaba expuesto y completamente sólo en el epicentro de la crítica y de la permanente polémica; es decir, se prolongaba esa situación de interinidad que sólo beneficiaba a quienes querían debilitar y derribar, en última instancia, al régimen. Por tanto, de lo que se trataba, sin duda, era de evitar la acción soberana y fiscalizadora del Parlamento, nadie puede dudar que la acción puramente revolucionaria se podía desarrollar, en estas condiciones, con menor molestia. Así se puede explicar lo que sucedería unos meses después, en Abril, lo ocurrido tras aquellas elecciones municipales solo se puede entender por la acción de tibia e indolente de un Gobierno, de carácter interino, que no contaba con el respaldo y la acción de un Parlamento, el escenario ideal y soñado por los revolucionarios, como en breve veremos.
Por su parte, el Gobierno se lo jugaba todo a unas Cortes ordinarias de las que pudiera salir un Parlamento, cuando menos, más dócil y cercano a sus intereses, con unas Cortes que trabajaran por reorganizar el régimen y con el objetivo de legitimar la Constitución suspendida; ciertamente, pocas alternativas le quedaban y era lógico que tratase de jugar esta baza como la más plausible para sus intereses. La otra vía a la que hice referencia fue a la que se subieron, en el último momento, los liberales, la convocatoria a Cortes Constituyentes y con la premisa de acudir antes a unas Cortes ordinarias, una opción que era válida para aquellos que querían poner en cuestión el propio modelo de Estado a través de una vía legalista, constituyente (no incluyo en esta opción a republicanos y socialistas que oscilaban entre el criterio de acudir primero a las municipales y esta opción última que refiero, si bien ya se lo jugaban todo a una nueva acción revolucionaria que entendían aún era factible).
En definitiva, todas estas desavenencias, estos continuos choques y desencuentros producto de intereses fundamental y esencialmente particularistas, conducirían a la parálisis y a la crisis gubernamental del 13 de Febrero. Ninguno cedía en sus planteamientos sabedores de la debilidad de aquel Gobierno interino, su dimisión, abocaba al régimen a una solución de urgencia y en la que se arriesgaba a perderlo todo. Realmente, ¿cuál debió ser la mejor solución, la mejor fórmula para restablecer la legitimidad y el orden constitucional?. Ciertamente complicado, dadas las circunstancias, mojarse y afirmar, con un mínimo criterio, que debió hacerse. La fragilidad e interinidad del Gobierno era manifiesta, el contrapoder que actuaba en la Cárcel Modelo de Madrid le restaba aún más credibilidad; pese a todo ello, la República no había calado en amplios y muy diversos sectores de la sociedad que desconfiaban de lo que en aquel Diciembre de 1930 se intentó implantar por la fuerza de las armas (recordemos lo que suponía el Golpe de Fermín Galán); así las cosas, la Monarquía estaba en la obligación de jugar sus cartas sabedora de que, hiciera lo que hiciera, algunas opciones políticas se situarían siempre a extramuros de la legalidad. Debemos recordar, también, que el objetivo primero y fundamental del Gobierno Berenguer era restablecer el orden constitucional de 1876 y que, dadas las circunstancias, no encontró el momento oportuno de hacerlo y, ahora, que se mostraba completamente decidido a emprenderlo, se volvía a topar con lo mismo de anteriores ocasiones, la amenaza revolucionaria, amenaza que nunca habría de desaparecer. A mi particular juicio, tal y como estaban en aquel momento las cosas, debió aceptar el reto de los liberales, acudir a Cortes Constituyentes con la premisa de plantear primero la cita a Cortes ordinarias, de modo que el modelo de Estado fuera definido con la soberanía plenamente restablecida y garantizada en un Parlamento previamente elegido. ¿Qué podría haber salido de aquel Parlamento? ¿Cuál hubiera sido la aritmética parlamentaria del mismo? Difícil saberlo, a tenor de los resultados que se produjeron unas semanas después, el 12 de Abril, es muy posible que hubiera dado como resultado una cómoda, que no amplia, mayoría de conservadores y liberales del que habría nacido un Gobierno de concentración y cuyo principal fin hubiera sido el restablecimiento del orden (constitucional y público) afrontando la difícil misión de abrir el camino a la obra constituyente; un Gobierno de concentración conservador-liberal que, ejerciendo de evidente contrapeso al emergente republicanismo, hubiera tenido, igualmente, extraordinarias dificultades para conseguir la pacificación y el pleno restablecimiento de las garantías constitucionales por cuanto, como podemos imaginar, nada habría de cambiar en torno a los propósitos de quienes, desde hacía tantos años se habían comprometido a derribar y aniquilar la legitimidad constitucional de 1876. En efecto, la revolución, anidando ya en sectores como el Ejército, en distintas instituciones y corporaciones y hasta en ciertos sectores del monarquismo, hacía inviable, a mi entender, cualquier solución que pudiera contemplarse dentro de un Estado normal de derecho y comprometido con los principios y valores democráticos; una revolución no vencida es una revolución fortalecida y, de esta forma, cualquier iniciativa democrática y restauradora del orden constitucional estaba condenada al fracaso si antes no era vencida, política, judicial y policiacamente, la amenaza revolucionaria. Los ahora abstencionistas ni siquiera admitían fórmulas de consenso para restablecer las garantías constitucionales suspendidas siete años antes, se aferraban a que esta circunstancia suspendía de facto la vigencia de la Constitución de 1876 (para proclamar la República había que invalidarla previamente, de ahí que apostarán por un proceso Constituyente antes que la convocatoria a Cortes ordinarias); sin embargo, lo que no decían es que, muchos de ellos habían sido partícipes y protagonistas de algunas suspensiones de garantías constitucionales como miembros de aquella vieja política que ahora repudiaban (fueron innumerables las suspensiones de garantías constitucionales tanto en esta primera parte del Siglo XX como las habidas en el siglo precedente, el XIX, muchas de ellas, por cierto, protagonizadas por elementos de la izquierda liberal). El pleito era extremo, cierto es, tanto como la magnitud de la amenaza que durante décadas los promotores de la revolución ejercieron contra el Estado, contra los distintos gobiernos, contra el régimen y, sobre todo, contra el Rey, luego las medidas a tomar debieron ser extremas, sin embargo, se adoptó una postura equidistante, abandonista y de dejar hacer, y eso no lo desaprovecharían los que, durante años, vivieron y crecieron al servicio de la agitación. Y al no resolver la cuestión de fondo, España se debatía en aquellos convulsos días entre aquellos que negaban cualquier solución de continuidad desde una posición abiertamente revolucionaria y siempre amenazante y los que, desde el otro lado, veían en el restablecimiento de las garantías constitucionales y el Parlamento un peligro por cuánto no conllevaba apaciguar los ánimos ni los espíritus y, siendo así, empezaban a validar criterios peligrosamente cercanos a regímenes dictatoriales. Eran décadas de perturbación y agitación permanente y, producto de todo ello, los españoles verán, con gran espasmo, que a cada momento, a cada paso, el Estado cedería más terreno a los caprichos revolucionarios de quienes nunca encontraban, ni encontrarían, satisfacción alguna dentro de la legalidad.
Y para muestra de esas intenciones lo ocurrido el día 10 de Febrero, el primer día que el Gobierno Berenguer restablecía la libertad de imprenta y se iniciaba la campaña electoral; los diarios antidinásticos harían gala de toda su artillería destinada hacer apología de la revuelta y con el propósito de ensalzar la obra de los que en Diciembre se levantaron en armas contra la Monarquía; aquel día sería ciertamente visible que el peligro revolucionario estaba más vivo que nunca. La propaganda, en un escenario prerrevolucionario como era aquel, resultaba esencial y los monárquicos la empezaron a perder tan pronto como esta se hizo pública; mientras los revolucionarios publicaban y alardeaban de los sucesos y los manifiestos del pasado Diciembre, los monárquicos callaban y silenciaban los documentos que ya obraban en poder de las autoridades y que demostraban los verdaderos propósitos y la magnitud de lo que fue una tentativa golpista destinada a fines muy distintos a aquellos que se publicitaban en los rotativos republicanos y solidarios con el movimiento insurreccional (los planes que dejó por escrito de Fermín Galán, por ejemplo, y que la opinión desconocía por completo). A tal punto que, ese mismo día, el Conde Romanones en el Círculo Liberal llegaría a pedir la amnistía para los protagonistas del golpe de Diciembre (ya vimos, en su momento, para lo que sirvió la amnistía de 1918); ese 10 de Febrero, los sublevados pudieron disfrutar de una difusión y publicidad de su movimiento que no hubieran podido ni imaginar tan sólo unos días antes y la respuesta del Gobierno y de las autoridades sería, de nuevo, la tibieza cuando no, como vemos, la condescendencia. La intransigencia ante cualquier fórmula de consenso en la que se habían situado los republicanos hacia extremadamente difícil cualquier solución satisfactoria salida desde la acción de la legalidad y la autoridad; en aquellos días, ya se anunciaban diversos actos en favor de los presos de la Cárcel Modelo, mítines y reuniones para movilizar a las masas en favor de una causa revolucionaria que pretendía ser proyectada con visos de legalidad.
Así, de este modo, se llegaría al que era el fin del Gobierno Berenguer, el 14 de Febrero; apenas cuatro días de plena libertad de imprenta provocó lo que algunas revoluciones no son capaces de hacer en años, la caída de un Gobierno que, cuánto más tibio y equidistante se mostraba, más minado veía su prestigio y apoyos. ¿Revolución?, ¿Dictadura?, ¿Cortes Constituyentes?, ¿Cortes ordinarias?. Estos eran los pleitos que corrían de voz en voz en las calles españolas, el régimen se abría en canal y la revolución se infiltraba en los últimos resortes de un régimen claudicante y pasivo ante unos acontecimientos que le atropellaban; o se estaba contra la revolución o se estaba con el restablecimiento de la Ley, se quedó a medio camino y no satisfizo a ninguno.
Y, en efecto, los sucesos de los días posteriores demostrarán que, ciertamente, los distintos gobiernos no fueron realmente conscientes hasta qué punto, una política extremadamente errática, había permitido anidar en su seno una semilla revolucionaria que seguía estrechamente vinculada a elementos muy disgregadores de la conciencia y espíritu nacionales. El Rey iniciaba consultas con algunas de las pocas figuras relevantes y de prestigio que quedaban a disponibilidad del régimen, una tras otra, irán desentendiéndose de un compromiso del que todos conocían su extrema dificultad y el riesgo que entrañaba. Santiago Alba sería el primero en hacerlo, consideraba que la mejor opción era definir un Gobierno que dirigiera el camino hacía unas Cortes Constituyentes y, para ese fin, hacía saber que Sánchez Guerra y Melquíades Álvarez eran los políticos más capacitados para hacerlo; Cambó, por su parte, defendía la formación de un Gobierno de izquierdas para aplacar los ánimos antidinásticos y, de paso, revolucionarios (es decir, una nueva cesión a estos). Finalmente, sería Sánchez Guerra el elegido para formar Gobierno, y lo haría requiriendo la presencia de algunos de los promotores de la revolución, socialistas y republicanos, a los que ofrecería algunas carteras en un Gobierno en el que la Vicepresidencia sería para Melquíades Álvarez. A primera hora de la tarde del 15 de Febrero Sánchez Guerra salía de la puerta de su domicilio en dirección a la Cárcel Modelo, allí trataría de convencer a algunos de los presos del Comité Revolucionario. De este modo, unos políticos, a título personal, sin representación política alguna, los llamados constitucionalistas, eran los encargados de dar nueva forma a un Gobierno que debía emprender tan compleja y decisiva misión, y para ello, acudían en lo era su primera ronda de contactos, al lugar donde permanecían presos los que meses antes habían sido protagonistas de una nueva intentona golpista (otra de tantas de la larga y sufrida historia española); el poder político, de nuevo, claudicaba ante los que por la fuerza habían pretendido secuestrarlo. Pese a esa indulgencia con los promotores de lo que fue una tentativa insurreccional, nada se obtendría de ellos más que la negativa y es que, como era evidente, sus propósitos eran otros y no estaban en sintonía con nada de lo que les pudieran proponer u ofrecer elementos ajenos a sus afanes revolucionarios, la Monarquía era su objetivo, no había otro tipo de lecturas. La sensación de que la revolución estaba haciendo claudicar al régimen, a cada momento era más evidente, y es que cuánto mayores eran las muestras de debilidad y, sobre todo, de duda, más fuerte se hacía el movimiento revolucionario. Con este panorama, el Rey se veía arrastrado a un terreno extremadamente pantanoso; en aquel propósito de prolongar y regenerar el sistema se caía en el error de entrar en el juego de la peligrosa aritmética política que, tan dividida y enfrentada, proyectaba sobre la figura del soberano un descrédito del que, en la mayor parte de las ocasiones, fue absolutamente ajeno. En ese peligroso juego, la Corona fue centro de los debates y tejemanejes políticos, así se cuestionaban sobre lo que eran o debían ser sus prerrogativas, sobre si debían ser aumentadas o mermadas, políticos que injuriaban y desprestigiaban cada una de las instituciones con el objetivo de dinamitar la cúspide de todo el sistema, la Monarquía.
La solución a la crisis se resolvería en la tarde del 17 de Febrero, se anunciaba el que sería el último Gobierno de aquella Monarquía; un inexperto miembro del Ejército, el Almirante Juan Bautista Aznar, era situado al frente del Consejo de Ministros de un Gobierno de concentración monárquica formado por elementos civiles y militares; entre los figuraban Juan de la Cierva, Conde de Bugallal, Conde de Romanones o le propio General Berenguer, como Ministro del Ejército. Fue clave la figura y la acción del conservador Juan de la Cierva para que el Rey se aviniese a formar un ejecutivo con la presencia de viejas figuras del monarquismo que todavía le seguían siendo leales, ante todo, se procuraba no entregar el Poder a los miembros y promotores de la revolución: “¡Qué a tiempo llegó tu carta!. Caminaba yo hacía el abismo y, afortunadamente, me detuve”; le reconocería Alfonso XIII al propio Juan de la Cierva. Sin embargo, en la cuestión de las elecciones se impondría las tesis defendidas por los liberales y, más concretamente, por las del Ministro de Estado, el Conde de Romanones; primero se celebrarían elecciones municipales para posteriormente celebrar las generales, estas, con carácter Constituyente, en todo este complicado proceso, el indolente Almirante Aznar sería el Presidente del ejecutivo.
Sin embargo, el nombramiento de un nuevo Gobierno y la revelación de sus propósitos no tranquilizaría los espíritus, más bien al contrario. El contrapoder instalado en la Cárcel Modelo, convencido de su fuerza, seguía en abierta e indisimulada rebeldía; desde las paredes del presidio se seguía llamando a la movilización y a la agitación lo que volvía a reiterarnos que cualquier solución que fuera propuesta, cualquier esfuerzo por restaurar la normalidad constitucional sería del todo punto inútil por la firme decisión de estos de llegar hasta sus últimas consecuencias. Así, de nuevo, volverían a las calles la agitación estudiantil proyectada por el Comité Revolucionario y alentada por las cátedras de algunos profesores con indudable ascendencia entre los jóvenes universitarios, entre los que destacarían figuras como Sánchez Guerra y el socialista Jiménez de Asúa, como ya sabemos, verdadero eje promotor de estas algaradas estudiantiles.
En el primer Consejo de Ministros, 20 de Febrero, ya se anunciaba ese propósito de renovar todos los Ayuntamientos y Diputaciones por medio de unas elecciones municipales que deberían tener continuidad en otras que, siendo generales, tendrían carácter constituyente y en las que se tratará de dar cauce a las distintas aspiraciones y sugestiones, incluyendo la posibilidad de revisar o modificar la actual Constitución de 1876. En los primeros días, el Gobierno pudo disfrutar de una serenidad pública inusual, casi desconocida en los últimos dos años, todos parecían mantenerse a la expectativa respecto de la orientación y el sentido que irían tomando las cosas y las distintas actuaciones del nuevo gabinete. De nuevo el debate versaba sobre como afrontarían las distintas formaciones políticas las incipientes elecciones municipales y, sobre todo, generales, antes las que se planteaban más dudas y desavenencias. De entrada, en el partido socialista pronto aparecían estas, la división interna en la organización societaria se establecía entre dos grupos muy reconocibles; los del sector más extremista, liderados por los presos Largo Caballero y Fernando de los Ríos, y el grupo liderado por Besteiro y en el que también figuraban Andrés Saborit, Trifón Gómez o Andrés Ovejero entre otros; estos cuatro últimos presentarían su dimisión de sus cargos de las Comisiones Ejecutivas del partido y el sindicato, dimitían por la desaprobación de algunos de los acuerdos adoptados en la Asamblea del partido entre los que figuraba reiterar su abstencionismo ante las próximas elecciones generales, un abstencionismo que era y había sido uno de los principales jalones de los revolucionarios y que ahora retomaban quienes seguían queriendo jugárselo todo a la acción revolucionaria (recordemos que, tanto De Los Ríos como Largo Caballero, ya tenían lugar asignado en la poltrona ministerial en caso de que saliera triunfante la revolución). Aquellos que estaban en torno a Besteiro defendían una postura más amplia, no querían seguir comprometiendo al partido y a sus distintas organizaciones en acciones exclusivamente revolucionarias, unas acciones que, a su juicio, estaban haciendo crecer, paralelamente a como lo hacía el partido socialista, a asociaciones y grupos comunistas y a los que creían ver como resueltos enemigos de la acción y sus reivindicaciones. El acuerdo se haría firme en nota pública unos días después, el 3 de Marzo, día en el que el PSOE anunciaba que no se presentaría a las elecciones generales (evidentemente, el propósito del partido estaba muy lejos de dar cualquier tipo de sugestión o iniciativa que pudiera dar un mínimo aliento o respiro al régimen).
Los miembros del Comité revolucionario se jactaban públicamente de la debilidad del Gobierno, así, Alcalá Zamora, esto diría el 5 de Marzo sobre el restablecimiento de la libertad de imprenta que se preveía de nuevo cercano (la censura previa fue instaurada nuevamente a los cinco días de que fuera implantada el pasado 9 de Febrero): “Creo que el actual Gobierno viene amparado por la censura de Prensa y que cuando esta desaparezca caerá”. Ciertamente, no estaba muy desencaminado Alcalá Zamora, cada vez que se instauraba la libertad de prensa un ciclón revolucionario se desencadenaba desde muchos de los diarios que se hacían solidarios, ya no con la República, sino con la causa de los revolucionarios, es decir, el régimen, era más sañudamente atacado y censurado cuanto mayor era su voluntad de restablecer las garantías constitucionales, su siempre tibia respuesta a la amenaza y la agitación no ahuyentaba los vientos revolucionarios y estos crecían al albur de las bondades del propio régimen.
Así, a medida que se acercaban las elecciones municipales, el debate político crecía en intensidad, un debate interesado por parte de las izquierdas y los republicanos que seguían haciendo propaganda plebiscitaria de unas elecciones que, siendo municipales, debían preservar su carácter administrativo y postergar ese carácter político para las que habrían de ser las siguientes elecciones a Cortes Constituyentes. Ese carácter plebiscitario, entre Monarquía y República, que las izquierdas pretendían dar a las elecciones municipales respondía a su determinación para aunar fuerzas en torno a lo que era ya un Frente Único de republicanos y socialistas, mientras esto sucedía, los monárquicos se dividían entre los que se mostraban confiados ante éste desafío y los que parecían convencidos del carácter único municipal, una circunstancia que les llevaba a presentar agrupaciones y candidaturas separadas; pagarían un precio muy alto por ello, especialmente, en los principales centros urbanos. En efecto, mientras que conservadores, mauristas, romanonistas y garcíaprietistas se presentaban en lo que, aseguraban, era la única candidatura monárquica, los ciervistas, los sectores liberales monárquicos, el partido laborista junto a la Unión Monárquica Nacional, quedaban fuera de esa presunta única candidatura y, por tanto, escenificaban lo que era una división monárquica que les hacía situarse en una situación de significativa desventaja frente a la única candidatura, esta sí, de las izquierdas y republicanos, a tal punto que estos últimos no escatimaban en sumar a sus fuerzas a comunistas, separatistas o cualquiera que tuviera la etiqueta de antidinástico. De esta forma, a medida que transcurrían los días y se acercaban los comicios el frente único republicano-socialista iba absorbiendo todo tipo de sensibilidades políticas con el único fin que realmente, les unía, la claudicación dinástica.
Pese al carácter administrativo de las elecciones, republicanos y socialistas no vacilaban en expresar que sus aspiraciones eran muy distintas a ese propósito, el barullo y el ambiente revolucionario que les daría un hipotético triunfo en los comicios les parecía suficiente para hacer viable el que era su fin último. Mientras, las confluencias monárquicas no eran capaces de leer el carácter ni la magnitud de la amenaza, seguían inmersos en sus diferencias y viejas rencillas heredadas de tantos años de acción gubernamental conjunta y que, en un momento tan dramático como aquel, no supieron conjugar para abrazar una causa común. Sus propias inquinas internas daban alas a los que, durante décadas,  habían hecho de la conspiración una forma de hacer “política”, en ninguna otra Monarquía europea se hizo ese alarde de complacencia ante lo que era una conspiración contra la propia Seguridad del Estado y con la facilidad y libertad con la que aquí se produjo, así, la República, que decía venir para restablecer la legalidad y las libertades, viniendo de la mano de los que habían hecho de la conspiración y la amenaza un arte político, siempre fue mirada con enorme recelo por muchos españoles que se sentían temerosos de que esta adviniera. Sin embargo, esos temores, visibles y notorios, no los supieron ganar para su causa unas candidaturas monárquicas que se presentaban tan desunidos a las decisivas elecciones; para ilustrar lo que ocurría referir que el 17 de Febrero, en Bilbao, se constituía un grupo de la derecha liberal republicana, entre sus miembros, se encontraban destacados apellidos de larga tradición monárquica (una nueva deserción en las filas monárquicas cuando restaban apenas unas horas para publicarse el Decreto de las elecciones municipales que las fijaba para el 12 de Abril).
La extrema y convulsa situación española, en ciertos momentos, parecía ser más conocida fuera que dentro de nuestras propias fronteras; el prestigioso periodista francés, Francois Coty, director de Le Figaro, publicaba unos artículos en aquellos días de primeros de Marzo en los que detallaba y advertía del peligro revolucionario que pretendía camuflarse con la apariencia de una República liberal, a tal punto, que la vinculaba con las influencias masónicas internacionales. Relataba que la masonería se había conjurado, no tanto en desplazar a Primo de Rivera como si en destronar al Rey Alfonso XIII:
«Sus cómplices internacionales se unieron todos a una voz contra Alfonso XIII y trabajaron para preparar los espíritus en vista de una revolución republicano-socialista en España. El falsete de León Blum ponía en el coro su nota aguda y Jean Longuet, que es un técnico en materia de conspiraciones, iba a Madrid en Junio de 1930 a dar sus últimos consejos a los conjurados. Y en Junio la agitación violenta comenzaba con las huelgas revolucionarias de Málaga, Granada y Córdoba. Un estado de espíritu sedicioso hizo su aparición entre los braceros andaluces. Una campaña de mítines para provocar el establecimiento de una República socialista turbaba profundamente la población de las grandes ciudades. Excitando los espíritus, estableciendo entre las diversas oposiciones al Régimen, trayendo a colaborar monárquicos descontentos y monárquicos burgueses, obreros sindicalistas y revolucionarios declarados, la masonería española conducía en bloque el asalto. Bien pronto la sangre corrió en alborotos trágicos».
Sin duda, una perfecta síntesis de lo ocurrido en el último verano, una serie de acontecimientos que, vistos en su conjunto, explicaba y dibujaba mucho mejor el escenario revolucionario que de forma tan determinante se trazaba en el horizonte político español. Lo descrito por el periodista francés coincidía en el tiempo con las primeras reuniones de los firmantes de lo que sería el Pacto de San Sebastián que, recordemos, en su mayoría pertenecían a logias masónicas, a las que, por cierto, también pertenecía el que era ya el nuevo mártir de la República, el capitán Fermín Galán, principal protagonista del Golpe de Diciembre. Ahora, estos agentes de la revolución, fracasada la asonada militar, lo fiaban todo a una revisión constitucional que abriera el portón de un nuevo modelo de Estado y que diera por finiquitado el que era, en su conjunto (con sus muchos errores), el periodo de mayor estabilidad política y paz social de la España contemporánea, la Restauración. Los monárquicos que transigieron con estos promotores y actores de la revolución, con aquellos que proclamaban una nueva política habiendo sido protagonistas de la vieja política, con su actuación no distaba mucho de la que, pocos años atrás, había desarrollado Kerensky al abrir las puertas de la Duma a los bolcheviques. En aquel Marzo de 1931, España se encontraba ante un trance no muy distinto.
Los sucesos que se desarrollarán a partir del 13 de Marzo marcarán un camino de no retorno para el régimen; del 13 al 16 de ese mes, se celebraba en Jaca el Consejo de Guerra contra sesenta y tres militares partícipes de los sucesos insurreccionales de Diciembre, la sentencia se conocería el día 18, justo unas horas después del nombramiento del ejecutivo. La sentencia establecía la pena capital para el Capitán Sediles y cuatro penas perpetuas para otros oficiales, a ellas había sumar decenas de penas de veinte años de prisión. El Gobierno, para intentar frenar la agitación y las movilizaciones, sobre todo estudiantiles anunciaba, casi inmediatamente, el indulto para el capitán Sediles. Sin embargo, nada conseguiría con ello, la celeridad con la que concedió el indulto (sin trámite reglamentario alguno), nuevamente sería visto como un acto de debilidad del nuevo Gabinete; los revolucionarios y los agitadores, completamente envalentonados, tomaban unas calles que ya no habrían de abandonar hasta la celebración de las elecciones municipales de Abril. Qué decir del enfado del que era Director General de Seguridad, Emilio Mola, al ser conocedor de que el Gobierno tomaba una decisión como aquella apenas horas antes del gran juicio contra los que eran sus principales inductores y artífices políticos.
Todo esto sucedía 24 horas antes del inicio de la gran causa contra los miembros del Comité Revolucionario civil, aquellos que estaban presos en la Cárcel Modelo de Madrid como firmantes del Manifiesto revolucionario del pasado Diciembre; el fatídico Consejo de Guerra estaba previsto para el 19 de Marzo. Los diarios antidinásticos se lanzaban en tropel a mostrar su afecto y simpatía por los encartados, a los que calificaban como “presos políticos” y a los que también solicitaban la indulgencia de una amnistía como la que, horas antes, había sido concedida al capitán Sediles, una amnistía que, recordemos, es el olvido del delito y que sólo debe ser concedida cuando se tiene el compromiso del delincuente de no volver a reincidir en él, cosa que, evidentemente, no era el caso de ninguno de los procesados y miembros del Comité Revolucionario. Las extraordinarias colas que se formaban para acceder al Palacio de Justicia eran la prueba más determinante de la expectación que se había creado en torno al Consejo de Guerra; en ese ambiente, con una propaganda incendiaria y prorrevolucionaria promocionada por los elementos republicanos y socialistas (apoyada con algaradas estudiantiles en muchas ciudades españolas), se iniciaba el que, hasta la fecha, era el mayor proceso judicial habido en España en toda su dilatada historia.
Bien, en este punto, me interesa sobremanera hacer un breve paréntesis para recoger una de las intervenciones más brillantes de un político español en la historia política española, las del Presidente de la Primera República Nicolás Salmerón, realizadas en la sesión del 30 de Agosto de 1873. Esto decía sobre las indulgencias y amnistías a los protagonistas de las conjuraciones y conspiraciones, tan tristemente habituales en nuestro país y que tantísimas perturbaciones han creado a lo largo de la historia:
«Yo de mi sé que, como entiendo que no consiste el arte de gobernar ni en transigir ni en permitir que todo el mundo haga lo que se antoje, más en dirigir el progreso normal de la sociedad y en cumplir e imponer a todos el imperio de la ley; yo de mi sé decir que, mientras sea Gobierno, no sólo no propondré, sino que me opondré, a que se conceda amnistía a los rebeldes cantonales como a cualquiera otro género de rebeldes. Lo que viene perturbando de una manera profunda y lamentable el espíritu público del país, lo que alimenta el desenfreno de las torpes pasiones que engendran las guerras civiles, es la funesta tradición de conjurados y conspiradores, que hacen de nuestros partidos políticos facciones imperantes o rebeldes, aparejados para conquistar el Poder por la violencia y ejercerlo con arbitrariedad. Es menester que se sepa, de una vez para siempre, que todo aquel que infrinja la ley, todo aquel que cometa cualquier género de delito, habrá de sufrir una pena cierta, dentro de los principios fundamentales, que en materia de derecho penal ha profesado siempre la democracia. Por esta razón presentó este el proyecto que habéis elevado a ley aboliendo la gracia del indulto, para conseguir que la pena sea cierta, que la pena se aplique inexorablemente; y por esta razón no presentará jamás este Gobierno ningún proyecto de amnistía, sean cualesquiera las circunstancias por las cuales el país atraviese. Hombre de ley ante todo, deseando que la justicia impere alguna vez en esta desdichada tierra, donde, si la falta de respeto a la legalidad se sigue tolerando, no habrá posibilidad de Gobierno, no habrá paz, no habrá tranquilidad, no habrá ningún interés legítimo asegurado, ni amparado ningún derecho, condeno resueltamente la amnistía porque, para mí, señores diputados, por mucho que os choque, no hay diferencia entre los delitos comunes y los llamados delitos políticos, que justifique ese género de conmiseración y olvido que vulgarmente se otorga a los reos políticos por la recíproca indulgencia de los cuales, que engendran las ambiciones de partido. Los delitos políticos acusan una profunda perversión del espíritu público, que, al par de los mismos delitos comunes, es preciso corregir con el castigo que purifica. Verdad es que, como se supone por punto general que los delitos políticos se cometen por una noble y generosa pasión de las ideas, que pueden mejorar la suerte de los pueblos, no pasan sus autores entre las gentes por tan perversos y tan indignos criminales como los que cometen delitos comunes. Pero, ¡ah, señores!, es que se padece en esto una verdadera preocupación: se confunde la codicia del Poder con la protesta del derecho, y por el egoísmo reinante en los tiempos que corren, se estima más perversos a aquellos que atacan y hieren los intereses individuales que a los que atacan y hieren los intereses sociales y públicos, aun cuando el grado de perversión sea mayor en estos con frecuencia».
Estas brillantísimas y elocuentes palabras las suscribía un ilustre republicano, Nicolas Salmerón, un sentido patriota que sentía el dolor de que ver como la indulgencia del Estado nunca servía para aquilatar los espíritus de los que hacen de su forma de vida y, sobre todo, de su conducta política una lucha constante para derrotarlo y arrastrarlo a las peores y más viscerales pasiones. Rechazaba el imperio del arbitrio de la amnistía para condonar las penas a través de la gracia de un Estado al que, pese a ello, seguirán combatiendo hasta destruirlo y arrastrando al conjunto de la Nación a sus tan habituales como estériles luchas cainitas. Estas palabras son, ciento cincuenta años después, de rabiosa y trágica actualidad, lo que nos demuestra que, en todos estos años, no hemos aprendido absolutamente nada.
Bien, creo que el paréntesis habrá merecido la pena; proseguimos. Para la celebración del macro juicio, 24 horas antes el Gobierno volvía a restablecer las plenas garantáis constitucionales; lejos de apaciguar los ánimos estos se exaltarían aún más ante la imagen del traslado diario en coches privados (rechazaron los del Estado) de los encausados desde la Cárcel Modelo al Palacio de Justicia, ese acto, en sí mismo, constituía la mejor de sus propagandas, de hecho, los diarios republicanos darían buena cuenta de ese “paseo” diario camino a la vista judicial. Los abogados defensores de los firmantes del Manifiesto (Ossorio y Gallardo y Jiménez de Asúa entre ellos), estimaban que no había delito de alzamiento, que no podía haberlo contra “un poder ilegítimo y una Constitución suspendida”. El socialista Jiménez de Asúa, tan hábil jurista como sectario ideológico, coaccionaba al tribunal advirtiéndoles de que, los allí sentados, pronto serían los titulares de las principales magistraturas de un nuevo Estado republicano: “Todo español sabe que en breve plazo habrá en Europa una Monarquía menos y una República más”, y
recordando que, todas las instituciones, incluido aquel Tribunal, muy pronto deberían mostrar acatamiento a un Estado completamente distinto de aquel y dirigido por los que ahora se sentaban en el banquillo de los encausados. En apenas tres vistas, el juicio quedaba visto para sentencia; todas las defensas pidieron la absolución en medio de un ambiente inequívocamente de agitación y pseudorrevolucionario (las tribunas de la sala fueron llenadas por acólitos del republicanismo que, con sus aplausos y vítores, ejercían de entusiastas voceros de los encartados). El 23 de Marzo se concedía finalmente la libertad a los protagonistas y firmantes del Manifiesto revolucionario de Diciembre:
«…es indudable que no tuvieron intención de ocasionar daño tan grave como el que se produjo, y ante tales circunstancias no sería justo desconocer que en todos los acusados concurren motivos de atenuación muy cualificados que necesariamente han de pesar en el ánimo del juzgador para fijar la pena que debe aplicarse por el delito cometido».
La sentencia los eximía de las violencias ocurridas en Diciembre, se consideró que los encartados nada tuvieron que ver con los sucesos conspiratorios de Jaca o Cuatro Vientos, sólo se le inculpó de ser los promotores y redactores de un Manifiesto al que “no dieron publicidad” dado que fue publicado cuando ya estaban en presidio (recordemos que, desde la misma Cárcel, recibieron innumerables visitas y que desde allí ejercieron un auténtico contrapoder contra el propio Gobierno). Se consideraría, también, que la acción no tuvo carácter militar pese a que, en el transcurso del juicio, en un momento determinado el socialista Fernando de los Ríos asentiría reconociendo su colaboración con elementos civiles y militares “que le requirieron para una acción conjunta y orgánica de carácter republicano”. Se pueden decir muchas cosas y rebatir otras tantas acerca de esta cuestión, tan sólo, para no extendernos demasiado en todo ello, recordar que uno de los firmantes del Manifiesto, Casares Quiroga, acudió de urgencia a Jaca en la noche del 12 de Diciembre para tratar de frenar el ímpetu del capitán Fermín Galán que, con su acción, podía dar al traste con lo previsto para tres días después, el 15, lo que demostraría la ineludible conexión de los elementos civiles con los militares en la trama revolucionaria. Esa pulsión inequívocamente revolucionaria ya se vio en una de las vistas del Consejo de Guerra, cuanto el socialista Largo Caballero advertía a los miembros del Tribunal que, si los Poderes, no se abaten ante esta “reacción colectiva” podría derivar en la “acción personal”, dejando entrever el recurso y uso de la violencia para dirimir el pleito que en aquellos días se estaba juzgando. Al respecto recordar que, el que amenazaba de esta forma tan explícita, era todavía miembro del Consejo de Estado, una significada magistratura del régimen al que ahora amenazaba y del que percibía considerables retribuciones públicas.
De esta forma, durante la tarde del día 23 de Marzo, los procesados eran puestos en libertad entre una multitud que los jaleaba a las puertas de la Cárcel Modelo (les había sido impuesta una condena seis meses y un día que, habiéndoles aplicado la Ley de la libertad condicional, les permitía recobrar ese mismo día la libertad); esa imagen que se proyectaba en aquella tarde, supondría el golpe de gracia final a un régimen claudicante ante la subversión revolucionaria y absolutamente abandonado a su suerte por algunas de las que eran sus más destacadas magistraturas. Pese a que el Fiscal consideró probado que todos los acusados pertenecían a un Comité Revolucionario “que preparaba un alzamiento de fuerzas militares y de hombres civiles, anticipado en Jaca contra la agrupación dirigente y en parte realizado después en Cuatro Vientos”, movimiento destinado a derribar un Gobierno monárquico por otro de corte republicano, estimaría que no habían participado directamente en aquellos dos movimientos subversivos por lo que se atenuaban sus posibles condenas. De esta manera, acabado el juicio, republicanos y socialistas salían reforzados en sus planteamientos y plenamente convencidos del éxito final de su empresa; así, los siguientes días, las calles españolas volverían a sufrir la pulsión y agitación revolucionaria que, nuevamente, lideraban los movimientos estudiantiles (en los que se produciría la muerte de algunos Guardias civiles), una coacción que forzaría a una violenta represión de las fuerzas del orden dirigidas por el Director General de Seguridad, Emilio Mola, desde entonces, centro de las iras de republicanos y socialistas (se le acusaba de haber aplicado tácticas represoras militares en los trágicos sucesos de la Facultad de San Carlos).
En ese ambiente ya enteramente revolucionario, el 22 de Marzo se iniciaba la campaña electoral más determinante de la historia de España: “La condena es un gran triunfo de la revolución, al que no cabe duda que seguirán otros de mayor trascendencia”; las palabras de uno de los liberados, el radical socialista Álvaro de Albornoz un día después de su liberación, el 24, eran suficientemente expresivas de que el espíritu revolucionario seguía latente y más vivo que nunca. Así las cosas, las agitaciones estudiantiles volvían a tomar la iniciativa como ariete de la agitación subversiva, el restablecimiento de las garantías constitucionales volvía a ser aprovechado por los enemigos del régimen para desencadenar todo un serial de desórdenes públicos que pretendían hacer públicas las más furibundas iras contra los que, al mismo tiempo, intentaban restablecerlos; el cuánto peor mejor volvía a ser la respuesta a la iniciativa regeneradora de un Gobierno que se veía incapaz de acometer el desafío al que sus más acérrimos enemigos de nuevo le empujaban y envalentonados tras la liberación de sus más significados próceres. Hasta aquel mes de Marzo de 1931 en la Universidad madrileña apenas se pudo dar un mes de clases, y es que los estudiantes, siempre guiados y bajo el amparo de significadas personalidades del republicanismo, parecían estar más preocupados por otras cuestiones y sugestiones completamente ajenas a su voluntad y responsabilidad académicas. En este orden de cosas, los reincidentes ataques al Director General de Seguridad, Emilio Mola, al que se pedía insistentemente su destitución, vendrían acompañados por las agresiones y coacciones ejercidas contra los miembros de la Guardia Civil, encargada de restablecer el orden.
El fin de semana de los días 28 y 29 de Marzo tenían lugar grandes actos mitineros tanto de monárquicos como republicanos en un ambiente en el que, la revolución y la contrarrevolución, parecían ser ya los únicos argumentos en lo que debían ser unas elecciones de corte puramente administrativo; mítines de carácter plebiscitario en los que se exigía la implantación de la República, manifestaciones en las que se exigía la amnistía para los encartados del proceso de Jaca, entrevistas a los liberados de la Cárcel Modelo, algaradas estudiantiles, aquellos últimos días de Marzo y primeros de Abril de 1931 la revolución volvía a recobrar todo y, seguramente, su definitivo impulso, ahora, reforzada con la impunidad que la Justicia acababa de otorgar a sus principales y más reconocibles próceres, entre los que se encontraba, recordemos, un consejero de Estado de la Monarquía, Largo Caballero. Al mismo tiempo, los diarios voceros de la subversión tomaban parte del lado de los agitadores en los trágicos sucesos de la Facultad de Medicina en Madrid; en aquellos convulsos días, las voces que advertían de una nueva dictadura o, incluso, del peligro de una guerra civil, empezaban a encontrar hueco y resonancia pública a escasos días de las elecciones; las palabras de Lerroux, el 1 de Abril, ilustraban el espíritu con el que los republicanos afrontaban la cita electoral:
«No vamos a unas elecciones municipales sino a unas elecciones plebiscitarias. Lo que nos importa es conseguir en el Cuerpo electoral aquella confianza que es elemento de la interior satisfacción, para alcanzar en las urnas no el mayor número de concejales, ni siquiera de actas, sino el mayor número de votos. Cada concejal o cada acta representará un triunfo republicano y será un golpe de ariete contra el régimen».
Las reuniones y mítines se multiplicaban, las izquierdas tenían claro el fin plebiscitario de aquellas elecciones, en todos sus actos reflejaban esa conducta; en Granada, el 5 de Abril se celebraba un mitin de republicanos y socialistas en la Plaza de toros de la ciudad con la intervención del socialista Fernando de los Ríos; los asistentes terminado el acto, provocarían distintos disturbios y entre los que destacaba el arrancamiento de una bandera española que posteriormente sería destrozada por una rabiosa multitud. La agitación revolucionaria ponía en guardia a los monárquicos que trataban de dar respuesta a la amenaza uniendo sus fuerzas, precipitadamente, de cara a la cita electoral (habían pasado semanas excesivamente convencidos de su triunfo y sin atender la verdadera magnitud de la amenaza a la que, sin duda, se debían enfrentar).
Así se llegaba al 5 de Abril, en lo que era lo que pudiéramos llamar primera vuelta de las elecciones, el nombramiento de concejales y alcaldes por el artículo 29; veamos. ¿Qué significaba ese artículo 29?. Era un artículo de la Ley electoral de 1907 que establecía que no habría elección “en caso de que hubiera tantos candidatos como puestos a cubrir en unos comicios”, artículo que seguía vigente en aquel abril de 1931. ¿Qué significaba esto?. Pues que en los pequeños pueblos, en las zonas rurales que los socialistas y republicanos calificaban como caciquiles, generalmente se presentaba un solo candidato, un candidato que solía responder a la tradición o la costumbre que los paisanos de esas zonas otorgaban y concedían a una persona de influencia o muy representativa de la comarca. En esas circunscripciones, lo más habitual fue que se presentarán a los comicios únicamente candidatos afines a las opciones monárquicas y es que los republicanos, en aquellos años, poco hicieron para revertir o influir en ese caciquismo al que tanto denunciaban; sus campañas y propagandas se desarrollaron casi en exclusividad en los principales centros urbanos y, en efecto, los resultados de esa primera vuelta electoral no fueron, precisamente, muy favorables a sus intereses. De esta forma, en todos los municipios en los que se presentaba un solo candidato, automáticamente se otorgaba la victoria a esa candidatura; según la Ley electoral de 1907, esta elección se debía hacer una semana antes de los comicios, razón por la que se celebró en aquel domingo del 5 de Abril.
La cifra de concejales que debían salir elegidos en aquella elección suponía, aproximadamente, un 37% del total de los concejales y alcaldes finalmente elegidos, es decir, una cifra nada desdeñable. Los primeros resultados en la noche del 6 de Abril ya reflejaban esa tendencia favorable a los monárquicos; según los datos aportados por el Ministro de la Gobernación, Mariano Marfil, 265 concejales eran de elección monárquica y sólo 23 de antimonárquicos; al avanzar aquella noche los datos seguirían siendo extremadamente favorables a las candidaturas monárquicas. Aquel histórico domingo del 5 de Abril, los republicanos se movilizaron en masa en multitud de mítines y actos por distintas ciudades del territorio español (en Madrid lo harían en multitud de teatros y con la participación de las principales figuras de la conjunción republicano-socialista; Largo Caballero, Saborít, Alcalá Zamora, etc), el ambiente de agitación era extremo y en no pocos de ellos se produjeron destacados incidentes (ya he comentado el de Granada con lo de la bandera española); “La lucha contra la reacción y el absolutismo”, así titulaba a toda página El Socialista el 7 de Abril en referencia a los mítines celebrados aquel domingo y de cara a lo que debían ser unas elecciones de carácter municipal, las alusiones al carácter plebiscitario de estas fueron constantes en aquellos actos de los republicano-socialistas; mientras, los monárquicos, confiados en su victoria, apenas hicieron acto de presencia. De nuevo, la propaganda de agitación republicana buscaba contrarrestar, sin fijar límites ni posibles consecuencias, la más que presumible victoria de los monárquicos en aquel domingo de primeras candidaturas de concejales y alcaldes elegidas por el artículo 29. Los resultados finales más fiables que existen sobre aquella elección del 5 de Abril reflejarían una clara victoria de las candidaturas monárquicas; la aproximación más exacta arrojaría unas cifras de 18.401 monárquicos, 2.592 republicanos y socialistas, 921 constitucionalistas y 215 carlistas (en mi anterior trabajo, Diario de un Fracaso, ofrezco una cita diferente por cuánto recojo los datos que se facilitaron en las siguientes 72 horas a la celebración de esa elección, aun así, la proporción y tendencia es la misma, casi de 7 a 1 en favor de las opciones monárquicas).
Teatro Pardiñas, La Comedia, Olimpia, Europa, los actos de propaganda electoral de los republicanos se multiplicaban en los días que eran antesala de la cita electoral del 12 de Abril, lo hacían al mismo tiempo que aumentaba la agitación y la sensación de que el orden público se descontrolaba por completo. El 6, el sindicato socialista de estudiantes, FUE, daba a conocer un Manifiesto por el que declaraba su incompatibilidad con el régimen proponiendo una enseñanza paralela a la que oficialmente se daba en la propia Universidad. La beligerancia contra el régimen de esta organización que, más que universitaria y estudiantil, tenía una indudable finalidad política cuando no revolucionaria, no había rebajado el nivel en los últimos cinco años y, pese a ello, los distintos gobiernos nunca procedieron contra su disolución o ilegalización (su principal dirigente, Sbert, llegó a disfrutar de una generosa subvención del propio Estado al que pretendía destruir).
De la multitud de actos de aquel domingo 5 de Abril, acaso destacar el celebrado en el teatro Maravillas de Madrid y con la participación del líder socialista Largo Caballero; atención a sus palabras días antes de la celebración de unas elecciones municipales:
«Cuando se realiza un acto revolucionario todos piensan que uno de los sitios que primero han de obtenerse es el Ayuntamiento, y si esto es lo que hay que hacer en el caso de actos de violencia, el domingo próximo tenéis en vuestro poder el modo de realizarlo sin violencia, simplemente con depositar la papeleta en las urnas. Y podemos decir que si el pueblo, el próximo domingo cumple cómo esperamos, y hay unas elecciones de tal naturaleza que demuestren sus propósito de que no continue en España el régimen monárquico, declaramos que la responsabilidad de lo que pueda ocurrir después, si no abandonan su puesto ni responden a las ansias del país, si se vierte sangre y sufre perjuicio la economía nacional, serán ellos los responsables, porque todo lo que tienen que hacer todos los que están en las alturas del poder es que cuando se ve claramente el deseo nacional, obrar en consecuencia y renunciar al puesto que se ocupa».
Es decir, ahora, cuando las previsiones eran buenas para las candidaturas socialistas, entonces sí que había que respetar la voluntad popular, ahora si había que respetar el designio de las urnas, ahora sí y no cuando los socialistas, años atrás, apenas tenían representación parlamentaria, ahora sí había que respetar los resultados una voluntad popular contra la que, en tantas ocasiones, el prócer revolucionario se levantó violenta y revolucionariamente y por lo que llegó a ser amnistiado por un régimen al que, de nuevo, a escasos días de la cita electoral, amenazaba violenta y tan irresponsablemente. Largo Caballero así entendía la democracia, o esta le era entregada o se rebelaba contra ella pese a que, en la plaza pública, y tan demagógicamente, se declarase su más firme valedor.
En aquel acto dejaría entrever lo que para el socialismo significaba aquella República; un paso previo a otro estado, un nuevo escenario donde mejor se podría combatir al enemigo, a la burguesía, un propósito que, sin duda, dentro del régimen monárquico sería ciertamente mucho más complicado de conseguir:.
«Los socialistas, por serlo, somos fundamentalmente republicanos, porque entendemos que nuestro ideal no puede llevarse a la práctica si no es en una República; entendemos, que para que nuestras Sociedades obreras puedan desarrollarse como es debido, para que la clase trabajadora, pueda luchar en condiciones de éxito contra la clase burguesa, tiene que tener libertad de asociación, libertad de reunión, libertad de prensa. Y hace muchos años que en España no existe esa libertad; y no existe porque la Monarquía es la principal responsable; porque no ha querido que haya esa libertad, ya que sabe que si esa libertad existiese, no existiría el régimen monárquico. El trabajador debe tener presente que sin libertad de asociación, de reunión y de prensa es difícil la lucha contra la clase patronal».
“…si esa libertad existiese, no existiría el régimen monárquico”. Esa frase lo dice todo; de ese mantra vivió y se retroalimentó la amenaza revolucionaria durante décadas, una amenaza y coacción permanente que obligaban al propio régimen a extralimitarse en algunas de sus funciones constitucionales para preservar el orden y protegerse de una acción subversiva e intimidatoria constante y que evitó frenar, con evidente perjuicio propio, con el empleo de instrumentos a veces expeditivos y ciertamente punitivos. Algunas libertades fueron restringidas, es cierto, pero, tan cierto como que, en ningún instante, la acción revolucionaria dejó de coaccionar intimidatoria y violentamente a un régimen que, pese a todo, permitía el libre desenvolvimiento a las organizaciones y corporaciones que amparaban la revolución. El régimen, legítimo, se defendía de esa permanente coacción como mejor podía o creía oportuno y, dado su abrupto final, está claro que su respuesta no sería ni acertada ni resultó ser proporcional a la magnitud de la amenaza y la coacción revolucionaria.
En aquel acto, un Largo Caballero mucho más desenvuelto de lo habitual en él, dejó muchos titulares; su salida de la cárcel, el júbilo popular con el que fueron recibidos los firmantes del Manifiesto revolucionario, daba alas a quien ya se veía ocupando destacadas magistraturas dentro del nuevo orden republicano:
«…no existe libertad de prensa, y por eso los socialistas queremos y trabajamos por una República que implante la libertad política y religiosa, y de otros órdenes, para poder trabajar dentro de esa República hasta lograr instaurar el Socialismo, que es la igualdad económica entre todos los ciudadanos».
Ni qué decir tiene lo que habría de ocurrir unos meses después, nada más implantarse aquella República y que en su momento detallaremos oportunamente; y es que si hubo un periodo donde más se infringieron los derechos y libertades de millones de españoles sería en aquella República que por aquel entonces prometían liberal y regeneradora de la vida y acción pública española. Como se puede apreciar en sus manifestaciones, ya advertía de que trabajaría “dentro de esa República hasta lograr instaurar el Socialismo”. No engañaba a nadie Largo Caballero de lo que habría de convertirse la prometida República si en ella alcanzaban altas esferas del Poder los socialistas.
En el acto del teatro Maravillas y entre múltiples aplausos de las masas socialistas volvería a recordar la exigencia de responsabilidades por los hechos de Annual a altas magistraturas de la Monarquía (con especial mención sobre el General Berenguer), lo hacía al mismo tiempo que exigía la amnistía y la libertad para los que, unos meses antes, en Diciembre, se habían alzado en armas en Jaca y Cuatro Vientos para declarar la República (en Jaca, recordemos, se alzaron con proclamas en favor del comunismo libertario); es decir, todo un gesto de impunidad revolucionaria. Y por si aún no estaban claras sus intenciones, así concluía el acto de aquel domingo:
«Como dije el domingo pasado, queremos un cambio político; queremos una República. Lo queremos si es posible, por las buenas. Si no quieren, si ponen entorpecimientos para la acción legal, tendrá que ser por las malas (Grandes aplausos y vivas).  …si echamos abajo a la Monarquía, el fascismo muere en Europa (Aplausos)».
En ese mismo acto y con una conducta no muy distinta a la exhibida por Largo Caballero se desenvolvió el también socialista Wenceslao Carrillo (padre de Santiago Carrillo, líder de las Juventudes Socialistas). Éste se mostraría aún más explícito y directo en sus amenazas:
«…porque nosotros no engañamos a nadie. Vamos a jugárnoslo todo a la República. Y cuando esta se implante vamos a defenderla de las asechanzas de la reacción. Pero no nos pidáis que nos detengamos ahí. Porque nosotros luego iremos a hacer triunfar la revolución social (Aplausos).  …así luchamos por la República, que es para nosotros un escalón en el camino de las reivindicaciones proletarias, para que pueda venir el régimen socialista que Marx previo.  …Y así como los conservadores llevarán sus actas a Palacio a ponerlas a los pies del Trono, nosotros levantaremos un altar en nuestros pechos a la República, y diremos: Hoy, por ella, las actas. Mañana, la Revolución».
Bueno, como he referido, no engañaban a nadie en sus propósitos, la República era sólo un puente para establecer un régimen de corte socialista y prosoviético; esto era su argumentario a siete días de unas elecciones municipales en las que, como se puede apreciar, nada se decía sobre la salubridad de las calles, el alumbrado, las infraestructuras, los transportes u otras necesidades y urgencias públicas de los distintos municipios; la violencia, la coacción y la amenaza sustituían a cualquier propuesta que pudiera estar encajada en el fuero municipal. El carácter amenazante y revolucionario empleado por algunos de los oradores provocaría que, unos días después, el 9 de Abril, el Fiscal del régimen (de Su Majestad) se querellase contra algunos de ellos, entre los que figuraban los citados Largo Caballero y Wenceslao Carrillo; era ya demasiado tarde… Para ilustrar el ambiente inequívocamente revolucionario, aquí un breve extracto de las palabras de la intervención de Salazar Alonso, ilustre miembro del partido Radical y que así se expresaba en favor del fulgor revolucionario a escasas horas de las elecciones:
«…los que van al Ayuntamiento van a hacer la revolución, declarando facciosos los Ayuntamientos, y después podrá imponer un régimen republicano. …estamos en plena revolución (Vivas y significativos aplausos)».
Como veremos en su momento, Salazar Alonso sería quien, pocos años más tarde, se tuvo que enfrentar como Ministro de la Gobernación al mayor proceso revolucionario de la historia española, el de Octubre de 1934; “Bajo el signo de la Revolución” sería el libro que publicaría para explicar y detallar la extrema violencia y el desastre que todo ello supuso; así que creo innecesario hacer más comentarios a sus desafortunadas manifestaciones de aquel día; él mismo padecerá las consecuencias de aquella revolución (trágicamente asesinado por acólitos de esta en Septiembre de 1936).
En efecto, ese era el ambiente en el que se desenvolvería la campaña electoral en los últimos días antes de la vital cita del 12 de Abril. Los diarios de las derechas trataron apresurada y tardíamente de reaccionar viendo que los aires revolucionarios amenazaban con llevarse absolutamente todo por delante. Así, desde aquel domingo, dedicaron grandes espacios a advertir del peligro y la amenaza revolucionaria que se venía encima; con ese propósito rogarían a las candidaturas monárquicas, ya desesperadamente, que aumentaran los esfuerzos y fomentar sus uniones de cara a una cita electoral que, algunos, como se puede apreciar, no consideraban enmarcada dentro del ámbito administrativo y municipal; revolución o contrarrevolución era el único mensaje que se transmitía al conjunto de la sociedad española de cara a la decisiva cita electoral:
«Monárquicos: Los revolucionarios, que van aniquilando a España por el sistema del desorden endémico, cuentan más triunfar más que por su propia fuerza, por vuestra desidia y pasividad. Demostrad que sois buenos españoles votando y aconsejando que se vote la candidatura monárquica».
Este era el tipo de anuncios que se podían ver en los días previos a las elecciones en algunos diarios de las derechas que temían que, pese a la magnitud y la determinación de la amenaza revolucionaria, esta no sirviera para movilizar a un electorado monárquico hastiado de las profundas divisiones de los últimos años dentro de sus propias filas. “¡Españoles! Si no queréis que España se hunda en el caos soviético, votad por la Monarquía”; titular del diario La Nación del 8 de Abril, a escasos cuatro días de la gran cita; el inminente peligro del comunismo revolucionario servía como reclamo propagandístico en las derechas. En ese mismo número se recogía también la intervención de algunos candidatos monárquicos en un acto que tuvo lugar 24 horas antes, el día 7, en el Salón Moderno de Madrid, casi todos, haciendo alusión a esa amenaza: “…al segundo día de la República tendríamos una dictadura roja”; eran las palabras del Duque de Canalejas, que añadiría:
«…la única forma de Gobierno en España es la Monarquía. Si yo hubiese visto que la salvación de España estaba en la República, sería republicano, a pesar de la estrecha amistad que me une con el Rey (Gran ovación)».

Los monárquicos, a pocas horas de la elección, entraban en el juego de los republicanos y se mostraban dispuestos a comprar el carácter plebiscitario de las elecciones (siempre a rebufo de la iniciativa republicana). Unos días después, el 10, esto decía en un artículo en primera página en el diario La Nación:
«Las izquierdas, en unas elecciones que deberían orientarse hacia la selección administrativa, quisieron colocar frente a frente los postulados de República y Monarquía. Nosotros nos limitamos a aceptar el reto que se nos ha lanzado. Pero tenemos que vencer».
Las derechas monárquicas, a la desesperada, caían en el juego de unas izquierdas que llevaban años esperando una oportunidad como la que ahora se les presentaba; el camino legal, el Constituyente, a escasas horas de las elecciones se difuminaba en el horizonte ante el planteamiento de una lucha fratricida en torno a la cuestión del propio modelo de Estado; el carácter administrativo de las elecciones se diluía según se acercaba el decisivo momento, era rebasado por otro plebiscitario y las derechas, con su actitud, justificaban los excesos y los arbitrios de unos republicanos y socialistas que llevaban a un callejón sin salida al régimen.
Y así llegamos al último día de actos multitudinarios destinados a movilizar a aquellos que pudieran estar aún indecisos, el 10 de Abril, a 48 horas de la fatídica cita; aquel día el clamor revolucionario de unos y el deseo de orden de otros, retumbaban en las paredes de los distintos teatros de la geografía española. En la Casa del Pueblo socialista de Madrid se celebraba el “mitin-resumen” de la campaña con la participación de los más destacados oradores de la conjunción republicano-socialista; ataques a la Monarquía, al Rey, alusiones a Annual, todo tipo de proclamas revolucionarias que pretendían justificar la sublevación de Diciembre, este era el mensaje que se transmitía a la ciudadanía de cara a aquellas elecciones municipales. El que estaba destinado a ser el Presidente del Gobierno provisional de esa República, Alcalá Zamora, decía sentirse orgulloso de la colaboración de la derecha republicana con los elementos republicanos y socialistas de la conjunción:
«…Os he dicho que vamos a luchar juntos; necesitamos permanecer unidos y vencer solidarios para instaurar la República por las elecciones o por la fuerza (Gran ovación). Vamos a instaurar la República por la vía legal, y si nos la cierran, por la vía revolucionaria».
Estas palabras salían de los labios de alguien que se autodefinía como hombre de orden; Alcalá Zamora pretendía presentarse como un hombre de la nueva política y cuyo principal propósito era acabar con la vieja política, lo hacía siendo un clásico de la vieja política, un hombre que durante años había desempeñado distintos cargos dentro de la escena parlamentaria (diputado o ministro) y que no será recordado, precisamente, por sus logros y aciertos como titular de algunas magistraturas de aquella vieja política, es decir, se presentaba públicamente un político fracasado de la vieja política que bendecía un nuevo tiempo, una nueva política como si hubiese sido extraño de aquella a la que ahora ponía todo su empeño en aniquilar. Como se puede apreciar, la demagogia como herramienta política puede llegar a alcanzar niveles paranoicos y difícilmente soportables para quien tiene el propósito de analizar y relatar los hechos históricos.
Republicanos y socialistas, un mes antes, habían aceptado el pleito de acudir primeramente a las elecciones municipales como requisito previo a lo que era su gran objetivo, las elecciones a Cortes Constituyentes, sin embargo, nada más publicarse la fecha de aquellas (las municipales), se desdecían de sus propósitos para dar alcance plebiscitario a unas elecciones de corte puramente municipalista y administrativo, es decir, se saltaban los procedimientos legales y normativos por los que tantas veces acusaron a los protagonistas y próceres del régimen monárquico; su instinto revolucionario podía más que lo que debían ser unos verdaderos y nobles deseos para encauzar, un proceso tan perturbador como aquel, por los cauces legales y preceptivos y que durante tantos años estuvieron reclamando a las magistraturas de la Restauración. De esta forma, y por puro interés sectario y partidista, habían conseguido dar una nueva dimensión a lo que debía estar enmarcado dentro de la esfera municipal y administrativa y amenazando con que, si no se cumplían sus designios y propósitos, desencadenarían toda su furia revolucionaria, como así reconocía, 48 horas antes de las elecciones, el propio Alcalá Zamora; el golpe revolucionario de Diciembre se intentaba ahora moldear dando cauce legal a una cita electoral deslegitimada por la propia acción e iniciativa de los miembros de la conjunción republicano-socialista y ante la pasividad de las autoridades monárquicas que lo fiaban todo a su triunfo en tan trascendentales elecciones:
«Madres: Trabajad en contra de la revolución si no queréis que vuestros hijos mueran en una guerra civil y vuestras hijas sean condenadas, como en Rusia, a la vergüenza del amor libre».
Esto que publicaba el diario La Nación el 11 de Abril, a escasas 24 horas de las elecciones, resultaba ciertamente premonitorio de lo que estaba por venir, y es que restaban muy pocas horas para comprobar lo que algunos temían y denunciaban desde hacía ya bastantes años, aquella República liberal nunca llegaría, sería inmediatamente devorada por otra de corte socialista y prosoviético. Y así lo advertiría también el candidato monárquico Juan de la Cierva el día 10, en el que era el último mitin de los monárquicos: “…. se intenta llevar al Ayuntamiento a hombres de la revolución, en vez de nombres de la administración”.
Aquel 10 de Abril se conocían nuevos datos oficiales de los concejales y alcaldes elegidos por el artículo 29; 12.000 para los monárquicos y apenas 1.300 para la conjunción republicano-socialista, una aplastante victoria que se daba a conocer sin la menor protesta u objeción de las fuerzas antidinásticas que ya, en aquellas horas, lo fiaban todo a la acción revolucionaria que, independientemente del resultado, se habría de producir tan sólo 48 horas después.
En este estado de cosas, se llegaba al fatídico 12 de Abril de 1931; la Nación española se veía abocada a una cita electoral de carácter municipal que había sido rebasada por otro plebiscitario, el fragor y la pasión revolucionaria lo invadían todo y España se jugaba, en unas elecciones para elegir alcaldes y concejales de los Ayuntamientos su futuro y su propia forma de Estado. No vamos a incidir mucho en los dimes y diretes sobre las diversas hipótesis y divergencias acerca de los resultados de aquellas elecciones; como ya relaté en mi anterior trabajo, Diario de un Fracaso, aquí reitero los datos oficiales que se ofrecieron a las 20:00 horas del 14 de Abril, datos parciales (no totales) y que fueron los siguientes: 22.150 concejales monárquicos electos frente a 5.775 republicanos, es decir, el resultado era un nuevo y rotundo triunfo de las candidaturas monárquicas; así, sumados estos datos a los del 5 de Abril (concejales elegidos por el artículo 29), el cómputo total de los resultados y con fecha 14 de Abril, sería: 36.168 concejales y alcaldes monárquicos por 7.707 republicanos. Los resultados en su globalidad eran determinantes, por no decir que de una rotundidad aplastante, por cada concejal republicano habían sido elegidos cinco monárquicos; sin embargo, los elementos de la conjunción republicano-socialista harían una interpretación completamente distinta de estos, su triunfo en 41 de las capitales de provincia les facultaba para asaltar el Poder y dar por finiquitado el régimen monárquico (los resultados finales no se dieron a conocer hasta un año después); de esta forma, la revolución, tan largamente anunciada y machaconamente parafraseada durante las que habían sido las tres últimas décadas, iniciaba su peregrinaje en España; aquel histórico 14 de Abril de 1931, la Segunda República española era proclamada tras la celebración de unas elecciones en las que los españoles tenían el designio de elegir alcaldes y concejales para sus respectivos municipios y se encontraron con un Gobierno provisional, unos ministros, un Estatuto jurídico, un nuevo Presidente republicano y con las puertas de un Parlamento cerradas y sin fecha para su apertura.             








14 DE ABRIL DE 1931: LA REPUBLICA LIBERAL ES REBASADA POR LA REVOLUCIONARIA
«España se ha acostado monárquica y se ha levantado republicana».
Almirante Juan Bautista Aznar, Presidente del Gobierno; mediodía del 13 de Abril de 1931.
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Miembros del Gobierno Provisional de la II República; 14 de Abril de 1931: Alejandro Lerroux, Ministro de Estado; Manuel Azaña, Ministro de la Guerra; Casares Quiroga, Ministro e Marina, Indalecio Prieto, Ministro de Hacienda y Alcalá Zamora, Presidente del Gobierno.
El Presidente del Gobierno, sobre las 14:00 horas de aquel 13 de Abril daba por sentado que los monárquicos habían perdido las elecciones cuando los números parecían decir lo contrario. Hasta los elementos monárquicos asumían el golpe de efecto que los republicanos buscaban al hacer prevalecer los resultados por la calidad del voto (el de las principales ciudades del país, donde habían vencido las candidaturas republicanas) que por su cantidad (el número de votos era indiscutiblemente mayor en favor de los monárquicos). Hasta ese punto llegaba la “desorientación” de los elementos monárquicos y sus más altas magistraturas.
Todo hacía presagiar que los republicanos no estaban por la labor de ejecutar el plan previsto, esto es, acudir a las posteriores citas electorales, las provinciales y las posteriores a Cortes Constituyentes. Por su parte, el Gobierno, seguía apelando a la victoria de las candidaturas monárquicas pero, al mismo tiempo, ponía el acento en el triunfo de los antimonárquicos en las grandes urbes; unas horas antes de esas afirmaciones del Almirante Aznar, el Ministro de la Gobernación, el Marqués de Hoyos, daba cuenta de algunos resultados afirmando que, de ellos, se podía deducir que el triunfo era de los monárquicos:
«…desde luego, puedo anticiparles que el resultado en la Península da una gran mayoría monárquica, aunque también es verdad que en las grandes capitales hubo mayoría antimonárquica».
Pese a la evidencia de lo que eran los primeros resultados, los republicanos daban una lectura muy distinta de lo ocurrido; Ossorio Gallardo, el monárquico sin Rey, esto diría en una misiva el lunes 13, al filo de la media noche:
«A los elementos socialmente conservadores me dirijo especialmente. El éxito tiene que dar sus frutos. Si alguien se empeña en defraudar a quienes los obtuvieron será responsable de desencadenar la revolución violenta».
Estos serían los postulados en los que unos y otros se moverían en las siguientes horas; el número de votos daba fuerza y argumento a los monárquicos al mismo tiempo que, la “calidad” del voto, en los principales núcleos urbanos de la Nación, otorgaba el triunfo moral a los republicanos. Las horas eran críticas y los maquiavélicos resultados no ayudaban, precisamente, a despejar el turbio horizonte; los monárquicos y el propio Gobierno, en esas primeras horas de absoluta incertidumbre, recordaban el carácter administrativo y puramente municipal de las elecciones (el Ministro de la Gobernación, en aquella intervención, reiteraba que los planes del Gobierno seguían pasando por fijar las próximas elecciones antes de las Constituyentes, las provinciales), sin embargo, las coacciones y las amenazas de los republicano-socialistas, envalentonados por el triunfo en buena parte de las principales capitales de provincia, irían erosionando las aspiraciones de los monárquicos más proclives a encontrar una solución de consenso o pactada para salir al paso de aquella verdadera encrucijada y es que, si en su momento no fueron capaces de hacer frente a la amenaza revolucionaria ni con las garantías constitucionales suspendidas y con los resortes del Poder en sus manos, poco podían hacer cuando los principales núcleos urbanos del país iban a pasar a manos de revolucionarios y de declarados enemigos del régimen. Si durante años republicanos y socialistas habían denunciado las actuaciones de distintos Gobiernos que se desenvolvieron con las Cortes cerradas, ahora, en buena lid, deberían haber resuelto tan magno problema en la misma sintonía de aquellas denuncias, dejando que se resolviese por la acción de la juridicidad y de la Ley, en el foro parlamentario, mediante la celebración de unas Cortes Constituyentes que dirimieran respecto del sentido y el color que se debiera dotar al nuevo Estado, sin embargo, la pulsión revolucionaria de sus integrantes podría más que cualquier tentativa de resolver el pleito por aquellos cauces legales que, como refiero y durante tantos años, demandaron tan sañudamente a sus adversarios. Así las cosas, ante el inminente y evidente riesgo de que todo ello pudiera desembocar en un trágico conflicto entre españoles, los monárquicos empezaron a, vacilar primero, y claudicar después a lo que era un frenesí revolucionario completamente desbocado que estaba muy lejos de rebajar un ápice sus pretensiones.
En efecto, el martes 14 de Abril, desde primeras horas de la mañana se iban a precipitar los acontecimientos. El Rey Alfonso XIII llamaba a consultas a los ministros de su Gabinete junto a los constitucionalistas (Sánchez Guerra y compañía, único sector monárquico que quedaba en ofrecer su criterio y parecer), así transcurriría la agenda del monarca la tensa mañana de aquel histórico martes tratando de conocer el ánimo de los miembros de su Gobierno y de los únicos monárquicos que no formaban parte de él. Los criterios que se habrían de poner sobre la mesa se situaban en extremos ya absolutamente antagónicos; o seguir adelante en el propósito fijado (es decir, culminar el proceso con la convocatoria de unas Cortes Constituyentes) o acceder a las coacciones y exigencias de los firmantes del Pacto de San Sebastián y hacer entrega del Poder ese mismo día. Al mismo tiempo que se celebraban aquellas consultas en Palacio, en distintas localidades de España se empezaba a proclamar la República; Eibar sería la primera de ellas (a las 6 de la mañana) y a la que seguirían San Sebastián, Barcelona y otras más. A medida que finalizaban las consultas en Palacio se iniciaban otras en los domicilios particulares de algunos de los firmantes del Manifiesto revolucionario, Miguel Maura, el doctor Marañón o Alcalá Zamora, allí se empezaría a dibujar lo que unas horas antes parecía del todo punto imposible. El punto culminante de las muchas reuniones habidas llegaría cuando el Conde de Romanones se citaba con Alcalá Zamora: “… las cosas van muy bien. Ahora se le ha indicado la necesidad de que ocurran pronto”; diría este último. El Conde de Romanones fue quien más firmemente se opuso a cualquier otra iniciativa que no fuera el realizar el traspaso del Poder a los miembros del Gobierno provisional para lo que llegaría a solicitar al Rey que se marchara en el transcurso de ese día (que es a quien se refería Alcalá Zamora). El Conde de Romanones representaba el sector claudicante de un monarquismo que se negaba a ofrecer cualquier posibilidad de lucha o de respuesta y que estuviera encajada, dentro de los cauces debidos y preceptivos, a lo que era una violenta coacción de quienes, por su interesada y sesgada visión de los resultados, los interpretaban dentro de un escenario plebiscitario y en el que el voto de calidad (triunfo en las ciudades más populosas) resultaba de mejor condición que el voto numérico (su recuento otorgaba el triunfo a los monárquicos). Las declaraciones en pro de la República en distintas ciudades, las manifestaciones populosas del republicanismo en algunas de las principales urbes junto a la declaración de la República catalana a primeras horas de aquel 14 de Abril de 1931, desbordarían los acontecimientos y decidían al Rey y a los miembros del Gobierno a claudicar ante el inminente riesgo de un conflicto civil de carácter imprevisible (tan sólo Juan de la Cierva seguía apostando a esas horas por hacer efectiva y defender la legalidad monárquica).
En esas circunstancias, se correría la voz de la abdicación del Rey (nunca se produjo) y, en todo ello, mucho tendría que ver la acción del que era el “Twitter” de la época, Correos. El cuerpo de Correos y Telégrafos, en los años precedentes, vio cómo en su seno se creaban y luego proliferaban distintos Comités revolucionarios que hicieron brotar un sinicalismo muy ligado al partido socialista, concretamente, en los telegrafistas fue especialmente notorio la preminencia de la sindicación a la UGT; fueron particularmente estos últimos quienes propagaron, en aquellas horas posteriores a las elecciones, una propaganda muy hostil a los intereses del monarquismo ofreciendo datos interesadamente tergiversados en favor de la causa republicana, noticias que corrían como la pólvora por las distintas ciudades del territorio español. Los telegrafistas, y más concretamente, los afiliados a la UGT, desde las primeras horas del recuento enviaban datos que no se correspondían con los oficiales y que, como es de prever, daban el triunfo a las candidaturas republicanas, circunstancia clave para explicar el por qué salían en tropel las masas de la izquierda republicana a celebrar un triunfo que estaba muy lejos de producirse. Además, muy pronto estos funcionarios se movieron para aumentar el grado de confusión, así, en algunas ciudades se llegó a izar la bandera roja en el edificio de Correos y Telégrafos durante la mañana del día 14. Por su parte, en Madrid, durante las primeras horas de la tarde sería izada la bandera tricolor en el Palacio de Comunicaciones por funcionarios de este Cuerpo de Correos y Telégrafos, un acto que provocaría el júbilo de las masas republicanas dado que fue el primer edificio público que así procedía. Las movilizaciones de las masas republicanas, exaltadas y envalentonadas por la acción y conocimiento de esas noticias, haría el resto; en efecto, esa presión popular de las masas republicanas y socialistas sobre el ejecutivo resultaría clave para entender los posteriores sucesos ocurridos en aquella histórica tarde del 14 de Abril. Tan cierto es que el júbilo fue la expresión de muchas ciudades españolas como que, en otras muchas, los sucesos violentos fueron la nota más característica de esa expresión desbordada; hubo incidentes en Baracaldo, en Málaga, en Gijón, en Pamplona (donde se asaltó la lápida de Primo de Rivera y fue destrozado el busto del General Sanjurjo), en Zaragoza (fue apedreado un Convento, el de los Padres Capuchinos), en Ferrol, en Granada, en Valencia, en Salamanca (la casa del alcalde fue apedreada), en Barcelona (sobre la una de la tarde, un grupo de manifestantes se apoderaba del Ayuntamiento y la Diputación, acto previo a la declaración de Maciá de la República catalana pocas horas después) y un largo etc. Y es que es difícil no imaginar que un cambio de régimen tan abrupto, un movimiento que venía precedido de años de constante agitación y acción revolucionaria pudiera culminar sólo con expresiones de júbilo como la historiografía tradicional nos ha dado a entender; en efecto, hubo muchos incidentes posteriores y que culminarían en los trágicos sucesos del 10 de Mayo, apenas tres semanas después del advenimiento de la República. El júbilo del momento fue desbordado, cierto, pero también lo sería la coacción y la intimidación en lo que era un movimiento patrocinado por la acción de unos activistas revolucionarios y que, dado su carácter, no pudo escapar a actos típicos de éste; siendo así, la agitación, la coacción y la algarada fueron expresiones de las horas inmediatamente anteriores y posteriores a la proclamación de la República, sin las cuáles, muy posiblemente no se hubiera podido realizar el traspaso de poderes que dio forma y vida a aquella República.
Fueron muchas las localidades en las que se izó la bandera roja (izada en muchos y destacados edificios públicos); en ausencia de himno, las masas cantaban jubilosas los acordes de la Marsellesa, sin duda, como expresión de lo que era un movimiento fundamental y esencialmente revolucionario, de esta forma, en las calles y plazas de España, se aguardaba con formidable expectación los acontecimientos de Palacio al objeto de que hubiera que emprender cualquier tipo de acción que fuera prolongación de esa acción subversiva. Así las cosas, Miguel Maura, en torno a las 18:00 horas, en una charla con periodistas elevaba el tono de la amenaza afirmando que si a las siete y media de la tarde no se había resuelto el asunto serenamente “se irá a la calle a buscar lo que el pueblo ha pedido”; es decir, las masas aguardaban en una calle, que ya entonces habían tomado, a lo que los firmantes del Manifiesto revolucionario estuvieran dispuestos a comprometer, y es que la orden que había transmitido Alcalá Zamora al Conde de Romanones, en torno a las cuatro de la tarde, es que se hiciera entrega del Poder a la República antes del anochecer: “ha de entregársenos el Poder antes de que acaba la luz de día”. Sobre las 16:45 horas, José Sanjurjo, Director General de la Guardia Civil, había acudido al domicilio de Maura y del que saldría apenas 15 minutos después, le había transmitido que la Guardia Civil respetaría el signo de las manifestaciones y la expresión ciudadana ante la que no ejercería acción represiva alguna, el general se mostraba contrario a hacer despertar de aquel júbilo a los que se habían lanzado en tropel a la calle. Aquel acto supondría el golpe definitivo y mortal para los que todavía esperaban que los sucesos pudieran ajustarse o encajarse al verdadero significado de lo que aquel día se celebraba, una votación de carácter municipal, el primero de los compromisos del Gobierno que debían desembocar en la convocatoria final a Cortes Constituyentes. Nada de ello sucedería, el Parlamento, una vez más, no iba a ser el escenario donde dirimir los mayores envites y desafíos a los que se sometía a la nación española; un proceso, con claros tintes revolucionarios, se iba a llevar toda norma jurídica por delante por pura pulsión partidista y sectaria, una ausencia de juridicidad que, durante los años precedentes, tan persistentemente censuraron a los que ahora exigían, sin condiciones, la entrega de magistraturas e instituciones.
Dadas las circunstancias y frenada la que sería última tentativa gubernamental por preservar el Poder, la opción ciervista (De la Cierva fue el único decidido a ofrecer resistencia a ese desatado fragor revolucionario), las miradas se dirigían a los movimientos de los que eran ya, desde aquel momento, los miembros del Gobierno provisional republicano; el epicentro de la agitación se trasladaba desde ese instante a la Puerta del Sol de Madrid lugar en el que, desde las primeras horas de la tarde, se agolpaban miles de excitados madrileños impacientes a la espera de noticias. La Puerta del Sol se iba a convertir en las siguientes horas en el escenario y el catalizador de la vida y acción política española en tan trascendentales momentos; allí llegaban miles de madrileños ansiosos por conocer el verdadero estado de las cosas tras ver que, en un edificio tan icónico como el Palacio de Comunicaciones, ya se había izado la bandera tricolor republicana (como he referido, los oficiales de Correos la habían izado sin el respaldo de ningún argumento de peso más que su propia iniciativa y conciencia republicana). También en la Puerta del Sol se encontraba el que era el centro de operaciones de todo el Poder público en aquel momento, el Ministerio de la Gobernación; desde las cinco y media de la tarde permanecían allí el primogénito del constitucionalista Sánchez Guerra, Rafael, y el hermano de José Ortega y Gasset, Eduardo. Rafael Sánchez Guerra comprobaría in situ el vacío de poder tan enorme que había en el interior del que era el edificio más emblemático del Poder público, casi se podría decir que se le hizo entrega de las llaves del edificio. Rafael Sánchez Guerra junto a Eduardo Ortega y Gasset y advirtiendo de ese vacío de Poder existente, poco antes de las seis de la tarde, izarían la bandera tricolor en el balcón principal del Ministerio ante el júbilo desbordado de las masas republicanas; el propósito era ganar tiempo y calmar a una multitud que llevaba horas agolpada en la plaza esperando acontecimientos. Duró poco esa quietud multitudinaria, era difícil tranquilizar a la masa si a esta no se la ofrecía certidumbre del triunfo republicano, sería por ello que, en torno a las siete de la tarde, Rafael Sánchez Guerra se aviniera a telefonear a Alcalá Zamora solicitándole que, con urgencia, se dirigieran al Ministerio; así lo hicieron. Alrededor de las siete y media de la tarde los miembros del Gobierno Provisional se empezaban a personar en el Ministerio de la Gobernación con la intención de que se hiciera oficial el traspaso de poderes que finalmente se realizaría con una facilidad que ni ellos mismos hubieran imaginado en sus mejores presagios: “La República ya es un hecho”, susurraría al oído el socialista Largo Caballero a Alcalá Zamora según subían las escaleras del edificio y al contemplar que los miembros de la Guardia Civil que lo custodiaban les presentaban armas en señal de reconocimiento al que, de facto, era ya el nuevo Gobierno de la República: “Señores, paso al Gobierno de la República”, así se expresaría Miguel Maura según se presentaba a los pocos funcionarios públicos que allí a esa hora permanecían; todos, claudicantes, aceptaban el nuevo orden de las cosas. Maura, el actor protagonista de la mayor parte de aquellos hechos (desde su propio domicilio convenció a todos los miembros del Comité revolucionario para que se dirigieran sin dilación al Ministerio), rápidamente y comprobada la nula resistencia gubernamental en el interior del edificio, por su cuenta y riesgo, tomó la acción de mando y empezó a destituir telefónicamente a todos los Gobernadores civiles del régimen monárquico. Su determinación y firmeza, en un momento tan crítico, sólo se puede explicar dada su larga experiencia política (tenía una gran familiaridad con lo que era la familia política de la Monarquía) y, sobre todo, por su propio ADN, primogénito de uno de los más grandes políticos de la historia política española, Antonio Maura. De esta forma, el ala “menos revolucionaria” y más conservadora de aquel Gobierno provisional, Miguel Maura y Alcalá Zamora, se erigirán, en aquellas horas tan determinantes, en las figuras más sobresalientes y representativas de todo aquel conglomerado revolucionario, su sobrado conocimiento de lo que pudiéramos llamar código político, resultaría fundamental para dirigir las primeras operaciones y movimientos de aquellos trascendentales momentos. Desde primeras horas de aquella histórica tarde miles de madrileños aguardaban en la Puerta del Sol para ser testigos presenciales de una declaración formal de la República, esta se produciría en torno a las 20:00 horas de aquel día 14 de Abril de 1931, cuando los miembros del Gobierno provisional hacían acto de presencia en el balcón principal del Ministerio de la Gobernación.
Entre los miles de madrileños que celebraban jubilosos aquella histórica proclamación se encontraban representantes de uno de los principales movimientos de la agitación revolucionaria de los años pasados, el sindicato universitario FUE, que con sus pancartas y carteles se hacían notar en la plaza madrileña mezclados entre un enorme gentío que portaba numerosas banderas tricolor y no pocas monocolores rojas, es decir, con la vista puesta en el lejano horizonte soviético (según un estudio que hace algunos años monitorizó las imágenes de aquel día, se calcula que hubo presencia de unas 29 banderas tricolores y unas 13 rojas, se dieron cinco veces más vítores a la República que a España y se cantó La Marsellesa sin que apenas se escucharan los acordes del himno de Riego). La nutrida presencia de clase media entremezclada con representantes de la masa obrera y rural española sería otra de las imágenes más notables de aquella fecha; las pocas mujeres que aparecían estaban desperdigadas y representaban el auge republicano de la mujer en algunas de las que eran las ciudades más populosas de España (Victoria Kent estuvo presente en la plaza). En la iconografía que se utilizó aquel día en la Puerta del Sol ya se dejaba entrever los estrechos lazos que unían al obrerismo y al republicanismo y que no era más que el inicio de una conducta dentro de la naciente República; igualmente, icónica sería la foto del Teniente Mohíno encaramado en lo alto de la plaza portando una bandera tricolor (fotografía tomada en torno a las cuatro de la tarde), así, una bandera, de corte federalista del Siglo XIX carente de toda emotividad hasta aquella fecha, sería la que mejor iba a simbolizar la expresión del júbilo de aquellas históricas horas; la historia seleccionaría esta imagen del Teniente Mohíno como la principal expresión de la simbología e iconografía del nuevo régimen. El ambiente festivo y jubiloso de los allí congregados contrastaba con la presencia de algún miembro del, todavía, minoritario partido comunista que, entre los vítores y cánticos a la República de la mayoría, se dedicaba a vociferar en contra de esta y en favor de los soviets; aquella verbena jubilosa, como calificaron algunos elementos del obrerismo más extremo, iba en contra de los principios de quienes deseaban ver en ella el inicio de la sovietización de España; esas dos tendencias dentro de las izquierdas y de las propias organizaciones obreras saldrían a flote nada más iniciarse el periplo republicano. Y es que, en efecto, esa algarada festiva popular de aquella histórica fecha en la que muchos creyeron ver la definitiva reconciliación nacional duraría muy poco, tanto que resultó ser efímera, como pronto podremos comprobar. Y es que, e insistiendo en mi criterio, es lógico que muchos mostraran, ya no su enojo o recelo, sino su enérgica protesta ante lo que debió ser una cita electoral de carácter puramente administrativo y desembocó en un abrupto cambio de régimen; esa merma, esa losa marmórea sobre la cuestión de su legitimidad la iba a arrastrar durante sus cinco años de existencia (recordemos que las que eran ahora sus más altas magistraturas, se mostraron siempre muy exquisitos sobre los procederes jurídicos y normativos en las distintas actuaciones de la Monarquía cosa que, y en la que era su primera iniciativa política, no parecía ir con ellos).
Tras la proclamación oficial de la República quedaba por ver lo que muchos estaban esperando, la salida de Palacio del Rey Alfonso XIII. Esta se produciría en torno a las 20:30 horas de aquella recordada tarde del 14 de Abril, el Rey salía de Palacio con dirección a la ciudad Cartagena y a la que llegaría en torno a las cuatro de la madrugada, de allí partiría al exilio sin renuncia y abdicación alguna, como la propaganda republicana pretendió hacer creer a sus masas. Pocas horas antes, el Conde Romanones se había comprometido con los miembros del Comité revolucionario a la entrega del Poder durante el transcurso de aquella misma tarde, antes de que las masas societarias y republicanas, presas de la incertidumbre, transformaran su júbilo en desorden y caos generalizado, esa era la premisa fundamental y que además contaba ya con el beneplácito de quien debía proteger y salvaguardar el orden público, la Guardia Civil; en estas circunstancias, ni los efectivos del Ejército afectos a la causa republicana necesitaban ser requeridos para la causa dado el nulo combate y oposición que las autoridades monárquicas estaban dispuestas a ofrecer. Así las cosas, en las siguientes horas los altos mandos del Ejército comprometidos con la revolución, Cabanellas, Queipo de Llano, Riquelme y otros destacados oficiales, serían nombrados para ocupar las principales capitanías generales de las respectivas regiones asegurando el apoyo del Ejército para la causa republicana (el Estado de Guerra redactado por el Gobierno no se llegaría a declarar, el nuevo director general de Seguridad, Carlos Blanco y nombrado a las 20:00 horas, creyó inoportuno hacerlo). A tal efecto, el que era ya el Ministro de la Guerra del Gobierno Provisional, Manuel Azaña, a partir de las 22:30 horas de la noche dictaba todo tipo de disposiciones desde el Ministerio del Ejército tras reunirse, previamente, con algunos generales (García Benítez u Orgaz entre ellos) y con algunas de las figuras más representativas de la sublevación de Cuatro Vientos. También, y terminando el relato de los sucesos más destacados de aquella histórica tarde referir que, unas horas antes, en torno a las 7 de la tarde, una gran manifestación (a la que acudieron cerca de 30.000 personas) dirigida por la Comisión pro amnistía y la Federación Local de Sindicatos Unidos de Madrid, se plantaba a las puertas de la Cárcel Modelo para exigir la liberación de todos los presos político-sociales; tras parlamentar el director de la Cárcel, Javier Elorza, con los miembros del Gobierno Provisional, estos decidían otorgar su libertad. Entre los liberados se encontraba el radical socialista Ángel Galarza que, como enseguida veremos, muy pronto será protagonista de algunos de los más trágicos y lamentables sucesos de aquella República. El resto de cargos ministeriales, Lerroux, Albornoz, Fernando de los Ríos o Prieto tomarían posesión de sus magistraturas durante la mañana del día 15. La República, en la noche de aquel histórico 14 de Abril de 1931, era ya un hecho.
España amanecía el día 15 con un Presidente republicano, un Gobierno provisional y un Estatuto jurídico como herramientas normativas y jurídicas del nuevo régimen republicano, los españoles fueron a elegir alcaldes y concejales y se encontraron con un nuevo modelo de Estado cuyos titulares, apenas semanas antes, pasaban sus días en el presidio por su participación en la tentativa golpista de Diciembre de 1930; así las cosas, de nuevo, el Parlamento era completamente ajeno a lo acontecido en lo que era otra cita histórica de la acción política española, se había impuesto la calidad del sufragio a la cantidad y, para evitar males mayores y un más que seguro derramamiento de sangre, el Rey y sus fieles monárquicos entregaban los resortes del Poder a quienes, durante décadas, habían hecho de la coacción y la acción revolucionaria una conducta y una forma de hacer política; ahora, y en lo que era su primer acto político, promulgaban un Estatuto jurídico completamente desconocido por los españoles que, eludiendo la acción del Parlamento (por el que suplicaron durante tantos años) se convertía desde aquel momento en la “colchoneta” jurídica como así lo calificaría, años después, uno de sus más significados miembros, Miguel Maura.
Entre los principales fundamentos de ese Estatuto Jurídico publicado ese 15 de Abril en La Gaceta de Madrid (lo que venía a ser el BOE republicano) se encontraba la delegación a las Cortes Constituyentes de una Carta constitucional, el respeto a la conciencia individual mediante a la libertad de cultos y creencias, el reconocimiento de la propiedad (que no podrá ser expropiada sino por utilidad pública y previa indemnización) o el derecho agrario, que debía responder a la función social de la tierra; se reconocía el carácter provisional del Estatuto hasta el inicio del proceso Constituyente, el Gobierno daba así pábulo a todo tipo de buenas intenciones y propósitos para el que debía ser un nuevo tiempo de derechos y libertades enmarcados en lo que estaba llamado a ser un régimen de corte liberal. Tras su publicación se daba el pistoletazo de salida a lo que era la Segunda República española, una República que presentaban como liberal pero que, muy pronto, arrastrada y empujada por los polos más extremos de la conjunción republicano-socialista, se desviará de ese inicial y noble propósito para echarse en brazos de un socialismo revolucionario que ya hacía valer su posición hegemónica dentro del efervescente republicanismo; así pues, ese estado de agitación y de ímpetu revolucionario no se detendría tras la proclamación de la República, más bien, todo lo contrario.
En efecto, nada más echar a andar el régimen republicano debió afrontar formidables desafíos, algunos previstos y otros que irían surgiendo con el devenir de los acontecimientos; cualquier cambio de modelo de Estado implica grandes sacrificios por parte de los vencidos y, al mismo tiempo, un alto sentido de Estado por el de los vencedores, un cambio tan abrupto como aquel, no podía ser fácil y necesitaba, a parte del debido tiempo, fórmulas y espacios de entendimiento, sin embargo, los vencedores, muy pronto dejaron ver que ese escenario no iba a producirse; el resentimiento, la inquina, el revanchismo cuando no la descarada persecución de los vencidos, sería el espíritu con el que se iniciaría la andadura del nuevo régimen, así, el espíritu revolucionario se impondría irremediablemente al de consenso y solidaridad con los adversarios políticos.
El primer gran desafío que debieron afrontar sería tan inmediato como formidable, la declaración unilateral de la República catalana por Francesc Maciá, una declaración que conllevaba el nombramiento de Companys como alcalde de Barcelona. Tres ministros del nuevo Gobierno se vieron obligados a acudir con urgencia a Barcelona para restablecer el orden; regresarían a Madrid con la promesa bajo el brazo de un régimen estatutario para la región catalana (que debía ser refrendado en las Cortes) y con el anuncio del autogobierno catalán con la formación de la Generalidad de Cataluña que, en aquellos últimos días de Abril, vería la luz. Así, un Gobierno provisional que no respondía ante institución soberana alguna, ante órgano consultivo o fiscalizador conocido, cedía parte de la soberanía nacional nombrando otro Gobierno provisional en la región más rica y pujante de España (es decir, no elegido por la ciudadanía). De esta forma, aquellos que durante años levantaron su voz y sus más elevadas denuncias por las prácticas caciquiles de la vieja política, a las pocas horas de acceder al Poder cedían al chantaje soberanista catalán haciendo uso de prácticas, no solamente caciquiles sino manifiestamente irregulares y muy alejadas de la debida juridicidad; una iniciativa de este calibre sólo debió ser planteada en un Parlamento legítimo y debidamente constituido y al objeto de que todos los españoles, al menos, hubiesen tenido el debido y necesario conocimiento de una iniciativa de aquella significación cuando apenas habían transcurrido 72 horas del advenimiento de la República. Horas después de su constitución, el Gobierno provisional del rebelde Maciá, destituía los cargos públicos de los Ayuntamientos elegidos el 12 de Abril, lo hacía para situar al frente a elementos acólitos y solidarios del emergente nacionalismo catalán; acaso, ¿era esto la nueva política?....
Como he referido, aquel 15 de Abril tomaban posesión de sus cargos la totalidad de los miembros del Gobierno provisional, también lo haría horas después (el día 17) el que sería el nuevo Fiscal General de la República, el radical socialista Ángel Galarza que, lamentablemente, muy pronto hará notar su insoportable ética y conducta personal (sin pisar prácticamente la calle, pasaba de la Cárcel Modelo a, tras ser amnistiado, y en apenas 24 horas, ser nombrado Fiscal General de la República). En las siguientes 48 horas y, a tenor de las numerosas disposiciones dictadas por el que era ya, Gobierno provisional de la República, se iba a dejar entrever el sesgo sectario y marcadamente partidista de sus miembros; un inoportuno y desaforado espíritu de revanchismo contra todo lo que fue la Monarquía inundaría las páginas de la Gaceta de Madrid en los siguientes días, de esta forma, pronto se echaría sobre sus espaldas el recelo cuando no la absoluta desconfianza de muchos españoles que aún no se habían recuperado de lo sucedido días antes cuando, en unas elecciones de corte municipal, se llevó a cabo un cambio tan súbito y abrupto que además no reflejaba el verdadero sentido de los resultados; el recuento final de estos no reflejaban ni ofrecían un sincero respaldo a las que eran las aspiraciones y propósitos que estas nuevas magistraturas se mostraban tan decididas a ejecutar. En el que fue el primer Consejo de Ministros, en la tarde del 15 de Abril, se tomaron distintas disposiciones que, como refiero, dejaban entrever lo que estaba por venir; incautación del Palacio Real, derogación del código penal de 1928, pensiones vitalicias para las familias de los capitanes sublevados Fermín Galán y Hernández, indultos a los condenados por penas correcciones y aflictivas (saldrían a la calle todos los protagonistas de procesos insurreccionales de los años precedentes), apertura de distintos procesos para dirimir las responsabilidades de Annual, de la dictadura y de los fusilamientos de Galán y Hernández, libre nombramiento de funcionarios y de personas para altos cargos públicos (Gobernadores civiles, subsecretarios de Estado, alcaldes, concejales etc.), nombramiento del declarado revolucionario Ramón Franco como Jefe de la Sección de Aeronáutica del Ministerio de la Guerra, prohibición de todos los símbolos e iconografía monárquica, constitución del Palacio de la Generalidad de Cataluña (como acto de conciliación y  transacción con el rebelado Maciá), incautación de bienes de la Corona, ingreso en Prisiones Militares del que había sido Director General de Seguridad, Emilio Mola o la sustitución de concejales elegidos por el artículo 29 por otros designados por los Comités republicano-socialistas; estos son sólo unos ejemplos de lo que, tan atropelladamente, acordaba y promulgaba un Gobierno con carácter provisional, no elegido por la voluntad popular y nacido de una convocatoria municipal en la que, por número de votos, había salido perdedor (el Ministerio de la Gobernación seguía sin facilitar ningún tipo de cómputo oficial al respecto) y cuando apenas transcurrían los primeros días de la República. A todos ellos habría que añadir en los siguientes días (26 y 27 de Abril) la promulgación de otros decretos que perturbarían la sensibilidad y, sobre todo, el espíritu de no pocos españoles, la anunciada reforma militar de Azaña (Ley de retiros militares) y la sustitución de la histórica bandera nacional por la todavía desconocida tricolor; el Gobierno provisional se dedicaba a dictaminar distintas resoluciones que inferían en todos los ámbitos y fueros de la vida nacional sin esperar a que la soberanía, libremente elegida en unas Cortes Constituyentes, tuviera la oportunidad de decidir sobre asuntos tan sentimentales y, en algunos de los casos, de tan marcada trascendentalidad emocional
Que aquella República apenas disfrutó de días de paz lo podemos ilustrar relatando lo ocurrido el 16 de Abril, día en el que el Gobierno provisional decretaba el Estado de guerra en Sevilla por los graves disturbios que, desde el mismo día del advenimiento de la República, se venían produciendo (disturbios en la Cárcel, en distintos cuarteles, en las calles), incidentes que el Gobierno adjudicaba a elementos comunistas. También Bilbao no sería ajena a distintos y muy serios incidentes, una ciudad que amanecía engalanada con mucha iconografía prosoviética (proliferación de banderas rojas) acompañada de banderas republicanas y nacionalistas; las alusiones a una República campesina y obrera serían frecuentes en la ciudad desde las primeras horas de la implantación de la República. Este desbordamiento hacía posiciones extremistas no haría sino aumentar con el transcurrir de los días; así, el júbilo y celebración iniciales, daban paso a los verdaderos propósitos de los que, durante años, tramaron y planearon todo tipo de soluciones de fuerza y de acento revolucionario para implantar el régimen republicano. Uno de sus promotores, el Comandante Franco, ahora Jefe de la Sección de Aeronáutica, en estos términos se expresaba al Heraldo de Madrid el 17 de Abril:
«…si no se arma al pueblo en ocho días; sin en tan corto plazo no se organiza la Milicia Nacional estamos perdidos.  …Se ha hecho una República para los monárquicos y así no puede ser.  …Pero es indiscutible. La salvación de la República pasa por armar al pueblo».
No parece que las primeras disposiciones del Gobierno provisional publicadas en la Gaceta fueran muy del gusto del también recién nombrado Jefe de la Sección Aeronáutica, en esos primeros días de vida de la República los incidentes de “agitadores comunistas” serían frecuentes en distintas localidades del territorio nacional; por aquellos días ya se conocía que el Comité ejecutivo de la III Internacional se había reunido con carácter de urgencia para examinar los acontecimientos de España, a tal fin, había decidido enviar a agentes del partido españoles a España con el propósito de formar cuadros de una dirección para el caso de que tuviera lugar un proceso revolucionario. Ese tufillo revolucionario estuvo muy presente desde el mismo nacimiento de la República y, en este caso, era el comunismo quien parecía mover ficha en primer lugar creyendo ver que, aquella situación, de gran incertidumbre e inestabilidad, pudiera ser ciertamente propicia a sus intereses.
Al albur de ese espíritu revolucionario, desde el Ministerio de la Gobernación, dirigido por el ala conservadora del Gobierno, Miguel Maura, se emitía una circular que fijaba su mirada en los Ayuntamientos que habían sido elegidos por el artículo 29; así, a los pocos días de proclamarse la República se iniciaría la purga de algunos de esos Ayuntamientos que, en manos de los monárquicos, empezarían a pasar a manos de los miembros elegidos por los Comités de la coalición republicano-socialista. Un Decreto, días después, daría forma jurídica a la sustitución de un buen número de estos Ayuntamientos por elementos de la referida coalición; el cumplimiento de la Ley parecía tener dos velocidades, una para los republicanos y otra para los que no lo eran y es que, ya se empezaba a intuir que los monárquicos iban a tener, ciertamente comprometido, el poder desenvolverse libremente dentro de aquella República (España, recordemos, fue el único Estado monárquico en el que los republicanos pudieron desenvolverse libremente, hasta llegar a tener representación parlamentaria) y más teniendo en cuenta que está labor depurativa se llevaba a cabo a sólo dos meses de la celebración de las vitales elecciones a Cortes Constituyentes (fijadas por Decreto el día 24 de Mayo para finales del mes de Junio, el 28). Por depurar se depuraba hasta el principal y más reconocible símbolo patrio, la bandera, que era sustituida merced a un nuevo Decreto publicado en la Gaceta el día 27 y en el que se formulaba como nuevo símbolo nacional la tricolor republicana, una resolución que, sin duda, además de ser inoportuna y tremendamente desacertada no haría sino incrementar el número de desafectos, ya de por sí numerosos, de la recién estrenada República. Este gesto, como he referido inoportuno, sería uno de los mayores errores de aquel Gobierno provisional, gratuita e innecesariamente se hería la conciencia de millones de españoles por puro prurito sectario e ideológico, y es que no existía necesidad alguna de dar un paso semejante; un régimen, en vías de consolidación, debe tener como propósito abrir caminos y puentes de concordia y entendimiento, sin embargo, el Gobierno provisional republicano elegía la vendetta y la vía de la agitación que le habría de enfrentar a miles de españoles (sin duda, una medida más propia de dictaduras que deciden, a extramuros de la vía parlamentaria, decisiones de gran calado sobre la conciencia y los sentimientos colectivos y nacionales). La bandera bicolor, la rojigualda, la histórica bandera nacional carecía de ideologías (nacida en Mayo de 1785, difícilmente podría haberlas), había surgido sin colores políticos, de espíritu limpio y exenta de las impurezas del ring político fue aceptada por todos los españoles y por la que, miles de ellos, llegaron a dar su sangre y su vida, ahora, de un plumazo, era sustituida por otra que venía envuelta de un inequívoco espíritu ideológico y que teñía de espíritu político al que estaba destinado a ser el principal símbolo patrio. El general republicano Vicente Rojo, años más tarde, reconocería el gravísimo error de aquella sectaria y, sobre todo innecesaria medida: “… no nació del pueblo, sino de una minoría sectaria”; “… sólo consiguió dividir a España”; diría el ilustre general republicano.
Mientras todo esto sucedía, el Gobierno provisional seguía su proceder a golpe de innumerables Decretos que alimentaban la incertidumbre respecto del propósito de un Gobierno que aseguraba no lesionaría los intereses del conjunto de los ciudadanos. En esos días últimos días de Abril el Gobierno dirigió su mirada a los generales que habían colaborado directamente con la dictadura, así, ingresarían en Prisiones Militares los generales Berenguer y Enrique Marzo, ex ministro de la Gobernación (recordemos que uno de sus miembros llegó a ser Consejero de Estado, el socialista Largo Caballero al que, siendo partícipe de distintas conjuras y algaradas, nunca se le exigiría ningún tipo de responsabilidad); también serían objetivo del que era ya el nuevo titular de la Fiscalía, Ángel Galarza, el ex ministro Marqués de Hoyos o el que fuera director de la Dirección General de la Seguridad, Emilio Mola. El palio de las responsabilidades de la dictadura sería también aprovechado para llevar a cabo una nueva purga de elementos que pudieran ser incómodos para el nuevo régimen (el General Mola sería detenido para dar cuenta de las que fueron sus actividades represivas al frente del Departamento durante las algaradas estudiantiles y otras acciones contra el orden de las que, las ahora autoridades republicanas, fueron actores protagonistas en los meses precedentes), incluso, el que fuera ministro en distintos Gobiernos de la Monarquía, Juan de la Cierva, no escapaba a las pretensión claramente coercitiva e intimidatoria del Fiscal General. Estas detenciones, resueltamente gubernativas, no cesarían en ningún momento; desde la Fiscalía General, dirigida por el sectario enfermizo Galarza, se emprendería la búsqueda y captura del conocido empresario Juan March que, finalmente, sería detenido en la mañana del 29 de Abril; ¿su delito?, no haber participado ni colaborado económicamente con los sublevados de Diciembre (entre ellos, el propio Fiscal); Galarza no lo olvidaba y, encontrándose el empresario cerca de la frontera francesa, le sirvió como excusa para proceder a su apresamiento. El testimonio de Juan March unos meses después en la propia sede parlamentaria, sacaba a la luz los propósitos del que era el nuevo Fiscal General de aquella República:
«…que sepa la Cámara que ese Sr Galarza es el mismo que antes de hacer la Revolución, fue a visitar a un amigo mío y le dijo: Mira, te aconsejo que digas a March que tome, en relación con la Revolución, un procedimiento distinto hasta el que ahora ha seguido, porque hemos tenido que evitar ya dos veces que vinieran pistoleros a Barcelona a asesinarle, y si no cambia de conducta, su paradero será ese»; Diario de Sesiones, 5 de Noviembre de 1931.
Ese era el perfil del nuevo Fiscal del Supremo, el Fiscal General de la República, Ángel Galarza; aquel que de participar en una tentativa golpista y en la que había desarrollado todo tipo de procedimientos mafiosos y constitutivos de delito, se había convertido en la figura más representativa de la juridicidad republicana; ¿qué podía salir mal?.
Terminando aquel mes de Abril llegaba el turno del Ministro de la Guerra, Manuel Azaña, que ponía en marcha la Reforma Militar, una vasta y amplia reforma de la que destacaba la gran reducción a la que sometería a la oficialidad, que pasaba de 21.000 a 8.000 efectivos. Con esta Reforma del retiro voluntario Manuel Azaña “invitaba” a los militares desafectos al régimen republicano a pasar a la reserva ofreciéndoles e, incluso, respetándoles las retribuciones salariales que hasta ese momento percibían, una retribución que a partir de ese instante correría a cargo de las clases pasivas del Estado. Cierto es que era necesario reducir la enorme oficialidad del Ejército español, ahora, el resultante de todo ello sería un enorme agujero en las ya sufridas arcas públicas pues más de 10.000 militares se acogieron a ese retiro voluntario sin renunciar al disfrute completo de sus emolumentos salariales. No pocos de esos oficiales retirados aprovecharán su tiempo libre y la “gracia” republicana para en un futuro, y desde esa cómoda y ventajosa posición, poner en serios aprietos al régimen republicano. El Decreto, otro de tantos publicados en aquellos días, era de un enorme calado, infería de lleno en el fuero militar e implicaba a miles de militares por lo que, de nuevo, rebasaba las competencias y facultades de lo que era, recordemos, un Gobierno provisional; Decretos y proyectos de esa magnitud debieron haber aguardado a la apertura del Parlamento (prevista para dos meses después), a la acción depurativa y fiscalizadora de la soberanía, pero se eligió la precipitación y la arbitrariedad en medidas que debieron ser producto de un amplio y sereno debate parlamentario; al fin y al cabo, lo que pretendía Azaña era llevar a cabo un proceso de depuración del Ejército y para ello, no había mejor forma que realizarlo sin la incómoda y sufrida fiscalización de un Parlamento.
Esta reforma que afectaba al Ejército no era la primera medida adoptada contra sus integrantes; días antes, el 22 de Abril, el Gobierno provisional había promulgado otro Decreto que establecía la obligatoriedad para los oficiales y jefes militares de prestar lealtad a la República en un plazo máximo no superior a cuatro días, de no hacerlo, serían separados del servicio activo. Así decía el Decreto:
«La revolución del 14 de Abril que por voluntad del pueblo ha instaurado la República en España, extingue el juramento de obediencia y fidelidad que las fuerzas armadas de la nación habían prestado a instituciones hoy desaparecidas».
La lectura del propio Decreto dejaba claro que aquella República fue producto de una revolución: “La Revolución del 14 de Abril”, luego no se ajusta a la realidad que a continuación se diga que la voluntad del pueblo “ha instaurado la República en España”. Las revoluciones, rara vez tienen conformidad con los resultados de las urnas, y es que la expresión del pueblo, la voluntad popular, es herramienta esencial de las democracias que no de las revoluciones; si hubiera sido por esa voluntad del pueblo aún seguiría vigente la Monarquía puesto que, el número de votos totales le otorgaba un triunfo sin paliativos. Lo que resulta ciertamente “sorprendente” es la exigencia con la que entonces exigían lealtad y adhesión a una oficialidad a la que, en los años precedentes, coaccionaron y extorsionaron para que participara en sus numerosas tentativas conspirativas; ahora, llegada y victoriosa la revolución, esta no permitía un solo paso en falso a una institución militar que había sido sistemáticamente coaccionada para sus fines y propósitos. La depuración en el Ejército tendría continuidad en los meses siguientes a través de las distintas reformas dictaminadas por el que era el titular de la cartera de la guerra, Manuel Azaña.
Había otros síntomas que hacían inevitable cuestionar el carácter liberal de aquella República; el 28 de Abril, el Ayuntamiento de Madrid y en la que era su primera recepción oficial recibía a los delegados de la Federación Sindical Internacional, y como acto “protocolario” se decidía por hacer sonar los acordes de la Internacional en el salón de plenos municipal: “España camina hacia el socialismo”,
diría orgulloso El socialista en su número del 29 de Abril. Pedro Rico era el alcalde de la capital, miembro de la conjunción republicano-socialista, un representante de la izquierda burguesa que, desde un principio, estableció perfecta sintonía con los socios socialistas.
Tras dos semanas de relativa calma, una ver sofocada la rebelión en Cataluña (de aquella manera…) y apaciguados los sucesos de Sevilla, el mes de Mayo echaba a andar con algunos brotes de nuevos incidentes y ocurridos a propósito de la celebración del 1 de Mayo, la primera fiesta del Trabajo de la República. Barcelona y Bilbao sufrirían el rigor de los excesos de elementos relacionados con el comunismo que aprovechaban los fastos de aquel día para hacerse notar y dar a conocer sus propósitos resueltamente revolucionarios; además de esas violencias (en Barcelona sería asesinado un agente de la Seguridad local y resultaron heridos numerosos obreros), se dieron a conocer manifiestos y circulares que defendían una acción de fuerza contra los intereses de la Iglesia: “Incautación de los capitales del Clero, anular todos los trabajos que tienen en contrata a las Órdenes religiosas, que los obreros admitan en sus fábricas a un 15% de obreros más que actualmente, ocupación de los terrenos dedicados a cotos y lugares de distracción para entregarlos a los obreros”; estas serían algunas de las peticiones y sugerencias defendidas en aquellas proclamas por unos acólitos del comunismo que hacían gala y exhibición pública de todo tipo de simbología comunista, manifestaciones en las que, por cierto, vivamente participaron casi todos los miembros del Gobierno provisional republicano. Aquel 1 de Mayo se celebraron algunos mítines de simbología comunista en distintas ciudades españolas, en algunos se dirigieron duros ataques a la recién nacida República; sin embargo, el que era el Gobierno provisional y a través de órganos como la Fiscalía dirigirá todo su interés e impulso a vigilar y fiscalizar la vida y obra de los elementos del monarquismo, mientras así procedía, apenas molestaría a los que, pública y descaradamente, y desde las primeras horas del nacimiento de aquella República, hicieron de la ostentación revolucionaria su manera de expresión en las distintas manifestaciones prorrevolucionarias y violentas que tanto daño harían a la propia República. En la celebración del 1 de Mayo ya se tuvo conocimiento de los propósitos de esos agitadores del orden que fijaban el centro de sus iras en la Iglesia; la “paz” republicana tenía los días contados ante la pasividad de unas autoridades que seguían más pendientes de lo que los divididos, y más aún, desorientados monárquicos pudieran hacer o planear de cara a la decisiva cita electoral de Junio:
«Ayer los comunistas perturbaron la fiesta del Trabajo en algunas localidades. La táctica es esa, mantener la inquietud, agitar las aguas y sacar lo que se pueda del río revuelto».
Esto se decía en el editorial del diario monárquico La Nación el 2 de Mayo; transcurridas apenas dos semanas de República se podría asegurar y hasta confirmar que no se había producido una sola provocación significativa del lado del monarquismo, los primeros enemigos y agitadores del orden público nacían de la propia izquierda más extrema republicana que creían ver en aquella República el puente para alcanzar su fin último, el triunfo de una revolución de corte soviético. Sin embargo, como he referido, las miradas represivas del régimen se centraban, casi en exclusividad, en los elementos monárquicos, sea cual fuese su condición, a ese fin respondería el incomprensible nombramiento de uno de los políticos más sectarios de aquellos años, Ángel Galarza. Galarza, unos días antes, el jueves 30 de Abril, había presentado dos nuevas querellas en el Juzgado de guardia contra los generales Federico Berenguer y Alfredo Coronel; el Fiscal republicano parecía ajeno a otro tipo de sucesos completamente abstraído por la purga que ejercía desde el sitial de la Fiscalía. Lo que decía el editorial de El Socialista en su número del día 2 de Mayo, ilustraba la deriva de esa República que, sin haber cumplido el mes de vida, hacía ya guiños al socialismo: “Resurgimiento magnífico. España, por la República y el Socialismo”.
La ejecutoria del Fiscal contra los monárquicos no era accidental ni respondía a un hecho puntual, esa depuración se pretendía llevar a cabo en todos los órdenes y reflejaba una conducta propia de las que eran las magistraturas del nuevo régimen; el 4 de Mayo, el Ministro de Hacienda del Gobierno Provisional, el socialista Prieto, hacía unas manifestaciones en Bilbao que ilustraban las enormes dificultades que habrían de encontrar los monárquicos en esa nueva andadura republicana; el ministros socialista consideraba “muy peligroso” que los elementos monárquicos se sumarán a la República o que pudieran participar en ella. Contrasta el sectarismo y el sesgo ideológico de los nuevos próceres republicanos con lo que defendieron, décadas atrás, algunos de los más significados protagonistas de la primera República; recordemos que, uno de sus Presidentes, Nicolas Salmerón, afirmaría: “¡Aquí no hay distinciones. Que vengan los adversarios a nuestros brazos!”. Los monárquicos verán como diariamente se retiraba todo tipo de simbología dinástica y palatina de las calles y edificios públicos, sin desmayo, cuando durante la Monarquía, y a pesar del combate y la afrenta constante del republicanismo, no fueron pocas las calles de ciudades españolas que adoptaron nombres de notables figuras republicanas, por no decir de la gran cantidad de monumentos erigidos a sus más significados representantes; estaba claro que los monárquicos no iban a ser tratados con esa misma reciprocidad y benevolencia.
Muy pronto iba a implosionar lo que ya se intuía por la propia acción y ejecutoria de las autoridades republicanas; la entrevista que Don Alfonso ofreció desde su exilio parisino el 5 de Mayo al ABC (a su director, Ignacio Luca de Tena) daría un nuevo impulso a las aspiraciones monárquicas, producto de ella, surgiría la formación de una Junta Monárquica que nacía con la intención de presentar una candidatura a las trascendentales elecciones de Junio; sin embargo, los sucesos posteriores significarían un punto de no retorno para la República. En efecto, nada volvería a ser igual tras los trágicos sucesos que tendrían lugar unos pocos días después; el Rey Don Alfonso, en aquella interviú, dejaba clara su posición respecto al papel que los monárquicos habrían de jugar dentro del régimen republicano: “estricto acatamiento al poder constituido”. Así, aquel 5 de Mayo se anunciaba la apertura de un centro social, el Círculo Monárquico Independiente, sito en la Calle Alcalá nº 67 de Madrid, y que nacía con el propósito de conseguir nuevos afiliados para lo que debía ser la formación de un partido monárquico de cara a la cita electoral de Junio. Se daba a conocer la fecha de esa reunión (10 de Mayo) en la sede del referido Círculo Monárquico y cuyo punto principal sería la constitución de una Junta directiva que se encargase de todo el proceso previo electoral. Los monárquicos, tras la publicación de aquella entrevista con el Rey, decidían dar un paso al frente al anunciar su propósito de presentar formalmente una candidatura ante tan decisiva cita electoral. Decir que, esta reunión, prevista para el domingo 10 de Mayo, contaba con el absoluto beneplácito del Gobierno; no en vano, el que era Director General de Seguridad, Carlos Blanco, había dado su plena conformidad. La premura de esa iniciativa era evidente dado que, en aquel momento, ya se desarrollaban los primeros preparativos electorales, así, para el 9 y 10 de Mayo estaba previsto acometer la rectificación del Censo electoral (para subsanar cualquier tipo de error) que, a través de su herramienta habitual, un Decreto publicado el 25 de Abril, el Gobierno provisional había dado a conocer.
Creo interesante que, ante los trágicos sucesos que estaban por venir, y en los que la Iglesia sería la gran damnificada, podamos ofrecer unos datos previos respecto de lo que era la posición de la Iglesia en la cuestión del régimen y que nos ayuden a contextualizar mejor aquel momento previo a los dramáticos sucesos. El 24 de Abril, Federico Tedeschini, el Nuncio apostólico español enviaba una nota dirigida a todos los miembros de la Iglesia (prelados, sacerdotes, fieles) solicitando el acatamiento a todos los poderes recientemente constituidos y a fin de asegurar el mantenimiento del orden y el interés común; días después, en las pastorales del 30 de Abril, se insiste en ese acatamiento al nuevo régimen republicano y a sus distintas autoridades. En los días 4 y 5 de Mayo, algunos obispados daban a conocer nuevas pastorales en las que, de nuevo, se dejaba claro el acatamiento de la Iglesia al Poder constituido; los obispos de Ávila, Oviedo, Madrid-Alcalá y otros tantos publicaban pastorales que, dirigidas a los fieles, les conminaban al debido acatamiento a las nuevas autoridades y al régimen, lo hacían en cumplimiento de las sugerencias de la Santa Sede que, tras la proclamación de la República, creía oportuno dar a conocer al conjunto de los feligreses españoles y con el fin de normalizar las relaciones entre la Iglesia española y el nuevo régimen republicano; es decir, la Iglesia, en aquellos días (antes ya lo había hecho) se mostraba servil y casi sumisa a un régimen que, ya en los días previos y a través de distintas disposiciones, había inferido en no pocos asuntos que afectaban de lleno a sus intereses, medidas fundamentadas, principalmente, en el laicismo estatal, disposiciones que afectaban en mayor o menor grado a distintos postulados eclesiásticos, como la supresión de las órdenes militares, la prohibición de la participación Oficial en los actos religiosos o la conclusión de las exenciones tributarias de la Iglesia. Insisto, pese a todo ello, una parte no precisamente pequeña del Clero que, años atrás, ya había tenido algunas rencillas con la Monarquía, seguiría defendiendo y dando su total beneplácito al nuevo régimen republicano. Todas estas pastorales, publicadas en apenas dos semanas, resultarían determinantes de lo que era el desinteresado apoyo que, en general, la Iglesia y el Clero, ofrecían al nuevo régimen.
Dentro de este contexto y respecto de ese acatamiento de la Iglesia hay que decir que, cierto es que las relaciones se empiezan a desviar de ese inicial propósito cuando el 1 de Mayo, el Cardenal Primado de Toledo, Pedro Segura, publicaba una controvertida pastoral: “Deberes de la hora actual”; trataba de advertir de la grave situación del momento y de su preocupación por el advenimiento del nuevo régimen republicano y, sobre todo, hacía pública su decidida defensa de la Monarquía y, en especial, de la figura del Rey, Alfonso XIII; esta última declaración de expresa adhesión a la figura del Rey le iba a enemistar a las instituciones y autoridades republicanas. Así, la reacción del Gobierno provisional no se haría esperar, seria “invitado” a dejar el Arzobispado de Toledo e, incluso, días más tarde, a abandonar a España. Pese a esa declaración de intenciones de las magistraturas republicanas, el 9 de Mayo, un día antes de los sucesos relacionados con la quema de Conventos e Iglesias, el Cardenal primado protagonizaba en Toledo otra declaración en la que llamaba a la unidad de los católicos para que, en las próximas elecciones a Cortes Constituyentes del mes de Junio, fuesen consecuentes con su voto y facilitaran el acceso al futuro Parlamento de candidatos que defendiesen los intereses del catolicismo; qué duda cabe que estas declaraciones no ayudaron a apaciguar unos ánimos que, apenas 24 horas después se desatarían en una espiral de violencia que marcaría definitivamente el turbio porvenir de aquella República.
“La discordia religiosa puede destrozar muchas cosas en España. Y en esa lucha, no sería un Gobierno quien más tardara en hacerse pedazos”; esto decía el editorial de La Nación ese mismo día 9 de Mayo; ya se advertía del peligro que conllevaba lesionar, intencionada y arbitrariamente, los sentimientos católicos en un país donde, pese a lo que se pudiera decir, seguía siendo mayoritariamente católico. Decir que, ese día 9, se publicaría un nuevo Decreto en la Gaceta por el que se establecía la libertad religiosa en las escuelas. El Decreto llevaba la firma del Ministro de Instrucción Pública, el socialista y decidido anticlerical Fernando de los Ríos, así rezaba la disposición: “La instrucción religiosa no será obligatoria en las escuelas primarias ni en ninguno de los demás centros dependientes de este Ministerio” (seguramente, las manifestaciones del Cardenal de Toledo, aceleró la publicación de este Decreto que llevaba el sello de un declarado enemigo del clericalismo). Los acontecimientos se precipitarían; el Cardenal primado de Toledo, Pedro Segura, sería llamado a consultas a Roma el 13 de Mayo, día que sale de España. No lo hará solo, en ese mes de Mayo, otros obispos serán también “invitados” a hacerlo; el de Vitoria y el de Málaga seguirían el mismo camino.
Las nuevas autoridades republicanas daban pasos hacia una trinchera puramente ideológica, poco a poco, distintas zanjas ideológicas iban dinamitando aquel espíritu liberal con el que aseguraron vendría la República; la prohibición de todo tipo de símbolos monárquicos o los cada vez más lesivos decretos promulgados contra los intereses de la Iglesia, parecían dirigidos a perimetrar la libertad de movimientos de los católicos y monárquicos dentro del régimen republicano. Para ilustrarlo, aquí lo que se decía en primera página de El Socialista, en su editorial, el 6 de Mayo:
«España es de todos los españoles; pero la República, hoy por hoy, es y debe ser únicamente de los republicanos probados que le han dado vida».
Cuatro días después, el 10, así respondía ese mismo diario a un editorial de La Época en el que, bajo el epígrafe: “La dictadura republicana”, se denunciaba el camino dictatorial que había emprendido la recién nacida República:
«Va a ser necesario implantarla para acabar con el caciquismo monárquico. Estos réptiles se empeñan en ir emponzoñando la vida española, y no va a ver más remedio que aplastarlos de una vez».
“…aplastarlos de una vez”; en estos términos se expresaba el socialismo cuando no se había llegado a un mes de vigencia de la República. Por su parte, en el editorial del diario La Época: “La dictadura republicana”, del día 9, se decía, entre otras cosas, lo siguiente:
«Hombres justos —al menos en la intención—, reconocemos que en un cambio de régimen hay que esperar siempre trastornos; reconocemos también que no faltan hombres de recto deseo en el Gobierno; pero ha pasado a éste lo que pasó al de Primo de Rivera y por su ideología y contextura especial, con más fatales consecuencias. Ha desvanecido al Gobierna de la República su poder dictatorial y ha empezado a usarlo hasta el abuso. Desgraciadamente, el Gobierno ha hecho todo lo contrario. Cada, ministro se ha erigido en dictador de su departamento, y al lado de ejemplos plausibles cómo él del Sr Prieto diciendo que él no creará un solo tributo ni destruirá una fuente, de Ingresos, ni acometerá el problema de la estabilización sin él concurso del Parlamento, y el del Sr. Albornoz, diciendo que el Estatuto ferroviario será obra de las Cortes, nos hallamos con una serie de decretos vertiginosamente vomitados después de cada Consejo de Ministros, que tocan a las más visibles entrañas nacionales y convierten en un mito todo el orden jurídico por nosotros propugnado. El poder dictatorial atrae a los hombres de la República con más frenesí que atrajo a los del Directorio, y así va España viviendo, presa de inquietudes, sometida al desasosiego constante de las páginas de la «Gaceta» y a, las ideas que germinan en los cerebros de los ministros. No es esto democrático, ni liberal, ni jurídico».
Destaco este editorial porque me parece muy relevante respecto a lo que estaba sucediendo en aquellas atropelladas y tan perturbadoras semanas en lo que parecía ser el inicio de un proceso inequívocamente revolucionario y que se prestaba a dictar todo tipo de decretos completamente ajenos al debate parlamentario; en efecto, un Gobierno que decía ser provisional, esto es, que aguardaba al refrendo de lo que pudiera decir una consulta popular, dictaba normas, reglamentos y leyes de todo tipo y condición para darlas carácter indefinido, así, su provisionalidad no estaba en consonancia con sus actos que se dictaban con el propósito de ser solución última y definitiva; por tanto, no nos equivocamos si decimos que la arbitrariedad y la manifiesta irregularidad, lejos de ser hechos puntuales, se convertirían en la conducta habitual de un Gobierno que se ejercitaba como si ya contase con el total refrendo y sustento de la opinión pública. Aquel Gobierno procedía a golpe de Decreto sobre materias muy sensibles, desde la religión, la enseñanza, la territorialidad y tantos otros asuntos que no debieron escapar jamás al fuero parlamentario. Sin duda, la nueva política no era aquella prometida política reparadora y regeneradora de los vicios de la vieja, al revés, en el transcurso de los días, los vicios de aquella vieja política liberal parecían juegos de niños comparados con los actos arbitrarios del que era un Gobierno interino, provisional; y esto no era nada más que el principio de lo que estaba por venir…
Este era el ambiente a 24 horas de los trágicos sucesos del día 10 de Mayo; los republicanos y los socialistas, poco a poco, empezaban a mostrar su verdadera cara, sus intenciones de hacer muy pequeño el espacio de aquella República para cualquier tipo de disidencia, para los que no veían en ella aquella panacea de la libertad y de la política regeneradora con la que advino. La República, a base de multitud de decretos promulgados en Consejos de Ministros de lo que era, todavía, un Gobierno provisional, cercenaba arbitrariamente los derechos y libertades de millones de españoles; así las cosas, la calle Alcalá número 67 de Madrid habría de ser el lugar donde esa disidencia concentraría la suma de sus voluntades y esfuerzos en lo que debía ser el nacimiento de un nuevo movimiento nacional, allí, monárquicos y católicos estaban citados con el fin de orientar su voto de cara a la decisiva cita electoral de Junio.
Bien, una vez dibujado y clarificado el contexto sobre la postura de la Iglesia respecto del nuevo régimen, es el momento de analizar lo ocurrido en el histórico 10 de Mayo de 1931, día en el que acabaría para siempre la paz social en la recién proclamada República. “Insensatas provocaciones de los monárquicos”; este era el titular de El Socialista del 12 de Mayo de 1931, 24 horas después de los trágicos sucesos y cuando aún no se había logrado apagar el fuego de muchas Iglesias y Conventos. Veamos si, lo que ha sido una de las mayores tragedias de nuestra historia, fue tal como entendió y relató el diario oficial del socialismo.










MAYO 1931: LOS TRÁGICOS SUCESOS DE LA QUEMA DE IGLESIAS
«Todos los conventos de España no valen la vida de un republicano».
Manuel Azaña, Ministro de la Guerra; 11 de Mayo de 1931.
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Domingo 10 de Mayo de 1931; tras ser asaltados el Círculo Monárquico Independiente y el edificio del Diario ABC, las turbas se dirigirán a la Puerta del Sol (imagen); allí promoverán nuevos incidentes y que serán la génesis de lo que ocurriría unas horas después, en la mañana del 11 de Mayo, con los incendios de numerosas Iglesias y Conventos de Madrid.
Estas fueron las palabras del que era Ministro de la Guerra durante la agitada y convulsa mañana del 11 de Mayo, momento en el que ya ardían decenas de conventos e iglesias en la capital de España. Sus palabras eran la respuesta a los deseos del Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, de enviar a la mayor presteza posible a más efectivos de la Guardia Civil y con el propósito de proteger los edificios religiosos, perfectamente conocedor que, desde el Ateneo, se había pactado promover desórdenes aquella mañana y entre los que se incluía la quema de edificios religiosos.
En mi anterior trabajo, Diario de un Fracaso, llevé a cabo un exhaustivo análisis de todos y cada uno de los sucesos acaecidos en los días 10 y 11 de Mayo, por lo tanto, aquí me centraré y detendré brevemente en algunos aspectos de estos y con el propósito de hacer la mejor fotografía posible de lo ocurrido y, sobre todo, para conocer y dar foco a quien estuvo detrás, que finalidad se persiguió y que es lo supuso para la vida nacional una tragedia de esa magnitud.
11:30 horas del domingo 10 de Mayo de 1931, calle Alcalá nº 67, Madrid; empieza la reunión de la Junta del Círculo Monárquico. El Círculo contaba, apenas transcurrida una semana desde su anuncio, con veinte mil socios, es decir, pese a lo que habitualmente se ha sostenido, el monarquismo seguía teniendo una fuerza muy representativa en lo que era ya una situación tan desventajosa para sus intereses. Tras su cita con el Rey Alfonso XIII en París en días pasados, el director de ABC, Ignacio Luca de Tena, había conseguido la autorización de éste para promover una iniciativa destinada a configurar una candidatura monárquica de cara a la cita electoral de Junio, de esta forma, nacía el Círculo Monárquico Independiente; aquel domingo se pretendía elegir la Junta Directiva del nuevo partido. Durante la reunión, uno de los tres hermanos Miralles (conocidos correligionarios y fieles del monarquismo) haría sonar a gran volumen en un gramófono los acordes de la Marcha Real; estos acordes se harían notar en la calle Alcalá que, estando a la altura del Retiro, coincidía con la salida de muchos paseantes que regresaban de un concierto de la Banda Municipal de música en dicho parque madrileño. Decir también que, el Director General de Seguridad, Carlos Blanco (que había autorizado la reunión) en declaraciones posteriores, afirmó que algunos de los socios, al mismo tiempo, salieron al balcón profiriendo gritos en favor del Rey y de la Monarquía, una circunstancia que esgrimía como la causa de los episodios posteriores (cuántas veces, me pregunto, se dieron vítores a la República y mueras al Rey durante la Monarquía sin que estos fueran replicados sin violencia de ningún tipo…). De esta forma, la Marcha Real junto a algunos vivas al Rey fueron escuchados por esos transeúntes que pronto empezaron a aglomerarse en torno al portal número 67 de la Calle Alcalá. La agitación crecía al tiempo que lo hacían los gritos contra el Rey; en un momento determinado, haría acto de presencia un taxi junto al portal del que se bajaron dos ocupantes que, al escuchar los vivas al Rey, correspondieron con sendos vítores al monarca y a la Monarquía. Según algunos testigos, en ese momento, el chófer del Taxi, un tal Francisco Hurtado Vivancos, respondió a esos vítores con vivas a la República lo que provocaría el enojo de uno de sus clientes que le golpeaba por la espalda; esto sería el pistoletazo de salida para los posteriores y gravísimos incidentes. Se correría la voz, intencionadamente, de que el taxista había sido asesinado por los socios del Círculo Monárquico Independiente, circunstancia que agravaría exponencialmente lo que, en un principio, no era más que otra revuelta de las que se venían produciendo en algunas de las calles de España. Intento de agresiones, insultos, lanzamiento de piedras, incendio de los vehículos de los socios del Círculo (fueron completamente quemados tres vehículos); el Circulo Monárquico de repente se encontraría rodeado por cientos de transeúntes exaltados y agitados por lo que creían era una provocación de los monárquicos; fueron muchos los incidentes hasta que, finalmente, hizo acto de presencia la Fuerza Pública. La tardanza en la llegada de los efectivos de la Guardia Civil hizo que, a su llegada, los desmanes y los sucesos se encontrasen en una fase avanzada, el Gobierno provisional de nuevo se mostraba reacio a utilizarla contra el pueblo. Sólo se pudo tranquilizar los ánimos cuando un miembro de la Fuerza Pública hizo aparición desde unos de los balcones del edificio asegurando a la muchedumbre que los socios del Círculo serían puestos a buen recaudo policial.
La llegada de la Guardia Civil, tardía, sirvió al menos para proteger la salida de los socios que, pese a su protección, fueron agredidos por la multitud (el ex Ministro de la Gobernación, Leopoldo Matos, estuvo a punto de ser linchado). Los ya graves sucesos de la Calle Alcalá no acabarían allí, la exaltada muchedumbre, en la que ya era notoria la presencia de elementos socialistas y comunistas, dirigiría sus pasos al cercano edificio del ABC, en la Calle Serrano; siendo domingo, apenas había trabajadores en su interior. La masa exaltada intentó quemar el edificio, se oyeron incluso disparos y se produjeron tres fallecidos junto a diversos heridos de distinta consideración; de nuevo, la llegada a destiempo de la Guardia Civil hizo imposible evitar los trágicos sucesos:
«Surgieron dos nuevas patrañas: una, que los autores de las muertes habían sido los hermanos Miralles, disparando sus pistolas detrás de los árboles; otra, la de las flechas envenenadas que, según dijeron al día siguiente los periódicos del corro, se habían arrojado desde las ventanas contra el pueblo indefenso».
Estas palabras son autoría del director del ABC, Ignacio Luca de Tena, los “fake news” de la época agravaron los ya de por sí trágicos sucesos al extenderse el rumor de que eran los monárquicos quienes los provocaban; así, los que estaban siendo asaltados pasaban a ser los verdugos de un relato que nada tenía que ver con la realidad de lo sucedido; en efecto, los monárquicos, estaban siendo coaccionados y corrían el peligro de ser linchados por una masa que no aceptaba que un grupo de monárquicos pudiera ejercer su libre derecho de reunión que, previamente, había sido autorizado por el Director General de Seguridad, Carlos Blanco. ¿Qué se buscaba?, ¿Qué se pretendía?; una reunión asamblearia y autorizada por el Gobierno, cuyos miembros no realizaron ni protagonizaron acto lesivo alguno contra el derecho o el orden público, era señalada como foco de una revuelta insurreccional contra el régimen; sin embargo, los hechos, la cadena de sucesos de esas 24 horas, demostraban que serían otros quienes promovieron todos estos incidentes y que nada de lo que sucedía parecía ser casual. Tras los registros que la Policía realizó en el salón donde se reunieron los miembros del Círculo Monárquico, sólo se encontró el referido gramófono en el que se hizo sonar los acordes de la Marcha Real, discos de gramófono “impresionados con la marcha real”, banderas y unos “extraños aparatos eléctricos de uso desconocido” junto a listas de cotizantes “con cantidades que oscilan entre 50 y 5.000 pesetas”; ese era el “arsenal bélico” en poder de los “insurrectos” monárquicos.
También se corrió el rumor que desde el edificio del ABC en la calle Serrano se habían realizado disparos (recordemos que, siendo domingo, apenas había trabajadores en su interior). Esos rumores malintencionados consiguieron su propósito, movilizar e incendiar los espíritus de una masa que se decidía a prolongar la algarada. Así, sobre las 18:00 horas (casi siete horas después de la reunión de los monárquicos) esta decidía proseguir sus protestas y sus violencias dirigiéndose a la Puerta del Sol. Las coacciones y las agresiones la sufrirían los tranvías y el quiosco del diario de las derechas El Debate, que sería incendiado por los violentos; como he referido, en aquellos momentos la presencia de elementos agitadores, socialistas y comunistas, resultaba ya más que evidente. En la Puerta del Sol, una representación de estos accedía al Ministerio de la Gobernación para parlamentar con el ministro, Miguel Maura que, inútilmente, había salido minutos antes a uno de los balcones del Ministerio para intentar apaciguar los ánimos. La representación de los revoltosos exigiría responsabilidades por las extralimitaciones de una Fuerza Pública que, si por algo pudo ser juzgada fue, precisamente, por su manifiesta pasividad ante unos sucesos de esa magnitud, además, exigían actuar contra “los causantes” de los desmanes, los monárquicos. Es decir, los asaltantes, los violentos, exigían a la autoridad actuar contra los que, libre y legítimamente se habían procedido dentro del orden y la legalidad. Así, durante la madrugada (alrededor de la media noche), un joven, habitual en las reuniones del Ateneo y afín a los movimientos comunistas, el abogado José Antonio Balbontín, salía al balcón del Ministerio de la Gobernación y, hablando en nombre del Ateneo de Madrid (una Comisión de esta había accedido al edificio del Ministerio) daba a conocer los puntos que se le habían propuesto al ministro: “Desarme de la Guardia Civil, dimisión de Don Miguel Maura, Ministro de la Gobernación, anulación de las publicaciones que van contra la vida de la naciente República, expulsión de las Órdenes religiosas”; esto es, exigencias que eran las que habitualmente se escuchaban dentro de las paredes del Ateneo y que el público presente en la Puerta del Sol escuchaba entre jubilosos aplausos. Balbontín, un “socio” habitual de algaradas y provocaciones, comunicaba a viva voz a los allí congregados, y en entre otras cosas, que el Gobierno había destituido al Teniente Coronel de la Guardia Civil (al que acusaba de haber disparado contra el pueblo), que habían hecho llegar al Gobierno ciertas extralimitaciones de los Obispos comprometiéndose a tomarlas en consideración y, además, tenía tiempo para enviar un mensaje a las masas y a las que trataba de hacer creer que el Gobierno se había visto “sorprendido” por la puesta en libertad del General Berenguer (horas después volvería a ser detenido). Estaban claros los que eran sus propósitos aprovechando el momento de caos absolutamente desbordado.
Nada nuevo que este tipo de sugestiones fuesen una iniciativa nacida del Ateneo (Primo de Rivera suspendió sus actividades al considerarle uno de los principales estandartes de la acción y agitación revolucionaria); ahora, proclamada la República, se les presentaba la perfecta ocasión para llevar a cabo aquello que durante los años precedentes proclamaron muchos de sus miembros y socios. No era desconocido que los miembros del Ateneo habían lanzado todo tipo de proclamas contra la Iglesia y que, en las semanas precedentes, se habían difundido, junto a elementos comunistas, pasquines ciertamente amenazantes contra esta. Nada era casual, la reunión de los monárquicos juntaba en las calles a comunistas, socialistas y ateneístas, una conjunción revolucionaria que no podía dejar pasar la oportunidad de echar toda la carga punitiva y reaccionaria contra la que iba a ser la principal disidencia contra el régimen republicano, el monarquismo que, ese día, recordemos, se reunía para hacer pública su acta fundacional. No lo conseguirían; y ese es el propósito que se persiguió en aquellas fatídicas horas y que continuaría en las siguientes semanas.
No sólo acudió al Ministerio el referido José Antonio Balbontín en la compañía de otros miembros de la Comisión del Ateneo de Madrid; horas más tarde, sobre las 12:30 de la mañana del día siguiente, 11 de Mayo (cuando ya ardían algunos edificios religiosos en Madrid), el mecánico del Ejército Rada (compañero de aventuras conspiratorias del Comandante Franco) accedía al Ministerio junto a decenas de ciudadanos y en representación de los miles de manifestantes en la Puerta del Sol; lo hacían portando una gran bandera en la que se podía leer: “Justicia y responsabilidades para Mola y Berenguer. Destitución de la Guardia Civil”. Sus propuestas eran muy similares a las que hicieron llegar a Maura unas horas antes los representantes del Ateneo, en esta ocasión, era el Ministro de Instrucción Pública, el socialista Fernando de los Ríos quien les recibía: disolución y desarme de la Guardia Civil, destitución del Ministro de la Gobernación, Miguel Maura (le acusaban de haber autorizado a disparar a la Guardia Civil desde el edificio del ABC contra el pueblo), creación de un Tribunal Revolucionario del pueblo, incluso, se llegaría a pedir la liberación Abd el Krim… Serenidad y confianza fue la respuesta del ministro que aseguraba que el Gobierno estaba persiguiendo y poniendo a disposición judicial a los alborotadores, los monárquicos, que también se estaba investigando lo ocurrido en el edificio del ABC y que se había hecho ingresar, de nuevo, al General Berenguer en Prisiones Militares. Por todo ello, les pediría confianza en la acción del Gobierno y que pusieran término a la manifestación de la Puerta del Sol; así lo haría el mecánico Rada junto a los casi 200 manifestantes que accedieron al Ministerio. Parecía quedar muy claro cuál iba a ser el propósito de los que formaban parte del Gobierno Provisional; a la decisiva cita electoral de Junio algunos iban a tener ciertamente complicado acudir, el Gobierno tomaba partido descaradamente por los asaltantes, por los perturbadores del orden haciendo recaer la acción punitiva de la justicia sobre los que habían sufrido las coacciones y las violencias. Los monárquicos, desde aquel momento, iban a tener que vivir en una muy difícil clandestinidad dentro del régimen republicano. Decir que, muy pocas horas después de esta “cita” con los representantes de las turbas, el Fiscal General Galarza, en torno a las 3 de las tarde ese lunes 11 de Mayo, decretaba la detención del General Berenguer, del ex ministro Leopoldo Martos y de todos los ex ministros de la dictadura que pudieran estar presentes en Madrid en aquel momento; además, se procedía a la incautación del diario ABC, incautación que se hacía visible y pública a través de un gran cartelón en su fachada que decía: “Incautado por el Gobierno”.
Interesa añadir una nota que los redactores del ABC enviaron a algunos diarios para que la dieran a conocer, el 13 de Mayo era publicada en La Nación; aseguraban que en el momento que se produjo el asalto de las turbas al edificio apenas se encontraban cinco trabajadores del diario:
«…apenas el personal de custodia, como sucede todos los domingos, en la planta baja, un portero, que no puede apartarse de su puesto, en el piso segundo, un telefonista, que tampoco puede abandonar la centrar a su cargo, y en el servicio de vigilancia de los talleres, dos obreros. Estos cinco empleados, sin armas, que tampoco hubieran podido usar para el exterior, son todo el ejército formidable que el ABC tiene organizado para defender su casa en los días más peligrosos, en los más propicios al ataque. Había también allí alguna fuerza de Guardia Civil, no sabemos cuanta. Lo que la guardia haya hecho, lo que haya creído necesario hacer en su defensa o en defensa de vidas y propiedades, no nos compete ni tenemos que averiguarlo. Suponemos que constará en las diligencias».
Respecto de las armas encontradas durante el registro del edificio, la nota advertía que estas permanecían “…en los cajones de las mesas de Redacción y de Secretaría y en la caja de la Administración cinco pistolas pertenecientes a redactores o empleados, que las poseen con la licencia reglamentaria, registrada en la Dirección de Seguridad, y con cada pistola, un cargador intacto. El examen pericial demostrará que las armas no han sido estrenadas”; “…este es el terrible arsenal ocupado en la famosa fortaleza del ABC”. Como he referido anteriormente, nunca se pudo demostrar lo que los redactores del ABC denunciaban, que del edificio se hubiesen efectuado disparos y, menos aún, por alguno de los pocos trabajadores que en aquel momento allí se encontraban. Todo apuntaría a que la propia Guardia Civil, que se introdujo en el edificio, hubiese realizado algún disparo, circunstancia que tampoco se llegaría a confirmar completamente. Así pues, el debate giraba en torno a la palabra del Fiscal General Galarza y a la que daba pábulo la prensa afín, y la de los monárquicos y los trabajadores del ABC y, puestos a elegir, entre estos últimos y la credibilidad del infame Fiscal General, la sola duda ofende (esto es sólo opinión, y dudo mucho que pueda estar muy desviada de la realidad…)
Pues, en efecto, estos agitadores del orden público contaban con el apoyo de las nuevas autoridades republicanas que se negaron a ejercer represión alguna contra los verdaderos protagonistas de los desmanes, tanto que, la más alta figura de la juridicidad republicana, el Fiscal General de la República, el radical socialista Ángel Galarza, no dudaría un momento en aprovechar la circunstancia que se le ofrecía para dar un brusco giro al guion de los acontecimientos y con el único propósito de utilizarlos en favor de su causa que, no era otra, que dar luz verde a la persecución y procesamiento de los que habían sufrido más directamente las violencias y coacciones, los monárquicos (los verdaderos protagonistas y responsables de los desmanes, tras tomárseles declaración, buena parte de ellos serían puestos en inmediata en libertad). Dicho y hecho; durante aquella misma madrugada, mientras los agitadores seguían llenando la Puerta del Sol aguardando nuevas órdenes de los elementos dirigentes de la algarada (ateneístas y comunistas, principalmente), Galarza decidía registrar el edificio del ABC para posteriormente clausurarlo y procesar a su director, Ignacio Luca de Tena, que pasaría más de un mes en detención gubernativa y de la que sólo pudo librarse tras el pago de una cuantiosa fianza. El sectario Fiscal, un hombre sin escrúpulos y que era lo más alejado a lo que debía ser un ejemplar y respetable funcionario de la Justicia, iniciaba una verdadera caza de brujas contra los monárquicos a fin de que no tuvieran posibilidad alguna, ya no sólo de formar una corriente política de cara a la cita electoral de Junio, sino de llegar a tener alguna relevancia o personalidad propia dentro del nuevo régimen republicano. En las siguientes horas serían puestos a disposición judicial el referido Luca de Tena, los tres hermanos Miralles, Carlos, Luis y Manuel, que pasarían más de dos años en detención gubernativa en la Cárcel Modelo en espera de juicio y de la que saldrían sin cargos por falta de pruebas (se les pretendía acusar de ser los ejecutores de los disparos…), el duque de Hornachuelos, el ex ministro de la dictadura Galo Ponte, Fuentes Pila, Dámaso Berenguer, los vocales del Consejo de Guerra de Jaca, todos los miembros de la Junta directiva del Círculo Monárquico nombrada ese día 10 (Conde Gamazo, Federico Santander, Duque de la Seo de Urgel, Eduardo Covián, Francisco Sánchez Bayton, Antonio Bernabéu, Luis Garrido Juaristi, Conde de Quiroga y Julio Danvila), el Presidente de la Juventud Monárquica Independiente, Eduardo Vegas Latapié (castigado por el Gobierno a dos meses de reclusión en el castillo de Badajoz) junto a otras muchas relevantes y distinguidas figuras del monarquismo a las que se les acusaba, sin prueba alguna, de los sucesos de aquel fatídico día. El Fiscal Galarza, el 11 de Mayo, en la jornada que se desataría la quema de Conventos e Iglesias, declararía en el diario El Liberal que los disturbios del día anterior fueron premeditados “por los monárquicos con objeto de perturbar el orden en connivencia con los comunistas, confiando aquellos en que el Ejército reduciría después a los comunistas”. Consideraba que todo se había debido al viaje de Luca de Tena a París para entrevistarse con el Rey Alfonso XIII, por lo que llegaría a afirmar: “aunque no sea más que por esto, me querellaré contra Don Alfonso de Borbón, que a mi juicio, no es Rey de los españoles desde el 13 de Septiembre de 1923”. Es decir, el Fiscal, como he referido, buscaba cualquier nimiedad, cualquier excusa para activar la acción punitiva y represiva del Estado contra los monárquicos y, sobre todo, contra su principal figura, Don Alfonso de Borbón, una auténtica purga que se llevaba a cabo desde la propia Fiscalía republicana (Galarza, el mismo que denunció durante años los excesos y arbitrariedades de la vieja política…). Su propósito era claro, determinante; buscar e indagar sobre algún tipo de responsabilidad que hubiera podido tener o afectar al que fuera rey de España en los sucesos, unas responsabilidades que no iban más allá de apoyar el nacimiento de un movimiento monárquico que tuviera la oportunidad de presentarse, legítimamente, a la cita electoral proyectada para seis semanas después, como el propio Alfonso XIII expresó en su interviú con el director del ABC el 5 de Mayo. El Fiscal, sin haber escuchado a los que ya aquel 11 de Mayo estaban en la Cárcel Modelo, anunciaba que se querellaría contra todos ellos, contra los responsables de las dictaduras de Primo de Rivera y de Berenguer y contra los responsables del juicio sumarísimo de Jaca, es decir, se prestaba a dirigir un proceso resueltamente revolucionario desde del interior de las paredes de la Fiscalía republicana y contra toda disidencia republicana, sin emprender acción alguna, contra los verdaderos responsables de tan graves actos.
Al respecto, y a modo de breve paréntesis, referir un análisis muy personal que creo que, no estando muy alejado de la realidad, puede ayudar a explicar una cuestión que creo relevante. En las primeras horas, como he referido, el Fiscal Galarza emprendió una verdadera caza de brujas contras las principales figuras del monarquismo obviando las responsabilidades de los que eran los verdaderos protagonistas de los asaltos y violencias, sin embargo, el que en aquel momento era el Director General de Seguridad, Carlos Blanco (que, reitero, autorizó la reunión de los monárquicos), desde las primeras horas si emprendió una labor represiva y dirigida contra algunos de los verdaderos protagonistas de los trágicos sucesos, y con nombres y apellidos (José Luis Mateo Taboada, Joaquín Gómez López, Joaquín Sánchez Pérez, Valentín Pérez Vicario y otros muchos por distintos desórdenes y alborotos); a todos ellos, como era preceptivo, se les prestó la oportuna declaración policial (cosa que no se haría con los monárquicos detenidos). Esta labor policíaca, que bien hubiera podido esclarecer el fondo de todo aquel caos y anarquía, se detuvo pocos días después, justo coincidiendo con el atropellado nombramiento de Galarza como nuevo Director General de Seguridad (el 15 de Mayo) y es que, seguramente, la labor emprendida por Carlos Blanco no parecía ser la apetecida ni la deseada por las nuevas autoridades republicanas más empeñadas en otros propósitos de cara a las trascendentales elecciones a Cortes Constituyentes (y es que desde el mismo día del nombramiento de Galarza como Director General de Seguridad, serían puestos en libertad una buena parte de los agitadores); bueno, pues ahí dejo mi reflexión, a los efectos oportunos.
Los primeros detenidos por los sucesos del 10 de Mayo (sucesos previos a los del día 11, de la quema de Conventos e Iglesias), recibirían inmediatamente la notificación del auto de procesamiento por el que se acordaba su prisión incondicional (sin fianza) y el consiguiente procesamiento, muchos de ellos, serían encarcelados sin haber testificado en declaración indagatoria previa, es decir, sin ser oportuna y debidamente escuchados, sin demostración probatoria de delito alguno, de esta irregular forma ingresarían en prisión los que podríamos calificar como los primeros “mártires” del monarquismo; la juridicidad, aquella por la que levantaron sus voces (y las armas) en los años anteriores los próceres republicanos nacía muerta en aquella República que, desde aquel momento, se disponía a alzar un enorme muro ideológico entre los españoles. Así, en los siguientes horas, todas las asociaciones y corporaciones de color o matiz monárquico serían ilegalizadas o suspendidas; el Fiscal Galarza, en el curso del 11 de Mayo, a la vez que eran incendiados decenas de edificios religiosos en Madrid, cursaba al Juzgado la detención de los ex ministros de la dictadura y del General Berenguer, además, ordenaba la incautación del edificio del ABC por, y según su testimonio, haberse encontrado armas en su interior queriendo demostrar que los disparos salieron de ese edificio (nunca pudo probarse tal acusación). El partido monárquico que debió ver la luz aquel día, nunca lo llegaría a hacer, las principales figuras del monarquismo fueron puestas a disposición policial y posteriormente encarceladas impidiendo que los monárquicos tuvieran opción real alguna a presentarse a la decisiva cita electoral; de esta forma, una parte muy importante de españoles no pudieron expresar su verdadera voluntad en una de las citas electorales más trascendentales de la historia contemporánea de España, las elecciones del 28 de Junio de 1931, elecciones, recordemos, a Cortes Constituyentes.
En efecto, el principal responsable de esta auténtica caza de brujas no fue otro que el recién nombrado Fiscal de la República, Ángel Galarza, uno de los políticos más sectarios y mezquinos de cuántos hayan pisado suelo parlamentario español. Nadie debería dudar de que aquellos trágicos sucesos, tan evidentes en su génesis, los trató de aprovechar para su propio beneficio partidista; así, pocas horas transcurrieron cuando empezó otra purga que afectaba a los resortes del estamento judicial; Galarza suprimía el Consejo Supremo de Guerra y Marina que pasaba a formar parte del Tribunal Supremo (ese Consejo, días antes, había otorgado la libertad al General Berenguer, algo que no casaba con los propósitos del nuevo Fiscal de la República), gracias a ello, se constituiría una nueva Sala del Tribunal Supremo que sería integrada por cuatro nuevos magistrados y cuatro togados con la peculiaridad de que, todos ellos, eran elementos afines a los intereses del PSOE (este movimiento es clave, trascendental, pues, años después, este Tribunal Supremo sería el que no ejecutaría la petición de condena del Fiscal General Valentín Gamazo para Largo Caballero como promotor e inductor del Golpe de Octubre de 1934). Como premio a su acción represiva contra el monarquismo, fagocitado un movimiento que podía poner en serias dificultades los propósitos revolucionarios de los miembros de la conjunción republicano-socialista, el Fiscal, el 15 de Mayo, era nombrado Director General de Seguridad, figura dependiente del Ministro de la Gobernación y que tenía todo tipo de atribuciones y facultades para desarrollar la acción represiva y policíaca contra la disidencia monárquica o de las instituciones desafectas a la República, como lo sería la Iglesia, en la que también fijó su mirada tras los terribles sucesos de los incendios de Iglesias del 11 de Mayo.
Nada más producirse su nombramiento, desviaría su mirada hacia uno de sus grandes anhelos, la desaparición de la Guardia Civil; con ese propósito empezaría a idear un nuevo Cuerpo de Seguridad que sustituyera la ejecutoria represiva del Cuerpo Benemérito, sobre todo, en las zonas rurales de España; desde aquel día se empezó a gestar la Guardia de Asalto, cuerpo muy cercano a los intereses del socialismo (estando Galarza detrás…). Los primeros números de la Guardia de Asalto ya hicieron acto de presencia en las calles de Madrid tras aquellos sucesos de Mayo, sin embargo, no sería hasta Febrero de 1932 cuando el Cuerpo empezara realmente a sustituir a la Guardia Civil en sus atribuciones y facultades represivas. Este era el resultado del ataque indiscriminado sufrido por los monárquicos; suspensión de periódicos (el ABC o el Debate, cuyo quiosco fue además incendiado), sedes clausuradas, partidos suspendidos, sus principales figuras encarceladas; los acordes de la Marcha Real habían servido de excusa para liderar una verdadera purga de los intereses del monarquismo, una purga jamás vista contra los intereses republicanos en los decenios en los que estos pudieron ejercitarse, libre y legalmente, durante el periodo liberal de la Restauración; ahora, y tras apenas 26 días de proclamada la República, el monarquismo y sus confluencias político-sociales eran sofocados hasta convertir en irrisorio su influencia y legitimidad dentro del nuevo régimen republicano. Al respecto, decir que el Fiscal Galarza no actuaría sólo; Manuel Azaña, el mismo que en aquella mañana diría aquello de: “Todos los conventos de España no valen la vida de un republicano”, permaneció muchas horas reunido en su Ministerio de la Guerra con el sectario Fiscal tramando lo que sería un brutal golpe de efecto sobre el Poder judicial, la disolución del Consejo Supremo de Guerra y Marina, se hacía con el propósito de crear una nueva Sala en el Supremo y que sería cubierta, como ya he referido, por cuatro magistrados y cuatro togados afines al socialismo (en su momento veremos más detalladamente la trascendetalidad de esta decisión). Todo esto ocurría en la madrugada del 11 al 12 de Mayo de 1931, al mismo tiempo en el que muchos edificios religiosos seguían siendo devorados por las llamas (Galarza y Azaña darían perfecta cuenta de todos estos pormenores a los periodistas que aguardaban a la salida del Ministerio, alrededor de las 01:30 horas de aquella madrugada).
La purga y la dura acción represiva daría alas a los elementos más extremistas del republicanismo, entre ellos al General Queipo de Llano, si, el mismo que en aquella histórica madrugada en la Puerta del Sol de Madrid se dirigiría a viva voz a los allí presentes para acusar y señalar a los que habían sufrido las coacciones y las agresiones, los monárquicos:
«Señores, el pueblo debe tener confianza en mí. Nadie más interesado que yo en conservar la vida de la República, ya que yo he unido mi suerte a la suya y su caída me costaría la cabeza. Pronto amanecerá un nuevo día que será un día de justicia, si no os la hacen, salid nuevamente a la calla a reclamadla».
“Pronto amanecerá un nuevo día que será un día de justicia”; estas palabras las emitía a escasas horas de lo sería una de las fechas más trágicas de la larga historia de nuestra Patria. El General Queipo de Llano, republicano convencido, mantuvo frecuentes contactos con el que era uno de los epicentros de la agitación y acción subversiva, el Ateneo de Madrid, y es sabido que los miembros y socios de éste tenían instrucciones para proseguir al día siguiente los disturbios iniciados aquel domingo, su objetivo era la Iglesia (distintos pasquines fueron requisados en los anteriores días a elementos comunistas, muy ligados al Ateneo, que llamaban a una acción violenta contra los intereses de la Iglesia). Por tanto, no sería de extrañar que el General Queipo de Llano no desconociera lo que en pocas horas habría de desatarse en las calles de Madrid: “Si no os la hacen, salid nuevamente a la calle a reclamadla”; sus palabras, ciertamente, eran premonitorias de los que habría de ocurrir. En aquel improvisado discurso ante la masa exaltada, el general acusaba a los monárquicos de ser los “provocadores”, y aseguraba que el Gobierno republicano actuaría con firmeza contra ellos; al mismo tiempo, también les alentaba para que, en caso de no hacerlo, la exigieran: “tendréis derecho a exigirla y no faltará quien os ayude”. Unas ocho horas después de estas palabras, ardería el primer templo religioso en las calles de Madrid…
A estas amenazas y coacciones no podía faltar el que era el elemento revolucionario por excelencia, el socialismo. En una nota del Comité de la Juventud Socialista Madrileña se protestaba “enérgicamente contras las provocaciones que los pocos monárquicos que quedan en nuestro país están infiriendo al pueblo español”; “… no consentiremos más provocaciones, y que si las autoridades no llegarán a castigar a los culpables, ayudaríamos al pueblo a que castigue a él”. Dicho y hecho, en los días y semanas siguientes, se sustituyeron funcionarios, se persiguió al disidente, se encarceló al contestatario, se trató de eliminar cualquier síntoma de disidencia, se suspendieron ayuntamientos para colocar y nombrar concejales y alcaldes afines al socialismo (por Decreto y con la firma del que era el Ministro de Gobernación, Miguel Maura), se creó un clima de auténtico desaliento y desmovilización monárquica a escasas semanas de la trascendental cita electoral a Cortes Constituyentes, el monarquismo era sistemáticamente eliminado de las instituciones y de la esfera pública española; si el himno de Riego y la bandera tricolor se desenvolvieron libremente durante la tan denostada Monarquía, ahora, apenas transcurridos tres semanas de la que estaba destinada a ser la nueva política, la República, cualquier exhibición pública de símbolo monárquico podía resultar fatal y ser condición para acabar en el presidio o en deportaciones que tenían como destino final Villa Cisneros (en el Sáhara).
10:00 horas, 11 de Mayo de 1931; aún vivos y candentes los sucesos del día 10, cuando las calles de Madrid aún no habían recuperado la calma y el sosiego debido, el Convento de los Padres Jesuitas en la Calle Gran Vía era pasto de las llamas, sería el primero de los más de 100 edificios religiosos que arderían en las siguientes horas en distintas ciudades de España; las exaltadas y excéntricas turbas cumplían su promesa, la paz ya no habría de volver a una República que tendría que vivir al filo del abismo hasta su final. La gravedad de los sucesos sólo es explicable desde la inexplicable e indecorosa complacencia de unas autoridades que no pusieron los medios para evitarlo; las palabras del General Queipo de Llano a la masas durante la última madrugada, un referente del republicanismo y uno de los altos mandos del Ejército más cercano al Gobierno provisional, advertían de que los sucesos del domingo 10 de Mayo podían tener continuidad en las horas siguientes (el general mantenía contactos muy directos con la Junta directiva el Ateneo, centro principal de la iniciativa conspirativa). La presencia de la Fuerza Pública en las primeras horas de la mañana en las calles de la capital era prácticamente nula cuando apenas, unas horas antes, la Puerta del Sol permanecía abarrotada de elementos subversivos. Era más que un rumor, en aquellas fatídicas horas, que el siguiente objetivo de estas turbas era la Iglesia, por cuanto el que había sido el primero de ellos, el monarquismo, estaba ya sufriendo la más dura de las represiones por parte de las autoridades republicanas. Sin embargo, aun conociendo o, al menos intuyendo la posibilidad de nuevos desmanes, las calles de Madrid amanecían prácticamente desnudas de Fuerza policial y represiva. Y en efecto, estos se desencadenarían, como he referido, cuando el reloj marcaba las 10 de la mañana de aquella histórica fecha, 11 de Mayo de 1931; se iniciaron en la Convento de los Padres Jesuitas y se irían desarrollando en otros puntos de la ciudad, decenas de edificios religiosos, iglesias y conventos serían pasto de la ira de una masa que recibía entre silbidos a los bomberos cuando estos acudían a apagar un fuego que devoraba, a gran velocidad, una cantidad inimaginable del rico Patrimonio artístico y cultural español; el Convento de Chamartín, la Iglesia de San Francisco de Borja y el Convento de los padres Jesuitas en la calle de la Flor (este último, con una biblioteca de más de 100.000 ejemplares), el colegio católico de Maravillas de Cuatro Caminos, el Convento de Bellavista (ardiendo durante más de 40 horas), el de las Carmelitas, el Colegio jesuita de la Inmaculada en la calle Alberto Aguilera, el Colegio de los Sagrados Corazones, hasta un total de 107 edificios religiosos serían pasto del fuego y el odio anticlerical de unas masas que culpaban de todos estos desmanes a los monárquicos, aquellos que, legítimamente y tras la preceptiva autorización gubernamental, se reunieron en un local de la Calle Alcalá con el propósito de formalizar una agrupación política ante la cita electoral de Junio. Fuego, asaltos, destrozos, imágenes y mobiliario de los edificios religiosos ardiendo en auténticas piaras públicas en las calles, religiosos amenazados y agredidos (los que no lo fueron se debió a que salieron vestidos de paisano), banderas rojas y republicanas ondeando en lo alto de las Iglesias y los Conventos, silbidos a los bomberos que acudían a apagar el fuego y aplausos a los números de la Guardia Civil cuando se retiraban de las Iglesias; una obscena crueldad y barbarie se apoderó de una masa que, dada la coordinación con la que actuaba, dejaba entrever que nada era casual y que la premeditación fue la conducta seguida por una turba llena de odio que, con sus actos, estaba levantando un muro insalvable entre españoles de todo orden y condición.
“En otras naciones la muchedumbre, en momentos de conmoción nacional, asalta Bancos y Palacios, aquí quema conventos”; “Todos los conventos de España no valen la vida de un republicano”; estas palabras pertenecen a la diputada socialista Margarita Nelken (emitidas en sede parlamentaria el 28 de Febrero de 1932) y al Ministro de la Guerra, Manuel Azaña, realizadas al mismo tiempo que ardían los edificios religiosos en Madrid durante la mañana de aquel 11 de Mayo, un Manuel Azaña que se dedicaba a poner todo tipo de trabas para aumentar la fuerza policial que restableciera el orden; ese era el espíritu de no pocos de los que aseguraron y prometieron el carácter liberal del régimen republicano. En efecto, muchos de los miembros del que todavía era el Gobierno provisional republicano fueron muy remisos a las iniciativas del Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, de aumentar la presencia de los miembros de la Fuerza Pública; contra el pueblo no se podía actuar, ese pueblo que semanas atrás salió a las calles y plazas de los pueblos y ciudades españolas a proclamar la República en unas elecciones de corte municipal; ahora, como pago de un servicio anteriormente prestado, parecían querer devolverles el favor actuando contra los que eran atacados y acosados, los monárquicos y eximiendo de culpa y responsabilidad a los verdaderos autores de los desmanes. Y es que, transcurridos unos pocos días de los execrables sucesos, decenas de monárquicos permanecían en prisión preventiva sin cargos sobre los que sustentar una imputación medianamente creíble mientras que, los asaltantes, los violentos, disfrutaban del amparo y protección de un régimen que se desligaba de la ejemplaridad y la justicia para echarse en brazos de los promotores de la revuelta y la agitación revolucionaria.
Incluso, el Capitán General de la región, Queipo de Llano, haría responsables de los trágicos sucesos a los elementos monárquicos; lo hacía nada más decretar el Estado de guerra junto al edificio de la Capitanía General de Madrid (en las primeras horas de tarde del día 11) y tras ser preguntado por algunos periodistas: “Estoy convencido que estos desmanes han sido promovidos por los elementos exaltados monárquicos”. Es decir, la purga contra el monarquismo se hacía al unísono y desde todos los estamentos y organismos públicos de la recién nacida República, el objetivo era el mismo, impedir la presencia de los monárquicos en la vital cita electoral de Junio; así un coro de victimistas creían ver un ataque a la República de quienes sólo habían expresado su deseo de formar una organización política que respondiera a sus intereses y, por ello, entre acordes de la Marcha Real y algún apasionado viva al Rey, serían reprimidos como jamás antes lo habían sido, ni remotamente, los elementos republicanos durante la vigencia de la Monarquía.
Para ilustrar que es lo que se decía en los medios republicanos sobre los trágicos sucesos, aquí el editorial del 18 de Mayo de El Socialista; en él se llega a decir que, prácticamente, los incendios de Iglesias y Conventos habían sido provocados y consumados por los propios monárquicos junto a los religiosos:
«Sin necesidad de lo apuntado, la simple reflexión sobre los hechos ocurridos nos llevará a la misma conclusión. En efecto, si los incendiarios hubiesen sido enemigos francos de los religiosos, ¿cómo se explica que éstos evacuaran sus residencias con sobrada anticipación, perfectamente provistos de ropa seglar de modo que no pareciera ninguno?. ¿No se ve claro que los únicos que desconocían los criminales manejos eran los elementos oficiales y el pueblo republicano a quien representan?. No es cosa sabida que en algún centro siniestrado, como el de Maravillas, fueron los mismos frailes los primeros que aplicaron la mecha?. ¿No se encontraron apilados objetos combustibles y ropas intactas sobre ellos, para cuyo trabajo se necesitaba tiempo, que los incendiarios evidentemente no podían tener?. ¿En qué cabeza cabe que los republicanos tuvieran el menor interés en desdorar un régimen que con tanto tesón y limpieza trajeron el 12 y 14 de abril?. No hay duda alguna: la quema de conventos fue obra de los enemigos capitales del régimen. Y éstos no pueden ser otros que los monárquicos exaltados, los partidarios del poder personal del rey destronado. Pero, como ya dijimos, todo esto nos lo pondrá en claro, sin asomo de duda, el juzgado que entiende en el asunto».
Pues eso, poco más que decir; la Iglesia, que salvo las palabras del Cardenal Pedro Segura apenas se había posicionado en contra de la República (un sector precisamente no pequeño de esta, incluso, se había posicionado ya en su favor), de repente, súbitamente, sin una declaración formal contra esta, decidía auto inmolarse, destruir un patrimonio religioso de incalculable valor con el único propósito de crear dificultades a una República a la que, reitero, no se había molestado ni denunciado en declaración formal o institucional alguna. Así pues, frailes, curas y monárquicos se dedicaban a destruir su propio patrimonio para hacer público y ostensible su rechazo y su malestar con la República y con las altas magistraturas de esta; en fin, pues esa infame y tergiversada campaña (que así escenifico con mis propias palabras), aunque parezca increíble, calaría en un sector de la sufrida ciudadanía que seguía sin ver, y menos sentir, iniciativa alguna destinada a mejorar sus más que difíciles condiciones de vida y que la República prometió reparar.
Pese a lo que se pudiera pensar, los gravísimos sucesos, los ataques indiscriminados y perfectamente planeados contra la Iglesia no hicieron cambiar los propósitos de un Gobierno provisional entre cuyos miembros había no pocos defensores de un muy acervado y reconocible anticlericalismo; el socialista Fernando de los Ríos, el ateneísta Manuel Azaña o los Radicales Socialistas Marcelino Domingo y Álvaro de Albornoz, eran algunos de los que mostraban públicamente una resuelta e indisimulada inquina contra la institución eclesiástica (algunos de sus miembros eran altos grados de la masonería...). En este orden de cosas y muy lejos de tratar de apaciguar los ánimos, el Gobierno, a los pocos días de los sucesos, prohibía la celebración de los tradicionales fastos religioso festivos del Corpus Christi, un nuevo agravio que hacía reaccionar, por primera vez y de forma más explícita, a un sector de la Iglesia que mostraría su enojo por las disposiciones tan lesivas para con sus intereses. Una de estas voces sería la del Obispo de Madrid que solicitaría plegarias por los agravios que estaba sufriendo la Iglesia; a estas primeras voces críticas se unía las que seguidamente haría el Cardenal de Toledo, Pedro Segura que, desde Roma, enviaba una Exposición al Presidente del Gobierno Provisional, Alcalá Zamora y en la que además de formular su enérgica protesta por los destrozos sufrido en la multitud de incendios, enumeraba una lista de agravios sufridos por la Iglesia en el poco más de un mes de la vigencia del nuevo régimen: “suspensión de la obligatoriedad de la misa en el Ejército, secularización de cementerios y separación de Iglesia y Estado, prohibición a los gobernadores civiles de tomar parte en actos religiosos, supresión de honores militares al santísimo a su paso por las calles, supresión de la obligatoriedad de la enseñanza religiosa, libertad de cultos, etc.”. Esta denuncia le costaría cara al Cardenal, en el mes de Junio sería definitivamente expulsado de España. La Iglesia, el Clero español, tras adoptar una postura condescendiente con el nuevo régimen republicano, después de los dramáticos sucesos de Mayo y, sobre todo, tras contemplar y certificar la indolente actitud de las autoridades republicanas, empezaría a marcar distancias con éste. Los desencuentros entre Iglesia y Gobierno serían cada vez más habituales y la Constitución que meses después se discutirá incluiría en su espíritu esos desencuentros y hostilidades entre Iglesia y Estado; si había alguna duda sobre los propósitos del nuevo Gobierno respecto de la cuestión religiosa, estos quedarían despejados tras la promulgación de las distintas disposiciones gubernamentales, pasados los trágicos sucesos, y las manifestaciones contra la propia Iglesia de algunos de sus miembros; la Iglesia no iba a contar con ningún trato de favor de un Gobierno que, de la aconfesionalidad inicial, dirigirá decididamente sus pasos hacía un laicismo de Estado tan contrario a la conciencia y tradición de millones de españoles.
Pese a la gravedad de los sucesos y siendo tan lesivos para los intereses de la Iglesia y de las masas de orden y conservadoras, la reacción contra la República, ¿fue aquella que nos han querido vender?. Veamos; estos eran algunos de los titulares y editoriales de la prensa más “reaccionaria” (como así la etiquetaban las izquierdas republicanas) en los días siguientes a los dramáticos sucesos:
«Ni restauración monárquica ni dictadura revolucionaria»; diario Informaciones, 12 de Mayo.
«En estos instantes sólo pensamos en contribuir al afianzamiento de la paz pública.  …Es necesario apoyar resueltamente a la autoridad. Y procurar que esta no desfallezca»; diario La Nación, 13 de Mayo.
«Serenidad; El deber de todos, gobernantes y gobernados, es devolver la serenidad a los espíritus. …Queremos serenidad y firmeza. Y la queremos en todas las clases sociales, porque todos tenemos deberes que cumplir y a los que estar atentos». Diario La Época, 13 de Mayo.
Esta era la línea editorial de la práctica totalidad de los rotativos de tendencia conservadora, los trágicos sucesos no provocarían el que la prensa conservadora se situará en una línea de enfrentamiento o de choque con la recién nacida República, un régimen que ya había dado argumentos más que suficientes para hacerlo y es que, recordemos, que lo que era un Gobierno provisional, arbitraria y unilateralmente dictaba todo tipo de decretos y disposiciones en ausencia de un Parlamento y una Constitución, decretos en extremo trascendentales para la conciencia y espíritu de muchos españoles y que no pasaban por el filtro del Parlamento, por tanto, sin debate ni consenso alguno, decretos que sólo respondían a los apetitos sectarios de un Gobierno que, simulando ser liberal, ejercía ya como un Gobierno con marcado acento revolucionario. Por tanto, cuando algunas de las más altas magistraturas republicanas iniciaban una verdadera caza de brujas contra el monarquismo y algunas derechas, las masas conservadoras y de orden, por su parte, podemos asegurar que seguían vigilantes y expectantes pero, sin duda, participes de una República que ya daba los primeros síntomas de que no había sido constituida para el disfrute de todos. Para ilustrar ese acatamiento al nuevo régimen, esto se decía en uno de los diarios más fervientemente defensores de la causa del monarquismo, La Nación, en su número del 13 de Mayo, 48 horas después de los sucesos:
«Cuando en tiempos de la Monarquía se vitoreaba en las calles a la República nos parecía mal, y si, bajo un poder republicano, se vitorea a la Monarquía, también nos parece mal».
Es rotundamente falso, por tanto, que la República, surgida de unas elecciones municipales y con un apoyo menor en número de votos que los monárquicos, naciera con un frontal rechazo y amenaza de estos; éste se postergará para hacerse notar en el transcurso de las siguientes semanas, como más adelante veremos. Las magistraturas republicanas hicieron todo lo humanamente posible para dificultar, hasta hacer casi imposible, la vida pública, social y política de los monárquicos a pretexto de confeccionar unas Cortes a su gusto, de marcado matiz republicano, aun así, los monárquicos y las derechas estuvieron muy lejos de iniciar un proceso de abierta hostilidad contra el régimen, la abstención sería su principal argumento como forma de mostrar su protesta a un régimen que no reconocía ni sus derechos ni libertades.
La iniciativa gubernamental parecía que se trasladaba a las calles, sería allí, y en aquellos luctuosos y agitados días, donde se decidían y se tomaban distintas y trascendentes resoluciones; el Gobierno provisional alcanzó la cima del poder gracias a la presión del pueblo en distintas plazas y calles españolas que, sin conocimiento alguno de los resultados, se lanzaba a proclamar una República que por número de votos no correspondía. Ahora, y en el que era el primer gran envite que el Gobierno sufría, éste se apoyaba en ese pueblo, en esas masas que, conscientemente, le exigían contraprestaciones por el apoyo tan decisivo y crucial que semanas atrás le ofrecieron; de este modo, los agitadores, los revoltosos marcaban el diario y la agenda del Gobierno provisional haciendo posible la basculación política hacia los extremos y que sería lamentablemente predominante en sus resoluciones antes de las fatídicas elecciones de Junio. Por cierto, y para terminar este capítulo, sin duda apasionante por su trascendencia, un pequeño apunte histórico; los nietos del fundador del PSOE, Pablo Iglesias, serían procesados por su participación en los luctuosos y execrables sucesos de los incendios de Iglesias y Conventos de aquel 11 de Mayo; allá por el mes de Julio, se sabía que Pablo y Juan Almela Soler seguían en la cárcel por la acusación que contra ellos mantenían cinco señoras que habían sido testigos de sus andanzas en aquel histórico día en el que ardieron decenas de iglesias y conventos en Madrid.




ELECCIONES DE JUNIO DE 1931. FRAUDE Y REVOLUCIÓN SE DAN LA MANO
«Estamos en los días de embriaguez, de la victoria revolucionaria, cuando los espíritus inferiores sólo piensan en el exterminio de los contrarios».
Editorial El Debate, 23 de Junio de 1931.
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12 de Mayo de 1931; el Fiscal General de la República, Ángel Galarza, señala como los causantes de los trágicos sucesos a los propios asaltados, a los monárquicos. Iniciaba un proceso destinado a impedir a estos su participación en las vitales elecciones del 28 de Junio.
A escasos cinco días de las trascendentales elecciones el ambiente revolucionario se hacía notar en las calles españolas; las izquierdas las habían tomado desde Abril de aquel año para no volverlas a dejar hasta el final mismo de la República. Ese ambiente había hecho posible que miles de Ayuntamientos fuesen objeto de un proceso que estaba enmarcado dentro de la matriz revolucionaria y que no era más que la irregular y arbitraria sustitución de los elementos monárquicos, libremente elegidos en las elecciones de Abril, por acólitos y fieles de la subversión.
Me encantaría seguir contando historias, relatando pequeños episodios que ilustran y dibujan la arbitrariedad y el sectarismo con el que obró un Gobierno republicano que tenía el carácter de provisionalidad y que actuaba con una soberbia y arrogancia impropia de su propia interinidad, historias que, en su momento, cuando me las encontré, cuando las conocí y las contextualicé, dibujaban un escenario diametralmente opuesto al relato que tantas veces y tan machacona e insistentemente nos han contado sobre aquella República pero, sintiéndolo mucho, debo seguir avanzando dejando de lado pequeños detalles que, siendo importantes, harían extremadamente largo el libro; ya habrá momento y lugar para dar testimonio de todos ellos.
Seguimos; el siguiente objetivo del Gobierno provisional en su camino para dibujar un Parlamento afín y dócil a sus intereses serían los Ayuntamientos elegidos en las elecciones de Abril, en concreto, aquellos que por el artículo 29, sólo se había presentado una única candidatura y que tenían un color y un predominio fundamentalmente monárquico; pues bien, contra ellos se iría, era esta la siguiente purga, la siguiente depuración ante tan decisivas elecciones. Desactivado el monarquismo tras los trágicos sucesos de los días pasados, ahora se iba contra los últimos bastiones que estos mantenían en lo que eran, generalmente, pequeñas ciudades y pueblos de la geografía española. Días antes, el Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, había concedido un plazo de 15 días para que los derrotados en esas localidades (en su mayoría, las candidaturas republicanas) pudieran protestar en aquellos municipios en los que hubieran podido ocurrir irregularidades, presuntos falseamientos en el proceso de elección, es decir, la sola protesta de un concejal de esos municipios abría un proceso que habitualmente acabaría en la destitución de toda la corporación municipal para ser gestionada por una Comisión Gestora que, como no podía ser menos, estaría controlada por elementos republicanos y, sobre todo, socialistas y que habría de ser la encargada de confeccionar la nueva corporación municipal. El desafío, la coacción a la legalidad vigente era evidente; en aquellos días de Abril algunos Gobernadores Civiles (de Granada, Santander, Sevilla, Toledo, etc.) por su propia cuenta, sin ni siquiera atender los procedimientos establecidos al respecto por el Ministerio de la Gobernación, destituían unilateralmente los Ayuntamientos elegidos por el artículo 29, todos ellos, de inequívoca significación monárquica. El único propósito que se buscaba era sustituir el presunto y tan denunciado caciquismo rural por otro caciquismo afín a las élites y a los fines de republicanos y de socialistas y con la vista puesta en las decisivas elecciones a Cortes Constituyentes, había que proporcionar en aquellos lugares espacios de poder y de coacción a un electorado habitualmente muy permeable a las sugestiones de los poderosos. Las estimaciones más fiables que existen en torno al número de concejales monárquicos que fueron sustituidos arbitraria y sectariamente por este procedimiento se calcula en unos 7.000, es decir, casi una tercera parte de los que fueron nombrados por el artículo 29 (y sólo en los meses de Abril y Mayo, luego serían más). Podríamos citar cientos de ejemplos, así, a bote pronto, muy demostrativo puede ser lo ocurrido en un pueblo como Calzada de Calatrava, Ciudad Real; por el artículo 29 fueron elegidos en las elecciones de Abril once concejales liberales y tres conservadores, bien, un mes después, todos ellos, junto el alcalde, eran socialistas;
o en una provincia como Sevilla, donde el 12 de Abril los monárquicos habían obtenido 966 concejales de un total de 1.295 (apenas 329 irían para los republicanos) para pasar a tener en las elecciones del 31 de Mayo ¡sólo 5 concejales! (por 981 los republicanos, de un total de 986).
Esta injerencia tan irregular en la decisión de la voluntad popular podría resultar contraproducente dado que, meses atrás, cuando el tan censurado Gobierno Berenguer anunció la convocatoria a Cortes generales (para ese mes de Junio), republicanos y socialistas se pronunciaban en favor de la abstención, lo hacían con un objetivo, que fueran declaradas nulas pues se realizaban sin el concurso de una parte importante y decisiva del electorado; sin embargo, ahora, ya con los resortes del Poder en la mano, arbitraria y fruto de una obscena coacción, impedían el concurso a esas elecciones a millones de españoles (a los pretendieron llevar a la abstención meses atrás) que no se iban a ver ni sentir representados al ser eliminadas e incluso purgadas, sistemáticamente, sus candidaturas, algo que no era baladí, dado que se trataba de las candidaturas que resultaron vencedoras, en número de votos, en las últimas elecciones municipales de Abril; por tanto, de la abstención se pasaba a una participación activa de la que se excluía a la que era la principal disidencia de aquella República, las candidaturas y confluencias monárquicas y en lo que era un decidido propósito de eliminar cualquier resquicio o aliento de disidencia que pudiera poner en dificultades a lo que era la culminación de un proceso revolucionario.
El Gobierno provisional no retrasaría mucho esos espurios propósitos; el 13 de Mayo, cuando aún se estaban sofocando los últimos rescoldos de los incendios de Iglesias y Conventos (lo sucedido en Madrid tendría repercusión en los siguientes días en otras ciudades, Málaga, Alicante, Sevilla…), el titular del Ministerio de la Gobernación, Miguel Maura, daba a conocer un nuevo Decreto por el que fijaba nuevas elecciones municipales para el 31 de Mayo. Como rezaba el artículo 1º del decreto, estas elecciones se llevarían a cabo sólo “en aquellas poblaciones en que se haya incoado expediente de protesta”, es decir, en aquellas donde los elementos republicanos alzaban su voz y protesta por unos resultados que no les habían resultado favorables. Este proceso de elección debería ser verificado por las referidas Comisiones Gestoras que, desde Abril, ya se habían hecho dueñas de todos estos Ayuntamientos; así lo reconocía el artículo 7 del Decreto: “Continuarán al frente de los Ayuntamientos protestados las Comisiones Gestoras que los Ayuntamientos que los Gobernadores hayan nombrado o nombren, hasta la toma de posesión de los concejales que sean elegidos el próximo día 31” (ese mismo día, por cierto, y por un nuevo Decreto, se acordaba la incautación de los bienes privados del Rey).
La purga, la coacción gubernamental contra el monarquismo cobraría una nueva dimensión un día después, el 14 de Mayo, fecha en la que se producía el nombramiento oficial del radical socialista, Ángel Galarza como nuevo Director General de Seguridad; uno de los políticos más sectarios de la historia parlamentaria española pasaba a controlar de primera mano los resortes del orden público en España. Su labor depuradora ya la inició nada más tomar posesión del cargo de Fiscal General de la República, ahora, desde la Dirección General, la acción punitiva y represiva subían a una intensidad sólo comparable a lo que pudiera acontecer en regímenes del Este europeo. Vamos a detenernos siquiera un momento en este hecho para, más tarde, seguir con lo referido a la sustitución de los Ayuntamientos monárquicos.
«…y es que, ante la opinión y ante mí mismo, el único responsable de los incendios de los conventos de Madrid soy yo». Carlos Blanco, ex director general de Seguridad, Madrid, 14 de Mayo de 1936.
Nada más ser destituido, Carlos Blanco hacia estas declaraciones a los periodistas, el Gobierno provisional elegía la cabeza de turco de todos aquellos desmanes; y no lo hacía por con el afán de dirimir o revertir los evidentes fallos y las graves responsabilidades, existían otros factores muy determinantes que le empujaban a tomar una decisión de ese calado cuando aún seguía muy presente la tragedia de aquellos días. Carlos Blanco, recordemos, aquel que autorizó la reunión de los socios del Círculo Monárquico Independiente, cumplió con el papel que le fue asignado siendo, como era, el director de la Dirección General de Seguridad; a tal efecto, emprendió una labor represiva contra los presuntos autores de los dramáticos sucesos de los incendios de Iglesias y Conventos (serían apresados más de 100 elementos subversivos que, la prensa afín al republicanismo, tildaba de “comunistas”). Las protestas y las coacciones de los representantes de estos (Balbontín, Rada, Comandante Franco, los ateneístas junto a sectores del socialismo y el comunismo) a los miembros del Gobierno provisional para que sus actuaciones y acciones represivas fueran en el sentido contrario, es decir, en la línea que había emprendido Galarza desde la Fiscalía contra los monárquicos, resultarían decisivas para que, ese 14 de Mayo, el titular de la Dirección General fuera fulminantemente cesado. ¿Quién sería su sustituto?. Sencillo, aquel que sí cumplía fielmente el perfil de las exigencias y los apetitos de los revolucionarios, aquel que seguía a pies juntillas el guion marcado por los agentes de la revolución, aquel que se había dispuesto a acabar con el monarquismo aprovechando la celebración de una reunión, previamente autorizada, por el propio Gobierno, en efecto, el que hasta ese día había sido el titular de la Fiscalía General de la República, Ángel Galarza:
«El mayor sacrificio de mi vida lo he hecho hoy. He dejado un cargo donde estaba muy a gusto y en el que pudiera haber ganado popularidad. A éste sé que voy a perderla; pero por la República no sólo estoy dispuesto a perder la popularidad, sino hasta la vida».
Estas eran las manifestaciones del que, desde aquella fecha sería el custodio del orden público en España, Ángel Galarza (la Policía pasaría a estar bajo su mandato). Ni que decir tiene que, y como he referido anteriormente, con Galarza al frente de la Dirección General de Seguridad jamás la República volvería a recobrar la paz y serenidad pública, el espíritu frentista invadiría gran parte de la plazas y calles españolas. Y es que, uno se pregunta, si el orden público fue desde un primer momento la gran asignatura pendiente de la República, ¿por qué se tardó más de dos años en debatir, y luego promulgar, una Ley de Orden Público en España?; una Ley que, precisamente, sería la última que se promulgó antes de que cayeran los gobiernos de la coalición republicano-socialista (promulgada a finales de Julio de 1933, cuando cientos de españoles habían perdido ya la vida en crueles luchas intestinas en las calles españolas); en su momento responderemos a esa pregunta porque, si, también tenía respuesta.
La línea argumental del Gobierno provisional republicano para explicar los trágicos episodios tenía un único propósito, equiparar a los monárquicos, ajenos a todos esos desmanes, con la iniciativa de los elementos extremistas para, haciéndolo así, impedir su libre desarrollo de cara a las inminentes elecciones.
«En el movimiento hay una coincidencia entre monárquicos y extrema izquierda. Claro es que no hay una prueba solemne, pero si detalles que inducen a creerlo, porque el fin perseguido era ir contra el crédito y de la paz de la República».
Esto decía el Presidente del Gobierno provisional, Alcalá Zamora ese mismo día 14, nada más producirse el nombramiento de Galarza: “…no hay una prueba solemne, pero si detalles que inducen a creerlo”. Sin una sola prueba mínimamente fiable o demostrable, lanzaba estas acusaciones contra un monarquismo que, como he referido, nada tuvo que ver con los sucesos (ciertamente, es difícil imaginar a elementos de orden, a católicos la mayoría de ellos, incitar y promover la quema de Iglesias y Conventos y todo tipo de desmanes semejantes). El propósito y los fines eran claros, hacer imposible la vida de los monárquicos dentro de la República y el nombramiento del sectario Galarza respondía a ese fin (un día antes, había inculpado a Alfonso XIII como inductor de estos sucesos). Así, a las pocas horas de su nombramiento, serían suspendidos funcionarios pertenecientes a los cuerpos de Seguridad y Vigilancia (entre los que figuraba el Coronel Jefe de la Guardia Civil en Córdoba), también serían apresados nuevos elementos representativos del monarquismo y, al mismo tiempo, irían recobrando la libertad muchos de los apresados por su presunta participación en los desmanes y actos criminales (hubo muertos y heridos) de los pasados días; la acción represiva, esa que tan duramente se criticó al régimen monárquico y a la dictadura de Primo de Rivera, cobraba una dimensión absolutamente desconocida y siendo ejercida contra una sola parte de los españoles. Esta represión que se desencadenaba contra lo que calificaban como maleantes o agentes provocadores (término que se haría muy común desde aquel momento), sería la génesis de la Ley de Vagos y Maleantes, un proyecto que venía bajo el brazo del nuevo Director General de Seguridad, Ángel Galarza que, ese mismo día, anunciaría su publicación en La Gaceta. Así, se promulgaría una Ley por la que “al que quiera trabajar, se le proporcionará trabajo y se le ayudará, y los que se nieguen a ello serán enviados a los Ayuntamientos de su procedencia”, según relataba el propio Galarza; así empezaba la obra del que era el nuevo gestor del “orden público” en España.
En esa tesitura, con un Gobierno que se decidía a expulsar de la vida pública a determinadas fuerzas político-sociales por pura motivación ideológica, las clases conservadoras se planteaban que actitud adoptar ante la decisiva cita electoral que, el 20 de Mayo, se fijaba para el 28 de Junio. Unos apostaban por la vía abstencionista, buscando presionar al Gobierno a que adoptara otra determinación (como hicieran los socialistas meses atrás, que buscaron presionar al Gobierno Berenguer para que las elecciones no tuvieran la representatividad debida y pudieran ser declaradas nulas), otros, tardíamente (finales de Mayo) decidían reunir las fuerzas conservadoras en torno a una única confluencia o candidatura; el caso es que, ninguno de ellos eran seguramente conscientes de la magnitud del desafío al que les sometía el Gobierno provisional que, a través de la sustitución de Ayuntamientos y la suspensión cuando no la parálisis de las asociaciones, prensa o corporaciones de signo monárquico y conservadoras les cerraba, una tras otra, todas las puertas y caminos de la cita electoral de Junio. A tal extremo se daba la arbitrariedad que, en Aragón, el 23 de Mayo, 32 municipios daban a conocer un Manifiesto por el que pedían la no celebración de los comicios municipales del día 31 “por tener la seguridad de no poder derrotar a los monárquicos”. Así, solicitarían la suspensión de la convocatoria electoral y, según reflejaba el Manifiesto, por el peligro que suponía para la República “las elecciones municipales de Ayuntamientos rurales, ya que la fuerza de parte de los caciques monárquicos, que han de anular las actividades de los republicano-socialistas y apoderarse de estos organismos persiguiendo, hasta anularlo, el ideal republicano”. El caciquismo monárquico que denunciaban era un juguete, sin duda, al lado del caciquismo que parecían querer implantar las nuevas autoridades republicanas. Recordemos que, mientras todo esto sucedía, dos ex ministros seguían encarcelados (Galo Ponte y Leopoldo Martos) y el principal diario de las derechas, el ABC, continuaba arbitrariamente suspendido (además de otras destacadas personalidades del monarquismo, como Ignacio Luca de Tena, Berenguer y un largo etc.).
Así las cosas, se llegaba a los primeros días de Junio; las listas electorales republicano-socialistas se iban fijando y los monárquicos y las derechas seguían posicionados entre el abstencionismo (casi forzoso) y un activismo que intentaba aceptar los hechos consumados, es decir, camuflando parte de lo que era su ideario y tragando con las imposiciones y las censuras de las que eran objeto. Los monárquicos se veían imposibilitados de ejercer cualquier tipo de propaganda, primero, ante el temor de la represión gubernativa y, segundo, ante la coacción e intimidación al que se les había sometido y que, prácticamente, les anulaba por completo. Las derechas, desunidas y casi desactivadas, a duras penas lograban formar un pequeño grupo que, finalmente, conseguiría presentarse en aproximadamente las tres cuartas partes de las provincias españolas. Acción Nacional era su nombre y su líder un joven y semidesconocido político, Gil Robles; un partido que, desde su nacimiento, no se definía por un modelo de Estado concreto, creía cuestión secundaria el tipo o modelo de Estado ante lo que consideraba esencial, la Patria. En ese planteamiento, aceptaba la República sin declararse republicano, tampoco se definía como monárquico (de haberlo hecho, seguramente no hubiera tenido opción de formalizarse y, menos aún, de presentar candidatura alguna a las elecciones) y, en ese estado de cosas, siempre arrastraría la duda respecto de su posicionamiento sobre la propia República. Aun sin declararse monárquico (el accidentalismo sería su conducta política respecto a la cuestión del régimen), sufrió el rigor de las pesquisas y las coacciones gubernativas, muchos de sus actos fueron suspendidos o sufrieron todo tipo de coacciones e impedimentos para su libre desarrollo; desde la prensa de las izquierdas republicanas se defendía que sólo las formaciones puramente republicanas tuvieran legitimidad para presentarse a las elecciones de Junio propiciando un clima muy hostil a cualquier formación política que se alineara a extramuros de esa conducta o ideario. Reflejo de todo ello era lo que se publicaba el 3 de Junio en el diario republicano El Liberal, expresaba ese sentir y que era tan común en muchos medios del republicanismo:
«De las que no se sabe nada es de las listas de la oposición, que según parece, brillará por su ausencia en muchas provincias. Y está justificada esta ausencia, porque tratándose de consolidar la República, dándole una Constitución, no se nos ocurra que tengan que hacer en una Asamblea Constituyente los que no sean republicanos».
Los monárquicos carecían de legitimidad y de derecho a participar a elecciones tan decisivas; en la que era una convocatoria Constituyente, destinada a promulgar una Constitución, una forma de Gobierno, sólo podrían participar los que hicieran acto de fe público de su republicanismo; de nuevo, el carácter revolucionario del movimiento quedaba patente al dilapidar otra de las exigencias que, durante años, fue cuestión de debate y discusión con los representantes de la vieja política, la celebración de un proceso Constituyente en el que el pueblo español pudiera decidir, libremente, el tipo de modelo de Estado y la Constitución más idónea para su nación. Llegado el momento, negaban ese derecho a millones de españoles, se apoyaban en que en el pasado mes de Abril, y en unas elecciones de carácter puramente administrativo (y donde el número de votos les había sido desfavorable), el pueblo ya había decidido sobre ese propósito, ahora, únicamente los republicanos tenían el derecho de debatir y decidir sobre el tipo de Constitución más idóneo para aquella República; ¿en eso consistía la regeneración de la nueva política?, ¿en esto consistía la reparación y la democratización de la vida pública?.
Sin duda, la acción represiva contra los monárquicos la desencadenó el que, en aquel momento, era ya el Director General de Seguridad, el radical socialista Ángel Galarza; su partido era la formación más decididamente anticlerical y prorrevolucionaria de cuántas sensibilidades políticas formaban el Gobierno provisional (en aquel momento, incluso más que el propio partido socialista). Ese carácter inequívocamente revolucionario del partido Radical Socialista, reconocido en sus bases, chocaba con la acción represiva que pretendía ejercer desde el Ministerio de la Gobernación su titular, el conservador Miguel Maura, represión que deseaba ejercer sin detenerse en la identidad ideológica o la orientación política de los alborotadores; para los defensores y promotores de la revolución, esa represión resultaba ser un dique de contención contra los propios argumentos revolucionarios que, veían en aquella República, el camino para edificar y consolidar una revolución que resultó ser la génesis de su propio nacimiento como partido. Aquella revolución no podía contar con el factor monárquico, la revolución nació, precisamente, para desacreditarlo, para eliminarlo y, con esa motivación, las nuevas magistraturas republicanas debían dirigir sus propósitos e iniciativas para impedir su supervivencia legal; la mejor y más rápida manera de hacerlo era restringirle e impedirle su participación en el proceso Constituyente del mes de Junio. A esa obra puso todo su empeño el Director General de Seguridad, lo hacía frente a un Miguel Maura que, dada la combatividad de los agentes de la revolución prefirió no molestar y dejarse llevar a fin de no torpedear una coalición gubernamental que necesitaba presentarse sólida y unida ante la decisiva cita electoral de Junio. Maura también sufrió y tuvo serios problemas para ejercer y mantener el orden público una vez constituido el Parlamento (en el mes de Julio), fueron muchas las voces que, desde dentro de la conjunción republicano-socialista, exigían no emplear métodos represivos ni expeditivos contra los protagonistas de los cientos de alborotos y disturbios que se producirían nada más constituirse el Parlamento republicano; en esa conducta, los radicales socialistas fueron los más combativos y, de hecho, su sañuda y terca actitud sería clave en lo que sería la futura fragmentación de la coalición.
En el que era el primer Consejo de Ministros tras los múltiples incendios y desmanes, el Gobierno anunciaba su firme decisión de mostrarse inflexible en su afán de mantener el orden público. En una nota oficiosa dirigida a los medios de prensa haría llegar esa postura ahora ciertamente intimidatoria y en la que se afirmaba que “no permitirá la estancia en España de los que desen perturbar la tranquilidad pública”, noticia que recogían algunos diarios de prensa en los días 13 y 14 de Mayo. El Gobierno provisional se mostraba dispuesto a expulsar de España a quien intentara desestabilizar la “tranquilidad pública”, si, en efecto, los mismos que durante décadas no tuvieron otro propósito que ese, desestabilizar el espíritu público hasta llegar a crear un clima político-social nacional realmente insoportable; eso sí, ahora lo hacían no nombre de la democracia y de unos derechos y libertades que, como veremos, serán arrebatados a millones de españoles.
Para ilustrar el ambiente revolucionario que se respiraba en aquellas convulsas semanas, aquí un breve extracto del editorial de El Socialista del 20 Mayo:
«…el que no acate el nuevo régimen, el que no lo respete, debe ser invitado, como el doctor Múgica, a pasar la frontera» (un editorial que recogía las salidas de España de algunos obispos tras los trágicos sucesos de Mayo).
¿Acaso, los socialistas respetaron, tuvieron un mínimo respeto por la Monarquía?. Durante décadas no hicieron otra cosa que combatirla y, aquella, en lugar de hacerlos “pasar a la frontera”, torpemente amnistió a los se habían visto envueltos en causas inequívocamente conspiratorias contra ella; así se desenvolvieron durante décadas en una conducta de coacción y amenaza constante, sin embargo, ahora, al mes de proclamada la República, como pago a esa indulgencia y que fue expresión de la amnistía de 1918, exigían el exilio forzoso a aquellos que no hicieran acto de fe de su republicanismo. Esta conducta tan excluyente se impuso desde los sucesos de la quema de Iglesias y Conventos, los monárquicos y las derechas no republicanas sufrieron el rigor de la represión y la coacción desde las principales magistraturas e instituciones republicanas, y ello explicaría su escasa relevancia en las semanas previas a las elecciones de Junio; la revolución diseñaba de esta forma tan unilateral el color y el sentido político que habría de tener el futuro Parlamento republicano. Si en aquellos días se prendió la mecha revolucionaria, no es menos cierto que, ante ella, empezó a fraguarse el espíritu contrarrevolucionario, en efecto, la represión que se ejercía contra los elementos monárquicos y de las derechas, a los que se les excluía deliberadamente de toda participación en la vida pública, haría surgir un espíritu contestatario que pretendía responder y hacerse notar ante la sectaria arbitrariedad de una magistraturas republicanas decididas a impedir que, al menos, la mitad de españoles pudieran ejercitarse, en igualdad de condiciones al resto, por exclusiva razón de ideas y de conciencia.
La decidida apuesta por la conducta revolucionaria no era más que la respuesta a las tibias y primeras quejas del monarquismo contra una República que, aprovechando en su favor los trágicos sucesos de Mayo, les pretendía dejar fuera de su fuero e indulgencia. Los socialistas prendían esa mecha revolucionaria y, sin tapujos, se declaraban “revolucionarios de extrema izquierda”, así lo expresaba clara y nítidamente el editorial de El Socialista el 21 de Mayo:
«…Y de este momento político español ya se ha dicho, y es cierto, que si bien la República ya ha venido, ahora empieza la revolución. Y a este dicho y a la virtualidad infalible de esas frases se somete el Gobierno cuando convoca al país a Cortes. ¿Qué significa esta llamada a la voluntad nacional para que se constituya en asamblea soberana? Significa un reconocimiento expreso de que no puede haber cambio de régimen sin revolución y significa más que nada y sobre todo que el Gobierno llama al país a las Cortes para que haga la revolución».
Parece obvio, nadie podía dudar ya en aquel momento del carácter revolucionario de lo acontecido apenas un mes antes, el 14 de Abril; unas elecciones municipales habían servido de puente para aquellos que, durante décadas, promovieron huelgas revolucionarias y tentativas insurreccionales destinadas a una revolución que se hacía efectiva con la eliminación de la escena pública de los que pretendían defender intereses completamente opuestos a los suyos: “Ahora empieza la revolución”, así lo reflejaba aquel día el principal órgano de prensa del socialismo, un editorial en el que también se señalaba a la Iglesia a las pocas horas de la salida de España del Cardenal Primado, Pedro Segura:
«…si la revolución, por su órgano legítimo, que son las Cortes, expulsa a las órdenes religiosas y les confisca sus bienes, como se hará, el Poder clerical no retoñará jamás en nuestro suelo. Si las Cortes son la revolución y el acto revolucionario por excelencia, debemos velar implacablemente por su pureza extremada. La Conjunción Republicano-Socialista debe rechazar con toda energía a los candidatos que sean nuevos republicanos del 14 de abril. El Gobierno debe ser igualmente inflexible contra el caciquismo que pretenda resucitar sus malas artes. Y nosotros, el pueblo, vayamos a las Cortes contra el clero, contra los latifundistas, contra el caciquismo, para hacer una revolución de marcada orientación social que dignifique y republicanice al nervio, a la entraña y al corazón de España».
Lejos quedaban aquellos tiempos en los que, socialistas y republicanos demandaban legalidad y legitimidad para sus partidos y asociaciones dentro del régimen liberal de la Restauración y como un acto reivindicativo de la salud y regeneración democrática del sistema, ahora, esos que demandaron tan sañuda y enérgicamente igualdad ante la Ley, nada más implantar el régimen por el que durante décadas lucharon, echaban fuera de la legalidad, unilateral y arbitrariamente, a buena parte de los españoles; Iglesia, Clero, latifundistas o monárquicos eran expulsados de la nueva legalidad republicana y se les señalaba públicamente para que, el Gobierno, y dentro de lo que era esa actuación revolucionaria, les expulsara de España y hasta les confiscara sus bienes: “el Poder clerical no retoñará jamás en nuestro suelo”; las palabras de aquel editorial eran determinantes de lo que algunos pretendían. Arrogándose la voz del pueblo (muy propio del socialismo), decían ser la herramienta más eficaz y segura para acabar con el caciquismo, un caciquismo que, por cierto, ahora se disfrazaba de republicanismo y es que, ante el propósito de suspender a los concejales de los Ayuntamientos no afines a los ideales republicanos, muchos de ellos se declararían apresuradamente republicanos, en una demostración de instintiva supervivencia dentro de la nueva legalidad. Al socialismo esa declaración interesada de republicanismo tampoco le parecía suficiente: “La conjunción republicano-socialista debe rechazar a los candidatos que sean nuevos republicanos del 14 de Abril”; rezaba el referido editorial, es decir, de poco serviría que políticos como Gil Robles hicieran declaración pública y formal de republicanismo si no lo habían hecho antes de aquel 14 de Abril, serían sojuzgados por un socialismo excluyente que declaraba y señalaba como enemigo a todo aquel o aquello que no estuviera en la línea de su matriz revolucionaria, de modo que, si antes de aquel 14 de Abril no se había hecho una clara y determinante demostración de fe republicana, muy difícil resultaría el desenvolverse libremente dentro del nuevo régimen. La nueva política se había diseñado para el disfrute de unos pocos elegidos y, muestra de todo ello, sería la confección que se daría al Parlamento tras las elecciones celebradas en Junio.
Esta sensación de que se estaba haciendo una República estrecha y no destinada para el disfrute de todos los españoles era ya muy extendida; un republicano de pro, el ilustre Melquíades Álvarez, por defender una República por y para todos sería pública y duramente censurado en El Socialista; en efecto, durante la celebración de una conferencia en el Hotel Palace de Madrid, ofrecía un formidable y largo discurso en el que defendía a ultranza una República de orden y mesurada, un discurso, en el que por cierto, sufriría un desvanecimiento y que fue muy comentado en la época. Los socialistas, por esta defensa del orden y de una República prudente, censuraba en su órgano de Prensa, El Socialista, no solamente sus palabras sino la vida y obra del otrora prócer revolucionario del republicanismo español: “Don Melquíades, el mismo de siempre”, sería el titular del artículo del número del 26 de Mayo. Toda una reliquia de infamias contra una de las principales figuras del republicanismo español se reproducían en las páginas del diario socialista, el pecado de Melquíades Álvarez era rogar por una República para todos y de la que no se podía dejar fuera al sector conservador como parecía se estaba ya pretendiendo: “los extremismos pueden poner en peligro la obra del Gobierno de la República si se olvida que no es posible prescindir de los elementos conservadores”. El político del Partido Liberal Demócrata Republicano, en una brillante intervención, haría viva defensa del sentido de la autoridad, del respeto a las ideas y creencias, de la unidad nacional y de otra serie de cuestiones que no iban en consonancia con el ideario de un socialismo tan proclive a los espíritus de la agitación y el desorden: “Una ruina política es Don Melquíades”; “Lo de siempre, amigos. Titubeos y vacilaciones. Programa reaccionario”; estos eran los calificativos que se dispensaban en el diario del socialismo español tras la brillante intervención de un hombre que solamente pedía aquilatar los espíritus y hacer una República accesible al conjunto de los españoles.
Como ya he referido anteriormente, el 31 de Mayo se celebraron elecciones municipales en algunos municipios de España, en aquellos donde habían obtenido cómodo y holgado triunfo las candidaturas monárquicas. Ahora, el empeño de “republicanizar” las instituciones y ante un descarado virtuosismo que llevaba al límite la propia legalidad, se llevaba por delante la libre elección y el designio de la voluntad popular que apenas un mes antes había ejercitado su derecho al sufragio. Muchos serían los ayuntamientos que cambiarían su diseño y color, casi todos ellos lo harán copando sus sillones de concejales y alcaldes socialistas, radicales socialistas o radicales; así, de un plumazo, miles de concejales monárquicos eran sustituidos por otros afines a los intereses de una revolución que se proyectaba aún amenazante ante la complacencia y solidaridad de las nuevas magistraturas republicanas; Torrejón de Ardoz, Ciempozuelos, Las Palmas, Tarifa, Huelva y otros muchos Ayuntamientos cambiaban súbitamente de color en apenas cuarenta días, el viejo caciquismo rural cambiaba de dueño; el socialismo se apoderaba de la suerte de la ruralidad española a escasos días de la decisiva cita electoral del 28 de Junio. De esta forma, controlado también el poder rural, emergía un nuevo caciquismo que sustituía al viejo y caduco sistema caciquil existente en no pocos pueblos y comarcas del territorio español, un nuevo caciquismo socialista que se hacía dueño de las alcaldías y que, con la ayuda de las Casas del Pueblo de esas localidades forjaba una nueva red clientelar que tantos problemas y tremendos trastornos provocaría en los siguientes años en el campo y el agro español; en efecto, surgía un caciquismo socialista inequívocamente revolucionario que pretendía controlar movimientos y conciencias de la analfabetizada ruralidad española, quien no tuviera carnet del partido o del sindicato ugetista tendría muy remotas posibilidades de acceder al mercado de trabajo y, en esas condiciones, la orientación del voto iba a cambiar súbitamente en favor de los nuevos amos del campo español, los socialistas. Para ilustrar estos propósitos, veamos lo que se decía en El Socialista en su editorial del 4 de Junio:
«Hay que vigilar los pueblos rurales. Representan un gran obstáculo para la marcha de la revolución y consolidación de la República muchos pueblos españoles, a los cuales, por hallarse dotados de férreo caparazón tradicionalista, no han llegado, o ha llegado con fuerza escasa, los efectos del cambio de régimen».
En el editorial se censuraba el hecho de que en algunas de esas localidades, la República todavía no se había hecho efectiva o no se ha llegado a sentir, localidades como Sigüenza, donde al parecer “todavía toca la banda municipal la Marcha Real con gran regocijo de los que con tal motivo pueden regocijarse”. Por esta razón, los socialistas entendían que se debían tomar medidas enérgicas contra esos pueblos, contra estos actos de “rebeldía” y castigarlos:
«Contra esas oligarquías pueblerinas en rebeldía latente hay que proceder. Si constituía delito vitorear a la República cuando la monarquía, confiada en sus hondas raíces, creía que no tenía nada que temer, gritar hoy, apenas nacida la República, vivas a los reyes es delito mayor. Y ese delito no debe quedar impune. Para algo se halla dotado el Gobierno provisional de poderes excepcionales. Claro que la República está ya, gracias a la vigilancia nacional, asegurada contra posibles sorpresas. Pero ello no es razón para que la debilidad o la falta de cuidado de un gobernador sean cómplices de un estado de cosas que precisa inmediata desaparición».
Pues a esa obra se iban a poner, esto es, a fiscalizar los movimientos de cualquier tipo de presunta oposición al régimen republicano. Sus miras no estaban sólo puestas en esos Ayuntamientos, también el Clero y los monárquicos, principales víctimas de los trágicos sucesos de Mayo, serían ahora el epicentro de la ira socialista creyendo ver en ellos movimientos conspiratorios contra el nuevo régimen. Así, en ese mismo número de El Socialista del 4 de Junio, el Clero era señalado desde el que era el principal foco de agitación revolucionaria societaria, la Agrupación de las Juventudes Socialistas del Puente de Vallecas de Madrid (allí emanaría, en los siguientes años, la más formidable acción violenta y revolucionaria del socialismo). Bajo el epígrafe “Presuntos conspiradores”, se censuraba la ejecutoria de “curas y frailes” que dedicaban su tiempo a buscar el apoyo de particulares para “recabar la vuelta de los frailes que abandonaron los conventos a raíz de los sucesos del 11 de Mayo”. Es decir, su “delito” era recoger firmas y nombres de particulares en unas listas que tenían el propósito de sumar voluntades para que pudieran reincorporarse a sus Iglesias y Conventos tras aquellos trágicos sucesos y en los que, los propios religiosos, habían sido las víctimas. El imaginario socialista creía ver en este tipo de acciones la ejecutoria de lo que parecía ser un centro conspiratorio y del que el Clero formaba parte. Lejos de lo que pudiera pensarse, los terribles incendios (intencionados y perfectamente planeados) dirigidos contra más de 100 edificios religiosos no hicieron otra cosa que aumentar la presión de las izquierdas republicanas contra el Clero y la libre acción de la Iglesia, todo ello ante la condescendencia de un Gobierno provisional que seguía legislando, en forma de una sucesión interminable de Decretos, contra los intereses de esta cuando ni siquiera las paredes del Parlamento aún se habían abierto.
También lo sería el Ejército; cierto es que era necesario y urgente acometer reformas dentro de una institución que, en las últimas décadas, tan viva y directamente había sufrido los influjos y vaivenes de la política, incluso, de las sugestiones revolucionarias. Lo ocurrido con los Junteros o, más recientemente, con su participación en el movimiento insurreccional de Jaca y Cuatro Vientos, evidenciaban que el Ejército había sucumbido al espíritu radicalmente irracional con la que se desenvolvía en aquellos años la escena política y social española. El Ministro de Guerra, Manuel Azaña, sería el promotor de su renovación mediante otro Decreto, la Ley del Retiro voluntario que, con fecha del 25 de Abril concedía el retiro a los militares que lo solicitaran percibiendo igual retribución de cuando permanecían en activo. De esta forma, el número de generales pasó de 190 a 72, el de oficiales, de 14.882 a 9.716. Un mes más tarde, y por medio de otro Decreto, del 15 de Junio, cerraba la prestigiosa Academia General Militar de Zaragoza que, supuestamente, era el bastión de los generales más militaristas y “africanistas”. Reitero, la reforma en el Ejército era necesaria pero, ¿era requisito imprescindible hacerlo con un Parlamento cerrado, a golpe de Decretos y con un Gobierno de carácter provisional?”. Indiscutiblemente, este tipo de decisiones, tan arbitrarias y de tanto calado, era preciso realizarlas de acuerdo al procedimiento democrático adecuado, actuando acorde a lo que debe ser un Estado de derecho y no por el puro arbitrio del que era un miembro de un Gobierno provisional; este proceder no era más que una nueva muestra de que las nuevas autoridades republicanas, las que decían ser los representantes de la nueva política, actuaban de forma más arbitraria que los representantes de la vituperada y vieja política liberal. La unilateral intromisión de carácter personal y sectaria y en una institución como era el Ejército fue rápidamente detectada por muchos de esos oficiales a los que se invitaba al retiro, el ego personalista y egocentrista de Azaña sería una constante en aquellos años y eso le labraría numerosos desafectos y no menos enemigos (en todos los ámbitos y esferas políticas). Hasta un político poco sospechoso de su acervado republicanismo, el radical socialista Marcelino Domingo, haría públicas sus denuncias por estos procedimientos del que era titular de la Cartera de Guerra, Manuel Azaña. El 25 de Junio, diez días después de este último Decreto, censuraba el carácter inequívocamente extraparlamentario de estos Decretos emanados del Ministerio de Guerra y que inferían tan de lleno en el fuero militar; Marcelino Domingo calificaba de “antidemocrático” el procedimiento unilateral de las reformas fundamentales hechas atropelladamente y “a espaldas de las Cortes”. La recién proclamada República hacía del Decreto extraparlamentario no un recurso de urgencia sino una conducta claramente irregular y ordinaria y que colisionaba con los principios que aseguraron con que esta procedería, así, la manifiesta arbitrariedad con la que actuaban los miembros de aquel Gobierno provisional chocaba también con la falta de unanimidad del juicio público, esto es, la opinión española se mostraba cada vez más dividida respecto al criterio y las actuaciones del Gobierno. Y es que instituciones del prestigio del Ejército español, eran mutiladas bajo el criterio exclusivo y personalista de magistraturas que actuaban, sectaria e interesadamente, a espaldas de un Parlamento que aún no había siquiera abierto sus puertas.
El proceso revolucionario iniciado el 14 de Abril seguía su curso, había que depurar la administración y las instituciones de presuntos enemigos del nuevo régimen y dar impulso nuevo a las aspiraciones revolucionarias que, por lo visto, no estaban siendo acometidas en su justa medida por el Gobierno provisional. Ahora, y con ese fin, vamos a ver algunos ejemplos de lo que el socialismo español promovía en los primeros días de aquel mes de Junio, donde los llamamientos a la Convención eran indisimulados y que dejaban ver, con toda clarividencia y rotundidad, los que eran los verdaderos impulsos del socialismo dentro de aquella República. Empezamos con el testimonio de Álvarez Angulo, uno de los diputados socialistas más rudos y agresivos en las que serán las Cortes republicanas, esto diría al respecto en El Socialista el 7 de Junio:
«…Y eso no es lo que quiere el país. La revolución se ha iniciado al derrocar la monarquía, y hay que continuarla; si el Poder no tiene una visión clara del actual momento histórico, adelantándose al pueblo en sus deseos de justicia y ordenamiento avanzado de la vida nacional, será éste el que se ponga delante de aquél, arrollándole. Derechas, no, no y no, el pueblo está harto del predominio de las derechas durante toda la vida, y quiere cambiar de postura».
No pocos republicanos y, sobre todo, socialistas advertían de la laxitud de las medidas del Gobierno provisional, las aspiraciones revolucionarias no eran colmadas por los que, durante años, hicieron de ellas su banderín y el criterio político a seguir. Dos días después, el 9 de Junio, esto se decía en el editorial del mismo diario, El Socialista; atención:
«La revolución se aproxima. En las Cortes o en la calle. …las Cortes Constituyentes no deben ser un Parlamento, sino una Convención. …las Cortes Constituyentes han de ser una Convención, han de ser unas Cortes revolucionarias. Unas Cortes quirúrgicas, hay mucho todavía que cortar en España.  …Se va a hacer en las Cortes, se tiene que hacer la revolución. No nos cansaremos de decirlos, y sin revolucionarios no hay revolución».
No podía faltar la amenaza de turno que dejaba entrever, de forma determinante, el modo en el que los socialistas entendían el nuevo régimen republicano y que, desde luego, le hacía incompatible con una República de corte liberal:
«Porque, sépanlo quienes ya cuentan con un acta, como las Cortes no se eleven a categoría de Convención, como las Cortes no sean verdaderamente revolucionarias tres días después de aprobada la Constitución se hará la revolución en las calles».
El rodillo socialista a escasas tres semanas de las decisivas elecciones a Cortes Constituyentes se aceleraba al modo velocidad crucero; el socialismo español nunca llegaría a divorciarse de su aspiración revolucionaria, aquella que pretendía establecer un régimen de corte socialista en España a través de la implantación de una Convención que simulara ser un Parlamento democrático. El régimen liberal de la Restauración se protegió de esta amenaza apelando a un sistema de turnos de partidos en el que no tenía cabida el socialismo beligerante, sin embargo, aun así, se mostró siempre timorato con un socialismo revolucionario que nunca evolucionó hacia una socialdemocracia avanzada y que ya se había implantado en algunas de las democracias más prosperas del territorio europeo, Bélgica o Gran Bretaña entre ellas; y es que el socialismo español seguía “poniendo ojos” al socialismo revolucionario soviético, su espejo estaba en el Este europeo, como lo fue en Agosto de 1917; catorce años después, nada había cambiado, revolución, Convención, amenaza o coacción seguían siendo términos absolutamente reconocibles dentro de su ideario y aspiraciones.
El 10 de Junio, y en lo que era una nueva muestra de los verdaderos propósitos del socialismo, intervenía el joven dirigente de las Juventudes Socialistas Santiago Carrillo, lo haría en el salón de la Casa del Pueblo de Madrid en el que se celebraba un acto de la Federación Nacional de las Juventudes Socialistas; sus palabras dejaban claro que los socialistas querían ir por un camino distinto al de los partidos republicanos: “… no podemos seguir las inspiraciones de los partidos republicanos y mucho menos de los viejos partidos monárquicos”. Incidía en lo que debía ser el gran propósito del socialismo, una obra que se inició allá por el año 1917 cuando se levantó revolucionariamente en aquel mes de Agosto, por ese motivo: “hemos de continuar dejando a un lado a los partidos republicanos que ya han conseguido ver colmadas sus aspiraciones”. Esto es, reconocía que el fin último del socialismo no acababa con la implantación de la República como sí sucedía con los partidos de corte republicano, su fin estaba en lo iniciado catorce años atrás, en el 1917 revolucionario, fecha en la que se inicia el relato de este trabajo. La revolución era la meta y en esa obra no podían contar con el plácet de los partidos republicanos, especialmente, en aquellos de corte más conservador, como era la derecha liberal republicana de Maura y Alcalá Zamora a la que criticaba sin miramiento alguno por ser quien estaba recogiendo a los nuevos elementos de los Ayuntamientos (concejales y alcaldes) que hacían un repentino acto de fe de un nuevo republicanismo desde las filas del monarquismo (sopena de quedarse fuera de la escena pública). El socialismo revolucionario marcaba distancias con el republicanismo burgués a escasos días de unas Cortes Constituyentes que veían como una Convención desde la que institucionalizar su anhelado proceso revolucionario.
Ese espíritu de Convención en el socialismo también tendría su reflejo en la recién iniciada campaña electoral; así, y según se hacía público que las derechas finalmente lograban presentarse a las elecciones bajo el nombre de Acción Nacional (lo harían en un 75% del territorio, aproximadamente), desde las páginas de El Socialista así se recibía a la recién nacida formación política:
«Estos imbéciles no cambian el disco. Siguen con los mismos reclamos que sirvieron para darle el puntapié y que en las Constituyentes se lo darán más fuerte».
Esos reclamos a los que hacía alusión El Socialista eran orden, familia, trabajo, propiedad, religión y patria, conceptos que, para el socialismo, habían sido ya derogados por los españoles tras lo ocurrido el pasado 14 de Abril. El socialismo excluyente y revolucionario tildaba de “imbéciles” a los que se postulaban por dar un color tradicional y antirrevolucionario a unas Cortes que empezaban a apestar a Convención puramente jacobina si, dentro de ellas, los socialistas conseguían tener algún tipo de relevancia. En efecto, la campaña de descrédito que se inició desde el mismo momento que se dio a conocer el propósito de las derechas a presentar candidaturas a la vital cita electoral, fue tan demencial como revelador de lo que les esperaba a las derechas dentro del que sería el Parlamento republicano. Antes de abrir sus puertas, el socialismo llamaba abierta y públicamente a convertirlo en una Convención que diera el empuje definitivo para hacer triunfante su ansiada revolución:
«Ante la inminencia del período constituyente, las fuerzas de choque que derribaron a la monarquía deben perseguir con todo denuedo su campaña de agitación para que no se pierdan la pujanza ni los fervores del nuevo espíritu que alienta en España. En nuestro país no ha ocurrido hasta ahora nada más que un simple cambio de la nomenclatura estatal. Ahora hay que hacer la revolución, y hay que hacerla, repetimos, una vez más, en las Cortes. A las Constituyentes que pronto han de reunirse sólo cabe suponerles esta finalidad revolucionaria».
Este tipo de mensajes subversivos se harían constantes dentro de los aparatos del partido socialista; esto es lo que se decía en el editorial de El Socialista del 17 de Junio, a escasos once días de las elecciones. El espíritu revolucionario entraba de lleno en campaña y las escasas derechas, desunidas y con una dificultad extrema para reunir voluntades y apoyos ante la cita electoral, no eran ajenas a la perturbadora amenaza y el insulto a las que las sometían los próceres de la revolución. La libertad de conciencia o de expresión eran puestas en entredicho cuando desde círculos del Poder se ponía todo tipo de trabas e impedimentos a la libre acción de sectores y corrientes políticas que, en el ejercicio de su libertad, decidían participar de la acción política del nuevo régimen:
«Hay un peligro gravísimo para las Constituyentes y para la República en el formidable aluvión de conversiones de viejos monárquicos que ingresan en los partidos de las derechas y de la burguesía republicana.  …Existen partidos burgueses de la derecha republicana, y también de la izquierda, que parece que sienten morbosa complacencia en recibir como Celestinas a los servidores de la monarquía para recomponer su doncellez ciudadana y darles patente de virginidad política. Y ése es el peligro que amenaza a la República, que se metan en las Constituyentes los representantes de las oligarquías caciquiles que han deshonrado a España, y al amparo de una etiqueta de republicanismo insincero Influyan en la nueva Constitución y neutralicen y destruyan la acción genuina de la España revolucionaria. En nuestra historia tenemos ejemplos de situaciones semejantes que deben ponernos en guardia ante este grave peligro».
Monárquicos, derechas, Clero, Iglesia, reaccionarios, hasta la derecha liberal republicana estaba ya en el punto de mira del socialismo antes de que se abrieran las puertas de las Cortes republicanas, un socialismo que pedía insistentemente que todos estos colectivos no participasen en las discusiones ni en la elaboración de la que debía ser la Constitución republicana; en efecto, millones de españoles no iban a encontrar acomodo alguno en un régimen del que se les excluía a los pocos días de haber dado luz:
«Y ahora existe el mismo peligro de que el caciquismo y la reacción se incrusten en las arterias primordiales de la República, lleguen por malas artes al órgano legislativo y contribuyan a un aborto de la Constitución que asfixie los hondos anhelos de liberación que siente el pueblo. Contra este peligro hay que combatir implacablemente. Si el caciquismo y la reacción asaltasen las Constituyentes, y la Constitución fuese un producto suyo, se haría una afrenta sangrienta a la nueva España. Y sería signo de que el pueblo que hizo la República tendrá que hacer también la revolución».
El espíritu frentista y revolucionario se enarbolaba pública y notoriamente mucho antes de que las derechas hicieran profesión de fe o alguna manifestación rotunda y pública contra aquella República, unilateral y arbitrariamente se las cerraba las puertas de la legalidad y se las marginaba de la escena pública por puro sectarismo ideológico. Ese mismo día, 17 de Junio, en la primera página de El Socialista se dedicaban los siguientes desafueros a la que era la nueva confluencia política de las derechas, bajo el epígrafe “Acción Nacional”:
«¡Ya viene, ya viene! Oxeada la turba de alimañas, de raposas, de avechuchos, de sabandijas, de vampiros, de cuervos, de garduñas, de lechuzas, de reptiles, de chacales, de hienas y demás animales y animálculos dañinos que infestaron el país hasta el advenimiento de la República, torna ahora en infernal algarabía de graznidos, chillidos, aullidos, silbidos y rugidos. …Ya vuelven, ya vuelven por laderas y vericuetos, por sendas distintas, al husmeo de la legalidad que va a formarse, los clérigos expatriados, los duques tránsfugas, los ex dictadores y arribistas, los millonarios patriotas, los terratenientes y caciques, toda la España leprosa, cuya carroña soterró para siempre el verdadero pueblo que trabaja y estudia, que sufre y ama».
Pues bien, creo que es más que suficiente; este era el espíritu con el que afrontaba el socialismo la campaña electoral de aquel mes de Junio de 1931; el señalamiento contra los intereses y doctrinas de los partidos de las derechas se hizo notar desde el mismo momento en el que estos anunciaron su intención de presentar candidaturas a las elecciones; de nada las había valido que se hubiesen desentendido, formal y doctrinariamente, de unos monárquicos que ante las enormes dificultades que encontraban para formarlas (tras los trágicos sucesos de Mayo) abandonaban sus intenciones llegando a fomentar, incluso, el abstencionismo. Derechas y monárquicos se habían convencido que era inútil todo esfuerzo de formalizar una candidatura homogénea monárquica que lo único que podía provocar es encrespar aún más los espíritus y en lo que era una empresa que, a buen seguro, habría de resultar ciertamente estéril ante las enormes dificultades y trabas que se les ponía por parte de las autoridades republicanas. En este escenario podemos afirmar que, y por mucho que se haya repetido hasta la saciedad, las derechas, los monárquicos y la Iglesia no hicieron ni promovieron una oposición frontal al régimen tras su advenimiento, atomizadas por la forma en que cayó la Monarquía, divididas ante un posible acatamiento o no del nuevo régimen, perseguidas y coaccionadas por las nuevas autoridades republicanas, no supusieron merma alguna en el camino trazado por el Gobierno provisional republicano. Únicamente, encontramos una reacción más enérgica y contraria a la República en la zona norte, en las llamadas derechas vasconavarras, una reacción que estaba muy unida a la suerte del Clero y de la Iglesia que, en las últimas semanas y, precisamente, tras los sucesos de Mayo fueron los indirectos protagonistas de algunos Decretos del Gobierno provisional que lesionaban algunos de sus intereses (pese a ser las víctimas de los terribles sucesos de Mayo). Por tanto, no es cierto que desde un primer instante se produjera por parte de la Iglesia o de las derechas una reacción contestataria al nuevo régimen, pasaron meses hasta que las derechas formaron causa común para combatir, no tanto a la República como si a lo que esta representaba, y esto no sucedería hasta la llegada de los acalorados debates de una Constitución que estaba destinada a alejarlas aún más de indulgencia de la República.
Todo se preparaba, se cocinaba para confeccionar un Parlamento ad hoc a los intereses de las mayorías de la conjunción republicano-socialista, los resultados de las elecciones municipales en los Ayuntamientos elegidos por el artículo 29, celebradas el día 31 de Mayo, ofrecían un súbito y abrupto cambio político en todos aquellos municipios que, apenas un mes antes, habían otorgado amplias mayorías a los monárquicos, ahora, la conjunción republicano-socialista obtenía una cómoda victoria; los primeros datos que se ofrecían eran del 2 de Junio, unos 6.000 pertenecían a la referida coalición y apenas 900 lo eran de las candidaturas independientes o monárquicas; las Comisiones Gestoras en manos de radicales y socialistas habían conseguido un hito sin precedentes, voltear por completo el sentido del voto en miles de pequeños pueblos del territorio español, el caciquismo decimonónico daba paso a un nuevo caciquismo de corte revolucionario y socialista que iba a ser de gran apoyo y sustento para las elecciones de aquel mes de Junio.
No solamente los socialistas coaccionaban y ponían todo tipo de trabas a la libertad de los monárquicos y de las derechas, el republicanismo también se sumaba a esta campaña de presión e intimidación en una cita electoral y en la que, a su juicio, sólo podían participar los que hubieran hecho acto de fe de sincero republicanismo. Unos días antes, el 3 de Junio, el diario republicano El Liberal, en su editorial hablaba sin tapujos sobre esta cuestión; defendía la “voluntaria” abstención de los monárquicos y lo justificaba así:
«…porque tratándose de consolidad la República dándole una Constitución no se nos ocurra que tengan que hacer en una Asamblea Constituyente los que no sean republicanos… Tratándose de unas Cortes Constituyentes para deliberar y resolver sobre la forma de Gobierno, entonces estaría justificada la lucha electoral entre republicanos y monárquicos; pero proclamada la República, a los republicanos y a nadie más corresponde constituirla».
De esta forma, quedaban marginados como ciudadanos de segunda categoría, como proscritos aquellos que no profesaran y, además, mostraran públicamente su adhesión a la República, como si no haciéndolo, se les privara del título de ciudadanía. Así que, tratándose de discutir y de intervenir en algo que era tan esencial para la Nación, como es el definir su modelo de Estado o forma de Gobierno, se cercenaba de ese derecho fundamental a millones españoles que, dos meses atrás, había ido a votar a alcaldes y concejales en sus pueblos y ciudades de origen y se encontraron con un nuevo régimen y un Gobierno sin hacer ademán de protesta o rebelión alguna. Precisamente, durante los años anteriores, los republicanos estuvieron reclamando exactamente eso, la celebración de una cita electoral a Cortes Constituyentes en la que todos los españoles pudieran ejercer su derecho a definir su modelo de Estado, su forma de Gobierno, unas Cortes en las que debían estar representadas todos los registros y tendencias políticas y esto, sólo era posible, con la participación de todos y cada uno de los españoles. Ahora, con los resortes del poder en la mano, con los apasionados espíritus bajo palio, los republicanos se desdecían de todo aquello que durante años censuraron a las autoridades monárquicas y excluían, sectaria y arbitrariamente a millones de españoles de la cita electoral más trascendental de las habidas en la historia, lo que demostraba el carácter jacobino de las que eran sus verdaderas pretensiones. Y es que ni la dictadura de Primo de Rivera se atrevió a tanto; a la Asamblea Nacional Consultiva se convocó también a republicanos y socialistas para que pudieran participar en la consolidación (o evolución) del régimen; libremente, y con arreglo al ejercicio de su pleno derecho, no quisieron hacerlo, pero nunca se les excluyó como ahora si hacían los republicanos y socialistas con los monárquicos y las corrientes políticas conservadoras.
En efecto, se pretendía excluir, no sólo a los monárquicos, también a la nueva confluencia política que, a duras penas, algunos conservadores lograron crear a pocos días de la cita electoral, Acción Nacional. También este nuevo partido sufriría la intimidación de republicanos y socialistas que no veían con buenos ojos su participación en  las elecciones y pese a que, expresamente, sus dirigentes habían manifestado su acatamiento al régimen republicano: “Acción Nacional acata el Poder republicano”; publicaba en su primera página El Liberal aquel 3 de Junio; un artículo en el que recogía algunas de las manifestaciones iniciales de sus dirigentes: “Acción Nacional no es monárquica, y sin embargo, caben en ella los monárquicos”, y es que también reconocían que, en sus filas, había hombres de claro afecto a la causa monárquica. Sin embargo, reitero que, desde un primer momento, el partido de Gil Robles de declaró accidentalista, es decir, subordinaba la cuestión del régimen, al que acataba, al patriotismo militante de todos sus componentes; la Patria y sus intereses estaban siempre por encima al tipo o modelo de Estado de turno. Pese a esta declaración de intenciones, como vemos, Acción Nacional y, sobre todo, su líder, Gil Robles no serían ajenos a las coacciones de aquellos que creían que la República sólo debía ser suya.
En esa misma fecha, 3 de Junio, se conocía el Decreto de convocatoria a Cortes Constituyentes; de nuevo una nueva arbitrariedad del Gobierno provisional se parapetaba insertada en el que era otro de tantos Decretos y en que se disponía que las futuras Cortes se ocuparían no sólo de aprobar la Constitución que habría de regir los destinos del nuevo régimen sino también de la aprobación de algunas leyes de especial relevancia política, como el Estatuto de Cataluña y las leyes orgánicas complementarias de la Ley Fundamental en ciernes. Esto es, no sólo serían constituyentes, sino que ejercerían también la función legislativa; así, se abría el portón respecto de su carácter “provisional” o no, de si debían concluir una vez elaborada la Constitución o podían seguir funcionando mientras sus mayorías considerasen que se debía proseguir en su función legisladora. ¿Se abría, en efecto, el camino de la Convención?...
La respuesta de los monárquicos a todo ello era una mezcla de tibieza e indolencia, similar a la que llevó al régimen monárquico a claudicar ante décadas de amenaza revolucionaria. Cierto es que la eliminación de su candidatura tras los sucesos del 10 de Mayo les dificultaba en extremo cualquier iniciativa al respecto, así que, ante el carácter de las amenazas, las coacciones y la inflexibilidad de las nuevas autoridades republicanas decidían echarse a un lado con la llegada de unas Cortes en las que creían que no iban a tener posibilidad alguna de desenvolverse libremente. Igual que sucedió en los meses previos a la caída de la Monarquía, esa tibieza y fragilidad, mal entendidas, serían aprovechadas por las minorías republicanas y socialistas al comprobar que se les estaba despejando el camino de posibles enemigos lo que les envalentonaba a una obra que cada vez creían más cercana. Mientras algunos socialistas hablaban cada vez más frecuentemente de Convención, en Cataluña, el que era el principal agente subversivo, Francesc Maciá parecía desenvolverse como un presidente autónomo desligado de toda fiscalización del poder central; el 16 de Junio, esto decía el Presidente de la Generalidad en un acto mitinero:
«Quisiera, mientras yo exista, poder implantar una República catalana, que es el sueño de mis sueños y la ilusión de mis ilusiones.  ..Mientras tanto, yo soy el Presidente de un Estado revolucionario, de un Estado de izquierdas y, por consiguiente, estoy al lado de mis compañeros hasta que todo esto haya terminado y venga la Constitución definitiva del Gobierno de Cataluña».
Los enemigos de la República, del Estado, de la convivencia entre españoles no iban a ser menos y, siendo conscientes de las extremas dificultades de las nuevas autoridades republicanas hacían públicas sus intenciones ante la condescendencia de un Gobierno provisional en el que se intuía una despreocupación de todos los grandes pleitos que los agentes de la revolución, con los que se habían coaligado, les formulaban en aquellas semanas previas a las elecciones. Sólo la Iglesia sufría el rigor de la acción punitiva gubernamental, el Cardenal Segura era finalmente expulsado de España el 15 de Junio y la inquina anticlerical de algunos de los representantes del Gobierno se dejaban ver en algunas de las disposiciones gubernamentales). Estas disposiciones fueron contestadas y replicadas por el territorio donde el clericalismo, tradicionalmente, había tenido más peso, las provincias vasconavarras, allí fue el único lugar donde las derechas (tradicionalistas, carlistas y hasta peneuvistas) protagonizaron actos de fuerza para notar su enérgica protesta ante tales maniobras y disposiciones, en el resto de la Nación, como ya he dicho apenas hubo respuesta a la iniciativa gubernamental.
Está claro que un país no puede vivir presa de una amenaza y de tribulaciones constantes que, a escasos días de las elecciones, reflotaban con fuerza inusitada; la indolencia gubernamental podía ser vista como un síntoma de debilidad del poder establecido (las revoluciones no buscan sino eso, debilitar, agrietar los poderes públicos hasta su asalto final) y eso era advertido incluso por algunos medios de la derecha, temerosos de que las nuevas y todavía frágiles instituciones republicanas sucumbieran ante estas coacciones. Un diario como La Nación, poco sospechoso de su apuesta por el monarquismo, pedía a diario resolución y determinación al Gobierno para acabar con el estado de agitación, a tal punto, que llegaban a considerar leal y sosegada la conducta del partido socialista, así, en muchos de sus números previos a las elecciones, incluso felicitaba al partido socialista por su “moderación” y aceptación de las normas establecidas (cierto es que dentro del partido eran visibles distintas posiciones acerca de lo que debía ser aquella República pero, resulta sorprendente que no se viera que ganaba, con el transcurso de los días, la apuesta revolucionaria y que esta sería la conducta adoptada por sus Juventudes y por muchas de sus agrupaciones). Derechas y monárquicos apenas reaccionarían a la que era una nueva pulsión revolucionaria,  la solución abstencionista o una movilización tibia y con muy escaso apoyo propagandístico sería factor decisivo de la desmovilización de sus masas. Sólo una nueva formación política, Acción Nacional, recogió el ímpetu y el apoyo de un electorado huérfano de partidos que pudieran representarles en el nuevo Parlamento. El perfil bajo de las candidaturas no era cosa que afectaba sólo a las derechas (las figuras de renombre en ellas, o estaban en el exilio o se habían echado a un lado), también en las izquierdas; así, el diario republicano El Liberal, reconocía la pobreza de la talla intelectual y profesional de muchas de las candidaturas socialistas y republicanas que se estaban confeccionando (en el diario de sesiones se puede ver que esto que se denunciaba se demostraría tristemente real tras el mismo inicio de la actividad asamblearia republicana, el 14 de Julio). Los monárquicos adoptaban una situación que pudiéramos llamar “durmiente” a la espera de que un nuevo Gobierno garantizase el libre ejercicio de los derechos ciudadanos, un posicionamiento difícil de entender puesto que los acontecimientos y el conocimiento de las distintas candidaturas y de sus programas, no hacían sino presagiar un escenario infinitamente peor del que en ese momento disfrutaban.
Para corroborarlo, pronto empezaron a producirse los primeros altercados en los mítines en los que eran protagonistas las derechas. El Sábado 20 de Junio, el líder del partido Liberal Demócrata Republicano, Melquíades Álvarez, no pudo ofrecer el mitin que tenía previsto en Oviedo (en el teatro Campoamor) ante la coacción y las violencias de elementos extremistas de la izquierda republicana; el ilustre político republicano, no queriendo agitar más los espíritus, decidía no presentarse por su región, Asturias. Finalmente lo haría por Madrid, por la candidatura de apoyo a la República junto a notables figuras de la escena política como Sánchez Guerra, Ossorio y Gallardo y Luis Montiel, el mensaje era claro, tratar de ponderar los espíritus y la agitación revolucionaria (al igual de como hacían los monárquicos abstencionistas, que querían evitar riesgos e intimidaciones y que no se les viera como elementos extremistas que facilitaran las agresiones). Decir que, pese a la gravedad de lo ocurrido, la Fuerza Pública no realizaría detención alguna de los perturbadores del orden que impidieron que el acto se pudiera desarrollar. Ante la inexplicable falta de autoridad en la respuesta de las autoridades y el Gobierno provisional republicano, las agresiones y las intimidaciones de los radicales extremistas de la izquierda no cesarían, al revés.
En efecto, la nota común ante este tipo de coacciones y agresiones era la parsimonia de la fuerza pública que no amparaba el legítimo derecho de expresión ni de reunión de los convocantes (esto nos da una idea de lo que hubiera podido ocurrir de haber acudido a la cita electoral las candidaturas monárquicas). “La abstención, impuesta por las circunstancias, alcanza también a los partidarios de D. Melquíades Álvarez”; así lo recogía el diario monárquico La Nación en su editorial del 22 de Junio. Es decir, si a la cita electoral se había expulsado por la fuerza de la coacción cuando no de la violencia a los monárquicos y, con ese propósito, se intimidaba a las derechas, a escasos días de la votación se impedía también ejercer ese derecho a genuinos republicanos representados por Melquíades Álvarez; así que, sin haberse ejercido el derecho al voto, podemos afirmar que se estaba ya prácticamente configurando el color y la composición final del futuro Parlamento, algo verdaderamente insólito y que significaba un auténtico atropello al libre ejercicio del sufragio por el que, años atrás, rogaron los otrora denunciantes de los excesos y las corrupciones de la vieja política. No solamente se cambió arbitraria e irregularmente la composición de miles de Ayuntamientos, además, se pervirtió hasta el extremo la libertad de los españoles para elegir a las opciones políticas que se correspondían con su ideario o conciencia política, se cercenaban los derechos más elementales ante una cita electoral decisiva y que estaba destinada a formular la futura Constitución que, supuestamente, debían amparar los derechos y libertades de todos los españoles. Lo que parecía absolutamente claro, a esas alturas del mes de Junio, es que muchos de ellos no iban a ser partícipes de tan trascendental convocatoria.
Ese Sábado 20 de Junio, como he referido, el político republicano Melquíades Álvarez sufrió la coacción violenta de los extremistas, de los incansables alborotadores que, poco a poco, se hacían con las calles de muchas ciudades de España; Melquíades Álvarez denunciaría esa pasividad de las autoridades ante las violencias de los fieles de las izquierdas republicanas, y lo hacía en un documento en el que detallaba el acoso y la intimidación de la que fue objeto y que le impidió ejercer su derecho a la palabra. En ese número del diario La Nación (del 20 de Junio), y bajo el epígrafe “Situación Revolucionaria. Desde el Poder y desde la calle”, se recogían las violencias y el descontrol absoluto del orden público ante la “sorprendente” y reincidente pasividad de las autoridades públicas:
«El pugilato de la superación revolucionaria a la que estamos asistiendo da la tónica de lo mal educado que, políticamente, está nuestro país, y de la supina ignorancia y la incomprensión con que se producen algunos sectores. En la calle, la disputa de radicalismos truculentos llega ya a medir quien tira más piedras, hace más disparos o asalta y destruye más prestamente un edificio».
Melquíades Álvarez reconocería que renunciaba a su candidatura con el fin de no favorecer a las violencias y evitar que la fuerza pública se viera obligada a intervenir en la campaña electoral. De este modo, podemos afirmar sin temor a equivocarnos que la República, a los dos meses de vigencia, no había hecho sino potenciar ese espíritu revolucionario con el que se presentó en el mes de Abril; nada más ver la luz, la calle fue tomada por extremistas (no precisamente de las derechas) que se dedicaron a incendiar la convivencia llegando a impedir uno de los principios más elementales de toda democracia, el derecho al sufragio y por razón de ideología. Ese espíritu de contienda, de lucha fratricida, lo recogía en esos días Miguel de Unamuno, en un acto en Béjar (20 de Junio), con estas palabras:
«Creo más bien en una guerra civil inacabable; en una revolución permanente, sin mojón ni muga, porque lo cierto es que este tipo de económico de sociedad ha de cambiar necesariamente».
No lo veía así uno de los más significados próceres de la revolución, el radical socialista Álvaro de Albornoz: “La República no ha de ser conservadora, nosotros queremos una República radical, porque aquí no hay que conservar nada. Hemos de combatir los cultos del pasado, con su clero intolerante y fanático”; estas eran las manifestaciones del que era, en aquel momento, todo un ministro (de Fomento) del Gobierno provisional republicano. La lucha estaba servida incluso entre las propias fuerzas republicanas que se debatían entre los principios revolucionarios y los democráticos: “Ya que no se entienden con los adversarios, que se entiendan entre sí”, llegaba a pedir el editorial de La Nación el 23 de Junio; el pugilato se iba a dirimir pronto y la calle era ya la expresión de unos políticos que estaban muy alejados de verdaderos propósitos de convivencia y libertad.
A la nota del partido Liberal Demócrata Republicano de Melquíades Álvarez y que recogía, públicamente, el ambiente insurgente y la situación de caos generalizada a escasos días de la cita electoral, se sumaba la publicada por el nuevo partido de las derechas, Acción Nacional que, pocos días después, emitía otro comunicado en el que también hacía público las extremas dificultades para ejercer, libremente, sus actos de campaña: “Pese a las dificultades y obstáculos que ha encontrado por donde quiera, a los atropellos de que ha sido objeto y al desamparo de las autoridades para el libre ejercicio de sus derechos ciudadanos, no ha disminuido un punto su entusiasmo”. Y es que, en efecto, las coacciones y violencias se seguían produciendo y así lo harían hasta el mismo día de las elecciones. La lucha electoral era intencionadamente rebasada por una lucha de carácter resueltamente revolucionario que, poco a poco, se trasladaba al conjunto de las calles españolas; coacciones, agresiones en mítines, candidaturas censuradas, amenazas, huelgas, el caldo revolucionario se avivaba a mayor velocidad según se acercaba el 28 de Junio. El 23, un interesante editorial de La Nación recogía las luchas fratricidas entre los propios republicanos:
«La lucha electoral, que ya saben todos que no nos interesa directamente, porque somos meros espectadores, se inicia lamentablemente. Unos republicanos no pueden hablar, otros republicanos hablan demasiado, unos se ciñen a los imperativos de prudencia, otros hacen alarde de extremismo insensato. En la misma zona republicana, se produce el espectáculo de vencedores y vencidos… Y todo esto ocurre en los preliminares de un régimen, cuando las voluntades deberían coordinarse para consolidarlo».
Ni los republicanos se entendían, entre ellos se establecían  y dirimían luchas cainitas y es que la República llegó a un país donde hasta hace unos pocos meses no existía un verdadero espíritu republicano, lo único que se había conculcado a una buena parte de la sociedad era un espíritu puramente revolucionario con el único propósito de destruir y aniquilar a la Monarquía pero, fuera de él, no había nada, nada más que odio y violencia, y esa era la expresión de unas masas que desconocían, completamente, el verdadero y más hondo significado del republicanismo. Por lo tanto, desde un primer momento, revolución y República fueron términos que permanecieron unidos en el espíritu colectivo de millones de españoles que desconocían que, uno y otro, podían perfectamente desarrollarse por separado; no se les puede culpar por ello, durante años, los deseos de quebrar a la Monarquía se confundieron con los deseos de una revolución esencialmente violenta que tenía como fin primero, y último, destruir las instituciones y el marco de convivencia entre españoles, y lo que sucedía en aquellos días de Junio de 1931 no era más que la expresión última y el desencadenamiento de todos estos factores.
Es este escenario, no es difícil imaginar la extrema dificultad en la que se hubieran tenido que desenvolver las candidaturas monárquicas, un partido nuevo como era Acción Nacional, que no había hecho una sola declaración ni acto de fe alguno en pro del monarquismo, veía como muchos de sus actos se suspendían arbitrariamente o eran alterados por las violencias y coacciones de las masas de la izquierda republicana. No solamente sufría esas violencias Acción Nacional, la derecha republicana, la representada por la Derecha Liberal Republicana de los señores Miguel Maura y Alcalá Zamora, era también presa de la ira de las masas; muchos de sus mítines y actos fueron suspendidos o alterados por las provocaciones de estas, el 24 de Junio, en el acto celebrado en el teatro Cervantes de Ciudad Real, debió ser suspendido ante los constantes insultos y provocaciones a los oradores de un grupo de extremistas, tuvieron que ser escoltados por la Policía para no ser linchados. Como refiero, no pocos de los actos de la Derecha Liberal Republicana terminaron de igual modo, así, tal vez se pueda explicar que, dadas las extremas dificultades para hacer llegar su programa e ideario, esta minoría que, en principio se las prometía muy felices, obtuviera unos resultados más que discretos aquel 28 de Junio, y es que como referí anteriormente, muchos de los activistas de la Derecha Liberal Republicana eran nuevos afectos del republicanismo, salidos de unos Ayuntamientos que forzosamente habían sido depurados (por su monarquismo) lo que les convertía en las víctimas propiciatorias de la inquina y la ira de los extremistas revolucionarios. Ese mismo día se suspendieron otros actos de fuerzas de la derecha en distintas partes del territorio Nacional, de la Lliga Regionalista en distintos puntos de Cataluña y de Acción Nacional en otros tantos de la geografía española. Mientras, la izquierda republicana, socialistas y republicanos de la coalición, celebraban sus actos en total libertad y sin molestia alguna, actos jubilosos que presagiaban los buenos resultados de unas elecciones que, como he dicho, se celebraron bajo ese espíritu de la coacción y la más grosera intimidación. El partido socialista se veía ganador a escasos días de las elecciones, lo que explicaría los relativamente escasos titulares que sus principales figuras dejaron para la posteridad en aquella campaña electoral (salvedad hecha de algunas menciones a la revolución y la Convención y a los que, puntualmente, me he referido). Tan es así que un diario como La Nación, reconocía el nuevo “carácter gubernamental” del partido socialista y el cambio de imagen que se observaba en él ante la cita electoral. Ese lavado de imagen al que se refería no era casual; la calle estaba en manos de los acólitos del socialismo que, desde el momento en que tomaron las primeras instituciones y ocuparon los primeros espacios de Poder (muchos de los Ayuntamientos monárquicos habían pasado súbitamente a sus manos) convirtieron la calle en la más viva expresión de la lucha de clases que desde los órganos del partido se proyectaba (un partido en el que el marxismo seguían siendo el principal referente ideológico). En aquellos convulsos días de Junio, el socialismo tomaba el relevo del antiguo caciquismo para ejercer otro de carácter beligerante e inequívocamente revolucionario que hacía de la coacción y la intimidación una forma de hacer “política”. Los socialistas ganaban posiciones al mismo tiempo que otros las perdían producto de la desafección, la amenaza y el hartazgo ante una cita electoral en la que, cada vez un mayor número de españoles, ya realmente no creían; por tanto, los dirigentes socialistas no hacían llamamientos en sus actos a la agitación, no les hacía falta, la calle era ya suya. Para ilustrar lo que ocurría en muchos puntos de la geografía electoral española, Acción Nacional publicaba en la localidad asturiana de Gijón un Manifiesto en el que pedía a sus votantes la abstención ante el cúmulo de despropósitos y de violencias que contra ellos se realizaban sin merma alguna para los alborotadores y asaltantes:
«La apreciación unánime del atropello efectuado en el teatro Campoamor (sufrido por Melquíades Álvarez) ha determinado la retirada de la candidatura de la Acción Nacional, que habíamos hecho nuestra, porque realmente, si aún las fuerzas políticas más afines al Gobierno son tratadas con hostilidad por algunos sectores y sufren el desamparo de la autoridad, no cabe fiar mayores esperanzas en el trato que pudieran recibir los elementos que van principalmente a defender los principios básicos de la sociedad: Religión, Familia, Patria, Orden, Propiedad y Trabajo. En consecuencia, la coalición católica gijonesa recomienda a sus afiliados y simpatizantes la más completa abstención en las próximas elecciones, para no dar lugar a que prevalezcan con el carácter de Cortes nacionales las que no serán más que una Asamblea facciosa del grupo imperante, pero nunca reflejo de la voluntad nacional».
Puedo estar relatando cientos de episodios para ilustrar la impunidad y el descrédito en el que se desenvolvió aquella histórica campaña electoral pero, sin duda, ninguno reflejaría mejor aquel espíritu revolucionario de como lo hacía esta nota. Lo ocurrido al ilustre político republicano se había convertido en el pan nuestro de cada día para muchas formaciones de las derechas, incluso y, como he referido, de aquellas que habían unido su suerte a la del propio Gobierno provisional. De este modo y, producto de la coacción y la intimidación consentida por las propias autoridades y Gobierno, el mensaje revolucionario, el laicismo, el anticlericalismo o el federalismo se impuso sin apenas necesidad de debate al que defendía el orden, la familia, la religión o la propiedad, básicamente, porque éste se impidió que llegará a ser escuchado y apenas publicitado. La nota lo dejaba bien claro, el futuro Parlamento no sería la verdadera expresión de la voluntad popular, y no se equivocaría…
Así las cosas, el día 23 de Junio varios estudiantes que repartían propaganda de Acción Nacional eran apedreados en Sevilla, uno de ellos, Luis Halcón, resultó herido gravemente; la masa extremista que les había agredido trató de impedir que fuese asistido “para dejarle desangrar en plena calle”; Acción Nacional enviaría un enérgico telegrama de protesta al Gobierno por las continuas agresiones a los seguidores de su partido. En Valladolid, igualmente, Acción Nacional enviaba otro telegrama al Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, protestando por la “falta de protección oficial en la libertad de actos de propaganda” por los pueblos de la provincia. En Ferrol y otras localidades, monárquicos y elementos de Acción Nacional anunciaban su propósito abstencionista ante la falta absoluta de garantías de las elecciones. En Baena (Jaén), un día después, era suspendido un acto de la Derecha Liberal Republicana por intimidaciones de elementos de la izquierda republicana, en Madrid, en la plaza de Isabel II, grupos de jóvenes arrancaban los manifiestos y candidaturas de Acción Nacional; el serial sería interminable como nula la respuesta de las autoridades y un Gobierno que con su actitud convertían aquellas las elecciones a Cortes Constituyentes, las más decisivas hasta la fecha en la historia parlamentaria española, en una ficción democrática. Tal vez ayude a explicar todos estos execrables episodios que, al frente de la Dirección General de Seguridad se encontraba un tal Ángel Galarza, que no parecía ver motivos para reprimir estos sucesos ni para practicar detención alguna. Mientras todo esto ocurría, en prisión gubernativa pasaban sus días muchos monárquicos, como el ex ministro Galo Ponte (sobre el que se desconocían los cargos), el doctor Albiñana o los hermanos Miralles, una “suerte” que no era compartida por elementos extremistas del comunismo; en aquellos días, 22 al 24 de Junio, algunos diarios recogían la noticia de que decenas de elementos comunistas recobraban la libertad por orden del propio Galarza tras conocerse que estaban dispuestos a iniciar una huelga de hambre, se hablaba de varias decenas de ellos. Sin embargo, dos días después, el 25, el propio Galarza desmentía la noticia afirmando que en la Cárcel Modelo de Madrid sólo quedaba un comunista. De ser ciertas las afirmaciones del Director General de Seguridad, quedaba al descubierto y se hacía público el que desde la referida Dirección no se estaba ejerciendo la labor represiva adecuada y proporcionada a las amenazas y las coacciones que derechas y monárquicos venían padeciendo desde el inicio de la campaña electoral; sólo un elemento extremista encarcelado en el que era el principal centro de reclusión madrileño cuando eran decenas los sucesos y alteraciones del orden los que se producían a diario. Sin duda, la arbitrariedad y sectarismo de la Dirección General de Seguridad era manifiesta, insultante, y la ausencia de garantías procesales se sumaban a la ausencia de garantías electorales; los promotores de la revolución campaban a sus anchas ante la actitud contemplativa de la mayoría de las nuevas autoridades republicanas.
“Grandiosa propaganda electoral. Organizado por la conjunción Republicano-Socialista se celebrará hoy, a las diez de la noche, un grandioso mitin de propaganda electoral en el teatro de la Casa del Pueblo”; mientras las amenazas y coacciones de los elementos de la extrema izquierda proseguían y aumentaban en intensidad, republicanos y socialistas celebraban grandes actos multitudinarios convenientemente publicitados y sin ser molestados o mínimamente inquietados; Castrovido, Lerroux o Largo Caballero podían ofrecer a sus masas, libremente, las líneas programáticas de sus respectivos partidos; una de las que más firmemente apoyaban era la expulsión de los Jesuitas, en ese ambiente de coacción a los monárquicos y derechas, no podía faltar la presencia de la Iglesia o el Clero:

«La expulsión de los Jesuitas. No se nos alcanza por qué goza España buena fama de ser la nación más católica del orbe y la hija predilecta del gran parásito romano. Lo cierto es que nuestro país es el que ha dotado de clásica nacionalidad a la blasfemia, rotunda expresión de la categoría sentimental que en nosotros tienen las pueriles entelequias de la secta católica, y que no menos típico y característico de nuestra bendita idiosincrasia es la quema de conventos e iglesias en épocas de elevada temperatura social. Ocurre ahora que España quiere sacudirse fuera de sí los negros abejorros jesuitas y no sabe cómo. Desde que el Ayuntamiento de Gijón tuvo el feliz acierto de pedir la expulsión de los engendros de san Ignacio, no pasa un día sin que la prensa registre en sus columnas peticiones semejantes de sus homónimos españoles. Son varios millares los Municipios que han pedido el Gobierno que arroje de nuestro país a la plaga jesuítica».
En estos términos se expresaba el editorial de El Socialista el 19 de Junio, el señalamiento y la injuria contra las instituciones de la Iglesia empezaba a convertirse en conducta habitual desde muchos órganos de prensa del republicanismo y el socialismo, los jesuitas eran la organización centro de todas estas injurias; en este editorial se volvía a hacer hincapié en la expulsión de los jesuitas y de todas las demás órdenes religiosas. De nada había servido la conmoción que produjo los terribles sucesos de la quema de Iglesias y Conventos apenas un mes antes. La nula respuesta del Gobierno provisional a estas conductas apasionadas y alejadas de todo espíritu de convivencia presagiaban un escenario ciertamente difícil para muchos españoles con un Gobierno que, a través de distintos comunicados, culpaba de las violencias a los elementos extremistas de la izquierda y la derecha, y es que buscaba equiparar ambas violencias cuando era bien sabido que estas respondían, casi en exclusividad, a elementos del anarquismo y del extremismo izquierdista republicano (socialista o comunista, principalmente). En el Consejo de Ministros del 19 de Junio se trató el tema de las conspiraciones de las derechas y las izquierdas para obstaculizar las elecciones; el ministro socialista de Instrucción Pública, Fernando de los Ríos, diría que “en la democracia, el complot es un delito” (habría que preguntarse cuántas veces había sido participe en complots subversivos el ahora ministro en tiempos del régimen liberal y, sobre todo, su partido), sin embargo, esos presuntos complots, como he relatado previamente y acompañado con una relación de sucesos y hechos concretos, no provenían más que de un sector político que veía en estas próximas y decisivas elecciones la posibilidad de certificar su principal razón de ser, la revolución.
El socialismo seguía jugando sus bazas sabiéndose o creyéndose ganador de las elecciones, por un lado, reivindicaba la acción revolucionaria de las futuras Cortes a la vez que recriminaba y reprochaba la conducta hostil y amenazante de unas masas que confundía interesadamente con izquierdas y derechas; así, el socialismo se mantenía en un segundo plano de toda esa agitación sin renunciar a su propósito revolucionario, los sucesos de aquellos días los aprovechaba en beneficio propio pues, entre huelgas, suspensiones y agresiones en mítines, peleas, agitación, abstención y demás sobresaltos la candidatura socialista seguía creciendo en apoyo toda vez que se iban eliminado posibles adversarios a la cita electoral. Ese doble juego lo utilizaba, como he dicho, en beneficio propio, aguardaba expectante a que se consumara lo que muchos ya preveían o intuían y es que, tras la suspensión de los Ayuntamientos monárquicos, el PSOE ya era dueño de muchos espacios de poder que previamente lo habían sido del caciquismo rural, de modo que prácticamente sólo tenía que esperar a que cayera el “fruto maduro”. Veamos, brevemente, un ejemplo muy ilustrativo de ese doble juego del partido socialista. En un artículo de la primera página de El Socialista del 21 de Junio, se criticaba la acción violenta sufrida por Melquíades Álvarez en el Teatro Campoamor de Oviedo pero, al mismo tiempo, se decía que se merecía “esas cosas y muchas cosas más”:
«Lamentamos lo ocurrido en Oviedo. Por, razón de sensibilidad, no nos agrada la violencia. Pero a don Melquiades le tienen que ocurrir esas cosas y muchas más. Don Melquiades sembró vientos y ahora recoge tempestades. Don Melquiades, contra lo que dicen sus amigos, es tan zorro como Romanones. No ha sabido ser oportuno. Sus partidarios han realizado en Asturias una campaña vergonzosa contra los socialistas. Han apoyado a los pistoleros. Han demostrado que carecen de solvencia moral y que políticamente son tan calamidad como su jefe, don Melquiades».
En el artículo se llegaba a justificar las agresiones y las amenazas por la conducta ambigua y contraria a los intereses del socialismo del político asturiano al mismo tiempo que, de forma verdaderamente mezquina e hipócrita, se repudiaba a la violencia. El socialismo se mostraba ambiguo por puro interés electoralista, hacía causa indisimulada de la conducta revolucionaria pero, al mismo tiempo, trataba de camuflar esos impulsos denunciando unas violencias que, en el fondo, apoyaba por cuánto le iban laminando y despejando el camino hacia una cita electoral en la que se veía triunfante. De hecho, refería en ese mismo artículo que Melquíades Álvarez no retiraba su candidatura en Asturias por las amenazas sufridas sino por “la falta de votos”, votos en los que, ante ese constante goteo de renuncias de candidatos adversarios, creía ver nada más que oportunidades para seguir creciendo en intención de voto.
El 22 de Junio, en Madrid, el mitin que se proponía celebrar Acción Nacional en el teatro Alcázar era también suspendido, en esta ocasión suspendido por los propios organizadores que, ante lo que era una sugerencia de la Dirección General de Seguridad dirigida por Ángel Galarza, decidían no celebrarlo por la cercanía del teatro, situado en la calle Alcalá, a la plaza de Toros de las Ventas en un día que habría de celebrarse una corrida a la misma hora. La sugerencia, en extremo “sutil” del Director General de Seguridad, respondía a que la cercanía entre ambos actos (uno político, el otro taurino) podría derivar en excitaciones políticas que era obligación prevenir. Los organizadores, miembros de Acción Nacional que ese día además presentaban su candidatura en Madrid, respondían sin dilación acogiendo positivamente la sugerencia de Galarza. Este hecho, revela dos cosas; una, la disposición de las derechas a participar legítimamente dentro del nuevo régimen sin producir alteraciones ni fomentar provocaciones contra él, y dos, la disposición de las autoridades a dificultar, en todos los órdenes, la libre y legítima actuación de estas dentro del régimen republicano. Es decir, cuando se llegaba a finales del mes de Junio y tras los trágicos sucesos de Mayo, las derechas seguían mostrando su disposición y colaboración con un régimen que no hacía sino poner trabas y continuos obstáculos para su libre desarrollo; y es que la República, desde un primer momento, fue objeto de evidentes inquietudes y perturbaciones por elementos extremos, en efecto, pero de la propia izquierda que no de la derecha pese a que la historiografía tradicional pretenda asegurar lo contrario.
“Somos revolucionarios ante la reacción, pero conservadores con la República”, estas palabras de Lerroux el 22 de Junio en un gran mitin en Barcelona (en una abarrotada Plaza Monumental) mandaban un mensaje claro de los que eran los deseos del verdadero republicanismo de marcar territorio y distancia con los agitadores extremos, los deseos de una República conservadora la defendían hasta los fieles del Lerrouxismo ante los indiscriminados y reiterados ataques que esta sufría por parte de los elementos extremos, elementos a los que Lerroux incluía dentro de una reacción (ni de derechas ni de izquierdas) y a la que creía necesario combatir “revolucionariamente”. Lerroux no lo hacía desde la contrarrevolución, esta última sería la baza a jugar de las derechas cuando comprueben, in situ, la animadversión que su escasa presencia en las Cortes provocaba al conjunto de las izquierdas republicanas más extremas, principalmente los socialistas. Así pues, aquel 22 de Junio, Lerroux y otros destacados líderes de la conjunción republicano-socialista pudieron libremente dirigirse a grandes multitudes al mismo tiempo que, en las Ventas, torearía el gran Chicuelo y mientras que, Acción Nacional, suspendía el gran acto de masas que debía realizar en Madrid (el de la presentación oficial de sus candidatos).
Como he referido anteriormente, sólo en las provincias vascas las derechas mostraban esos impulsos violentos contra los que eran sus adversarios políticos; también se manifestaría el Clero que, a raíz de la expulsión del Cardenal Primado de Toledo, Pedro Segura, empezaba tibiamente a movilizar a sus fieles para protestar por las disposiciones que, en forma de decretos, atentaban contra los intereses de la Iglesia. En efecto, la reacción de las derechas y a la que tan sañudamente hacían referencia las izquierdas republicanas tenía su epicentro en las Vascongadas y, principalmente, en Navarra. Ese 22 de Junio, tras la celebración de un mitin republicano-socialista en el pabellón Euskal-Jai de Navarra, un grupo de los asistentes era tiroteado en sus furgonetas a su paso por la localidad de Mendigorría cuando regresaban a sus destinos de origen. Fuere como fuere, el clima de violencia y de coacción fue determinante para que las elecciones tuvieran una más que cuestionable legitimidad, en estas condiciones, las garantías de que estas fuesen la verdadera expresión de la voluntad popular eran prácticamente nulas.
 
Tal era el ambiente de agitación que empezaba a circular el rumor de la suspensión de las elecciones; el 23 de Junio, el líder socialista Largo Caballero tuvo que salir al paso de estos rumores: “Pueden ustedes asegurar que las elecciones no se aplazarán, porque si se aplazan no habría Gobierno provisional”. Aquel día el periódico de las derechas, El Debate, ilustraba en su página de portada ese ambiente pasional en el que se desenvolvía la campaña electoral:
«Estamos en los días de embriaguez, de la victoria revolucionaria, cuando los espíritus inferiores sólo piensan en el exterminio de los contrarios».
En ese mismo editorial se recogía el ambiente de pesimismo existente en los electores de las derechas a los que se dificultaba en extremo el verdadero y legítimo derecho al sufragio, circunstancia en la que los Gobernadores civiles jugaban un destacado papel; el gobernador civil no era un funcionario administrativo al que le correspondía vigilar la pureza de las elecciones, se había transformado en un agente activo en todo el proceso electoral y en que resultaba fundamental su capacidad de decisión:
«Hay, es cierto, regiones en el que el espíritu crítico se muestra frío y, sobre todo, atemorizado. En gran parte de España los ánimos están deprimidos, porque los ciudadanos no sienten garantizado el ejercicio de sus derechos de ciudadanía, y ni siquiera saben si existe el amparo de la autoridad en el caso, muy posible, de que las turbas se desmanden. Contribuye a desmoralizar a la masa el espectáculo de algunos Gobernadores civiles convertidos en agentes electorales».
Los Gobernadores civiles “convertidos en agentes electorales”; así actuaron muchos de ellos en aquel fraude masivo. Pese a todos estos obstáculos y adversidades, y según se reconocía en El Debate y en el que era un último y desesperado esfuerzo, se buscaba movilizar a unas derechas que apenas habían tenido unos días para organizar sus candidatos y candidaturas en las distintas provincias españolas por las que se presentaban:
«Habrá quien piense que estas notas obscuras bastan para ensombrecer el cuadro de la política española. Nosotros no. A pesar de las violencias, de palabra y obra; de las dificultades de todo género para la propaganda: de las debilidades, de las parcialidades, de las tropelías de la autoridad, mantenemos nuestro decidido criterio de seguir en la brecha».
En esa misma fecha se anunciaba la proclamación oficial de candidatos a la provincia de Madrid; Acción Nacional finalmente, pese a esas enormes adversidades, conseguía presentar a 39 candidatos (los republicano-socialistas presentaban 115, la derecha liberal republicana 124, los Radicales Socialistas 73); el optimismo es libre, cierto es, tan cierto como que aquel Parlamento iba a ser prácticamente monocolor dadas las circunstancias anteriormente relatadas.
La muy agitada campaña daba sus últimos coletazos; el 26 de Junio, en Madrid, el agazapado socialismo enseñaba sus garras de nuevo (las derechas seguían mirando al peligro comunista sin reparar, todavía, quien era el verdadero enemigo al que muy pronto se iban a tener que enfrentar, a mirar de frente). Lo hacía en la Casa del Pueblo socialista de Madrid; en el acto intervendrían, entre otros, el poeta satírico y declarado anticlerical, Luis Tapia y Julián Besteiro. El primero, en su alegato final, hacía públicos sus propósitos de lo que debía ser aquella República:
«…no hay que ser exigentes; primero será una República democrática; después socialista; luego comunista y más que comunista, pues no crean que ellos son el punto final de la humanidad (Gran ovación)».
Seguidamente, intervenía Besteiro, lo hacía recordando como fue el final de la burguesía en Rusia y advertía de lo que podría ocurrir en España:
«…Y yo os digo, que si con una actuación serena se derrumba el Poder capitalista y los partidos burgueses no saben qué hacer con la nación y viene el Poder a nuestras manos, no serán los bolcheviques, seremos nosotros” (Fuerte ovación)».
Asombra ver, con la perspectiva que nos ofrece el tiempo, como ni republicanos ni monárquicos supieron ver lo que los socialistas pretendían hacer con aquella República y a la que los elementos burgueses no estaban precisamente invitados. Y por si hubiera alguna duda de que estas intervenciones no respondían a un apetito puramente personal, dos días después, el 28, en la misma fecha de las elecciones, y bajo el epígrafe “Hasta donde llegaremos si es preciso”, esto se decía en las páginas de El Socialista:
«Nosotros queremos llevar a España a las realizaciones socialistas por el camino de la democracia. Y haremos todos los nobles esfuerzos por conseguirlo. Pero si hay elementos de derecha o de supuesta izquierda que quieran impedirlo, nos hallarán resueltamente en su camino. No consentiremos que nadie deshaga nuestra obra de treinta y siete años de trabajo y de sacrificio destruyendo al mismo tiempo las nobles esperanzas de España de marchar al unísono con los pueblos que figuran a la cabeza de la civilización universal. No queremos dictaduras ni de derecha ni de supuestas izquierdas. No queremos ser dictadores. Pero nos parece prudente advertir que, si las circunstancias lo aconsejan, para la salvación de España y del Socialismo, seremos nosotros los que afrontaremos resueltamente la responsabilidad que las horas históricas que vivimos exijan».
Por esta razón decían suscribir, plenamente, las palabras “de nuestro camarada Julián Besteiro con que comenzamos este suelto y que revelan una actitud firme del socialismo español”. Esto es, se erigían en los “sheriff” del que sería el futuro Parlamento republicano, los únicos con capacidad fiscalizadora de lo que habría de ser aquella República sopena de sufrir la ira de un socialismo que parecía ser el único capacitado y legitimado para dictar y dirigir los designios de la nación española. La amenaza era lo suficientemente explícita como para no tomársela en serio. Las posiciones de unos y de otros ya estaban fijadas y llegado el día 28 no ocurrió otra cosa más que lo que tenía que ocurrir.
Para rematar la sucesión de agitaciones y violencias habidas durante la campaña electoral, el 27 de Junio estallaba en la Base del aeródromo sevillano de Tablada un complot revolucionario que se venía gestando desde hacía semanas; no entraré mucho en el fondo de un asunto que, 90 años después, sigue generando muchas dudas y controversias. El protagonista de nuevo era el Comandante Ramón Franco; se había presentado a las elecciones por la ERC de Maciá y, al mismo tiempo, había logrado otra candidatura por el partido Republicano Revolucionario Federal Andaluz, un partido creado para combatir al propio Gobierno provisional republicano y las teorías defendidas por éste en el Pacto de San Sebastián. Su propósito era crear una alternativa extremista que nada tenía que ver con la República de carácter burgués que los firmantes del Pacto proclamaban. Entre los compañeros de ese arriesgado y comprometido “viaje” del Comandante Franco se encontraba el excéntrico abogado José Antonio Balbontín, Antonio Rexach, Blas Infante y el inseparable amigo personal del Comandante, el mecánico Rada. Durante las semanas previas a aquellas elecciones hubo mucha agitación en el aeródromo del Tablada, el Comandante Franco inició una campaña auténticamente revolucionaria en compañía de federalistas andaluces y anarquistas creando un clima de extrema agitación en la ciudad de Sevilla; en esta ciudad se lanzaron desde los trimotores del aeródromo todo tipo de pasquines con mensajes inequívocamente revolucionarios. El 21 de Junio, Ramón Franco expresaba públicamente las que eran sus intenciones:
«Mis propósitos- contestó Franco- son recoger el ambiente revolucionario de España que se muestra potente y conviene no desatender. Me propongo realizar una campaña completamente revolucionaria con relación a todos los extremos de la vida del país, cuestiones sociales, políticas, económicas, de enseñanza, militares y, en fin, de todo lo que España anhela y no se le da”. “Considero precisa una nueva estructuración de Andalucía y en el programa del partido republicano revolucionario propugnamos desde luego la República de Andalucía autónoma libre. En nuestro programa exponemos nuestra ideología, que es así: autonomía de Andalucía, República federal, abolición completa de los latifundios, distribución en porciones permanentes y en completa posesión de la tierra entre los obreros, abolición del salario, convirtiendo al obrero en industrial o mercantil, en accionista de la empresa, escuela y enseñanza agrícola».
Los disparatados propósitos de los revolucionarios encontraron, por fin, la respuesta enérgica del Gobierno provisional; por primera vez en aquella República y, tras más de dos meses de titubeos, el Gobierno ejercía una verdadera acción represiva contra un movimiento claramente subversivo y que tenía atemorizada y agitada a toda una ciudad de la magnitud de Sevilla (la inmediatez de las elecciones, sin duda, ayudo a que se procediera en esta forma). Lo que no pudo sofocar ya el Gobierno fue la mecha revolucionaria que, aquella alocada campaña, prendió en la ciudad andaluza. Si los sucesos de Tablada se sofocaron con firmeza y una autoridad resuelta y eficiente, de nuevo sería gracias al buen hacer y férrea disciplina del General Sanjurjo quien, como ya hiciera meses antes, se puso en entera disposición de la República para sofocar un intento revolucionario dirigido contra ella (los últimos focos revolucionarios se sofocaban el mismo día de las elecciones, el 28 de Junio), sin embargo, Sanjurjo no lograría sofocar el espíritu revolucionario que prendió en Sevilla tras la fracasada tentativa:
«¡Jornaleros andaluces! Venimos a daros la tierra y a restituiros con ella el rango de pueblo más culto de Europa, que vuestros antepasados hubieron de ostentar, pueblo hoy convertido en bufón por la esclavitud del mismo que vino a hacer el latifundio. Tenemos leyes ya elaboradas por técnicos y políticos, que os proporcionarán la tierra, el dinero y los medios de cultivarla. Votad porque la República sea el nombre de una verdadera revolución que venga a haceros justicia».
Este tipo de pasquines se lanzaron en Sevilla en las horas previas a las elecciones por los trimotores del Tablada, así que de poco serviría la posterior destitución de sus cargos de Aviación del Comandante Franco y el Capitán Rexach; la agitación y la subversión permanecerían en Sevilla una vez sofocado el truculento suceso del aeródromo del Tablada (aún no aclarado en su magnitud). Ramón Franco proseguiría con su conducta revolucionaria desde el escaño que obtendría defendiendo los intereses de la Ezquerra de Cataluña de Maciá en el Parlamento, un Parlamento que abrió sus puertas tratando asuntos como éste y cuando la República ya empezaba a ser devorada por todo tipo de conflictos, huelgas y violencias callejeras (Huelga de telefónica, agresiones entre UGT y CNT, Ley de fugas en Sevilla…).
Y así llegamos a la jornada electoral del 28 de Junio, este era el ambiente que se había sembrado en las semanas precedentes; los que durante años acusaron a los próceres de la vieja política liberal de caciquismo, de corrupción y de infinidad de arbitrariedades, afrontaban su primera y más decisiva cita electoral ante la más absoluta falta de garantías y la ausencia de las más elementales certidumbres de transparencia electoral; y es que esa “nueva política” no podía desprenderse de lo que era su más cruda realidad, muchos de sus miembros habían sido protagonistas de aquella vieja política que tan tenazmente censuraron y de la que muy difícilmente podían desprenderse. Aquel día 28 se contabilizaron en España 13 muertos y más de 20 heridos (algunos de consideración), la perturbación y agitación nacional provocada por los elementos extremos de las izquierdas republicanas durante la campaña electoral provocó lo que algunos temían aunque, cierto es, que se esperaba una jornada mucho más negra de lo que finalmente fue. La suspensión arbitraria de Ayuntamientos monárquicos, las coacciones y violencias contras estos y las derechas dieron como resultado el que apenas un 55% del electorado acudiese a votar (en unas elecciones que eran trascendentales para el futuro de España). Un diario socialista de la provincia de Salamanca, Tierra y Trabajo, recogía en su editorial lo que habían sido aquellas elecciones:
“«Se han hecho estas elecciones de forma exactamente igual a como se hubieran hecho en tiempos del Borbón, campando por sus respetos los caciques de siempre y empleando, como siempre, procedimientos que creíamos ya definitivamente desaparecidos de España, después de la jornada del 12 de Abril».
En el editorial se hablaba de votos de muertos, ausentes o desaparecidos, con irregularidades que nada bueno hacían presagiar respecto del cambio prometido por las nuevas autoridades republicanas; si a todo ello se suma el que una buena parte de la opinión no pudo expresar sus deseos en el sufragio (por las coacciones, las suspensiones de partidos y candidaturas, las agresiones, las intimidaciones, las suspensiones de mítines, etc.), podemos deducir y, como dijera en su momento el ilustre Ortega y Gasset, que aquellas elecciones fueron una “vergüenza electoral”. El Socialista decía el 30 de Junio que “el pueblo ha ganado la batalla a la reacción”, algo que no se correspondía con la realidad, esa presunta “reacción” acaso no existía más que en el Norte (la minoría vasconavarra), en el resto de España no se pudo expresar libremente y apenas tuvo opción de elegir candidaturas que fueran reflejo de su verdadera voluntad. Así, las denuncias de irregularidades fueron muchas y, para muestra, lo ocurrido con el acta de Calvo Sotelo por la provincia de Orense, que sufrió todo tipo de tejemanejes absolutamente indecentes para que no la obtuviera (pretendió, estérilmente, acudir al Parlamento para defenderse de las acusaciones que le imputaban sobre su gestión durante los años de la dictadura; la Cámara, en Septiembre, le negaría el suplicatorio y le sería imposible dar respuesta a las infundadas acusaciones). En Madrid, el alcalde, el republicano azañista Pedro Rico, permitió que se computaran votos de personas que no figuraban en el Censo, una circunstancia que se repitió en otras muchas circunscripciones (en la provincia hubo muchas denuncias sobre cómo se habían “arreglado” las actas al gusto de los miembros de la conjunción republicano-socialista). En efecto, se calcula que hasta 5.000 electores no incluidos en el Censo depositaron su voto en la urna (sólo en la provincia de Madrid) cuando, según la Ley electoral vigente, no tenían derecho a hacerlo. Para ilustrarlo, como siempre con datos, aquí lo que decía un diario como El Socialista el 2 de Junio, en un artículo donde reconocía, sin tapujos que, en efecto, se había votado sin estar en el Censo: “¿Es verdad? Sin duda que lo es”. Y así lo detallaba:
«Lo ocurrido fue lo siguiente: En la última renovación del Censo han solicitado ser incluidos infinidad de nuevos electores, que luego, no se sabe por qué, no han sido atendidos. Y esto ocurrió en número verdaderamente extraordinario. En la sección 25, de la Inclusa, han sido desatendidos la casi totalidad de los solicitantes. ¿Por qué? ¿Qué ha ocurrido para que estos nuevos electores no hayan sido incluidos en el Censo? Esto es lo grave, lo Inexplicable y lo que hay que averiguar. Se han dado casos, muchos, de electores que han solicitado el traslado del Censo y han sido dados de baja en las listas en que figuraban y no han sido incluidos en las que lo solicitaban. ¿Por qué?. Esto produjo algunos espectáculos deplorables, porque acudían a los Colegios muchos ciudadanos, deseosos de ejercitar su derecho, y se vieron privados de él inexplicablemente. Se les obligó a molestarse para pedir la inclusión, se molestaron para acudir a ejercerla ciudadana, y luego se hallaban defraudados en sus nobles propósitos. Conviene que el hecho no se repita».
“Conviene que el hecho no se repita”; esta era la denuncia del socialismo a un hecho palmario de manifiesta irregularidad electoral que, habiendo favorecido a sus intereses, pues eso, “conviene que el hecho no se repita”. No, no sólo había que exigir que no se repitiera, por encima de todo, era de ley exigir responsabilidades por un proceso manifiestamente irregular, caciquil, como antaño denunciaban las propias huestes socialistas y ante el cuál amenazaron por la violencia y la acción revolucionaria a un régimen que entendían no se correspondía ni se movía en el marco de la legalidad. Ahora, y en la primera gran cita electoral, se volvían a manifestar esas irregularidades sólo que, en esta ocasión, públicas, conocidas por todos y ante las que el socialismo, en lugar de presentar credenciales revolucionarias para combatirlas, manifestaba la “conveniencia” de que no se repitiesen…
El fraude que ya preveía antes de las elecciones resultaría aún mayor de lo previsto tras su celebración; las irregularidades del censo y la suplantación de personalidad se repetían en muchas ciudades, en Madrid, no se salvó ningún Distrito, concretamente en el del Congreso esto ocurriría:
«En la sección 31 se presentó Pedro Martín Suvé. Los interventores le hicieron notar que otra persona había votado en su nombre. El elector protestó enérgicamente y exhibió su cédula, demostrativa de su personalidad. Como la Mesa se oponía a que votase, exclamó:
—¡Pues yo voto! Y uniendo la acción a la palabra introdujo rápidamente su voto en la urna».
Estos documentos creo que son suficientemente reveladores como para que me detenga aquí y en el que es mi deseo de ilustrar lo que fueron aquellas elecciones, fraudulentas de principio a fin y a las que la historiografía tradicional, partidista y sectariamente, no ha dado la magnitud que el rigor histórico merece; podría seguir haciendo alusiones a cientos de irregularidades y de vulneraciones de la Ley electoral vigente (Ley electoral de 1907), pero me daría para un libro completo y no para un capítulo como el que trata el presente, espero haber conseguido mi propósito para hacer ver lo que fueron aquellas elecciones y la magnitud del fraude que supusieron dado, además, la enorme trascendencia que habrían de tener para el futuro de nuestra Nación.
El resultado de los comicios, como no podía ser menos, otorgó la victoria al partido socialista, sin duda, junto al partido Radical de Lerruox las minorías que presentaban en aquellos momentos una estructura más sólida y reconocible para la opinión. Los socialistas consiguieron 116 actas, los Radicales republicanos 90, los Radicales Socialistas 53, el partido de Azaña (Alianza Republicana) 26, la derecha republicana de los señores Maura y Alcalá Zamora 22; por su parte, las derechas católicas y monárquicas muy a duras penas se acercaban a los 50 escaños en su conjunto. Así, las nuevas autoridades republicanas conseguían uno de sus principales objetivos, hacer que, y de un plumazo, los resortes del monarquismo desapareciesen de la escena política. Igualmente, era ilustrativo el batacazo que sufrió la recién creada derecha liberal republicana, apenas 22 escaños; sin duda, éste hecho sería una de las claves del radical giro hacia posturas no liberales del futuro parlamento republicano, el contrapeso ideológico prácticamente había desaparecido. En efecto, las expectativas no se cumplieron (las estimaciones les daban más de 100 diputados…) y de nada sirvieron los cambios y sustituciones atropelladas en los Ayuntamientos (controlados en su mayoría por Comisiones Gestoras afines al socialismo) ni las súbitas y repentinas declaraciones de republicanismo de concejales que, apenas dos meses atrás, se habían presentado defendiendo candidaturas monárquicas. A consecuencia de todo ello y, gracias a la atropellada legislación republicana de estos meses (Decretos por los que, por la denuncia de un concejal, generalmente republicano o socialista, el Ayuntamiento era sustituido), el acomodaticio caciquismo rural fue sustituido abruptamente por el nuevo caciquismo socialista de corte revolucionario que se hacía dueño y señor del control político y social de todas estos Ayuntamientos, circunstancia que sería clave en la posterior lectura del inesperado y rotundo triunfo de los socialistas en las elecciones del mes de Junio. Al respecto, creo oportuno recordar otro dato bastante clarificador; los socialistas, antes de estas decisivas elecciones de Junio, la máxima representación parlamentaria de la que habían disfrutado en su historia era únicamente de 6 actas de diputado, en esta ocasión, llegarían casi a los 180 diputados (gracias a la suma de las actas de socialistas y radicales socialistas); de este modo, nos podemos cuestionar; ¿respondían estos resultados al verdadero sentir de la opinión pública española?; ¿los españoles, habiendo otorgado una proporción de 5 votos a 1 en las elecciones de Abril en favor de las candidaturas monárquicas, transcurridos solo dos meses y, tras sucesos de la notoriedad y gravedad de la quema de conventos, invertían, libremente, sus deseos e ideario políticos en favor de causas inequívocamente revolucionarias? Pecando, tal vez, de exceso de atrevimiento, estoy en condiciones de afirmar que no era posible que, en tan corto espacio de tiempo, un cambio tan radical se llegara a producir, no había, en aquel instante, un sustento o base social real que pudiera tener como reflejo los resultados de aquella convocatoria electoral, y más si tenemos en cuenta que, apenas un mes antes, habían tenido lugar los impactantes y llamativos sucesos de la quema de conventos que significaron un punto de inflexión para el propio régimen republicano. Los socialistas en aquellas semanas de agitación y convulsión, y ya con algunos espacios de Poder en sus manos, mostraron su habilidad para desarrollar toda una propaganda y una sólida estructura caciquil que buscaba anular la verdadera voluntad de la opinión pública española. A todo ello, hay que sumar las deficiencias del sistema electoral basado en la circunscripción de la provincia y en el que se primaba sobremanera a las mayorías en detrimento de las minorías, motivo que llevó a republicanos y socialistas a acudir coaligados a la convocatoria electoral, una coalición que les permitió obtener sólidas mayorías en las provincias donde más se primaba a la candidatura mayoritaria. Tomemos como ejemplo la provincia de Barcelona, la candidatura ganadora obtenía el copo de la mayoría, 16 escaños, la siguiente candidatura se quedaba con lo que se otorgaba a la minoría, 3. Ese reparto de escaños se hacía independientemente del número de votos por el que se hubiera obtenido el triunfo electoral, si había sido por un solo voto, el reparto era el mismo que si el triunfo lo hubiese sido por una diferencia de 5.000. Así, las izquierdas republicanas coaligadas en grandes bloques, impusieron su fuerza arrolladora ante unas derechas mal organizadas y desunidas, cuando no coaccionadas y víctimas de una violencia institucional sin precedentes y como creo haber escenificado.
Resultado de todo ello fue que, aquella República liberal que aseguraron se implantaría el 14 de Abril, había sido suprimida súbitamente por una República de marcado acento socializante y antiliberal. Fueron muchas las voces que tras la celebración de aquellas elecciones alzaron su voz para denunciar lo ocurrido; Calvo Sotelo lo hizo en distintas ocasiones, una de ellas, unos meses después, en Diciembre; el día 23 de ese mes, en el diario La Nación, denunciaba que las elecciones de Junio de 1931  “fueron prototipo de impureza”; señalaba, principalmente, a los Gobernadores civiles que, junto a Comités locales ejercieron todo tipo de coacciones (entre estos, alcaldes y Casas del Pueblo socialistas); Calvo Sotelo aseguraba que fruto de esas presiones, las derechas se vieron obligadas a una abstención casi forzosa: “…donde se atrevieron -en Orense por ejemplo- hubieron de desafiar procedimientos de inconcebible presión. A mí me robaron ocho o diez mil votos, y me falsificaron 60 u 80 actas”; lo sucedido en la provincia de Orense (provincia por la que se presentó) ocurrió en otras muchas, destacando el caso de Lugo que fue realmente monstruoso dada la enormidad del atropello. Sin temor a equivocarnos, se puede afirmar con total rotundidad que se confeccionó, casi a medida, un Parlamento al gusto de la Convención que algunos tanto proclamaban en sus órganos de prensa. En estas irregulares y tan excepcionales condiciones, se llegaba al estreno del Parlamento republicano, era 14 de Julio de 1.931; todo ello fue posible gracias a la celebración de unas históricas elecciones en las que se certificó lo que, días después, José Ortega y Gasset califcaría como una “vergüenza nacional”. Se estrenaba el Parlamento más extraño y alejado al espíritu de la gran mayoría social y ello resultaría fatal para su propio devenir.
14 JULIO DE 1931: SE ABREN LAS PUERTAS DE LA CONVENCIÓN
«…no hemos hecho la revolución en beneficio de Sus Señorías».
Indalecio Prieto, diputado y líder parlamentario del PSOE; sesión a Cortes del 7 de Agosto de 1931, en su turno de réplica al diputado de la minoría vasconavarra Oreja Elosegui.
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Primera sesión de las Cortes republicanas; 14 de Julio de 1931. En el centro de la imagen se puede ver la presencia de Dª. Clara Campoamor, del Partido Republicano Radical.
El líder socialista dejaba claro de forma determinante y rotunda que la República no había venido para el disfrute de todos, sus afirmaciones eran tan elocuentes como expresivas del espíritu sectario y unilateral con la que esta se había implantado. Las derechas se veían imposibilitadas para desarrollar cualquier tipo de iniciativa sin el riesgo de sufrir el rodillo de los próceres de la revolución, las pasadas elecciones a Cortes Constituyentes sólo habían sido el primer paso de lo que se pretendía, eliminar cualquier tipo de disidencia dentro de las paredes del Parlamento republicano.
Bien, objetivo conseguido; más del 80% de las actas del que sería el nuevo Parlamento republicano, no solamente eran republicanas sino que pertenecían a las izquierdas republicanas, de un plumazo, España había pasado a renegar de la Monarquía y de aquellas candidaturas que defendían opciones conservadoras. La minoría ganadora, el partido socialista, pedía desde su órgano, El Socialista (el 2 de Julio) el Poder y lo hacía por la “buena doctrina del derecho constitucional”, para así respetar el que hubiera sido la opción más votada en aquellas elecciones:
«En buena doctrina de derecho constitucional, la posibilidad de formar Gobierno reside infaliblemente en la minoría más numerosa que vaya a las Constituyentes. No sabemos por qué, desviándose de esos principios de democracia pura, se pretende arrebatar ese derecho al grupo más numeroso del Parlamento, que es la minoría socialista, y en convergencia sospechosa coinciden las derechas españolas y la prensa nueva republicana sea conferírselo al señor Lerroux. Apartarse del acatamiento previo y preciso a doctrina que tienen fuerza de derecho constitucional es sacar de sus cauces naturales soluciones políticas que deben realizarse dentro de la más efectiva democracia. Como minoría más potente, a los socialistas nos corresponde formar Gobierno. Si este derecho ha de ser aceptado plenamente por nosotros, con todas sus consecuencias, es cosa que sólo puede decirlo el próximo Congreso».
Así, antes de la celebración del Congreso extraordinario del partido (a celebrar el día 10), el socialismo, sabiéndose ganador de aquellas elecciones, exigía la entrega del Poder arrogándose para sí los beneficios emanados de los “principios de la democracia pura”. Resulta curioso ver como el socialismo, y en la primera ocasión que resultaba vencedor en una convocatoria electoral, exigía un derecho que negó (y negaría) a otros partidos o coaliciones cuando estas resultaban vencedoras en una convocatoria electoral, la amenaza revolucionaria era su respuesta cuando aquellas se prestaban a formar Gobierno o se hacían acreedoras para llegar a hacerlo; recordemos como el conservador Antonio Maura fue amenazado con un atentando personal que acabara con su vida por el propio fundador del PSOE, Pablo Iglesias, el 7 de Julio de 1910, y con el fin de que no alcanzara la Presidencia del Gobierno. Y, ni que decir tiene, y en su momento lo veremos (muy detalladamente, por cierto), lo ocurrido dos años después, en Noviembre de 1933, cuando las derechas vencían amplia y legítimamente en las elecciones (la CEDA de Gil Robles) y el PSOE, a las pocas horas, proclamaba y anunciaba una revolución al no reconocer los resultados y con el propósito de impedir que les fuera entregado los resortes del Poder. Como refiero, ahora apelaban al derecho, ni más ni menos que al derecho constitucional para que se les hiciera entrega de un Poder que consideraban que legítimamente habían ganado.
En este editorial podemos apreciar otra de las circunstancias que marcarán los cinco años de República, la animadversión enfermiza del socialismo hacía el gran partido republicano por excelencia, el partido Radical de Lerroux. Consideraban que los buenos resultados obtenidos también por los lerrouxistas podían suponer una amenaza de la “reacción derechista”, un Lerroux al que ya difamaban sin filtro alguno por ser “encarnación de la burguesía republicana”, y es que, durante la campaña electoral, y ante las continuas apelaciones a la revolución de algunos de los partidos republicanos (el Radical Socialista y los propios socialistas, principalmente), Lerroux respondía haciendo otras en el sentido de una República conservadora que respetase los intereses de todos y no sólo de aquellos que hicieran profesión de fe de la agitación revolucionaria. Esa posición de moderación, de ponderación no era compartida por los socialistas que, en ese mismo editorial decían: “… en España, no hay que conservar nada; antes al contrario, hay que destruir para siempre todo residuo de reacción, de fanatismo y de monarquía”. Como podemos observar, los socialistas no se veían a ellos mismos como reaccionarios o fanáticos…
Indalecio Prieto en aquellos posteriores días a las elecciones, había declarado, a título personal, que el partido socialista no daría su apoyo y confianza a un Gobierno presidido por Lerroux, algo que era a lo que se prestaba la primera interpretación de aquellos resultados dados los buenos resultados del Partido Radical (el partido republicano por excelencia, como ya he referido) y, sobre todo, por la consideración general de que no era el momento todavía de conceder esa autoridad a un partido como el socialista, sobre el que aún existían fundados recelos sobre su verdadera gubernamentalidad y su renuncia a postulados extremistas. Pese a todo ello, pese a los evidentes amaños y fraudes electorales (el caso de la provincia de Lugo merecería de un capítulo entero aparte) las derechas, a las que se acusaba de reaccionarias y de no reconocer a la República, admitían con general serenidad los resultados. Tan es así que uno de los principales órganos de expresión del monarquismo (víctima propiciatoria de los excesos y órdagos republicanos), el diario La Nación, así reflejaba su parecer respecto lo que para él significaba el socialismo en aquel momento, era el 2 de Julio:
«Hace días dijimos que, ante cualquier desquiciamiento caótico de los muchos con los que amenazan los actuales tiempos, la última reserva izquierdista de orden estaba en el socialismo, por su disciplina, por su organización y por su sentido gubernamental, sean cuales fueren los radicalismos de su programa. …Nosotros no tememos un Gobierno socialista; tal vez sea el que menos temamos. Lo que nos inquieta es que llegue a deshora y por impulso irreflexivo».
Por tanto, la República daba sus primeros pasos sin una oposición frontal y real de las derechas que, de momento, bastante tenían con buscar un pequeño acomodo dentro de ella; incluso veían al socialismo un enemigo menor y al que no temían por el desenvolvimiento que pudiera tener en dentro de la República y pese a las advertencias de lo que para ellos aquella República significaba, el paso previo a un Estado de corte socialista (cuando no revolucionario).
Por si pudiera haber alguna duda respecto de las verdaderas intenciones del socialismo, nada mejor que ver su conducta y visión respecto de lo que debía ser el gran desafío a tratar por aquellas Cortes Constituyentes, la elaboración de una Constitución. En esos primeros días de Julio de 1931 se daba a conocer los trazos de lo que era el anteproyecto constitucional y en el que, el político republicano independiente, Ángel Ossorio, era la cabeza visible (Presidente de la Comisión Jurídica Asesora, encargada de su redacción). El anteproyecto, ciertamente conservador y no menos equilibrado (para lo que se podía esperar), no respondía a las expectativas de la mayoría de republicanos y, sobre todo, de los socialistas. Desde algunos sectores, incluso republicanos, se pedía a los socialistas que fueran magnánimos y cedieran en algo sus elevadas pretensiones, al menos, en lo que afectaba “a los principios básicos de la sociedad española”. La respuesta del socialismo era determinante: “¡Nosotros no cederemos nada!”; se decía en primera página en El Socialista de ese mismo número del 3 de Julio (un número, sin duda, muy jugoso):
«Tendrán que ceder las derechas porque su hora ha pasado. Nosotros, los verdaderos izquierdistas trataremos de hacer una Constitución que alarme a los reaccionarios. Si las derechas protestan y se alarman, es que la Constitución será progresiva digna de los tiempos actuales».
“Nosotros los izquierdistas trataremos de hacer una Constitución que alarme a los reaccionarios”; ese era el espíritu del socialismo y de buena parte de las izquierdas republicanas cuando aún no se habían abierto las puertas del Parlamento republicano, una Constitución, la Ley fundamental y primera de todas, debía ser redactada con el propósito de “alarmar” a millones de españoles. Ciertamente, a estas alturas, cuando apenas habían transcurrido tres meses de República, pocos deberían dudar respecto de cuál podría ser el destino final de un régimen que, no sólo se excluía a muchos españoles, sino que, además, estaba destinado a molestarles, a incordiarles y hasta a alarmarles mediante una Carta Magna en la que no podían estar recogidos sus intereses, algo inaudito en un régimen que se califique como democrático.
Para enjuiciar la negativa y la incalificable irreflexión del socialismo, detengámonos, siquiera un momento, en alguno de los puntos que recogía ese anteproyecto constitucional y que tanto rechazo provocó en las filas del PSOE. “El engendro constitucional de Ossorio y compañía”; esto se decía en el editorial de El Socialista un día después, el 3 de Julio sobre los miembros de la Comisión Jurídica Asesora encargados de redactar el anteproyecto constitucional. Calificaba el proyecto como “retardatario, reaccionario y confuso”, “sus matices derechistas se acusan concretamente, sin lugar a dudas”. Censuraba la protección que se daba al derecho de la propiedad, que no arremetiera contra la enseñanza religiosa y que, además, defendiera el establecimiento de una Cámara bicameral, “un Senado anacrónico, en el que tienen representación las confesiones religiosas”. Igualmente, los socialistas criticaban que no recogiera sus ansias y apetitos federalistas: “El federalismo es un ideal dinámico que aspira unir nacionalidades independientes, pero no a desmembrar naciones ya constituidas”; así, en las páginas del órgano del partido se criticaba esa tendencia autonomista y regional política que se defendía en el anteproyecto. Con no menos intensidad también se censuraba el que la enseñanza primaria, siendo obligatoria y gratuita, no fuera laica, principio básico de la enseñanza para el socialismo:
«De error en error, se le obliga al Estado a proporcionar enseñanza religiosa a los alumnos. La pretensión de las derechas reaccionarias es inadmisible. Se trata de aprovechar todo el poder formidable que todavía tiene la Iglesia española para intentar un último asalto a la conciencia del país y degradarla con sus pueriles milagrerías. No prosperará la maniobra. España no es católica».
Esta era la lectura de aquel editorial en lo relativo a la enseñanza en el anteproyecto, editorial en el que se pedía acabar con todos los privilegios eclesiásticos: “Todo lo referente a enseñanza está dominado en esa fantástica República burguesa y derechista que propugna la Constitución por un bárbaro espíritu de atavismo y regresión”. Se afirmaba que el anteproyecto era en su conjunto inadecuado y no respondía “al momento revolucionario” que vivía el país. De modo que, o la Constitución recogía ese espíritu izquierdista y/o revolucionario, o aquel Parlamento corría el riesgo de ser devorado por la propia revolución cuando aún ni siquiera había dado sus primeros pasos.
Y es que no sólo el socialismo más reaccionario se echaba encima y exteriorizaba públicamente su furia por el carácter del anteproyecto constitucional; el nacionalismo catalán, envalentonado tras habérsele concedido un Parlamento propio (recodemos, por un Gobierno de carácter provisional y cuando aún no funcionaba el Parlamento nacional), exigía la inclusión del federalismo como única forma para dar cabida a sus aspiraciones:
«Los cuarenta y dos diputados de la izquierda catalana transformarán la estructuración unitaria del Estado español en el sentido de federación de pueblos ibéricos. Damos un abrazo cordial a todos los pueblos de España y no toleraremos que en nombre de una política atrasada y reaccionaria, se pretenda ahogar las aspiraciones de Cataluña, que son la garantía de la libertad de los otros pueblos hispánicos que asegure la vida de la República».
Esto se decía desde las páginas del L´Opinio el 3 de Julio; no renunciaban a un federalismo que era lo más parecido a una confederación de pueblos ibéricos y advertían, con vehemencia, de que no tolerarían que nada detuviera las aspiraciones identitarias del nacionalismo catalán que, en aquel momento, se desenvolvía a sus anchas en un Parlamento ni siquiera elegido por los propios ciudadanos catalanes. Anunciaban que irían al nuevo Parlamento republicano con ese único objetivo, para defender los intereses de Cataluña que no eran otros que los propios de las tesis nacionalistas representadas por el que, en aquel entonces, era el Presidente del Parlamento catalán, Francesc Maciá (nunca haría acto de presencia en el Congreso de los diputados pese a tener acta de diputado, por cierto). El nacionalismo catalán no movería ficha ni mostraría ningún apoyo ni solidaridad a aquella naciente República si esta no reconocía su derecho soberanista y que, según sus exigencias, debía ser recogido en su próximo Estatuto. Este era el panorama al que se enfrentaba el proyecto constitucional antes de se abrieran las puertas del Congreso por parte de sectores de izquierdas, nacionalistas y republicanos; cada uno miraba sus propios intereses y no parece que las posturas estuvieran próximas a algún tipo de entendimiento o consenso, muy al contrario. Una Constitución debe limitar, entre otras muchas cosas, los abusos de poder, sin embargo, socialistas y algunas izquierdas parecían desear, precisamente, lo contrario, que la Constitución fuera un arbitrio esencialmente partidista donde predominaran los desequilibrios entre los propios españoles, un lugar donde las mayorías impusieran, por la fuerza de su número, su criterio sobre el conjunto de las minorías.
Por su parte, desde el lado de los “reaccionarios”, las derechas y el monarquismo, este anteproyecto sorprendía por su carácter conciliador; sin ser un programa que hubieran firmado antes de que la República adviniera, y dadas las circunstancias en las que esta se estaba desarrollando, no solamente lo compraban sino que hasta casi lo hacían suyo. Uno de los principales órganos de prensa, el diario La Nación, esto decía el 1 de Julio cuando se daban a conocer públicamente los 9 capítulos del anteproyecto de la Constitución:
«En líneas generales -salvando, naturalmente, todo lo que nuestra ideología representa en contrario- nos parece bien, tratándose de la organización de un Estado republicano».
Aceptaban el conjunto de sus postulados, como las garantías que en él se daba a la propiedad, el respeto a las ideas, la prudencia en los avances sociales, la defensa de la independencia de la Justicia, tampoco se detectaban grandes diferencias en lo que a la organización administrativa y territorial se refería. Así, y como había sucedido con otras muchas cosas, las derechas “reaccionarias” acogían sin gran molestia la que estaba llamada a ser la Carta Magna del régimen republicano; y, de nuevo, eran las izquierdas más extremas que, apelando y censurado a la reacción, más encono y enérgica protesta elevaban ante la que era una nueva iniciativa de las más altas magistraturas republicanas.
Esas derechas “reaccionarias” de las que se ha dicho que se mostraron inflexibles y frentistas contra la República desde su advenimiento, no sólo recogían con evidente gratitud y hasta cierta esperanza el anteproyecto constitucional sino que hasta se mostraban ciertamente contemplativas ante el aluvión de nuevos datos que a diario demostraban la manifiesta irregularidad en la que se devolvieron las trascendentales elecciones a Cortes Constituyentes. El “baile” de candidatos era diario, si días atrás se habían declarado derrotados, ahora, de repente, muchos de ellos lo hacían declarándose vencedores; la falta de una verdadera oposición se reflejaba en la escasa presencia de interventores de los partidos monárquicos y de las derechas en las mesas electorales, así, el baile de actas, como refiero, fue habitual y, sobre todo, muy poco edificante. No hubo una verdadera fiscalización de la oposición, y los miembros de la coalición republicano-socialista se desenvolvieron a su antojo en los días posteriores a las elecciones. En la circunscripción de Madrid había votado un 90% del censo (55% en el cómputo global nacional...) y la inmensa mayoría de los votos los recibió la conjunción republicano-socialista; hay que decir al respecto que, en la mayoría de los colegios de Madrid, apenas hubo presencia de interventores de las derechas. La pureza de las elecciones fue una ficción y, pese a su evidencia, las derechas no hicieron nunca viva protesta de todo aquel enorme fraude (seguramente, temerosas de que se aumentara la represión sobre ellas o se diera un toque más extremista a una Constitución que estaba aún por debatir).
Mientras todo esto sucedía, a pocos días de que se abrieran las puertas del Parlamento republicano, recobraban toda su intensidad los choques entre socialistas y el partido Radical de Lerroux. El 4 de Julio éste último hacía unas declaraciones en las que dejaba clara su postura respecto de la conveniencia de que el partido socialista no accediera a los resortes del Poder por el momento: “… me parece que todavía no es su hora”. Se posicionaba en favor de que la República fuera conducida, en sus inicios, por verdaderos republicanos y alejados de apetitos extremistas. El Ministro de Estado se mostraba sorprendido por las declaraciones en contra suya del que era su compañero de Gabinete, el Ministro de Obras Públicas, Indalecio Prieto; rehusaba entrar en la polémica afirmando que había venido a servir a la República sin afán de Poder alguno. Lo dicho, nos aguadaban cinco largos años de enormes disputas e inquinas entre radicales y socialistas, unos por mostrarse alejados de los postulados revolucionarios y otros por hacer bandera de ellos.
Tampoco rebajaba el pistón de la fricción el que era el Director General de Seguridad, Ángel Galarza; el 4 de Julio era puesto en libertad según mandato judicial, su antecesor en el cargo, Emilio Mola. Esta decisión no fue bien vista por algunos de los miembros del Gobierno provisional, con Manuel Azaña al frente. El Ministro de la Gobernación, Casares Quiroga, presionado por los descontentos con la decisión judicial (se llegaron a manifestar en la Puerta del Sol a las puertas del Ministerio de la Gobernación), le transmitía esta incómoda situación al referido Galarza que, siendo fiel vasallo, le transmitirá, a su vez que ya personalmente se había adelantado a los acontecimientos ordenando el reingreso en el presidio del General Emilio Mola, es decir, una nueva detención gubernativa revocaba lo que horas antes había decidido el Tribunal Supremo. Este tipo de injerencias y manifiestas arbitrariedades serán habituales en estos cinco años de República, tipos como Casares Quiroga y Ángel Galarza dejaron para la posteridad no pocas actuaciones de este carácter y en las que la víctima propiciatoria eran los miembros de una Justicia que sufrirán continuos desaires y desafueros por parte de las autoridades republicanas. En prisión gubernativa seguirían el ex ministro Galo Ponte, el doctor Albiñana o los hermanos Miralles (y otros muchos), la arbitrariedad ejercida por el que era Director General de Seguridad no cesó un instante y dejaba entrever lo que iba a ser uno de los grandes debes de aquella República, la real separación de poderes.
En los días precedentes a la apertura de Cortes, los sucesos y la agitación social se acumulaban sin solución de continuidad, cuando aún no había acabado uno se iniciaba otro de igual o peor dimensión que el anterior; le tocaba el turno a una de las huelgas más recordadas de aquella República, la de Telefónica. La extensión del libro me impide detenerme, como se merece, en un asunto como éste; así que evitaré entrar en detalles que sólo trataré de ilustrar a grandes rasgos. El conflicto laboral de Telefónica venía de atrás, antes de la proclamación de la República ya se habían producido despidos de personal, un conflicto que se quedó en suspenso por las promesas del que entonces era el Comité revolucionario (y luego Gobierno provisional). La huelga se reactivó el 6 de Julio, y si así se hizo fue por los “oídos sordos” que los miembros del Gobierno provisional hicieron de las demandas y reivindicaciones de los trabajadores (en los meses de Mayo y de Junio se siguió despidiendo a trabajadores ante el silencio del Gobierno provisional). La magnitud de la huelga se debía en gran parte al número de trabajadores en plantilla (unos 7.000) y al alto porcentaje que de ellos la secundó (más del 80%), el paro fue mayoritario en provincias como Madrid, Barcelona, Zaragoza o Valencia. Entre las reivindicaciones de los trabajadores se encontraban la readmisión de los trabajadores despedidos (unos 1.500), la revisión de expedientes, la jubilación voluntaria a los 55 años y la forzosa a los 60 o el reconocimiento del Sindicato Nacional Telefónico, adherido a la CNT.
Bien, nos detendremos en este último punto. El Gobierno tenía al frente del Ministerio del Trabajo al Secretario General de la UGT, Largo Caballero, a buen seguro, al elemento menos indicado y oportuno para ocupar ese cargo. La preponderancia de la UGT durante la dictadura en detrimento de la CNT se institucionalizaba ahora con la presencia en dicho Ministerio de la principal figura del sindicato rival de la CNT. La huelga de Telefónica la podemos explicar de muchas y variadas formas pero, sin duda alguna, no fue más que el primer gran intento de la República (y del PSOE en particular) de quitarse de en medio a su principal agitador y competidor sindical, la CNT. Así, el Gobierno provisional republicano, influenciado por las decisiones de Largo Caballero desde el Ministerio del Trabajo, trató de romper la huelga con personal de la UGT en un intento de acabar con el predominio de la CNT en los servicios telefónicos, el Gobierno trató de utilizar en su favor el pleito laboral que se había generado, y agravado en aquel mes de Julio. La acción represiva que no se ejerció contra los asaltantes de las Iglesias y Conventos en el mes de Mayo si se ejecutó, y en toda su intensidad, contra los huelguistas de la empresa Telefónica, todos ellos, elementos afines a la CNT. El deseo de Largo Caballero era cortocircuitar el aumento de la influencia de la CNT en ciertos sectores productivos hasta ahora controlados por su sindicato, la UGT, como era el caso de Telefónica o el de los ferroviarios. Para ese propósito contó con el decidido apoyo de la UGT, sindicato que se había mostrado experto en maniobras de esquirolaje y en romper las huelgas convocadas por los anarcosindicalistas (proporcionaba personal de su sindicato para reemplazar a los trabajadores cenetistas en huelga). Así las cosas, y con esos espurios procedimientos, la huelga, lejos de resolverse, se alargaría durante meses (producto de la represión gubernamental hubo hasta 2.000 detenciones).
Como referí al principio, cuando un conflicto aún no había acabado, daba comienzo otro que, generalmente, agravaba el anterior, en el caso de Telefónica no iba a suceder menos. Los desórdenes y los enfrentamientos entre ugetistas y cenetistas, entre sindicalistas y la fuerza pública, se empezaban a prodigar a extremos pocas veces antes vistos. Así, el enquistamiento de este conflicto derivaría en los trágicos sucesos del parque de María Luisa en Sevilla. En efecto, el 18 de Julio, los enfrentamientos, ya generalizados, entre elementos de la UGT y la CNT derivaban en la muerte de un huelguista cervecero y en el asesinato de un obrero de la fábrica de Osborne. Durante su entierro, los anarquistas se enfrentarán a la Policía con el saldo de cuatro obreros y tres policías muertos. Cuatro días después, el 22 de Julio, se declaraba el Estado de guerra en Sevilla y, unas horas después, en la madrugada del 23 de Julio, algunos de los detenidos intentarían escapar cuando eran cambiados a otra furgoneta policial y a su paso por el Parque de María Luisa. Los fugados se harían fuertes en una conocida taberna, Casa Cornelio, taberna que el Ministro de la Gobernación, Casares Quiroga, mandará bombardear; los anarquistas y las oposiciones al Gobierno, acusarán a éste de haber aplicado una ley de excepción contra los elementos anarquistas, la polémica Ley de Fugas, herramientas represivas que durante años, republicanos y socialistas, tan ferozmente denunciaron a las autoridades de la dictadura (en particular, a Martínez Anído); ahora, y a las primeras de cambio, la aplicaban arbitrariamente contra un anarcosindicalismo que resultaba incómodo para los intereses del Gobierno, particularmente, para el titular del Ministerio de Trabajo, Largo Caballero. Tanto es así que, algunos de los Decretos emanados desde aquel Ministerio (Largo Caballero fue muy proclive a ellos) apuntaban en esa dirección. Así, iniciada la huelga, Largo Caballero aseguraría que había sido autorizado para nombrar Delegados del Trabajo en todas las provincias; esta disposición tenía un propósito fundamental, eludir la acción y ejecutoria de los Gobernadores civiles en los conflictos sociales y laborales, estos, desde ahora, serían fiscalizados por el secretario general de la UGT desde el propio Ministerio de Trabajo (los Delegados, nombrados por él, respondían de sus actos ante el plenipotenciario ministro de la cuestión laboral en España). En efecto, de esta forma, los conflictos laborales en España serían atendidos en exclusiva por Largo Caballero desde su Ministerio, toda una declaración de intenciones futuras, sin duda, y especialmente para los intereses de los anarcosindicalistas. Bien, pues este sería el ambiente social con el que el Parlamento republicano abría sus puertas aquel 14 de Julio de 1931; la calle se incendiaba día tras día con un Gobierno provisional que, pese a la multitud de Decretos, no acometía ni resolvía las graves demandas que prometió afrontar a su llegada en el mes de Abril. Veamos:
«El estado social a que ha llegado España no es preciso describirlo. Se advierte hasta en esos episodios del asalto a los hoteles de primer orden; en la constante intentona de huelgas visiblemente revolucionarias y, sobre todo, en los síntomas fáciles de apreciar por cualquiera que recorra el campo andaluz».
Diario La Nación, 8 de Julio; el caos y la anarquía empezaban a extenderse por el conjunto de calles y plazas españolas a escasos seis días del inicio de las sesiones plenarias republicanas. La falta de autoridad era evidente, un principio de autoridad que generalmente estaría ausente y, sobre todo, no se ejercería con responsabilidad y determinación sobre el conjunto de los españoles, y es que siempre se aplicó en distintos grados, en distintos niveles en función sobre quien se aplicaba. Para muestra más que ilustrativa lo ocurrido el 9 de Julio; los nietos del fundador del PSOE, Pablo Iglesias Posse eran puestos en libertad tras denunciar, días atrás, el diario republicano El Liberal lo que consideraba su injusto encarcelamiento (habían sido identificados por unas señoras como unos de los protagonistas de los incendios de Iglesias de Mayo). Ese día 9 recobraban la libertad mientras significados monárquicos y derechistas seguían arbitrariamente privados de ella por decisiones puramente gubernamentales y que no respondían a acusación formal o expediente judicial alguno (recordemos, hermanos Miralles, Galo Ponte, Berenguer, Albiñana, el caso del General Mola, y tantos otros), así que, podemos confirmar que el principio de autoridad iba por barrios.
“Camino de la Convención”, El Socialista, 9 de Julio; el título de este capítulo del libro no es original, y es que eso es lo que decía, en no pocas ocasiones, el socialismo desde las páginas del que era su principal órgano de prensa; este era un artículo en el que se reconocía que así deberían operar las futuras Cortes: “La Asamblea, desde luego, tiene que convertirse en Convención, pero no contra las personas, sino contra los intereses privilegiados”. Se justificaba las detenciones preventivas, como la del General Emilio Mola y por el sólo hecho de que durante la Monarquía también se realizaban, es decir, para esto fue necesaria una revolución, para agravar, justificándolo, lo que anteriormente se achacaba y denunciaba a las anteriores magistraturas. Las diferencias de criterio sobre la aplicación del principio de autoridad asomaban peligrosamente a escasas horas ya de la apertura de las Cortes Constituyentes; mientras los socialistas marcaban un camino pura y decididamente arbitrario en su aplicación, los elementos burgueses del Gobierno empezaban a comprender que se debía aplicar con rigor e inmediatez ante el agravamiento de los desórdenes públicos. El diario republicano La Libertad, aquel 9 de Julio, advertía de esa urgencia: “Ha llegado lo hora de decirlo, y nosotros lo expresamos con toda claridad: Es menester que el Gobierno ponga en juego los resortes de la autoridad”. El diario recogía el agravamiento del desorden público en el campo andaluz ante la pasividad general de las autoridades republicanas: “…no pueden tolerarse estas desaforadas campañas de la demagogia irresponsable que, con su conducta, está produciendo manifiestos estragos en el campo andaluz. Desde Córdoba hasta Almería, desde Granada hasta Cádiz” (los campesinos, inducidos por el socialismo agitador, empezaban a intimidar las propiedades de los patronos del campo ante la completa pasividad gubernamental). Apenas tres meses y, pese a su frecuente equidistancia e indisimulada complacencia, la República parecía que había necesitado hacer más uso de la fuerza pública que en siete años la dictadura (los desórdenes de aquellos escasos meses superaban con creces a los acaecidos en aquella); y es que, y como he referido, el principio de autoridad se ejercía a conveniencia y según el “color” de los agitadores (sin duda, que al frente de la Dirección General de Seguridad estuviera alguien de la talla moral de Ángel Galarza, era un factor determinante para explicar todo lo que estaba ocurriendo).
Así, tras la celebración del Consejo extraordinario del partido socialista (celebrado los días 10 y 11 de Julio), y en el que se acordaba la continuidad en el Gobierno de los ministros socialistas, se llegaba al esperado y tan largamente soñado 14 de Julio; las puertas del Congreso de los Diputados se abrían con una calle cada vez más agitada y unas Cortes alborozadas y jubilosas aplaudiendo a los “mártires” de su Revolución, los capitanes Galán y Hernández; esto decía Alcalá Zamora aquel día:
«…la República española no es sólo la hermana de los mártires de la tragedia pirenaica, la República española es la nieta de Riego, de Torrijos, de cuantos sufrieron la muerte contra las perfidias fernandinas».
Pronto, muy pronto se haría notar ese espíritu de Convención en algunos de los diputados de la izquierda republicana, especialmente, en determinados miembros del Partido Socialista y Radical Socialista. Pérez Madrigal, formando parte de este último partido y uno de los habituales perturbadores del orden en aquella Cámara, el 22 de Julio solicitaba la promulgación de leyes excepcionales para defender a la República de sus enemigos, a tal fin, exigía “eliminar” a los elementos monárquicos y haciendo especial mención a la figura del General Berenguer. Dos días más tarde, el 24, de nuevo miembros de este partido, el Radical Socialista, ponían en duda las actas de los diputados de las derechas por la provincia de Salamanca, curiosamente, provincia por la que había resultado elegido el que estaba llamado a ser la principal figura de las escasas derechas, Gil Robles. Entre esas voces altisonantes y críticas contra su acta no podía faltar la del Director General de Seguridad, Ángel Galarza que, en su primera intervención como diputado ponía en duda la aceptación del régimen por parte de Gil Robles. Éste, y en la que también sería su primera intervención en la Cámara republicana dejaba muy claro su posición accidentalista respecto de la cuestión del régimen:
«…en cuanto a lo de Monarquía o República yo tendré un convencimiento íntimo, en el cual no permito que nadie penetre, pero como ciudadano he demostrado en todo momento, un acatamiento total al Poder establecido».
Nunca hizo declaración alguna en sede parlamentaria de monarquismo o republicanismo, para él la cuestión del régimen era puramente accidental y, ante todo, se declaraba un patriota que venía a servir a su Patria independientemente del tipo de régimen que hubiera. Aquel día, con una gran aportación de datos de actas de la provincia, echaba por tierra las maniobras espurias de los diputados radicales socialistas que pretendían dejar fuera, sin argumento de peso alguno, al que debía ser el principal líder de las oposiciones en el nuevo Parlamento republicano. Empezaba así el grotesco espectáculo del arrinconamiento sectario e indisimulado de las mayorías a las minorías incómodas y no sujetas a las directrices del servilismo gubernamental. Miguel de Unamuno pondría la guinda final a aquella sesión, con estas palabras:
«He vivido 40 años en Salamanca y no he conocido un verdadero cacique y, en último caso, si salen los caciques por que los caciquistas los votan pues que le vamos hacer».
La Comisión de actas, tras una enmienda de Ortega y Gasset en favor de la aprobación de las actas de Salamanca, cerraría el debate dictaminando en favor de estas con la única oposición de los radicales socialistas de Galarza. Ya en esas primeras sesiones del mes de Julio se intuía el espíritu revolucionario de no pocos de los diputados de aquellas Cortes, las intervenciones de las escasas derechas eran generalmente acompañadas por un ruido continuo, un rumor constante que sólo era cortado por las numerosas y abruptas interrupciones de los miembros de la extrema izquierda, aquellos que, unos días después, el 29 de Julio, Ortega y Gasset calificaría como “Jabalíes”. Entre ellos figuraba el republicano federal, Eduardo Barriobero, un decidido anticlerical que se autodefinía como “militante de extrema izquierda” y que no hacía “prisioneros” cada vez que tomaba la palabra. Serían habituales sus manifestaciones contra la Guardia Civil, la Iglesia, los curas, los patronos o los monárquicos.
La agitación llegaría muy pronto a la Cámara republicana, en la sesión del 29 de Julio, lo hacía con la intervención del primer diputado de las derechas que se atrevía a criticar las medidas lesivas contra la Iglesia (prohibición del crucifico y emblemas religiosos en las escuelas, entre las que aquel día refirió) y que hacía alusión, además, a los trágicos sucesos de Mayo, el diputado por Burgos Francisco Estévanez. Su primera intervención en la Cámara fue continuamente interrumpida por numerosas alusiones desproporcionadas y ciertamente vulgares de algunos de los elementos de la izquierda republicana; desde aquel día se convertiría en diana predilecta de las habituales chanzas de los elementos de esta izquierda. La sesión continuó con alusiones a los sucesos de Mayo; el diputado de la minoría vasconavarra, Joaquín Beunza, tuvo que oír de nuevo graves exabruptos de algunos de los miembros de las mayorías parlamentarias a los que molestaba las denuncias sobre los daños sufridos por la Iglesia: “no son españoles”, llegaría a oír en el transcurso de su intervención. En una Cámara, en las que las apelaciones a la revolución eran contestados con vivas y aplausos, era ciertamente difícil que asistiese con templanza y respeto a los que pedían orden, ley o autoridad, una ausencia de autoridad que, a juicio de Beunza podía dar lugar al caso de que, cualquier extranjero que estuviera de visita por España, saliera de ella “con la impresión del miedo, acaso con la de terror”; palabras que dibujaban muy bien el grave deterioro social que ya por entonces se vivía en muchas calles españolas cuando, apenas, las Constituyentes iniciaban su camino.
El espíritu revolucionario no era ajeno, sin duda, a la minoría socialista, el diputado Rodolfo Llopis, disipaba ese día algunas dudas al respecto; la promulgación de la Constitución republicana sólo era el fin “del primer ciclo de periodo revolucionario que estamos viviendo” diría. La sesión fue pródiga en durísimos reproches entre socialistas y cenetistas; los “Jabalíes” se adueñaban del lenguaje incendiario y el ambiente pseudorevolucionario que se vivía en las calles se trasladaba al escenario que debería ser lugar del encuentro y la palabra, el Parlamento. Los sucesos de la huelga de Telefónica y la aplicación de la Ley de Fugas en los de Sevilla caldeaban el ambiente con bruscas increpaciones entre los defensores de la UGT y la CNT; el socialista catalán Samblacat, protagonizaba uno de los primeros y más recordados discursos incendiarios de aquella Cámara republicana, su intervención no estuvo exenta de insultos a la Guardia Civil, a los propietarios de latifundios andaluces e incluso, a los propios andaluces: “un territorio que es un semillero de esclavitud, un vivero de esclavos y de esclavas, un vivero de toreros, de cantaores y de tonadilleras y de fandanguilleras (Risas)”. Le replicaría el defensor de los intereses del anarcosindicalismo catalán, Jiménez y Jiménez (también auto declarado hombre de extrema izquierda), que advertía de un repunte del terrorismo cenetista en las calles de Barcelona ante la falta de respuesta del Gobierno provisional que a, su juicio, se posicionaba descaradamente en favor de los intereses de la Unión General de Trabajadores. Así, incluso vaticinaba un conflicto civil entre las dos organizaciones obreras: “una de las cuales tiene una protección y la otra un derecho de defensa, y esa lucha civil es el verdadero peligro que acecha a la República”. Y, mientras, Companys, que reconocía que habían conspirado con la CNT en Cataluña para llegar hasta donde habían llegado (hasta conseguir la creación de un Parlamento catalán), ahora marcaba territorio con ellos y pedía al Gobierno que hiciera una política más izquierdista como solución a todo este despropósito:
“una obra de Gobierno de izquierdas, y esa obra de Gobierno de izquierdas, ese tono general no puede darse mientras esté el Gobierno formado por derechas y por izquierdas”. Las agresiones verbales y las insidias entre unos y otros por su posicionamiento en el conflicto sindical seguirían en las siguientes sesiones; socialistas y republicanos de toda condición hacían públicas sus incuestionables y evidentes diferencias y los ataques y ofensas a la República salían mucho más vivamente de los labios de algunos de ellos que de las tibias y escasas derechas que, salvo la minoría vasconavarra, asistía casi perpleja al espectáculo que en aquellos días se iniciaba. Así, el 30 de Julio, el diputado de la Agrupación de Intelectuales por la República, Ortega y Gasset, y en la que era su primera intervención parlamentaria, diría:
«Hay tres cosas que no se pueden hacer en el Parlamento, ni el payaso, ni el tenor, ni el jabalí (Grandes aplausos)».
Ortega y Gasset denunciaba los excesos de los diputados de la extrema izquierda que, con sus groseras y grotescas intervenciones, habían convertido el recinto parlamentario en un vulgar ring. Lo que no sabía el bueno de Ortega y Gasset que ese espectáculo no había hecho sino empezar (apenas se llevaban dos semanas de legislatura…). Esto ha sido solo un breve apunte que pretendía dibujar, sucintamente, el ambiente que se respiraba al inicio de las sesiones plenarias de las Constituyentes, un breve e ilustrativo dibujo de lo que estaba por venir dado que, como es lógico, aún no habían entrado en escena los grandes debates y desafíos de aquella recién nacida República.
Los debates a Cortes irían subiendo la tensión y la agitación parlamentaria en el siguiente mes de Agosto, a raíz de la discusión de uno de los proyecto más sectarios e irregulares de los que se discutieron y promovieron en la Cámara republicana, el referido al asunto de la Comisión de Responsabilidades que se creaba para juzgar a los responsables de la dictadura de Primo de Rivera.


LA COMISIÓN DE RESPONSABILIDADES: POLÍTICOS ENJUICIAN A OTROS POLÍTICOS
«…sin haber sido delitos políticos los actos realizados por los hombres del pasado, de la Historia de España, la Cámara tiene soberanía plena, incluso para condenar con nuevas penas».
Ángel Galarza Gago, 13 de Agosto de 1931.
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Diario La Nación, 21 de Agosto de 1931. La Ley de Responsabilidades sería el primer proyecto de Ley aprobado en la Cámara republicana; mientras, las calles españoles empezaban a sufrir lo que era ya una endémica perturbación social.
Llegaba Agosto y las Cortes se disponían a juzgar a los que habían sido los protagonistas de la Dictadura, lo hacían como si hubieran sido extraños a ella o como si, no pocos de los presentes, no hubieran fomentado o apoyado, en mayor o menor grado, su advenimiento en aquel 13 Septiembre de 1923. Un Tribunal político, formando por diputados del Parlamento republicano (21 diputados de la Cámara republicana, seleccionados proporcionalmente en función del número de actas elegidas por cada minoría) pretendía juzgar a otros políticos por sus actividades en años pasados.
La Comisión de Responsabilidades (constituida el 31 de Julio) estaba destinada «a instruir cuantas diligencias estime oportuno para depurar, y en su día exigir, las altas responsabilidades políticas o de gestión ministerial que hayan causado grave daño material o moral a la Nación», y referidas exclusivamente a cinco categorías de hechos pasados: la alta responsabilidad en Marruecos (Annual, expediente Picasso), la política Social de Cataluña, el Golpe de Estado de 13 de septiembre de 1923, la Gestión y responsabilidades políticas de las Dictaduras y el Proceso de Jaca. A primera vista, sorprende que en esta lista no apareciese la solicitud y examen de responsabilidades del Rey Alfonso XIII, y es que, después de años de denuncias e injurias a su persona por su presunta responsabilidad en la proclamación de la dictadura, ahora, sus difamadores, le dejaban fuera de esas responsabilidades. En definitiva, aquella Comisión tenía como principal objetivo iniciar todo un proceso contra el régimen liberal de la Restauración y con el propósito de legitimar su propia obra revolucionaria, un camino que ahora se iniciaba y que necesitaba justificarse dilapidando y mancillando aquello que llamaron vieja política y que tan negativamente habría de influir sobre el conjunto de la sociedad española.
La Comisión pretendía juzgar las irregularidades y atropellos a la juridicidad de la Dictadura, y se pretendía hacer cuando, tras en apenas tres meses de República se habían cometido tantos o más atropellos que durante los siete años de Dictadura, y es que en aquellos mees, al Gobierno provisional de la República se le facultó de una serie de atribuciones excepcionales a las que apenas se asomó la dictadura (promulgación de multitud de decretos sobre materias tan sensibles y esenciales como la educación, destitución de Ayuntamientos libremente elegidos, la reorganización militar del Estado, la organización de la política en materia laboral, suspensiones arbitrarias de periódicos, nombramientos arbitrarios en los Tribunales, intromisión gubernamental en decisiones judiciales, detenciones gubernativas sin contar con la jurisprudencia, restricción de los derechos individuales y colectivos, etc.), medidas que no pasaron, ni pasarían, por el filtro parlamentario debido y oportuno. Para arrogarse capacidad jurídica sobre sucesos anteriores, primero es necesario garantizar certidumbre y cumplimiento de la ley y la justicia que se pretende restablecer y eso seguía siendo una asignatura pendiente del régimen republicano que parecía muy desapegado de una juridicidad que aseguraba pretender restaurar.
Entre las voces más autorizadas para crear esta Comisión de responsabilidades estaba, como no, la del Director General de Seguridad, el diputado radical socialista Ángel Galarza. Siendo el promotor de esta Comisión (solicitada por él), rechazaría el 20 de Julio la petición del diputado de la minoría Agraria, Dimas Madariaga, de hacer extensibles las responsabilidades a las contraídas por la República en aquellos tres meses de atropellos y arbitrariedades, con un Parlamento cerrado y un Gobierno provisional provisto de todo tipo de facultades excepcionales (facultades que se negaron a los protagonistas de la Dictadura) y que, además, no había sido elegido ni era viva expresión de la voluntad popular; sin duda, esta negativa no era más que una nueva demostración del espíritu jacobino del que hacían gala la mayoría de los componentes de un tribunal político que pretendía juzgar irregular y arbitrariamente a otros políticos. Galarza, que eludía de esta forma cualquier tipo de responsabilidad, era el mismo que mantenía en el presidio, sin orden de procesamiento por ningún Tribunal, a significados hombres que habían sido titulares de magistraturas del anterior régimen, entre ellos su antecesor en el cargo, el General Emilio Mola (todos ellos procesados gubernativamente), sin embargo, los nietos del fundador del PSOE, Pablo Iglesias Posse, habían sido puestos en libertad cuando sí que había orden de procesamiento por su participación en los sucesos de Mayo; éste era el “noble espíritu” que inspiraba a los miembros de esa Comisión de Responsabilidades. El caso del ex ministro Galo Ponte era especialmente sangrante; prácticamente todos los ex ministros de la dictadura se vieron forzados a salir de España perfectamente conocedores de los propósitos de las nuevas autoridades republicanas, Galo Ponte no lo pudo hacer, entre otras cosas, por su precaria condición económica: “… no se singularizó en delinquir, pues delinquió con todos, pero que se ha singularizado en no tener dinero para escapar de España” (Risas); esto diría el diputado independiente republicano Ossorio y Gallardo en una de las sesiones de aquel Agosto, el 7 concretamente.
Añadir que, en aquellos meses de Julio y Agosto de 1931, seguían realizándose detenciones arbitrarias de monárquicos promovidas por el sectario Director General de Seguridad (el 23 de Julio engrosaba la fila de encarcelados Fuentes Pila), la caza de bujas proseguía contra unos elementos que permanecían ajenos a los innumerables desórdenes que ya azotaban a la República:
«El Gobierno hace todo lo que puede por defender el orden, base de la República, ya que la República no podría vivir y consolidarse en un episodio de perpetuo motín y de perturbación continua; pero es urgente que la ayuden con su colaboración activa y vigorosa todos los buenos españoles, sean los que sean sus ideales políticos. El problema planteado está por encima de las divisiones partidistas, y hay que resolverlo en un ambiente de unanimidad defensiva».
Esto se decía en un editorial del diario republicano La Voz cuando el mes de Julio llegaba a su fin; mientras los perturbadores extremistas campaban a sus anchas y convertían a la República en una viva expresión de la revolución, el director General de Seguridad dedicaba todos sus esfuerzos a encarcelar a todos los monárquicos para imposibilitar sus nunca probadas actividades conspirativas (una actitud que hacía pensar que, tal vez, las pretendía estimular…). “Por encima de la voluntad de las Cortes y del Gobierno está hoy la voluntad del Sr Galarza. Los españoles no tienen ninguna garantía ni recurso contra sus decisiones”; esto es lo que se decía en el diario La Nación el 27 de Julio; y yo me pregunto; ¿cómo es posible que la historiografía no haya dado la verdadera dimensión de la lenidad y sectarismo de este personaje, Ángel Galarza?. Me parece sorprendente que, ante el número de fuentes y la magnitud de los hechos, no se haya dado nunca verdadera relevancia a un personaje tan nefasto como nefando, estimo imprescindible dar a conocer la verdadera historia de un personaje que, en el momento presente, da nombres a calles en algunas ciudades de España. En fin…. Al respecto decir que, desde el 12 de Abril y hasta la fecha del 31 de Julio, se contabilizaban ya más de 70 muertos y más de 300 heridos en los distintos desórdenes públicos acaecidos en ese tiempo (si se hiciera una comparación con la duración de la dictadura el número de muertos, a ese ritmo, superaría los 1.200 en caso de que la República llegará a ese ciclo, algo que, trágicamente, se superó con creces…); sin embargo, la mirada del que era fiduciario del orden público en España, Galarza, seguía puesta en unos monárquicos que nada habían tenido que ver con ellos (el “Ángel exterminador”, como le llamaban en algunos medios de prensa).
El paroxismo y la arbitrariedad de esa Comisión de Responsabilidades llegaba a tal punto que, mientras el Ejército era quien estaba sofocando algunas de las más graves perturbaciones que padecía la República (como en el caso de Sevilla), al mismo tiempo se creaba un Tribunal político dispuesto a juzgar las presuntas responsabilidades de algunos de sus miembros. Los atropellos jurídicos quebraban la autoridad con la que se creían legitimados algunos de los nuevos “doctores” de la política y eso sería el principal argumento que encontrarán los que, sufriendo la represión indiscriminada, en los siguientes meses adoptarán una postura nada conciliadora con aquella República de corte resueltamente jacobino. Ese espíritu era ya visible el 7 de Agosto, cuando Oreja Elosegui, diputado de la única y más firme oposición al Gobierno provisional republicano, la vasconavarra, censuraba el que siguieran vigentes las Comisiones Gestoras en los Ayuntamientos de las provincias vascas, unas Comisiones que habían sido designadas arbitrariamente por los que habían venido a regenerar el espíritu público nacional. La visceral respuesta del socialista vasco Indalecio Prieto, dejaba claro la absoluta intransigencia de estos a cualquier mínima sugerencia o disidencia que pudiera haber en el Parlamento republicano: “…mi consejo es que no. ¿Está claro?”; así respondía al respecto de si el Ministro de la Gobernación, Miguel Maura tuviera a bien hacerle llegar alguna sugerencia referente del restablecimiento de aquellos Ayuntamientos vascos:
«… porque lo que representan SS.SS. no es más que una rebañadura de enemigos de la República (Muy bien, muy bien), juntos alfonsinos, jaimistas, nacionalistas y jesuitas” (Muy bien.- Grandes aplausos en varios lados de la Cámara.- Un Sr Diputado: ¡Viva la libertad!”- Protestas».
Por aquel entonces, el apelativo de reaccionario se extendería como una mancha de aceite sobre todo aquel o aquello que se atreviera a plantear cualquier tipo de objeción o contrariedad a unos representantes del ejecutivo que, como refiero, no podían ocultar un espíritu jacobino ciertamente preocupante cuando, apenas, las Constituyentes habían iniciado su andadura: “No hemos hechos la revolución en beneficio de SS.SS.”, añadiría el diputado socialista finalizando su acalorada y pasional intervención. En esa misma sesión el diputado independiente republicano, Ossorio y Gallardo, denunciaría las irregularidades en los procesamientos de algunas figuras del monarquismo, hombres que permanecían en prisión sin tener auto de procesamiento en curso, por lo que se preguntaría: “¿vamos a hacer una República jurídica o una República de fuerza gubernativa?”.
La actitud del Gobierno y ciertas minorías de la Cámara parecía estar programada en sacar de la Ley a lo que era una revolución, una revolución que no se ajustaba a derecho y que cercenaba, indisimuladamente, los principios más básicos respecto de los derechos individuales y colectivos, la ausencia de garantías jurídicas parecía ser ya un hecho cuando transcurrían los primeros días de aquel Agosto de 1931.
A propósito de ello, decir que los días 3 y 4 de Agosto los presos gubernativos de la Cárcel Modelo de Madrid realizaban un plante contra el Director General de Seguridad (también se hizo en la cárcel de Sevilla); más de 100 presos gubernativos permanecían en el penal madrileño. Golpes a las ventanas y puertas, gritos, numeroso público concentrado a las afueras apoyando el plante; las protestas contra Galarza crecían a medida que también lo hacían sus anómalas e injustificables medidas represivas. La protesta era protagonizada por presos tanto de la izquierda (sobre todo anarquistas y comunistas) como de la derecha políticas (monárquicos); al mismo tiempo, la CNT hacía pública su intención de responder con mayor violencia a la dura represión ejercida por el Gobierno. En esos días, y para complicar la ya de por sí difícil situación, el Presidente del Parlamento catalán, Maciá, hacía unas declaraciones en favor de la independencia de Cataluña a la que reconocía como nación: “Ya somos libres”; “Cataluña es una nación como otra cualquiera”; el hecho diferencial empezaba a ser comprado por algunos sectores de la izquierda republicana dispuestos a normalizarlo con el fin de allanar el camino del que era el gran pleito catalán, el debate de su Estatuto. Llegados a este punto y por si fueran pocos los pleitos e inquietudes, el Ministro de Instrucción Pública, el socialista Fernando de los Ríos, no vería mejor ocasión para la retirada de los capellanes religiosos de las cárceles españolas, una medida impopular y que, de nuevo, se decretaba a espaldas de un Parlamento del que, por cierto, se pretendía expulsar a Calvo Sotelo que legítimamente había obtenido su acta por la provincia de Orense, ahora, por mor de esa actividad de la Comisión de Responsabilidades, se pretendía invalidar su acta sin causa judicial abierta alguna; y es que, puestos a buscar responsabilidades, tal vez deberían hacerse extensivas hasta alcanzar a las propias magistraturas republicanas; recordemos que la cúspide de todas ellas, Alcalá Zamora, había sido ministro de la Monarquía allá por el año 1923.
Situados en escena algunos de los que eran los focos más destacados y candentes de aquel Agosto, llegaba el día 13, fecha en la que se traía por fin al Parlamento la discusión del dictamen de la Comisión de Responsabilidades. Unos días antes, el 7 de Agosto, esto decía El Socialista sobre la referida Comisión:
«Según parece, la Comisión de Responsabilidades propugna que el Parlamento se constituya en Convención, modalidad indispensable para liquidar las responsabilidades políticas. y. actúe sin sujeción a las leyes penales y de procedimientos, con facultad para instruir procesos, decretar detenciones, solicitar extradiciones, suspender actuaciones judiciales, proceder a embargos e incitación de bienes y en general a cuantas sanciones fueren precisas para penar las culpas en que hayan incurrido los servidores de la monarquía».
Pues poco más que añadir, pocas dudas puede haber respecto de los que eran los objetivos de algunos de los sectores de las izquierdas republicanas y, particularmente, de los socialistas cuando ese día 13 se abría el portón de las responsabilidades en el Parlamento; crear una Convención al más puro estilo jacobino que estuviera dotado de superiores facultades y atribuciones a cualquier tribunal al uso y con el fin de juzgar a los opositores y a los disidentes del nuevo régimen. La impunidad se convertía en una forma de hacer política y de ahí que, en una de aquellas sesiones de Agosto (la ya referida del día 7), Ossorio y Gallardo solicitara, estérilmente, la necesidad de dotar de juridicidad a una República que actuaba completamente de espaldas a ella.
Aquel 13 de Agosto, antes de iniciarse ese debate sobre las responsabilidades, el diputado del partido Radical Socialista, Eduardo Ortega y Gasset (nada que ver con su hermano, José), elevaba su protesta por el recibimiento del que había sido objeto el Presidente del Parlamento catalán, Maciá, y su sequito en Madrid; demandaba al Gobierno que se tomasen medidas “y salga al paso de estas intrigas de tipo monarquizante”. Por su parte, el Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, confirmaba que habían sido repartidos en Madrid pasquines en los que se pedía protestar por esa visita: “Cuando los repartían fueron detenidos”, diría el ministro; es decir, incitar a la protesta contra un dirigente político que, en los días previos, había afirmado que Cataluña era una nación y que no se iba a modificar el Estatuto una sola coma, era motivo para acabar en el presidio. Al respecto, aquí un Manifiesto de unos funcionarios públicos de Barcelona (Telegrama cursado al Jefe del Gobierno), por el que denunciaban los ceses indiscriminados de aquellos funcionarios que manifestaban públicamente su sentimiento españolista:
«La Generalidad de Cataluña despide en masa a los funcionarios que manifiestan su sentimiento españolista: Funcionarios adscritos al servicio de recaudación de contribuciones, de cédulas y Bolsas del Trabajo, declarados cesantes por el Gobierno de la Generalidad con fecha ti, protestan ante V. E. por esos procedimientos, contrarios a la cordialidad y a la ley, rogando su reposición por ser de justicia. El atropello intolerable que nos denuncian los funcionarios dejados cesantes por la Generalidad, por delito de manifestar simpatía a una Cataluña española, está muy por fuera de esa tan cacareada cordialidad que ahora se ha puesto de moda casi por real orden, e indica un proceder que no es justo prospere».
Pues eso, unos leales y ejemplares funcionarios eran cesados por declarar su “simpatía a una Cataluña española”; se les detenía por ejercer su legítimo derecho a la protesta ante las autoridades que habían procedido en tan injustificada y desmedida forma; cuando apenas se llevaba un mes de apertura del Parlamento existían ya infundadas y serias dudas respecto del papel de éste como centro de operaciones de una Convención que, casi a diario, era reclamada desde las páginas de un diario como El Socialista. Por cierto, como se puede ver en el telegrama que fue remitido al Gobierno, ya se hacía alusión al término cordialidad: “está muy por fuera de esa tan cacareada cordialidad que ahora se ha puesto de moda casi por real orden”; esto, que suena tan actual, demostraría que las cesiones ante los separatistas y en nombre de esa “cordialidad” nunca han resuelto absolutamente nada y sólo han provocado la injusticia y la arbitrariedad contra quienes declaran, en el ejercicio de su libertad, su amor y su sentimiento afectivo a Cataluña y a España. Ese espíritu de “cordialidad”, además, era absolutamente ficticio; veamos que dijo Companys aquel día en sede parlamentaria y ante lo que se había quedado en una mera intentona de protesta (otra de tantas) en Madrid a la visita de Maciá y sus consejeros:
«…ahora es esta otra modalidad de ataques de que es objeto la República, ya por monárquicos despechados y vencidos, ya por las derechas borbónicas y palaciegas, ya por pistoleros y delincuentes vulgares que quieren cubrir con una ideología el delito que anida en sus almas. Todo esto es un montón infame de basura, que la República barrera con la ayuda de todos nosotros (Muy bien)».
“…montón infame de basura que la República barrera…”; apelaciones a la “cordialidad” y, eso sí, con “el mazo dando…”. Concluido este debate, se abría el de las responsabilidades; el socialista Manuel Cordero, miembro de la Comisión, señalaba al Rey Alfonso XIII como figura principal de todas ellas. En su intervención, afirmaba que “hasta el último funcionario” de la dictadura era responsable de todas las responsabilidades, incluso, hasta de las derivadas del “pistolerismo catalán”:
“No podemos olvidar nosotros, al enfocar este problema, que en el régimen monárquico, desde el Jefe del Estado hasta el más humilde funcionario de la autoridad, han vivido constantemente al margen de la ley”, diría el diputado socialista.
¿Hasta el último funcionario de la dictadura?; bien, veamos. Como referí en su momento, anteriormente denuncié la gran cantidad de socialistas que fueron titulares de altos cargos y magistraturas en aquella dictadura que tan vehementemente ahora denunciaban, como si hubieran sido absolutamente ajenos a ella; sin duda, el caso de Largo Caballero fue y ha sido el más paradigmático y conocido (Consejero de Estado y por nombramiento real durante seis años). Fueron muchos y ya ofrecí algunos de sus nombres en anteriores capítulos del libro, ahora nos detendremos un momento para recordar el caso del socialista Manuel Cordero, en aquel momento Presidente de la Comisión de Responsabilidades. Manuel Cordero, un caso sin duda particular por la acumulación de cargos que llegó a acumular tanto en la dictadura como luego en la II República; desempeñó algunos cargos de Real Orden y de diversa índole dentro del régimen dictatorial: en la Junta de Abastos, en la Corporación de la Vivienda, en el Consejo Interino de Corporaciones, en los Comités Paritarios y un largo etc. Pues este señor, ahora, y como Presidente de la Comisión de Responsabilidades, pretendía depurar estas y aplicar sanciones a los protagonistas de la Dictadura, un régimen en el que participó tan activamente acumulando multitud de cargos y responsabilidades (se cree que llegaría a acumular hasta dieciséis cargos públicos y de responsabilidad durante aquella). Éste era el Presidente de la Comisión de Responsabilidades, de la que también formaba parte el que era Director General de Seguridad, Ángel Galarza; llegados a este punto, creo innecesario seguir haciendo y desarrollando más sugestiones, la hipocresía, supina, con la que se actuaba solo era comparable al apetito sectario, formidable, colosal, con el que esta Comisión pretendía desarrollar sus actividades.
Esa arbitrariedad con el que se desenvolvía la Comisión era tan descarado, que incluso algunas minorías republicanas elevaron su protesta; Pedro Rico, diputado de la minoría de Azaña, Acción Republicana, consideraba un peligro que la Comisión hubiese recabado para sí una libertad absoluta: “una libertad omnímoda para poder por sí misma investigar todo el pasado histórico”, recabando atribuciones especiales para investigar todas las responsabilidades y leyes de excepción con el fin de investigar y revisar todo el pasado histórico de España.
El diputado republicano advertía de esos peligros, de esas facultades que habían solicitado y que les permitían “detener, os permiten embargar bienes”. Consideraba que esas medidas las debería tomar o el Poder ejecutivo o el Judicial: “el Poder Judicial que hoy existe o el Poder Judicial que la Cámara cree en uso de su soberanía”; relataba que, de ninguna manera, lo que no podía hacer la Comisión, como delegada de esa misma Cámara, “es decretar esas prisiones o tomar esas medidas de precaución contra los bienes”; de esta forma, denunciaba que una Cámara formada exclusivamente por políticos no tenía atribuciones para juzgar y, así, y finalizando su intervención, diría:
«…si no tenemos Poder judicial, si el Poder judicial es malo, mientras exista es el único que puede decidir en concreto de los delitos, es el único que en concreto puede aplicar las penas.  …yo me inclino al organismo judicial, único Poder que legalmente en España puede administrar Justicia. Si no lo queréis así, cread otro Tribunal; pero no abráis a la revolución el portillo gravísimo de convertir a la Cámara en instructora del sumario, en fiscalizadora y en Tribunal juzgador».
El riesgo de convertir la Cámara republicana en una Convención jacobina no era baladí, las palabras y denuncias de un reconocido republicano (alcalde de Madrid, por cierto), ilustraban el sombrío panorama al que se enfrentaba el conjunto de la nación española. No sería el único republicano en hacerlo, también lo haría en aquella sesión el ilustre Salvador de Madariaga: “la República española está en este momento en el peligro más grave, que es el peligro de no saber administrar el éxito”, para añadir después: “no nos quedemos sin República al ir a perseguir a los enemigos de la República”. Estas advertencias no serían tenidas en cuentas por el titular de la Dirección General de Seguridad y también miembro de la Comisión de Responsabilidades, Ángel Galarza que decía no entender el que se quisiera dar confianza a unos Tribunales que habían nacido y se habían desarrollado en la Monarquía:
«…Porque esta Cámara no es sólo la protesta contra un Borbón; es la protesta contra el modo de funcionar de todas las instituciones que existían en el régimen monárquico, y una de las instituciones que existían en ese régimen monárquico eran los Tribunales de Justicia, y no tenemos por qué hacer una diferenciación acatándolos a ellos como cosa perfecta, en los que depositemos nuestra confianza, cuando hemos combatido todas esas instituciones y todos esos organismos porque funcionaban mal, porque funcionaban injustamente».
Sus manifestaciones, tal vez, nos ayuden a entender el por qué Galarza hacía caso omiso a cualquier tipo de resolución judicial y, con la más absoluta impunidad, procediera a realizar detenciones puramente gubernamentales que no respondían a mandato judicial alguno; así, y a estas alturas, pudiera resultar hasta comprensible el surgimiento de un movimiento de protesta o contestatario de signo monárquico (incluso de otra condición) que se rebelara contra esta absoluta arbitrariedad e impunidad de quien controlaba los resortes de la seguridad y la acción policíaca en España; pero no resultó ser así, hasta aquella fecha es rotundamente falso afirmar que existiera amenaza semejante, y es que esta no surgiría hasta meses después, cuando la República había seguido avanzado en esa obra de muy dudoso perfil democrático.
Y, por si aún había dudas respecto de lo que para Galarza significaba la juridicidad, en aquella sesión reconocería no compartir el temor de que la Cámara se convirtiera en una Convención y es que, a su juicio, la Cámara no debe perder su sentido revolucionario por lo que se la debía dotar de capacidad para juzgar cualquier delito político, incluso, “sin haber sido delitos políticos los actos realizados por los hombres del pasado, de la Historia de España, la Cámara tiene soberanía plena, incluso para condenar con nuevas penas (Rumores)”; es decir, diputados togados tenían facultad para criminalizar la acción de políticos que no eran de su cuerda, para añadir:
«…cuando hay una Cámara soberana, como es esta, la Cámara puede incluso hacer una nueva ley para juzgarlos y para castigarlos, y si así no lo hiciéramos, no responderíamos a las ansias, a los anhelos del país. (Muy bien, muy bien, en varios lados de la Cámara».
Los aplausos de la Cámara ante unas manifestaciones de esa gravedad, ilustran, y de qué manera, el sentido revolucionario de aquella Cámara republicana. Y para rematar la “faena”, así se expresaba Galarza en aquella sesión a Cortes y que nos sirve para definir el ideario político del titular de la magistratura en la que España tenía puesta la custodia de su seguridad y la acción policial:
«Aquí tenemos otra toga distinta y, por esta toga que vestimos aquí, tenemos que sacrificar aquella (Aplausos)».
Si la ley y la juridicidad de la República reposaban en manos como las de este indeseable e incalificable personaje, ¿qué se podía esperar que saliera mal en aquella República que había expulsado, tan arbitrariamente, a ciudadanos y colectivos libres y soberanos de su protección y de su propio y anómalo ordenamiento jurídico?. La respuesta es evidente, y la obtendría la propia República y unos dirigentes que actuaban con tan injustificable como evidente parcialidad y lenidad; en efecto, sería la aparición de la tan manida y proclamada reacción y que, iniciada por algunas izquierdas (anarquistas y comunistas principalmente) se extendería a sectores del monarquismo y de las derechas que, como podemos comprobar, no estaban faltos de razones y argumentos para hacerlo. Las Cortes Constituyentes, recién estrenada su andadura, se convertían en una fuente de arbitrariedad contraria a las fuentes del derecho y a cualquier principio de juridicidad; apenas un mes de sesiones y la diatriba que se planteaban ya no pocos españoles era elegir entre la ley o la arbitrariedad, incluso la desobediencia. Y esto no había hecho sino empezar.
Cierto es que lo ocurrido en aquellos días en las Cortes españolas modificó, ahora sí, sustancialmente la dialéctica en los medios de prensa y en los sectores de opinión de las derechas y conservadores; repito, ahora sí y no al advenimiento de la República como se nos pretende hacer creer tan habitual e ingenuamente, por ese motivo, he creído conveniente desarrollar y recrear tan detenidamente una cuestión como fue la creación y actuación de la Comisión de Responsabilidades (cuyo verdadera importancia y magnitud sería relativa por cuánto, tras dos años de reuniones y resoluciones, a nada se llegó en firme y las responsabilidades, como tantas otras cosas, fueron más un factor propagandístico y de agitación que otra cosa). En efecto, el atropello público que se sometía al Poder judicial y a sus miembros abrieron definitivamente los ojos y las conciencias de quien, a esas alturas, aún depositaban algún tipo de solidaridad o de confianza con las nuevas autoridades y magistraturas republicanas:
«Pero una cosa podemos y debemos preguntarle al Gobierno. Y es esta: ¿Qué ha remediado la arbitrariedad? Porque llevamos meses bajo una dictadura de una dictadura, en la que hoy coparticipa todo un Parlamento. Y estas medidas de rigor contra hombres de orden; esa facilidad para rendirse a las sugestiones del populacho, no del pueblo, esa política, en suma, de duras represalias ¿Qué ha conseguido».
Bajo el titular: “Para lo que se ejerce una dictadura”, el 13 de Agosto el diario La Nación denunciaba, ahora ya sí, la absoluta impunidad con la que se desenvolvía el Gobierno provisional y el Parlamento republicano. Un día más tarde, el 14 de Agosto, llegaba a Madrid el Presidente de la Generalidad, Francesc Maciá, lo hacía para entregar al Presidente del Gobierno provisional, Alcalá Zamora, el Estatuto de Cataluña; sería la única vez que Maciá se dejaría ver por las Cortes republicanas. Maciá había dejado muy claro, días atrás, el que era su propósito, el Estatuto debía aprobarse tal y como había salido de Cataluña, “sin modificarse una coma”. El diario republicano Ahora, el 15, recogía una entrevista a Maciá y en la que dejaba claras sus pocas ganas de ocupar su escaño:
«- ¿Volverá Ud. a Madrid para intervenir en los debates?
- Mi misión está en Barcelona, principalmente, y en cuánto a lo de intervenir en el debate ahora que estoy en Madrid, no lo sé de fijo, aunque es probable.
Entonces, el señor Carner (Ministro de Hacienda) que acompañaba al señor Maciá, dirigiéndose a los periodistas, diría:
- ¿No creen ustedes que ya ha dicho bastante?».
Pues en efecto, había dicho bastante; Maciá acudiría, por primera y última vez a una sesión a Cortes, lo haría para prometer su acta de diputado. Estaba claro cuáles eran las prioridades del Presidente del Parlamento Catalán.
Para finalizar este capítulo apasionante sobre las Responsabilidades, no puedo dejar pasar la ocasión para hacer referencia a uno de los casos que, durante el relato, he hecho mención, al del ex ministro Galo Ponte que, como tantos otros, por el arbitrio sectario y partidista del Director General de Seguridad, seguía en presión preventiva por decisión, como refiero, exclusivamente gubernamental. El 13 de Agosto se daba a conocer públicamente una carta del ex ministro que, desde el presidio, daba su versión de su anómalo procesamiento y a fin de desmentir las palabras que, ese mismo día en la sesión a Cortes, había pronunciado Galarza. En la carta refería que había sido detenido el 11 de Mayo, es decir, fecha de los trágicos sucesos de los incendios de Iglesias y Conventos en Madrid; en la misiva afirmaría que, como tantos otros monárquicos, había sido detenido por una orden judicial firmada por un juez, Mariano Rodrigo. La razón de esa orden judicial respondía a un fin y un por qué; Galarza, en aquel momento Fiscal de la República, “había presentado al Tribunal Supremo en pleno una querella contra todos los que fuimos ministros en 1927”; sin esperar la resolución del Tribunal, “el fiscal, señor Galarza, acudió directamente al juez de guardia, manifestando haber presentado aquella querella al Tribunal Supremo, y solicitando la detención de los querellados, por ser urgente”. Tras ello, el juez Rodrigo acordaría que fuera puesto a disposición del Tribunal Supremo, para sorpresa de su Presidente. Galo Ponte afirmaba que, dos días después, el 13 de Mayo, el Tribunal Supremo en pleno le comunicó “que había dejado sin efecto su detención, sin que en las cincuenta y una horas de detención transcurridas hasta entonces se me hubiera recibido declaración alguna”. A continuación, y siguiendo con el relato de la carta, señalaba que recibió una llamada, del propio Galarza, haciéndole saber que había dado la orden a un funcionario de los que allí se encontraban de que prosiguiera detenido, “a disposición del señor director de seguridad” y, así, “por virtud de ella, desde el 13 de Mayo, a las ocho de la noche, estoy a disposición del director de seguridad. Si esto no es ser detenido gubernativo. ¿Qué es?”.
Realmente, poco se puede añadir a tan revelador documento; el ex ministro Galo Ponte no estaba procesado por cuánto no existía auto de procesamiento alguno, de ningún tribunal, no era más que otro procesado gubernativo, como tantos otros, que sufrían los excesos y arbitrios de un hombre cruel y vengativo como pocos ha habido en la historia política de España y que, para lamento de esta, su execrable historia y obra es completamente desconocida (y pese a que, pocos años después, el 1 de Julio de 1936, sería quien amenazara y justificara el atentando personal contra Calvo Sotelo, doce días antes de su salvaje asesinato).
El caso de Calvo Sotelo merecería un caso aparte; el Gobierno provisional había pedido el suplicatorio para procesarle en un momento en el que el diputado gallego reclamaba cansinamente volver a España para tomar posesión de su escaño y así responder a las acusaciones y las cuestiones que requiriesen ser aclaradas ante la Cámara y para el conocimiento de todos los españoles (como había solicitado en repetidas ocasiones anteriormente y aún arriesgo que, tras hacerlo, corriera la misma suerte que tantos otros políticos monárquicos). No se daban esas condiciones por cuánto era incuestionable que desde la propia Comisión de Responsabilidades se pedía vivamente su procesamiento y, a buen seguro, no se le habría de permitir el que tomara posesión de su acta de diputado. Calvo Sotelo, en los primeros días de Septiembre de ese año, ofrecería distintas y jugosas interviús al diario Informaciones y en las que dejaría magníficos y reveladores titulares:
«Eso de las responsabilidades políticas es una pura farsa que puede acabar en tragedia. La República no puede juzgar al Rey. Pactó con él el día 14 de Abril ¿Fue liberalidad? Pues las liberalidades son irrevocables ¿Fue transacción? Pues una de las partes no puede cumplirla sin incurrir en felonía. La salida del monarca evitó sangre, y en haberse proclamado sin ella estribaba el mayor orgullo de la Segunda República española».
Calvo Sotelo lamentaba la actuación de una Comisión formada por políticos en la que, algunos de ellos, habían llegado a aplaudir la llegada del régimen dictatorial como la casi totalidad de los españoles hicieron ocho años antes:
«Los que ahora olviden o ignoren que el golpe de Estado fue recibido por el 90% de los españoles, que empiecen a exigir esa responsabilidad de origen; más o menos, toca a todos, incluso a diputados actuales (cuyos nombres tengo en cartera), que colaboraron directa y eficazmente con el Gobierno militar. Cuando llegue la hora caerán muchos disfraces”. Y añadiría: “…en el disfrute o ejercicio del Poder legal colaboraron incluso muchos de los responsabilistas, desde el Sr Largo Caballero hasta el Sr Ossorio y Gallardo».
Calvo Sotelo, desde un exilio forzoso, ilustraba la gran hipocresía y la arbitrariedad manifiesta que se pretendía ejercer desde aquella injustificable Comisión de Responsabilidades. En efecto, las actuaciones de la Comisión de Responsabilidades como las que protagonizaba a diario el Director General de Seguridad, Ángel Galarza, nos llevan a determinar la unilateralidad y arbitrariedad con las que procedían las nuevas instituciones republicanas; éste último, sería el responsable de una purga puramente política y por razón ideológica, como también lo sería de los muchos odios que se generaron en aquellos meses y que luego se propagaron como una mancha de aceite por la conciencia colectiva de millones de inocentes españoles. Al respecto, decir que se publicaron algunas cartas más de detenidos gubernativos que confirmaban los espurios métodos del que fue Fiscal de la República y Director General de Seguridad. Galarza actuaba más como el director de un Comité de Salud Pública que como el garante de los derechos y libertades de una democracia que advino, cuatro meses atrás, con el apellido de liberal. A quien lo desee, dado lo particularmente interesante, a mi particular parecer, es todo este asunto, invito a la lectura de algunos diarios de prensa de aquellas fechas (13, 14 15 de Agosto de 1931) donde encontraran testimonios similares a éste, de monárquicos, de españoles inocentes que consumían sus días en la cárcel por el capricho sectario y, sin duda, irracional e inquisitorial del que fuera Director General de seguridad, Ángel Galarza.


UNA CONSTITUCIÓN DE IZQUIERDAS: MEDIA ESPAÑA SE QUEDA FUERA
«…es una Constitución de izquierda. Esta Constitución quiere ser así para que no nos digan que hemos defraudado las ansias del pueblo. Los que quieren, a pretexto del orden, transformar a España en una Monarquía sin rey, encontrarán siempre en esta Comisión la lucha más decidida y la más absoluta negación a ceder. …hacemos una Constitución de izquierdas y esta Constitución va directa al alma popular (Grandes y prolongados aplausos)».
Luis Jiménez de Asúa, 27 de Agosto de 1931.
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Extracto de la intervención del diputado socialista, Jiménez de Asúa, en la sesión a Cortes del 27 de Agosto de 1931, recogiendo el momento preciso en el que dice: “Hacemos una Constitución de izquierdas, y esta Constitución va directa al alma popular”.
Jiménez de Asúa, diputado socialista y el principal ponente del que era el segundo anteproyecto de la Constitución, así definía la Constitución que habría de venir al Parlamento republicano: “una Constitución de izquierdas”. Ya vimos, en su momento, que el que fuera primer anteproyecto encontró un firme rechazo en buena parte de los sectores de la izquierda republicana y, fundamentalmente, en el socialismo: “no cederemos”, “engendro constitucional”, era la respuesta a un anteproyecto que no reconocían y que chocaba con muchos de sus intereses y objetivos dentro de la República. El rechazo fue tan mayúsculo que el propio Parlamento, el 28 de Julio, nombraba una Comisión constitucional formada por 21 diputados en representación de todos los grupos parlamentarios y en proporción al resultado salido de las urnas, Comisión presidida por el referido Luis Jiménez de Asúa y que pronto se pondría a trabajar en la elaboración de un nuevo proyecto. Por su parte, el diputado socialista Luis Araquistáin –uno de los más destacados miembros de esa Comisión constitucional– en un artículo que publicó en El Sol el 8 de diciembre de 1931, reconocería que los cinco representantes de su partido en esa Comisión decidieron elaborar un proyecto completo de Constitución que, con pocas rectificaciones, fue el que se impuso luego en el seno de la Comisión; es decir, fue determinante el carácter socializante de este proyecto que finalmente se trasladó a las Cortes.
El 17 de Agosto, por tanto, en apenas tres semanas, esta Comisión terminaba de redactar, atropelladamente, el anteproyecto que públicamente aquel día se presentaba. Al respecto de este sentido de izquierdas que se quería dar a la Constitución, recordemos un extracto del editorial del principal órgano del socialismo, El Socialista, del 23 de Enero de 1930, cuando caía la Dictadura de Primo de Rivera: “… son indispensables las dos corrientes del pensamiento político”, tanto las derechas como las izquierdas; ahora, con los resortes del Poder ya en su mano, con un proceso revolucionario en curso, esas palabras rechinaban y nos recordaban lo que realmente se proponía y lo que, en realidad, era el socialismo, demagogia, propaganda y engaño; su único propósito era imponer su ambición y apetito revolucionario al precio que fuere, incluso pasando por encima del adversario político al que no reconocía ni al que habría de reconocer; a tal punto llegaba esa inquina ideológica que hasta en el principal Código jurídico, la Constitución, pretendían hacer valer la prevalencia del sesgo ideológico de la izquierda sobre unas derechas que ni en la letra y espíritu de la Constitución habrían de encontrar aliento o espacio desde el que desenvolverse dentro de esa República.
Y ¡boom!; fue presentar el anteproyecto constitucional y, por si había ya poco bullicio, poco alboroto, saltaba al tapete de los problemas y desafíos la cuestión religiosa. El mismo día que se daba a conocer se hacía pública una carta pastoral del episcopado en la que, básicamente, se criticaba el carácter inequívocamente laico del nuevo anteproyecto que, entre otras cosas, proponía abiertamente la separación de Iglesia y Estado o la expulsión de las Órdenes religiosas. Tras el enconado y, sobre todo, clarificador debate sobre las Responsabilidades y los trabajos de su Comisión, sectores de la opinión conservadora empezaban a moverse intuyendo que en aquella República, tal y como se estaba desarrollando, no iban a tener posibilidad alguna de encontrar su espacio u oportunidad; a la desafección y el malestar de estos sectores más conservadores, se iban a unir, apenas unos días después, la Iglesia que, por primera vez, de forma más viva, y sobre todo, colectiva, mostraría su enojo por un proyecto que empeoraba, seriamente, sus intereses respecto del primer anteproyecto; de nuevo, el sectarismo y la arbitrariedad habían vencido al sentido común y la ponderación que, por otra parte, sí estaban reflejados en el carácter del primer anteproyecto constitucional. Eliminado éste se confeccionaba otro que, en esta ocasión si conseguía el propósito de herir muchas sensibilidades y, por encima de todo, no representaba a la generalidad de la sociedad y opinión española; baste decir que, y como ya he referido, sus propios ponentes reconocían que “era de izquierdas”, de modo que, todos aquellos que no tuvieran esa condición, iban a estar supeditados a las directrices de un marco constitucional que no acogía ni sus idearios ni sus conciencias, al revés, las eliminaba del marco competencial jurídico del nuevo régimen. La pastoral a la que me refiero, cierto es, era vehemente, muy concreta y directa en sus reproches; entre otras cosas, calificaba como crimen social el laicismo de Estado y advertía de los graves riesgos que su aprobación podría provocar:
«…el proyecto de Constitución tiene tan serios inconvenientes, que si prevaleciera tal como ha sido presentado, crearía a la Iglesia en España una situación gravísima, que a todo trance es necesario precaver si queremos evitar perniciosísimos males, principalmente en el orden; religioso y moral, aunque también trascenderían al orden social y aun al mismo orden material».
“Cerrilismo intolerante” calificaba El Socialista el 18 de Agosto la actitud que adoptaban los primados españoles: “los primados de la secta católica”, refería. Desde aquel día, la “guerra fría” que, de alguna forma, se mantenía con la Iglesia (precisamente, desde la fecha en el que más dura y cruelmente había sido atacada, en los sucesos de Mayo), estallaba para ya no regresar a una situación de mínima cordialidad o entendimiento. Nada volvería a ser igual; se rompían todos los puentes de colaboración siendo el inicio de múltiples desencuentros y profundos desagravios. Cierto es que, ya en el mes de Junio, se produjeron los primeros conatos entre Iglesia y República, unas quejas que, principalmente, nacían en las provincias del Norte donde el catolicismo estaba muy arraigado y, sobre todo, tenía un carácter más asociativo. Sectores cercanos al tradicionalismo o al carlismo, se movilizaban en aquellos primeros días de Junio contra lo que entendían eran medidas muy lesivas del Gobierno provisional contra los intereses de la Iglesia, hablaban ya de “acuerdos antirreligiosos” sin sospechar lo que aún estaba por venir. Hasta un total de 80 mil familias navarras protestaban y hacían pública su defensa de las Órdenes religiosas, una protesta que, como refiero, se realizaba cuando todavía no se conocía el carácter del que debía ser el definitivo proyecto constitucional y que, sin duda, afectaba directamente al alma y la conciencia de los católicos.
Bien; el editorial de ese 18 de Agosto de El Socialista presagiaba el peor de los escenarios, este rotativo, como otros tantos republicanos, retomarían la insana costumbre de herir, casi diariamente, los sentimientos de millones de católicos creando un muro insalvable entre muchos españoles. El hecho de que los jerarcas de la Iglesia española llamasen a sus fieles para la defensa y el mantenimiento de la fe, era visto como una ofensa para los propios intereses de la República, un sentimiento de victimismo que fue una conducta habitual de sus más acérrimos defensores:
«Hay que destruir a la Iglesia y borrar de todas las conciencias su inflamante influjo. La integral impotencia eclesiástica, de pseudohombres que han esterilizado sus apetencias más puras, amenaza con perturbar el orden. Las Cortes deben decretar instantáneamente la supresión del presupuesto romano y entregar su importe a los obreros españoles sin trabajo. Y si los fanáticos salen a la calle, sepan que en ella estaremos para darles pecho. El pueblo va ha demostrado que con las carroñas eclesiásticas sabe encender hogueras de pasión y libertad».
Este tipo de insulto, burdo y soez, junto a la amenaza más obscena y dirigidos contra el Clero y la Iglesia inundarían, desde aquel momento, grandes titulares y editoriales de los diarios de la izquierda republicana. No les parecía suficiente que, después de los trágicos sucesos de la quema de Iglesias y Conventos, el Gobierno provisional hubiera seguido legislando, a través de múltiples decretos, en contra de los intereses de la Iglesia; expulsión de prelados, eliminación del crucifijo en las escuelas o la libertad de cultos sólo era el principio de otras muchas disposiciones que iban a lesionar, en mucho mayor grado, sus intereses. El movimiento de protesta de los católicos se encauzaba en aquellos días de Agosto, unos días en los que se empezó una campaña en extremo hostil contra la Iglesia y sus fieles; particularmente activos se mostrarían en ese sentido los órganos de prensa del partido socialista, donde la burla al fraile y a los sentimientos religiosos se harán tan tristemente habituales. Ejemplos de este proceder los hay a cientos, viéndome obligado a sintetizar, me quedo con uno de ellos, publicado en el mismo diario, El Socialista y sólo 48 horas después, el 20 de Agosto:
«¿Hasta cuándo…? Frailes y frailoides. La conducta del elemento clerical raya en lo intolerable. …Aunque es de presumir que si el Poder no termina de una vez con el engallamiento clerical, fruto acedo de su milenario predominio, haya de ser el pueblo en masa el que se tome la justicia por su mano y sienta el regusto del 11 de mayo, con esta diferencia: que si entonces hizo blanco de sus furias a los inofensivos conventos, sean ahora sus moradores las víctimas de su furor. Porque -y de esto no se percatan en su inconmensurable cerrazón mental- el pueblo que amanadaron durante siglos ya no está con ellos: los aborrece como a los principales fautores del atraso y miseria nacional».
.
Como se puede apreciar, amenazas muy directas para repetir e, incluso, reproducir con mayor gravedad y dolor, los trágicos sucesos del pasado mes de Mayo (en aquellos días de Mayo, no dijeron, como ahora reconocían, que fue el pueblo quien produjo aquellos terribles daños, sino agitadores monárquicos y antirrepublicanos…). Como refiero, este tipo de señalamientos públicos contra la Iglesia, antes sólo puntuales, no harían sino aumentar hasta hacerse insoportables para muchos españoles que se veían seriamente mermados en sus libertades y derechos tanto por su conciencia política como, fundamentalmente, religiosa. Las amenazas a la iglesia se entremezclaban con alusiones a la revolución, unas ansias y aspiraciones revolucionarias que no desaparecieron nunca en el partido socialista; algo que venía corroborado por lo que se decía en el editorial de ese mismo número de El Socialista:
«El Partido Socialista, ahora y siempre, conserva inmutable su primordial característica de partido de clase, eminentemente revolucionario. Desde antes de la implantación del régimen ya dijimos que esta República no era la nuestra. Por la nuestra lucharemos, conservando inviolable, hoy más que nunca, nuestra diferenciación con la democracia burguesa, nuestro marxismo y aquel socialismo de lucha de clases que constituía el fundamental apostolado de Pablo Iglesias».
Lucha de clases, revolución, marxismo, “esta República no era la nuestra”; este partido, el socialista, que algunos aún consideraban gubernamental, marcaba enormes distancias con aquellos que apostaban por una República de corte liberal; así las cosas, el partido Radical, dentro de esa mayoría gubernamental, sería el primero en marcarlas con un partido que reconocía que esa no era su República, que sus aspiraciones eran otras y que nada tenían que ver con un sistema en el que la burguesía tuviera oportunidad de acceder a cotas de Poder. Lerroux, desde un primer momento, fue el republicano que más encarecidamente intentó guardar distancias con el partido socialista lo que le granjearía enormes disputas con distinguidos miembros de la coalición gubernamental, principalmente con Azaña y Prieto.
Así, pocas esperanzas se podía depositar en un segundo anteproyecto constitucional en el que, su principal ponente, era el socialista Jiménez de Asúa (tan inteligente, tan excelso jurista como insoportablemente sectario). El sesgo ideológico y sectario del anteproyecto era más que evidente, y para disipar dudas, el propio ponente, en la sesión del día 27 de Agosto y en sede parlamentaria, reconocía el sentido izquierdista del proyecto. De este modo, se iba a discutir una Constitución antirreligiosa, laica e izquierdista que, en realidad, sólo representaba a un Parlamento en el que muchos de sus miembros se definían como revolucionarios y, no pocos de ellos, aplaudían el que se pudiera transformar en una Convención; es decir, una Constitución que no reconocía el alma popular, el espíritu nacional y que, pese a lo que se decía en aquellos días, era fundamentalmente religioso, como el propio Lerroux reconocía en esa misma semana en un acto mitinero en Valladolid. Aquella Cámara no respondía a los verdaderos intereses de la opinión, de la sociedad, había sido confeccionada en unas elecciones que, como he apuntado en un anterior capítulo del libro, no fueron expresión verdadera de la voluntad nacional. De esta forma, Parlamento y Constitución, herramientas fundamentales de un sistema de derechos y libertades, instrumentos que deben ser el reflejo del alma y conciencia nacionales, no respondían a ese verdadero espíritu soberano nacional, no eran, en definitiva, imagen y voluntad de un pueblo que no tenía una auténtica representatividad en ellos; y es que, si la Cámara era formidablemente izquierdista, el pueblo español era formidablemente sumiso, absolutamente desconocedor de lo que realmente se pretendía perpetrar desde las paredes del fuero parlamentario.
En este contexto, y sólo en este contexto, es cuando se produce la reacción primera y colectiva de los católicos, y no lo sería en toda España sino, fundamentalmente, en el Norte, en las provincias vasca y navarra. Las expatriaciones forzosas de los primados de Toledo y Vitoria (el cardenal Pedro Segura y el obispo Múgica) junto al conocimiento de un segundo anteproyecto que lesionaba sobremanera los intereses de la Iglesia respecto del primero (a lo que habría que añadir que, en aquel territorio del Norte de España seguían en poder de Comisiones Gestoras afines al socialismo gran parte de los Ayuntamientos) movilizaba por fin a los católicos en el lugar donde estos tenían más tejido asociativo y respaldo popular. Surgió un movimiento de protesta con un tinte visiblemente jaimista y carlista, un fuerte rechazo popular a lo que eran unas medidas muy contrarias y lesivas a la conciencia religiosa de una colectividad regional muy imbuida de espiritualidad y religiosidad. Por tanto, la tan manida cuestión religiosa en la Segunda República germinó en el Norte de España y lo fue, en aquellos días, preámbulo de la discusión de una Constitución que se anunciaba antirreligiosa y muy lesiva a los intereses del conjunto de los católicos, fueron estos y, en ese contexto, quienes finalmente se decidieron a dar un paso al frente y defender, legítimamente, unos intereses que habían sido sistemáticamente lesionados desde el advenimiento de la República y que amenazaban con ser agravados con la llegada del anteproyecto constitucional a las Cortes.
La acción represiva del Gobierno se dirigirá al Norte de España; aquel Gobierno, generalmente timorato con las expresiones extremistas de elementos de la izquierda, era inflexible con los que, desde el conservadurismo o las filas del monarquismo, promovieran algún tipo de sugestión o movilización contra sus intereses. Así, en los últimos días de Agosto, en los momentos previos a la discusión del proyecto constitucional en las Cortes, el Gobierno promovía una dura acción represiva dirigida contra aquel primigenio movimiento católico en el Norte. El 20 de Agosto se iniciaba la suspensión indiscriminada de periódicos de las derechas en las provincias vasconavarras, diarios desde los que se llamaba a la movilización de los católicos; el Gobierno veía en ese movimiento un peligro para la República por lo que suponía la incitación “a los jóvenes a que salieran al campo y a que se formaran partidas armadas”, en palabras del Ministro de la Gobernación, Miguel Maura. Periódicos como La Gaceta del Norte, Euskadi, Excelsor, El día o La Constancia (su director sería encarcelado) eran arbitrariamente suspendidos por promover, según el ministro, la violencia; hasta un total de trece serían suspendidos. En parecido sentido se manifestaba uno de los más políticos más furibundamente anticlericales, el ministro socialista de Instrucción Pública, Fernando de los Ríos: “La campaña que vienen haciendo utilizando grandes titulares era una incitación a la guerra civil” (debía “desconocer” lo que se publicaba en diarios de la izquierda como Solidaridad Obrera, El Socialista u otros tantos). El ministro, como refiero, reconocido anticlerical, no debía tener otra mejor ocasión para, en aquellos agitados días, promulgar un Decreto que, de nuevo, iba dirigido a agitar las conciencias religiosas;  aquel 20 de Agosto dictaba “la suspensión de venta y traspaso de dominio de todos los bienes hasta hoy usufructuados o en poder de los organismos eclesiásticos y órdenes religiosas de cualquier índole que fueren” (ni que decir que la inoportunidad de la decisión perfectamente se podía también confundir con la provocación gratuita y absolutamente premeditada). Por su parte, el Ministro de la Guerra, Manuel Azaña, al ser preguntado por las presuntas partidas de carlistas en Navarra diría: “Aquí no hay más partidas que las de mus”. Al respecto, decir que a lo más que podían llegar y responder esas amenazas sería a la creación en Pamplona de lo que sería un Comité de defensa de las órdenes religiosas que, sino de una forma literal, su eliminación se contemplaba en el espíritu del anteproyecto constitucional.
El Gobierno provisional se echaba al monte y sacaba a pasear su faceta más represiva para apaciguar la “reacción” de las provincias vasconavarras, y lo hacía al mismo tiempo que adulaba y se mostraba permisivo con un separatismo catalán en el que Maciá y sus huestes (los anarquistas, que ejercían como los nuevos Somatenes primorriveristas en la República), y entre habituales cánticos de Els Segadors y algún que otro “muera a España”, tan abierta y resueltamente se manifestaban por una región que, como refiero, no era molestada por la iniciativa gubernamental y pese a las indudables exhibiciones públicas de carácter separatista de sus más significados funcionarios del Estado. La purga del monarquismo llevada a cabo de forma casi personalista por el Director General de Seguridad, Galarza (con la solidaridad de los miembros del Gobierno, qué duda cabe), ahora era también apoyada y promovida por la iniciativa de un Gobierno en su firme propósito de hacerla extensible al elemento católico. Lerroux, sin duda el único elemento de aquel Gobierno que fue capaz de ver lo que otros muchos, fuera de él, ya veían, advertía del peligro de hacer cada vez más pequeña una República de la que se expulsaba a tantos españoles por razón de ideología o conciencia. En el acto de Valladolid que anteriormente referí, diría:
«No ultrajéis la dignidad de esos hombres que, siendo honradamente monárquicos, os servirán mejor que muchos recién venidos, que vienen a ver lo que da la vaca ordeñada».
Sin embargo, el Gobierno republicano se movía por senderos muy distintos a los que hubiera deseado el Ministro de Estado. Las detenciones gubernativas proseguían, hasta un total de trece periódicos serían suspendidos, sus locales sellados y algunos de sus directores encarcelados; lejos de pacificar los espíritus, la violenta y desproporcionada represión extendió la protesta al conjunto de la Nación; los católicos habían entendido que en este régimen no iban a tener consuelo alguno. Así, el 25 de Agosto, representantes de los diarios vasconavarros suspendidos dirigían por telegrama una protesta a la misma Sociedad de Naciones por lo que consideraba “un atropello a la libertad de Prensa”. Gil Robles, en la sesión a Cortes de ese mismo día, protagonizaría una recordada y acalorada intervención denunciando las medidas suspensivas y arbitrarias promovida contra “representantes de una determinada ideología social y política”; “contra un sector de la opinión pública”. Para testimoniar la arbitrariedad de la medida del Gobierno, leía extractos de publicaciones de periódicos de la izquierda y que no habían sufrido censura o suspensión alguna (entre ellas, leería el artículo que referí de El socialista, “Frailes y frailoides”); aquí una de ellas, del diario Solidaridad Obrera, del 2 de Julio y sobre el General Sanjurjo:
«…ese Narváez del Siglo XX, atropella al pueblo andaluz, la España proletaria deberá levantarse al unísono para barrer de una vez para siempre a los traidores de la República y de la revolución que ansía el país  …ha llegado la hora de echar abajo el duunvirato formado por A. Zamora y Maura, 2 centauros locos, pura sangre Borbónica. (Risas). ¡Abajo los enemigos y los asesinos de la Revolución!».
Gil Robles y dirigiéndose a los miembros del Gobierno pediría, inútilmente que, en lugar de proceder tan sectaria y arbitrariamente, y si éste entendía que se estaba incitando a la rebelión desde la prensa del Norte, acudiera a los tribunales de justicia para resolver ese pleito. Le replicaría Miguel Maura, haciendo referencia a una cita de un periódico navarro:
«No estamos dispuestos a que un Gobierno sectario, y que ante la cobardía ambiente ha hecho de la tiranía un oficio nos siga tiranizando a las voces de ¡Viva libertad!. …convirtiéndose, además, en ladrón de lo ajeno al robar nuestros edificios religiosos. ¿Con qué derecho se va a apoderar de todo ello el Estado? Tendrá que hacerlo a tiros como cualquier salteador de caminos».
Resulta evidente que desde la prensa se cometían excesos, por uno y otro lado, las arbitrariedades del Gobierno promovían e incitaban a una prensa conservadora que, hasta ese mes de Agosto, no había mostrado una verdadera hostilidad hacia el Gobierno provisional y, menos aún, hacia el régimen republicano (y motivos tuvo para hacerlo), sin embargo, siendo discutible lo que se publicaba en aquellos diarios, más lo era lo que se hacía desde la prensa revolucionaria de la izquierda republicana que, desde bien pronto, fomentó un espíritu de señalamiento hacia todo aquel o aquello que mostrara algún tipo de disidencia con el espíritu revolucionario del nuevo régimen, una prensa que no había sido ni molestada y muchos menos censurada por el Gobierno republicano. Al respecto de aquel movimiento que surgía en el Norte de España referir también que, teniendo un espíritu claramente religioso, no estaba exento de un incipiente nacionalismo y del que sobresalía la figura del líder del PNV, José Antonio Aguirre. Veamos; un día más tarde, en la sesión del 26 de Agosto, esto diría el propio Aguorre sobre las suspensiones de periódicos: “…nosotros tenemos una posición bien definida: catolicismo viril e integral, catolicismo de hombres, no sensiblería beata”; Aguirre representaba a un partido que no se posicionaba claramente entre izquierda o derecha y cuya aspiración en el orden político, y según sus propias palabras, “es la soberanía plena de Euzkadi sobre sí misma”; es decir, aquel movimiento subversivo del catolicismo escondía un matiz político e ideológico evidente, las aspiraciones estatutarias vascas también nacían al compás de la cuestión religiosa justo en un momento en el que, Cataluña, a través de su principal representante, el Presidente Maciá, haría entrega en aquellos días al Presidente del Gobierno provisional, Alcalá Zamora, del proyecto estatutario catalán. Así pues, las derechas nacionales, entiéndase Gil Robles y compañía, hasta esa fecha, no habían sido protagonistas de ningún tipo de movimiento conspiratorio o subversivo ni contra la República ni contra el propio Gobierno; su combate estaba en las Cortes, en el recinto de la palabra, y su firme oposición, pese a su escaso número, encontraría siempre la obsesiva y tenaz negativa de un Gobierno y unas mayorías que no estaban dispuestas a que el camino de la revolución emprendido lo echaran por tierra unas disminuidas y dividas derechas (ese escaso número no les impediría hacer gala de una combatividad que trató siempre de ser apagada ante habituales interrupciones y todo tipo de coacciones por parte de las mayorías). La única oposición firme que podía ciertamente incomodar y hasta resultar intimidatoria a las aspiraciones del Gobierno nacía de las minorías vasconavarras que, muy pronto, se posicionarán dentro de un nacionalismo militante para pasar, pocos años después, a colaborar, ni más ni menos, que en la tentativa golpista del PSOE en Octubre de 1934, en un lo que era un histórico “trampantojo político” que les hacía pasar, en apenas tres años, del carlismo decimonónico a las teorías prosoviéticas stalinistas por puro prurito partidista.
Dos días después, el 28, otro de los diputados vasconavarros, Marcelino Oreja Elosegui (diputado que sería brutalmente asesinado por milicianos socialistas durante los sucesos de Octubre de 1934), advertía de la injusticia y la arbitrariedad gubernamental respecto de las suspensiones de periódicos. Denunciaba la desigualdad de trato por parte de las autoridades republicanas a los diarios de las derechas católicas respecto de los de las izquierdas:
«…los extremistas de la izquierda atacan los fundamentos del orden social en sus periódicos, un día y otro, y no de ahora, sino de hace muchos meses, que quieren destruir el Estado, que quieren destruir este régimen, que quieren desarmar la Guardia civil y armar al pueblo; y todo esto, que es una incitación a la revolución, no trae como consecuencia la suspensión de los periódicos en que ello se dice.  …cuando nuestros periódicos excitan una protesta contra los derechos de los católicos conculcados, entonces se suspenden los periódicos católicos».
Oreja Elosegui ponía como ejemplo lo ocurrido en los pasados y luctuosos sucesos de Sevilla, donde “no se había suspendido a los periódicos que alentaron ese movimiento” y en los que se promovieron proclamas y excitaciones a la violencia contra las autoridades y que darían como resultado decenas de muertos y una convulsión social que aún no se había apagado. Es evidente que esa arbitrariedad era pública y manifiesta; la hemeroteca está ahí y, con datos tozudos, se puede ver con relativa facilidad, como los diarios de las izquierdas fomentaron desde casi la misma llegada de la República, una excitación de los espíritus para avivar un espíritu revolucionario que no se apagó y que, lamentablemente, nunca dejaría de hacerlo ante la pasividad y la tolerancia de las distintas autoridades republicanas.
Por último, y para cerrar este asunto, el entendimiento entre derechas nacionalistas y derechas patrióticas, en aquel momento, estaba fundamentado, principalmente, en su común punto de vista respecto de la cuestión religiosa, apenas les unía otra cosa; los ataques a la religión y el carácter antirreligioso que se vislumbraba en el proyecto constitucional forjaron una unidad de voto de esas escasas derechas durante los meses en los que se discutió el proyecto; también lo haría la continua ofensa y hostilidad a la que fueron sometidas por los grupos de las izquierdas republicanas, con insultos, chanzas soeces junto a todo tipo de vulgaridades que padecieron todos y cada uno de sus miembros, el ambiente hostil que encontraron en la Cámara (sin duda, nunca antes visto en el Parlamento español) forjaría su unión ante unas minorías gubernamentales empeñadas y dispuestas a arrollar cada una de sus frecuentes intervenciones. Sin embargo, terminados los debates constitucionales, y con la excepción hecha de la discusión de leyes referidas a la cuestión religiosa, ese entendimiento se iría apagando a medida que se discutían y aprobaban los muchos artículos del Estatuto catalán; así, este nacionalismo, encarnado por el PNV, pasaría de una cerril oposición al régimen republicano (fue quien primero reaccionó contra él) a ser colaborador de algunas de sus más reconocibles causas y principios, hasta llegar a colaborar en la tentativa golpista de Octubre de 1934. Así pues, podemos afirmar que el PNV, en aquella República, “nació carlista y murió revolucionario”; de sufrir los insultos y todo tipo de agravios (“reaccionarios”, “cavernícolas”) pasó a ser un brazo más del movimiento revolucionario contra el propio régimen republicano que el partido socialista lideró tres años después; el nacionalismo vasco, en su pleito entre religión o país, eligió está última opción y, con ello, a punto estuvo de quedarse sin ninguna de las dos…
«No habrá ninguna aspiración autonómica que nos pueda a impulsar a pedir en las Cortes que concedan a las provincias Vascongadas y Navarra un Estatuto en forma tal, que aquello sea un Gibraltar reaccionario y un reducto clerical».
Estas palabras del líder socialista, Indalecio Prieto, vasco, para más inri, dejaban claro el planteamiento de socialistas y republicanos respecto de la cuestión estatutaria vasca cuando corría el 27 de Agosto; se suspendían sus periódicos y locales de prensa y se les cerraba, entre todo tipo de improperios y exabruptos, el camino estatutario que se abría de par en par Cataluña. Pese a todo ello, y como he referido, socialistas y nacionalistas vascos llegarían años más tarde a un entendimiento, a un pacto de intereses que daría un giro de 180º a sus relaciones; unos encontraron la posibilidad de un Estatuto y otros una colaboración para dar un golpe de Estado; la Asamblea de Zumárraga de Septiembre de 1934 enterraría el pasado carlista del PNV. En efecto, en apenas tres años, se pasaba de esa negativa expresa de Indalecio Prieto de acceder a “ninguna aspiración autonómica” de las provincias vasconavarras a afirmar que prefería “una Euzkadi independiente a una España retrógrada y de derechas”, como reconocería en el transcurso de lo que serían los diálogos previos al golpe de 1934 con miembros del PNV, concretamente, con Telesfóro Monzón (por cierto, uno de los fundadores de ETA años después).
Huelgas (Telefónica, sucesos de Sevilla), problemas y graves incidentes en el campo andaluz y extremeño, surgimiento de movimientos nacionalistas en Cataluña y País vasco, luchas entre CNT y UGT, suspensiones de periódicos, detenciones y prisiones gubernativas, aumento del paro, expatriaciones de primados, aumento del déficit, carestía de la vida; todos estos pleitos se agravaban día a día y el Congreso, hasta la fecha, apenas no había promovido más que el dictamen de la Comisión de Responsabilidades; la conflictividad social se agravaba ante la inactividad de un Gobierno más preocupado en buscar y depurar a presuntos enemigos de la República; este era el desolador panorama con el que se abrían los intensos y durísimos debate del proyecto de la Constitución. El 27 de Agosto, como ya he referido, lo presentaba ante las Cortes su más conocido ponente, el socialista Jiménez de Asúa y, por si existía alguna duda respecto de su espíritu, ese día las disiparía todas: “hacemos una Constitución de izquierdas”; de nuevo, millones de españoles se sentían gratuitamente agraviados por unas magistraturas y un conjunto de políticos empeñados en hacer imposible lo que hace apenas cinco meses parecía que pudiera ser factible, la consolidación de la República.
El camino, absolutamente unilateral emprendido por las autoridades y magistraturas republicanas, alejaba toda posibilidad de esa tan deseada consolidación del proyecto republicano. El 27 de Agosto, el miembro de la Comisión Jurídica Asesora, Jiménez de Asúa, presentaba el ya proyecto constitucional, un proyecto que se había redactado en apenas veinte días y que, como reconocería el propio diputado socialista, y entre los muchos aplausos de la Cámara, era de izquierdas;
“hacemos una Constitución de izquierdas y esta Constitución va directa al alma popular (Grandes y prolongados aplausos)”. Los tensos y apasionados debates de aquellos días, antes de los debates de una Constitución que, de entrada, dejaba fuera de su fuero y benevolencia a millones de españoles, no serían nada comparados con todo lo que estaba por venir. El punto culminante de toda aquella convulsión se produciría con la discusión del articulado referente a la cuestión religiosa, en el mes de Octubre; desde entonces, ya no habría solución alguna para una Republica que se reconocía de izquierdas y que no tenía propósito alguno de enmienda para millones de españoles que nunca habrían de encontrar encaje dentro de ella.
LA CUESTIÓN RELIGIOSA O LAS DOS ESPAÑAS
«las discusiones que se avecinan han de ser tempestuosas, y en ellas todo y todos podremos peligrar».
Molina Nieto, diputado de la minoría agraria; 27 de Agosto de 1931.
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14 de Octubre de 1931; imagen de Manuel Azaña tras su nombramiento como Presidente del Gobierno y concluída la tumultuosa sesión a Cortes del día anterior, 13 de Octubre y en la que se producía la dimisión de Alcalá Zamora.
Estas palabras del diputado de la minoría agraria (y sacerdote, por cierto) reproducidas en su interpelación al socialista Jiménez de Asúa, eran suficientemente esclarecedoras y premonitoras de lo que estaba por venir en los debates del proyecto constitucional. En efecto, las escasas derechas, que se quejaban amargamente al sentirse excluidos del proyecto constitucional, pedirían, sin éxito alguno, que éste fuera reflejo de todos, que recogiera el alma nacional y no sólo se hiciera “para vosotros” como diría el diputado Molina Nieto aquel día. El carácter laico rayano en lo antirreligioso, los matices filo marxistas de la propiedad o la eliminación de la segunda Cámara (el Senado), eran sólo alguno de los puntos absolutamente discordantes con unas derechas que se iban a rebelar sañudamente contra un proyecto que consideraban desafiaba sus más básicos principios e ideales. El signo radical del proyecto (en palabras de Jiménez de Asúa) era reclamado entre muestras de aprobación de la Cámara, algo que, en el fondo, era lógico si tenemos en cuenta el sentido inequívocamente revolucionario de esta; así, desde el primer día, no se ocultó ni disimuló ese espíritu de radicalidad que se le quería dar a una Constitución pura y esencialmente de izquierdas (cualquier alusión o mención a la patria o al sentimiento patriótico habían sido eliminados del texto). La arquitectura de cualquier Constitución, en una democracia, no puede de ningún modo ser caprichosa, rendirse al postulado y conciencia de una sola parte de los ciudadanos de una nación, está de la Segunda República, si lo hacía y de forma escandalosa, de esta forma, la organización social y la del Estado, partes esenciales de una Constitución, se rendían, por puro capricho sectario, a la conciencia política de sólo una parte de los españoles.
Ese espíritu revolucionario se reafirmaría el 29 de Agosto con la publicación en La Gaceta de la que sería la primera Ley promulgada y publicada por aquellas Cortes, la Ley de Responsabilidades; se confería a la Comisión de Responsabilidades la misión de instruir de cuántas diligencias creyese oportunas para depurar “y en su día exigir, las altas responsabilidades políticas o de gestión ministerial” en el periodo dictatorial, y en sus años precedentes (años en los que se produjeron los trágicos sucesos de Annual), unas responsabilidades que, como no podía ser de otra forma, no se hacían extensibles a las que ahora eran algunas de las magistraturas republicanas, como los socialistas Largo Caballero y Manuel Cordero, o el propio Alcalá Zamora que tan activamente participaron en significados puestos de la administración pública dictatorial. Esta Comisión sería la que impediría el retorno a España de Calvo Sotelo (como la de otros políticos monárquicos) pese a haber obtenido legítimamente su acta por la provincia de Orense y es que, viendo la relación de quienes la formaban, no resulta difícil imaginar que esta habría de actuar como una prolongación de la purga monárquica que uno de sus más destacados vocales, Galarza, inició meses atrás.
Como he referido, aquella pastoral de la Iglesia en el mes de Agosto (coincidente con la publicación del segundo anteproyecto constitucional), provocaba la primera gran reacción de las derechas (y de la Iglesia) contra la República; estaba circunscrita al Norte de España en donde germinaría un gran movimiento contestatario protagonizado por los católicos de las provincias del Norte que, en las siguientes semanas, se extendería por amplias zonas de la geografía española. Asociaciones y grupos católicos enviaban sus quejas a las autoridades republicanas manifestándose por lo que consideraban un atropello para sus intereses; de momento sólo era eso, un movimiento de protesta que tenía su base y principal foco en las provincias vasconavarras, lugar donde el tejido asociativo católico estaba mucho más desarrollado. La defensa de la religión, la enseñanza católica y la defensa de las órdenes religiosas eran sus principales eslóganes y reclamos perfectamente conocedores de que el proyecto constitucional iba dirigido contra todos ellos.
Llegados a este punto veamos, sucintamente, las diferencias entre el primer anteproyecto constitucional, redactado por la Comisión Asesora Jurídica que presidía Ángel Ossorio y Gallardo y de la que formaban parte figuras como Alfonso Viñuales y García Valdecasas, entre otros y el que, finalmente, sería el proyecto de la constitución, redactado por una Comisión constitucional que presidía el socialista Luis Jiménez de Asúa, proyecto que sería discutido en los siguientes meses en la Cámara. El primero, pese a su moderación y equilibrio, que ya he reconocido en diversas ocasiones, a pesar de no suponer una merma seria para la plena libertad de conciencia y de culto encontraría el decidido rechazo de un sector de la Iglesia; el Cardenal Segura, desde su exilio, formularía una severa crítica por entender que se estaba fomentando el “ateísmo de Estado”; es verdad que las palabras del Cardenal había que cogerlas con pinzas y es que, en cierto modo, obraba con el resquemor y la inquina propias de quien se sentía tan maltratado por aquel régimen republicano. Sin embargo, no debería extrañar que sus palabras supusieran la llama que prendiese la mecha para que en la Iglesia surgiese una resuelta respuesta a las que venían siendo las tan habituales provocaciones contra sus intereses y, efecto, ese caldo de cultivo previo iba a implosionar nada más conocerse los más que polémicos puntos del que sería el definitivo proyecto constitucional.
En el primer anteproyecto podríamos decir que apenas se sugería la separación de Estado e Iglesia mientras que, en el segundo, se hablaba de forma determinante de esa separación, incluso, con merma del poder y, sobre todo, de influencia de la Iglesia. Sin embargo, esa separación no sería real y efectiva, nunca como en aquel tiempo la Iglesia estuvo tan sometida al Poder del Estado, un Estado que se transformaría en un obsesivo y desvelado fiscalizador de todos y cada uno de sus movimientos. En lo relativo a los poderes, el proyecto de Ángel Ossorio apostaba por la solución bicameral, con un Senado de composición corporativa; por el contrario, el del socialista Jiménez de Asúa lo hacía por la presencia de una sola Cámara y con el propósito de que nada pudiera paralizar la acción “radical y revolucionaria” del nuevo Parlamento, como ya había reconocido el día de su presentación en la Cámara, el 27 de Agosto. Respecto a la cuestión territorial, el primer anteproyecto reconocía sólo la posibilidad de que hubiera autonomías; en el segundo se hablaba de un “Estado integral” en el que se daba por sentado la existencia de las autonomías. Por último, en la cuestión de la propiedad, decir que si en el primero no se suponía injerencia alguna, en el segundo la propiedad privada quedaba expresamente subordinada a lo que entendían que debían ser los intereses generales, incluso, se planteaba la confiscación de los bienes (medida claramente socializante).
El clima de protesta que se generó por parte de los elementos más a la izquierda y por los elementos socialistas tras conocerse el primer anteproyecto (también lo hizo la Iglesia, si bien más mesuradamente), hizo desistir de su empeño al Presidente de la Comisión Jurídica Asesora, Ossorio y Gallardo. Ante la situación generada, el 28 de Julio presentaba su dimisión reconociendo las presiones de las izquierdas a un anteproyecto que no respondía a sus fines revolucionarios:
«No me sorprendió demasiado verla repelida in totum, aunque ella me llevó a presentar la dimisión de mi cargo, porque los elementos de la Comisión éramos gente de cierta parsimonia en el proceder. Cierto que todos proveníamos de nombramiento libre del Gobierno, de modo que cuando él nos eligió había derecho a pensar que no quería extremismos. Pero, en fin, los vientos parlamentarios soplaban más a la izquierda y era naturalísimo rendirse a tal orientación».
Ossorio y Gallardo mandaba esta misiva al Presidente del Gobierno, Alcalá Zamora, carta en la que también mostraría su contrariedad por el abuso que suponían las irregulares detenciones gubernativas promovidas tan sectariamente desde la Dirección General de Seguridad (tras el envío de esta misiva, dilapidó no pocas de sus opciones futuribles para ser titular de alguna alta magistratura dentro del nuevo régimen republicano). Ossorio y Gallardo, no exento de toda razón, se formularía algunas preguntas tras el rechazo al anteproyecto constitucional:
«¿Habría la República sufrido las desconfianzas y agresiones de que ha sido objeto si nuestro anteproyecto hubiera prevalecido? ¿No hubiera servido para moderar el encono de los conservadores del país?».
Nadie lo sabe; es muy probable que, aquello en lo que se trabaja con la pretensión de conjugar consenso y moderación, hubiese encontrado una respuesta mucho más favorable en ese propósito de reducir los enconos y las enormes diferencias que, posteriormente, el nuevo proyecto si generaría. Cierto es, también, que unas Cortes ya de por sí de signo muy prorrevolucionario se hubieran encargado de enmendar un anteproyecto tan moderado y equilibrado hasta llevarlo a un territorio más hostil y adverso a los intereses de millones de españoles. Se optó por esa segunda opción, dar un enfoque más extremista y alejado del espíritu de consenso encontrándose, tal vez, con aquello que en cierto modo se pretendía.
Estas eran algunas de las principales diferencias entre uno y otro; como ya referí en su momento, el anteproyecto de Ángel Ossorio recibió nada más publicarse furibundas críticas, especialmente, de las izquierdas republicanas y socialistas que lo veían extremadamente conservador y es que, en realidad, era la expresión de la derecha liberal del partido de Alcalá Zamora que, tras perder las elecciones, perdería también toda opción de dar un sentido más conservador al texto constitucional (la República liberal que prometió nunca fue posible tras aquellas históricas elecciones de Junio de 1931).
El proyecto de Constitución republicana se presentaba a las Cortes como un proyecto avanzado que, sin embargo, resultaba muy lesivo para ciertos sectores de la sociedad española, principalmente, la Iglesia; si lo comparamos con otras constituciones del momento, su articulado, en efecto, lesionaba en mayor grado los intereses de la Iglesia que las la mayoría de esas constituciones; ni ofrecía garantías para el culto (ni en público ni en privado), tampoco para la enseñanza religiosa y, menos aún, para el libre desempeño de las Congregaciones religiosas que, incluso, veían amenazadas sus propiedades y bienes, acaso, sólo la Constitución mexicana respondía a similar espíritu tan marcadamente antirreligioso. Cierto es que era necesario que instituciones como la Iglesia o el Ejército sufrieran los efectos de una amplia reforma que los redujera al desenvolvimiento dentro de su propio fuero y con el propósito de limitar su capacidad ejecutoria y decisoria dentro del Estado, algo que no había ocurrido desde tiempo pretéritos de nuestra historia, sin embargo, ambas instituciones sufrirán en aquella República una acción ciertamente represiva que, en lugar de permitirles desarrollar libremente su actividad dentro de su fuero, parecía destinada a facilitar al Estado una acción fiscalizadora como nunca antes se había visto sobre dos instituciones de esa tan especial naturaleza. Así, tras la reforma sufrida por el Ejército que, como referí, se hizo a espaldas del Parlamento, le tocaba ahora el turno a una Iglesia que, como sucediera con algunos elementos del Ejército, iba a revolverse, ahora sí, contra unas medidas que atentaban seriamente a no pocos de sus intereses.
En efecto, el proyecto constitucional y, en lo referente a la cuestión religiosa, recogía agravios tan evidentes como que cualquier Asociación, cualquier organismo o entidad, podía ser favorecida y subvencionada por el Estado y, sin embargo, sólo las Asociaciones y Congregaciones religiosas no podrían ser jamás amparadas ni auxiliadas, y en ninguna forma, por la acción de éste. Así que, mientras, el derecho de asociación y de sindicación era reconocido para todos los ciudadanos, ese derecho se negaba a toda suerte de instituciones y asociaciones religiosas. Igualmente, se permitía que cualquier asociación, corporación o partido pudiera celebrar actos o manifestaciones en la vía pública, algo que se negaba a la Iglesia (las tradicionales procesiones, por ejemplo). Lo mismo ocurría con la determinante apuesta por una escuela laica y la prohibición a las Órdenes religiosas de que pudieran desempeñar cualquier tipo de función educativa, lo que amenazaba la escolarización de decenas de miles de niños en escuelas catequistas y confesionales con el peligro de que estos se quedaran en la calle (por mucho que dijeran, no había presupuesto para crear el número de escuelas ni de profesores que requería esa urgente escolarización). En definitiva, la que era la parte social de la Constitución, en lugar de diseñar una cobertura sobre todo el conjunto de la ciudadanía lo hacía sólo sobre una parte dejando sin ella al resto y por exclusiva motivación de conciencia, en este caso, religiosa; el espíritu revolucionario, de nuevo, se imponía al espíritu solidario que toda Constitución debiera tener. Así, el Estado se entrometía en aspectos tan hondos como la conciencia, el ámbito privado era amenazado por pura razón de ideología lo que demostraba que aquel espíritu liberal que se presumía con la promulgación del Estatuto jurídico a las pocas horas del advenimiento de la República, había sido aniquilado por la violenta impronta del espíritu revolucionario y que ahora se intentaba proyectar en algunos de los artículos de la Constitución.
Las manifestaciones en favor de las Congregaciones religiosas, cuando llegaba el mes de Septiembre, aumentaban el grado de inquina represiva de las autoridades republicanas; el último día de Agosto y en la que era la primera iniciativa de la Comisión de Responsabilidades tras su promulgación, se ordenaba la detención de cualificadas autoridades monárquicas; ingresaban en Prisiones Militares los generales del Directorio Militar formado por Primo de Rivera allá por 1923 y que, en ese momento, se encontraban en Madrid; serían encarcelados los generales Muslera, Vallespinosa, Federico Berenguer, Hermosa, Ruiz de Portal, Gómez Jordana junto a los Almirantes Magaz y Cornejo. Además, se dictaba orden de detención de los generales Cavalcanti, Muñoz Cobos, Saro, Mayandía o Castedo; uno de sus miembros, el abyecto y sectario Ángel Galarza (como no) anunciaba jubilosamente que habría “más detenciones sensacionales”. Las arbitrarias detenciones gubernativas (de nuevo, sin detallar o especificar un cargo o imputación concreta), realizadas durante la madrugada, no respondían más que a un apetito sectario y arbitrario sin precedentes, a una purga que nos retrotraía a tiempos que pudieran recordar a lo que fue la dramática Convención de la revolución francesa (el Ejército, de nuevo, sufría la inquina revolucionaria de un Parlamento que no parecía estar dispuesto a servir los intereses del conjunto de los españoles). Por su parte, el ex ministro Galo Ponte, tras cuatro meses de arbitraria e improcedente detención gubernativa, era puesto en libertad tras habérsele tomado declaración por parte de esta Comisión de Responsabilidades, lo que acreditaba la irregularidad manifiesta en su detención ordenada por el Director General de Seguridad, Ángel Galarza que, sin embargo, seguía formando parte de esta Comisión. (qué duda cabe que, esta detención tan demencial de Galo Ponte, es determinante para entender que hombres como Calvo Sotelo, a pesar de tener asegurada su acta, no regresaran a España). Sería estúpido no admitir que todas estas medidas, cuando aún no se había dotado de una juridicidad formal a la República, no solamente erosionaban su imagen sino que agravaban una polarización social que, habiéndose fomentado en las últimas décadas, sólo en aquellos meses se había transformado en un problema de primer orden y que no era más que el inicio de una degradación social y política sin parangón en la historia contemporánea de España, lo que era ya de por sí extremadamente difícil.
Antes de entrar a fondo en la cuestión religiosa y, en la deriva que todo ello provocó, quisiera hacer un breve paréntesis sobre un aspecto muy destacado de aquel proyecto constitucional, concretamente, en lo concerniente a algunas sugestiones que, en aquellos días, algunos diputados hicieron sobre el sufragio femenino, y es que algunas de sus manifestaciones revelaban y dibujaban grandes trazos del espíritu de aquella Asamblea (y que también tocaba y afectaba al aspecto religioso). El 1 de Septiembre un diputado de la minoría Radical, Álvarez de Buylla, abría el debate sobre el derecho de la mujer al sufragio; lo hacía saludando a la Cámara a excepción hecha de los curas: “los curas no merecen mi saludo” (en la Cámara se encontraban hasta ocho sacerdotes formando parte de distintas minorías). Tras esta tan peculiar como vulgar carta de presentación, empezarían a salir a la luz algunos de los puntos más relevantes y sensibles del articulado constitucional. El que era un miembro de una minoría de la izquierda republicana, el partido Radical (pese al inequívoco propósito centrista al que pretendía arrastrarlo su líder, Alejandro Lerroux), reconocía lo que aquella República debía ser, un “tránsito hacia una República socialista”. Igual de claro expresaría su opinión sobre el sufragio femenino:
«la mujer es un elemento peligrosísimo para la República, que la mujer española merece toda clase de respetos dentro de aquel hogar español que cantó Gabriel y Galán como ama de la casa; que la mujer española, como educadora de sus hijos, merece también las alabanzas de los poetas; pero que la mujer española como política, es retardaría, es retrógrada; todavía no se ha separado de la sacristía y del confesionario, y al dar el voto a las mujeres se pone en sus manos un arma política que acabaría con la República y extendería el ejemplo de esos bancos a toda la Cámara».
De nuevo, el espíritu de la Convención se asomaba indisimulado en el Parlamento acompañado en esta ocasión por otro de marcado acento retardario; si ya se había acometido la purga de muchos elementos monárquicos, ¿Por qué no habría de hacerse con el derecho al voto de una mujer a la que, muchos republicanos, asociaban al confesionario y a las directrices de la Iglesia española en un momento de combate con esta?. Este tipo de manifestaciones se harían tristemente protagonistas en los siguientes días en sede parlamentaria, hasta una mujer, la radical socialista Victoria Kent, mostraría su contrariedad a ofrecer el voto a la mujer por motivos análogos a los expresados por el diputado Radical:
«en este momento vamos a negar el voto a más de la mitad de los individuos españoles, y es preciso que las personas que sienten el fervor republicano (muy bien), el fervor democrático y liberal republicano, nos levantemos aquí para decir, es necesario aplazar el voto femenino».
Estas serían sus palabras el 1 de Octubre, día en el que, finalmente, tras muchos apuros y no pocas excentricidades salidas de algunos de los diputados de la bancada de la izquierda republicana, se reconocía el derecho al sufragio de la mujer. En efecto, excentricidades del tipo de las que fue protagonista el también radical Guerra del Río:
«…lo que tememos es que esas mujeres que no están manejadas precisamente por las organizaciones obreras, sino por los curas, por los frailes (Fuertes rumores). Y si os queda alguna duda, ahí tenéis el barómetro (señalando a la minoría vasconavarra), que indica el tiempo (Risas y rumores).  …desearíamos tener la esperanza de que hoy día las mujeres de España votarían como los hombres votaron el pasado 12 de Abril, pero así como nosotros tenemos la plena prueba de que los varones de España son una garantía para la República, tememos que el voto de la mujer venga unirse a los que aquí forman la extrema derecha (Rumores en la minoría vasconavarra).  …llamo la atención a los republicanos de lo que esto significa, y yo les digo, negar el voto a la mujer, no, pero que se reserve la República el derecho para concederlo a una ley Electoral, para negarle al día siguiente si la mujer vota con los curas y la reacción (Aplausos y protestas)».
Por su parte, el miembro de la izquierda republicana Federal, César Juarros, iría unos pasos más allá en lo que serían unas manifestaciones que a muy pocos podían dejar indiferente:

«Hay un pequeño error en esta enmienda. A los 45 años, la edad crítica hace que la mujer comience a perder serenidad y dominio de sí misma, es la época de los trastornos de involución, y por tanto, dariase el caso anómalo de que se concediera el voto precisamente al empezar la fase en que su equilibrio mental corre mayor peligro (Risas)».
No se quedaría atrás el azañista Pedro Rico:
“…lo único que pedimos es que se regule la forma de ejecutar este derecho con arreglo a las posibilidades históricas y políticas del momento en que nos hallamos (Muy bien, Muy bien)”; es decir, que había que medir casi “con escuadra y cartabón” si realmente interesaba y, sobre todo, si era conveniente a sus intereses el que se concediera tan legítimo e incuestionable derecho a la mujer; ¿era esta la nueva política que tanto reclamaban en tiempos de la Monarquía?.
Estos son sólo algunos de los ejemplos de lo que en aquellos días se dijo (30 de Septiembre y 1 de Octubre de 1931) en sede parlamentaria y, fundamentalmente, por parte de los sectores de lo que era la izquierda republicana. El espíritu de la Constitución no se libraba de matices ciertamente retrógrados que algunas minorías, tan torpe y caprichosamente pretendían introducir al defender un argumentario tan contrario y lesivo a derechos del apremio y la urgencia como era el caso particular del sufragio femenino (como referí, contemplado ya en el Estatuto Municipal de 1924 de Calvo Sotelo, si bien es cierto que de forma restringida). No me voy a extender más sobre ello, en mi anterior trabajo, Diario de un Fracaso, hablo y analizo más detalladamente todo este polémico asunto; reafirmar, eso sí, que fueron las derechas parlamentarias las primeras que en España defendieron el voto femenino en años y décadas pasadas, las izquierdas siempre se mostraron más timoratas por las dudas que su aprobación les creaba y que, tan abierta y públicamente, expresaron en aquellas históricas sesiones. Finalmente, se otorgó el derecho al sufragio a la mujer, se hizo por escaso margen, 161 votos afirmativos contra 121 negativos; las escasas derechas, porcentualmente, ofrecieron un mayor apoyo que las izquierdas donde casi la mitad de sus diputados votaron en contra. Decir que, el PSOE, en efecto, si votó a favor del derecho, no es cierto que se mostrase en contra como muchos habitualmente expresan, tan cierto como que las disputas internas fueron realmente tormentosas entre los que eran partidarios y contrarios a ese derecho. La misma mañana del 1 de Octubre, se celebró una Asamblea extraordinaria para fijar el criterio del partido ante las más que razonables dudas de que no saliera adelante; era ya conocida la negativa del sector prietista y se temía que otros diputados se unieran finalmente a ella. La Asamblea consiguió fijar una doctrina de voto que, de no haberse conseguido, muy posiblemente hubiera dado al traste con la histórica iniciativa. (el 26% de los diputados socialistas no acudieron a la votación, el sector prietista del partido). Tras la aprobación del voto femenino y, sobre todo, tras el triunfo de las derechas en las siguientes elecciones generales (Noviembre de 1933), no pocos socialistas y republicanos mostrarían públicamente su reprobación e, incluso, arrepentimiento de haber concedido aquel derecho
(Indalecio Prieto entre ellos: “se acaba de dar una puñalada trapera a la República”, gritaría voz en alto en los pasillos del Congreso al conocer el resultado de la votación que otorgaba el derecho al sufragio a la mujer española).
Esta es la historia, muy sintética, de lo ocurrido en aquellas históricas sesiones sobre el derecho de la mujer al sufragio; es historia que un Parlamento, inequívocamente de izquierdas, estuvo profundamente dividido en una cuestión tan primaria como esta, de primero de democracia; el derecho al voto debe ser reconocido a todos independientemente del sentido ideológico o la conciencia de quien lo vaya a ejercer, el voto debe ser reconocido tanto al enemigo como al devoto, negar ese derecho por suponer que no ha de ser favorable a quien lo solicita, no es más que reflejo de un espíritu totalitario que parecía confundirse con el de revolucionario y tan proclamado en aquellos años de República. Estamos hablando de hace casi 100 años pero, ciertamente, sorprende el ideario profundamente machista de aquellas izquierdas republicanas, y es que su planteamiento se versaba en que la mujer, en función de su apego a la sacristía, podía votar o no, sin embargo, esa diatriba no se establecía para el hombre, que podía libremente ejercer su derecho sin ser cuestionado sobre su conciencia, política, religiosa o de cualquier otra índole. No puedo terminar sin hacer mención a quien realmente hizo posible la incorporación de la mujer al mundo de la política, la ilustre Clara Campoamor que, sin su intervención en aquella sesión a Cortes, histórica, difícilmente hubiera salido la iniciativa adelante, su fuerza, su clarividencia, su determinación fueron esenciales para aquel logro histórico; no podía concluir sin hacer esta afirmación en homenaje a su obra y figura.
Bien; retomamos la cuestión, el problema religioso. Los debates sobre la cuestión religiosa, sobre el articulado constitucional referente a dicha cuestión tuvieron lugar durante el mes de Octubre, sin embargo, desde mediados de Agosto el tema religioso, como he referido, había implosionado en el alma colectiva de la sociedad española. A la campaña clerical surgida en las provincias del Norte la replicaba una campaña anticlerical que, desde distintos medios de propaganda y de prensa, ejercían algunas izquierdas republicanas y socialistas, una campaña donde las difamaciones y los más soeces menosprecios fueron la nota habitual en aquellas semanas. Por tanto, el caldeado ambiente y extremadamente pasional con el que se abordó en sede parlamentaria este debate no era casual, previamente, se había agitado la antorcha de la cuestión religiosa y aquellos debates no serían más que el reflejo de lo que se vivía en la calle desde hacía algunas semanas.
Ejemplos hay miles, la lista sería interminable, las ofensas y los señalamientos a la Iglesia y a sus representantes fueron muchas y algunas, ciertamente graves; nada hizo el Gobierno para detenerlo como si hizo con la furibunda campaña clerical nacida en las provincias del Norte a través de la suspensión indiscriminada de periódicos. A modo de ejemplo, esto se decía en El Socialista en su número del 24 de Septiembre:
«El pueblo español y la Iglesia católica: No se empeñen las derechas. No se empeñen los republicanos semiclericales : el pueblo no quiere a la Iglesia, el pueblo no quiere a las órdenes religiosas, el pueblo odia a esta gente.  …“El Parlamento debe aprobar íntegro el proyecto de Constitución y la República, inmediata e inexorablemente, quitar el presupuesto de la boca insaciable de la Iglesia y disolviendo y expulsando todas, absolutamente todas las órdenes religiosas, incluso las mal llamadas de caridad, que son, caras y malas (los enfermos y asilados que viven como esclavos bajo su yugo así lo declaran), e incautándose de sus bienes, que son de la nación».
Bien, este era el espíritu general con el que socialistas y la mayoría de las izquierdas republicanas abordarían la más que delicada y espinosa cuestión religiosa (recordemos que ese espíritu ya se dejó entrever en un tema de la urgencia del sufragio femenino); resulta obvio decir que se le negaba a la Iglesia cualquier tipo de libre desenvolvimiento dentro del régimen, ya no se trataba tanto de laicidad, de libertad de cultos, de separación de Iglesia y Estado, términos, en definitiva, discutibles en función de los intereses y de las aspiraciones de unos y otros, se iba directamente contra ella, se la atacaba: “el pueblo odia esta gente” y se la coaccionaba para arrebatarle recursos y ser marginada dentro del fuero del nuevo régimen: “El Parlamento debe aprobar íntegro el proyecto de Constitución y la República, inmediata e inexorablemente, quitar el presupuesto de la boca  insaciable de la Iglesia y disolviendo y expulsando todas, absolutamente todas las órdenes religiosas, incluso las mal llamadas de caridad, que son, caras y malas”, según rezaba el editorial de aquel día de El Socialista; esta visión anticlerical y, sin duda, tan amenazante contra la Iglesia y sus fieles, era compartida por amplios sectores del republicanismo y, en efecto, todo ello implosionaría en los históricos y apasionados debates de Octubre en relación a tan comprometida cuestión.
La República parecía mantener una especie de consorcio con el desorden y el caos y cuando apenas habían transcurrido cinco meses desde su advenimiento, circunstancia que ya había advertido la gran masa neutra de la opinión española (hasta ese momento, posiblemente la más numerosa en España), incluso el propio Ministro de la Gobernación, Miguel Maura, llegaría a reconocer esa honda preocupación que surgía en esa gran masa neutra. La tendencia a exaltar todo tipo de espíritus preocupaba a significados políticos republicanos que proclamaban, cada vez más en solitario, moderación y atención a las conciencias de todos los españoles. El 7 de Septiembre, en un acto celebrado en Gijón, el político republicano Melquíades Álvarez exigía el que no se molestase ni atacase los intereses de la Iglesia por puro prurito sectario y partidista; estimaba oportuno apostar por una política dirigida al mantenimiento del orden y para ello creía fundamental el mantenimiento de un status quo con la Iglesia. Pese a lo que decían ya muchas izquierdas republicanas, su opinión era favorable a reconocer el poder y, sobre todo, la influencia de la Iglesia en España, por lo que no se postulaba por la separación de la Iglesia y el Estado y, mucho menos, por la supresión del presupuesto del Clero o la expulsión de las Órdenes religiosas como se reconocía en el proyecto constitucional. Dos días más tarde, el 9, ofrecería una soberbia intervención en sede parlamentaria reafirmándose en estos puntos y posicionándose en favor de la libertad de cultos, entendiendo que el Estado no debía tener religión por suponer una intromisión en la conciencia, “…un instrumento opresor en la conciencia del ciudadano”; una formidable intervención en la pedía respecto por las creencias:
“hay que guardar un profundo respeto en la Constitución a estas creencias seculares que viven todavía en el fondo de muchas familias y que la religión es, creáis lo o no, un freno para sostener los extravíos de las pasiones (Rumores) y un estímulo para practicar las virtudes”.
Esos llamamientos a la prudencia y a la moderación no serían atendidos ni recogidos por una gran parte de la Cámara republicana, uno de los ejemplos más ilustrativos lo encontramos en lo ocurrido en la sesión del 29 de Septiembre. El diputado republicano Federal, Eduardo Barriobero, furibundo anticlerical, anticipaba una enmienda al artículo 24 del que era el proyecto constitucional (el referido a la cuestión religiosa); solicitaba que los frailes no disfrutarán del derecho a la ciudadanía al entender que estaban incapacitados por haber prestado “voto de obediencia a un Poder que lucha constantemente por ser Poder temporal y que este Poder no esté condicionado por la Constitución española”. En su argumentación, defendía que para tener derecho a esa ciudadanía debían primero renunciar “a sus votos y hábitos y vivan trabajando como los ciudadanos, cumpliendo los deberes que impone una República de trabajadores”. La enmienda, de espíritu sumamente ofensivo y contrario a todo principio y derecho, sería finalmente rechazada y lo haría por muy escaso margen, 113 contra 82 sufragios (entre estos últimos, con el decidido apoyo de muchos diputados socialistas), lo que da una idea del espíritu sectario y profundamente anticlerical de aquella Cámara a escasos días del trascendental debate del hecho religioso en España. Uno de esos diputados socialistas, Álvarez Angulo, llegaría a decir:
“En una República de trabajadores no tienen derecho a vivir los que no trabajan”.
«La minoría radical-socialista no asistirá a ninguna reunión de jefes de minorías ni de la comisión de la Constitución cuando se discutan los artículos referentes a la cuestión religiosa, porque defendemos el dictamen tal y como esta, sin permitir que se le cambie ni una sola tilde (Aplausos.- Grandes rumores - Durante varios minutos las manifestaciones contradictorias de los señores Diputados son en extremo ruidosas)».
Ángel Galarza, 1 de Octubre de 1931.
El Director General de Seguridad, el jefe de la Policía, el autor de cientos de detenciones gubernamentales y arbitrarias, el fiscalizador del orden público en aquella República y uno de los líderes de la minoría más anticlerical del Parlamento, la radicalsocialista, dejaba claro que para él esto no era un Parlamento ni un recinto de diálogo o debate; su espíritu era lo más alejado a lo que debe representar un Parlamento esencialmente democrático y, por ello, anunciaba a varios días de uno de los debates más trascendentales del proyecto de Constitución, su más absoluta negativa a modificar una sola coma de lo que, previamente, su minoría había fijado, es decir, aprobar el proyecto tal y como venía sin posibilidad alguna a debatirlo. Qué quede para la historia; este personaje, por calificarlo de alguna manera, era el garante de la seguridad, de la vida de millones de españoles en aquella República; no me cansaré de denunciar la vida y obra de un ser cruel y un político abyecto como pocos ha habido en nuestra larga historia (añadir que, merced a los trabajos de esta Comisión de Responsabilidades, seguían ingresando en Prisiones Militares muchos altos mandos del Ejército español y todo tipo de funcionarios que habían ostentado cargos públicos en los años precedentes, como los generales Navarro o Fernández Heredia entre otros muchos, al mismo tiempo que, la que era Directora General de Prisiones, Victoria Kent, eliminaba decenas de centros penitenciarios merced a la nueva política “pacifista” de la República…).
En este escenario, lamentablemente se imponía la furia ideológica de las distintas minorías gubernamentales contras las reducidas minorías de las derechas parlamentarias, una Constitución de vencedores contra vencidos, de izquierdas contra reaccionarios; de nada habían servido las advertencias de algunas notables personalidades del panorama político-social español, entre ellas, del ilustre Ortega y Gasset que apenas tres semanas antes, el 9 de Septiembre y en un artículo titulado “Un Aldabonazo” en el diario Crisol, advertía; “¡No es esto, no es esto!”:
«Una cantidad inmensa de españoles que colaboraron con el advenimiento de la República con su acción, con su voto o con lo que es más eficaz que todo esto, con su esperanza, se dicen ahora entre desasosegados y descontentos: ¡No es esto, no es esto! La República es una cosa. El radicalismo es otra. Si no, al tiempo».
El artículo de José Ortega y Gasset tendría una repercusión enorme y es que, en los pocos debates que se llevaban de lo que debía ser el gran Código fundamental de la Nación, la más absoluta intransigencia había sido la conducta de los grupos de las izquierdas parlamentarias y en las que espíritu de la transacción y el consenso no parecían tener lugar; se buscaba aplastar al vencido, al enemigo, a un monarquismo que no tenía cabida en el Parlamento y al que se culpaba de todos los desmanes ocurridos en aquellos meses y como excusa para llenar las cárceles de sus principales elementos. La ficticia República que denunciaba Gasset se había instalado en todos los órdenes y, sólo cinco meses después de su advenimiento, millones de españoles se sentían cada vez más defraudados de una República que estaba creando una cantidad de pleitos y enfrentamientos realmente difíciles de asimilar o soportar.
Ese espíritu de intransigencia era tan evidente que, al siguiente día de publicarse este artículo, el Gobierno reactivaba su arbitraria suspensión de periódicos de las derechas, en este caso, el rotativo integrista El Siglo Futuro, que sería suspendido desde el 10 de Septiembre hasta el 25 de Octubre (diarios como El socialista, desde el que se seguían profiriendo graves insultos a los católicos y a la Iglesia no sufriría molestia alguna). La libertad de pensamiento y de expresión se veían cada vez más cercenadas ante la manifiesta arbitrariedad del que era, todavía, un Gobierno provisional (en tiempos de la dictadura, cuando se ejercía la censura de prensa, los diarios de la izquierda republicana salían en tropel a la protesta y la denuncia, ahora, el silencio cuando no la sorna y el chisme con el censurado, era su respuesta). La persecución arbitraria contra el disidente era implacable, ese mismo día se anunciaba que Melquíades Álvarez y Gil Robles (reconocidos abogados de prestigio) se prestaban a defender a algunos de los encausados por la Comisión de Responsabilidades; el General Navarro será defendido por Gil Robles (que asumirá la defensa de muchos de los generales del Directorio) y Melquíades Álvarez lo haría con el General Damaso Berenguer, también encausado por la referida Comisión (hasta catorce generales habían sido ya procesados a esas alturas; haría falta un libro para describir el desastre que supuso todo aquel histórico despropósito de la Comisión de Responsabilidades y, sobre todo, el impacto que tuvo sobre las conciencias de los españoles).
Resultado de todo ello, y como he referido en anteriores ocasiones, la sociedad española sufriría un proceso de polarización nunca antes visto; días antes, la Presidencia del Congreso, el socialista Besteiro, recibía la visita de Gil Robles junto a una Comisión de mujeres que portaban las firmas de más de un millón de mujeres españolas, deseaban hacer llegar al Presidente del Gobierno provisional, Alcalá Zamora, su protesta por los ataques que estaba recibiendo la Iglesia y, con ese motivo, le presentaban un Manifiesto solicitando el amparo de las instituciones para la permanencia de la educación católica en la escuela, de las órdenes religiosas y el respeto a la familia (básicamente, mostraban su rechazo al divorcio); un escrito en el que, en reiteradas ocasiones, aseguraban acatar el orden establecido: “lo acatamos con el firme propósito de no crearle dificultades”. Más de un millón de firmas en un país donde se estimaba en unos 23 millones su población total; estas mujeres sentían atacados los valores tradicionales y, sobre todo, advertían que una corriente anticlerical amenazaba con llevárselo todo por delante sin opción, siquiera, a una reforma pausada y atemperada, sin duda, necesaria, pero que requería ajustarse a una conciencia nacional donde la religión, históricamente, había sido uno de sus principales pilares y señas de identidad. Reformas eran necesarias, en muchos órdenes y ámbitos, lo que no procedía era la arbitrariedad, la unilateralidad, las formas, la velocidad y la ausencia de toda transigencia a escuchar a las partes afectadas cuando estas no formaban parte de la que era la mayoría parlamentaria. Alcalá Zamora, católico, era perfectamente conocedor de ese malestar social que crecía como la espuma; en los días previos al debate sobre la cuestión religiosa mantuvo frecuentes reuniones con prelados y representantes de la Santa Sede en España; como católico y habiendo escuchado a todas las partes, tomaría conciencia del problema y su posterior dimisión (al no conseguir enderezar el dictamen del proyecto) no se puede entender sin tener en cuenta estas consideraciones previas, lo que fue su infructuoso intento de ponderar un dictamen que sabía lesionaba e infringía un serio golpe a los intereses de millones de católicos.  Igualmente, qué duda cabe que el conocimiento de esta iniciativa, la llegada de más de un millón de firmas de mujeres a manos de la Presidencia del Congreso y, a escasas horas de que se iniciara el debate sobre el derecho al sufragio de la mujer, condicionó el espíritu del mismo, con recurrentes y expresas (como particularmente groseras) alusiones a la cercanía de la mujer al confesionario y la conveniencia de no ofrecerla ni garantizarla ese derecho.
Toda Constitución debe recoger el alma y conciencia nacionales; bien, supongo que en eso estaremos prácticamente todos de acuerdo, también recoger y, sobre todo, garantizar el pluralismo político. ¿Lo recogía el que era todavía proyecto constitucional? No, de ninguna manera. Como ya referí, a los monárquicos principalmente e, incluso las derechas se les había negado el concurso no ya al debate constitucional sino a presentarse, en el ejercicio de su libertad, a las elecciones a Cortes Constituyentes. Cierto es que, tras los sucesos de Mayo, no fueron pocos los monárquicos que apostaron por la vía abstencionista, tan cierto como que, de no haberlo hecho así, igual seguramente les hubiera resultado y dado los innumerables impedimentos que las autoridades y magistraturas republicanas hubiesen puesto para impedirlo. Por tanto, el proyecto constitucional nacía muerto de vicio; era sectario, unilateral, no respondía a la realidad social ni histórica de España, ni siquiera recogía un espíritu de concordia basado en la aceptación de la pluralidad y la diferencia, era un proyecto elaborado por hombres de izquierda y que debía responder a ese único carácter ideológico en su espíritu y letra. Por tanto, por mucho que se quiera decir que fue una Constitución liberal, avanzada, democrática, formulada de acuerdo a derecho, garantista en derechos y libertades, todo, absolutamente todo, no era más que papel mojado, y es que, reitero, no estaba destinada para el disfrute de todos; de entrada, todos aquellos que no fueran acólitos o fieles de las izquierdas no tenían el plácet de su espíritu y fuero y, ahora, tras la redacción del nuevo proyecto, también los católicos verían muy seriamente lesionados sus intereses como enseguida podremos comprobar. Dicho esto, referir que el presente trabajo no va entrar en el fondo de lo que fue aquella Constitución de indudable carácter socializante (reconocido por algunos de sus ponentes) y en la que, hasta es reconocible algunos avances democráticos respecto a anteriores Códigos fundamentales, y no se va a hacer por una premisa creo fundamental; buena parte de sus postulados no se cumplieron, su largo y extenso articulado fue rebasado por constantes leyes de excepción y suspensiones de garantías constitucionales que impidieron hacer efectiva una Constitución que, además, no contemplaba el que pudieran disfrutar de su fuero por igual, todos y cada uno de los españoles. De este modo, dedicaré a relatar algunos de sus aspectos más relevantes y que permitan hacernos someramente una idea de lo que se pretendió realizar con ella.
Así que, de momento, nos centraremos en el que era el primer gran pleito de aquel proyecto constitucional, el artículo 24 referente a la cuestión religiosa (días atrás, ya se había aprobado el articulado referente a la propiedad, en el que se reconocía un factor indudablemente socializante, su utilidad social pública).
En el articulado del proyecto constitucional se establecía que el Estado no tiene religión: “no existe religión de Estado”; si en el anteproyecto de Ossorio y Gallardo se entendía que la Iglesia era una corporación de Derecho
Público, este punto desaparecía del dictamen presentado por la Comisión Constitucional y en el que se reducía a la Iglesia a la consideración de asociación común, también se prohibía cualquier tipo de ayuda o colaboración económica con las iglesias (algo que el anteproyecto de la Comisión Jurídica Asesora dejaba abierto) y, en un ejercicio de fulgor radical, ordenaba al Estado la disolución de las Órdenes religiosas. Otro factor que empeoraba para la Iglesia respecto de la redacción del primero era la pérdida del reconocimiento del derecho a ejercer el culto privada y públicamente, sustituido en el dictamen de la Comisión Constitucional por otro en el que se decía: «las confesiones religiosas sólo podrán ejercer sus cultos en sus respectivos templos». Esto es, quedaba proscrito el culto público en una nación cuyas tradiciones culturales más arraigadas estaban relacionaban con manifestaciones externas del tipo de procesiones, romerías y similares.
Además, se creaban nuevas restricciones a la religión respecto al tema educativo. En el art. 31 del texto presentado por la Comisión Jurídica Asesora en el mes de Julio se decía: «la enseñanza primaria es gratuita y obligatoria. El escolar tiene derecho a la enseñanza religiosa, pero el maestro no puede ser obligado a prestarla contra su conciencia», sin embargo, en el texto contenido en el art. 40 del posterior dictamen de la Comisión Constitucional se decía: «la enseñanza primaria se dará en la Escuela única, que será gratuita, obligatoria y laica». La merma que sufrían los intereses de la Iglesia resultaba evidente, se definía a la escuela como única, dejando entrever que la pluralidad de enseñanza y la titularidad de centros educativos por parte de la Iglesia estaría en entredicho en el futuro; de esta forma, cualquier centro educativo quedaba inmerso dentro del fuero del laicismo de Estado. Estas mermas y evidentes diferencias entre el anteproyecto de la Comisión Asesora Jurídica y el Proyecto final de la Comisión constitucional, tan lesivas para la Iglesia, se agravarían en otros ámbitos, como en el de la familia o el del matrimonio. Estos eran, a groso modo, algunos de los principales puntos de discordia cuando, aquel 8 de Octubre de 1931 se iniciaban los históricos debates sobre la cuestión religiosa.
Lerroux, en los días anteriores, ya había advertido que su minoría Radical votaría en contra de algunas de las medidas que recogía el polémico art. 24, por ejemplo, en lo referente a la supresión de las Órdenes religiosas. Eran decenas de miles de niños los escolarizados en ellas y, como reconocía el propio Lerroux, la recién nacida República no tenía organizadas las funciones de las que estaban dotadas las Órdenes, por mucho que se dijera lo contrario. Por su parte, Ossorio y Gallardo, advertía que si finalmente se procedía a la expulsión de las Órdenes religiosas “nos podemos despedir de la República”; en un sentido similar, se expresaba el 7 de Octubre el doctor Gregorio Marañón:
«Todo el mundo, incluso muchos católicos, está convencido de que se Imponía llegar a la libertad de cultos, separación de la Iglesia del Estado, secularización de los cementerio, etc.; pero, en mi opinión, no debe llegarse en modo alguno a la expulsión de las Órdenes religiosas; y a la nacionalización de sus bienes; hay que tener en cuenta, ante todo, que existe en España un gran núcleo católico, y hacer eso equivaldría a crear una especie de guerra civil espiritual y un estado de latente protesta descontento que, incluso, afectaría a la República».
Marañón lamentaba que aquellas Cortes no representasen la verdadera opinión española: “falta en ellas algo de representación de las derechas”; también, consideraba que la expulsión de las Órdenes religiosas plantearía el problema de la asistencia pública dado que “no está España todavía en condiciones de atenderla solamente con medios laicos”. Gregorio Marañón decía confiar, un tanto inocentemente, en que se impondría la juiciosidad y “el buen sentido” en la Cámara republicana.
El miedo y la duda se empezaban a intuir en las esferas y ambientes republicanos; unos días antes, se habían celebrado unas elecciones en Madrid que, a mi particular juicio, la historia no ha recogido debida y oportunamente (hago este breve paréntesis antes de afrontar a fondo la cuestión religiosa, dado su interés y relevancia); la renuncia de Melquíades Álvarez a su acta de Madrid (también la consiguió por Valencia) provocaría la convocatoria de elecciones el 4 de Octubre (junto a otras 22 vacantes que había que cubrir en toda España). Rafael Sánchez Guerra (Progresista), Antonio Lezama y González del Campillo (Radical – socialista), Antonio María (Alianza Republicana), Antonio Marsa Bragado (Radical), José Bullejos Sánchez (Comunista), Vicente Orche Martínez, Victoriana Herrero Barroso y Rufino Cortés Romay (Socialistas), José Antonio Primo de Rivera (Independiente); estos eran algunos de los candidatos por Madrid, hasta un total de trece se presentarían; entre ellos, figuraba el nombre de José Antonio Primo de Rivera, lo hacía formando parte de una candidatura independiente que apresuradamente se había formado a muy escasos días de las elecciones, el 25 de Septiembre. Nada más publicarse los candidatos (anunciados públicamente dos días después, el 27), el Ministro de Guerra, Manuel Azaña, alarmado por la posibilidad de que pudiera salir elegido Primo de Rivera, convocaba una reunión urgente de su partido, Alianza Republicana, y en la que se acordaría presentar un candidato único con el propósito de retirar el resto de candidaturas; el socialista Manuel Bartolomé de Cossío sería el elegido. Finalmente, a la elección final sólo se presentarán tres candidatos, Primo de Rivera, el referido socialista Bartolomé de Cossío y el comunista Bullejos Sánchez; el resultado de las votaciones sería el siguiente: Bartolomé de Cossío 56.401 votos, José Antonio Primo de Rivera 28.651 y José Bullejos 5.983. Primo de Rivera, en una candidatura independiente, sin ayuda de derechas, izquierdas, republicanos o monárquicos, con toda una maquinaria gubernamental resueltamente partidista en contra, obtenía unos resultados ciertamente reveladores que dejaban entrever un voto de castigo en un territorio como Madrid, lugar donde republicanos y socialistas habían obtenido sus mejores resultados en las últimas elecciones. La campaña, durísima, que Primo de Rivera sufrió y padeció en apenas unos días, no le restó notoriedad y no anduvo lejos de conseguir algo que parecía del todo punto imposible, acta de diputado pese a tener a todo y a todos en su contra: “La Casa de la República recomienda la formación de un frente único ante la candidatura de derechas”; su candidatura haría surgir una brutal campaña destinada a recomendar la unión de todos “los izquierdistas para la formación de un frente único ante la candidatura de las derechas, que es la del Sr. Primo de Rivera”.
Ese era el espíritu “pactista y conciliador” de los que eran los redactores y promotores del proyecto constitucional, la intransigencia y el frentismo su bandera; aquellas elecciones revelaban dos cosas; que el sectarismo se había convertido en conducta en buena parte de las izquierdas republicanas y, segundo, que sufrían un severo traspié respecto de las últimas elecciones de Junio; habían perdido, porcentualmente, casi la mitad de los votos en Madrid apenas tres meses después de aquellas algo que, cuanto menos, debía hacer reflexionar. Tal vez, ese espíritu de frentismo y de intransigencia se hizo incluso más radical ante la que había sido la primera gran advertencia de una opinión que empezaba a dar muestras de hartazgo ante las políticas desarrolladas por los promotores de la “nueva política”.
“España ha dejado de ser católica”; este sería el gran titular de aquellas históricas sesiones sobre la cuestión religiosa, que ahora retomamos; un titular que salía de la boca de otro anticlerical reconocido, Manuel Azaña en la que fue su histórica y recordada intervención del 13 de Octubre. Muchos temían la impetuosidad y hasta la excentricidad de buena parte de los que componían aquella Cámara, aun así, pocos se hubieran atrevido a predecir los nefastos resultados de lo que habría de ser el debate sobre el hecho religioso en España. Cinco días antes, el 8 de Octubre, fecha en el que se iniciaba el “pugilato”, el socialista Fernando de los Ríos (otro reconocido y, sin duda, reconocible anticlerical), haciendo gala de su admirable oratoria, relataba una brillante exposición de motivos para justificar un dictamen que tanto daño iba a causar en la conciencia católica española:
«venimos aquí con una flecha clavada en el fondo del alma, y esa flecha es el rencor que ha suscitado la Iglesia, por haber vivido durante siglos, confundida con la Monarquía, y haciéndonos constantemente objeto de las más hondas vejaciones” (Grandes y prolongados aplausos de la Cámara).  …voy pues a pediros, os lo ruego, que tengáis mucho cuidado con las palabras que pronunciéis, no renovéis nuestro dolor, no toquéis tambores de guerra, porque en la guerra fuisteis y seréis siempre vencidos en nombre de la emoción liberal española».
La réplica correspondía al que era ya el líder de las escasas derechas, Gil Robles, que consideraba que el término justo debía ser: “el Estado no tiene religión oficial”; el Estado no debía “inmiscuirse en ninguna de las actividades de la Iglesia”, por lo que denunciaba el espíritu antidemocrático que suponía querer expulsar a las Órdenes religiosas y, sobre todo, la incautación de sus bienes, algo que “atenta contra la libertad individual, contra el derecho de asociación, contra el principio de igualdad, tres artículos recogidos ya en la misma Constitución”. Su intervención trataba de recoger el sentir de millones de católicos: “... entendemos que el proyecto constitucional es un proyecto de persecución religiosa, por lo que no podemos aceptarlo”; para seguidamente añadir: “declararemos hostilidad al proyecto constitucional”. Y, a diferencia de las tan habituales coacciones e intimidaciones de algunos sectores de los bancos de la izquierda republicana, finalizaba su intervención echando un guante a estas y apelando a un sincero espíritu de concordia; nunca correspondido, por cierto:
«Yo señores, en nombre de una emoción religiosa y de un amor patriótico, digo que lucharé con vosotros en las grandes batallas por mis ideales, pero que tendré siempre la comprensión suficiente para no ver en vosotros, en definitiva, más que hermanos (Grandes aplausos».
Para ilustrar, de la mejor manera posible, lo que se vivió en la Cámara republicana respecto de aquellos históricos debates sobre la cuestión religiosa, a continuación nos detendremos en un breve extracto de lo que se escuchó en la Cámara republicana en aquella semana de Octubre de 1931 que paralizó por completo la vida pública española, en unos días en los que se gestaría la gran diáspora que posteriormente habría de afectar a todos los órdenes de la vida nacional.
«No se trata de consolidar un nuevo Régimen, no se trata únicamente de que España monárquica de siempre, se haga republicana, ¡que ya es transformación!, ni de que, España, católica de nacimiento, en todas las etapas de su vida,  aún las más revolucionarias,  deje de serlo, sino de que España deje de ser también religiosa.  …es un dolor señores, que esta sotana que yo visto, tan odiada en la actualidad, y por eso mismo tan amada por mí, hasta el punto que yo no temiera que el color negro suyo se viera troncado por el rojo de mi sangre». (tristemente, tan premonitorio, por cierto).
Molina Nieto, minoría Agraria; 9 de Octubre.
«…no más transacciones con el enemigo irreconciliable de nuestros sentimientos y de nuestras ideas.  …no os dejéis impresionar por ese fantasma absurdo de la guerra civil ni por el fantasma de la contrarrevolución, el peligro es otro.  …El supremo peligro está en defraudar, en decepcionar a la Revolución (del 14 de Abril) (Grandes aplausos prolongados)».
Álvaro de Albornoz, radicalsocialista; 9 de Octubre.
«los gobernantes, sobre todos el de los nuevos estados, suelen inclinarse hacia la derecha, y eso determina la necesidad de hacer una Constitución que sea un obstáculo para los gobiernos que vengan después de este en la joven República española se encuentren impedidos para que ir a la derecha por determinados preceptos constitucionales, tales como estos que se refieren a la religión y a la familia.  …vamos a despoblar la Iglesia, y a reconquistar sus hombres para que trabajen como nosotros trabajamos y compartan con nosotros esta vida de luchas y de transformación de una vida nueva».
Eduardo Barriobero, republicano Federal; 10 de Octubre.
«…ese sentimiento religioso lo respetamos relativamente, esas ideas primitivas y ese primitivo sentimiento religioso.  …Nosotros somos partidarios de cultivar y de depurar ese sentimiento religioso, de humanizar la religión, de humanizar incluso a Dios, haciendo bajar al tirano del Cielo a la Tierra    …somos partidarios de humanizar al sacerdote, casándole, para que sepa lo que es bueno (Risas en la cámara). Somos capaces de
humanizar al sacerdote, elevándole a la categoría de ciudadano y de trabajador, poniéndole en la mano una azada, un pico, un martillo o una pluma, y es esta forma, consideramos resuelto el problema religioso desde el punto de vista del sentimiento.  …la Iglesia no es para mí más que una sociedad mercantil, la sociedad anónima explotadora de Dios, de Cristo y de la madre de Cristo. Para mí, la Compañía de Jesús debería llamarse la Compañía mercantil de Jesús, y no digo cuadrilla de ladrones de Jesús por respeto a los ladrones.  …La separación de la Iglesia y el estado, consiste en someter la Iglesia al Estado, someterla sin condiciones, en obligar a los católicos, a que se paguen sus servicios religiosos, el que necesite misas, confesión, comunión y hostias consagradas o sin consagrar, se las pague, porque nosotros no estamos dispuestos a hacerlo».
Ángel Samblancat, socialista catalán; 10 de Octubre.
«hagámonos cuenta de que estos son unos momentos solemnes para la Historia de España, en donde se va a resolver si todos podemos vivir juntos o de si no podemos vivir juntos».
José Antonio Beunza, minoría Vasconavarra; 10 de Octubre
«…el acto más impolítico que se puede realizar, es apartar toda una masa católica de la República.  …no queráis vosotros que los católicos en España tengan que declarar que no pueden ser más que monárquicos (Aplausos en el Centro)».
Reinoo Camaño, derecha liberal republicana; 13 de Octubre.
«…no es el Estado el arquitecto de la Nación, es esta la que tiende derecho a formar el Estado y la Constitución conforme a su imagen y semejanza.   …La Constitución debe amoldarse al ritmo de la vida nacional, para conservar la convivencia y la concordia social.  …se dará en este caso, que el pueblo más católico del mundo, que es España, este regido por la Constitución más laica y antirreligiosa de todas, excepto las de México y Rusia, se dará este contrasentido, un Estado laico en una Nación católica».
Santiago Guallar, minoría Agraria, 13 de Octubre.
«España ha dejado de ser católica.  …el problema político consiguiente es organizar el Estado en forma tal que quede adecuado a esta fase nueva e histórica del pueblo español.  …el Catolicismo ha dejado de ser la expresión y el guía del pensamiento español.  …A la Iglesia ¿Le conviene?, ¿no le conviene?. Yo lo ignoro; además no me interesa; a mí lo que me interesa es el Estado soberano y legislador.  …lo que hay que hacer es tomar un término superior a los 2 principios en contienda, que para nosotros laicos, servidores del Estado y políticos gobernantes del Estado republicano, y no puede ser más que el principio de la salud del Estado  (Muy bien).  …vamos hacer una operación quirúrgica sobre un enfermo que no está anestesiado y que en los debates propios de su dolor puede complicar la operación y hacerla mortal, no sé para quién, pero mortal para alguien” (Muy bien, muy bien).  …las Órdenes religiosas tenemos que proscribirlas en razón de su temerosidad para la República».
Manuel Azaña, Ministro de la Guerra, 13 de Octubre.
Tras la intervención de Azaña la sesión se suspendería por espacio de unas tres horas; en su reanudación, se leería un nuevo dictamen que incluía un punto al que se había referido Azaña durante su discurso, la expulsión de los jesuitas: “...creo que esta disolución debe quedar decretada en la Constitución”; este punto, sin duda, empeoraba sobremanera el ya de por sí lesivo dictamen contra los intereses de la Iglesia. Su intervención provocaría la primera gran reacción conjunta de las escasas derechas contra la República; ahora sí, unían sus fuerzas para denunciar, pública y conjuntamente los excesos de una República empeñada en crear ciudadanos de primera y de segunda clase; además, consideraban irregular el proceso dado que, este último punto, había sido añadido sin ser previamente dictaminado y, por tanto, sin ser debidamente examinado y ni siquiera conocido por las distintas minorías de la Cámara (sólo se incluiría tras la recomendación de Azaña durante su histórica y recordada intervención). Gil Robles llegaría a decir que se había enterado por pura casualidad (no le había sido comunicado ni por la Secretaría del Congreso ni por teléfono, lo que venía a ser un nuevo dictamen que se dictó pasadas las doce de la noche y por lo que resultaba prácticamente imposible plantear nuevas enmiendas...).
La sesión nocturna (acabaría pasadas las siete de la mañana del 8 de Octubre) fue derivando en un excepcional ambiente de turbación y frentismo, espejo de lo que sería ya una irreconciliable división a tal punto que, poco antes de su finalización, tendría lugar una fenomenal bronca entre algunos diputados y que se saldaría con la agresión al líder de la minoría vasconavarra, José María Leizaola, agredido por el socialista Cáceres. En la histórica sesión intervinieron distintos diputados de las derechas para mostrar su absoluto rechazo a la irregular maniobra que suponía añadir un punto en el dictamen de forma tan antirreglamentaria, denunciaban la manifiesta arbitrariedad de unas izquierdas republicanas empeñadas en hacer insostenible un espíritu constitucional tan premeditadamente lesivo a sus intereses. El diputado de la derecha liberal republicana, Reinoo Camaño, esto diría sobre la desaparición de las Órdenes religiosas:
«su desaparición sería muy perjudicial, empezando por el abandono de multitud de templos y de expresiones artísticas, cuyo mantenimiento por el Estado sería muy costoso y conllevaría su abandono y destrucción. Entiende que han formado su patrimonio con aportaciones privadas de los católicos por lo que “¿con qué derecho se van a nacionalizar sus bienes?» .
Lamamie de Clairac, de la minoría tradicionalista, iría unos pasos más allá: “nosotros dentro de la República, si la República es comprensiva, pero si la República es sectaria y nos persigue, no tendremos más remedio que ir también contra la República (Fuertes rumores)”. Por su parte, Santiago Guallar, de los agrarios, defendía el carácter de bien público y la obra social de la Iglesia: “La religión es una necesidad social a la cual el Estado tiene que atender como todas las demás”, por lo que pedía el mantenimiento del presupuesto del Clero. Las intervenciones, apasionadas de los diputados de las derechas, sufrían la continua chanza y, a menudo, el vulgar desprecio de sectores de la bancada de la izquierda republicana y socialista (la serena y pausada lectura de la sesión se acerca más a una fotografía de un ring o de cualquier taberna de barrio que a la sede de la soberanía parlamentaria); inútilmente, uno de los diputados de la minoría Agraria, Cándido Casanueva, protestaría airadamente por este ambiente tan hostil al que se tenían que enfrentar los diputados de las derechas en cada una de sus intervenciones y sin que pudieran reconocer el exigible amparo de la Presidencia, Julián Besteiro. En este ambiente, en la que será una de las sesiones más excéntricas e histéricas de la historia parlamentaria española, se levantaría el diputado de la minoría vasconavarra Oreja Elosegui que, enojado, advertía a las mayorías de la Cámara:
«nosotros hemos defendido siempre la bandera pacífica, pero no será posible evitar esta divergencia, y entre el resto de España y las provincias vasconavarras se abrirá un abismo espiritual mucho mayor que las montañas que circundan aquellas provincias (Protestas en varios lados de la Cámara y aplausos en la minoría vasconavarra)».
En una línea no muy distinta se manifestaría el sacerdote Pildaín que, incluso, amenazaría con el derecho a la autodefensa violenta (palabras del todo punto improcedentes y desafortunadas en un ministro de la Iglesia y es que, a pesar de la coacción permanente a las que eran sometidas las derechas, su actitud no se puede justificar). Rematando el turno de réplicas el líder de Acción Nacional, Gil Robles, que lamentaba el sentido que había tenido la sesión y advertía que la actitud intolerante de las mayorías tendría graves repercusiones:
«Señores, de hoy en adelante no podemos continuar.  …Hoy, frente a la Constitución, se coloca la España católica, hoy al margen de vuestras actividades se coloca un núcleo de diputados que quiso venir en plan de paz, vosotros les declaráis la guerra, vosotros seréis los responsables de la guerra espiritual que se va a desencadenar en España; …y así concluía Gil Robles: “perdonar que haya sido demasiado extenso, yo no lo quería, pero tal vez sea el último discurso que pueda pronunciar en esta Cámara (Aplausos en las minorías vasconavarra y agraria)».
Concluyendo la sesión, Alcalá Zamora anunciaba que, tras lo ocurrido, tras el lamentable espectáculo y, sobre todo, tras los sobresaltos que había sufrido el dictamen inicial, había cambiado el sentido de su voto. Apenas unas horas después, anunciaba su dimisión como Presidente del Gobierno provisional (junto a él, lo haría el otro ministro católico del Gobierno, Miguel Maura). Minutos antes de las siete de la mañana, se aprobaba por amplia mayoría (178 contra 59) la disolución de las Órdenes religiosas en España. Durante la tarde de aquel ya 14 de Octubre se produciría el nombramiento del nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Manuel Azaña; sus palabras en la sesión de aquella fecha, dejaban muy pocas dudas respecto del nuevo signo que tomaba la República:
«Nosotros haremos respetar a la República, tiene derecho a ser respetada por ser fruto de la voluntad nacional, por tener un Ministerio que sale de la voluntad de las Cortes, tiene derecho a ser respetada, repito, y si no fuese respetada, el Gobierno la hará temer (Aplausos).  …La República es de todos los españoles, gobernada, regida y dirigida por republicanos, y ¡ay del que intente alzar la mano contra ella!»” .
La República giraba hacía una orientación más izquierdista y en la que, los Radicales de Lerroux, iban a tener un acomodo ciertamente difícil. Por su parte, las derechas, anunciaban que dejaban de asistir a los debates constitucionales hastiados del ambiente que contra ellos se había creado y, sobre todo, sabedores de lo estéril que resultaba su presencia en el Congreso. Como he referido, nada volvería a ser igual tras estos debates, las diferencias se agravarán hasta un límite difícilmente soportable; la intransigencia y el muro ideológico que habían levantado las izquierdas republicanas sería insalvable por cuánto, las derechas, lejos de intentar superarlo, se fueron alejando de todo espíritu de concordia con un Gobierno que no atendía ni estaba dispuesto a atender (y con Azaña menos aún) ninguna de sus propuestas en forma de enmiendas. Acercándose el intermedio de aquel Octubre, vientos de Convención traspasaban las paredes del Congreso de los diputados; virando bruscamente hacia la izquierda y dependiendo, todavía más, de la complicidad de los socialistas, aquellos días de Octubre se desvanecía toda esperanza de una República por y para todos los españoles.
Los polémicos artículos 24 y 25 del proyecto constitucional certificarían lo que muchos españoles, católicos principalmente, temían; disolución de la compañía de Jesús y nacionalización de sus bienes, prohibición de ejercer la enseñanza al resto de Congregaciones religiosas, extinción del presupuesto de Clero en un plazo máximo de dos años, prohibición del culto público (los actos públicos debían ser autorizados por el Gobierno), posible nacionalización de los bienes de las Órdenes religiosas, prohibición de ejercer el comercio, la industria y la enseñanza, o el que las regiones, provincias y municipios no podrán favorecer ni auxiliar económicamente a las Iglesias, asociaciones e instituciones religiosas; estas eran algunas de las medidas recogidas en el articulado constitucional; si el malestar social era ya evidente (muchas de las calles españolas vivían en una inusual e inquietante perturbación), desde aquel momento los intentos por pacificar y serenar los espíritus serían absolutamente estériles. La enseñanza católica era un derecho garantizado en casi todas las democracias, aquí, y en el que era uno de los países católicos por excelencia, se suprimía abrupta y radicalmente sin atender ninguna sugerencia de los que habrían de ser los más afectados.
«La votación de hoy no puede enorgullecer a las Constituyentes. La mayoría izquierdista de la Cámara no ha sabido ser generosa. No ha sabido tampoco tener en cuenta que la composición de la Cámara era excepcional y debida a una serie de circunstancias fortuitas. En cuanto a las derechas, pagan cara su obcecación. Ahora sufren las consecuencias de su abstencionismo suicida, que ha dejado el campo a los partidarios de soluciones extremas. ¿La agitación callejera ha robado a la Cámara la serenidad necesaria para abordar un problema tan delicado como el religioso? Es posible. En todo caso, es innegable que en los últimos momentos se ha notado claramente una desviación hacia la izquierda».
Este es un pequeño extracto del editorial del 14 de Octubre del diario republicano Ahora; poco se puede añadir a quien, con una mesura y un equilibrio tan evidente, relataba lo que muy posiblemente vivió in situ. La intransigencia de las izquierdas resultaría tan fatal como lo fue el abstencionismo de los monárquicos ante unas elecciones de la trascendencia de aquellas; bien es cierto que, y como ya relaté en su momento, aquella abstención resultó ser más forzada que voluntaria, la inaudita coacción gubernamental a través de arbitrarias detenciones sin justificación y sin sustento jurídico alguno, eliminaron a algunos de las más notables figuras del monarquismo y de las derechas españolas, por tanto, la postura abstencionista iba acompañada de una absoluta determinación gubernamental de impedir su movilización, cosa que finalmente se consiguió. Que la Cámara giraba hacia posiciones aún más izquierdistas era también evidente, de tal forma que se alejaba más todavía del verdadero sentir de la opinión y de lo que en realidad significaba y representaba aquella sociedad española; pocos parlamentos en su historia han sido tan poco reflejo de su sociedad, de su nación, como aquel parlamento republicano. La intransigencia fue la conducta de aquellas sesiones, una intransigencia no casual y si absolutamente premeditada que respondía a los apetitos revolucionarios de muchos de los que en aquellos bancos se sentaban; y en ese aspecto si, si resultaba ser reflejo de una sociedad que, a cada día, se mostraba y se prestaba a voluntades y actitudes más subversivas ante una República que parecía legislar en contra de muchos de ellos.
El Parlamento republicano fue inflexible con unas Órdenes religiosas que, hasta aquel momento, en nada la habían molestado: “Desde el 14 de Abril su conducta ha sido impecable”; el diario republicano Ahora, así lo reconocía en su editorial; el Estado se hacía dueño de la enseñanza cercenado la libertad de unos padres que se veían avocados a pasar de una enseñanza religiosa a otra laica (ni siquiera aconfesional), decenas de miles de niños, tutelados por aquellas Órdenes, quedaban a merced de lo que el Estado (con unas dificultades económicas más que evidentes) pudiera hacer en apenas unos meses; la basta empresa era un enorme desafío para una nación que, como casi todas en aquel momento, sufría el rigor de una importante crisis histórica. “Se hace imposible la convivencia”; este era el titular del diario La Nación el 14 de Octubre; la absoluta intransigencia dominó en las izquierdas y, todo ello, haría saltar por los aires la serenidad de unas derechas que, desde entonces, se posicionarían en una oposición ya si decididamente frontal contra el Gobierno republicano. Ossorio y Gallardo, como otros diputados moderados republicanos, era muy consciente de la difícil situación en la que se encontraban las derechas: “hace falta crear un cauce para las derechas”, diría el 19 de Octubre; consideraba que un hombre de derechas sólo podía “conspirar, dormitar o cooperar” en aquella República que, si seguía poniendo trabas a su libertad de acción, en cierto modo, era lógico pensar que pudiera optar por la primera de las opciones. Ese guante a las derechas pronto lo recogería Lerroux, el partido Radical, tras aquellos lamentables sucesos viraría hacia posturas más centradas con el propósito de acoger al mayor número de fieles conservadores posible que no se sentían reflejados en aquella República, una iniciativa que le alejaría, de forma definitiva, de los socialistas. Ese alejamiento de los radicales corría paralelo a lo que era ya una conducta política más propia de oposición del Partido Radical que de apoyo al Gobierno.
Y es que, en efecto, el gran problema de aquella Cámara sería, principalmente, que no era representativa del verdadero alma nacional, de su sociedad. Para ilustrar que así era, aquí un muy interesante extracto de un discurso en el Ateneo de Madrid de Joaquín del Moral, uno de sus socios, intervención que realizaría ante el propio Manuel Azaña, Presidente del Ateneo; así explicaba la gran estafa de aquellas elecciones de Junio que hizo posible que aquel Parlamento fuera lo más parecido a una Convención y tan alejada del sentir general:
«Las elecciones más escandalosas que se hicieron en España las que produjeron esta Cámara oscura o caja de Pandora, que está tallando nuestra felicidad. Los Gobernadores nombraros Ayuntamientos con Comisiones Gestoras estilo Primo de Rivera, compuestas por lo peor de cada pueblo o casa, y bajo esta advocación los delegados gubernativos, y estacazo y tiente tieso se eligieron los Consistorios, que subieron de solera para fabricar esta Asamblea Constituyente que, salvo excepciones, está compuesta de comitardes provincianos, caciques extremistas y una buena cantidad de productos procedentes del pucherazo acaecido en los Gobiernos civiles».
No me cansaré de repetir la magnitud de la falsedad de aquellas elecciones y que tanto daño provocaron (y han provocado) a los españoles puesto que, dejaron al arbitrio de no pocos inflamados sectarios la obra jurídica más fundamental de una democracia, su Constitución. Las palabras del socio del Ateneo (en un escenario de la significación de aquel) eran una demostración más de aquel histórico fraude y del que tan poco se ha ocupado la historiografía tradicional. Producto de las resoluciones de aquella Cámara, las masas conservadoras, dormidas y sumisas hasta aquel entonces, se movilizarán masivamente a través de cientos de actos, manifiestos o reuniones y que culminarían en el que habría de ser el primer gran acto de masas de las derechas españolas, el llamado mitin revisionista en la ciudad de Palencia, el 8 de Noviembre. Las masas conservadoras y católicas, que días antes habían decidido retirarse del Parlamento para “abstenerse de colaborar con él”, iniciaban un decidido movimiento de protesta y de concienciación para luchar contra una Constitución que tan sectariamente estaba dirigida a erosionar sus más reconocidos intereses; la revisión constitucional era su nueva meta cuando aún no se había promulgado ni siquiera la propia Constitución. Aquel día, los dirigentes más significados de Acción Nacional, con Gil Robles al frente, lideraban la génesis de un movimiento asociativo católico que culminaría con el nacimiento de la CEDA unos meses después; un día histórico aquel que, como no podía ser menos, no escaparía a la polémica. En efecto, masas de izquierda, socialistas y comunistas, principalmente, declararían una huelga general en toda la provincia (y algunas otras limítrofes) para impedir el legítimo derecho de reunión de unas derechas que, por vez primera, salían masivamente a la calle para hacer público su malestar; todo tipo de coacciones y agresiones dirigidas contra los seguidores de Acción Nacional sería la respuesta de los fieles de la izquierda republicana. Así que, cuando transcurría aquel Noviembre de 1931, la derecha, marginada y coaccionada en el Parlamento, desde aquel momento, también lo habría de ser en la calle. Aquel histórico acto sería la fotografía perfecta de la gran diáspora nacional a la que, en aquellos históricos días, se dirigía a la sociedad española por la caprichosa iniciativa de una asamblea que decía ser representativa pero que actuaba de espaldas y completamente ajena a los verdaderos intereses y demandas de millones de españoles.




LEY DE LA DEFENSA DE LA REPÚBLICA O EL ARTE DE PERSEGUIR AL DISIDENTE
«Haremos respetar las leyes de la República, y si esto no bastara la haremos temer».
Manuel Azaña, Presidente del Gobierno; 14 de Octubre de 1931.
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Asistentes al mitín Revisionista del 8 de Noviembre de 1931; primer gran acto de las derechas en la Segunda República que acabaría con gravísimos incidentes protagonizados por masas de la izquierda republicana.
Estados de prevención: 21; estados de alarma: 23; estados de guerra: 18. La República vivió en un casi permanente estado de excepción, fueron pocas las semanas en las que el territorio nacional, o alguna parte de él, no estuvo bajo el rigor de algún tipo de estado de excepción o con las garantías constitucionales suspendidas. Calvo Sotelo, años después, en Febrero de 1935, advirtió que en casi cuatro años de vigencia republicana apenas 23 días se habían desarrollado con las garantías constitucionales plenamente restablecidas en todo el territorio nacional, ¡menos de un mes sobre cuatro años!. Desde finales de 1930 se habían creado en España en torno a 10.000 agentes del orden público, es decir, casi el mismo número de maestros de nueva creación; el desconocimiento de este dato hace posible y, sobre todo, creíble, otro de los mantras de aquella República, su labor creadora y reformadora de la educación (labor ciertamente discutible y que en su, momento, analizaremos). La República se vio obligada a asumir unos gastos en materia de orden público inasumibles y que, además, no redundaron en una labor eficiente por cuánto ese incremento exponencial del cuerpo policíaco y represor no mejoró la situación del orden público, al revés. La República tuvo que recurrir a innumerables y prolongados estados de excepción al ser incapaz de prevenir un desorden que se convertiría en crónico en sus cinco años de existencia; se crearon muchos agentes de la represión pero muy pocos de Seguridad, en torno a 316 (encargados de la prevención), por tanto, se reprimió mucho y se previno muy poco.
El 14 de Octubre se formaba un nuevo Gobierno que, tras la salida de Alcalá Zamora y Miguel Maura, tenía un acento mucho más izquierdista: “Vía libre a las izquierdas”, titulaba el editorial de La Nación el día 15:
«Desde ayer, España tiene un Gobierno de significación radical y anticatólica, los Sres. Alcalá Zamora y Maura, deja vía libre a la política de izquierdas».
En efecto, ya en el primer Consejo de Ministros del nuevo Gabinete (del mismo día, 15 de Octubre) y bajo la Presidencia de Manuel Azaña, se anunciaría una respuesta más enérgica del Gobierno ante las alteraciones del orden público: “La República, si no fuese respetada, el Gobierno la hará temer”; todavía resonaba con fuerza las palabras del nuevo Presidente del Consejo de Ministros apenas 24 horas antes. PeDetrás de este espíritu igualmente se encontraba el que era el nuevo Ministro de la Gobernación, Casares Quiroga; un día más tarde, el 16, hizo unas manifestaciones que ciertamente despejaban las dudas que pudiera haber sobre lo que se podía esperar de su nombramiento:
«El que no esté dispuesto a guardar y hacer guardar las leyes de la República, puede conmigo en el Ministerio de la Gobernación, solicitar sus pasaportes y marchar al extranjero».
Según ese criterio tan sectario y peculiar nunca hubiera podido ver la luz aquella República, Casares Quiroga como tantos otros de sus próceres nunca guardaron e hicieron guardar las leyes de la Monarquía, al revés, sus actuaciones siempre estuvieron dirigidas precisamente para todo lo contrario, en dinamitar sus leyes y el prestigio del régimen y, por tanto, motivos dieron más que sobrados para que las autoridades monárquicas se hubieran prestado a actuar en la línea en la que ahora se posicionaba el nuevo Ministro de la Gobernación. No sólo no lo hicieron sino que pecaron de excesiva indulgencia y benevolencia permitiendo que un sectario, como desde luego era Casares Quiroga, pudiera tener la oportunidad de ser el titular de las más fundamentales responsabilidades del orden público en España (sus actuaciones y resoluciones como Presidente del Gobierno en los momentos precedentes a la guerra civil certificarán lo que ya se presumía con esas declaraciones nada más tomar posesión del Ministerio de la Gobernación).
Casares Quiroga anunciaba que establecería “la dictadura del orden público”; en efecto, ese mismo día, a las pocas horas de tomar posesión de su cargo, ya firmaría una sanción de 5.000 pesetas a dos rotativos de Bilbao. Ni que decir tiene que este sería el proceder habitual del nuevo Ministro de la Gobernación que, al igual que hiciera el que era Director General de Seguridad, Galarza, dirigirá el rigor de la represión hacia una sola parte de los españoles y provocando, precisamente, lo contrario de lo que se pretendía, que el desorden público siguiera su imparable carrera hasta derivar al más absoluto caos y anarquía. Y es que la verdad es tozuda, no tiene aristas; tras ser aprobados los artículos referentes a los derechos y libertades de los ciudadanos que, supuestamente, garantizaban las prerrogativas inherentes a la libertad individual, continuaban en prisión gubernativa, sin causa judicial alguna, muchos españoles que tenían como “delito” su desafección por el régimen y, sobre todo, su monarquismo; sólo a modo de ejemplo, los hermanos Miralles, tras cinco meses continuaban en prisión, una situación especialmente gravosa por cuánto, aquellos que si fueron imputados por su actos en los incendios de Iglesias y Conventos de Mayo disfrutaban del pleno restablecimiento de sus libertades (entre ellos, recordemos, los nietos del fundador del PSOE, Pablo Iglesias). Lamentablemente, esta situación con Casares Quiroga al frente del Ministerio de la Gobernación no iba sino a empeorar, como pronto veremos.
 
Rotativos como La Nación abrían sus páginas casi suplicando que “el régimen sea para todos”, advirtiendo que su preocupación era más patriótica que incluso política (en la Constitución había desaparecido cualquier referencia a la Patria). Las derechas, tras lo ocurrido en los debates sobre la cuestión religiosa iniciaban una táctica marcadamente diferente a la que habían mantenido hasta entonces, por fin tomaban conciencia de que sin movilización no lograrían sensibilizar y estimular a unas masas que hasta esa fecha habían permanecido como simple espectadoras de los ya muchos atropellos sufridos, seguramente demasiados. El 17 de Octubre se daba a conocer un Manifiesto firmado por los escasos diputados de las derechas con acta en la Cámara Constituyente; mostraban su absoluta contrariedad a las formas y métodos de una Cámara que cercenaba sus libertades y derechos más elementales y por los que habían sido elegidos por sus electores:
 
«Al tomar la grave resolución de apartarnos de las Constituyentes de la Cámara, creemos obligación ineludible explicar a nuestros electores y a la opinión en general los motivos que inspiran nuestra conducta.  …Fueron
estas Cortes elegidas como último resultado de una propaganda revolucionarla, hecha con la promesa explícita de los jefes del movimiento de que la República sería absolutamente respetuosa con los sentimientos religiosos del país. La intransigencia de las Cortes y su divorcio del sentir del pueblo, manifestándose en el criterio relativo a la propiedad, la familia, la enseñanza y aún a los fundamentos mismos de la ordenación social, común a los pueblos civilizados, con daño enorme a la economía general y para la paz pública, ha culminado en los preceptos relativos a la cuestión religiosa.
El acuerdo de los núcleos de mayoría dio por resultado la redacción de un artículo netamente persecutorio, disfrazado con apariencias de medida salvadora del régimen. Su última redacción fue preparada sin oír a nuestros representantes en la Comisión Constitucional.  …Hemos llegado al límite de nuestra transigencia. La Constitución que va a aprobarse no puede ser nuestra. La opinión católica, que es mayoría del país, la rechaza, y nosotros, que así lo proclamamos, no podemos prestar a la ley que se proyecta, ni aun la mínima colaboración negativa de la presencia en el salón de sesiones».
Iniciaban las derechas un movimiento contestatario y de protesta que recorrería amplias zonas del territorio español, ahora sí parecían unirse en la lucha por un ideal común, en este caso, la religión. Aquellas históricas sesiones sobre la cuestión religiosa les abrirían definitivamente los ojos respecto de lo que realmente se estaba dilucidando dentro de aquella República y en la que sólo encontraban acomodo los que hacían público su republicanismo y su solidaridad con el nuevo régimen; así las cosas, o se unían y se mantenían firmes ante la magnitud del desafío o podían verse en la diatriba de verse absorbidas por otro movimiento y de signo contrario, que tenía la firme y resuelta decisión de imponer su voluntad sobre el conjunto de las minorías. El primer gran acto, que ya mencioné anteriormente, lo protagonizaron en Palencia el 8 de Noviembre, un mitin revisionista que se saldó con muertos y heridos por la intransigencia de unas izquierdas que, tras apropiarse del discurso y las resoluciones del Parlamento, no iban a dejar pasar la oportunidad de hacer lo propio en las calles españolas. Derechas y católicos reaccionaban y el nuevo Gabinete, más a la izquierda que el anterior, haría también lo propio.
“Que el régimen sea para todos”; este era el titular de La Nación el 19 de Octubre. En Santander, ese mismo día, Lerroux en un gran acto de masas, también exigía que la República fuera para todos: “La República no es para unos cuántos, sino para todos”; reprochaba que la Cámara republicana se erigiese en juez y parte respecto de los sentimientos religiosos de todo un país y pediría, estérilmente, que la base de la República se ampliase a unas derechas que se sentían, y con razón, marginadas en el conjunto de sus libertades y derechos. Se iniciaba entonces una vasta campaña en medios de prensa conservadores para pedir la revisión constitucional de una Constitución, que ni siquiera había sido aprobada. Reuniones, manifiestos y todo tipo de publicaciones y actos que culminarían en el ya referido acto de Palencia. Sin embargo, los propósitos del nuevo Gobierno eran otros y distaban mucho de una concordia que, a grandes voces, una buena parte de la masa neutra española exigía.
 
El 20 de Octubre la sesión del Parlamento traía a escena la discusión de una Ley de excepción y que tenía el propósito de defender y proteger a la República otorgando facultades extraordinarias al que era Ministro de la Gobernación, en aquel entonces, Casares Quiroga. Para hacernos una idea de lo que vamos a hablar, aquí alguno de los puntos más destacados del proyecto de Ley, y en los que se recogía las facultades que se le atribuía al ministro para sancionar o imponer multas:
- «La difusión de noticias que puedan quebrantar el crédito o perturbar la paz o el orden público».
- «Podrán ser confinados o extrañados, por un periodo no superior al de la vigencia de esta ley, o multados hasta la cuantía máxima de 10.000 pesetas, ocupándose o suspendiéndose según los casos, los medios que hayan utilizado para su realización».
- «Toda acción o expresión que redunde en menosprecio de las instituciones u organismos del Estado».
- «La apología del régimen monárquico o de las personas en que se pretenda vincular su representación, y el uso de emblemas, insignias o distintivos alusivos a uno u otras».
- «Se considerará también como acto de agresión a la República, y será sometido a la presente ley la supresión o cesación de industrias o labores de cualquier clase sin justificación bastante».
Como se puede apreciar, sobre el ministro recaían facultades extraordinarias que, incluso, rebasaban el ámbito pura y esencialmente político para entrometerse en el judicial; y es que el ministro podía suspender, a su libre albedrío, el periódico que apeteciera, declarándolo incurso en este caso de la referida Ley especial. Hasta aquella fecha, habían sido suspendidos decenas de periódicos a unos niveles a los que ni remotamente se asomó la dictadura de Primo de Rivera, más del 90% de significación derechista o conservadora, ahora, con estas atribuciones especiales de las que se dotaba al ministro el panorama, ciertamente, parecía extremadamente sombrío para unas derechas que por fin se habían decidido a dar el paso de ejercer firme oposición a un régimen del que sistemáticamente se las excluía. Gracias a esta Ley de la Defensa de la República, y sólo a modo de ejemplo comparativo, Manuel Azaña (el gran defensor y promotor del proyecto de Ley) llegaría a firmar la suspensión de hasta 112 diarios en Agosto de 1932 (tras la Sanjurjada), todos de significación conservadora; un proceder muy distinto de lo que, dos años después y tras el golpe de Estado más sangriento hasta la fecha producido en suelo español, el de Octubre de 1934, el Gobierno de Lerroux autorizaba la publicación de diarios manifiestamente revolucionarios e, incluso, abría las primeras Casas del Pueblo socialistas cuando apenas habían transcurrido dos semanas de aquel golpe (y cuando aún se seguían descubriendo enormes arsenales de armas en algunas de ellas..). La finalidad de esta perniciosa ley de carácter excepcional, promulgada presuntamente para defender a la República de sus enemigos, no era más que la utilización de otra herramienta puramente sectaria y coercitiva contra unas derechas que, justamente en ese momento, se organizaban para movilizarse ante la deriva autárquica del recién estrenado Parlamento republicano.
Resulta “sorprendente” que, lo que decía ser un Estado de derecho, presuntamente liberal, acudiera a procedimientos típicos de tiranías o dictaduras y, precisamente, ahora, en el momento en el que las derechas trataban de buscar, por medio de la asociación y la reunión (artículos sobre las libertades individuales y colectivas que habían sido ya aprobados en días precedentes) un hueco en aquella República. En efecto, las derechas se movilizaban como durante décadas atrás lo habían hecho las izquierdas republicanas y los socialistas, estas últimas con el único objetivo de derrocar a la Monarquía; ahora, las derechas, lo hacían con distinto propósito, tratando de encontrar su espacio y una iniciativa política común que, en el fondo, respondía básicamente a un puro instinto de supervivencia; la táctica cambiaba por cuánto nada se había conseguido con el planteamiento y posterior defensa de infinidad de enmiendas que, en la mayor de las ocasiones, nunca eran atendidas por los grupos gubernamentales. Es decir, las izquierdas republicanas forzaban la maquinaria represiva precisamente cuando las derechas se prestaban a hacer, y en un grado mucho menor, lo que ellos habían estado haciendo en los últimos treinta años en España (recordemos; huelgas generales, revoluciones, conjuras, asesinatos de presidentes, amenazas en sede parlamentaria a adversarios políticos, pistolerismo, etc.), por tanto, ante una amenaza infinitamente menor, ejercían una acción represiva mucho mayor y nunca antes vista ni en los peores escenarios de las tan frecuentes crisis insurreccionales de los años pasados. Por mor de aquella Ley de excepción, de la Defensa de la República, no se podía hacer ningún tipo de apología del monarquismo cuando, durante las pasadas décadas, si se pudo hacer causa pública del republicanismo; en efecto, con esa excusa, la de impedir la apología del monarquismo y de toda causa contraria a la República, se persiguió un movimiento que, tras lo sucedido con la cuestión religiosa en el articulado constitucional, nacía con el único propósito de mantener una conducta política favorable a una futura revisión de esa Constitución. Pese a que hasta la fecha, y a excepción hecha de los casos aislados protagonizados por los jaimistas y nacionalistas de las derechas en las provincias vasconavarras, la inmensa mayoría de los desmanes, desórdenes, disturbios, huelgas o agresiones habían sido protagonizados por fuerzas de la izquierda republicana y, sobre todo, por socialistas o grupos comunistas y anarquistas, la acción represiva, de nuevo, señalaba al monarquismo y a las derechas católicas que habían decidido saltar al activismo político.
 
La República iniciaba una feroz campaña represiva, presuntamente, contra las extremas derechas e izquierdas pero, sin duda, el principal objetivo era impedir la difusión y éxito de la movilización de las derechas que en aquellos días se iniciaba, una campaña llamada revisionista y que sería atacada con extrema dureza en los medios afines a la izquierda republicana. “La República debe prevenirse contra la campaña revisionista”; así titulaba El Liberal el mismo 20 de Octubre, en su primera página se llegaba a justificar lo ocurrido en las sesiones parlamentarias de los días anteriores (debates sobre la cuestión religiosa) y en los que las derechas casi tenían que dar muestras de agradecimiento por no habérseles aplicado la “guillotina parlamentaria”. Incluso, se las atacaba por haber defendido innumerables enmiendas con un único propósito: “…obstruccionar la Constitución y la consolidación del nuevo régimen para levantar la plataforma de la guerra civil”; esto decía el editorial de aquel día de El Liberal y en el que también se criticaba con extrema dureza la campaña revisionista, campaña que perseguía “fines subversivos, francamente revolucionarios”; al respecto, recordemos la cantidad de años que socialistas y republicanos, no solo defendieron este tipo de fines contra la Monarquía, sino que los promovieron y hasta justificaron como una forma nueva de hacer política; ahora, y en la primera ocasión que la oposición de las derechas católicas se movilizaban, defendían, sin ningún tipo de tapujos, una ley excepcional que tenía un carácter inequívocamente represivo y que rebasaba, sin duda, el propio ordenamiento constitucional al otorgar poderes extraordinarios al Ministro de la Gobernación, convertido casi en un plenipotenciario ministro “togado”. Cierto es, y justo es reconocerlo, que aquella campaña revisionista reunió caracteres excéntricos al difundir y anunciar una especie de “apocalipsis” sobre el conjunto de los católicos (la Órdenes religiosas, sin duda señaladas, no sufrirían el rigor que parecía advertirse tras aquellos debates, tampoco llegaron a aplicarse algunos de los dictados de los artículos, ciertamente interpretables algunos de ellos); tan cierto como que, la incomprensible pasividad y la desunión con que las derechas recibieron aquella República, sin duda, era un argumento de peso más para que sus dirigentes se atrevieran a dar un sentido más sensacionalista a sus reclamaciones y denuncias y con el propósito de movilizar a unas masas que, hasta la fecha, habían sido muy poco proclives a hacerlo; y lo conseguirían.
Algunos rotativos de las izquierdas republicanas, como El Liberal, llegarían a plantear que aquella campaña revisionista estaba fuera del marco de la Ley (nunca dijo semejante cosa cuando se anunciaban huelgas revolucionarias y movimientos subversivos contra la Monarquía); se buscaba propagar un espíritu ciertamente frentista contra los que, libremente, salían a la calle a expresar su repulsa por el carácter que estaba tomando el espíritu y letra de la Constitución republicana. La enorme cantidad de actos en pro de la enseñanza religiosa y de la religión católica encontraría la más cerril oposición de las izquierdas republicanas que, nada más ser votada y aprobada la Ley de Defensa de la República, exigían su inmediata aplicación al nuevo Gobierno presidido, ahora, por Manuel de Azaña. De nuevo, el conflicto religioso abría una inmensa herida en el alma nacional y que, lamentablemente, ya no se habría de cerrar; y es que cuando se discutía y, finalmente, se aceptaba, la referida Ley de la Defensa de la República cuando, al mismo tiempo, los católicos se movilizaban por gran cantidad de pueblos y regiones de España, muchos otros lo hacían para atentar contra los edificios religiosos; en aquel 20 de Octubre (fecha de su aprobación) se produjeron lamentables y alevosos sucesos contra la Iglesia y en distintas partes de España; disparos contra una casa rectoral, derribos de varios cruceros de una Iglesia en el Ferrol, estallido de una bomba en la puerta de otra Iglesia en Granada; los sucesos en pro y en contra de la religión se sucederían hasta culminar en el ya referido mitin revisionista de Palencia del 8 de Noviembre, en aquel primer gran acto de masas de las derechas se produjeron graves disturbios y que no eran sino el producto de la furibunda campaña anti revisionista dirigida y promovida, fundamentalmente, por los diarios de la izquierda republicana y socialista que creían ver en ella una formidable campaña contra la República.
Días antes, el 17 de Octubre, el diputado republicano independiente, Ossorio y Gallardo, había ofrecido una conferencia en el Círculo de la Unión Mercantil de Madrid y en el que pedía a las derechas y masas conservadoras una actitud comprensiva y razonada: “Hace falta crear un cauce para las derechas, una fuerza que sea el sector conservador de la República”, como única fórmula para que estas no cayeran en la tentación de posiciones extremas, y es que, y como referí anteriormente, para Ossorio y Gallardo, en la situación actual, las derechas sólo podían hacer tres cosas: “conspirar, dormitar o colaborar”. Bien, y recogiendo “el guante” del diputado; dormitar ya lo habían hecho hasta ese mismo momento sin conseguir ningún resultado, incluso, empeorando su ya comprometida y tan difícil posición de partida (dormitaron también en muchos momentos durante la Monarquía); ¿colaborar?, en realidad esa colaboración era ciertamente difícil por cuánto se estaba votando una Constitución excluyente, de izquierdas según reconoció su principal ponente y redactor, el socialista Jiménez de Asúa, una Constitución con muchos puntos socializantes (que no socialista y es que, entre otras cosas, reconocía la propiedad aunque fuera por razón de utilidad) y que, además, lesionaba objetivamente algunos de sus intereses; no menos importante, los dos meses de debates parlamentarios habían demostrado que la colaboración era prácticamente imposible y es que sus numerosas propuestas e intervenciones en la mayor de las veces eran acalladas entre constantes murmullos cuando no groseras interrupciones y protestas de las minorías gubernamentales haciendo absolutamente estéril su presencia en un Parlamento. En estas condiciones, ¿que las quedaba?; ¿conspirar?; no, no lo hicieron, tras haber apostado por una fórmula accidentalista (de acatamiento formal del régimen) que se demostraba fracasada dado que seguían sin ser reconocidas, la siguiente línea a seguir era el activismo político; desde la trinchera política nada habían conseguido y se jugaban su porvenir, dentro de aquella República, a una movilización dirigida a concienciar a las masas conservadoras de que, sin ella, poco o nada habrían de hacer y menos aún de cambiar.
Ese propósito represivo e inequívocamente censor sería producto de la respuesta que pretendía dar el Gobierno a esos anuncios de movilización de las derechas y católicos; para ilustrarlo y contextualizarlo en su justa medida, qué mejor que referir, brevemente, lo que aquel 20 de Octubre dijo el que era nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Manuel Azaña, y cuando replicaba a una intervención del diputado agrario, Royo Villanova (que hacía de único representante e interlocutor de la minoría ausente, Acción Nacional) sobre la incidencia de esta excepcional Ley en la prensa:
«¿Quién tiene que temer de su aplicación?, de ninguna manera la verdadera Prensa, la Prensa que vive a la luz del día, dentro de las leyes, y que respeta su decoro y el ajeno, pero a las hojas facciosas y a las pequeñas bellacadas clandestinas que andan circulando por toda España, llevando a todas partes el descrédito de la institución republicana y de sus hombres, y del Parlamento, y de los diputados, y de su obra legislativa, ¿a eso vamos a llamar Prensa, a esos reptiles que circulan por la sombra, que van de mano en mano, corriendo por los rincones de la península y sembrando el descrédito o la burla o las malas pasiones? Eso no es Prensa Sr. Royo Villanova, eso no es Prensa y contra eso vamos».
De modo que, y según las propias palabras de Manuel Azaña, existía prensa verdadera, prensa buena y lícita, y prensa “reptil y facciosa” a la que había que perseguir o coaccionar. Y yo, tan ingenuo, me pregunto: ¿esos planteamientos los hubiera hecho suyos años atrás, durante los últimos años de la Monarquía o la dictadura primorriverista? La respuesta es tan evidente como determinante, no; Azaña, como tantos otros promotores y difusores de la agitación revolucionaria, se hartó de denunciar la censura que en determinados momentos se ejerció sobre la prensa, una prensa que utilizó siempre en beneficio propio para sus espurias propagandas revolucionarias, la libertad de prensa fue una herramienta que exprimió, como tantos otros, para difundir propaganda de agitación y convulsión contra un régimen legítimo y al que se atacaba desde todos los ángulos y resquicios que ofrecía el uso y, sobre todo, abuso de las libertades que la Constitución de 1876 ofrecía (las campañas restrictivas de la libertad de prensa se ejercieron en mucha menor medida en la dictadura que en la República y, generalmente, por el abuso que, de ciertos derechos, ejercían los “banderines y cornetas” revolucionarios). Aquí un ejemplo de esas denuncias de elementos republicanos sobre la censura de prensa (existen cientos de denuncias sobre el ejercicio de la censura en medios republicanos durante la Monarquía); El Liberal, 21 de Febrero de 1930:
«Nosotros creemos que esto de la censura es un mal que no se puede paliar fácilmente y que convendría extirparlo de raíz, porque no hay manera humana de hacerlo soportable.  …No es reglamentable ni condicionable. Lleva en sí misma la censura toda clase de inconvenientes y de vejaciones, en el orden moral, en el orden material y en todos los órdenes».
Ahora, cuando transcurrían los últimos días de Octubre de 1931 y con todos los resortes del poder en la mano, con leyes de excepción que garantizaban el arbitrio y la unilateralidad gubernamental, Azaña se alarmaba por la plena libertad de prensa, incluso, por la garantía que a esta se le daba en el articulado de la Constitución republicana, una libertad que incomodaba y de la que no podían disfrutar los “reptiles y facciosos” que, en el ejercicio de su libertad, hacían incómoda la vida al régimen. ¿Y, años atrás? ¿Qué no hicieron republicanos y socialistas durante décadas contra un régimen legal y absolutamente reconocido? ¿Cuántas fueron las veces que se hizo una brutal oposición, basada en la continua difamación de un régimen, al que no reconocían y al que arrinconaron merced a una libertad de prensa que nunca sufrió la censura en el grado y la medida con la que ahora se ejercía?. La libertad de prensa no fue reforzada por aquellos que asumieron el papel de regeneradores y de “nueva política”, al contrario, nunca antes estuvo tan amenazada y menos garantizada que en aquellos cinco años de República. Por mor de aquella Ley de la Defensa de la República se suspendieron periódicos, partidos, se cesaron funcionarios (incluidos magistrados, jueces, catedráticos de toda condición), asociaciones, corporaciones y todo tipo de cuerpos, órganos y colectivos que no se mostraban afines al ideario republicano. Uno de los casos más ilustrativos de esta coacción ejercida desde las magistraturas gubernativas, facultadas de poderes extraordinarios por una ley de excepción, sería el caso del juez Luis Amado; el 16 de Abril del siguiente año, 1932, este juez decretó auto de procesamiento con libertad provisional sin fianza y, tras una detención de 72 horas, al Sr Lahoz Burillo, acusado de portar un arma cuando salía de una taberna (carecía de licencia de armas). Enterado del caso el Ministro de la Gobernación, Casares Quiroga, ordenaría la aplicación urgente de la Ley de la Defensa de la República contra el que era el juez instructor del Distrito Centro, el referido, Luis Amado. Tres días después, el 19 de Abril, y por la aplicación de esta arbitraria ley, se le impondría una sanción de tres meses de empleo y sueldo, todo ello, sin ser oído y sin formular expediente alguno sobre el caso. En el caso al que me refiero, se le aplicó el artículo 2 punto 11 de la Ley de la Defensa de la República: “La falta de celo y la negligencia de los funcionarios públicos en el desempeño de sus servicios”; serían cientos los funcionarios cesados o multados por esta presunta “falta de celo” y por el puro arbitrio de un ministro que había sido conferido de unos poderes extraordinarios que rebasaban el marco y el fuero judicial. De este modo, ni jueces ni magistrados se libraban de ser sojuzgados por el arbitrio del Gobierno republicano, unos funcionarios que veían mermadas sus facultades y hasta sus propias determinaciones ante el temor de que estas pudieran causar algún tipo de inoportuna sugestión al titular de la cartera de Gobernación. En el caso al que me he referido, esta sugestión venía por la presunta pertenencia a asociaciones de la derecha del encausado, Lahoz Burillo; en el siguiente Consejo de Ministros, se daría cauce a la sanción al juez Luis Amado tras ser autorizada y firmada en el transcurso de su sesión.
El caso del juez Luis Amado (un sólo ejemplo de los cientos en los que se sancionó a funcionarios y organismos por el exceso de celo de un ministro), fue tratado en las Cortes días después, el 26 de Abril de ese año, 1932: “La cuestión es mandar en los jueces, mandar en los periódicos y mandar en todo”, diría el siempre hábil y no menos sutil Royo Villanova (diputado agrario): “Que digan si eso es compatible con un régimen democrático y si se puede llamar República un régimen donde los jueces están sometidos la Ministro de la Gobernación”, denunciaba, voz en alto, ante la arbitrariedad y la irregularidad que se cometía contra el funcionario. Más preocupante sería la respuesta del ministro (igual que clarificativa): “no siente la República, ni está a su lado, ni defiende el régimen”; estas eran sus palabras sobre la actuación del juez, para a continuación añadir: “pero entiéndase bien, que si la Cámara aprueba lo hecho por el Ministro de la Gobernación, no será tan solo este juez el que sufra la sanción de la ley de la Defensa de la República”. La coacción salía de los labios de un ministro al que se la había otorgado una herramienta puramente represiva para ejercerla contra aquellos que no tenían la “suerte” de sentir la República ni lo que esta significaba a como la sentía el propio señor Casares Quiroga; así, con estas manifestaciones, abría el portón sancionador y represivo contra los miembros de la Justicia republicana, el juez o magistrado eran falibles y el titular de la cartera de Gobernación infalible; Lawfare lo llaman algunos en estos días cuando transcribo estas líneas sobre el caso del juez Luis Amado.
El 21 de Octubre, a las 24 horas de haberse aprobado la Ley de la Defensa de la República, el diario republicano Liberal se congratulaba por la promulgación de una ley de excepción de la que se decía que venía para proteger y salvaguardar a la República; unas leyes excepcionales que nunca fueron del gusto de los republicanos y que tantas críticas promovieron cuando la Monarquía se vio obligada a hacer uso de ellas ante graves situaciones de desorden público que, generalmente, eran promovidas por los propios republicanos o acólitos del socialismo. Sin embargo, ahora, dueños del Poder, lo que ayer era reprobable hoy es exigible ante los presuntos peligros y las audacias de los contrarios a la acción del Gobierno, entonces si era lícito avalar la acción represiva del Gobierno contra los que promovían actos en su contra:
«Ahora, lo que hace falta, es que la ley se cumpla inexorablemente. La protesta airada contra un régimen de libertad no merece igual trato que contra un régimen de tiranía. Contra la tiranía toda violencia es legítima. Contra la libertad, toda revolución es un crimen de lesa patria».
En el editorial de aquel día se hablaba en estos términos para justificar la promulgación de una Ley de excepción que rebasaba, incluso, la competencia y el fuero de la Justicia, algo insólito y que no se dio, con el carácter que ahora se daba, a ninguna otra ley en tiempos de la Monarquía, ni siquiera en tiempos de la dictadura (recordemos que, en tan sólo seis meses de vigencia de la República se habían suspendido más periódicos que en seis años de dictadura). Resulta sorprendente la utilización que se hacía del término “libertad” por cuánto, en aquella República se atentó contra ella casi desde su mismo advenimiento, cercenada mediante la acción represiva, descaradamente unilateral, y ejercida y promovida por las autoridades republicanas; en nombre de la libertad se cerraron y clausuraron decenas de periódicos, de locales y asociaciones políticas, se suspendieron y sustituyeron miles de ayuntamientos, se cesaron funcionarios, se jubiló a miles de oficiales por la sola sospecha de su no afecto al nuevo régimen, se liquidó toda fuerza opositora que no estuviera en consonancia con la línea trazada por la iniciativa de un Gobierno que, recordemos, durante muchos meses tuvo carácter provisional. De esta forma, se negaba toda acción opositora a un régimen al que se pretendía identificar con una libertad que, desde luego, no predicaba y menos aún ejercitaba; así, se pretendió asociar a la tiranía con el régimen monárquico (se hizo durante décadas) y a la libertad con el bondadoso régimen republicano cuando, éste, en apenas unos meses, había superado a la Monarquía, y con creces, en la utilización de recursos excepcionales e inequívocamente represivos (recordemos las continuas denuncias contra el que fuera Gobernador de Cataluña, Martínez Anído, por sus acciones represivas contra el anarquismo cuando el pistolerismo desbordaba la acción policíaca, actuaciones que eran tildadas como “actos de guerra”); ahora no, era un fórmula absolutamente respetable y justificable: “Ahora lo que hace falta es que la ley se cumpla inexorablemente”, rezaba el editorial de El Liberal. En efecto, no sucedía así años atrás, la ley había que combatirla porque, combatiéndola, también se hacía lo propio con el régimen, un régimen que nunca reconocieron y al que se le pretendían cerrar todas las puertas para su libre desenvolvimiento, había que buscar las fórmulas para desestabilizarle convirtiendo la letra de la ley en papel mojado para que esta no se cumpliera; todo valía y estaba justificado, hasta la acción conspiratoria o revolucionaria, una circunstancia que ahora se consideraba “un crimen”. La demagogia, ciertamente insoportable, buscaba justificar lo injustificable en lo que debía ser el desempeño de cualquier régimen que se defina como democrático, esto es, legislar y actuar por medio de herramientas o recursos excepcionales que escapan al control y fiscalización parlamentario, medidas excepcionales a las que se facultaba al Ministro de la Gobernación, de un Gobierno provisional, con carácter interino, y que nunca antes se habían formulado en la escena parlamentaria española. “La República se hará temer”, decía el editorial, y en el que también se advertía a las derechas de las consecuencias de la campaña revisionista que en aquel entonces iniciaban en distintos puntos de la geografía española. Se negaba ese lícito derecho a ejercer la protesta a las derechas e, incluso, se pretendía impedir un revisionismo constitucional aludiendo que estaba fuera de la Ley: “...si no hay ninguna ley que autorice esa campaña revisionista”. Ante este planteamiento, es justo preguntarse: ¿acaso era lícito o estaba dentro de la ley las campañas de agitación e inequívocamente revolucionarias que durante años republicanos y socialistas ejercieron y promovieron contra la Monarquía?.
Ciertamente, los argumentos, peregrinos, no podían ocultar los espurios propósitos que tras ellos había; hasta esa fecha, la acción represiva no se había ejercido contra los verdaderos causantes de los trágicos sucesos de Mayo, no se había ejercido, y en la mayor de las ocasiones, contra las masas de la extrema izquierda (socialistas, comunistas o anarquistas) que tan pública y pródigamente exteriorizaban su malestar con una República que no respondía a sus muchas y verdaderas demandas, sin embargo, en el momento que se anunciaba una movilización de las derechas (la primera gran campaña de oposición de estas) y en la que se defendía la revisión constitucional, esto servía de excusa para promulgar una ley de excepción destinada a asegurar el orden público ante las presuntas amenazas de extremas izquierdas y derechas, entonces sí se emprendía una decidida acción represiva contra el desorden o contra aquellos movimientos destinados a promover dificultades a la República, así, en aquellos convulsos días, los términos reaccionarios y cavernícolas se empezaron a convertir en expresiones habituales para definir a los que, legítimamente, mostraban su desafecto u oposición al sectario y unilateral camino que había emprendido la República. La argucia gubernamental, enmascarada de respetabilidad por la presunción de que se hacía para defender las instituciones republicanas, no resistía la verdadera dimensión de la monstruosidad que se pretendía; conferir al Gobierno la acción fiscalizadora que le compete al legislativo, al Parlamento y es que, el Gobierno, a través de su Ministro de la Gobernación (cuyo titular era el sectario Casares Quiroga), acaparaba la acción ejecutiva y sancionadora con lo que se ponía en un verdadero brete a la propia separación de poderes.
La maquinaria represora se ponía en marcha, las derechas que, pese a lo que pudiera decir El Liberal sobre su conducta en el Parlamento, apenas podían desempeñarse libremente sin eludir las constantes provocaciones que salían de muchos de los bancos de las izquierdas republicanas, iban a padecer un panorama no muy distinto en la calle ante el anuncio de una ley que rebasaba el ámbito jurisdiccional de la justicia; lo ocurrido días después, el 8 de Noviembre en Palencia, no fue sino la consumación de un suceso largamente anunciado, así, las coacciones y amenazas de los días previos surtieron efecto y resultado de todo ello sería el desencadenamiento de la brutal violencia contra un acto legítimo (en todo caso, inoportuno, dado que la Constitución aún no se había aprobado) y que no era sino el primero de otros que en el futuro habrían de venir.
Sólo un botón de muestra y a modo de ejemplo (hubo muchos más); el 7 de Noviembre, a 24 horas de la celebración del acto revisionista, El Socialista titulaba así un artículo en su primera página: “Contra un mitin cavernícola en Palencia”; en él se recogía la sesión del Ayuntamiento de esa ciudad del día anterior y en la que se había acordado solicitar al Ministro de la Gobernación, Casares Quiroga, la prohibición “del anunciado mitin que los cavernícolas se proponen celebrar en Palencia el domingo 8 del corriente. Como se sabe, caso de que el referido acto se celebre, nuestros camaradas de la Casa del Pueblo de Palencia declararán la huelga general”. Este ambiente de hostilidad, de señalamiento, de coacción sería constante en las semanas previas a la celebración de aquel acto, por tanto, no podía ser extraña la violencia y la tragedia que se produjo durante su celebración.
Esa acción represiva era ya visible y demostrable a los pocos días de publicarse en La Gaceta la Ley de defensa (el 22 de Octubre); el 25, el Gobernador civil de Cuenca imponía una sanción de 500 pesetas a un semanario católico, Defensa de Cuenca por sus críticas al Parlamento y a la escuela única (los Gobernadores civiles tenían autoridad también, delegada por el Ministro de la Gobernación, para imponer sanciones gracias a la referida Ley). La imposición de multas, las sanciones y las suspensiones de periódicos serían el pan nuestro de cada día desde la promulgación de esta Ley que tendría una vigencia ininterrumpida de casi dos años, hasta Julio de 1933. En aquel mes, se discutiría y se aprobaría la Ley de Orden Público; referir que, si una Ley resultó ser necesaria e imprescindible fue precisamente esta, la de Orden Público, sin embargo, las autoridades republicanas estimaron más oportuno dejarla para el periodo final y de agonía de las Constituyentes dado que les resultaba mucho más cómodo y práctico, a sus fines e intereses, legislar con la Ley de Defensa de la República, su belicosidad y la inmediatez de su aplicación, y ya no digamos su arbitrio y unilateralidad, permitía despejar más eficaz y enérgicamente el “campo de minas” que creían ver por quienes osaban hacer algún tipo de oposición al Gobierno. El sólo anuncio de la llegada del dictamen a la Cámara de la Ley de Orden Público en aquel mes de Julio de 1933 hizo sospechar a las disminuidas derechas de la pronta finitud de las Constituyentes y es que, con su promulgación, se pretendía terminar con el periodo del arbitrio y la excepción de una Ley que atentaba y mermaba los principios y garantías constitucionales. El tiempo de excepción daba paso repentinamente al tiempo de la normalización constitucional, ¿por qué?; en Julio de 1933 el estado de la opinión había cambiado sustancialmente, republicanos y socialistas, tras dos años en los que las garantías constitucionales habían sido a menudo pisoteadas y los derechos y libertades no fueron iguales para todos, temían que un nuevo Gobierno y de signo contrario (la previsión de unas elecciones era inminente y sus perspectivas francamente malas) pudiera proceder de igual forma a como se habían desempeñado ellos durante los dos años anteriores, es decir, legislar, reprimir y sancionar con herramientas como la Ley de Defensa, con el arbitrio y la excepcionalidad que esta ley les confería; no querían sufrir en su piel lo que ellos impusieron al disidente, al que tenía como “pecado” pensar diferente; entonces sí, advirtiendo de ese riesgo y tan atropelladamente se derogaría la Ley de Defensa para promulgar la que debió ser una de las primeras leyes de aquella República, la de Orden Público. Las leyes de excepción, como no podía ser menos, sólo podían ser del disfrute de aquellos que hicieron del Parlamento lo más parecido a una Convención.
Y así llegamos al 9 de Diciembre de 1931; la Constitución de la Segunda República Española era aprobada por las Cortes, lo sería con el apoyo de quienes hablando en nombre del pueblo negaban el concurso de éste en su promulgación; en efecto, la Constitución no sería refrendada por aquel que siempre estuvo en los labios de sus más significados próceres; el 12 de Abril, los españoles fueron a votar alcaldes y concejales de sus respectivos municipios, sin embargo, unas horas después se encontraron con un nuevo Gobierno, un nuevo Presidente y un nuevo modelo de Estado; ocho meses después, era aprobada una Constitución que dejaba fuera de su aprobación o reprobación a los que, en aquel lejano Abril, fueron invitados a elegir quienes debían arreglar las aceras, las farolas o los parques y jardines de sus ciudades y a los que arbitrariamente les impusieron una nueva bandera, un nuevo himno y unos alcaldes y concejales que no habían elegido; nacía la Segunda República, la Revolución más anunciada de la historia.
Continuará.


CONCLUSIONES FINALES
Catorce años de análisis de lo que fue la gestación, desarrollo y ejecución de una larga y anunciada revolución, 1917 – 1931, catorce años que no eran sino la continuidad de algo que germinó unos cuántos años antes, a raíz de la pérdida de las últimas colonias; la concesión de la autonomía a estas llegaba tarde y un espíritu traumático y de auto flagelación prendió en una buena parte de la sociedad española; en efecto, la
pérdida de Cuba laceraría
la conciencia de un buen número de intelectuales y de una parte de la casta política española que creyeron ver en todo ello una oportunidad de regenerar la vida pública de España y para lo que se hacía imprescindible la reforma completa del sistema político que estaba en vigor en aquel momento y al que creían fracasado, la Restauración española. Fueron muchos los que consideraron que aquellos sucesos coloniales significaban una situación de no retorno y para lo que no había otra solución que desencadenar un nuevo resurgimiento político, social y cultural nacionales (movimiento liderado por un grupo notable de intelectuales, la llamada generación del 98; Miguel de Unamuno, María del Valle Inclán, Pío Baroja, “Azorín”, Ángel Ganivet etc.). Ese espíritu de regeneración derivó en las ansias de un cambio, profundamente rupturista, y que venía ligado al deseo de  una República en la que se creía ver la sanación de una decadencia a la que, intencionadamente, se pretendía asociar la Monarquía; de ella tampoco se libraría la propia historia y el épico pasado de una de las naciones más legendarias y formidables que haya dado la historia universal como era España; y es que en aquellos días, a la par de esos nuevos aires de regeneración se hacía pública y cobraba notoriedad la histriónica leyenda negra española y cuya principal sugestión estaba en consonancia con lo que aquella regeneración pretendía, desacreditar todo lo que tuviera que ver con la Monarquía. Una auténtica cruzada se desencadenaba contra todo lo que tuviera que ver con la historia y las más hondas tradiciones españolas. Fruto de todo ello germinaría un espíritu esencialmente antinacional que sería la bandera de los emergentes nacionalismos que, aliados a republicanos y socialistas, liderarán un frente común destinado a derribar al que era el enemigo común, la Monarquía.
La inestabilidad política sería la más eficaz herramienta que encontraron y luego desarrollaron para alcanzar tan comprometido objetivo, así, la constante perturbación, la desestabilización y la agitación se convertirán en aquellos años de primeros de siglo en una forma de hacer la “política” y cuya única voluntad era agrietar todas y cada una de las instituciones del régimen turnista. Todo parecía valer si con ello se avanzaba en ese propósito, desde la agitación social, la convocatoria de huelgas de marcado signo político, la movilización obrera, la bronca parlamentaria, la coacción y hasta el infame y cruel pistolerismo, poco a poco, esa inmutable y cada vez más grotesca forma de entender la política desembocaría en una conducta puramente revolucionaria que habría de llevarnos a uno de los episodios más trágicos de nuestro pasado siglo, la semana trágica de Barcelona (1909). Desde aquel entonces ni la sede parlamentaria ni las calles españolas encontrarán una pausa o tregua tan alejadas, sin duda, del espíritu de quienes convirtieron su conducta e idearios políticos en una hostil y prolongada amenaza revolucionaria.
1917 sería el año que implosionaría todo aquello que se fue germinando en esas primeras trazadas del siglo, con tal virulencia, que llegaría a hacer temblar todos y cada uno de los resortes del régimen, desde aquel convulso año nada sería igual. En efecto, aquel 1917 los partidos andinásticos conseguirían su gran primer logro, propiciar la división de las formaciones políticas protagonistas del turnismo de la Restauración, de esta forma, esos gobiernos turnistas de liberales y conservadores darían paso a Gobiernos de concentración nacional que, ya fraccionados en distintos partidos y agrupaciones, habrían de seguir combatiendo, y con esa añadida dificultad, la constante perturbación de la amenaza revolucionaria; “divide y vencerás”, y en efecto, con ese fin proseguirán su iniciativa subversiva. Como datos reveladores de esa permanente y criminal coacción al Estado de derecho referir que entre los años 1908 y 1923 las garantías constitucionales se vieron suspendidas hasta en veintitrés ocasiones, sobre todo las libertades de reunión, prensa y asociación; tres Presidentes del Gobierno sufrieron atentados (Antonio Maura, José Canalejas y Eduardo Dato) resultando asesinados los dos últimos, se promovieron multitud de huelgas subversivas desencadenando algunas de ellas en verdaderas conspiraciones (Semana Trágica o las revoluciones de 1917); de 1910 a 1923 sólo en Barcelona se llegaron a contabilizar hasta 1027 atentados con el resultado de 232 muertos y 462 heridos; de 1917 a 1923, se produjeron en Bilbao 152 atentados, 151 en Valencia, 129 en Zaragoza y 127 en Madrid. Esto es sólo un aporte estadístico de lo que padeció el conjunto de la nación española en aquellos tormentosos años y que ilustran la verdadera dimensión del volcán revolucionario al que fueron sometidos los españoles por parte de los principales partidos antidinásticos y antisistema; el sistema sufría y se debilitaba a extremos insoportables al mismo tiempo que se hacían fuertes y se reorganizaban las propias fuerzas políticas antisistema, aquellas que no dudaron en fomentar la leyenda negra o propagaban la idea de una España retrógrada y atrasada en su propósito de asociarla con el que creían el caduco régimen liberal y la trasnochada y tan detestada Monarquía; todo parecía valer, se buscaba asestar una puñalada mortal destinada a marcar profundamente el alma y conciencia nacionales; todo lo que se había construido durante siglos parecía que podía perderse en cuestión de unos pocos años.
«Lo que viene perturbando de una manera profunda y lamentable el espíritu público del país, lo que alimenta el desenfreno de las torpes pasiones que engendran las guerras civiles, en la funesta tradición de conjurados y conspiradores, que hacen de nuestros partidos políticos facciones inoperantes o rebeldes, aparejados para conquistar el Poder por la violencia y ejercerlo con arbitrariedad. Es menester que se sepa, de una vez para siempre, que todo aquel que infrinja la Ley, todo aquel que cometa cualquier género de delito, habrá de sufrir una pena cierta...».
Extraigo un extracto de la formidable e inigualable intervención del que fuera Presidente de la Primera República española, Nicolás Salmerón (emitida en la Sesión a Cortes del 30 de Agosto de 1873) porque entiendo que sus magníficas palabras no sólo explican todo lo que éste libro pretende decir y que, sobre todo, deberían ser ejemplo y el camino a seguir a los futuros gobernantes si, realmente, queremos construir un Estado de derecho digno, puro y donde haya una perceptible y sentida igualdad, de derechos y libertades, entre ciudadanos. Pido disculpas a Don Nicolás porque me voy a atrever a contextualizar lo que, tan catedrática y magistralmente, relató casi cincuenta años antes a los hechos que se denuncian en este trabajo.
He sido persistente, tenaz y seguramente reiterativo en esa mi denuncia sobre unos hechos que, a mi entender, son irrefutables; no se puede construir un Estado de derecho, una democracia digna y resueltamente evolutiva si las autoridades y las más altas magistraturas de esta desempeñan su labor con la mirada puesta en las coacciones y provocaciones de quienes no pretenden otra cosa que destruirlo: “Todo aquel que cometa cualquier género de delito, habrá de sufrir pena cierta”; un Estado vacilante ante la coacción y la amenaza es un Estado muerto, no hay más lectura, la Monarquía cayó, no tanto por sus errores (que los tuvo) como producto de su parsimonia e indolencia, dando pábulo y hasta cobijo a quienes durante tantísimos años la combatieron a un extremo insoportable; la amenaza fue siempre real, viva, sentida, sufrida, nunca bajo de intensidad ni ante el perdón, la indulgencia o la aceptación, jamás bajo los brazos, aprovecho siempre en su propio beneficio la tibieza y hasta la condescendencia de un régimen que se auto
laceraba
incapaz de poner fin a una constante y persistente amenaza.
Hay muchos ilustres historiadores que cargan las tintas sobre los propios protagonistas de los Gobiernos de turno, conservadores o liberales, por sus divisiones, sus múltiples desencuentros y hasta sus muchas incapacidades, cierto es, tan cierto como que muchas de ellas fueron producto de una cuerda que se tensó al extremo, sufrieron todo tipo de presiones y adversidades nacidas de unas fuerzas y organizaciones antisistema que aprovecharon los recovecos que la Ley les ofrecía para burlar un orden constitucional al que fueron mermando hasta convertirlo en un juguete roto. La Monarquía cayó fruto de un cúmulo de errores, en cierto modo, y mucho tuvo que ver ese decadente espíritu público que inundó la conciencia y alma nacionales por la acción subversiva de los que, dentro del sistema, no hicieron otra cosa que secuestrar la voluntad del propio régimen que se vería incapaz de administrar su propia existencia.
La alianza que sellaron socialistas y republicanos tras los sucesos de la Semana Trágica en 1909 sería el surgimiento de una coalición que, en los años siguientes, forjaría una unidad de acción y cuyo único y fundamental propósito se versaría en la eliminación de la Monarquía borbónica. Nada nuevo por cuánto el partido socialista nació (año 1879) con un fin no muy distinto y en el que el combate a la burguesía, que esta representaba, era el fundamento primero de sus principios e ideario.
«Debo decirlo muy alto: si la burguesía transige y nos concede las 8 horas, la revolución social, que ha de venir de todos modos, será suave y contemporizadora en sus procedimientos. De otra suerte, revestiría los caracteres más sangrientos y rudos que puede imaginar la fantasía de los hombres».
Pablo Iglesias Posse; 1 de Mayo de 1891.
Como se pueden deducir de las afirmaciones del fundador del PSOE, los apetitos revolucionarios del socialismo incluso venían de unos años antes de la referida y fatal pérdida de las colonias. Desde sus mismos inicios, el socialismo español era dueño de una conducta y unos principios absolutamente contrarios a un Estado de derecho de corte democrático y, a buen seguro, y por esta misma razón, le convertían en incompatible con una Monarquía que tuvo que sufrir múltiples desencuentros con un socialismo contrario a todo ordenamiento jurídico y constitucional, desencuentros que se prolongarían durante décadas. ¿La Restauración cayó por la sola acción y coacción del socialismo? No, fueron a consecuencia de un cúmulo de circunstancias y que creo que los distintos capítulos del libros dejan entrever; el clima de derrotismo que se instauró tras la pérdida de las colonias fue sin duda un factor clave y desencadenante de muchos otros posteriores, un clima que fue aprovechado por los que tenían a la Monarquía borbónica como centro de sus iras y más resueltas inquinas; los fines de los partidos antidinásticos chocaban con la política territorial centralista tan consustancial a la propia pervivencia de la Monarquía. No fueron ajenos a este espíritu disgregador de la conciencia patriótica los propios actores y principales protagonistas del turnismo, los partidos conservador y liberal, que inmersos en sus muchas y enconadas diferencias padecerán una letal amenaza revolucionaria que, lejos de limarlas, las avivará hasta hacer precipitar el propio final del régimen.
En efecto, los liberales pronto fueron seducidos (y a dejarse seducir) por ese ambiente ciertamente hostil a la Monarquía, socialistas y republicanos empezaban a ver que el fruto de su persistente coacción quebraba la línea doctrinal de la que era una de las dos patas en las que se sustentaba el régimen liberal. La revolución del convulso año 1917 como la posterior amnistía a sus protagonistas, lejos de certificar la legitimidad de los que ejercían el turnismo, conllevó una serie de fracturas internas que no las desaprovecharían quienes pretendían dinamitarlo; tres años después, el asunto de las responsabilidades de Annual fraccionaría aún más a los viejos partidos del turnismo, divididos ahora entre responsabilistas y no responsabilistas; cada paso, cada iniciativa de los partidos antisistema propiciaba una nueva disidencia dentro de unas fracciones políticas que, llegado el año 1923 eran prácticamente irreconocibles, habían sido devoradas por los influjos de aquel espíritu derrotista y flagelador del alma y conciencia nacionales y del que ya hacían bandera las principales formaciones antidinásticas en aquellos primeros años de siglo. El socialismo fue siempre un elemento potencial y esencialmente transmisor de ese espíritu derrotista, de ese “cuánto peor mejor”, esa constancia en la coacción al Estado de derecho y a cualquier iniciativa que de éste se desprendiera creó y fomentó un ambiente político absolutamente contrario a los más elementales principios de solidaridad y convivencia, en ese escenario, el Parlamento trasladó a la calle un espíritu de claudicación ante los que renegaban de toda obra que tuviese a la Monarquía como protagonista. Luego, no, no fue la acción y la coacción del socialismo la que quebró el sistema pero, sin duda, fue seguramente el principal factor desencadenante de que así sucediera, sin duda, una campaña de hostilidad tan sostenida en el tiempo quebró toda posibilidad de supervivencia del sistema, la pertinaz y perturbadora embestida del socialismo afloraría unas divisiones y unos odios que no habrían ya de apagarse y que, trágicamente, han sido heredados casi hasta nuestro momento presente.
«El partido socialista viene a buscar aquí lo que de utilidad puede hallar, pero la totalidad de su ideal no está aquí, la totalidad se entiende que ha de obtenerse de otro modo. Es decir, que este partido no ha cambiado de opinión respecto de este particular; estará en la legalidad mientras la legalidad le permita adquirir lo que necesita, fuera de la legalidad… cuando ella no le permita alcanzar sus aspiraciones».
Pablo Iglesias Posse; 7 de Julio de 1907.
Según estas manifestaciones de Pablo Iglesias, todos estaríamos fuera de la legalidad por cuánto son contadas las ocasiones en las que, formando parte de una gran colectividad, alcanzamos nuestras aspiraciones; esta teoría, absolutamente pueril y contraria a la acción soberana de un Parlamento, fue la defendida por el partido socialista desde sus inicios y no habría de cambiar hasta la llegada de la trágica guerra entre españoles. No hace falta ser un resuelto y hábil analista político para saber que esta conducta, este tipo de pensamiento o ideal, es absolutamente incompatible con la necesaria y tan deseable convivencia política; igualmente incompatible resultaría con la alternancia política representada por el turnismo de la Restauración donde, partidos y coaliciones con posiciones y criterios políticos sustancialmente distintos, dedicaban sus esfuerzos a encontrar fórmulas de entendimiento para no lesionar la convivencia ni la paz social (con mayor o menor éxito, pero en ese empeño siempre estuvieron). De esta forma, el partido socialista, con esa cerril conducta de absoluto obstruccionismo se hacía acreedor de no ser reconocido ni respetado para ningún tipo de iniciativa de carácter gubernamental en aquellos años del turnismo por lo que, expresamente, se le negaba su concurso en las labores ministeriales, es decir, su propia conducta de marcada hostilidad al ordenamiento constitucional le privaba de los beneficios de un sistema que aceptaba prácticamente todas las predicas y postulados de las distintas confluencias y formaciones políticas, hasta las republicanas, tan contrarias a los principios constitucionales de 1876. Llegados a 1931, poco o nada habría de cambiar en el partido socialista.
En esa tesitura, y dentro de lo que era una constante campaña revolucionaria, el Rey se vio forzado a caminar sobre un fino alambre para evitar una guerra civil o una revolución indiscriminada, así lo hizo durante años, cediendo a derecha y a izquierda, dando capotes a uno y otro lado y encontrando siempre insolidaridad y deslealtad tanto de unos como de otros. Cometió el tremendo error de ser timorato y resueltamente condescendiente con los que a través de la acción violenta pretendían desestabilizar al régimen, y eso resultaría fatal para sus propios intereses. La Ley, secuestrada por la coacción de los subversivos, dejo de tener certidumbre, certeza de cumplimiento, el sistema no era capaz de responder con la inviolabilidad de una juridicidad que estaba sometida al constante arbitrio de quienes pretendían anularla, incluso quebrarla; todos los poderes del Estado sucumbían fruto de las diferencias de sus principales autoridades que se mostraban incapaces de orientar una respuesta común frente al enorme desafío, agravado con la propia presencia dentro del Parlamento de elementos que sólo tenían el afán de destruirlo.
Unos y otros, turnistas y revolucionarios, claro que disponían de herramientas para hacer notar y hasta prevalecer sus intereses y es que, en caso de verse obstruidos o soliviantados, siempre tendrían la oportunidad de darlos a conocer a la ciudadanía a fin de crear un estado de opinión favorable a estos, en una democracia existen muchos caminos desde los que llevar y dirigir un propósito, una idea o unos principios al debate del fuero parlamentario y es, en ese recinto, el lugar donde el juego democrático determina cuáles son los que han de prevalecer sobre el resto y siempre con la premisa de atender al interés común (cierto es que esto es sólo teoría, y más si tenemos en cuenta los tiempos presentes). Se eligió la vía de la unilateralidad, de la imposición, de la intransigencia a la del pactismo o el consenso, se desechó la vía parlamentaria por la vía de la conspiración, del frentismo y en la defensa de intereses que eran completamente ajenos al Parlamento y, por lo tanto, y en el ejercicio de su representatividad, al pueblo. No puede haber legitimidad cuando deliberadamente, y con el respaldo y el soporte de la violencia, se pretende imponer causas partidistas y particulares al bien común; el socialismo español, como se he podido ver o intuir a lo largo del relato del libro, ha hecho bandera casi desde su mismo nacimiento de la agitación y la subversión para conseguir sus propósitos tratando de imponer un criterio personalista, y en extremo partidista, al conjunto de los españoles y sin atender ni respetar el acervo histórico de un país de más de cinco siglos de existencia. Ha pretendido, por el uso y abuso de la coacción, crear y hasta rescribir un relato sobre una de las historias nacionales más apasionantes y legendarias de cuántas haya habido, tiñendo de burda y estéril ideología el espíritu público de una nación que precisaba y urgía de una obra conjunta y esencialmente dirigida a superar el grave momento surgido a raíz de la pérdida de las últimas posesiones coloniales.
«...lo que alimenta el desenfreno de las torpes pasiones que engendran las guerras civiles, en la funesta tradición de conjurados y conspiradores, que hacen de nuestros partidos políticos facciones inoperantes o rebeldes, aparejados para conquistar el Poder por la violencia y ejercerlo con arbitrariedad».
Las palabras de Nicolás Salmerón no pueden expresar mejor ese sentimiento sobre lo que era el constante desafío producido por la violencia y la acción de “conjurados y conspiradores”  y ante los que el Estado, en no pocas ocasiones, se ponía de perfil temeroso de provocar y agitar aún más las ya excitadas pasiones. Estuvieron muy lejos de sufrir esa “pena cierta” que reclamaba el que fuera Presidente de la Primera República e, incluso, se fue indulgente condonando delitos de alta traición que tanto dolor y tragedia causaron a muchos españoles.
Lamentablemente, lo sucedido en aquellos años se agravaría con la llegada de la Segunda República. Casi idénticos protagonistas fueron los actores de un periodo que no fue más que el resultado final de aquellas décadas donde “conjurados y conspiradores” hicieron de la violencia y la coacción una forma de hacer “política”; aquella nueva política regeneradora estuvo muy lejos de serlo. Tras más de treinta años después de múltiples conjuras, conspiraciones, amenazas, huelgas generales, revoluciones e insurrecciones el conglomerado de partidos antidinásticos se hacía con los resortes del Poder por el prurito de una dudosa legalidad que durante tantos años denunciaron y censuraron a los directores de la vieja política liberal de la Restauración, unas elecciones municipales en las que el número de votos no les otorgaba la victoria les abría el camino de lo que era la cúspide última de sus reclamaciones y demandas, la defenestración de la Monarquía. Durante años estuvieron exigiendo un régimen que no fuera sólo de los partidos de turno y en el que tuvieran lugar las distintas sensibilidades de la esfera política, entonces, desde el ejercicio del Poder, impidieron el libre acceso a las elecciones a los que previamente no hicieran o no hubieran hecho acto de fe de su republicanismo; por la fuerza de su mayoría promovieron, y en la que debía ser la carta fundamental de los derechos y libertades de los españoles, una Constitución excluyente, de izquierdas que no estaba dirigida a todos los españoles; por la fuerza de la coacción y la arbitrariedad, persiguieron a los que habían participado de una dictadura cuando no pocas de sus magistraturas habían sido partícipes de ella; por puro espíritu sectario y arbitrario, se persiguió y se impidió el libre ejercicio de conciencia, fuera esta política o religiosa, a millones de españoles que sufrieron la inquina de unas autoridades empeñadas en reabrir heridas y alzar muros ideológicos entre ellos. Nunca antes la arbitrariedad, la unilateralidad, el sectarismo y el frentismo se apretaron tan fuertemente las manos hasta hacer imposible la convivencia por el empeño de los que, por medio de la acción de un Gobierno con carácter provisional, pretendían expulsar de la vida pública a millones de españoles. Tras la implantación de la República, y dada la actitud y el espíritu en el que sus autoridades se desenvolvían, parecía demostrarse la absoluta inutilidad de las políticas de apaciguamiento del régimen liberal de la Restauración que no hizo sino agrandar y agravar el signo de la amenaza, de esta forma podríamos decir que se fue misericordioso con el cruel y éste sería en extremo cruel con el que tan cándidamente se había mostrado misericordioso. La indulgencia de la que disfrutaron los socialistas y otros protagonistas de conjuras y conspiraciones varias, no sirvió sino para agigantar el apetito voraz de unos partidos antidinásticos devorados por un sectarismo impropio de quien tan reiteradamente y, tan demagógicamente, decía hablar en nombre de las virtudes democráticas.
Y es que el objetivo final no fue la instauración de una sincera democracia, los partidos burgueses republicanos al asociar su suerte al partido socialista, precipitaron el destino de la propia República que quedó comprometida a lo que era uno de los principales propósitos del socialismo, la liberación de la clase obrera y enmarcada dentro de una lucha de clases que tan reiteradamente preconizaría su principal figura, Largo Caballero. Esa coalición republicano-socialista que se forjó allá por el año 1910 lastraría por completo las políticas de unos republicanos que, necesitados del empuje de las masas societarias, perdieron el control sobre sus propias políticas (y hasta la propia iniciativa política republicana) que se difuminaron entre las exigencias y táctica socialista y que, sobre todo, demostraban una cosa, la ausencia de una verdadera masa republicana que diera sostén a los principios del nuevo régimen republicano. España carecía de una verdadera masa republicana, la República llegó por el empuje y constancia de las coacciones a las que se veía sometida su élite política y, esta, sumida en una profunda división y crisis de identidad, dejó el portón abierto a la que era la fuerza social más numerosa del momento, el partido socialista que se haría dueño del espíritu social y político de la recién advenida República.
Como ya dije en su momento, el socialismo, prestando su colaboración a la dictadura, y como es característico en él, lo hacía a cambio de mayores contraprestaciones. En efecto, fruto de esa colaboración la UGT se hizo dueña de la cuestión social y de los comités paritarios lo que la permitió alcanzar la cifra de hasta 275.000 afiliados cuando la dictadura espiraba, allá por Enero de 1930, todo ello en detrimento de la otrora dueña de esas relaciones laborales, la CNT, que fue reducida a la clandestinidad. Esto era la demostración más palpable y objetiva de los beneficios reportados por su colaboración con un régimen de corte dictatorial. El Partido Socialista había conseguido su objetivo, ningún otro partido tenía esa fuerza y apoyo social concluido el periplo dictatorial, producto de ese apoyo, la matriz republicana del movimiento insurreccional quedaba subordinada a la propia conducta y posición de un partido socialista que rebasaba los apoyos y la fuerza con la que contaba el republicanismo. Una República sin republicanos (los lerrouxistas desde un primer momento se verán marginados) y muy limitada por la propia acción de la que era la principal fuerza subversiva, el PSOE, iniciaba su andadura dejando claro que no habría de tener cabida en ella todas las voluntades y conciencias políticas.
¿República sin republicanos? Que el PSOE fue siempre un factor desencadenante de las desavenencias y de los desafíos que desde un primer instante acorralaron a la República es un hecho absolutamente irrefutable, tanto que la masa neutra y hasta republicana se vieron pronto rebasadas por el fulgor de una masa socialista que nada más implantarse la República salía a tomar la calle para no volverla a soltar hasta el final de su andadura. Los republicanos, presa de la fogosidad de las masas socialistas (y de la de sus dirigentes) daban pasos hacia atrás e, incluso, respondían positivamente a las exigencias de unos socialistas que, desde bien temprano, pusieron en el foco de su recelo y, sobre todo, de su ira al que era el único partido que les podía discutir su protagonismo en la calle y su número en el Parlamento, los Radicales de Lerroux, un grupo al que veían como la principal amenaza a sus ensoñaciones revolucionarias. En efecto, eran los radicales los únicos que les podían competir sobre el sentido que habría de tomar la recién nacida República por lo que, hábilmente, dedicarán sus esfuerzos a seducir a los nuevos afectos al republicanismo (Azaña, Alcalá Zamora y tantos otros) con el propósito de alejar de las tareas ministeriales a unos lerrouxistas que, desde la izquierda política, defendían una sincera política de espíritu nacional tan contraria a las aspiraciones de un socialismo más identificado con la lucha de clases y el marxismo más clásico. De esta forma, los que estaban predestinados a ser los protagonistas y principales actores de la revolución, los radicales, eran traicionados por los republicanos de nuevo cuño que se echaban en brazos del peor de los enemigos de la República, de aquellos que advirtieron en multitud de ocasiones que esta sólo era un puente para un proyecto de mayor calado y que estaba destinado a desembocar en una estado de corte socialista a imagen y semejanza del que por aquel entonces se desarrollaba en suelo ruso, lugar donde por cierto, la burguesía era sistemáticamente eliminada, fuera progresista o conservadora, lo que no parecía preocupar a los aliados republicanos de los socialistas...
Los socialistas se aprovechaban ahora de los republicanos como antes lo hicieron con los próceres de la dictadura primoriverista, durante esta, se pactó interesada y demagógicamente con un gobierno dictatorial con la excusa de ser imprescindibles para la mejora de las condiciones laborales de los trabajadores algo que, en cierto modo, fue real (la paz social que se vivió hubiese sido difícil sin esta premisa). A tal punto fue fructífera esa colaboración que nunca antes y desde que vio nacer el Siglo XX las condiciones laborales de los trabajadores y la actividad industrial y comercial alcanzaron los niveles de aquellos años; en efecto, la política intervencionista desarrollada por la dictadura fue proclive a predicas no muy distintas de las defendidas por el socialismo, como por ejemplo la apuesta por el aumento del gasto público, que posibilitó la cometida de grandes y formidables obras públicas (tanto en ferrocarriles, carreteras, embalses u obras hidráulicas), igualmente se potenció el sector de la construcción y las industrias vinculadas a él (siderurgia, principalmente), todo ello fue posible gracias a la pacificación social pactada y negociada con un socialismo claudicante ante una dictadura de la que, sin duda, también percibía jugosas contraprestaciones. Las relaciones laborales conocieron un momento de gran estabilidad y solvencia gracias a las actuaciones de los Comités paritarios en los que la UGT llevaba la voz predominante. Esta suma de circunstancias posibilitarían que, a la llegada la República, el Partido Socialista tuviera una fuerza social y, casi institucional, impensable cuando siete años antes se produjo el pronunciamiento de Primo de Rivera.
De este modo podemos afirmar que el socialismo, pese a ser la principal fuerza de la agitación y la amenaza subversiva, sin duda salió beneficiado del último periodo de la Restauración por mor de una ley de Amnistía, como también lo sería en un periodo dictatorial en el que se hizo dueño y señor de las relaciones laborales y que le dotaron de una masa social insuperable respecto de otras formaciones políticas para, finalmente, hacerse dueño del destino y espíritu político de la República al propiciar  y fomentar la división de los propios partidos republicanos. A resueltas de todo ello, podemos afirmar que quien más se movió siempre a extramuros de la legalidad fue quien finalmente más beneficios reportó de su combate a esta, lo que demuestra el fracaso de las políticas de apaciguamiento del Estado y de los distintos gobiernos del turnismo con los promotores de la coacción y la violencia revolucionaria. “Hartarse de legalidad”, aquella proclama de Sánchez Guerra no sería desde luego la conducta de unos Gobiernos que sucumbieron siempre a la iniciativa de quien sólo se movía por su afán de destruirlos, eso sí, los socialistas no iban a obrar con sus enemigos de igual forma, bien pronto hicieron notar que habrían de “hartarse de legalidad” (en este caso republicana) quienes se movieran en el extrarradio de los principios y espíritu del nuevo régimen republicano. Sin duda, no debería extrañar por cuánto ya lo había advertido años antes el propio fundador del PSOE, Pablo Iglesias: “el Partido Socialista estará en la legalidad mientras la legalidad le permita adquirir lo que necesita, fuera de la legalidad… cuando ella no le permita alcanzar sus aspiraciones”. Por tanto, el cumplimiento y aceptación de la legalidad sólo era posible si esta estaba en consonancia con sus aspiraciones de partido, fuera de ella, la violencia, la extorsión y la revolución.
Llegados a este punto, nos preguntamos. ¿El régimen de la Restauración era un modelo de democracia? ¿Era modelo de legitimidad?. ¿había suficientes motivos para moverse en esos extremos donde la política daba paso a la iniciativa conspiratoria y subversiva? Ya he referido que el régimen de la Restauración, el que ha sido nuestro período constitucional más largo hasta la fecha, era tan legítimo como absolutamente mejorable. Es indudable que estaba falto de grandes reformas de toda índole y que era necesario afrontar con el concurso de todas y cada una de las fuerzas políticas que dentro de él tenían y desarrollaban iniciativas propias. Ahora bien, estas sólo podían venir desde la premisa que tan acertadamente refirió el ex Presidente del Gobierno Sánchez Guerra, todo es válido y aceptable dentro de la legalidad, cualquier fórmula o iniciativa tienen cabida dentro de ella, sin embargo, partidos como el socialista siempre se movieron a extramuros de ella, como ya se ha dicho en repetidas ocasiones, legitimaron durante décadas el uso de la fuerza cuando no de la violencia a fin de hacer prevalecer sus intereses partidistas por encima de los intereses generales. En este escenario, un régimen, un Estado de derecho tiene todo el derecho a hacerse valer y a hacerse respetar, el imperio de la ley siempre debe ser el espíritu sobre el que ha de moverse y desarrollarse cualquier iniciativa política, dentro de él todo cabe, todo es asumible, cualquier iniciativa o aspiración son legítimas y viables cuando se acepta las reglas del juego que marca la ley y el ordenamiento constitucional de un legítimo Estado de derecho como era aquel vetusto como tan singular sistema de la Restauración. Aquel régimen liberal vino con el propósito de pacificar un país que llevaba décadas preso de luchas cainitas que le parecían precipitar, en cualquier momento, a un abismo y en el que hasta la guerra civil se intuía siempre amenazante en el horizonte; el turnismo fue eso, un pacto tácito para que las principales fuerzas políticas e ideológicas o, al menos, las más reconocibles del momento, se alternasen en las labores del poder a fin de no sufrir las luchas intestinas entre unas formaciones que se habían demostrado incapaces de desenvolverse dentro de un sistema esencial y puramente democrático (el convulso siglo XIX español así lo acredita). Se eligió una fórmula de consenso y pactismo a medio camino de lo que era un verdadero sistema de representación democrática que, con el Rey como moderador, establecía turnos en las labores de Gobierno y de las que se excluían a los partidos que se movían en los extramuros del sistema.
Bien, el régimen luchó por hacer prevalecer su propia subsistencia (avalada por la Constitución de 1876) respecto de sus más declarados enemigos impidiendo ejercer labores ministeriales a quienes tenían como único propósito, precisamente, destruir el ordenamiento constitucional sobre el que reposaba; cualquier nación del mundo, independientemente de su signo o condición, así hubiera procedido, tratando de preservar un Estado de derecho comúnmente aceptado y en el que los más esenciales derechos y libertades estuvieran garantizados. Liberales y conservadores se movieron siempre con ese fin, parapetarse contra quienes tenían como única propuesta a los conflictos nacionales revoluciones y conspiraciones pasadas y que tanta división y enormes desafíos habían provocado en el espíritu público nacional, unas “soluciones” que no garantizaban el verdadero ejercicio de los derechos y libertades para el conjunto de españoles por un prurito ideológico y de las que se excluía a la institución más reconocible de lo que pudiéramos llamar el alma de la nación española, la Monarquía. ¿Era lícito desarrollar políticas que propusieran otro tipo de sistema, otro tipo de fórmulas de aquellas que planteaba y desarrollaba el régimen de la Restauración? Sin duda, perfectamente, todo cabe en un sistema de derecho que, aun siendo mejorable, aceptaba todas las sugestiones políticas del momento, hasta el punto de que aquella Monarquía alfonsina era la única que aceptaba en su Parlamento a declaradas fuerzas antidinásticas (ninguna otra Monarquía europea lo hacía) y que tenían como principal fundamento acabar con ella (hasta 37 diputados electos llegaron a tener en el Congreso). No tenían otra elección que hartarse de legalidad, todo es posible dentro de ella, hasta de llegar a cambiar y de orientar la opinión pública hacía fórmulas que puedan ser alternativa de un nuevo modelo de Estado. Eso requiere tiempo, mucho trabajo, mentes lúcidas y una idea y propuesta política que pueda calar en una sociedad española que era permeable a nuevas fórmulas dado que sus condiciones de vida eran ciertamente mejorables. Pero se eligieron otras, más rápidas, más demagógicas e inmensamente más arriesgadas, se eligió la acción subversiva a través de la constante perturbación del orden público y de la desestabilización política hasta hacer insoportable cualquier tipo de iniciativa dentro de un régimen que querían precipitar. Sin embargo, toda vez elegida esa conducta tan lejana a cualquier encaje dentro de la legalidad, el régimen se mostró indolente y siempre timorato en su respuesta, cuanto más pasos daba para seguir transaccionando con sus declarados enemigos, más recortes sufría su soberanía y su fuero de legitimidad, nada consiguió transigiendo con los que tenían como único propósito su destrucción y eso, al fin y al cabo, sería lo que precipitaría su propio final. El régimen no sólo no se hartó de legalidad sino que esta la fue cediendo a quienes se movían fuera de ella.
“Yo os digo que hay algo peor que las dictaduras: Merecerlas”; las palabras de Sánchez Guerra sobre las dictaduras llegados al año 1923, parecían apoderarse del espíritu público nacional. El fracaso de toda iniciativa política se había demostrado un hecho cuando en Septiembre de 1923 se proclamaba la dictadura primoriverista; nadie defiende una dictadura, ningún país merece la imposición de un régimen de corte personalista que se apodera de todos los poderes públicos y de los que se excluye a la voluntad popular soberana; ahora bien, otra cosa es que, como refería el ilustre político de la Restauración, se lleguen a “merecer” y a consecuencia del despropósito generado por la acción política de quienes tienen el deber, precisamente, de protegerse de ellas. Tengo la impresión que ese fue el caso, los errores de unos y de otros llevaron a un callejón sin salida al régimen y en el que hasta muchos de sus más reconocibles protagonistas se avinieron a una fórmula completamente distinta de los intereses y conductas políticas que decían defender. Tan cierto que esto fue así como que no creo equivocarme si digo que la premisa esencial por la que se avinieron a aquella excepcional fórmula fue su presunto carácter de eventualidad y que, como hemos comprobado, resultó ser una premisa incumplida; por tanto, no, nos equivocamos cuando afirmamos que en Septiembre de 1923 las más destacadas personalidades de la escena política española parecían propensas a creer que España era “merecedora” de una dictadura. Así las cosas, los errores de unos junto a la coacción de otros precipitaron una solución última con la llegada de la que era la bandera de los que se habían posicionado por una solución de fuerza para acabar con el que, hasta la fecha, había sido el periodo constitucional más longevo de nuestra historia. En efecto, la República nacía producto de la sistemática coacción ejercida durante años a un régimen legítimo que se deshacía víctima de sus propias diferencias provocadas, en buena medida, por la respuesta que a aquella se quería dar. De tal forma que la “autoritas” de la República se puede decir que nacía producto de la fuerza de la violencia y la coacción y no por el mérito y las capacidades de sus más significadas y relevantes magistraturas; la extorsión, la erosión, la amenaza se imponían al mérito, a la capacidad o a la virtud, en definitiva, a la legitimidad.
Como referí, a los desafectos de la causa republicana no les quedaba otra que “hartarse de legalidad”, de lo contrario deberían sufrir todo tipo de excentricidades e irregularidades por parte de los que nunca se prestaron ni se sometieron al imperio de la ley. El primer paso que se pretendió dar en ese sentido fue acabar con el caciquismo, principalmente, desarrollado en las zonas rurales; tras las elecciones municipales miles de Ayuntamientos fueron revocados en su constitución por otros afines al ideario de los protagonistas de la revolución, que no eran otros que los socialistas y los republicanos (en Cataluña serían los nacionalistas donde Maciá ejerció una verdadera purga con la inestimable ayuda del anarquismo). A partir de los primeros días de Mayo de 1931 fueron sustituidos muchos de estos Ayuntamientos (en donde se habían impuesto las candidaturas monárquicas en Abril, por el articulo 29) que pasarían a las manos de nuevos rectores y gestores esencialmente insolventes, su única garantía era ser partícipes animosos de candidaturas revolucionarias carentes de toda instrucción administrativa y movidos por sus ganas de mandar y, sobre todo de vengarse; como vulgares piratas se apropiaron de la labor y la sincera dedicación de honrados funcionarios y fieles técnicos de la administración. Con este proceder se daba paso a lo que en algunos capítulos del libro he denominado como el nuevo caciquismo revolucionario que, fundamentalmente, sería desarrollado por el partido con mayor masa social en aquel momento, el socialista. Qué decir tiene que lo primero que habrían de sufrir la invasión y la acción de este nuevo caciquismo serían las cajas de cada uno de los Ayuntamientos entregados al fulgor revolucionario; la nivelación presupuestaria, exigible siempre a cualquier cuerpo de la administración, sería desde entonces una mera ilusión en unos Ayuntamientos donde apenas llegaba la fiscalización del dinero que salía y entraba (la revolución de Octubre de 1934 no se puede explicar sin esta serie de hechos que ahora relato). La labor se completaba con las coacciones y presiones de las Casas del Pueblo socialistas de los respectivos pueblos asaltados por las nuevas autoridades republicanas, de esta forma, aquellos que no estuviesen en posesión del carnet de afiliado a la UGT se veían prácticamente imposibilitados de acceder al mercado de trabajo. Al frente de estos Ayuntamientos se posicionaban afiliados del partido socialista o radical socialista, principalmente que, en la mayor parte de los casos, nunca habían ejercido función pública alguna, su aval era su “revolucionarismo” y, en buena medida, su total falta de escrúpulos a la hora de purgar todo aquello que no estuviera en consonancia con él. Estos nuevos alcaldes y concejales, apresuradamente, sustituían en sus nuevos centros de trabajo los crucifijos y las fotografías del Rey Alfonso XIII por iconografía marcadamente revolucionaria; fotos de Pablo Iglesias, de los capitanes Galán y Hernández, incluso de Lenin se harían familiares en muchas de las dependencias de aquellos Ayuntamientos que, desde aquel momento, se ponían al servicio de la revolución y que en la mayor parte de los casos actuarían como un organismo independiente de la soberanía nacional. Peones de albañil, ebanistas, zapateros, trabajadores del campo o simplemente afiliados al partido socialista sustituían de la gestión de los municipios a técnicos de la administración convirtiendo esos Ayuntamientos en pequeños soviets donde la revolución empezaba a ser algo más que una ilusión (Extremadura, uno de las regiones que más porcentaje de Ayuntamientos fueron sustituidos, llegaría a conocerse como la Siberia extremeña).
Si la Monarquía se mostró incapaz de que su fuero llegase a estos pueblos, tampoco lo República se haría notar en muchos de ellos haciendo crecer unos apetitos revolucionarios que se llevarían todo por delante. Esa nula labor de la Monarquía en aquellas zonas rurales de España resultaría fatal para sus intereses y, sobre todo, para monárquicos y derechas durante la Segunda República. Abandonadas a su suerte durante de décadas, eran muchas las zonas de España en las que el espíritu público de la Nación nunca se llegaría a hacer notar, nada de lo que se discutía o resolvía en el fuero parlamentario tenía su correspondencia con lo que ocurría en unas zonas en las que, a lo más que se podía sentir como autoridad era al conseguidor o cacique de turno, en muchas de las ocasiones, un modesto funcionario con escasas capacidades para apenas mejorar el nivel de vida de los lugareños. Así las cosas, en ausencia de juicio crítico y de toda conciencia política, sin cultura y condenados al analfabetismo en buena parte de esas localidades, pronto harían mella las propagandas incendiarias de los nuevos moradores de los ayuntamientos que inculcarían una sed de odio y venganza muy permeable en unos espíritus ausentes de todo tipo de pasión política o ideológica. En efecto, el caciquismo decimonónico del turnismo, carente de todo tipo de motivación política, sería sustituido abruptamente por un caciquismo revolucionario extremadamente combativo y enormemente poroso a toda iniciativa y propaganda política, los socialistas incrementarían exponencialmente sus masas y acometividad desatando una llama revolucionaria sobre masas dóciles que, de estar bajo la égida del conseguidor de turno, pasaban a las manos de los voceros de la revolución, lo que habría de fomentar un estado de excitación y agitación permanente que no se habría de apagar hasta el fin de los días de la República. Las presiones que posteriormente se ejercieron sobre los patronos y propietarios del campo (invasiones de fincas, robo de aceituna, tala y quema de arbolado, etc.) tienen su génesis en este relato de la sustitución del caciquismo decimonónico por el nuevo caciquismo revolucionario.
Los socialistas encontraron en esta irregular sustitución de Ayuntamientos la vía más rápida y eficaz para propagar su ideario revolucionario, un ideario que no estaba en consonancia con los apetitos de una burguesía republicana que, como hiciera antaño la Monarquía, hará oídos sordos a ese nuevo desafío que crecía en la ruralidad y campo españoles; los republicanos creyeron ver en esa sustitución de los Ayuntamientos monárquicos un nuevo republicanismo desde el que extender sus influencias y su soberanía a los sitios más recónditos del territorio español, sin embargo, fruto de su indolencia y su sometimiento a las teorías y pactos con el socialismo, dejarían hacer a unas masas socialistas (y, ahora, autoridades republicanas), que caminaban por un rumbo muy distinto por el que transitaban los republicanos. Los ecos de lo que ocurría en Rusia seguían estando muy presentes en unas huestes del socialismo que, sabiéndose fuertes y con cada vez más resortes del Poder en sus manos (para ellos el municipalismo era la base y el fundamento desde el que propagar la revolución), se lo iban a jugar todo a una solución última que les otorgara aquello por lo que más de treinta años llevaban luchando, la Revolución; apenas tres años les separaban para que su ideal estuviera a punto de convertirse en realidad, Octubre de 1934, pero eso forma ya parte del que será mi siguiente trabajo y continuación de éste que aquí ahora concluye.
Pues esto ha sido todo; hasta aquí llega la primera parte de un trabajo que me he visto obligado a dividir en dos dada la extensión de un relato que, fundamentalmente, pretende esclarecer lo ocurrido en aquellos veinte años (1917 – 1936) en los que España estuvo a merced de una revolución que pretendía acabar con todo lo construido durante tantos años atrás. Espero haber hecho llegar y hasta incluso recrear lo que fueron algunos de los principales acontecimientos de aquellos convulsos años; con esa intención he seleccionado algunos de los episodios que, a mi juicio, seguramente son los más significativos y que, sobre todo, mejor creo pueden esclarecer un periodo en extremo agitado y tan complicado de ilustrar o fotografiar, bien sea por su desconocimiento (el periodo de la Restauración lo es para una gran parte de los españoles) o bien por la tergiversación de un relato que durante tantos años ha desenfocado, intencionadamente, lo que realmente ocurrió en aquellas primeras décadas de nuestro siglo XX. Esta primera parte deja claro, a mi entender, quiénes fueron los que impidieron el ejercicio del buen gobierno por puro interés partidista y contrario a todo principio y ordenamiento jurídico, la pulsión de la agitación y la subversión fueron su respuesta a un Gobierno y un modelo de Estado que no eran de su agrado que, además, creaba un precedente extremadamente peligroso porque, con el advenimiento de la Segunda República, en cierto modo se justificaba la acción de la coacción y la violencia con la que se emplearon durante los años precedentes (la interpretación de lo que es una tiranía es libre). La llegada de la República no culminaría, sin embargo, sus aspiraciones; en la segunda parte de este trabajo (que promete ser apasionante dados los temas y la magnitud de los acontecimientos a abordar), veremos cómo a los pocos meses de ser implantada los socialistas, en unión posteriormente de comunistas y nacionalistas, fundamentalmente, reactivarán sus apetitos revolucionarios insatisfechos con una República que creían demasiado burguesa y conservadora en sus propósitos. Pronto, nada más promulgarse la Constitución en Diciembre de 1931, el nuevo Gabinete presidido por Azaña dejaba fuera de sus labores ministeriales a la que era la principal fuerza republicana y que estaba predestinada a ser, en buena lógica, la encargada de enderezar una República a la deriva y presa de las sugestiones del socialismo, el partido Radical de Alejandro Lerroux. Manuel Azaña finalmente apostó por el elemento societario haciendo que aquella República girase a una política sectaria y radical muy alejada de aquella otra liberal que proponía el elemento radical del republicanismo. Las calles españolas pronto sufrirán tan arbitraria como inoportuna decisión del que era Presidente del Gobierno; apenas unas semanas después de tan desacertada decisión nacerían las llamadas Milicias Socialistas, concretamente, en los primeros días de Febrero de 1932; desde aquel momento ya nunca habría paz en unas calles tomadas y secuestradas por los que desde hacía tantos años habían alzado la bandera de la que fue la revolución más anunciada de la historia. Os espero en ese viaje que prometo apasionante y que, Dios mediante, confío que vea la luz no tardando mucho, antes de las próximas festividades navideñas. ¡Hasta pronto y sigamos juntos haciendo Patria!.
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Madrid, viernes 12 de febrero de 1926.

LA POERITICA NUENA

Las bases del programa de Unién Patriética

Profesién de fe en los destinos de Eispafia. » Fl lema de Patria y Monarquia.
“Todos los buenos ciudadanos deben adherirse a este gran partido politico.
Un Hamamiento a las mujeres espafiolas. » Los altos fines de la Unién Pa-
triética. » Una obra de apostolado para llegar a la reconstitucién de Espafia.
Cuando se logre el propésito se solicitars la reunién de una Asamblea consti-
tuyente para que redacte las leyes fundangenta]es por que deba regirse Espaiia.
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EL FISCAL GENERAL DE LA REPUBLICA PIBE EL PRO-
CESAMIENTO CONTRA LOS ENCARCELABOS POR
LOS SUCESOS DEL DOMINGO

Se trata de averiguar la intervencién que haya tenido el ex
Rey de Espafia y los propésitos que abrigaban
dos de sus dltimos visitantes

A las seis menos cuarto llegé a la
Presidencia el fiscal general de la Re-
phblica, el cual manifestd a los perio-
distas que se habia querellado contra
todos los que se hallan en la circel por
los sucesos del domingo.

Afiadié que se habia comprobado que
tenian preparados dichos elementos algo
que era mAs que la constitucién de un
partido, segan declaraciones de un em-
pleado que estabn a su servicio para esta
labor, el cual no pertenecia al partido
y. segin parece, ni siquiera ha cobrado
por su trabajo.

Entre los detenidos—continué el sefor
Galarza—se encuentran varias personas
que acudieron de buena fe a la reunién,
conflando en la significaciéon que se que-
ria dar al partido. La accién e interven-
cion de estas personas se ha de distin-
guir de la de aquéllas que premeditada-
mente ncudian a la convocatoria con dis-
tinto fin.

También se ha presentado, segin dijo
el sefior Galarza, la oportuna querella
contra las dictaduras de Primo de Ri-
vera y de Berenguer, por las responsa-
bilidades politicas. Por lo que respecta
al ex Rey, se procede a depurar la inter-
vencién que ha tenido sobre los propd-
sitos que abrigaban dos personas que le

visitaron recientemente; una de ellas
don Ignacio Luca de Tena, y otra, que
el sibado llegs a Madrid y a la cual se
busca en estos momentos.

¥n cuanto a la querella por los fusi-
lamientos de Jaca, se tiende a averiguar
si ol general Berenguer tuvo determina-
das sugestiones para el Consejo de gue-
rra de Jaca, y si aquéllas partieron de
don Alfonso.

ESPECIALISTA AGRADEC]DO
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0. naymond, constdera aue ea mu deher dar &
conocer @ lns personams canosas la slgulente re-
cota cuya preparacion se hace de modo muy
sencilo en_au %

“En un frasco de 250 krs. se echan 30 gre. de
ae Colontn (3 cucharsdus do las de zopa),
7 grs. Ae plicerina (una cucharadita do las dé

caféy, el contenido de una cajitn de “Orlex” y se
tormiha e llennr el frasco cOn BELA".

Los productos para la preparmcion do dicha
locion, aue ennegrece loa cabellos canosos ©
doscoloridos volviendoloa suaves y brillantes, pue-
Qen  compraras en ecunlquior farmacis, perfu-
meria o peluqueria, @ precio modico. Apliquese
dicha mezeia “nobre ios "cabelion “dos veces bor

tn ‘que me obtengn la tonnlldnd ape-
No-tihe el cuiero cabeNudo, no. en LAmbO-
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Tate medio rejuvenecera m toda persona
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Hacemos una Constitucion de izquierdas, y esta-
Constitucién va directa al alma popular. No quie-,
re la Comisiéon que la compuso que el pueblo es-
pafiol, que salié a la calle a ganar la Republica,
tenga que salir un dia a ganar su contenido. Por.
esq, porque es una Constitucion democratica, libe-.
ral, de un gran contenido social, 1a Constitucion que
os ofrecemos es .conservadora, porque Jos elementos -
que pueden alterar el orden con tal pretexto, no es’
preciso que en estos instantes, que no son de po-
lémica, sino de exposicién de nuestra obra, sean’
mencionados por mi. Lo dice la pastoral de los.
prelados del 17 de este mes. :

Nuestro proyecto de Constitucién es una obra
conservadora, conservadora de la Republica.
(Grandes y prolongados aplausos.)
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LOS CONFLICTOS SOCI;\LES EN ESPANA

Flementos perturbadores mantienen la intran-
quilidad en algunas regiones
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ROSTROS Y ESCENAS DEL MITIN
REVISIONISTA DE PALENCIA

SU TRAGICA DERIVACION EN BURGOS.
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EL GOBIERNO PROVISIONAL
DE LA REPUBLICA ESPANOLA
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EL IMPARGIAL

DIATIO LinERAL u
FONDADO POR D. EDUARDO GASSET Y ARTIME Callo dol Duquo do 4ia. 5

EL PRIMER DIA DE HUELGA GENERAL

Se declara el estado de guerra en toda Espaiia

Los obreros gue han secundado ol paro, lo han hecho por solideridad mas
clon

Aaverencia.

ONSEJO DE MINISTROS

ANTE LA HUELGA De madrugada
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